ÉN NOMBRE 
DE LA NACIÓN 
LA FORMACIÓN DEL 


GOBIERNO REPRESENTATIVO 
EN MÉXICO 


Alfredo Ávila 


EN NOMBRE 
DE LA NACIÓN 


Alfredo Ávila 


Durante los años del establecimiento del sistema representati- 


vo (1808-1824), la sociedad mexicana protagonizó cambios 
derivados del fin de la dependencia de España, lo que originó 
una transformación radical en la cultura política nacional: de 
un orden jurídico y político arbitrario basado en la soberanía 
de un individuo, se pasó a un orden normativo universalmen- 
te válido y sustentado en la soberanía del pueblo. 

Pese al escepticismo de algunos grupos, en México sí se es- 
tableció un auténtico gobierno representativo, como los de 
Inglaterra o Estados Unidos, que, por cierto, tampoco eran 
muy democráticos ni exentos de corrupción. Este libro narra 
el desarrollo de la discutida soberanía nacional y sus represen- 
tantes, y da cuenta de los complejos procesos por los que tuvo 
que pasar la nación inventada en los últimos años de régimen 


virreinal y los primeros del México independiente. 


ACCESO ABIERTO 
ISBN: 968-19-1088-5 


| taurus 
l | II 
789681 91 


V 


0884 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


LA FORMACIÓN DEL GOBIERNO 
REPRESENTATIVO EN MÉXICO 
(1808-1824) 


ALFREDO ÁVILA 
EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


LA FORMACIÓN DEL GOBIERNO 


REPRESENTATIVO EN MÉXICO 
(1808-1824) 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN. LA FORMACIÓN DEL GOBIERNO 
REPRESENTATIVO EN MÉXICO (1808-1824) 
D.R. O Alfredo Ávila, 1999. 


taurus , 
9] 99 


CIDE 


De esta edición: 
D.R, O Aguilar, Altea, Taurus, Alfaguara, S.A. de C,V., 2002. 
Av, Universidad 767, Col. del Valle 
México, 03100, D.F. Teléfono 5604 9266 
WWw.taurusaguilar.com.mx 


e Distribuidora y Editora Aguilar, Altea, Taurus, Alfaguara, S. A. 
Calle 80 Núm. 10-23, Santafé de Bogotá, Colombia. 
e Santillana S. A, 
Torrelaguna 60-28043, Madrid, España. 
e Santillana S. A. 
Av. San Felipe 731, Lima, Perú. 
* Editorial Santillana S. A. 
Av, Rómulo Gallegos, Edif. Zulia 1er. piso 
Boleita Nte., 1071, Caracas, Venezuela. 
e Editorial Santillana Inc. 
P.O. Box 19-5462 Hato Rey, 00919, San Juan, Puerto Rico. 
* Santillana Publishing Company inc. 
2105 N.W. 86th Avenue, Miami, Fl., 33122, E.U.A. 
* Ediciones Santillana S. A. (ROU) 
Constitución 1889, 11800, Montevideo, Uruguay. 
e Aguilar, Altea, Taurus, Alfaguara, S. A. 
Beazley 3860, 1437, Buenos Aires, Argentina. 
+ Aguilar Chilena de Ediciones Ltda. 
Dr. Aníbal Ariztía 1444, Providencia, Santiago de Chile. 
e Santillana de Costa Rica, S. A. 
La Uruca, 100 m. Oeste de Migración y Extranjería, San José, Costa Rica. 


Primera edición: julio de 2002 


Coedición con el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE). 
Coordinación de Publicaciones. 


ISBN: 968-19-1088-5 


D.R. O Diseño de portada: Ediciones de Buena Tinta, S.A. de C.V., 2002. 


Impreso en México 


Prefacio 


Una procesión 

Los gremios 

La Iglesia 

Los indígenas 

Los ayuntamientos 
Paréntesis (Las Cortes) 

El soberano 

La sociedad novohispana 
Las reformas borbónicas 
El final de la procesión 


Una parte integrante de la monarquía española 
Representar al rey y al pueblo 

Representar al rey 

Representar una nación independiente 

Representar al público 

Representar al Imperio 

Representar a la nación española 


La primera experiencia constitucional 

España: una nación moderna 

Ciudadanos y marginados 

La Constitución en Nueva España 

Ayuntamientos y diputaciones ¿Órganos 
de gobierno representativo? 

Prácticas electorales 

Corolario 

Los fueros del monarca 


17] 


ÍNDICE 


13 


21 
23 
25 
27 
31 
34 
37 
42 
46 
54 


61 
63 
66 
72 
77 
80 
90 


101 
103 
108 
111 


113 
120 
132 
135 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


El camino insurgente 

De Valladolid a Querétaro 
De Querétaro a Dolores 

De Dolores a Valladolid 

De Valladolid a Guadalajara 
De Guadalajara a Zitácuaro 
De Zitácuaro a Tehuacán 
De Tehuacán a Acapulco 
De Acapulco a Oaxaca 

De Oaxaca a Tecpan 

De Tecpan a Chilpancingo 
De Chilpancingo a Apatzingán 
De Apatzingán a Tehuacán 
De Tehuacán ¿a dónde? 


De las tinieblas a la luz 

Otros representantes: el ejército y el rey 
Representantes por necesidad 

El liberalismo español en Nueva España 

El Plan de Iguala 

La propuesta de los novohispanos en las Cortes 
El camino de los trigarantes 


El Imperio 

El debate en torno al gobierno representativo 
Las elecciones 

Las Cortes del Imperio 

La lucha por la representación nacional 

El fin del Imperio 


La República 

Alternativas de representación frente al Congreso 
Los poderes de los diputados 

El Constituyente de la federación 

La Constitución federal 

La primera práctica representativa 


143 
144 
145 
146 
147 
149 
154 
156 
159 
162 
165 
170 
176 
179 


183 
184 
185 
189 
196 
201 
208 


213 
214 
221 
224 
231 
241 


245 
247 
258 
262 
278 
280 


ÍNDICE 


A modo de conclusión: 
representación y representaciones 


Anexo 
Notas 
Siglas 
Bibliografía 


Índice de cuadros y figuras 


291 
303 
315 
373 
SU 


415 


Para mis padres 


PREFACIO 


Cualesquiera que sean las varias denominaciones con las que 
se libró y se sostuvo la lucha de que fuimos testigos y a menudo 
víctimas, en el fondo fue siempre la lucha del sistema electivo 
contra el sistema hereditario. Ésa es la cuestión principal de la 
Revolución Francesa y, por así decirlo, la cuestión del siglo. 


BENJAMIN CONSTANT, 
De la liberté chez les Modernes 


En noviembre de 1824, James Morier envió una nota a George 
Canning en la cual describía sus impresiones acerca de la nueva re- 
pública mexicana y, en especial, del estado de Veracruz. En esa en- 
tidad, el viajero inglés había establecido contacto con algunos de los 
hombres prominentes de la región, especialmente con los diputa- 
dos de la legislatura local.! Aquellos doce representantes del pueblo 
soberano de Veracruz eran tres terratenientes, cuatro comerciantes, 
tres militares, un abogado y un miembro del clero. Este último, Fran- 
cisco García Cantarines, mantuvo entretenidas charlas con el súbdi- 
to de Su Majestad Británica. Según Morier las opiniones del clérigo 
eran completamente opuestas al sistema representativo vigente en 
la república, pues argúía que la mayor parte de la población carecía 
de virtudes cívicas. Los indios eran descritos como 


unos completos salvajes, que han resistido constantemente cada 
intento por educarlos [...] Para dar un ejemplo de sus ideas de la 
representación, [García Cantarines] ha dicho que a un indio le pre- 
guntaron que ¿a quién quisiera como su representante —o el de su 
nación— en el Congreso? Después de pensarlo un poco, respon- 
dió: “al Espíritu Santo”.2 


Quizás esta referencia no sea tan significativa de la cultura políti- 
ca popular cuanto de la del señor diputado García Cantarines. Sin 
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embargo, ofrece un excelente pretexto para hacer algunas conside- 
raciones acerca de los cambios y las permanencias que sufrió la so- 
ciedad mexicana durante los años del establecimiento del sistema 
representativo. Entre 1808 y 1824 ocurrió en México una verdade- 
ra revolución que no sólo marcó el final de la dependencia con Es- 
paña sino una transformación radical en la cultura política, entendi- 
da ésta como el conjunto de prácticas y creencias que afectan las 
relaciones de poder en una sociedad.3 De un orden jurídico y políti- 
co arbitrario cuyo origen estaba en la soberanía de un individuo, 
distinto de sus súbditos, por naturaleza o gracia divina, se pasó a un 
orden normativo universalmente válido sustentado en una sobe- 
ranía despersonalizada (la del pueblo). El proceso que se presentó 
durante los años que cubre este libro, condujo, en palabras de Luis 
Villoro, a “la racionalización del fundamento de legitimidad del 
poder”.* Antes de las fechas señaladas arriba, el virrey marqués de 
Croix había señalado que los súbditos del rey de España habían na- 
cido para callar y obedecer y no para inmiscuirse en los asuntos del 
gobierno. Si bien es cierto que éste era más bien uno de los tantos 
deseos de las autoridades españolas —pues en la práctica los súb- 
ditos sí participaban de alguna manera, aunque limitada, en la polí- 
tica colonial—, expresa de una forma contundente las relaciones 
con el poder durante los últimos años del virreinato. En cambio, 
después de la Independencia, es posible observar una mayor vida 
política en las ciudades, pueblos y otras comunidades del país; ac- 
tividad que además estaba justificada por las ideas que sostenían al 
nuevo Estado. Es verdad que la manipulación de esa vida política 
por unos cuantos individuos puede quitar a la escena el romanti- 
cismo heroico de los relatos de Jules Michelet y hará dudar a más 
de uno que en México se estableció un auténtico gobierno repre- 
sentativo —como los de Inglaterra o Estados Unidos que, por cier- 
to, tampoco eran muy democráticos ni exentos de corrupción—. Sin 
embargo, hubo cambios radicales evidentes, por lo menos hasta 
después de que el general Vicente Guerrero ocupó la presidencia, 
amparado en un pronunciamiento de ser fiel representante de la vo- 
luntad nacional. 

El tema del cual se ocupa este libro es el de la soberanía 
nacional y sus representantes, por lo que, antes de seguir adelante, 
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conviene hacer unas cuantas definiciones acerca de ciertos térmi- 
nos. El primero es “soberanía nacional” y sus variantes: “soberanía 
popular”, “voluntad popular”, “voluntad de los pueblos” y “volun- 
tad general”. Como se advertirá con más detenimiento en el pri- 
mer capítulo, la definición etimológica de “soberano” es super om- 
nía, el que está sobre todos y a nadie tiene sobre sí. El principal 
atributo del soberano es legislar y no estar sujeto a legislación al- 
guna que no sea la propia. En una sociedad jerárquica y estamen- 
tal como la del antiguo régimen, esas características sólo podía te- 
nerlas el rey, por lo que no debe hablarse de soberanía nacional 
antes de las declaraciones de los derechos del hombre y del ciu- 
dadano de los siglos XvIn y XIx. Estas declaraciones se fundaban 
en la necesidad de ciertas personas y grupos de participar en la to- 
ma de decisiones políticas. La única manera de conseguir este 
objetivo era oponiéndose a la idea de que por naturaleza había 
individuos nacidos para ocupar cargos y tener privilegios. Sin em- 
bargo, esa oposición conducía a una afirmación que a muchos pa- 
reció peligrosa: por naturaleza los hombres son iguales, tienen las 
mismas oportunidades de ocupar cargos y nadie tiene privilegios 
sino que todos tienen derechos. 

Así nació la “soberanía popular”. Judith Shklar ha notado 
cómo ese término significó una “metáfora que contenía una ne- 
gación”. Hasta entonces, soberano era el monarca absoluto, quien 
ocupaba el estrato superior en la sociedad, de manera que la igual- 
dad sólo significaba que no habría nadie superior al conjunto de los 
ciudadanos.2 Hay que detenerse un momento en esta conside- 
ración, pues una visión romántica de la soberanía popular puede 
conducir a error. Ante todo, la soberanía popular o del pueblo no 
implica necesariamente que éste sea un sujeto activo capaz de darse 
leyes por voluntad propia, tal como los radicales quisieron hacer. 
Más bien, estamos frente a una definición negativa que implica que no 
hay un soberano natural encima de la masa del pueblo. En el siglo 
XIx, el político mexicano Mariano Otero supo exponerlo mejor: 


La soberanía del pueblo [...], tomada en su riguroso y genuino sen- 


tido no es más que un derecho abstracto, por decirlo así, un princi- 
pio que asegura únicamente que no hay un poder superior al de la 
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sociedad y que reconoce en ésta una facultad legítima para arreglar 
las condiciones de su existencia.$ 


Por lo tanto, las referencias en este libro a la soberanía del pueblo 
o de la “nación mexicana” no significan sino que las autoridades 
que quisieran gobernar en este país debían buscar legitimidad en 
esas ideas, lo cual no siempre era fácil. Esto debe tenerse presente 
en la lectura de las siguientes páginas. 

El término “soberanía popular” tiene algunas variantes, como 
“voluntad popular” o “general”, pero hay que resaltar que casi no se 
emplearon en el México decimonónico. Como ha señalado Erika 
Pani,” esto se debía al temor —si no es que terror— que ocasiona- 
ba en la gente de bien la imagen de los tumultos y movimientos 
populares. La “voluntad general” resultaba muy roussoniana. Por tal 
razón preferían hablar de “soberanía” o “voluntad de los pueblos”, 
pues esta última palabra (en plural) se refería a comunidades orga- 
nizadas y conocidas, no tan abstractas y temibles. En cuanto al tér- 
mino “voluntad” no todos los pensadores y políticos estaban de 
acuerdo en que la misión del gobierno representativo fuera obede- 
cer puntualmente los deseos de la población, aunque no fueron 
pocos quienes lo emplearon cuando se asumían como intérpretes 
de dicha voluntad y, por lo tanto, sus actos y ambiciones políticas 
quedaban legitimados en ella. 

Sin embargo, resulta más preciso el término “soberanía nacio- 
nal”, porque los documentos —generalmente los constitucionales— 
más discutidos y mejor elaborados por los pensadores y políticos 
españoles y mexicanos llegaron a la conclusión de que sólo la na- 
ción era soberana. Desde el punto de vista del liberalismo político 
“La “nación” [...] era un conjunto de ciudadanos cuya soberanía co- 
lectiva los constituía en un Estado”.* Es menester recordar que la 
soberanía no sólo da legitimidad al legislador o a quien quiera do- 
minar políticamente en una sociedad, también otorga el estatus de 
Estado en la comunidad internacional. Cuando México alcanzó su 
independencia no sólo se separó de España sino, lo más importan- 
te, se estableció como un Estado. 

El gobierno representativo es aquel que encuentra su origen 
en la soberanía nacional o —si se prefiere la definición negativa 
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que le hemos dado a este término— es el que no tiene legitimidad 
por estar sobre los demás en una sociedad jerárquica por natu- 
raleza, sino que debe llamar ocasionalmente a los ciudadanos para 
ocupar “alguna función pública, local o general”.? Es verdad que, en 
la práctica, no cualquier ciudadano es electo para tales encargos: la 
riqueza, educación, preeminencia y hasta la astucia juegan un papel 
determinante para los políticos en un gobierno representativo. La 
mayoría de la población, especialmente los más pobres e ignoran- 
tes, no tienen posibilidad alguna de alcanzar el poder. En el siglo XIX, 
el gobierno representativo no sólo era distinto a la democracia sino 
que, en buena medida, se le oponía. No se pretendía que todos go- 
bernaran sino tan sólo evitar que un grupo, por nacimiento o manda- 
to divino, tuviera de manera permanente el privilegio de mandar. 

Esto fue lo que pasó en México. Desde 1808, ante la crisis im- 
perial española, un grupo de criollos quiso hacerse del poder que 
hasta entonces dependía únicamente del rey. Para lograrlo se pro- 
puso representar la soberanía del monarca preso, aunque no faltó 
quien quiso despojarlo de ese atributo. Sin embargo, la cultura po- 
lítica que predominó entonces era la de la representación del anti- 
guo régimen: un mecanismo de negociación entre las corporaciones 
y las autoridades que fue insuficiente a la hora de querer organizar 
un gobierno propio. En el primer capítulo se abordan los temas de 
la soberanía y la representación antes de esa fecha. De los aconte- 
cimientos de 1808 en México y España se ocupa el capítulo segun- 
do. La ausencia del rey y la invasión napoleónica en la metrópoli 
motivaron que los españoles construyeran autoridades alternas 
que, si bien reconocían la soberanía del monarca preso, debían re- 
presentar a los insurgentes contra los franceses. Esta situación de 
crisis condujo al establecimiento de las Cortes y de la Constitución 
liberal de 1812, en la que se preveía un gobierno representativo, 
como puede verse en el tercer capítulo. Los empeños de los insur- 
gentes mexicanos por llegar a establecer un gobierno representati- 
vo independiente se estudian en el cuarto capítulo. Es verdad que 
tras su derrota, ninguna de sus propuestas sobrevivió, pero la gue- 
rra que les dio origen cambió de manera radical la cultura política 
de las comunidades y pueblos que se levantaron en armas —en fa- 
vor de los insurgentes o, incluso, de los realistas—. Como demos- 
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traron los vanos empeños de Ignacio Rayón o de José María More- 
los, resultaba muy difícil lograr establecer una autoridad represen- 
tativa sobre unos hombres que no reconocían más que su propio 
derecho a rebelarse. El gobierno representativo no sólo surgió, co- 
mo mencionó Benjamin Constant, como una lucha contra el absolu- 
tismo, sino también como una alternativa a la participación popular 
directa. El quinto capítulo está dedicado al retorno del constitucio- 
nalismo español en 1820 y a la Independencia alcanzada al año si- 
guiente con la bandera del Plan de Iguala. Ese documento estableció 
que en el naciente Imperio mexicano no habría más autoridad que 
la sustentada en la soberanía nacional. El gobierno de Agustín de 
Iturbide buscó esa legitimidad (sexto capítulo) aunque la demanda 
republicana y federalista tuvo un mejor éxito al exigir responsabili- 
dad a los órganos representativos nacionales y establecer legislaturas 
en las regiones convertidas en estados (séptimo capítulo). 


Esta investigación empezó en febrero de 1995 como tesis de 
maestría en Historia de México, en el seminario dedicado a la “Cul- 
tura política mexicana en el siglo XIx”, dirigido por Beatriz Urías. Las 
lecturas y opiniones de aquel grupo de maestría resultaron del todo 
novedosas frente a la historiografía política tradicional. Al principio 
llegué a creer que las dificultades enfrentadas por el gobierno repre- 
sentativo en México se debieron a las “supervivencias” corporativas 
del antiguo régimen, con lo que asumí una postura revisionista que 
restringía los efectos de la revolución, pero que al menos me libró 
de las tentaciones de una interpretación whig. En estos momentos no 
estoy de acuerdo con muchas de las ideas que en aquel entonces 
adopté, pero sin duda fueron de gran importancia para el curso pos- 
terior de la investigación. Las lecturas y comentarios hechos por Mi- 
guel Soto, Manuel Ferrer y Ernesto de la Torre ayudaron a destacar 
el relato de acontecimientos en un trabajo que amenazaba ser ex- 
cesivamente teórico y, por lo tanto, sin sustento empírico. Mención 
aparte merecen Roberto Moreno (f) y María del Refugio González. 
Sus charlas, consejos y aportaciones fueron de lo más valioso, no sólo 
para la realización de este ensayo, sino para mi formación profesio- 
nal. Cristina Gómez y Mario Vázquez aportaron sus saberes y sus 
dudas. La lectura crítica de Armando Correa fue de gran importan- 
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cia. Sin embargo, mi mayor reconocimiento es, como siempre, para 
los encargados de las bibliotecas y archivos que con su trabajo han 
hecho más agradable el mío. 

Virginia Guedea no sólo dirigió la primera versión de este 
estudio sino que continúa brindándome una asesoría invaluable. 
Ha sido gratamente estimulante conversar con quien posee un gran 
conocimiento de los temas que me han interesado en los últimos 
años. Buena parte de los aciertos de este libro se deben a ella. 
Los miembros del “Seminario sobre la formación del Estado nacio- 
nal mexicano”: Luis Bernal, Erika Pani, Enrique Plasencia, Elisa 
Speckman y Carmen Vázquez Mantecón contribuyeron de una ma- 
nera determinante en las ideas que ahora rigen este estudio. Un 
reconocimiento especial merece Erika Pani, pues sus comentarios, 
críticas y sugerencias fueron hechos con inteligencia, además de 
señalar el rumbo correcto para publicar esta monografía. 

Es un placer dejar constancia del apoyo que la Universidad 
Nacional Autónoma de México me brindó para realizar la presente 
investigación gracias a una beca de la Dirección General de Asun- 
tos del Personal Académico, a través del Instituto de Investigaciones 
Históricas. Sin embargo, no es ésta la única deuda con la Univer- 
sidad Nacional. Muchas de las ideas que se exponen aquí fueron 
discutidas con mis alumnos de la Facultad de Filosofía y Letras y 
también con algunos queridos amigos. Además de mis padres, a 
quienes dedico esta obra, Cristina González y, muy en especial, 
Dinorah merecen más que mi gratitud. 


ALFREDO ÁVILA 
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El día 7 de julio de 1793 en México por la mañana, fue la 
procesión de la virgen, de la Santa Veracruz hasta la Catedral, 
y fue en esta forma: por delante, el Señor Santiago a caballo, 
luego siguieron todas las cofradías, luego todas las terceras 
órdenes, luego todas las comunidades por su antigúedad, luego 
el clero con el señor arzobispo, en donde iba la santísima 
virgen, y por delante de ella, los indios del pueblo de los 
Remedios, Luego siguió la Novilisima Ciudad con toda la 
oficialidad interpolada. Luego siguió la Rial Audiencia y todos 
los tribunales. Luego siguió una compañía de granaderos del 
regimiento de la corona, con que finalizó la procesión. 


José GÓMEZ, Diario curioso! 


Nueva España era, a principios del siglo XIX, una sociedad básica- 
mente agraria, tradicional y católica. Esos principios sustentaban un 
orden político autoritario, paternalista y estamental. De ahí surgiría 
con el paso de los años un nuevo tipo de gobierno, cuyo estudio es 
el objeto de este trabajo. El virreinato formaba parte de la Corona de 
Castilla y, por lo tanto, compartía con ella sus características institu- 
cionales, amén de ciertas condiciones propias que formaban una 
especie de constitución para este reino, a saber, era un dominio es- 
pañol, justo por ser cristiano; que no podía enajenarse ni separarse 
de Castilla; dividido en repúblicas, la de españoles y las de indios, 
quienes eran vasallos de la Corona.? La sociedad española, como las 
otras del antiguo régimen, estaba organizada jerárquicamente y el 
monarca ocupaba la parte más alta. Las reiteradas y humildes peti- 
ciones de las comunidades indígenas y los cientos de representacio- 
nes que le dirigían diversas corporaciones e individuos son indicios 
de un régimen patriarcal. Las gracias y los privilegios otorgados por 
el rey, así como las obligaciones y límites impuestos por él, eran las 
leyes que regían sus vastos territorios. La legislación española, por 
lo tanto, no era uniforme. Salvo algunos preceptos jusnaturalistas de 
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los códigos medievales, la reglamentación hispánica era casuística. 
Consistía en otorgar prerrogativas a las diversas partes que confor- 
maban el Imperio: fueros —en su sentido original: “libertades”— para 
algunas regiones, monopolios a consulados y particulares, y privi- 
legios para las corporaciones civiles y eclesiásticas. Ése es el origen 
de la diversidad y abundancia de las leyes españolas del Antiguo 
Régimen. Cada precepto mantenía su vigor con el paso del tiempo. 
En el siglo XVI, las distintas leyes vigentes en España abarcaban 
desde las “Partidas” medievales hasta las muchas disposiciones y 
pragmáticas de los monarcas, reunidas en las colecciones de leyes. 
Éstas se hacían tanto para la legislación general española como para 
casos particulares. Así hubo recopilaciones exclusivas para América 
O para el comercio, como la Recopilación de leyes de los reynos de 
Indias de 1681 y la Guía de negociantes, reunida por José María 
Quirós en 1810. La última recopilación hecha antes de la Indepen- 
dencia americana fue la Novísima recopilación de las leyes de Espa- 
ña mandada formar por el Señor Don Cárlos IV. 

El poder del rey para conceder mercedes, gracias y demás 
tipos de privilegios lo convertía en legislador único, tal como había 
propuesto Jean Bodin.* Si en la práctica sus disposiciones no eran 
siempre bien recibidas y en ocasiones se veían presionados por cier- 
tos grupos, teóricamente su potestad legislativa no tenía más límites 
que las normas cristianas y era irresponsable ante cualquier súbdi- 
to: era absoluta. El cúmulo de privilegios y fueros otorgados por el 
monarca formaba una sociedad en la cual no había “igualdad ante 
la ley”. Este orden jerárquico podría parecer, a primera vista, injus- 
to e insoportable para la mayoría, pero había una peculiar visión del 
mundo que lo sustentaba, como puede apreciarse en algunas ce- 
remonias. En un pueblo profundamente religioso como el novohis- 
pano no resultaban extrañas las procesiones. La llegada de un nuevo 
virrey, de un arzobispo o alguna otra celebración —o calamidad— 
congregaba a la sociedad virreinal para dar gracias o hacer peticio- 
nes a santos y vírgenes. Casi siempre, luego de la procesión, había 
misa en Catedral y, cuando la ocasión era jubilosa, fiesta popular. 
Eran momentos en los cuales se podía retratar esa sociedad: mezclada 
y barroca en la fiesta, sumamente católica durante la misa, y riguro- 
samente separada en cuerpos mientras se realizaba la procesión. 
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Durante estos desfiles la sociedad se veía representada a través de 
sus corporaciones (una corporación es la asociación con intereses 
comunes y una ordenación interna reglamentada y reconocida por 
la autoridad). Las doctrinas cristianas y aristotélicas concebían a la 
sociedad como una realidad orgánica, en la cual cada parte tiene una 
función que cumplir para el bienestar común. Las corporaciones eran 
las piezas fundamentales de esa sociedad tan llena de desigualdades. 
El fundamento de los cuerpos estribaba en dos supuestos: primero, 
que los intereses de los asociados eran los mismos y, segundo, que 
cada uno de ellos cumplía una función imprescindible en la sociedad. 
Sólo esas instituciones eran capaces de mantener el orden monárqui- 
co y de conseguir “el bien de la sociedad civil”.*Se consideraba que 
todos los miembros de una corporación tenían los mismos intereses, 
ergo, tenían una voluntad común. Virtualmente, toda la población es- 
pañola del antiguo régimen pertenecía a algún cuerpo, de manera 
que esa sociedad estaba representada en sus corporaciones. 

Las procesiones tenían siempre un orden estricto. No resulta 
extraño encontrar disputas acerca del lugar que debía ocupar den- 
tro de ellas cada corporación. Por regla general, iban adelante aque- 
llas que se encontraban en las partes más bajas de la jerarquía hasta 
que cerraban las más altas autoridades. Con todo, había ciertas di- 
ferencias dependiendo de su carácter: religioso o civil. La proce- 
sión más importante de la Ciudad de México era la del Real Pendón, 
celebrada el trece de agosto, día del santo patrono de la ciudad y 
de su conquista. Otra de gran importancia era la de Corpus Christi, 
que continuó realizándose aun después de consumada la Indepen- 
dencia. Una muy memorable fue la dedicada a Nuestra Señora de 
los Remedios el 7 de julio de 1793. Partió “de la Santa Veracruz has- 
ta la Catedral, y fue en esta forma: por delante, el Señor Santiago a 
caballo, luego siguieron todas las cofradías [...]”, es decir, las orga- 
nizaciones religiosas de los distintos gremios de la ciudad. 


Los gremios 


Estas corporaciones protegían los intereses de los artesanos y de los 
consumidores al establecer monopolios y normas de producción. 
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Según Felipe Castro Gutiérrez, “los gremios fueron grupos de per- 
sonas de una misma profesión, unidas tácita o expresamente para 
la defensa y promoción de sus intereses comunes”. También trataban 
de proteger a los de una misma clase u oficio “con el loable piadoso 
fin de unirse y estrecharse honrosamente”, socorrer a sus miembros 
y a “sus familias, viudas y huérfanos por la infelicidad y miseria 
a que suelen quedar reducidos”.* Baste agregar que los gremios 
representaban los intereses de sus integrantes ante el monarca y 
sus ministros. Eran el medio más apropiado por el cual los artesa- 
nos podían hacerse presentes y proteger sus privilegios. Es cierto 
que dentro de algunos se realizaban votaciones para elegir a los 
veedores y algunos otros puestos, pero la mayoría de los cargos se 
obtenían de acuerdo con las ordenanzas de cada uno, que casi 
siempre tenían que ver con los méritos y antigiedad de los miem- 
bros. Sin embargo, aun cuando un maestro no hubiese sido electo 
se le podía considerar un buen “representante” de su oficio, al su- 
ponerse la “unanimidad” de intereses de los agremiados. Cualquiera 
de los individuos de la corporación, con “autoridad, dignidad, ca- 
rácter ó recomendación” era, atendiendo a la lógica corporativa, un 
“representante”.* Sin embargo, dentro de estas corporaciones había 
también divisiones y “partidos” cuya legitimidad se aceptaba, pero 
que no debían mostrarse al exterior del cuerpo, cuya unidad debía 
siempre prevalecer.” Como ha señalado Iván Escamilla, la represen- 
tación del antiguo régimen era más bien un sistema informal de ne- 
gociación entre las corporaciones y las autoridades, de modo que 
en última instancia el representante legítimo de cada gremio, con- 
sulado, tribunal o en general cada cuerpo era aquel reconocido por 
el rey como tal. De esta manera, los partidos al interior de las cor- 
poraciones debían aceptar como representante a quien contara, 
además, con el reconocimiento del rey. 

El ingreso en los gremios era muy restringido. Casi todos exi- 
gían “limpieza de sangre”, o sea, no tener algún ancestro morisco o 
judío. En otros casos, los indígenas podían pertenecer a estas aso- 
ciaciones, pero no podían tener taller propio, dependían siempre 
de un oficial o de un maestro. Ciertas profesiones sólo admitían 
blancos. Además, la entrada podía resultar excesivamente cara, por 
lo que a veces ni los españoles podían pertenecer a ellos. También 
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era necesario pagar cuotas para el mantenimiento del gremio y, es- 
pecialmente, de la cofradía y de las capillas del santo patrón del ofi- 
cio. Las contribuciones, restricciones y normas que debían seguirse 
impedían la pertenencia de muchos artesanos a los gremios, lo cual 
no significaba que no pudieran ejercer su trabajo. Las violaciones a 
los monopolios gremiales se volvieron frecuentes, especialmente 
a finales del siglo xvII!, con el rápido aumento de la población ur- 
bana. Brian Hamnett ha resaltado la crisis de los gremios de tex- 
tiles, particularmente en Puebla, Querétaro y Tlaxcala, durante el 
periodo borbónico.? En realidad las ordenanzas gremiales estaban 
volviéndose cada vez más inútiles, aunque seguían protegiendo a 
sus miembros, como en el aspecto espiritual: la formación de cofra- 
días es un buen ejemplo de esto. 

Había otro tipo de organizaciones de tipo gremial, como el Real 
e Ilustre Colegio de Abogados, el Consulado, los colegios, la Uni- 
versidad y el Tribunal de Minería. Se trataba de corporaciones que 
por su propio objeto resultaban más vigorosas que las de artesa- 
nos. Sin embargo, sus ordenanzas también fueron objeto de con- 
tinuas violaciones. Prácticas como el contrabando se volvieron 
habituales a finales del periodo virreinal, especialmente cuando 
los conflictos anglo-españoles hacían imposible la presencia de 
barcos hispanos en América. La marina inglesa hacía entonces su 
agosto, vendiendo telas baratas a los comerciantes criollos. En 
cuanto a la minería, defraudar el “quinto real” ya era uso común 
desde el siglo xvI. Como se verá en su momento (véase capítulo 
tercero), estas corporaciones buscaron después tener una repre- 
sentación ante las Cortes españolas, que por definición lo eran de 
la nación y no de grupos. 


La Iglesia 


El aspecto místico y hasta santurrón cobra una gran importancia 
en una sociedad tan religiosa como la novohispana. Las comunida- 
des religiosas también se hacían presentes en las procesiones. Las 
órdenes de regulares habían sido muy importantes en el siglo XVI y 
durante los periodos de evangelización. Sin embargo, ya desde el 


[25] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


siglo XvIr los monarcas de la Casa de Austria, con la eficaz colabo- 
ración del clero secular, habían dirigido una feroz ofensiva contra 
sus privilegios. La tendencia general fue quitar la administración de 
los sacramentos a los regulares, reduciéndolos a su vida comunal. 
El proceso de secularización de parroquias iba muy adelantado en 
el siglo xvi. Por esto sólo conviene abordar al clero diocesano. 

Es un lugar común afirmar que los altos puestos gubernativos, 
tanto civiles como eclesiásticos, estaban en manos de españoles 
peninsulares. Quizás ésos eran los deseos de los monarcas y sus mi- 
nistros, pero la realidad, no muy lejana, resulta menos tajante. Cier- 
tamente la mayoría de los obispos y arzobispos que ocuparon sedes 
americanas durante los trescientos años de dominación española 
fueron naturales de la península, pero un grupo no menor a 30 por 
ciento nació en el Nuevo Mundo.? Si esta situación se presentaba 
para los más altos dignatarios, cabe pensar que el número y por- 
centaje de criollos aumentaría notablemente para los otros cargos 
de la jerarquía. Aunque no hay datos certeros al respecto, resulta 
indiscutible la mayoría casi absoluta de criollos y no pocos mestizos 
en parroquias pequeñas. La Iglesia católica en América fue una 
Iglesia realmente americana. 

Era común en Nueva España que casi cualquier familia que 
pudiera, destinara alguno de sus miembros al servicio religioso, por 
lo cual había frecuentes vínculos entre la Iglesia y la población colo- 
nizadora. Solían mantener relaciones cercanas e identificar sus pro- 
blemas. Había una especie de alianza política entre la Iglesia y los 
criollos que llevó a la jerarquía eclesiástica a representar los intere- 
ses locales ante las autoridades civiles en varias ocasiones. Así por 
ejemplo, en Guadalajara a finales del siglo xvi hasta los obispos 
europeos se sentían comprometidos con el desarrollo de su región. 
Actuaban en favor de los intereses y del desarrollo de Nueva Galicia 
y, de ser necesario, representaban a sus habitantes ante la Corona. 
La diócesis de Valladolid presentaba un caso parecido. Allí, cuando 
se temían los estragos de la consolidación de vales reales, el canó- 
nigo, y después obispo electo, Manuel Abad y Queipo envió una 
representación a Madrid para pedir la supresión de tan perjudicial 
ley, “a nombre de los labradores de esta ciudad y provincia [Valla- 
dolid de Michoacánl, y ellos la adoptaron”. 
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Los católicos novohispanos tenían depositada una gran con- 
fianza en sus dirigentes religiosos, la cual se manifestaba en la paz 
y tranquilidad del Imperio, debidas en gran parte al influjo de la 
Iglesia sobre los habitantes. De hecho, el altar era considerado uno 
de los pilares del Estado español. Los ministros del rey pronto se 
dieron cuenta del valimiento ejercido por la Iglesia en su grey 
americana y comprendieron que del control del clero dependía, en 
buena medida, el de las posesiones ultramarinas. Los monarcas es- 
pañoles sabían del poder de la Iglesia, por eso procuraron conver- 
tirla en una aliada. La jerarquía católica permaneció subordinada a 
la Corona, por obra y gracia del real patronato en las Indias y de las 
prácticas regalistas cada vez mayores de los borbones. Aunque pu- 
diera parecer extraño, las intervenciones reales en los asuntos ecle- 
siásticos eran defendidas, incluso, por los mismos clérigos. Lo cual 
no resulta tan sorprendente si se considera que debían sus puestos, 
precisamente, a las provisiones reales. 1! 

Parece evidente que hay una contradicción en los párrafos 
anteriores. Ciertamente, los clérigos americanos estaban cada vez 
más identificados con su grey, a tal grado que podían ser portavo- 
ces de sus necesidades y preocupaciones, pero al mismo tiempo, 
la Iglesia se hacía más dependiente de la Corona y de sus políti- 
cas, que, muchas veces, atentaban contra sus privilegios. Ante esta 
disyuntiva, la Iglesia católica tendría que decidir: sumisión com- 
pleta ante la corte o participar con quienes tantas veces fueron sus 
representados. 


Los indígenas 


En las procesiones también participaban las comunidades de in- 
dios. En la Ciudad de México desfilaban los representantes de 
las parcialidades de San Juan Tenochtitlan y de Santiago Tlatelolco. 
En la del 7 de julio, iba “la santísima Virgen, y por delante de ella, 
los indios del pueblo de los Remedios”. Desde mayo de 1563 la 
Corona se propuso aislar a los naturales de la población europea 
que pudiera corromperlos. En octubre de 1591, la anterior prohibi- 
ción de que los españoles malvivientes se acercaran a los pueblos 
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de indios se extendió a toda la población no indígena. Se pretendía 
protegerlos de los vicios y abusos de otros grupos. Por eso, aunque 
eran súbditos del rey de España vivían en un estado especial de pro- 
tección y se les conservó, en la medida de lo posible, su antigua 
organización social.!? 

En las comunidades prehispánicas, pese a la paulatina e irre- 
versible aristocratización de los grupos dirigentes, los funcionarios 
eran electos. Su encargo era vitalicio, aunque no heredaban sus pues- 
tos. Además, los funcionarios de cada calpulli podían ser depuestos 
si no cumplían las obligaciones contraídas con su comunidad. Sin 
embargo, los electos pertenecían generalmente a un mismo grupo 
“los “indios cabeza, [...] los jefes de familia o ancianos de linaje”. Al 
parecer, estas prácticas no cambiaron mucho con la implantación 
del régimen español. Únicamente la elección cadañera ocasionó 
algunos problemas aunque, de hecho, en los lugares más inaccesi- 
bles para el gobierno virreinal, se mantuvo la tradición de los car- 
gos vitalicios.1* En Yucatán, por ejemplo, los “principales” mayas 
siguieron gobernando con las nuevas formas jurídicas. Es más, a ve- 
ces los nombres antiguos permanecieron y se confundieron con 
los de los nuevos cargos. Así, los viejos bataboob ocupaban los 
puestos de caciques, y los regidores no eran otros que los tradicio- 
nales abcuchcab. Charles Gibson ha señalado el mismo fenómeno 
para la región central del país. Parece que hubo una continuidad 
entre ciertos cargos prehispánicos y los cacicazgos y gubernaturas 
coloniales. En los Valles Centrales oaxaqueños, la legislación his- 
pánica introdujo algunos cambios en las comunidades indígenas, 
pero persistieron muchas prácticas. La nobleza, que allí sí había sido 
hereditaria, mantuvo su poder durante los siglos coloniales. En 
Acolman, la adopción de instituciones españolas no mudó las rela- 
ciones entre la nobleza indígena y sus subordinados, aunque la 
cercanía con la ciudad de México impidió el mantenimiento de su 
preeminencia.*! 

El gobierno de la segunda Audiencia novohispana procuró 
dotar a las poblaciones indígenas de una autonomía parecida a la 
de los ayuntamientos españoles. El presidente Sebastián Ramírez de 
Fuenleal no logró su propósito. Por esto resulta conveniente aclarar 
que los indios no tenían ayuntamientos ni sus asentamientos podían 
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pasar de la categoría de pueblos, aunque se estableció un sistema 
electoral para designar a los gobernadores indígenas. Por real cédu- 
la del 9 de octubre de 1549 elegirían a sus propios jueces, regidores, 
alguaciles y escribanos. Luego Felipe II fijó el número de alcaldes y 
regidores de sus cabildos. Los pueblos con menos de ochenta in- 
dios, pero más de cuarenta, sólo elegirían un alcalde y un regidor, 
los pueblos con más de ochenta tributarios varones tenían derecho 
a dos alcaldes y dos regidores, mientras que las comunidades ma- 
yores podían votar a dos alcaldes y cuatro regidores. Por supuesto 
había excepciones hechas por los privilegios dados a ciertas comu- 
nidades. Aunque se mandaba que las elecciones se hicieran como 
en los “pueblos de españoles”, la verdad es que pocas veces se 
cumplió esa indicación.!* 

En la práctica, presidía la elección, por lo general, el párro- 
co o su vicario, de acuerdo con las instrucciones del virrey, pero 
todos los puestos recaían en indígenas. Se reunían en las casas de la 
comunidad los indios tributarios que mostraran ser “legítimos elec- 
tores y vocales” y allí elegían, de viva voz, a sus autoridades. Evi- 
dentemente no había candidaturas, de manera que antes de la 
elección —quizá sería mejor decir aclamación— se discutían los 
méritos y virtudes de algunos individuos. Los requisitos para ser 
elector eran: ser miembro de la comunidad y pagar tributo. Si ade- 
más hablaba español, era buen cristiano y no ocupaba un cargo en 
esos momentos, podía ser elegible. Una vez alcanzada la unanimi- 
dad se aclamaban los nombres de los afortunados. Esta costumbre 
era una herencia precortesiana e, incluso, persiste todavía en mu- 
chas comunidades aisladas. Los resultados de la “elección” se co- 
municaban al alcalde mayor o corregidor, quien informaba a la 
Audiencia. El virrey, como presidente de este tribunal, debía auto- 
rizar las elecciones y los corregidores entregaban las “varas de 
mando” a las nuevas autoridades.!6 

Con todo, esta práctica electoral no fue precursora del siste- 
ma representativo, pues se trataba de cargos para el gobierno inter- 
no de la república de indios. La tradición de la “vara de mando” 
entregada por los corregidores confirma el hecho de que si bien la 
elección la hacían los indígenas, la autoridad la otorgaba el monar- 
ca a través de sus funcionarios: la soberanía pertenecía al rey y no 
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a los pueblos. Quienes ocupaban los cargos de las repúblicas in- 
dígenas eran representantes de su comunidad, pero no por haber 
sido electos sino por tener “autoridad, dignidad, carácter o reco- 
mendación”. Su autoridad no les venía del pueblo. Luego de la acla- 
mación, el monarca los reconocía como representantes de la repú- 
blica de indios, es decir, como legítimos interlocutores entre la 
corporación y la autoridad. Estas elecciones no eran pues “demo- 
cráticas”, como las llamó erróneamente Luis Chávez Orozco, por 
la principal razón de que el “demos” no era soberano. Además, las 
elecciones solían estar influidas por los principales del pueblo; 
tanto, que en Ocasiones su decisión se imponía y a veces no se 
realizaban los comicios. Había un gran número de irregularida- 
des, por ejemplo, no era extraño que los miembros de un cabildo 
saliente no aceptaran la elección de los nuevos. En ciertas regiones 
solía haber reelecciones inmediatas, pese a que la legislación las 
prohibía. Es posible que la reelección fuera, de alguna manera, un 
medio para garantizar la perpetuidad en los cargos, tal como suce- 
día en las comunidades prehispánicas. En los lugares cercanos a 
centros de poder español las irregularidades tal vez eran menores. 
De aquí se deduce que, en realidad, el ejercicio electoral era distin- 
to de comunidad en comunidad y en cada época. 

Nuevas irregularidades se presentaron a finales del periodo 
virreinal. La población novohispana creció notablemente durante el 
siglo XVIII El sector racial que más lo hizo fue el mestizo. No era 
extraño encontrar en las comunidades indígenas a hijos de padre 
español que, al hacerse pasar por indios puros, ocupaban cargos 
reservados a los naturales. En otras ocasiones, el atractivo de unas 
tierras ricas fomentaba la inmigración de grupos no indígenas y el 
enfrentamiento era más serio. En Tehuacán, por ejemplo, había tal 
cantidad de no indígenas asentados en las repúblicas que pidieron 
dos alcaldes y un síndico. Los naturales, obviamente, se opusieron a 
la formación de un ayuntamiento de españoles. Un caso similar se 
presentó en Otumba. Allí la tierra era yerma, pero sus habitantes 
habían sabido obtener provecho gracias a la producción pulquera. 
En la segunda mitad del siglo XVI aumentó la población mestiza y 
blanca, con lo que hubo algunos enfrentamientos entre las autori- 
dades de la república y los inmigrantes.!” Esos problemas se perpe- 
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tuaron hasta el periodo independiente, cuando ya había cesado 
legalmente la división entre indios y españoles. 

Pero los problemas no eran generados únicamente por la pre- 
sencia de elementos no indígenas en las repúblicas. En las regiones 
de Cuautla-Amilpas y de Cuernavaca, por ejemplo, el crecimiento de- 
mográfico propició disputas por el control de tierras y aguas, Estos 
problemas condujeron a que los pueblos quisieran constituirse como 
“repúblicas en sí”, sin depender de otros. Deseaban nombrar a sus 
propias autoridades. Esto parece indicar que no todos los pueblos 
de una república participaban en las elecciones sino únicamente la 
cabecera. En ciertas regiones de Puebla ocurría el mismo fenóme- 
no. La tendencia a exigir derechos para elegir autoridades propias 
—convertirse en “repúblicas en sí”—, propició el establecimiento 
de ayuntamientos tras la promulgación de la Constitución de 1812, 
Había, pues, desde finales del virreinato un aumento en la actividad 
política en los pueblos indígenas. $ 


Los ayuntamientos 


En la procesión que nos sirve de guía, el Ayuntamiento de la ciu- 
dad de México desfiló justo después que los indios. Esa institución 
era una de las más tradicionales tanto en la vieja Iberia como en 
Nueva España. Otrora había sido fuerte, particularmente cuando 
los monarcas necesitados de dinero lo pedían a los burgueses de las 
ciudades. El oro americano cambió esa situación. Su poder de ne- 
gociación menguó y últimamente los ayuntamientos estaban subor- 
dinados casi por completo al poder del soberano. Sin embargo, a fi- 
nales del siglo XvItI, aún se recordaban sus años dorados y se tendía 
a idealizar su papel. Se creía que los cabildos urbanos habían sido 
en otros tiempos un “dique contra el despotismo”, y verdaderos re- 
presentantes populares. Se trataba de una corporación “lo mismo 
Cabildo o Regimiento” exclusiva de ciudades y villas e integrada por 
uno o varios alcaldes, regidores y síndicos, “quienes tienen a su cui- 
dado el gobierno político y económico de la Ciudad, ó Villa”. Lo 
especial de esta institución estaba en el origen electivo de algunos 
de sus miembros, Quizá por esto se podría ver en ese organismo 
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una pieza clave en el desarrollo del gobierno representativo en 
nuestro país. No obstante, sus objetivos se limitaban al orden de la 
ciudad y su gobierno, y en todo caso, se pueden incluir aquí las 
consideraciones hechas para las elecciones de las comunidades in- 
dígenas. Los concejos municipales no tenían capacidad legislativa 
y las ordenanzas de gobierno emitidas por ellos debían ceñirse a 
la legislación general española y a la aprobación superior. Joaquín 
Escriche ennumera los siguientes objetivos de los cabildos, conce- 
jos o ayuntamientos: 


12 El cuidado de la abundancia y buena calidad de los comestibles: 
22 la inspeccion sobre legitimidad de los pesos y medidas, con facul- 
tad de enmendarlos y castigar á los contraventores: 3* la policía de 
sanidad y limpieza: 4* el cuidado de los pósitos: 5% la administracion 
de los propios y arbitrios: 62 la distribucion y exaccion de las contri- 
buciones y rentas públicas: 7? y en fin, generalmente hablando, todo 
lo que es relativo al gobierno económico político del pueblo.2 


Como puede apreciarse, no se trataba de un gobierno representati- 
vo, sino de una corporación encargada simplemente de solucionar 
los problemas de las ciudades, lo que José Miranda llamó el dispo- 
sitivo local, que si bien tenía alguna influencia en decisiones más 
amplias no formaba parte del “dispositivo central-peninsular”. Ade- 
más, su carácter electivo había funcionado solamente en su origen. 
En los contados casos en que sí se realizaban elecciones, quienes 
podían votar eran los “vecinos”: término que podía hacer referencia 
al jefe de familia, pero que era muy ambiguo. Tampoco era extraño 
que la formación de un nuevo cabildo quedara en manos de los 
miembros del concejo saliente. Por lo menos los cargos judiciales de 
los ayuntamientos, los alcaldes ordinarios, sí eran electos por los re- 
gidores. En realidad, desde el siglo XvI se procuró que las cargas 
concejiles fueran “beneficiadas” al mejor postor. En el siglo XVIN casi 
todos los puestos de los cabildos habían sido obtenidos así. Ni si- 
quiera el síndico personero —instituido por Carlos III en 1770— era 
electo, aunque se suponía que representaba al común de la ciudad. 
No resulta inaudito, entonces, que Manuel Godoy, el valido de Car- 
los IV, ostentara el título de Regidor Perpetuo de la Muy Noble Ciu- 
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dad de México, aunque nunca puso un pie aquí.?! La venalidad de 
los cargos había propiciado que al ayuntamiento del antiguo régi- 
men se le conociera como “propietario”. Los beneficiarios adquirían 
los puestos para toda la vida y, además, podían ser “renunciables”, 
es decir, podían, mediante un nuevo pago a la Corona, renunciar en 
favor de un pariente u otra persona. Esto quiere decir que los car- 
gos eran, en la práctica, muchas veces hereditarios; lo cual ocasionó 
que, sin importar el lugar de nacimiento del primer comprador, vinie- 
ran a parar en manos de individuos nacidos en el reino, Los ayunta- 
mientos se convirtieron en voceros de los intereses de la oligarquía 
criolla.22 Sin embargo, era frecuente que los criollos de los cabil- 
dos pertenecieran a una generación que ya hubiera visto muy men- 
guada la fortuna familiar. Estos criollos eran parte de lo que Luis 
Villoro llamó la clase media. Por eso los cabildos representaban, a 
veces, la parte criolla en la disputa por empleos públicos contra 
los gachupines —véase en este mismo capítulo “El final de la pro- 
cesión”—. La venta de cargos no afectó sólo a los ayuntamientos. 
Durante el siglo xvI1, vender puestos en las audiencias había signi- 
ficado una entrada adicional de ingresos al erario español, aunque 
pronto se vieron los frutos de esas medidas. Según Mark Burkholder 
y Dewitt Chandlier, “al iniciarse la segunda mitad del siglo xvi, en 
el Secretariado del Perú la Corona tuvo que enfrentarse a una fuerte 
“representación directa' de la sociedad local, resultado de las nume- 
rosas ventas de empleos hechas durante el decenio de 1740-1750”.23 

El papel de los ayuntamientos no fue de completa sujeción al 
monarca. Los propios corregidores, alcaldes mayores, virreyes y las 
audiencias cedieron muchas veces ante los intereses de los grupos 
locales. Los ayuntamientos estaban integrados por —y representa- 
ban los intereses de— los colonizadores europeos o americanos 
que pretendían sacar provecho de su estancia en Nueva España. 
Los negocios de este grupo estaban a veces relacionados con sus 
mismas cargas concejiles. Así, no resulta extraño encontrar a impor- 
tantes ganaderos regulando el abasto de carne de las ciudades. En 
su búsqueda por obtener un mayor control de la mano de obra indí- 
gena y de los mercados urbanos, los miembros de este sector po- 
dían emplear a los ayuntamientos como medio para representar sus 
intereses ante la burocracia imperial. El enfrentamiento que describe 
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Jonathan Israel entre los colonizadores y los burócratas en la primera 
mitad del siglo XVI se convirtió más tarde en una alianza entre esos 
grupos. A finales de esa centuria los corregidores y alcaldes mayo- 
res obtenían casi todos sus ingresos de los negocios ilícitos, pero to- 
lerados, con comerciantes y terratenientes locales, por ejemplo, a 
través de la repartición de mercancías. Estas prácticas intentaron ser 
erradicadas por la dinastía borbónica. Los monarcas de esa casa ejer- 
cieron presiones sobre los ayuntamientos para limitar su autonomía. 
Su objetivo era centralizar la administración y, para ello, decidieron 
convertir a los cabildos en una parte más de la maquinaria burocrá- 
tica. Hacia 1808, año considerado de coyuntural importancia por la 
“rebeldía” del Ayuntamiento de México, no había ya “un juego de in- 
tereses propio de la ciudad frente a las autoridades virreinales pues 
[...] se había entregado a las disposiciones dictadas por el virrey”.2 

Dejamos un momento la procesión. Todavía faltan las autori- 
dades metropolitanas y el virrey, para cerrar con esa institución del 
todo novedosa en Nueva España que fue el ejército. Hasta aquí he- 
mos sido testigos de la sociedad novohispana representada por los 
cuerpos que la formaban. Como toda esa población pertenecía vir- 
tualmente a alguna o varias corporaciones, en la procesión estaba 
todo el reino, o por lo menos la Ciudad de México —aunque, por 
privilegio, México representaba a toda Nueva España—. También 
debe recordarse que las elecciones, aun cuando en algunos cuerpos 
fueron muy importantes, no se realizaban para nombrar “represen- 
tantes”. De acuerdo con la lógica corporativa, cualquier individuo 
importante dentro de la jerarquía corporativa representaba al resto 
de los individuos de su cuerpo. Sin embargo, las prácticas electora- 
les serían importantes cuando se estableció que la votación sería el 
único medio para tener representantes. En todo caso, hasta ese mo- 
mento, la representación era funcional y no plebiscitaria.2 


Paréntesis (Las Cortes) 
Antes de seguir con la procesión —el siguiente turno era para “la 


Rial [sic] Audiencia y todos los tribunales”— haremos un paréntesis, 
dedicado a una institución inexistente en América, pero que está 
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íntimamente relacionada con los ayuntamientos y con la represen- 
tatividad, las Cortes. Su papel resulta muy importante pues, desde 
finales del siglo XVI ya se creía que su tarea durante la Edad Media 
había consistido, precisamente, en representar la voluntad del pue- 
blo frente al monarca.” Como pudo apreciarse en el caso de los 
ayuntamientos, esta idea resulta muy exagerada, pues no repre- 
sentaban sino los intereses de grupos locales. Sin embargo, el hecho 
de que el Congreso Constituyente de Cádiz llevara el nombre de 
aquella vieja institución ha fomentado todavía la creencia de que 
las antiguas Cortes representaban la soberanía popular. 

La representación antes del siglo xrx en España era entendida 
de muchas maneras. El término era definido como “hazernos pre- 
sente alguna cosa con palabras o figuras que se fixan en nuestra 
imaginacion”.2 Entre los hombres, un representante era quien tenía 
“autoridad, dignidad, carácter o recomendacion”, de manera que 
una persona que reuniera estos adjetivos podía ser un buen repre- 
sentante. Como afirmaba el diccionario: “Asi se dice: fulano es hom- 
bre de Representación en Madrid”. Un artesano con autoridad, dig- 
nidad, carácter y recomendación —un maestro, por ejemplo— era 
un digno representante de su gremio. Un miembro de la plutocra- 
cia de la Ciudad de México, la representaba. De la misma manera el 
monarca era símbolo y por lo tanto representante de su reino, así 
como un padre —jefe de familia— lo es de su progenie. 

Además de estas formas “naturales” de representación, el 
pueblo español podía estar representado, siempre a través de sus 
corporaciones, en las Cortes. Para evitar cualquier anacronía, de- 
be entenderse la palabra pueblo con la noción dada en el antiguo 
régimen: 


Pueblo llaman el ayuntamiento de todos los omes comunalmente, 
de los mayores, e de los medianos, e de los menores. Ca todos son 
menester, e non se pueden escusar, porque se han de ayudar unos 
a otros, porque puedan bien bivir, e ser guardados e mantenidos.? 


Es decir, el pueblo era la reunión de todos los hombres, pero no en 


tanto individuos. La ley de Partida es clara: los mayores, los media- 
nos y los menores. El pueblo del antiguo régimen era jerárquico. 
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Las Cortes eran la reunión de los “diputados” —“persona nom- 
brada y “destinada por un cuerpo' Óó comunidad, para que en su 
nombre y con su autoridad execute alguna cosa”, “el Regidor ó per- 
sona de alguna Ciudad de voto en Córtes, a quien le tocó la suerte 
para venir á servir la Diputación general en la Córte”—4 de los con- 
cejos municipales que debían “representar” —es decir, hacer pre- 
sentes ante el monarca y sus funcionarios— los intereses de sus co- 
mitentes. Sin embargo, los diputados no deben ser considerados 
como representantes en un sentido político. Según Escriche, la pa- 
labra diputado se empleaba para designar a “la persona nombrada 
por algún cuerpo para representarle” 3! frente a otras corporaciones, 
en los tribunales o ante el propio monarca. De ahí que las corpo- 
raciones que podían pagárselo tuvieran nombrado algún “apodera- 
do”, por ejemplo, un abogado o jurista que representara al cuerpo 
en los pleitos judiciales. Las corporaciones más opulentas, incluso, 
podían enviar diputados o procuradores ante las más altas cancille- 
rías y a la propia corte en la península. Los regimientos de las prin- 
cipales ciudades americanas podían mantener permanentemente 
un representante en España. Además era práctica común enviar “re- 
presentaciones” —peticiones escritas— al soberano.% Vale la pena 
insistir en este asunto, pues los poderes que se dieron a los dipu- 
tados —lo cual los convertía en “apoderados”— durante los prime- 
ros años de régimen representativo remiten a este tipo de dele- 
gación tradicional. 

Originalmente, las Cortes de los reinos españoles reunían a los 
diputados de la nobleza, el clero y el estado llano, pero desde fina- 
les de la Edad Media únicamente lo hacían los diputados de ciertas 
ciudades “con voto en cortes”. Cuando los ayuntamientos habían te- 
nido capacidad de negociar con los monarcas, las Cortes habían 
tenido cierto poder, pero en la Edad Moderna ya no serían reunidas 
sino para jurar su fidelidad al Príncipe de Asturias y al monarca el 
día de su coronación. Sin embargo, en el siglo xvI los intelectuales 
ilustrados habrían de idealizar a las medievales instituciones cas- 
tellanas como baluartes de las libertades españolas. Incluso los crio- 
llos pensarían en reunir Cortes, organismo que, de hecho, jamás 
existió en las tierras del Nuevo Mundo, aunque una ambigúedad de 
la legislación abría esta posibilidad: los monarcas españoles “en 
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atencion a la grandeza y nobleza de la Ciudad de México”, le otor- 
garon “el primer voto de las Ciudades y Villas de Nueva España [...] 
en los Congresos, que le hizieren por nuestro mandato, porque sin 
él, no es nuestra intencion, ni voluntad, que se puedan juntar las 
Ciudades, y Villas de las Indias”.% 

Si por lo que hasta aquí se ha dicho pudiera pensarse que, 
en efecto, las Cortes representaban —hacían presentes— los inte- 
reses del reino, hay que corregir esa creencia. Como afirma Luis 
González Antón, las Cortes del antiguo régimen estaban cons- 
truidas “sobre la base del estamentalismo social y el régimen de 
privilegio jurídico”, por lo que, en todo caso, únicamente estaban 
representados ciertos grupos, defensores “ante todo [del sus in- 
tereses particulares”. Además, los diputados tenían más bien un 
carácter de apoderados, procuradores o abogados y no de repre- 
sentantes en el sentido moderno del término. Su misión era hacer 
presentes a las corporaciones que los habían designado y no repre- 
sentar a la nación. Las Cortes del antiguo régimen no eran represen- 
tativas en el sentido que se les atribuyó en Cádiz por una razón: la 
sociedad no estaba compuesta de ciudadanos iguales en dere- 
chos, sino por jerarquías y corporaciones; es decir, no había un 
pueblo soberano.-El tipo de representación que se daba en las 
Cortes tradicionales, tanto castellanas como de otros reinos, era 
funcional. En un curioso artículo que reprodujo el Diario de Mé- 
xico se aprecia que los “debates” en aquéllas se limitaban a los 
pleitos de los toledanos por tener el primer voto. Luego, las inicia- 
tivas reales eran votadas por cada ciudad. Las Cortes no legislaban. 
Ellas mismas habían aceptado la exclusividad del monarca para 
hacer leyes.3 


El soberano 


El único legislador era el rey. El derecho castellano medieval lo 
había dejado bien claro: como rezaba la ley XII de la Primera Parti- 
da: “Emperador, ó Rey puede facer leyes sobre las gentes de su Se- 
ñorío, e otro ninguno ha poder de las facer”, a menos, claro, que 
contara con autorización del monarca, es decir, que delegara ciertas 
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atribuciones. En Nueva España, los agentes autorizados por el rey 
eran el virrey y la Audiencia. Ellos ocupaban el puesto más impor- 
tante durante las procesiones, pues representaban la autoridad real 
en sus dominios. No es necesario describir las funciones de las auto- 
ridades civiles en Nueva España pues, además de ser conocidas, no 
tienen mucho que ver con nuestro tema. Sólo hay que anotar que la 
Audiencia cumplía con una de las principales atribuciones que du- 
rante la Edad Media se consideraba propias de un rey: impartir 
justicia. El virrey ocupaba, además, los puestos de presidente de la 
Audiencia y la Capitanía General. Incluso, en su calidad de represen- 
tante del rey podía legislar contando con el acuerdo (Real Acuerdo) 
de la Audiencia. Tanto el virrey como la Audiencia y demás tribuna- 
les y corporaciones gubernativas recibían su autoridad del monarca: 
eran sus representantes. Vale la pena insistir en este asunto por dos 
razones: primera, actualmente consideramos que la representación 
de la soberanía va del pueblo a sus gobernantes, de abajo hacia arri- 
ba —válgase la figura—, mientras que en el antiguo régimen el po- 
der lo delegaba el soberano —el rey— a sus subordinados, de arriba 
hacia abajo. Segunda, se debe recordar esta característica de las 
autoridades y tribunales reales cuando, en el segundo capítulo, se 
vean las propuestas de representación que se hicieron durante la 
ausencia del monarca. Las juntas y demás proposiciones para esta- 
blecer Órganos gubernativos durante la crisis de 1808 partieron de 
un principio: las autoridades y tribunales representaban la sobera- 
nía del rey, y no una soberanía popular originaria, como después 
se creyó. 

El rey era la fuente terrenal de la ley, aunque el fundamento 
de su capacidad legislativa era sobrehumano. La base de la sobera- 
nía del católico monarca estaba en la propia Biblia: 


Toda alma debe someterse a las potestades superiores; pues no 
hay potestad, sino de Dios; y las que son, por Dios son ordenadas. 
Así que, quien se resiste a la potestad, lo hace contra las órdenes 
[en el sentido de mandatos, aunque también cabe contra el ordenl 
de Dios. Los que se resisten a la potestad, se dañan a sí mismos. 
Porque los príncipes no están para atemorizar a los buenos, sino a 
los malos.? 
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Esta cita no atribuye al monarca un origen divino, pero sí justifica 
un orden jerárquico en el cual la relación de dominación-subordi- 
nación —en la que el rey ocupaba la parte superior— estaba es- 
tablecida de manera natural, es decir, no era obra humana, sino 
divina. La sociedad del antiguo régimen estaba formada por me- 
nores, medianos y mayores, y sobre todos, el rey. El monarca, en 
tanto absoluto, no rendía cuentas a ninguno de sus súbditos y su 
única responsabilidad era con la deidad. Esto significa que, pese a 
todo lo arbitrario que pudiera parecer el poder ejercido por los 
reyes, había responsabilidades, tenía un límite. Un buen rey, amén 
de todas sus obligaciones como cristiano, debía proteger a la Igle- 
sia en su reino; vivir “guardando e manteniendo los pueblos, e las 
gentes, de que Dios le fizo Señor”; amar a su pueblo, concedien- 
do mercedes y siendo piadoso y misericordioso; ser respetuoso y 
moderado; defender y amar a su patria, y sobre todo, ser justo,38 
Es decir, las leyes hechas por el monarca debían procurar el bien 
de su reino, lo que, dada la religiosidad y misticismo de estas ideas, 
no significaba otra cosa que procurar la salvación de las almas 
bajo su cuidado. Las Partidas alfonsinas del siglo XIII iniciaban 
así: “A servicio de Dios, e a pro comunal de las gentes fazemos 
este libro”. 

Si bien el monarca era el legislador único, sus leyes no eran del 
todo arbitrarias. Según una sentencia medieval, rex facit legem por- 
que lex facit regem. Los reyes debían ceñirse a ciertas reglas prees- 
tablecidas por la divinidad. Aunque no estaban escritas, esas normas 
existían: eran una ley natural. Ésta, según afirmaba el jesuita Fran- 
cisco Suárez, uno de los más grandes juristas escolásticos españoles, 
“es la que reside en la mente humana para discernir lo bueno de lo 
malo”. Las propias Partidas alfonsinas ya consideraban que el “Tus 
naturale en latin, tanto quiere dezir en romance, como derecho na- 
tural, que han en si los omes naturalmente” por gracia divina. Esta 
noción, dicho sea de paso, facilitaría que en el siglo XvIn1 fuera acep- 
tado entre los juristas españoles un jusnaturalismo menos escolásti- 
co y más racionalista, en suma, más ilustrado. 

El monarca no hacía sino traducir en leyes escritas las dispo- 
siciones establecidas por el altísimo. Los reyes eran, como afirma- 
ban las Partidas “vicarios de Dios”.% Su obligación era seguir los 
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mandatos divinos y procurar la salvación de sus súbditos. El deber 
del reino —formado por sus corporaciones y autoridades— era 
obedecer y permanecer leal a su señor justo. Estos deberes y obli- 
gaciones de ambas partes formaban un pacto que podía romperse 
si alguno no cumplía. Si el rey no acataba los preceptos cristianos o 
los privilegios que él o sus antepasados habían concedido a cual- 
quier sector social podía considerarse un tirano y su pueblo podía 
resistir su autoridad. Es verdad que Pablo condenaba la oposición 
a las autoridades, pero también afirmaba que “los príncipes no 
están para atemorizar a los buenos, sino a los malos”. Según la le- 
gislación española, eran distintos los reyes y señores de los tiranos. 
Mientras los reyes gobernaban por gracia de Dios, los tiranos lo 
hacían “por fuerza, por engaño, o por traición” y porque los habi- 
tantes de su señorío “sean necios, e medrosos, porque quando ta- 
les fuessen, non osarian levantarse contra ellos llos tiranos], ni 
contrastar sus voluntades”.*l Sin decirlo directamente, las Partidas 
justificaban el tiranicidio. La misma idea se halla en la tradición es- 
colástica. El citado Francisco Suárez prevenía que sólo la ley justa 
debía ser obedecida, e ignorada la injusta: “Si lex ex aliqua circusta- 
tia sit iniqua cessat obligatio sine recursu ad principem”.2 Es más, 
para prevenir peligros, el ilustrado monarca Carlos III, modelo de 
modernidad y despotismo, prohibió de plano la lectura y la ense- 
ñanza del católico pero peligroso Suárez. Sin embargo, el tiranicidio 
escolástico continuó estudiándose en las universidades y semina- 
rios españoles. 

Las propuestas tiranicidas de la escolástica se fundamentaban 
en la idea de que la potestad de hacer leyes le llegaba al rey de Dios, 
pero a través del pueblo potestas a Deo per populum. Según el de- 
recho natural esgrimido por Suárez, Dios ha puesto en todos los 
hombres la capacidad de discernir entre el bien y el mal, es decir, 
entre lo justo y lo injusto. Por gracia de Dios todos los hombres 
tienen algo de legisladores. En las sociedades, sin embargo, ese po- 
der se otorga de manera irrevocable al monarca. El poder de hacer 
leyes, originalmente divino, es dado a los hombres, pero como la 
sociedad tiene un orden jerárquico, será el soberano el encarga- 
do de dictarlas. De cualquier manera, el poder real depende del 
“consentimiento y la voluntad de cada uno |de los miembros de la 
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sociedad!”,$ quienes, en caso de que no se procure su bien y la sal- 
vación de su alma, pueden sublevarse contra el tirano. Con todo, 
no es éste un pensamiento moderno. Sin duda hay un sorprenden- 
te parecido entre estas ideas y las que después expresarían John 
Locke, Jean-Jacques Rousseau —quien, a través de Henecio, retomó 
algunas ideas suaristas— y otros ilustrados. Este parecido después 
sería aprovechado por los revolucionarios españoles “doceañis- 
tas”, quienes, queriendo innovar en España, se escudarían en las 
antiguas ideas escolásticas. Empero, no se trata de un pensamiento 
contractualista, sino pactista: “entre el Pueblo y el Príncipe se con- 
sideran vínculos recíprocos”, deberes y obligaciones mutuos. El 
pueblo sólo podía resistir al monarca cuando el pacto se rompía, 
mientras todo funcionara bien debía aceptar y dar su consentimien- 
to al statu quo, pues Oponérsele era condenado por los propios 
padres de la Iglesia. 

Esta característica propicia una serie de diferencias entre el 
pactum subectionis y el contrato social, a saber: primero, mientras 
que para este último el contrato se establece entre iguales, para los 
escolásticos se trata de un pacto entre hombres de diferente jerar- 
quía. Segundo, el contrato social es voluntario, en tanto que para el 
pensamiento suareciano, imbuido de filosofía aristotélica, la socie- 
dad se reúne por necesidad: primero es la unión entre el varón y la 
mujer, y luego, el conjunto de familias forman la unidad social per- 
fecta, la ciudad. Una familia aislada, argúía Suárez, es incapaz de 
procurarse todos los elementos necesarios para su supervivencia, 
por lo cual se hace menester la unión de varias familias. En suma, la 
sociedad es una organización natural que no depende del artificio 
humano. Tercero, mientras que para el pensamiento contractualista 
la soberanía pertenece al pueblo y sólo puede ser representada por 
sus autoridades; para los escolásticos, en cambio, la soberanía es un 
atributo natural que posee quien ocupa la parte más alta de la jerar- 
quía social, establecida por el orden divino. Como apuntó José Bra- 
vo Ugarte: los hombres podían darse cualquier autoridad “con tal 
que queden a salvo la justicia y las necesidades del bien común, 
pero esto no implica la soberanía del pueblo, ni constituye al gober- 
nante en mandatario del pueblo”, para los escolásticos, el monarca 
sólo es responsable ante Dios, 4 
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La sociedad novohispana 


El orden corporativo había sido formado cuidadosamente, casi con 
amor, para durar siempre. Las creencias religiosas, inmutables, y 
una rígida jerarquía favorecían la inmovilidad social y, por lo tanto, 
el mantenimiento de la armonía. Todo debía funcionar bien: cada 
cuerpo cumplía una función y ocupaba un lugar, pero una serie de 
transformaciones y de alteraciones modificaron ese idílico panora- 
ma. Ya se han hecho algunos comentarios acerca de los cambios 
que rompieron con el orden corporativo. En las páginas siguientes 
se abundará un poco más en ellos, para saber cuán importantes fue- 
ron en la transformación de la representatividad funcional propia de 
la sociedad del antiguo régimen. Así, deben tomarse en cuenta los 
cambios demográficos, económicos y las alteraciones de la vida po- 
lítica e intelectual durante el último periodo novohispano. 

Hay varias apreciaciones y censos de la población novo- 
hispana a inicios del siglo XIX, siempre con algunas pequeñas di- 
ferencias y nunca exactos. En términos generales el número de 
habitantes de Nueva España, incluidas la Audiencia de ese nom- 
bre y la de Guadalajara, era de 6,122,354 para 1810, según el censo 
de Fernando Navarro y Noriega. Era una población muy superior 
a la de cualquiera otra posesión española en América —en todo 
Centro y Sudamérica había cerca de diez millones—, pero inferior 
a la de la península —también unos diez millones—, o a la de 
Estados Unidos —más de siete millones para 1810—. Su creci- 
miento había sido muy rápido el siglo anterior y casi había dupli- 
cado su población. Fue un aumento importante si se considera la 
terrible depresión demográfica del siglo XVI y de casi todo el XVII. 
Sin embargo, otra vez la comparación con Estados Unidos es har- 
to significativa: hacia 1790 la república angloamericana tenía casi 
cuatro millones de habitantes; treinta años después, 1820, había 
rebasado los nueve millones y medio.” Nueva España tardó, como 
se ve, casi un siglo completo en duplicar su población y, con todo, 
este crecimiento no fue parejo. Siguió habiendo regiones casi des- 
pobladas. Las intendencias de México, Guanajuato, Valladolid, Pue- 
bla y Oaxaca daban albergue, según Alexander von Humboldt, a 
casi dos millones de personas, esto es, una tercera parte del total, 
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Durante el siglo xvH se realizó la conquista de las regiones 
septentrionales, menos espectacular que la del Xvi, pero igual de 
importante. En 1819 el tratado firmado entre el ministro español 
en Estados Unidos, Luis de Onís, y el secretario de Estado, John 
Quincy Adams, había marcado nuestra frontera más septentrional 
en el paralelo 429. Aquellas lejanas tierras habían llamado a muy po- 
cos colonizadores. Los ataques de los indios bárbaros las hacían poco 
atractivas. Había algunos indios sedentarios, pero la población flo- 
reciente en el Norte era mestiza, acostumbrada al enfrentamiento 
con los indios y, sobre todo, sin raíces en el lugar. Eran recién lle- 
gados y, por lo tanto, su movilidad era mayor a la de los habitantes 
del tradicional Centro-Sur. En términos de la división social pro- 
puesta por Villoro, puede afirmarse que la población norteña, en su 
mayoría estaba integrada por miembros de la clase media o burgue- 
sía local. Esto no quiere decir que no existieran integrantes de la bu- 
rocracia peninsular, de los grandes comerciantes, de comunidades 
indígenas y desheredados pero, salvo estos últimos, no eran quizá 
la mayoría. En el Centro-Sur, en cambio, uno de cada dos habitantes 
era indígena y vivía, como sus ancestros, en comunidades cerra- 
das y tradicionales. El porcentaje de indios variaba de región en 
región, por ejemplo, en Oaxaca a casi nueve de diez. La minoría y 
la cúspide social eran para los españoles, peninsulares y ameri- 
canos. Según Navarro, sólo 18 por ciento de los novohispanos eran 
blancos. El resto de la población era “de color quebrado”, mezclas 
entre indios, blancos y negros, importados de su patria africana. 
Los mestizos fueron los que ganaron más demográficamente: a fina- 
les del virreinato eran casi un millón ochocientos mil los hombres 
con sangre indígena e ibérica. Diez de cada cien novohispanos per- 
tenecían a alguna casta, es decir, tenían un origen negro. Los negros 
puros, en cambio, no eran sino unos diez mil en toda la extensión 
del reino. 

De hecho, en todas las costas bañadas por el Atlántico, el cre- 
cimiento demográfico agravó los conflictos entre los diferentes 
estamentos, regiones y clases. El siglo XVII europeo atestiguó un 
crecimiento poblacional de 60 a 80 por ciento. En Norteamérica 
ocurrió un proceso parecido, aunque amplificado por la constante 
inmigración. Si la introducción de nuevos cultivos y las mejoras hi- 
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giénicas favorecieron este crecimiento, pronto la población so- 
brepasó los límites productivos de aquellas sociedades agrarias. 
Aumentaron los conflictos por la propiedad de la tierra. Crecieron 
también las ciudades, en esta ocasión con vagos y marginados, 
un tipo de población muy peligrosa. En Nueva España ocurrió un 
fenómeno paralelo, con todo y ser tan poca su población. El creci- 
miento demográfico alteró, de alguna manera, las estructuras so- 
ciales novohispanas. El aumento poblacional (que benefició a los 
mestizos) perturbó la tradicional división entre las repúblicas de 
indios y la de españoles, que separaba jurídicamente a los natura- 
les, considerados menores, de los colonos. En algunas comunida- 
des indígenas la presencia de elementos mestizos generó problemas 
en los procesos electorales del cabildo. El crecimiento de las ciu- 
dades (motivado cíclicamente por crisis agrarias) propició la pre- 
sencia de léperos y “vagamundos”, pero también de artesanos po- 
bres que trabajaban fuera de los gremios. Además se incrementó 
la demanda urbana de alimentos y otros productos. A ésta respon- 
dieron hacendados y rancheros. La agricultura se comercializaba y 
las tierras adquirían otro valor. El aumento demográfico en las co- 
munidades indígenas y la escasez de tierras labrantías en algunas 
regiones provocaron choques con haciendas y tensiones en el 
campo. En las repúblicas indígenas, el aumento demográfico se 
manifestó en la escasez de alimentos y en la insuficiencia de tie- 
rras comunales. Esto propició la salida de algunos individuos de 
dichas comunidades y la pérdida de solidaridad corporativa. William 
Taylor ha mostrado que las personas dentro de cada república de 
indios se consideraban miembros de un grupo social cerrado —na- 
turales de tal o cual comunidad—, mientras que quienes salían de 
éstas tuvieron mayor “conciencia” de ser indios,*! es decir, rompieron 
con el modelo de una sociedad organizada verticalmente y se con- 
sideraron parte de conjuntos estructurados horizontalmente. Estos 
sectores sociales, al quedar fuera del orden corporativo, estaban 
también fuera de su representación funcional. Se trataba de gru- 
pos poblacionales que no tenían cabida en el viejo orden y que no 
tardarían en exigir una representatividad propia. 

Otro elemento que ayudó a modificar la tradicional socie- 
dad novohispana fue el éxito alcanzado en algunas regiones por la 
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agricultura comercial. En términos generales el auge minero y el 
crecimiento urbano motivaron la adopción de cultivos más renta- 
bles que el maíz. Las nuevas familias prósperas urbanas se con- 
virtieron en un mercado potencial para frutas, legumbres y trigo. 
Especialmente dos regiones fueron las más transformadas por este 
fenómeno: el Bajío y el hinterland de Guadalajara. En esta última 
región los pequeños rancheros y grandes hacendados se dieron 
cuenta de las ventajas de la comercialización agrícola. Se empezó 
a considerar a la tierra no sólo como una inversión segura, sino su- 
mamente rentable. No es raro entonces que los propietarios de 
tierras, una verdadera burguesía agraria, ambicionaran las propie- 
dades inalienables de la Iglesia católica y de las comunidades in- 
dígenas. La invasión de terrenos comunales es ya un indicio de las 
transformaciones deseadas por esta clase, cuya sola presencia aten- 
taba contra el orden corporativo tradicional.52 

Estos grupos sociales resultan de importancia para el presente 
estudio no sólo por su participación en la fractura del orden corpo- 
rativo y por lo tanto de la representatividad funcional, sino sobre 
todo porque en otros países mostraron ser un sector clave en el 
tránsito hacia el régimen parlamentario. En efecto, al buscar una 
representación alternativa a la proporcionada por el corporativis- 
mo, estos sectores burgueses sentaron las bases para la moderna 
representatividad proporcional, amén de que aprovecharían su pre- 
sencia en los Congresos para introducir reformas en la tradicional 
posesión de la tierra, con lo que desde los órganos representativos 
culminaron el proceso que llevó a la desintegración del régimen es- 
tamental y de la propiedad señorial y corporativa.5 Con todo, como 
se verá en su momento, en el caso del Congreso Constituyente de 
1823-1824, esta clase fue mínimamente representada, no obstante lo 
cual otros individuos, especialmente abogados y eclesiásticos quie- 
nes podían alegar una representación jurídica y espiritual, respecti- 
vamente, se encargaron de llevar a cabo algunas de las propuestas 
que en otros países realizaron los propietarios. No obstante, en 
algunos estados sí fueron los propietarios quienes impulsaron las 
medidas legislativas en las asambleas representativas para fomentar 
la pequeña propiedad y el fin de la comunal. En Zacatecas, por ejem- 
plo, la prosperidad minera, agrícola y comercial de las postrimerías 
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del régimen virreinal favoreció a un grupo compuesto en su ma- 
yor parte por hacendados —aunque sus intereses incluían la mine- 
ría y el comercio— y rancheros quienes, a la larga, legislarían para 
favorecer su desarrollo. En efecto, el Congreso de aquel estado pro- 
curó, durante la primera república federal, proteger la industria lo- 
cal, impulsar la minería y hasta intentó desamortizar los bienes de la 
Iglesia para propiciar el parvifundio. No hay mucha información 
con respecto a otros estados, pero vale la conjetura de que algunos 
—como Durango, Chihuahua, Coahuila y San Luis Potosí— siguie- 
ron un patrón semejante. A finales del siglo xx, los propietarios ter- 
minaron controlando los Congresos estatales y aun federal, aunque 
el influjo del Ejecutivo sobre ellos era determinante.*% 


Las reformas borbónicas 


Desde su llegada, a principios del siglo XVII, la dinastía borbónica 
procuró la renovación de la sociedad española. Aunque la tarea no 
se veía sencilla, pronto los ministros borbónicos se hicieron una 
idea clara de la situación general de España. Se aplicaron varias 
reformas en la península. Una minoría ilustrada apoyó los intentos 
modernizadores de los reyes. El primer paso fue la extinción de 
los fueros de Cataluña y Aragón. Se trató de uniformar la legislación 
y, por lo tanto, se obtuvo un mejor control de las diversas provin- 
cias. Todo quedó claro desde un principio: la modernización iba de 
la mano con la centralización. 

América esperó un poco más para recibir los vientos nuevos. 
En 1743, José del Campillo y Cossío inició su Nuevo sistema de go- 
bierno económico para la América, obra publicada en 1789. Entre 
otras cosas, Campillo daba cuenta de la poca productividad de las 
posesiones españolas en América, si se comparaban con los divi- 
dendos obtenidos por otras naciones, como Francia o Gran Bretaña. 
Campillo acusaba a los monopolios comerciales y a la relativamente 
flexible administración colonial, de ser el origen de este problema.** 
Sin pereza ni tardanza, los ministros borbónicos actuaron. Se abrieron 
más puertos al tráfico con América y se procuró adecuar algunas re- 
formas que habían mostrado éxito en España, como las intendencias. 
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La guerra de los Siete Años (1757-1763) enfrentó a Inglaterra 
contra Francia y, gracias al pacto de familia, también contra Espa- 
ña. En 1762, la armada británica ocupó los puertos españoles de 
Manila y de La Habana. Quedó demostrada la vulnerabilidad de las 
posesiones españolas en América y Asia. La Paz de París, de 1763, 
modificó el escenario mundial y de ella emergió una Gran Bretaña 
dominadora indisputable de los océanos y vecina de las posesio- 
nes españolas en este continente. España, con tal de recuperar La 
Habana, cedió a los británicos las Floridas, aunque no pudo recu- 
perar Gibraltar. Francia, sagazmente, cedió a su aliada la Luisiana, 
un gran dominio que, en vez de beneficios, dio a España nuevos 
problemas.% El “nuevo orden mundial” —uno de tantos— planteó 
nuevas dificultades. Los británicos tuvieron que reorganizar su re- 
cién adquirido imperio. La oligarquía parlamentaria londinense se 
propuso obtener las mayores ganancias de sus dominios —si bien 
victoriosa, Gran Bretaña terminó la guerra con grandes problemas 
económicos—. Tanto en la isla como en las trece colonias norte- 
americanas hubo oposición a las medidas centralizantes del Parla- 
mento. Esta oposición culminó, en América, con la revolución de 
Independencia y con la versión americana del pensamiento repu- 
blicano: la separación y equilibrio de los poderes y la difusión de la 
autoridad como dique a la centralización. Algo parecido ocurriría en 
las Indias españolas. Aquí se hizo evidente la vulnerabilidad de las 
posesiones hispánicas. Por este motivo, se dotó a los virreinatos de 
un ejército permanente, institución privilegiada que pronto tuvo 
problemas de competencia con las viejas corporaciones.” Ade- 
más, la presencia del ejército dio a Nueva España la apariencia de 
una colonia ocupada militarmente, y no la de una parte de la Co- 
rona castellana. De hecho, si se recuerda nuestra procesión, era el 
ejército quien la cerraba, después de los reales tribunales. 

Las aguas que fatigan nuestras costas del Golfo trajeron, en 
1765, a José de Gálvez, quien permaneció en Nueva España has- 
ta 1771 con el oficio de visitador general. Sin duda fue un funciona- 
rio eficiente, se le recompensó con el Ministerio de Indias, pero con 
poco tacto. El plan seguido por Gálvez en Nueva España fue muy 
sencillo: sustituir el paternalismo y el Estado protector y autoritario 
por un autoritarismo burocrático, un tanto represivo y, sobre todo, 
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capaz de captar al máximo los recursos de sus colonias. No contó 
con que, al aplicar esas medidas, socavaba las bases mismas del 
sistema social que había funcionado hasta ese momento. Por ejem- 
plo, al tratar de hacer más eficiente la administración pública con la 
sustitución de los viejos funcionarios vinculados con los grupos lo- 
cales, con burócratas peninsulares, no sólo provocó un desajuste en 
el sistema tradicional, sino que también hirió a los susceptibles crio- 
llos que ocupaban esos cargos —muchas veces por haberlos com- 
prado— para quienes eran un privilegio. La Corona intentaba ganar 
los espacios políticos que habían estado controlando los criollos y 
colonizadores en América, y en muchos sentidos lo logró. Otra de 
las reformas, y sin duda una de las más importantes, fue la de esta- 
blecer el sistema de intendencias. Gálvez ya no era visitador cuando 
se realizó, pero ocupaba su flamante puesto de ministro de Indias. 
La particularidad del sistema de intendencias es que muestra clara- 
mente cuáles eran los objetivos del proyecto modernizador de los 
reyes de la casa de Borbón. Ciertamente se pretendía hacer eficiente 
la administración y el gobierno, también se fomentaron las “Luces”, 
pero fundamentalmente se pretendía, en palabras de don Carlos III: 
“poner en sus devidos valores, y en estado floreciente los ramos de 
mi Real Hacienda”.2 

Es innegable la dilección del visitador hacia los peninsulares 
y un cierto desdén a los americanos, pero sus medidas también eran 
más modernas. Durante esos años de reformas, el conde de Aranda, 
ministro de Carlos III, llegó a proponer que para los puestos públi- 
cos se tomasen en cuenta no sólo a quienes mostraran pureza de 
sangre, sino hasta a los indios y castas con talento.% La nueva idea 
del hombre considerado como individuo e igual a sus semejantes 
surgía en el mundo hispánico. 

La reacción no se dejó esperar. En 1771, el ayuntamiento de 
la ciudad de México envió al rey una representación en la que se 
quejaba de que los peninsulares se prefirieran a los naturales. Estas 
manifestaciones han sido vistas como antecedentes y generatrices 
del nacionalismo liberal mexicano.f! Sin embargo, una atenta lectu- 
ra de la Representación puede aclarar que los criollos no defendían 
los derechos de los americanos, sino los privilegios de ellos mis- 
mos y de su ilustre prosapia conquistadora. Es más, criticaban a los 
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indígenas y mestizos de ser de “toscas facciones, notable desaliño, 
quando no es desnudez, ninguna limpieza, menos cultura y racio- 
nalidad en su trato [...]”.2 Las reacciones a las reformas borbónicas 
se generaron desde los viejos grupos privilegiados, las corporacio- 
nes, que ahora veían afectados sus intereses. El grupo colonizador no 
quería perder la representatividad que tenía ante el soberano a tra- 
vés de las corporaciones, y que ahora se veía amenazada por las re- 
formas. Cuando se impidió que los criollos ocuparan los puestos de 
los altos tribunales de sus propias patrias, su “irritación [...] fue un 
complemento de su disgusto, más conocido, por falta de represen- 
tación directa”.$8 Sin embargo, no se debe exagerar la importancia 
de la modernidad impulsada por los borbones. De hecho, aunque la 
sustitución del personal político de criollos a peninsulares fue exi- 
tosa, pronto los nuevos funcionarios cayeron en las prácticas que 
trataron de evitarse con las reformas. La sociedad novohispana 
harto acostumbrada a “acatar, mas no cumplir” las reales Órdenes, 
no fue tan alterada. Más importancia tuvieron los cambios demográ- 
ficos y la expansión comercial que las reformas, aunque no deben 
desdeñarse.% 

El propósito de las reformas emprendidas por los ministros 
borbónicos fue modernizar España: hacer eficiente la administra- 
ción política y económica, fomentar el desarrollo y la prosperidad 
social y acrecentar el poderío de los monarcas. Para lograr este últi- 
mo objetivo, los reyes de la casa de Borbón procuraron eliminar o 
neutralizar las instituciones de carácter autónomo. Ya señalamos 
cómo decreció el poder e independencia del clero, de los ayun- 
tamientos y demás corporaciones. Los déspotas ilustrados preferían 
la lealtad directa de todos sus súbditos, en vez de aceptar la com- 
pleja red de fidelidades vasallescas, que si bien todas acataban la 
real voluntad, exigían obediencia a múltiples “señores” y “digni- 
dades”.5 Como ha señalado André Jardin, en esto “no hay antino- 
mia absoluta entre despotismo ilustrado y liberalismo”, por lo que 
estas medidas atentaban contra la propia autoridad del rey, la cual 
se legitimaba por el simple hecho de ocupar el lugar más alto de 
la jerarquía social. Este peligro para el orden monárquico fu: apre- 
ciado incluso por observadores de la época, quienes intentaron evi- 
tarlo. En la Representación sobre la inmunidad personal del clero, 
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Manuel Abad y Queipo afirmaba que los privilegios de todo tipo eran 
“miembros necesarios de la constitución monárquica”. El ilustrado 
canónigo de Valladolid citaba El espíritu de las leyes de Montes- 
quieu para afirmar que la desaparición de estamentos y corpora- 
ciones privilegiadas favorecía un orden democrático: quitad los 
privilegios de los cuerpos, afirmaba, y “tendréis bien pronto un es- 
tado popular”, una república quizá. Sin proponérselo, los monar- 
cas borbónicos estaban destruyendo el orden jerárquico del antiguo 
régimen sancionado por el cristianismo y sentando las bases de uno 
igualitario. Ante el rey todos los individuos eran iguales, sin impor- 
tar su nobleza o su raza: eran súbditos. 

La racionalización de la vida pública en el siglo xvm fue de la 
mano con un movimiento intelectual: la Ilustración. En efecto, las 
políticas españolas fomentaron una gran cantidad de cambios que 
minaron las bases tradicionales del Estado. La Ilustración fue un mo- 
vimiento revolucionario cuyo supuesto básico era a considerar que 
los defectos morales de la humanidad se debían a la sandez e igno- 
rancia. Era menester “ilustrar” a los hombres, llevarles la claridad 
del conocimiento, uno más preciso y racional y no el escolástico y 
autoritario. El método cartesiano y la regularidad en la naturaleza 
descubierta por Isaac Newton, era el paradigma del nuevo cono- 
cimiento. El saber de las leyes naturales permitía al hombre actuar 
sobre la naturaleza y aprovecharla. Lo mismo ocurrió con el mundo 
“moral”. El conocimiento de la naturaleza humana —“the natural 
condition of mankind” de Thomas Hobbes— permitiría a los hom- 
bres modelar sociedades mejores. Allí radica precisamente su ca- 
rácter revolucionario. Los estudios realizados por los ilustrados, a 
diferencia del conocimiento cristiano aristotélico, no pretendían 
confirmar una realidad ya sabida por revelación o autoridad. Su 
actitud no era pasiva. Se pretendía, ante todo, mejorar las condi- 
ciones de vida del hombre, merced al dominio de la naturaleza y 
de sus leyes. 

La Ilustración fue, ante todo, una ideología burguesa; esto es: 
un sistema de ideas que expresaba, “en principio”, las necesidades 
de pequeños grupos sociales urbanos, comerciantes y banqueros. 
Los requerimientos de estos individuos exigían mayor libertad que la 
ofrecida por el sistema feudal. Los privilegios de todo tipo atentaban 
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contra sus posibilidades de desarrollo y enriquecimiento. Formu- 
laron entonces razonamientos en contra de la sociedad jerárquica. El 
más importante de ellos fue la igualdad natural de los hombres. 
Todos, hombres y mujeres, siervos y nobles, están igualmente ca- 
pacitados racionalmente, las diferencias están en las “luces”. Ya 
Helvetius afirmó que al nacer el hombre y la mujer son iguales, las 
desigualdades se debían a la distinta educación. Sin embargo, la 
equidad pugnada por los ilustrados partía del estado natural de 
los hombres. De ahí que se reconocieran las diferencias debidas a la 
propiedad, la riqueza o el saber. Para los ilustrados sólo bastaba 
la igualdad ante la ley y la negación de privilegios heredados.'” 

Estos postulados propiciaron el apoyo de los monarcas euro- 
peos a la Ilustración. Los déspotas del siglo XVII procuraron aumen- 
tar su poder en detrimento de ciertos grupos privilegiados. Este 
deseo se llevaba bien con la propuesta ilustrada en contra de los 
privilegios y en favor de la igualdad —los monarcas consideraban 
iguales a todos sus súbditos, aunque dudemos de su disposición 
para aceptarse a sí mismos iguales a los demás—. La Ilustración pre- 
tendía racionalizar la sociedad, lo cual significaba para el absolutis- 
mo mayor centralización. Debe también anotarse que la noción del 
progreso de la humanidad podía ser empleada por los monarcas 
para buscar el progreso de sus propios reinos. Como ha escrito Paul 
Hazard, los déspotas se volvieron ilustrados por todas estas razo- 
nes y hasta por el lujo de tener las “luces” en su corte.% La Ilustra- 
ción se volvió una moda para las cortes del siglo xVInL. Si bien en 
principio puede considerarse propia de la burguesía, llegó un mo- 
mento en que fue adoptada por reyes y aun por nobles, quienes no 
se dieron cuenta a tiempo de que era una guillotina inventada pre- 
cisamente contra ellos. 

Aunque en Nueva España la filosofía ilustrada se manifestó de 
muy diversas maneras, poco adelantó en materia de teoría política. 
Poco a poco empezaron a llegar obras de autores contrarios al dogma 
católico. L'espirit des loix de Montesquieu; la Histoire philosophbique 
et politique de Raynal; la obra de D'Alambert, Melanges de litera- 
ture, d'bistoire et de philosopbie, y hasta el temido Contract social 
de Jean-Jacques Rousseau existían en Nueva España ya desde los 
años sesenta del siglo XVIII. Ciertamente su difusión era mínima y 
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además había un ambiente generalizado de prejuicio contra estos 
autores, pero algunos los aceptaban y repetían sus ideas. La filosofía 
ilustrada en el virreinato, católica de por sí, resultó harto ecléctica y 
terminó combinando elementos tradicionales con los modernos.% 
No debe sorprender, entonces, el poco trato que dieron a las ideas 
políticas. Sin embargo, sí pueden encontrarse algunas actitudes que 
adelantan el ideal ciudadano. Bernabé Navarro reconoce la avidez 
intelectual de nuestros ilustrados y su reclamo de mayor libertad in- 
dividual.” De hecho, uno de los supuestos básicos de la Ilustración 
era rebelarse contra el principio de autoridad en las ciencias. Cla- 
vijero lo afirmaba claramente: su intención era “no querer pender 
de ningún superior”. El sabio Alzate, tiempo después, también mos- 
traba su rebeldía contra el jerárquico orden existente. No sé de nin- 
guna obra suya en la cual haya expresado estas ideas, pero se nega- 
ba a tratar con todos sus distintivos al duque de Almodóvar, porque 
los ilustrados se consideraban “miembros de una República en don- 
de sólo gobierna la razón y en donde todos los individuos sólo se 
consideran por la parte que tienen de literatos”.”1 Si a esto se agre- 
ga que, según los ilustrados todos los hombres tienen la misma ca- 
pacidad de razonar, se deduce el rompimiento, así sea en teoría, del 
orden jerárquico del antiguo régimen. 

El único texto de “teoría política” del siglo XvIn novohispano, 
es el del jesuita expulsado Francisco Xavier Alegre, Institutionum 
Theologicarum. Una de las partes de dicha obra trata del origen de 
la autoridad entre los hombres y aunque tiene todavía muchos 
elementos escolásticos, se nota la lectura de Henecio, Grocio y 
Pufendorf, con lo cual se ratifica la tesis de Navarro: hasta en políti- 
ca —o quizá especialmente en teoría política—, nuestros ilustra- 
dos fueros eclécticos. Los conceptos y categorías empleados en 
toda Hispanoamérica fueron muy heterogéneos.”? Había pocas po- 
sibilidades de que se formara una doctrina política uniforme mez- 
clando doctrinas “del pactum traslationis y varias versiones de la 
teoría del contrato, o del ultramontanismo, galicanismo y secularis- 
mo, o de patrimonialismo, liberalismo y democracia roussoniana”, 
con la neoescolástica vitoriana y suarista.7 

El movimiento ilustrado en Europa se desarrolló con impul- 
so real en las principales cortes y en las sociedades de amigos del 
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país; y sin ese apoyo, como mera iniciativa de los ciudadanos, en 
las logias masónicas y las tertulias literarias. No todo se quedaba 
en mera “teoría”. Los integrantes de una logia, por ejemplo, debían 
seguir sus propias constituciones, que originalmente no eran otor- 
gadas por ninguna autoridad, sino redactadas por todos los miem- 
bros de la misma. Los masones, al darse sus propias leyes eran 
“constituyentes” todos por igual, sin importar privilegios o noble- 
za, cada individuo perteneciente a una sociedad secreta tenía los 
mismos derechos que los demás para darse una constitución. Den- 
tro de una logia “la burguesía y nobleza estaban vinculadas con- 
juntamente”.7 En Nueva España no se desarrolló este tipo de “so- 
ciabilidades” modernas, pues aunque se dieron algunos casos de 
masonería en el siglo Xvin, fueron más bien individuos aislados,? 
pero había una gran cantidad de tertulias “literarias”, en las cuales 
se tocaban temas políticos. Aun cuando los contertulios no se 
atrevieran a salirse de las opiniones tradicionales, el sólo hecho de 
que pudieran hacerse dichas reuniones y se trataran esos temas, 
anteriormente exclusivos de los altos dirigentes peninsulares, sig- 
nificaba una novedad. Recuérdese además que fue, precisamente, 
en esas tertulias en donde se conspiró contra el imperio español y 
se fraguó la insurgencia. Las tertulias, reuniones en cafés, boticas, 
pulperías y cualquier otro espacio, sirvieron en Nueva España lo 
mismo que la masonería en el viejo continente: “Al habituar a 
sus miembros a las libres discusiones sobre problemas políticos y 
religiosos, los prepararon para desempeñar un papel en las nue- 
vas asambleas”. Además, en las reuniones de este tipo tenidas en 
Nueva España se relacionaban también elementos fuera del or- 
den jerárquico tradicional: un cura, un noble y un burgués tenían 
la misma importancia dentro de la reunión. Incluso las mujeres lle- 
garon a ejercer papeles muy importantes dentro de estas agrupa- 
ciones, pues además de ser generalmente anfitrionas, tomaron en 
varias ocasiones la iniciativa para introducir cambios sociales y 
políticos. En México, como en Europa, estas asociaciones fueron 
muy importantes para la disolución del viejo orden corporativo y 
en las revoluciones que ayudarían a formar uno nuevo. “Aunque 
no todos los masones fueron “patriotas”, la mayor parte de los pa- 
triotas habían sido masones”. 
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El final de la procesión 


Cerraba la procesión “una compañía de granaderos del regimiento 
de la Corona”. El ejército era una institución relativamente reciente 
en Nueva España. Su importancia para el tema de la construcción 
del gobierno representativo radica en que, con el movimiento tri- 
garante, se adjudicó la representación y la salvaguardia de la volun- 
tad nacional. Con aquellos últimos participantes concluía la proce- 
sión, pero antes de terminar este capítulo, dejaremos constancia de 
que esa sociedad también puede ser analizada de Otra manera. Ya 
se vio cómo ciertos elementos rompieron con el orden corporativo 
y, por lo tanto, con la representatividad funcional propia de éste. 
Esos sectores, sin duda, buscarían también hacerse presentes a la 
hora en que el soberano se ausentó. Quizá no sea exagerado afir- 
mar que al lado de aquellos cuerpos y actores colectivos estructura- 
dos verticalmente, podía distinguirse otro tipo de relaciones más 
unidas al estatus social y la riqueza. 

Además de la división corporativa, la sociedad novohispana 
puede separarse, como ha hecho Luis Villoro, en varios grupos y 
clases. En la parte superior de la pirámide se encontraban los princi- 
pales funcionarios estatales y eclesiásticos, que por los cargos que 
desempeñaban podían ostentar riquezas y relacionarse con los miem- 
bros de las familias más prósperas del virreinato. Junto con este gru- 
po se hallaban los individuos que poseían propiedades, privilegios, 
influjo y riqueza.” En Nueva España, los altos funcionarios —casi 
todos peninsulares— eran los encargados del correcto funciona- 
miento del régimen. Este grupo, huelga decirlo, dependía casi por 
completo de la metrópoli y los políticos de Madrid. El “casi” es por- 
que pese a las prohibiciones la mayoría de ellos tenían intereses 
aquí: adquirían propiedades, se casaban con criollas o se relaciona- 
ban en los negocios de los empresarios locales. Los funcionarios 
menores, incluso, dependían casi completamente de las relaciones 
hechas con grupos locales. Durante el siglo XVII, la tendencia de la 
Corona fue gobernar América gastando lo menos posible. Por eso 
los corregidores y alcaldes mayores que no percibían salarios termi- 
naban coludiéndose con comerciantes y terratenientes novohispa- 
nos. Así éstos se beneficiaban del apoyo de los funcionarios reales, 
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quienes tenían a su cargo a la población indígena: mano de obra 
barata y potenciales consumidores de artículos traficados por los 
comerciantes locales. Los burócratas españoles, a su vez, podían 
lucrar con su cargo público. 

El segundo grupo estaba integrado por “comerciantes-inver- 
sionistas”:?8 grandes familias relacionadas entre sí, dedicadas al co- 
mercio, la minería y la agricultura. Casi todos eran criollos, aunque 
constantemente ingresaban europeos por vínculos matrimoniales. 
Se trataba, por lo tanto, de un grupo fuertemente ligado a la “ma- 
dre patria” y preocupado por el mantenimiento del orden social 
imperante. Sin embargo, sus intereses estaban fijos en Nueva Es- 
paña y también procuraban obtener un mayor control en su re- 
gión. Por eso intentaban tender lazos con empleados públicos de la 
administración virreinal. Esta situación propiciaba que ciertos fun- 
cionarios del gobierno español actuaran como representantes de 
los intereses locales ante ese mismo régimen. Por ejemplo, en 1809 
el entonces brigadier de los reales ejércitos y comandante de la 
Décima Brigada de Milicias de San Luis Potosí, Félix María Calleja 
del Rey —emparentado con una de las grandes familias locales— 
fue electo por aquel ayuntamiento candidato a diputado para inte- 
grar la Junta Central en España, -—como puede verse en el capítulo 
segundo—. Las grandes familias se habían enriquecido al abrigo 
del sistema y de la protección, no siempre legal, de funcionarios 
públicos. Tal vez por esto los grandes clanes no lograban hacerse 
de una “conciencia de clase” y aspiraban —algunos de ellos lo lo- 
graron— a ingresar en la nobleza, comprando títulos o casando a 
sus hijas con inmigrantes españoles, algunos pobres, pero segura- 
mente “cristianos viejos” y quizá hasta hidalgos.” 

Para obtener mayores ganancias, ya sea en la minería o en 
las grandes haciendas, los empresarios requerían del trabajo indí- 
gena. Dadas las precarias técnicas con que se contaba, tanto para la 
extracción de minerales como para la producción agrícola, los re- 
querimientos de mano de obra eran excesivos. Por supuesto los 
indígenas no siempre estaban dispuestos a soportar el agobiante 
trabajo en las minas o en las haciendas, pero estaban obligados a 
servir bajo la dirección de las autoridades coloniales. Se propició 
así la colusión de terratenientes y mineros con los miembros de la 
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burocracia española, en perjuicio de los indígenas. Esta situación 
generó una estratificación creciente, la marginación de los trabaja- 
dores indígenas y la formación de relaciones sociopolíticas de tipo 
patrón-cliente. Este sistema de clientelas se desarrolló especialmen- 
te en las haciendas —en la relación patriarcal del señor con sus peo- 
nes y empleados— y en las ciudades, gracias al desarrollo de grupos 
intermedios. Contra la visión tradicional del peonaje, que segura- 
mente tiene un fondo de verdad, los autores actuales sugieren que 
la situación de los peones era privilegiada, pues contaban con tra- 
bajo seguro y una ración mínima de alimentos. No ocurría lo mismo 
con los trabajadores eventuales y con los arrendatarios, quienes de- 
pendían más de los periodos y ciclos agrícolas. Esta situación de se- 
guridad generaba dependencia de la hacienda, así como las relacio- 
nes patrón-cliente mencionadas arriba. Por supuesto hay diferencias 
notables de región a región. No era lo mismo el funcionamiento de 
las haciendas cerealeras del próspero bajío con un exceso de mano 
de obra libre, que el del tradicional centro-sur, donde los hacenda- 
dos establecían vínculos de dependencia con sus peones y hasta 
con las comunidades indígenas que rodeaban a las grandes pro- 
piedades agrícolas. En la región de Guadalajara parece que las re- 
laciones patrón-cliente sólo se daban dentro de las propiedades 
rurales, mientras que ocurrían frecuentes problemas entre éstas y 
las comunidades indígenas cada vez más sobrepobladas.* Esta for- 
ma de control político está íntimamente relacionada con nuestro 
tema, pues los patrones podían movilizar a sus clientelas durante las 
elecciones y pronunciamientos, cuando éstas debían expresar su 
voluntad para elegir representantes. 

Los empresarios de la ciudad de México eran los más ricos e 
importantes del virreinato y sus inversiones ocupaban desde el Nor- 
te lejano —como era el caso de los mayorazgos de San Miguel de 
Aguayo y de San Pedro del Álamo, en Coahuila— hasta el eje co- 
mercial Acapulco-México-Puebla-Veracruz, pasando por las minas 
de Guanajuato y las haciendas cerealeras en el Bajío, azucareras en 
Cuernavaca y Cuautla-Amilpas y pulqueras en derredor de la ciu- 
dad de México. Sin embargo, en las regiones también había impor- 
tantes comerciantes e inversionistas. Estos grupos locales seguían el 
patrón de comportamiento de la gran oligarquía central. En San Luis 
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Potosí, Calleja se vinculó con los terratenientes de la región. En mu- 
chas partes, incluso, estaban adquiriendo gran importancia merced 
al desarrollo de sus regiones. Los casos ejemplares, dado el esta- 
do actual de nuestros conocimientos, parecen ser Guadalajara y el 
Bajío. Allí el desarrollo de las ciudades y el campo permitió el sur- 
gimiento de una burguesía pujante, integrada fundamentalmente 
por propietarios y comerciantes, comprometida con el desarrollo 
regional y ansiosa por ocupar el control político de sus regiones y 
de legitimarlo bajo el nuevo modelo representativo.*! 

Debajo de estos dos grandes grupos de altos burócratas e 
inversionistas, Villoro distingue una clase media, vale decir una bur- 
guesía: abogados, curas y rancheros. En su mayoría estaba formada 
por criollos, aunque en los últimos años del siglo XVI y primeros 
del xix habían ingresado a este grupo algunos mestizos y hasta cas- 
tas que habían comprado su “blancura” o, simplemente, prospera- 
do en alguna actividad. Muchos de ellos eran instruidos, pero con 
pocas oportunidades de ocupar los puestos públicos, militares y re- 
ligiosos importantes, acaparados principalmente por peninsulares. 
En este grupo surgió la disputa entre criollos y gachupines. Aunque 
estaban separados por un abismo de los altos funcionarios y de las 
grandes familias, estos criollos se sabían un grupo privilegiado por 
encima de las clases trabajadoras, aunque por su cercanía con éstas 
podían ser intermediarios políticos y, eventualmente, represen- 
tantes de sectores marginados. 

Los eclesiásticos y los abogados, quienes acapararían los 
cargos en los Congresos nacionales, tenían elementos propios que 
los hacían representantes. La representación de los clérigos podía 
ser “natural”, según se ha expuesto ya: una sociedad de católicos 
bien podía ser encabezada por los ministros del culto, tal como lo 
harían tantos sacerdotes insurgentes, empezando por Hidalgo. Los 
abogados también podían representar, en las Cortes, pues ése era 
su mester. Algunos cabildos y ayuntamientos tenían procuradores, 
abogados que representaban sus intereses en los pleitos y ante las 
audiencias y a veces en la misma corte. Como se verá en su momen- 
to, algunos de los representantes enviados O propuestos por las 
ciudades a las asambleas legislativas españolas o en México eran 
abogados y actuaban como tales, 


67 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


En el campo, especialmente, el desarrollo de una agricultura 
comercial permitió la formación de pequeños rancheros, a veces 
arrendatarios en las grandes haciendas, inmersos de lleno en la 
economía de mercado. También algunos comerciantes y otros gru- 
pos, como los arrieros, formaban parte de sectores sociales me- 
dios que, por haberse desarrollado a la par de una economía de 
mercado, no estaban sujetos a la inmovilidad de la hacienda o 
de la comunidad pero sufrían los riesgos de la competencia con 
los grandes latifundios. Era un sector nuevo cuyo sustento material 
no se basaba en la propiedad de grandes extensiones de tierra, sino 
en pequeñas propiedades, bienes muebles e, incluso, su educa- 
ción. Estos grupos, que por lo demás surgieron en Europa Occi- 
dental y el resto de América durante los últimos trescientos años, 
fomentaban litigios contra elementos del orden tradicional, como 
el señorío o los privilegios corporativos. Se trataba, en suma, de sec- 
tores sociales que no habían sido previstos por la cultura política 
del antiguo régimen y que terminarían fracturándola.82 La presen- 
cia de los grupos intermedios es importante, pues su situación pre- 
caria y su cercanía con las masas campesinas o de pobres en las ciu- 
dades podía fomentar su movilización y eventualmente podrían 
convertirse en sus representantes. Éste fue el caso de Carlos Ma- 
ría de Bustamante, quien tras la Independencia fuera tantas veces 
diputado, senador o miembro de otros Órganos de gobierno (re- 
presentante) y cuya subsistencia dependía prácticamente de esos 
ingresos y de sus publicaciones. En muchas ocasiones estos indi- 
viduos se convirtieron en intermediarios entre las autoridades y 
los sectores más pobres de la población, como ocurrió con los tin- 
terillos, leguleyos y hasta abogados pobres que conocían bien los 
problemas de sus localidades y procuraban resolverlos.8 Tam- 
bién, de otra manera, los capataces y administradores de los ran- 
chos o de haciendas ocupaban este papel de intermediarios entre 
el rico criollo y sus peones. Este papel les facilitaría asumir el de 
representantes de los grupos marginados y oprimidos frente a los 
patrones y autoridades.4 En el marco de las relaciones verticales re- 
señadas hasta aquí, este grupo formaba una clase social. 

Más abajo en la escala estaban los peones, arrimados, léperos, 
trabajadores de las minas y un largo etcétera. Pese a su situación de 
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desposeídos, este grupo no era homogéneo. Había diferencias en- 
tre un artesano calificado, un peón de hacienda y un lépero o un 
arrimado. Compartían, sin embargo, su indigencia. No es menes- 
ter traer aquí algunos testimonios que recuerden la extrema po- 
breza de la mayoría de la población al final del virreinato, pero vale 
la pena anotar que los grupos marginados son ideales para la for- 
mación de clientelas políticas. Allí donde la pobreza es tanta y las 
instituciones no alcanzan a llegar, se desarrollan vínculos de depen- 
dencia con el “hombre fuerte” del lugar, el único capaz de satisfacer 
las necesidades básicas locales. Muchos sabrían sacar provecho 
político de su situación privilegiada y de la dependencia de gran- 
des sectores sociales. Durante el periodo colonial, las autoridades 
virreinales y eclesiásticas llenaban los espacios políticos, pero con 
la caída de la monarquía en 1808, los huecos fueron llenados por 
intermediarios, terratenientes, notables, caciques y, en general, 
por cualquier persona que pudiera controlar los satisfactores nece- 
sitados por comunidades marginadas. En el periodo indepen- 
diente algunos llegarían a ser diputados, otros se pronunciarían por 
algún plan o revolución, y facultados por la “voluntad de los pue- 
blos”, serían representantes, 

En las procesiones participaba una gran cantidad de corpora- 
ciones, representantes según la cultura política del antiguo régimen 
de toda la sociedad novohispana. Sin embargo, ya vamos viendo 
cuán distinta era la realidad de esta concepción. Muchos artesanos 
no pertenecían a los gremios. Los rancheros independientes tam- 
bién estaban aumentando. En las ciudades había un gran número 
de léperos y vagos. Las trazas que dividían a españoles de indios se 
borraban. El crecimiento demográfico y la nueva realidad económi- 
ca volvía inútiles las divisiones tradicionales. Surgían nuevas clases 
que exigían una representación propia. Las doctrinas y políticas de 
la Tlustración también contribuyeron a destruir el orden corporativo, 
aunque no parece seguro que ayudaran a construir uno igualitario, 
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Creímos al fin asegurada nuestra felicidad; pero 

vinieron aciagos y terribles días que se anunciaban de un 
modo terrorífico en nuestras imaginaciones, como 

el presentimiento de una catástrofe. En la atmósfera, en el 
ambiente moral del pueblo había no sé qué sombras avanzadas 
de aquellos desastres, no conocidos todavía. Sin explicarme el 
motivo de mis temores, yo creía ver por todas partes la imagen 
lúgubre de la guerra con formas que no podía determinar, y 
aquella imagen pasaba ante mí veloz, horripilante, 
ordenándome que la siguiera... ¡Ob! ¡Cuán pronto 

corrimos tras ella todos los españoles! 


BENITO PÉREZ GALDÓS, 
La corte de Carlos IV 


Desde que la dinastía borbona sentó sus reales en España, este 
país estaría estrechamente vinculado, para bien y para mal, con la 
historia francesa. Prácticamente ningún monarca español logró li- 
brarse de las obligaciones contraídas por los “pactos de familia”, 
con la relativa salvedad de Fernando VI. Por estos compromisos 
los españoles se vieron mezclados en guerras que, la mayoría 
de las veces, no reportaron sino derrotas y desastres militares y 
políticos. La cercanía con el país que encendía las luces del siglo 
en Europa motivó serios intentos renovadores en la vida tradi- 
cional ibérica. Se aplicó una serie de reformas administrativas y 
militares, copiadas de las del otro lado de los Pirineos. Los ilustra- 
dos españoles y americanos encontraron medios más o menos pro- 
picios para su expresión y desarrollo. No resulta extraño, entonces, 
que la Revolución Francesa produjera serios cambios en la relación 
de España con su vecino septentrional. 

En 1788 murió el último de los déspotas ilustrados espa- 
ñoles, Carlos IM. El mismo año cuando iniciaban las campañas re- 
volucionarias fue coronado su hijo, Carlos IV. La historiografía y un 
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magnífico retrato de la familia real hecho por Francisco de Goya lo 
han mostrado como un hombre poco capaz, entregado por comple- 
to a los caprichos de su mujer, María Luisa de Parma, y del favorito 
de ésta, Manuel de Godoy. El desdén del monarca por la marcha del 
Estado, las intromisiones de la reina en la política y la actuación cor- 
tesana del valido han sido a menudo elementos tomados en cuen- 
ta para explicar la decadencia de la España borbónica. Sin embargo, 
para hacer una explicación más cabal debe prestarse una mayor 
atención a la situación europea de la época, y no tanto por que- 
rer “salvar” la figura de aquel rey, sino para comprender mejor 
cuáles eran las posibilidades españolas ante un fenómeno como la 
Revolución Francesa. Baste recordar que durante los primeros años 
del reinado de Carlos TV siguió al frente de los negocios públicos el 
ilustrado José Moñino, conde de Floridablanca, tan dinámico re- 
formista antes de 1789, tan cauteloso y conservador después.! Pero 
la figura del periodo es, sin duda, la del joven guardia de corps, 
Manuel de Godoy. Favorito de la reina, hizo una carrera rapidísi- 
ma en el servicio real y fue tanta la consideración que le tuvieron 
los monarcas que le concedieron el título de duque de Alcudia, le 
dieron la Grandeza de España y después sería nombrado Prínci- 
pe de la Paz. Hasta entonces sólo hubo un príncipe en España, el 
de Asturias, hijo del rey y heredero al trono. Éste, Fernando de 
Borbón, se sentía relegado injustamente por sus padres en bene- 
ficio del advenedizo. Ya lo veremos intrigar para heredar, cuanto 
antes, la corona. 

La muerte de Luis XVI, el 21 de enero de 1793, aceleró el rom- 
pimiento con Francia. Hasta entonces la actitud española había sido 
cautelosa frente a los incomprensibles cambios de allende los Piri- 
neos. De manera inmediata el pacto de familia quedaba disuelto y, 
al parecer, los monarcas ibéricos no iban a transigir con un estado 
regicida. A la etapa de precaución sucedió la de entera enemistad 
entre ambos países. Los acontecimientos franceses que en un pri- 
mer momento habían sido bien vistos por ciertos sectores reformis- 
tas, se juzgaron como intentos de modificar todo el orden social 
sancionado por la divinidad. El católico pueblo español sólo podía 
rechazar al movimiento revolucionario y, en general, cualquier pro- 
puesta reformista, pues éstas empezaron a ser vistas, y no sin razón, 
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como el primer paso para destruir el orden tradicional. Era el fin 
para los proyectos ilustrados en el mundo hispánico. 


Representar al rey y al pueblo 


La guerra contra los gabachos llevó a los españoles a una efímera 
alianza con la Gran Bretaña, que durante siglos había sido su prin- 
cipal enemiga por el dominio atlántico. Pero las energías desatadas 
en la Francia revolucionaria motivaron un cambio en la relación con 
España. Los ejércitos galos pronto recorrieron triunfantes varias 
plazas europeas. Godoy, quien sabía del peligro que esto significa- 
ba, decidió pactar pronto con los franceses en 1795. De seguir en la 
alianza con las potencias contrarrevolucionarias, se preveía una in- 
vasión francesa que los marchitos ejércitos españoles no hubieran 
podido detener. Nuevamente la opinión cambió. En este momento 
se cantaban los triunfos del Gran Corso, aunque se lamentaran las 
derrotas de la flota española.? Los intentos de Godoy para mante- 
nerse cerca de Napoleón pronto fueron contraproducentes. La de- 
rrota en el Cabo de San Vicente significó el descrédito del favorito 
quien, de por sí, no era muy popular. España se mantuvo así, du- 
rante los primeros años del siglo xIX, atrapada entre dos potencias 
que no se interesaban en ella sino por sus riquezas para combatirse 
mutuamente. Para mantenerse neutral ante el conflicto pagaba una 
fuerte cantidad al imperio napoleónico, mientras que los mercaderes 
de la pérfida Albión comerciaban con sus posesiones ultramarinas. 

El Príncipe de Asturias competía con Godoy para ganarse la 
confianza del temido emperador francés. Si el valido incluyó a Es- 
paña en el sistema continental, Fernando estaba dispuesto a casarse 
con alguna Bonaparte. Las tropas imperiales pisaban suelo espa- 
ñol sin protestas y cuando intentaron someter al rebelde Portugal, 
Godoy les dio paso franco. Sin embargo, el temor de verse dominado 
completamente por el ejército francés hizo que el privado intentara 
huir de la península con todo y la familia real. Su propósito era lle- 
gar a Sevilla y de allí embarcarse hacia América, escoltado por la 
armada británica. La tentativa fue frustrada en Aranjuez por la oposi- 
ción de algunos ministros, de varios nobles y del propio Príncipe de 
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Asturias. El apoyo popular recibido por el joven heredero, quien 
ya desde entonces era “el Deseado”, hizo que Godoy se viera pre- 
cisado a esconderse y que Carlos IV abdicara “libre y espontánea- 
mente”. El nuevo monarca quiso atraerse pronto la voluntad de 
Napoleón, pero éste decidió intervenir de una manera más directa 
en la política española: no reconoció a Fernando como rey, ordenó 
a su lugarteniente en la península, Gioacchino Murat, gran duque 
de Berg, que tomara el control efectivo del país e hizo que la fami- 
lia real se trasladara a Bayona. Incluso el propio Fernando, engaña- 
do por el emperador, fue a aquella población fronteriza. En un pri- 
mer momento el joven rey español se llenó de coraje y envió una 
nota a la Junta de Gobierno que había dejado en Madrid. En aque- 
lla misiva, fechada en Bayona el 5 de mayo de 1808, exponía que se 
encontraba sin libertad para tomar por sí cualquier medida para sal- 
varse él y al reino, de manera que autorizaba a la Junta para que en 
Madrid o en cualquier otro paraje actuara en su real nombre “y re- 
presentando a su misma persona ejerciese todas las funciones de la 
soberanía”.3 Aunque la carta se perdió y jamás llegó a su destino, en 
Madrid se supo de su existencia y contenido. El soberano mandaba 
la reunión de las Cortes. Mientras tanto una Regencia integrada por 
algunos de los miembros de la Junta de Gobierno actuaría en su re- 
presentación. Ordenaba que estas instituciones encabezaran la rebe- 
lión contra los invasores, en su real nombre. Su valentía pasó rápida 
y al día siguiente se plegó a las Órdenes del emperador de los fran- 
ceses: abdicó en su padre, quien a su vez lo hizo en Napoleón. Poco 
después, éste otorgaría la corona a su hermano José Bonaparte. 

Estos hechos, como el propio Fernando VII pudo preverlo, 
ocasionaron un vacío de autoridad en la monarquía que sólo podía 
ser ocupado por las bayonetas francesas o por alguna institución 
que “representara la soberanía del rey” ausente. Lo que el cautivo 
monarca no pudo anticipar fue que no sólo un organismo, sino va- 
rios, se hicieron cargo de esa tarea, y lo hicieron no por su real vo- 
luntad, sino por las fuerzas populares desatadas. 

El pueblo matritense se rebeló en 1808 merced a un hecho 
magnificado por los escritores románticos. La salida de los mo- 
narcas rumbo a la segura cárcel ordenada por Napoleón significó la 
caída no sólo de una dinastía sino de la completa estructura impe- 
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rial española. Los grupos sociales que aprovecharon la coyuntura 
para introducir innovaciones en el sistema y los que en medio de 
la invasión lucharon por mantener intacto el statu quo fomen- 
tarían una serie de cambios irreversibles que terminarían sin satis- 
facer ni a los revolucionarios ni a los tradicionalistas. Por mandato 
de Napoleón, todos los miembros de la familia real española partie- 
ron hacia Francia. La plebe de Madrid se reunió para despedir a sus 
altezas, cuando Francisco de Paula, el niño hermano de Fernando, 
prorrumpió en llanto. Alguien habrá gritado que el infantito lloraba 
porque no quería irse y el populacho arremetió contra las tropas 
francesas. La represión no se hizo esperar. Aquellas jornadas del 2 
y 3 de mayo de 1808 marcaron el inicio de la guerra de Independen- 
cia. La pólvora corrió por casi toda la península. Pocos días después 
ocurrió el levantamiento popular en Asturias. Para el 24 de mayo 
eran miles los campesinos rebeldes en la región. Los estudiantes de 
la Universidad de Oviedo y la misma Junta General del Principado 
se Opusieron a dar su apoyo a los franceses y criticaron al Consejo 
de Castilla de Madrid por su actitud colaboracionista. De hecho, la 
mayoría de las instituciones gubernativas del antiguo régimen mos- 
traron su incapacidad para actuar en aquellas críticas circunstancias. 
Procuraron evitar una insurrección masiva que ocasionara una bru- 
tal represión por parte de los ejércitos franceses, como en efecto 
ocurrió. Ante este panorama, actuaron las autoridades menores. Re- 
cuérdese que fue el Ayuntamiento de Mósteles, a través de su alcalde, 
el primero en declarar la guerra a los imperiales. La indecisión de las 
altas autoridades propició que los concejos de las ciudades dieran 
ese paso. Cuando los órganos gubernativos tradicionales no supie- 
ron representar los deseos de gran parte del pueblo español, éste 
instauró nuevas autoridades. La formación de las juntas se hizo “a ins- 
tancias del pueblo”, por lo cual se declararon independientes, deso- 
bedecieron al Consejo de Castilla y a cualquier otra autoridad en 
Madrid y levantaron “exércitos y hécholos [sicl caminar a pelear 
con los franceses”. En Oviedo, el marqués de Santa Cruz organizó 
una Junta Suprema “depositaria de la soberanía de Fernando VIT”, 
integrada, entre otras personas, por Álvaro Flórez Estrada y José 
María Queipo de Llano, conde de Toreno. En Galicia fue la Iglesia, 
dirigida por su obispo, la encargada de encauzar la rebelión. En 
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Valladolid también cundió el ejemplo y se constituyeron juntas para 
conducir la insurrección en nombre del rey ausente. Ciertamente, 
los dirigentes e integrantes de las asambleas insurgentes eran, en la 
mayoría de los casos, miembros de los viejos órganos de gobierno. 
En ese sentido el cambio no fue radical, pero algo era distinto: los 
“notables” encargados de la dirección de la lucha no ocuparon sus 
puestos en las juntas por designación de las autoridades tradi- 
cionales sino por voluntad más o menos popular. Representaban la 
soberanía del rey pero también al pueblo en armas.5 

Estas organizaciones insurgentes sabían de las pocas posibi- 
lidades que tenían de ganar la guerra si se mantenían aisladas y sin 
recursos. Ciertamente el primer levantamiento masivo habrá sor- 
prendido a los franceses y las guerrillas no iban a dejar en paz a los 
ejércitos regulares galos, pero hacía falta apoyo externo para triun- 
far. Por eso las juntas de Oviedo y de la Coruña enviaron comi- 
sionados a Londres y mandaron agentes a América en busca de 
ayuda. Lo mismo harían las otras poco después. Resultaba impe- 
rante contar con el apoyo y las riquezas americanas, y para eso se 
hacía necesario buscar el reconocimiento de aquellas posesiones. 
No bastaba declarar ser representantes del rey preso, también de- 
bía buscarse el apoyo de todos los españoles: había que represen- 
tarlos igualmente. 


Representar al rey 


Las noticias de los acontecimientos españoles llegaron a Nueva Es- 
paña a principios de junio de 1808. Hasta ese momento el reino 
había sido mero espectador de la situación europea. Sin embargo, 
el motín de Aranjuez ocasionó descontrol en el virrey José de Iturri- 
garay, quien además de carismático y corrupto había sido nombra- 
do precisamente por el odiado Manuel de Godoy. Su intranquilidad 
durante aquellos días fue notoria y provocó desconfianza entre al- 
gunos funcionarios.” Poco después arribaron procedentes de Cádiz 
los diarios españoles con las noticias del levantamiento del 2 de ma- 
yo y de las abdicaciones de Bayona. Los cambios se sucedían muy 
rápidos para las autoridades novohispanas. Las novedades se difun- 
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dieron ampliamente. Incluso, ya antes de que fueran conocidas en 
México, lo habían sido en algunas localidades de la costa del Golfo. 
La barca “Ventura” traía las funestas noticias. Hizo escala en Campe- 
che, donde “estas tristes nuevas l...] han anegado en amargos sen- 
timientos el corazón de estos habitantes, y excitado en su ánimo la 
melancólica perspectiva de su suerte”.$ El ayuntamiento de esa ciu- 
dad en representación de sus habitantes depositó su confianza en las 
autoridades de la ciudad de México. 

Es verdad que los burócratas europeos que administraban los 
Órganos gubernativos en América tenían estrictamente prohibido 
relacionarse con los colonos de la región, pero en realidad una bue- 
na parte de los burócratas del rey se integraba con los grupos fuer- 
tes regionales, tanto para evitarse problemas en su administración 
como para obtener mayores ganancias que las del salario. Iturriga- 
ray fue el paradigma de esa situación. Desde muy pronto se hizo 
famoso por aceptar dádivas de criollos agradecidos. Los escándalos 
provocados por el lujo y ostentación de la virreina se convirtieron 
en algo sólito. No es de extrañar entonces que la familia virreinal se 
ganara la animadversión de los principales funcionarios virreina- 
les. Sus antecedentes como protegido de Manuel de Godoy tam- 
poco eran un buen currículum. De manera que al conocerse la 
caída del valido, el virrey se vio de pronto comprometido con los 
colonos y en la mira de la Real Audiencia. 

Dos fueron las posturas adoptadas por las autoridades novo- 
hispanas ante la crisis ibérica.!% Ambas pretendían mantener el statu 
quo social dentro del virreinato, la de los criollos del Ayuntamiento 
de México que, so pretexto de defender los privilegios del reino y del 
rey, favorecían la independencia del virreinato; mientras que la de 
la Real Audiencia procuraba mantener la unidad imperial. El primer 
paso lo dieron los criollos. Pidieron al virrey la reunión de una junta 
de las principales ciudades novohispanas para decidir qué hacer en 
momento tan crítico, El 19 de julio, tras un largo cabildo, los capitu- 
lares de la ciudad de México llevaron una representación al virrey 
Iturrigaray redactada por Juan Francisco Azcárate y por el síndico 
procurador Francisco Primo de Verdad, quien no sólo expresaba sus 
opiniones por sí o por el Ayuntamiento, sino por “el Público de esta 
nobilísima ciudad”. En la representación planteaban que, dada la 
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situación extraordinaria por la que atravesaba la monarquía, la ciu- 
dad de México estaba dispuesta a mantenerse fiel a la dinastía bor- 
bónica. Los capitulares estaban preparados para hacer cualquier 
cosa con tal de defender el reino. Descalificaban legalmente las abdi- 
caciones de Bayona y, por lo tanto, cualquier pretensión napoleónica, 
Por último, invitaban al virrey y demás autoridades a realizar nuevo 
juramento de fidelidad a los monarcas presos.!! Hasta aquí todo pa- 
recía no salir de los cauces normales. Incluso, los argumentos de los 
criollos se basaban en la larga legislación ibérica y nada debían a la 
Ilustración ni a autores considerados heterodoxos. No obstante, fue- 
ron dos los elementos que a juicio de la Real Audiencia resultaban 
peligrosos para el orden colonial. Primero, el que la ciudad preten- 
diera tomar la voz de toda Nueva España y representarla. Segundo, 
tener que hacer un nuevo juramento promovido por esa corpora- 
ción. Estos dos elementos son de relevante importancia. No era la 
primera vez que las autoridades imperiales entraban en conflicto 
con las corporaciones, especialmente la municipal. En el fondo, se 
trataba no sólo de saber quién era el mejor representante del virrei- 
nato sino quién veía por el bien común.'? Los planteamientos del 
Ayuntamiento, a juicio de algunos autores, eran verdaderamente 
revolucionarios y estaban propugnando nada menos que el 
establecimiento de autoridades legitimadas por la voluntad sober- 
ana del reino.! Según esta afirmación, Nueva España o, mejor 
dicho, el pueblo novohispano sería capaz de asumir los atributos 
propios de la soberanía y darse representantes para ejecutarla. Sin 
embargo, para esto hubiera sido menester considerar que la 
nación está constituida por individuos libres e iguales, que no 
tienen un superior; en suma, una idea que, como se verá más ade- 
lante, nunca propuso el Ayuntamiento.'! 

A petición de la ciudad de México, Iturrigaray propuso la reu- 
nión de una junta con las principales autoridades del virreinato. En 
esa reunión del 9 de agosto, quedó en claro que quizá lo único en co- 
mún entre el Ayuntamiento y la Audiencia era guardar la fidelidad a 
Fernando VII, Todavía hubo otras juntas: una el 31 de agosto, otra el 
primero de septiembre y una más, tal vez la más dramática, el día 9. 
En esta última, José de Iturrigaray propuso, inclusive, abandonar 
su Cargo, como una medida de presión. Por supuesto los criollos del 
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Ayuntamiento recomendaron al virrey que continuara en su puesto, 
pero para sorpresa suya la Real Audiencia estuvo dispuesta a acep- 
tar la renuncia. 

Los oidores estaban de acuerdo en que no debía alterarse el 
orden de dependencia con la metrópoli, de manera que, cuando ]le- 
garon los representantes de la Junta de Sevilla, propusieron recono- 
cer a ésta como el órgano superior de gobierno para el reino. La 
medida resultaba aceptable: se mantenía el vínculo con la penínsu- 
la sin correr el riesgo de admitir al gobierno de José Bonaparte. Sin 
embargo, hubo confusión cuando arribaron enviados de la Junta de 
Oviedo con las mismas pretensiones que los hispalenses. Las dudas 
fueron entonces razonables. El propio virrey, quien en un primer 
momento aceptó de buena gana la propuesta de la Audiencia, deci- 
dió no reconocer a ninguna junta ibérica. En efecto, si ni en España 
podía encontrarse una autoridad, no se diga legítima sino al menos 
única, por qué los novohispanos debían reconocer a la hispalense 
o a la ovetense. El 12 de agosto de 1808, Iturrigaray afirmaba que: 


Concentrados en nosotros mismos, nada tenemos que esperar de 
Otra potestad que de la legítima de nuestro católico monarca el Sr, 
D. Fernando Séptimo: y qualesquiera Juntas que en clase de Supre- 
mas se establezcan para aquellos y estos reynos, no serán obedeci- 
das si no fuesen inauguradas, creadas Ó formadas por $. M.5 


Y en las actuales circunstancias el rey no podría formar ningún 
órgano de gobierno. Además, la falta de unidad sólo presagiaba el 
triunfo de las armas francesas y la consecuente caída de las pose- 
siones que reconocieran a cualesquiera de esas juntas. Estos hechos 
inclinaron la balanza en favor de los criollos, pero en realidad la di- 
ferencia entre un grupo y otro era mínima: si los burócratas penin- 
sulares estaban en este momento en favor de reconocer a la Junta de 
Sevilla y mantener a las autoridades y al sistema en Nueva España in- 
tactos, los criollos querían reunir su propia junta y mantener intacto 
el sistema —cosa que, por cierto, quién sabe cómo lograrían—. Fran- 
cisco Primo de Verdad, síndico del Ayuntamiento mexicano, argu- 
yó entonces que el pueblo debía hacerse cargo de la soberanía, 
“en quien faltando natural o civilmente por algún impedimento el 
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soberano, está depositada en nombre del monarca. Cuando se le 
cuestionó qué entendía por pueblo respondió que no otra cosa si- 
no las autoridades constituidas.!é Por lo menos en los primeros mo- 
mentos de aquellas jornadas, el Ayuntamiento no expresó que la 
soberanía fuera popular sino que el reino —las autoridades— debía 
asumirla temporalmente en ausencia del soberano único, el rey. Su 
propuesta era que bajo “las actuales circunstancias por el impedi- 
mento de hecho del Monarca la soberanía se halle representada en 
la Nación”. Asumía que el rey era el único soberano y en su ausen- 
cia las autoridades establecidas por él mismo lo representarían. 
Cuando el Ayuntamiento y el propio virrey planteaban una junta 
general del reino no proponían un Congreso soberano por delega- 
ción popular sino una reunión de las corporaciones y autoridades 
que habían recibido sus facultades por delegación del monarca. 
Cuando los capitulares afirmaban que “la soberanía se halla repre- 
sentada en la Nación para realizar a su real nombre lo que más 
convenga”,' no querían decir sino eso: las corporaciones y autori- 
dades “representarían” interinamente la soberanía inherente al rey. 
La nación o el reino —definidos por el Ayuntamiento como “los Tri- 
bunales superiores que gobiernan y administran justicia, y los 
Cuerpos que llevan la voz pública” —” no era fuente de soberanía, 
tan sólo ejecutaría el poder hasta la vuelta del soberano. Tampoco 
sería necesaria una transformación social ni elecciones siquiera. La 
sociedad corporativa estaba representada en sus cuerpos y en sus 
autoridades constituidas. Para el caso novohispano, la corporación 
por excelencia, capaz de representar al reino, era su cabeza y me- 
trópoli, la Ciudad de México. De hecho, nadie eligió al Ayuntamiento 
mexicano para hablar en nombre del virreinato, cosa que bien hizo 
notar la Audiencia, pero como afirmó el cabildo de esta ciudad 
“para asegurar que su pedimento era el concepto general del Reino 
[no] necesitaba ir á averiguar individualmente sus pareceres”.2! Una 
característica del sistema representativo moderno es que los ciu- 
dadanos son requeridos para conocer su Opinión, a través del voto, 
mientras que para la cultura política corporativa no es clave para 
la representación el mecanismo mediante el cual las personas que 
representan a un reino consiguieron sus poderes, sino la circunstan- 
cia de que los tienen de hecho y que hablan lo dicen hacerlo] legí- 
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timamente en nombre del cuerpo que representan”. Los muníci- 
pes se movían en el discurso tradicional. 

Además de las propuestas del Ayuntamiento de México, en 
aquellas jornadas hubo algunas otras a título individual. El 13 de 
septiembre, el oidor Jacobo de Villaurrutia dirigió una exposición 
a Iturrigaray en la cual sugería la reunión de una diputación del 
reino. Sus propuestas, en materia de representatividad no eran 
muy diversas de las de Azcárate, Verdad y los otros capitulares. Para 
empezar, declaraba que la soberanía de todo el imperio español 
“está radicada” en Fernando VII. Los pueblos repudiaron al usurpa- 
dor napoleónico y no podrían sino reconocer al legítimo monarca. 
Para evitar caer en manos de Francia o de los afrancesados, justifi- 
caba legalmente y a partir de la experiencia la erección de una 
“junta provisional, [...] que sea representativa en el modo posible de 
todas las clases”. La Diputación del reino sería un Congreso de re- 
presentantes de cada “clase”, es decir, de cada orden social, corpo- 
ración y estado. Éstos serían: 


un Presidente, un procurador general del Reyno, un secretario - dos 
Ministros togados por los tribunales de justicia - dos diputados del 
cabildo secular - dos por el clero secular - dos por el regular - dos tí- 
tulos de Castilla por la Nobleza - dos por el estado general - dos por 
el militar - uno por el tribunal de la Fe - uno por la Minería - uno 
por el Comercio - uno por los azendados - uno por la Universidad 
- uno por los abogados - el Governador del Estado, Ó la persona que 
dipute con poder especial - y un Fiscal togado.? 


Es de advertir que el licenciado Villaurrutia era el único criollo en la 
Audiencia y que, además, no apreciaba al virrey, de quien temía 
pudiera aprovechar la crisis de autoridad en la península y gobernar 
arbitrariamente o incluso levantarse con el reino. Por eso, sugería 
la formación de una delegación en la cual estarían representados 
fuertemente los intereses de los peninsulares. En conclusión, la 
propuesta del dominicano Villaurrutia no era tan distinta de la del 
Ayuntamiento: reconocía que la soberanía pertenecía al rey y que 
mientras éste regresaba al trono habría una diputación encargada 
de llevar las riendas del gobierno en su real nombre y, por último, la 
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formación de este organismo sería a partir de las corporaciones, auto- 
ridades y jerarquías sociales, es decir, negaba la existencia de un 
pueblo formado por individuos iguales que pudieran ser soberanos. 


Representar una nación independiente 


La Representación que el peruano Melchor de Talamantes escribió 
el 3 de julio es, entre todas estas propuestas para formar una junta, 
la más revolucionaria. Fue el único criollo que expresó claramente la 
intención americana: lograr su independencia. Ernesto de la Torre 
tiene razón cuando afirma que el mercedario fue poco cauteloso, 
pero no seguramente por sentirse confiado en su calidad de extran- 
jero —jurídicamente no lo era: nació en Lima y era español— o de 
religioso. Tengo para mí que Talamantes llegó a creer que la crisis 
por la que atravesaba España era terminal, se trataba por lo tanto de 
la oportunidad para realizar una serie de cambios radicales en el 
orden social y político. Es muy probable que él hubiera sido el único 
que conscientemente estuviera buscando una revolución y lo hicie- 
ra a partir de lecturas nada escolásticas sino heréticas e ilustradas.2 

El alegato de Talamantes para reunir un Congreso o una jun- 
ta parte del mismo temor compartido con los otros criollos de ver 
perdido el reino en manos de los franceses o de cualquiera otra po- 
tencia extranjera. Temía tanto a Napoleón como a los afrancesados 
españoles e inclusive a los ambiciosos angloamericanos quienes, 
aprovechando la oportunidad, podrían acrecer su territorio a costa 
del novohispano. Recuérdese que la Luisiana había sido comprada 
hacía poco tiempo y la frontera con Tejas no se fijaría hasta once 
años después. Nueva España estaba acosada por todos lados y la 
única posibilidad de defensa era la organización de un gobierno 
interno. Incluso para la eventualidad de pedir ayuda al extranjero 
sería menester una autoridad capaz de negociar con otras nacio- 
nes soberanas. 

La composición del Congreso, según Talamantes, no implica- 
ba ninguna transformación en materia de representatividad. Los 
diputados no serían aquellos favorecidos por el voto popular sino 
quienes fuesen de “mayor confianza y estuvieran interesados en 
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reunirse y auxiliarse mutuamente para la defensa común”, esto es, 
los notables, los representantes “naturales” de Nueva España. El 
Congreso sería la reunión de 


las autoridades constituidas, de un virrey celoso y fiel al rey y a la 
nación, de unos ministros íntegros e ilustrados, de unos pastores 
ejemplares, de los magnates y primeros nobles del reino, de los je- 
fes y todos los tribunales de oficinas, de los diputados de las ciu- 
dades. 2 


Hasta el momento no hay motivo alguno para sospechar que el 
mercedario fuera un revolucionario. No difería radicalmente de los 
planes del Ayuntamiento y ni siquiera de los del oidor Villaurrutia: 
para evitar caer en manos enemigas debía formarse un Congreso 
compuesto por las autoridades, corporaciones y de representantes 
de las jerarquías sociales novohispanas. Sin embargo, hay algunos 
indicios de que Talamantes pensaba en un cambio más hondo. En 
un comentario a una Proclama de Iturrigaray, el mercedario aseguró 
que “No habiendo Rey legítimo en la nación, no puede haber virre- 
yes: no hay apoderado sin poderante: el obispo auxiliar cesa faltan- 
do el diocesano, y así de lo demas”; después afirmó que “si se tiene 
al presente alguna autoridad, no puede ser otra que la que el pue- 
blo haya querido concederle”. No obstante, acto seguido mostraba 
todavía algunas dudas: ¿podía el pueblo conceder autoridad sin ser 
rey, es decir, soberano? “El pueblo no es Rey, así como tampoco es 
República”.” Pero, la ausencia del soberano abría la posibilidad de 
instaurar un nuevo Estado sobre la base de una sociedad que care- 
ciera de grupos o individuos que en la jerarquía ocuparan lugares 
superiores a otros. Jaime Rodríguez ha señalado que Talamantes fue 
el único que propuso la abolición de fueros —es decir, la igualación 
jurídica de todos los habitantes— como condición para el estable- 
cimiento del Congreso nacional, lo cual lo convertía en el individuo 
más revolucionario de aquellas jornadas.? 

La igualdad de los hombres ante la ley impide que alguno se 
levante sobre el resto y cualquier gobierno debe estar legitimado en 
el conjunto de la sociedad. De manera un tanto tímida, pero clara, 
Talamantes se encaminaba a esa conclusión. Su propuesta de Con- 
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greso se fundaba en una cultura política más moderna que la de los 
otros participantes, incluido el Ayuntamiento. Entre las funciones 
del mencionado Congreso estaría buscar un soberano para Nueva 
España. Éste sería posiblemente Fernando VII, pero Talamantes no 
lo dijo. Además, aunque siguió calificando al monarca como “sobe- 
rano” resulta evidente que el designado ocuparía sólo el Poder Eje- 
cutivo, pues debería hacer varios juramentos, uno de ellos: “aprobar 
todo lo determinado por el Congreso de Nueva España”. He aquí la 
principal diferencia entre la propuesta talamantina y las otras, in- 
cluidas las de las juntas ibéricas: mientras que éstas propugnaban 
el establecimiento de un organismo que interinamente ejecutara la 
soberanía del rey, el fraile peruano pretendía un Congreso perma- 
nente, legislador y, por lo tanto, “en uso de la soberanía de la na- 
ción”. Su misión sería representar a la “voz nacional”, “esa voz tan 
respetable y soberana, que obligó al mismo Dios a mudar el gobier- 
no de Israel, concediéndole el rey que pedía”.? Aquí deben notar- 
se los ecos del common sense de Thomas Paine. 

Junto con el Congreso nacional de Nueva España, Talamantes 
escribió un “Discurso filosófico” acerca de la representación nacional 
que viene muy a propósito para este trabajo. El alegato está dividi- 
do en dos partes que muestran desde el principio una idea bastante 
acertada de los propósitos del fraile. Si en la primera se trata pre- 
cisamente de la representación nacional, en la segunda se presen- 
tan los “casos en que las colonias pueden legítimamente separarse 
de sus metrópolis” que recuerdan nuevamente a Paine. Talamantes 
buscaba establecer los principios de orden práctico y legal de la 
Independencia. Sus propuestas representativas también llevaban 
ese camino. La representación nacional es, según este opúsculo, “el 
derecho que goza una sociedad para que se le mire como separada, 
libre e independiente de cualquiera otra nación”.% O sea, poco más 
o menos la noción de Jean Bodin de Estado soberano: “societates 
quae superiorem non recognoscunt”. 

El alegato de Talamantes era por reconocer la soberanía de 
Nueva España frente a la metrópoli. Buscaba la independencia cuan- 
do en la vieja España ocurrían trastornos capaces de transformar la 
estructura de la “colonia”, pero hasta allí. En realidad Talamantes no 
era un demócrata ni quería ningún cambio drástico, Al igual que los 
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burgueses europeos, estaba en favor de un gobierno representati- 
vo, para el cual era menester la igualdad jurídica pero no la social. 
Talamantes afirmaba que “el pueblo ínfimo” no debe ser partícipe 
de la cosa pública, y criticaba a Jean-Jacques Rousseau por declarar 
que todos los individuos deben intervenir en la política. 

En resumen: Talamantes planeaba el establecimiento de un 
Congreso nacional legislativo que, en efecto, representaría la sobe- 
ranía de la nación y no la del monarca. Esto quiere decir que fue el 
único en aquella hora que propuso despojar al monarca de la sobe- 
ranía y otorgársela a la nación: fue una excepción, no la regla. Sin 
embargo, tampoco quería perder su posición social, por lo que limi- 
taba la igualdad al ámbito legal, tal como hacían muchos otros re- 
volucionarios de la época en todo el mundo occidental. 

Es natural que la Audiencia y, en general, todos aquellos 
cuya posición privilegiada dependía de la unión con la Península 
vieran en las propuestas criollas un intento para alcanzar la inde- 
pendencia. La Representación tan radical de Talamantes no haría 
sino confirmar sus sospechas. Sin embargo, si resultan claros los in- 
tentos autonomistas o a veces francamente secesionistas de los 
capitulares, no está tan claro eso de que para llevarlos a cabo ape- 
laran a la voluntad soberana del pueblo. Los argumentos esgrimidos 
por los capitulares estaban estrechamente vinculados con el dere- 
cho hispánico y muy alejados de las doctrinas contractualistas libe- 
rales, Para estos criollos privilegiados el pueblo no estaba formado 
por individuos libres e iguales, requisitos para una nación soberana, 
sino por las autoridades y corporaciones. Lo único que pretendían 
era la reunión de los cuerpos y autoridades novohispanas para ejer- 
cer el mando supremo del virreinato en representación del mo- 
narca, como venían haciendo durante los últimos tres siglos. Las 
propuestas de los capitulares apuntaban ya hacia la Independen- 
cia, pues nadie creía que los borbones pudieran volver a reinar en 
España, pero no eran revolucionarias. No se atrevieron a conside- 
rar al pueblo como soberano y, por lo tanto, el tipo de represen- 
tación pretendida nada tenía en relación con la nacional. Intriga, 
entonces, por qué se ha establecido en la historiografía sobre el 
tema la interpretación de que sí buscaban instalar un gobierno le- 
gitimado en la voluntad popular. 
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Sin intentar hacer aquí una genealogía de esta interpretación, 
parece pertinente indicar que ésta surgió entre los miembros de la 
Audiencia y demás enemigos hechos por los criollos y el virrey 
Iturrigaray. Después del golpe de mano impulsado por los oidores 
y los ricos peninsulares del Consulado, necesitaron justificar su pro- 
ceder. No escatimaron recursos para achacar a sus contrarios todas 
las doctrinas ilustradas y heréticas que, precisamente, eran el ori- 
gen de la Francia imperial, a la cual se combatía. Los oidores y 
demás defensores de la unión con la península creyeron encontrar 
tras los argumentos del Ayuntamiento las ideas de los falsos filóso- 
fos franceses. En la Relación hecha por la Audiencia acerca de las 
juntas con el virrey y las otras autoridades del reino?! se afirmaba 
que el licenciado Verdad sostuvo la sediciosa idea de que la “sobe- 
ranía [...] había recaído en el pueblo, citando á varios autores en 
comprobación y entre ellos á Puffendorf”. Sin embargo, como ha 
mostrado Virginia Guedea, Verdad atacó las ideas de este autor, 
entre otras cosas por ser contrarias al derecho español en el cual 
se fundamentaron los argumentos del Ayuntamiento en aquellas 
jornadas. Tiempo después, desde Cádiz, el redactor de la Gaze- 
ta de México y defensor de los miembros del Consulado y de la 
Audiencia, Juan López Cancelada, consideraba que las intenciones 
del Ayuntamiento eran subvertir el orden, pues los pérfidos crio- 
llos habían afirmado como verdad evidente que “al faltar el Sobe- 
rano, había recaído la soberanía en el pueblo: que la nobilísima 
Ciudad lo representaba, y así debían quedar abolidas todas las auto- 
ridades, hasta no recibir nueva investidura del Cabildo” 33 

La idea de que el Ayuntamiento mexicano propuso que la 
soberanía radicaba en la nación y por lo tanto se hacía menester 
su representación, fue esgrimida por los peninsulares triunfantes 
tras el golpe del 15 de septiembre de 1808. Era una manera de atri- 
buir a los criollos las perniciosas ideas liberales. El tiempo andan- 
do, cuando esas nociones fueron la base del nuevo régimen, los 
apologistas de las jornadas de 1808 también aceptaron esa idea, 
que estuvo lejos de la mayoría de sus protagonistas. Incluso en 
1827 Juan Francisco Azcárate llegó a sostener que los capitulares 
fueron presos “por sostener la soberanía popular”. Su declara- 
ción no debe extrañar, en ese año vivía en un país independiente 
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cuyo régimen era nada menos que el representativo. Años antes, 
en un certamen del Colegio de Abogados, Azcárate reprochó a la 
Constitución el haber despojado al rey de sus privilegios como 
soberano para dejarlos en manos de las Cortes, y por contradecir 
las leyes fundamentales del reino, ésas tan empleadas por el Ayun- 
tamiento en 1808.35 


Representar al público 


La crisis española también fue novohispana, pero no sólo la capi- 
tal se convirtió en escenario de propuestas y tensiones. Algunas 
ciudades como Jalapa y Querétaro estuvieron dispuestas a par- 
ticipar en la junta general convocada por la Ciudad de México. 
Iturrigaray también invitó a los oidores de Guadalajara, pero éstos 
se mantuvieron cautelosos. Ya desde antes de la llegada de las no- 
ticias peninsulares a la Ciudad de México en algunas regiones se 
enteraron de los graves asuntos ocurridos en la Península. Primero 
fue en Campeche y luego en Veracruz. De manera extraoficial los 
marineros se encargaron de difundir las noticias que fueron cono- 
ciéndose en la población de las principales villas y ciudades del 
reino. Es poco probable que ocurriera lo mismo en el medio rural, 
donde cientos de comunidades permanecían incomunicadas casi 
completamente y, justo es decirlo, donde vivía la mayor parte de 
la población del país. Pero tampoco sería exagerado que, en vista 
de la importancia de las novedades, algunos de esos campesinos 
y trabajadores rurales se hubieran enterado. Especialmente si se 
considera que uno de los elementos más importantes de las noti- 
cias ibéricas fue que el triunfo napoleónico significaba el fin de la 
ortodoxia católica. 

En algunas ciudades los ayuntamientos se enteraron oficial- 
mente de las abdicaciones de Bayona y se apresuraron a renovar 
sus juramentos de fidelidad a Fernando VII. Se suponía que el jura- 
mento hecho por las ciudades representaba la fidelidad de toda la 
población bajo su administración. De acuerdo con la lógica corpo- 
rativa, vista en el primer capítulo, cada cuerpo representa a todos 
sus miembros, de manera que bastaba el juramento de la corpo- 
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ración para sobreentenderse que toda la gente estaba de acuerdo. 
Así en Guanajuato, por ejemplo, el cabildo se manifestó fiel a Fer- 
nando VII en nombre y representación de toda la ciudad. En otros 
lugares, como en San Miguel el Grande, donde no había ayunta- 
miento en esos momentos, se reunieron “todas las clases de que se 
compone esta numerosa Villa” en una misa solemne a la cual hubo 
“asistencia de todos los cuerpos [...] y curso de innumerable gente”3% 
para jurar fidelidad al Deseado. 

Hasta aquí la situación permanecía más o menos normal 
dentro del orden corporativo. La representación seguía siendo 
funcional. Pero en la correspondencia enviada al virrey se notaba 
que no sólo eran las corporaciones las que se mostraban activas. 
En San Miguel hubo “curso de innumerable gente” en la misa ce- 
lebrada. Como en aquella villa no había ayuntamiento hubo ne- 
cesidad de reunirse “una junta general del vecindario”. En Mérida 
también fueron llamadas las personalidades notables para hacer el 
juramento.* La correspondencia abunda en descripciones de la 
tristeza provocada en la población por la prisión de sus soberanos 
y de los deseos populares por hacer cualquier cosa con tal de libe- 
rar a su rey. En Mezquitic, el gobernador de la república ofreció al 
virrey su apoyo completo para defender los derechos del monar- 
ca, Lo mismo ocurrió en otros lados. Al parecer, la población de 
las ciudades estaba dispuesta a ofrendar sus riquezas y trabajo para 
salvar a los soberanos y a la religión católica, que creían en peli- 
gro. En Sombrerete el público estaba consternado y “en una in- 
creíble agitación, queriendo todos y cada uno poder a costo de sus 
caudales, de sus fuerzas y de su propia vida conseguir” la libertad 
de sus reyes. Incluso se pretendía ir más lejos: los vecinos de 
aquella norteña villa querían adiestrarse en el uso de las armas para 
defender y guardar el reino a su legítimo monarca. Los lugares que 
veían más cerca el peligro, como Campeche, Veracruz y Mérida, se 
armaron por si se presentaba cualquier evento. También en Puebla 
se quiso pertrechar al vecindario. En la propia ciudad de México las 
disputas entre su Ayuntamiento y la Real Audiencia fueron asimis- 
mo objeto de pública atención. 

La política dejaba de ser asunto exclusivo de una minoría 
compuesta por burócratas peninsulares y criollos encumbrados. En 
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Monterrey, por ejemplo, luego de las demostraciones de júbilo por 
la exaltación de Fernando VII, empezaron a correr los “papeles pú- 
blicos” con las malas nuevas de Bayona. En Veracruz se prohibió a 
los impresores y editores la publicación de noticias políticas, pues 
tanta agitación habían provocado. Y es que al difundirse las noti- 
cias producirían alguna opinión. En Puebla, por ejemplo, los infor- 
mes llegados de España ocasionaron “una conmoción en todos sus 
habitantes; pero no sediciosa que aspirase a la independencia, sino 
una conmoción tierna, compasiva, hija del amor y de la lealtad”. 
Ernesto Lemoine, cuando comenta esta cita, muestra serias dudas 
acerca de la veracidad de ella, pues, en efecto, no venía al caso 
decir que no se buscaba la independencia. En la misma ciudad, “el 
vulgo [creía] hallarnos sin padres”, lo cual, fundamentalmente, era 
cierto.1 En la propia ciudad de México, el cuerpo de comerciantes 
alarmado exigió al virrey Iturrigaray que detuviera la proliferación 
de pasquines. Al parecer, habían aparecido papeles “sediciosos” 
pegados en las esquinas, “dirigidos a romper aquella estrecha unión 
que es el alma de las sociedades”. 

La ciudad de Zacatecas proporcionó a la historiadora Mercedes 
de Vega un caso para estudiar un nuevo fenómeno surgido a par- 
tir de esta crisis. También allá las noticias ocasionaron gran 
desasosiego entre la población y, al igual que en otras partes, mu- 
chos individuos quisieron externar su opinión: lo hicieron a través 
de la prensa, escritos y otras manifestaciones públicas. Según de 
Vega, “a falta de soberano lo que impera es la Opinión”. Sin embar- 
go, como mostró Júrgen Habermas, el público burgués es sólo una 
ficción que cualquier persona podía emplear para hablar en nom- 
bre del pueblo. El golpe de mano del 15 de septiembre de 1808 real- 
izado por los peninsulares y comerciantes en nombre de “el pue- 
blo” no hizo sino dar más de qué hablar a ese mismo pueblo. Las 
fuentes no dan para tanto, pero sería interesante imaginar cuál 
habrá sido la opinión de los distintos grupos sociales cuando se en- 
teraron, por medio de la Gazeta, de que “el noble Pueblo Mexicano 
[se apoderó] de la persona del Exmó. Señor Don Josef de Yturriga- 
ray por motivos de mayor gravedad [y pidió] a la Real Audiencia, 
Illmó. Señor Arzobispo y otras autoridades, se nombrase en su lugar 
al Señor Mariscal de Campo Don Pedro Garibay”.% 
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Representar al Imperio 


Iba a resultar difícil obtener el apoyo y reconocimiento de las pose- 
siones ultramarinas, cuando ni siquiera en España había unanimi- 
dad. Eran varias las juntas autoproclamadas supremas pero sólo 
tenían apoyos locales limitados y, en el mejor de los casos, se atre- 
vían a buscar el reconocimiento de otras juntas, de las posesiones 
americanas o de alguna potencia opuesta a la Europa napoleónica. 
Los ingleses sabían muy bien de la importancia del frente ibérico, 
especialmente cuando la inesperada victoria del Bailén acabó con 
la conseja de la invulnerabilidad francesa. Gran Bretaña reconocía 
que el frente múltiple ofrecido por los insurgentes españoles acaba- 
ría por desesperar a los invasores imperiales, pero sería incapaz de 
derrotarlos. Hacía falta unión y por eso estuvo insistiendo en la for- 
mación de un gobierno único, al cual debían estar subordinadas 
todas las juntas. 

Había varias posibilidades para integrar un gobierno único. 
Se podía, por ejemplo, establecer una regencia con pocos indivi- 
duos, depositaria interina de la soberanía de Fernando VII. Esta 
alternativa tenía el inconveniente de ignorar las pretensiones de 
las juntas ya existentes, que se consideraban a sí mismas deposi- 
tarias de los derechos del rey cautivo, por voluntad popular. Ade- 
más, los insurgentes no reconocerían en otros individuos un poder 
superior. La nueva jefatura de la independencia debía salir de las 
propias juntas, del propio pueblo rebelde y no de las viejas auto- 
ridades que ya habían mostrado su incapacidad para hacer frente 
a la nueva situación. Otra opción era reunir a las Cortes, pero su 
sola convocatoria generaba muchos problemas. La Junta de Valen- 
cia propuso, el 3 de agosto de 1808, que se reconociera al Consejo 
de Castilla como autoridad suprema, pero debería integrar a dipu- 
tados de cada junta insurgente. De esta manera, los mandatarios 
serían “defensores de los derechos del pueblo y del Soberano”. Fi- 
nalmente, a propuesta de la Junta de Sevilla, se optó por enviar de- 
legados de cada gobierno insurgente a Madrid. Por sugerencia de la 
de Granada, serían dos por cada junta. El 21 de septiembre, sin es- 
perar siquiera a que llegaran todos los vocales, se constituyó la 
Junta Central,$ 
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Poco tiempo duró en Madrid: el 24 de septiembre de 1808 se 
reunió, ahora sí con todos sus miembros, en Aranjuez y fue recono- 
cida como Suprema por las demás, pues tenía representantes de las 
dieciséis provincias insurrectas. La erección de esta Junta fue qui- 
zás el primer paso dado en la revolución política española. En efec- 
to, “el pueblo rebelde”, a través de sus juntas, no aceptó sujetarse a 
ningún gobierno en el cual no estuviera representado. Esas fueron 
sus primeras lecciones en materia de representatividad y fueron bien 
aprendidas. El 7 de octubre de 1808, la Junta Central dictó un oficio 
para que se le reconociera como “depositaria de la autoridad Sobe- 
rana de nuestro amado Rey y Señor Don Fernando VIT”. De esta 
manera, la Junta adquiría un carácter representativo doble: por un 
lado, pretendía representar a las demás juntas y también al rey cauti- 
vo. La “autoridad Soberana” depositada en la Junta era la del rey, 
pero necesitaba la aceptación de los españoles. 

Si bien en la metrópoli la Junta obtuvo su autoridad por tener 
delegados de las provincias fieles a Fernando VII, en las posesiones 
ultramarinas sólo buscó el reconocimiento. En Nueva España, el vi- 
rrey Pedro Garibay se apresuró a aceptar y obedecer a la Junta. Giró 
un bando en el cual ordenaba el juramento y él mismo encabezó la 
ceremonia en la ciudad de México. No sobra decir que a ésta asis- 
tieron los enviados de las diversas corporaciones, tanto civiles como 
eclesiásticas. Estos representantes —que de ninguna manera habían 
sido electos para el caso— reconocieron a la Junta Central, con lo 
cual se suponía que todo el reino de Nueva España y el pueblo de 
la ciudad de México, en particular, hacían dicho reconocimiento. 
Pasó poco tiempo para que las autoridades virreinales recibieran las 
noticias de los juramentos hechos en las otras ciudades y villas. 7 

Entretanto, Napoleón y su hermano José, deseosos de ganar 
para sí las ricas posesiones hispánicas en América, habían estableci- 
do, en julio de 1808, un Congreso en Bayona con algunos diputa- 
dos americanos. La constitución emanada de esas Cortes dedicó un 
título a “los reinos y provincias españolas de América y Asia”. El 
primer paso estaba dado y los españoles fieles a Fernando VII no 
podían quedarse atrás, de manera que para obtener más legitimidad 
que su contraparte francesa, la Junta Central decidió convocar a 
elecciones en los reinos americanos, con el fin de que enviaran 
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diputados a la misma Junta. El preámbulo de la convocatoria con- 
tenía una declaración de suma importancia para las Américas: con- 
sideraba “que los vastos y preciosos dominios que España posee en 
las Indias no son propiamente colonias ó factorías como las de otras 
Naciones, sino una parte esencial de la Monarquía Española”. Por 
lo cual tenían tantos derechos como cualquier provincia de la 
península. Se trataba del reconocimiento claro del estatus de reino 
de las posesiones americanas y, por lo tanto, de su derecho a estar 
representadas en la Junta Central. Este preámbulo abría la posibili- 
dad para la América española de participar en la toma de decisiones 
de todo el imperio. No es que antes los criollos hubieran tenido 
vedada la entrada a los altos puestos. Algunos de ellos, incluso, 
habían tenido una participación importante en la corte, pero siem- 
pre como excepción. La novedad de la declaración arriba citada 
radica en el derecho que se reconocía a América, por vez primera, 
de participar activamente en el órgano que por entonces goberna- 
ba el imperio. 

Según la convocatoria, cada virreinato y cada capitanía envia- 
rían un diputado. Nótese que Nueva España, con mucho el más po- 
blado virreinato, tendría la misma representación que otros lugares 
con menos habitantes, como Cuba o Guatemala. Los representan- 
tes no serían electos por el pueblo, sino por cada reino. La elección 
la harían los miembros de los ayuntamientos capitales de partido o 
de provincia, donde se votaría tres veces. Los nombres de los tres 
individuos beneficiados por los votos se sortearían para que “la Di- 
vina Providencia” decidiera al elegido. Así se garantizaba la impar- 
cialidad. Los nombres de todos los elegidos se enviarían a la ciudad 
de México donde su Ayuntamiento repetiría nuevamente el proce- 
so. El designado sería vocal de Nueva España en la Junta Central. 
Era, sin duda, un proceso largo, pero fue aceptado. Es importante 
señalar que la convocatoria no daba autoridad soberana a Nueva 
España ni a ninguna otra parte del imperio, pues como ha señalado 
José Antonio Aguilar Rivera, “el sorteo, a diferencia de la elección, se 
muestra claramente incapaz de ser una expresión de la volun- 
tad explícita de los gobernados”. Pronto llegaron a la ciudad de 
México las solicitudes de algunos ayuntamientos del virreinato para 
tener derecho a elegir un candidato. Algunas ciudades, como Valla- 
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dolid, pedían este derecho con base en la convocatoria —era capital 
de intendencia— y otras con el apoyo de privilegios bien ganados 
con el paso del tiempo, como Querétaro, la ciudad “más importan- 
te del virreinato”, después de México y Puebla, a decir de su corre- 
gidor don Miguel Domínguez. % 

Las elecciones se realizaron en Nueva España entre los meses 
de abril y mayo de 1809. De todas las ciudades que votaron,” úni- 
camente resaltaron los casos de Puebla y Valladolid. En la primera 
resultaron electos José Ignacio de Berazueta, el canónigo Antonio 
Joaquín Pérez y el conde de la Cadena, quien era peninsular. Fue el 
criollo Berazueta quien tuvo la suerte a su favor, pero el señor 
canónigo no quería quedarse sin participar en suceso tan impor- 
tante y pidió ser enviado a la Junta como diputado suplente, cargo 
no previsto por la convocatoria. Por supuesto no se accedió a su 
propuesta, por lo cual el solícito canónigo pidió permiso para ir a 
España, pero tampoco lo obtuvo.% Hasta aquí parece que Antonio 
Joaquín Pérez mostraba una fuerte inclinación por la cosa pública, 
pero nada más. Sin embargo, como se verá más adelante, es posible 
que el canónigo no fuera el único interesado en su salida para Espa- 
ña. Quizá los capitulares de la ciudad angélica hubieran pretendido 
enviarlo precisamente a él, pero la Providencia no lo quiso. 

El caso de Valladolid fue más complejo e incluyó desde una 
disputa en torno al significado de la convocatoria hasta un fraude. 
El 16 de mayo, el regidor alférez real Isidro de Huarte propuso que 
los candidatos debían ser todos americanos, pues la convocatoria 
afirmaba que éstos debían ser los “patricios” del lugar. Además, co- 
mo resultaba obvio, un criollo promovería mejor que un europeo 
sus intereses locales. En respuesta, el regidor peninsular Juan Anto- 
nio Aguilera dijo que no sólo los nacidos en el lugar eran “patricios” 
sino también los avecindados en el mismo y ellos también conocían 
las necesidades de la provincia, Se formaron dos bandos: quienes 
querían candidatos criollos y quienes aceptaban peninsulares. Pare- 
cía que la razón la tenían los criollos y probablemente hubieran ga- 
nado la disputa, pero uno de los miembros del grupo “americano”, 
Manuel de la Bodega, era peruano. Y si un peruano podía estar en 
la terna, por qué no un peninsular, si ambos eran españoles. Ade- 
más Huarte era hijo del poderoso comerciante vasco don Isidro de 


[831 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


Huarte quien, de hecho, dominaba la ciudad y en cuya vasta clientela 
había tanto criollos como peninsulares, De hecho, la mayoría de los 
capitulares había nacido en Europa, aunque estaban estrechamente 
ligados con los criollos y la economía local. Finalmente la elección 
se realizó el 17 de mayo, pero para evitar “sentimientos” entre am- 
bos grupos fue secreta. Recuérdese que cada miembro del Ayunta- 
miento —siete, en el caso de Valladolid — debía votar tres veces, 
por distintos individuos, pero como la elección fue secreta no se 
votó en tres distintas ocasiones, sino que cada capitular introdujo 
en una urna tres boletas en las cuales se suponían escritos nombres 
diferentes. Los resultados fueron los siguientes: Manuel de Lardizá- 
bal, 6 votos; el canónigo Melchor de Foncerrada obtuvo 5; Manuel 
de la Bodega 4; Manuel Abad y Queipo 4 e Isidro de Huarte 2. El 
empate entre el criollo peruano y el joven canónigo español se solu- 
cionó sorteando cuatro boletas, en vez de sólo tres. El asunto no 
quedó allí, pues un papel anónimo suscrito por “El Público” acusó 
“á un tal Manuel Valdovinos” de recabar firmas en favor de Abad y 
Queipo. Otro papel, también firmado por “El Público” aseguró que 
hubo fraude, pues cuatro de los electores no votaron por Abad, de 
donde se deducía que alguno de los otros tres votó dos veces por el 
canónigo. Para colmo, el sorteo benefició al propio Abad y Queipo. 

No sería prudente considerar que la elección del canónigo 
Abad significó el triunfo de la facción peninsular en Valladolid. La 
iniciativa criolla fue del peruano Manuel de la Bodega, quien no 
pertenecía a la oligarquía de la región. Todos los demás electos, con 
excepción de Lardizábal, eran parte de la clientela del vasco De 
Huarte. Resulta curiosa la elección del Manuel de Lardizábal, un 
hombre que no tenía vínculos con la región y ni siquiera con el 
virreinato. Es más, me atrevería a proponer, si no fuera por la falta 
de documentos, que los nombres de los hermanos Lardizábal fue- 
ron “sugeridos” por alguna de las golpistas autoridades virreinales, 
pues en otras dos ciudades aparecen. En Tlaxcala y en México uno 
o los dos hermanos estuvieron en las ternas. En Tlaxcala pudo ha- 
ber sido natural que el septuagenario Manuel de Lardizábal fuera 
de los electos, pues era originario de allí, pero aun así casi no tenía 
vínculos con la región por haber vivido siempre en España. En Mé- 
xico aparecieron incluso los dos hermanos, Manuel y Miguel, quien 
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era algunos años menor. No sobra decir que nada unía a los Lardi- 
zábal con los criollos de México, aunque seguramente sí con las 
autoridades peninsulares, pues ambos prestaron sus servicios a 
las Cortes y podrían ser considerados miembros de la burocracia 
imperial. Pero esta supuesta “sugerencia” hecha por las autoridades 
a los cabildos es mera conjetura que no alcanza a explicar por qué só- 
lo se hizo en Valladolid, Tlaxcala y México, y no en otras ciudades. 
Tal vez sí se dirigió a todas o a la mayoría de las ciudades, pero fue 
desatendida, sin embargo, esto generaría más preguntas y cuando 
una hipótesis complica más de lo que puede explicar debe ser de- 
jada de lado. Lo cierto es que en la capital de la intendencia de 
Michoacán resultó electo Manuel Abad y Queipo, peninsular pero 
estrechamente ligado y comprometido con Valladolid y su región. 

Las listas de los candidatos —véanse en el anexo los cuadros 
3 y 4 con los tres electos por cada provincia y los candidatos fina- 
les— fueron remitidas a la ciudad de México, la cual por sus privile- 
gios fue la destinada a hacer la elección final. Ésta se hizo el 4 de 
octubre de 1809. Manuel de Lardizábal y Uribe se llevó todos los vo- 
tos de la primera elección. Su hermano Miguel obtuvo nueve votos 
en la segunda y, finalmente, la tercera dio seis votos para José María 
Almanza, tres para el oidor Aguirre y uno para el obispo de Oaxaca 
don Ramón Casasús. Alguien estaba empeñado en que el anciano don 
Manuel de Lardizábal, o en su defecto su hermano, fuera vocal en la 
Junta. Un niño colegial, llamado Florencio Ruiz, sacó de la urna en 
que se depositaron las tres papeletas la marcada con el nombre 
de Miguel de Lardizábal: diputado mexicano a la Junta Central.5 

Lardizábal nació en la hacienda de San Juan del Molino, 
Tlaxcala, en 1744. Estudió en Puebla y en la Universidad de Valla- 
dolid. En 1785 fue secretario de Ventura de Castro en la comisión de 
límites entre España y Francia. Tuvo problemas con Godoy, por lo 
que se fue a Guipúzcoa “de donde era oriundo” y dirigió el Semi- 
nario Patriótico de Vergara. El rey lo nombró miembro del Consejo 
de Indias. Después de ser electo diputado a la Junta Central, fue 
miembro de la Regencia. Desterrado por las Cortes, partió a Ingla- 
terra. Cuando se suprimió el régimen constitucional regresó a Ma- 
drid y Fernando VII lo nombró Ministro Universal de Indias. Termi- 
nó sus días en Guipúzcoa, al frente del Seminario de Vergara. Es 
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de hacer notar que por haber salido desde pequeño a la península 
era casi desconocido en Nueva España, lo mismo que su hermano, 
quien también ocupó importantes cargos en el servicio real.% Pese 
a haber nacido en Tlaxcala no era propiamente un criollo, pues 
desde muy joven vivió en la península. De hecho, sorprende el 
alto número de candidatos peninsulares en esas elecciones, sobre 
todo si se toma en cuenta el intento criollo del año anterior en 
busca del autogobierno. Quizá los americanos estaban buscando . 
otros medios para conseguir su objetivo. La conspiración descu- 
bierta en Valladolid en 1809, que pretendía lo mismo que el intento 
legal de 1808, parece confirmar esta opinión. Tras el golpe de ma- 
no de septiembre de 1808 los peninsulares habían obtenido grandes 
ventajas y consolidado su posición en la dirección política del virrei- 
nato.” Estas elecciones lo confirmaron. 

Lardizábal ya no alcanzó a ser vocal de la Junta Central, desa- 
parecida en enero de 1810. Las instrucciones de las provincias y sus 
poderes no llegaron a sus manos hasta junio. Todos los ayuntamien- 
tos novohispanos le otorgaron grandes poderes e instrucciones para 
sostener la libertad y felicidad del reino —Puebla—. Algunos tam- 
bién hicieron encargos más prácticos: Arizpe quería una casa de 
moneda. Zacatecas, incluso, envió 45,719 pesos y dos reales para 
apoyar la guerra en España, y por supuesto Miguel de Lardizábal 
recibió su “sueldo” de seis mil pesos, aunque no fungió como dipu- 
tado.% La presencia de las instrucciones indica que el vocal novo- 
hispano en la Junta Central no era, en definitiva, un representante 
del pueblo soberano, ni siquiera del reino, sino de los cabildos no- 
vohispanos. Era un apoderado y un procurador, como los enviados 
ante la Corte por los ayuntamientos del antiguo régimen para solu- 
cionar asuntos de índole jurídica. Sin embargo, su papel sí sería po- 
lítico: fue electo para formar parte de un órgano de gobierno. Pudo 
haber sido la transición entre el representante del antiguo régimen 
y el del moderno, 

La Junta Central no había cumplido con las expectativas de 
las juntas insurgentes. Las derrotas de los españoles a manos de las 
tropas francesas la hizo poco popular. Cuando cayó Madrid, la Junta 
se trasladó a Sevilla. En ese lugar, la junta local era muy poderosa, 
merced a la importancia del puerto y las riquezas de sus comer- 
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ciantes. El enfrentamiento no tardó en ocurrir y, en varios sentidos, 
la Central tuvo que aceptar la importancia de la Junta hispalense. El 
29 de enero de 1810, tres días antes de que la ciudad fuera ocupa- 
da, se disolvió la Junta Central, pero no sin haber dado uno de los 
pasos más importantes en el camino de la revolución española: es- 
tableció la necesidad de reunir Cortes, lo más pronto posible. 

El propio Fernando VII había insinuado, frente a su padre 
en Bayona, llamar a las Cortes, pero pensaba en las tradicionales. 
El 5 de mayo de 1808, Fernando envió a la Junta de Gobierno de 
Madrid un real decreto para que, a la mayor brevedad, se reunieran 
los procuradores del reino y dirigieran la campaña contra el enemi- 
go. Como los franceses ya habían dominado a la población de Ma- 
drid y el cautivo rey era internado en Valencay, los encargados de 
cumplir el decreto fernandino hicieron caso omiso de él, pero es se- 
guro que fuera conocido por otras personas.” Algunos personajes, 
desde antes de la erección de la Junta Central ya habían propuesto 
la reunión de aquella vieja institución, pero poco o nada se sabía de 
su funcionamiento. Desde finales de la Edad Media sólo se reunían 
los procuradores de las ciudades para jurar a los príncipes de Astu- 
rias y a los monarcas. El absolutismo, como bien señalaba Juan 
Pérez Villamil, presidente de la Real Academia de Historia, había 
hecho que la práctica representativa medieval cayera en el olvido. 
Gaspar Melchor de Jovellanos, vocal de Asturias en la Junta Central, 
era uno de los personajes más ilustres e ilustrados de la España ab- 
solutista. Su conocimiento del modelo parlamentario inglés lo había 
llevado a desarrollar algunas ideas acerca de las Cortes, adoptadas 
también por otros españoles como el propio Pérez Villamil, José 
María Blanco —conocido en Inglaterra como Joseph B. White—, 
Francisco Martínez Marina y nuestro Servando Teresa de Mier. En 
líneas generales el “constitucionalismo histórico” de estos pensado- 
res sugería la existencia de una constitución no escrita de la monar- 
quía, formada en la práctica a lo largo de los siglos. Esta constitución 
habría establecido un equilibrio entre los monarcas y el reino, cons- 
tituido por la nobleza, el clero y el común, a través de las Cortes. 
Como Villamil señalaba, el absolutismo de trescientos años había 
mandado al olvido tan venerable institución. Como no podían resu- 
citarse de buenas a primeras, se proponía seguir el ejemplo de una 
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nación cuyas Cortes hubieran sobrevivido durante la Edad Moderna. 
Por supuesto se hacía referencia a la aliada de ese momento, la 
Gran Bretaña. El parlamento bicameral inglés ofrecía el modelo 
para la formación de las Cortes hispánicas. 

Desde Sevilla, el 21 de mayo de 1809, una comisión realizó 
una consulta a los representantes de la insurgencia en la Junta Cen- 
tral acerca de la convocatoria a Cortes. La circular era una serie de 
argumentos y preguntas tendenciosas, que proponía la resurrección 
de las “antiguas Cortes” españolas. En esos momentos, después de 
la muerte del absolutista conde de Floridablanca, Jovellanos y otros 
distinguidos miembros constitucionalistas tenían campo libre para 
hacer prevalecer sus ideas, no sin cierta oposición.% Para los inte- 
grantes de la Junta Central “los desastres que la Nación padece han 
nacido únicamente de haber caído en olvido aquellas saludables 
instituciones” por lo cual proponían su restablecimiento. La reunión 
de Cortes parecía la solución a los problemas españoles, no sólo los 
políticos sino incluso los de tipo militar. Según los planteamien- 
tos de la Junta, el principal objetivo que tendrían sería el mismo 
que venía desempeñando ese Órgano y las demás juntas insur- 
gentes, verbigracia, dirigir la guerra contra el invasor.0! En pri- 
ncipio la propuesta de la Junta no tenía ninguna intención refor- 
madora. El constitucionalismo histórico de Jovellanos, con todo y 
su crítica a los “trescientos años de despotismo”, no resultaba de- 
masiado atrevido. Es claro que algunos absolutistas hubieran pre- 
ferido una regencia beneficiaria de los omnímodos poderes del 
monarca, pero las propuestas verdaderamente radicales provenían 
de otros miembros de la Junta, especialmente de hombres jóvenes 
como José Quintana, poeta liberal y romántico, quien propugna- 
ba desde la Secretaría de la Junta unas cortes completamente nue- 
vas, peligrosamente parecidas a la Asamblea Nacional francesa. 
Los liberales se enfrentaban al problema de ser afrancesados en el 
campo insurgente, pero tuvieron un punto a su favor: la situación 
por la cual atravesaba España. La invasión de las tropas napoleó- 
nicas había desarticulado el tradicional sistema de estamentos. 
Evidentemente, no se podía confiar en nobles y ni siquiera en clé- 
rigos de las provincias ocupadas. Además las juntas insurgentes 
exigían que se representara a sus provincias en las Cortes. El apre- 
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mio y la guerra civil permitieron ciertamente algunas innovacio- 
nes. En octubre de 1809, la Junta Central advertía que las Cortes 
venideras no serían las mismas que las antiguas: 


Por una combinación de sucesos tan singular como feliz, la Provi- 
dencia ha querido, que en esta crisis terrible no pudieseis [se refie- 
re a los españoles] dar un paso hácia la independencia, sin darle 
también hácia la libertad.* 


El pueblo español, por el sólo hecho de rebelarse contra el tirano, 
estaba capacitado para convocar Cortes y recobrar su libertad. Se- 
gún parece, todavía se consideraba que el único soberano era el rey 
y la misión de este Órgano sería representarlo, aunque también re- 
presentaría a la sociedad española. El pueblo en armas sólo reco- 
nocería a un Congreso compuesto por sus delegados, sin importar 
por el momento que el soberano siguiera siendo un monarca. Las 
Cortes contaban, además, con el prestigio de ser una de las entida- 
des constitutivas de la “nación” española. Por ello, el 1% de enero 
de 1810 la Junta Central en una primera convocatoria pidió que se 
reunieran diputados tal como se habían formado las Cortes de 
1789, pero también aceptó delegados de las juntas rebeldes.% 

La misma guerra propició que las posesiones americanas se 
vieran incluidas en la formación de las Cortes. La apremiante nece- 
sidad de recursos hizo que los insurgentes españoles miraran hacia 
las Indias y buscaran su reconocimiento, Se hacía menester permitir 
también representantes ultramarinos en el Congreso extraordinario, 
como ya los habían aceptado en la Junta Central. Sin embargo, nue- 
vas ideas liberales darían un sentido distinto a la presencia america- 
na en las futuras Cortes. La aceptación de que todos los ciudadanos 
españoles tenían los mismos derechos —eran iguales ante la ley—, 
y si se quiere la necesidad de halagar a los ricos criollos, condujeron 
a los miembros de la Junta a declarar que si “los vínculos sociales 
que unen entre sí á los individuos de un estado no bastasen para 
asegurar á nuestros hermanos de América y Asia la igualdad de pro- 
tección y derechos que gozan los españoles nacidos en este conti- 
nente”, entonces debían tener representantes en las Cortes, aun si 
de momento sólo fuera una representación provisional.% 
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El último decreto de convocatoria dado por la Junta fue del 
29 de enero de 1810. El mismo día se disolvió y sus integrantes sa- 
lieron huyendo de la ciudad, acosados por el populacho que les 
atribuía las derrotas militares. En su lugar se integró un Consejo de 
Regencia, conservador y absolutista, el cual de momento no que- 
ría nada con la propuesta de reunir a las Cortes. Tres días después 
cayó Sevilla 6 


Representar a la nación española 


El fracaso de la Junta Central y las derrotas militares ante los france- 
ses dejaron pocas salidas de organización gubernativa a los españo- 
les fieles a Fernando VII. El establecimiento de una Regencia pudo 
haber parecido un triunfo para los absolutistas, ya que estaba inte- 
grada por el obispo de Orense, Pedro Quevedo; por Francisco Saa- 
vedra, antiguo ministro reformista de Carlos IV y muy cercano a 
Jovellanos; por Francisco Javier Castaños, general de los ejércitos 
españoles fieles al rey preso, y por el peninsular Esteban Fernández 
de León, por la representación americana. Pronto, sin embargo, 
ocuparía su lugar el anciano Miguel de Lardizábal, quien había sido 
electo por Nueva España para la Junta Central ahora disuelta. Qui- 
zá se supuso que por este hecho y por ser americano sería un repre- 
sentante más legítimo que Fernández de León. 

La Regencia partió a lo que parecía el último bastión de la Es- 
paña fernandina: el puerto de Cádiz. Allí habría de enfrentarse con 
un poderoso grupo de comerciantes y con la junta insurgente de 
aquella ciudad. Como económicamente los miembros de la regen- 
cia, y de hecho todos los españoles huidos del avance francés, de- 
pendían de la generosidad del puerto, quedaron pronto a merced 
de los intereses gaditanos. Cádiz había adquirido importancia debido 
a los privilegios obtenidos para comerciar con América, pero el co- 
mercio libre decretado por los borbones y las guerras que habían 
mantenido interrumpido el tráfico transoceánico estaban producien- 
do la decadencia de la ciudad. Además, la presencia de los aliados 
ingleses amenazaba con romper el virtual monopolio comercial ga- 
ditano con el Nuevo Mundo. Quizá por estas consideraciones, una de 
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las primeras medidas de la Regencia, presionada por los liberales, 
fue convocar a la representación americana para reunirse con los 
diputados españoles. 

Las Cortes se formarían de acuerdo con lo establecido por el 
decreto de la Junta Central del primero de enero de 1810. Habría 
diputados por cada junta insurgente en la península. Las ciudades 
con voto en Cortes también enviarían a sus compromisarios, sin em- 
bargo, estos diputados no serían la regla sino la excepción. En efecto, 
el permitir que las ciudades con voto en Cortes estuvieran represen- 
tadas sólo fue “en memoria de lo que antes regía”; los diputados de 
las juntas insurgentes también fueron una concesión, y de ninguna 
manera serían la mayoría en el nuevo Congreso.% La novedad esta- 
ba en que habría además un diputado por cada cincuenta mil habi- 
tantes o por la mitad de esta cantidad. Estas elecciones se harían en 
quinto grado: los vecinos elegirían compromisarios, quienes a su 
vez designarían a un elector de parroquia, éstos se reunirían en la 
capital de su partido para elegir un elector a ese nivel, quien con sus 
colegas votaría por un elector de provincia. Estos últimos se encar- 
garían de elegir a los diputados correspondientes y a los suplentes. 
El proceso era largo y complejo, quizá demasiado para las circuns- 
tancias, pero se llevó a cabo. Todas las provincias libres del dominio 
francés enviaron diputados a Cádiz, mientras que para las ocupadas 
se designaron diputados sustitutos en esa ciudad. Se esperaba que 
cuando fueran liberadas eligieran libremente a sus representantes.” 
Es de hacerse notar que no se incluían representantes por estamen- 
tos. Habría algunas quejas sobre esto, pero las elecciones se llevaron 
a cabo y muchos clérigos y nobles resultaron ser diputados, pero lo 
serían de la nación española o en todo caso por sus provincias, y 
no por su estamento. Por último, los representantes sólo tendrían 
una cédula firmada por los electores provinciales que los reconocie- 
ran como tales y no llevarían a las Cortes instrucciones o poderes 
limitados. Se pretendía que fueran representantes de la nación y no 
meros apoderados de sus ciudades o provincias. 

En cuanto a las posesiones americanas, la Regencia envió un 
Manifiesto en el cual convocaba a la elección de diputados, aunque 
de manera distinta que en la península. El manifiesto redactado por 
José Quintana a nombre de la Regencia establecía que desde ese 
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preciso momento, 14 de febrero de 1810, los americanos se verían 
“elevados a la dignidad de hombres libres”. Los invitaba a mandar 
diputados a Cádiz, uno por cada capital de partido, lo cual hubiera 
provocado una aplastante mayoría para los diputados de aquende 
el océano. Las elecciones las realizarían los ayuntamientos: propon- 
drían una terna de individuos probos y talentosos, y un sorteo daría 
al diputado. La suerte o la Divina Providencia garantizaría la impar- 
cialidad de los comicios. Las instrucciones para las elecciones se 
parecían mucho a las hechas para la Junta Central y el número de 
diputados no se ajustaba proporcionalmente a la población, cosa 
que hizo notar el indignado padre Mier, pues entonces las capitales 
representarían a las demás poblaciones, exactamente lo que había 
pretendido hacer el Cabildo de México en 1808. Sin embargo, la 
elección de diputados significó para muchos americanos una opor- 
tunidad que no dejarían escapar. A partir de aquel momento, como 
quedaba asentado en el propio manifiesto, eran partícipes de los 
negocios públicos: 


Tened presente que al pronunciar o al escribir el nombre del que 
ha de venir a representaros en el Congreso nacional, vuestros desti- 
nos ya no dependen ni de los Ministros, ni de los Virreyes, ni de los 
Gobernadores: están en vuestras manos.% 


Había otras notables diferencias entre las instrucciones para elegir 
diputados de la península y de ultramar. Mientras aquellos no lleva- 
rían instrucciones o poderes a las Cortes, los de América y Filipinas 
sí lo harían. Con esto, la Regencia procuraría tener un mayor cono- 
cimiento de las necesidades de sus provincias más alejadas, pero 
el hecho suponía que los representantes americanos serían apode- 
rados o procuradores de las ciudades en que fueran electos y no 
diputados de un parlamento nacional. Si en la península y sus islas 
adyacentes se estaba dando ya un cambio revolucionario al incluir 
en las Cortes diputados proporcionales a la población con carác- 
ter de representación nacional, en las posesiones de América y Asia 
no ocurría así. Por supuesto, los redactores de las convocatorias no 
tenían en mente esto. Más bien pretendían, de alguna manera, ad- 
quirir conocimientos acerca de los vastos territorios españoles de 
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aquende el océano. Reconocían que hasta entonces los asuntos 
americanos no les habían importado gran cosa. Aceptaban su igno- 
rancia y estaban dispuestos a corregirla. Una muestra de su falta 
de conocimiento acerca de la realidad indiana fue que en las ins- 
trucciones para realizar elecciones establecieran un diputado por 
partido —una división territorial menor a las provincias—, lo cual 
hubiera otorgado una clara superioridad a la representación ame- 
ricana frente a la europea. No hubo ninguna aclaración que corti- 
giera las instrucciones en el sentido de solicitar un diputado por 
-provincia en lugar de uno por partido, pero con la excepción de 
Ica en Perú, que era cabeza de partido, se eligieron en América y Asia 
representantes por provincia, de suerte que a Nueva España corres- 
pondieron 22 diputados. Otro problema generado por la convocato- 
ria fue que no todas las “ciudades cabezas” de partido o de provincia 
tenían ayuntamiento, como era el caso de Nuevo México, donde tu- 
vieron que reunirse los alcaldes de toda la provincia y algunos veci- 
nos notables de Santa Fe, para elegir a Pedro Bautista Pino, en agos- 
to de 1810.% 

En cuanto llegaron las instrucciones para la elección de dipu- 
tados, la Real Audiencia de México se encargó de hacerlas cumplir. 
Envió Órdenes para ejecutar la convocatoria a las capitales de las 
intendencias de Guadalajara, Guanajuato, Michoacán, Nuevo León, 
Nuevo Santander, Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Tabasco, Tlax- 
cala, Veracruz y Zacatecas, además de Querétaro. Los documentos 
relativos al proceso electoral se encuentran dispersos en varios le- 
gajos, ramos y archivos. A diferencia de las pasadas elecciones pa- 
ra la Junta Central, que requerían un sólo representante para toda 
Nueva España, lo cual permitió la centralización de los expedientes 
en la Ciudad de México, éstas establecían que habría un diputado 
por cada capital de partido, por lo cual la documentación quedó mu- 
cho más dispersa. Es más, para el caso de las Provincias Internas, el 
encargado de hacer cumplir la convocatoria fue el comandante ge- 
neral Nemesio Salcedo, por lo cual la documentación de aquella 
región no fue dirigida a México.? 

Las elecciones se realizaron a partir de junio de 1810. Sería 
largo relatar detalladamente cada proceso. En general, hubo cierto 
parecido con las de 1809. En la ciudad de Valladolid, el encargado 
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de la Intendencia José Alonso Terán quiso retrasar las elecciones e 
intervenir de alguna manera en el proceso. Recordaba que el año 
anterior se habían presentado problemas a partir de la elección de 
Manuel Abad y Queipo y culpaba de aquellas irregularidades a Isidro 
de Huarte, quien tenía gran influencia sobre el cabildo —los regido- 
res “son de su hechura”, afirmaba—, También tenía presente la cons- 
piración descubierta hacía poco tiempo y en la cual estuvieron 
involucrados distinguidas personalidades locales. Además, había 
parientes entre los munícipes y el regimiento estaba incompleto. 
Terán solicitaba al virrey Francisco de Lizana que se completara - 
el número con “personas honradas” que vieran por los intereses del 
reino y no por los propios.” Se le mandó permitiera inmediata- 
mente la elección, de la que resultó beneficiado el licenciado José 
Cayetano de Foncerrada, natural de Valladolid, canónigo catedrali- 
cio y miembro del grupo de amistades e influencias de Huarte. 

Si hubo alguna diferencia con el proceso del año anterior, fue 
que en 1810 resultaron electos un buen número de criollos o por lo 
menos individuos estrechamente vinculados con los colonos de 
sus ciudades. En Puebla, el canónigo Antonio Joaquín Pérez resultó 
electo, pero según el Diario de México del 4 de julio de 1810 se pre- 
sentó una irregularidad: no hubo sorteo. Pérez obtuvo en la primera 
elección los dieciséis votos de los munícipes y, en las otras dos, no 
hubo quien alcanzara esa cifra. Las instrucciones habían estableci- 
do que los nombres de los miembros de la terna fueran escritos en 
papeletas y que la Providencia o la suerte decidiera cuál sería el 
afortunado. Sin duda, se creía que un sorteo daría mayor imparcia- 
lidad en la selección del diputado. Los regidores no confiaron en la 
suerte para que resultara ganador alguno de la terna —los otros dos 
individuos con mayor número de votos fueron Antonio Torres e 
Ignacio Zaldivar— y decidieron asegurar a un candidato. Al parecer 
no se presentaron inconvenientes por este arbitrario hecho. Las 
autoridades de la ciudad de México no pudieron reconvenir a los 
poblanos, pues en este caso la elección dependía exclusivamente 
de cada ayuntamiento y no tenía relación alguna con lo que ocurrie- 
ra en Otras ciudades: era su elección. Acerca del porqué no se reali- 
zÓ el sorteo como especificaban las instrucciones, las fuentes no 
dicen nada. Cabe la suposición de que los individuos prominentes 
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de la sociedad poblana o por lo menos los señores capitulares se 
empeñaron en mandar a Pérez y no quisieron correr el riesgo de 
que a la Providencia le pareciera mejor alguna otra persona, como 
ocurrió en las elecciones del año anterior. Los Libros de Cabildo de 
la ciudad de Puebla señalaron en cambio que sí hubo sorteo, aun- 
que en un estudio reciente, Cristina Gómez asegura que de haber 
sido así se trató de “un simple simulacro”.”2 En Tlaxcala, la terna se 
formó por el otrora tan popular Manuel de Lardizábal, ahora sólo 
recordado en su terruño —¿o su terruño sería en realidad Guipúz- 
coa?—; por el licenciado Mariano Moreno y por José Miguel Guridi 
y Alcocer, cura de Tacubaya. El sorteo dio la victoria a este último, 
miembro de una distinguida familia local y muy pronto uno de los 
más activos diputados americanos en Cádiz. Incluso en Veracruz, 
con todo y su Consulado peninsular, el electo fue un criollo, el ja- 
lapeño Joaquín Maniau. En la capital del país ganó José Beye de 
Cisneros sobre el teniente coronel José de la Peza y Casas y el se- 
cretario del virreinato, Manuel Velázquez de León.”3 

El decreto del 14 de febrero de 1810 establecía que una vez 
concluida la elección: 


Recibirá el Diputado el testimonio de ella, y los poderes del Ayun- 
tamiento que le elija, y se le darán todas las instrucciones que así 
el mismo Ayuntamiento, como todos los demás comprendidos en 
aquel partido [sic] en realidad se referían a cada provincia, quie- 
ran darle sobre los objetos de interés general y particular que en- 
tiendan deben promoverse en las Cortes,7 


Es decir, nuevamente nos encontramos con el hecho de que los 
diputados americanos, como los vocales de la Junta Central, serían 
apoderados y procuradores de los ayuntamientos. Lo curioso es 
que, pese a esto, formarían parte de un organismo gubernamental, 
es decir, si por su elección y por los poderes e instrucciones eran 
semejantes a cualquier procurador del Antiguo Régimen, por el ob- 
jeto al que iban a España serían miembros de un parlamento. Los 
apoderados y procuradores antiguos viajaban a la corte para repre- 
sentar jurídicamente los intereses de sus corporaciones ante el sobe- 
rano. Ahora en cambio —y quizás algunos lo ignoraban— viajarían 
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a las Cortes para ser miembros de ellas, para formar parte de un 
cuerpo soberano. 

El tenor de las instrucciones era muy parecido. En toda Amé- 
rica las peticiones eran semejantes. Las que se referían a asuntos 
generales de todo el imperio español no hacían referencia sino a 
la conservación de la religión católica y al juramento de fidelidad 
a Fernando VII y los borbones. Por el contrario, aquellas de índole 
local resultaban más abundantes y eran parecidas a las que se le die- 
ron a Lardizábal un año antes. En primer lugar, los ayuntamientos 
exigían la defensa de sus privilegios, pero más allá de este alegato 
por sus intereses, también se preocupaban por el bienestar y pro- 
greso de sus regiones. Los diputados —o quizá deberíamos desig- 
narlos apoderados— habían de procurar permisos para comerciar, 
para cultivar ciertos géneros hasta entonces prohibidos, para abrir 
centros educativos, para erigir nuevos ayuntamientos allí donde no 
los había. Una audiencia permitiría agilizar los trámites de las regio- 
nes alejadas de los centros judiciales tradicionales. Un consulado 
llevaría el progreso a zonas hasta entonces marginadas. El título de 
Nobilísima Ciudad daría prestigio a una villa que, como la Hermosa 
en Tabasco, lo pidió a través de su representante José Eduardo de 
Cárdenas. Por cierto que el título se concedió, pero el nombre de la 
ahora ciudad siguió siendo Villa Hermosa. A José Miguel Ramos 
Arizpe, quien fuera considerado uno de los diputados más radica- 
les en aquellas Cortes, Saltillo dictó instrucción para que “por sí y a 
nombre de toda esta Provincia l...] pida y promueva ante el Rey 
Nuestro, Que Dios Guarde, o en su representación ante el Real y Su- 
premo Consejo de Regencia todas las cosas contenidas en ella para 
el bien general de la Provincia”.?3 En fin, las ciudades vieron en sus 
diputados a procuradores como a los que estaban acostumbradas y 
éstos actuarían como si fueran tales. José Ignacio Beye de Cisneros, 
el diputado de México, procuró actuar lo más cercano a los intere- 
ses de su ciudad, pese a no haber recibido a tiempo sus instruc- 
ciones. Otro que no las recibió fue el canónigo Antonio Joaquín 
Pérez, quien optó por representar los intereses eclesiásticos.” Las 
innovadoras instrucciones escritas por José María Peinado para el 
guatemalteco Antonio Larrazábal son, como afirma Rieu-Millan, una 
excepción al tenor general. De cualquier manera, el programa polí- 
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tico y económico para América y el proyecto de Constitución inclui- 
do en las instrucciones de la ciudad de Guatemala fueron conocidos 
y, por qué no, discutidos en México. Cuál habrá sido la reacción de 
los ayuntamientos novohispanos y sus diputados cuando se entera- 
ron de que los poderes dados a Larrazábal eran “amplios, generales 
e ilimitados, para que exerciendo en las córtes las augustas funcio- 
nes de su nombramiento [...] pueda acordar y resolver todo [...] pa- 
ra el bien del Estado y utilidad pública”.” 

Es de hacer notar que sólo los diputados americanos y los re- 
presentantes de las ciudades con voto en las Cortes llevarían instruc- 
ciones y poderes específicos. En el caso de aquellas privilegiadas ciu- 
dades ibéricas la convocatoria hizo una concesión al pasado, pero 
el caso americano sólo se explica si tomamos en cuenta la ignoran- 
cia de los peninsulares acerca de los problemas ultramarinos. Pedían 
que expresaran sus necesidades para tratar de resolverlos, sin em- 
bargo esto propició: a) que nuestros diputados también tuvieran un 
carácter de apoderados y procuradores y hb) que se convirtieran 
en voceros de grupos e intereses locales, esto es, criollos. Mientras 
los diputados europeos deberían ejecutar “lo que la nación quie- 
re”, los americanos no serían representantes sino de “un número 
determinado de individuos”.?8 Mientras para los americanos sus 
diputados se reunirían en Cortes “con otros apoderados” para per- 
seguir el bien común, pues “los hombres no dan, ni pueden dar 
poder á nadie para que les haga daño”; los peninsulares iban más 
allá: sus representantes lo serían de la nación española, debían de- 
fender la libertad y la propiedad, obedecer a un único señor y rey, 
y establecer tribunales en los que todos los “individuos sean iguales 
ante la ley”; requisito este último para convertir al pueblo en sobera- 
no, se ha insistido. Nada más alejado de los requerimientos de privi- 
legios pedidos por los ayuntamientos y corporaciones novohispa- 
nos y americanos en general, a través de sus procuradores. Para 
ellos no había más posibilidad, de momento, que hacer peticiones 
de este tipo, habida cuenta del abandono en que se sentían, espe- 
cialmente en las provincias más marginadas. 

Los criollos de los ayuntamientos novohispanos vieron en 
las instrucciones y poderes para sus diputados un medio para sa- 
tisfacer demandas añejas. Quizá por eso los electos fueron en su 
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mayoría criollos o, en su defecto, individuos estrechamente vincu- 
lados con el cabildo y los intereses de la ciudad a la cual represen- 
taban. Alguna queja debió haber llegado a los oídos de los regentes 
en España y algún peligro habrán percibido en la representación 
americana que se estaba formando, pues aclararon que el Decreto 
del 14 de febrero no debía entenderse “como suena, de los espa- 
ñoles nacidos en América y Asia”, también podían elegirse a los 
“domiciliados y avecindados en aquellos países”, pues serían repre- 
sentantes de la nación, de todos los españoles, y no de un cuerpo 
o de “un número determinado de individuos”, según entendieron 
los criollos. Es más: los propios naturales y los mestizos de es- 
pañol e indígena podrían ir a las Cortes. Huelga decir que ningún 
indio viajó a aquel Congreso y que no se hizo mucho caso a esta 
observación.” 

En España había mientras tanto serios problemas. Los ejérci- 
tos napoleónicos se repusieron bastante rápido de la sorpresa que 
significó la rebelión popular y la derrota de Bailén sólo provocó que 
el emperador enviara más hombres a las campañas. La ciudad de 
Cádiz, donde permanecía el Consejo de Regencia, se veía acosada 
por todos lados y únicamente la armada británica servía de ayuda 
para evitar que el puerto fuera tomado. Para los regentes, el peso de 
la guerra era enorme y aunque eran hombres conservadores y abso- 
lutistas, preferían dejar carga tan grande en las Cortes prontas a 
reunirse. Por eso urgían su instalación en lo que parecía el último 
trozo de la España libre, una ruin peñíscola llamada Isla de León. 

En septiembre de 1810, un mes después del propuesto por 
la Regencia para la instalación de las Cortes, sólo había llegado a la 
Real Isla de León el diputado americano Ramón Power, de Puer- 
to Rico. También faltaban muchos diputados de la península y, por 
supuesto, no había representación de aquellas provincias ocupa- 
das por los franceses. El Consejo de Regencia se vio obligado a de- 
cretar la elección de diputados suplentes tanto para las regiones 
ocupadas como para las posesiones americanas, que ejercerían sus 
cargos ínterin arribaban los propietarios —sin embargo, los suplen- 
tes americanos se quedaron aun cuando llegaron los definitivos—. 
A las provincias ultramarinas les fueron asignados 29 diputados 
suplentes quienes, junto con Power sumaban treinta representantes 
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en un Congreso de más de cien. Sin duda era de una cifra muy baja, 
pero la Regencia urgía la apertura de las Cortes, y más valían unos 
cuantos suplentes americanos y asiáticos que empezar sin ellos. 

La elección la realizarían los americanos que por negocios, 
viajes o cualquier azar se encontraran en el puerto gaditano. Los 
únicos requisitos eran ser mayor de veinticinco años, no pertenecer 
a alguna orden regular, no tener deudas con los fondos públicos, 
no estar condenados por la justicia y no trabajar como empleado 
doméstico. En total, 177 americanos —31 novohispanos— pudieron 
votar por diputados. Por supuesto, aquel grupo no fue una muestra 
“representativa” de la población americana, pero hicieron lo mejor 
que pudieron y eso fue elegir americanos para diputados, lo que en 
otros términos significa que terminaron eligiéndose entre ellos mis- 
mos, algo que les sería muy criticado en América.3l Los suplentes 
resultaron ser, en palabras de Alamán, “eclesiásticos y abogados, 
que se hallaban en Madrid pretendiendo togas y canonjías [....); em- 
pleados en los consejos y oficinas; ó militares mucho tiempo hacía 
establecidos en la Península”. Los siete novohispanos fueron el pá- 
rroco poblano José María Couto; Francisco Fernández Munilla, ca- 
pitán de infantería retirado; José María Gutiérrez de Terán, guardia 
de corps retirado; los prebendados de Guadalajara —la novohis- 
pana— Máximo Maldonado y Salvador de Sanmartín; Octaviano 
Obregón, oidor honorario de México, y el licenciado Andrés Saba- 
riego o Savariego.82 

Sin embargo, los cabildos indianos no se sintieron bien repre- 
sentados por estos suplentes electos de manera tan precipitada, 
pero eran lo mejor que pudo haberse escogido. El padre Mier, quien 
fuera tan crítico de aquellas Cortes y especialmente de los suplen- 
tes, hizo notar que la pretensión que tuvieron al declararse eje- 
cutores de la soberanía resultaba ridícula cuando ellos mismos se 
habían elegido. Cartagena de Indias envió una Representación pi- 
diendo que las Cortes no iniciaran sus sesiones hasta la llegada de 
todos los propietarios. Guatemala tuvo una posición igual y Orizaba 
se negó a reconocer por legítima la actuación del suplente novohis- 
pano que le tocara. No faltaron ciudades que se negaran a admitir 
la legalidad de las disposiciones emanadas de las Cortes mientras 
sesionaban sin sus diputados propietarios.3 Aun así, la premura hizo 
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que la apertura de aquel Congreso se hiciera con los pocos diputados 
propietarios llegados a Cádiz y una gran cantidad de suplentes por 
los que aún no llegaban y por los que nunca llegarían. 
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Todos los hombres son buenos, luego deben ser libres. Todos los 
hombres son libres, luego deben ser iguales. Y aquí viene lo 
bueno: todos los hombres son iguales, ergo son soberanos. 
Como lo oyen. De esa bondad natural del hombre resultan, por 
tanto, la libertad, la igualdad y la soberanía nacional, Lo 
demás —puñetazo sobre la mesa— son pamplinas. 


De una tertulia en el Madrid 
de Galdós, en ARTURO PÉREZ-REVERTE, 
El maestro de esgrima 


Las Cortes de Cádiz se reunieron en septiembre de 1810. Su com- 
posición resultaba muy heterogénea. Hubo representantes de las 
juntas insurgentes españolas, apoderados de las ciudades con voto 
en Cortes, diputados electos proporcionalmente a la población de 
ciertas comarcas, suplentes de las provincias peninsulares ocupa- 
das por los franceses, suplentes de las posesiones ultramarinas y al 
menos un procurador electo por América, Ramón Power de Puerto 
Rico. El día de su instalación había pocos que podían asegurar cuá- 
les serían las medidas tomadas por aquel Congreso. Ni siquiera se 
tenía la certeza de que los diputados pudieran deliberar, pues los 
franceses estaban por toda España y a punto de tomar el puerto 
de Cádiz. De no ser por la armada británica y la gran cantidad de 
guerrilleros diseminados por toda la península, aquel reducido pun- 
to no hubiera podido ser la sede de las Cortes representantes de la 
España libre. 

Las dudas acerca de la futura labor de las Cortes se veían acre- 
cidas en las posesiones españolas de aquende el océano. Las gran- 
des distancias de la metrópoli a los distintos puertos en América y 
Asia retrasaban las noticias y provocaban incógnitas. También, como 
hemos visto, las diferencias en la convocatoria para elegir diputados 
ultramarinos con respecto a la hecha para la Península provocó que 
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en América y especialmente en Nueva España se eligieran apodera- 
dos de las ciudades en lugar de diputados electos proporcionalmente 
a la población, como ocurrió en la metrópoli. Muchos de los elegi- 
dos fueron considerados procuradores de sus ciudades y en oca- 
siones de sus provincias. Su misión era solicitar del poder central 
favores y privilegios para las regiones de donde eran originarios. 
En este sentido, incluso los peninsulares que resultaron electos en 
América estaban muy vinculados con los intereses locales. La abru- 
madora mayoría de los diputados era además criolla. 

Los españoles no dejaron de advertir algún peligro en esto, 
pues pronto intentaron enviar una diputación de europeos resi- 
dentes en América para representarlos. Como la convocatoria no 
preveía eventualidad parecida, los peninsulares hicieron una pro- 
puesta nueva: enviar diputados por los cuerpos de comerciantes.' 
Los consulados estaban formados en su mayoría por mercaderes 
europeos y estaban estrechamente vinculados con los principa- 
les puertos peninsulares. Eran, por lo tanto, organismos que bien 
podían representar los intereses de quienes favorecían la subordi- 
nación americana a España. Los miembros del Consulado de Mé- 
xico consideraban muy pernicioso para sus intereses que hubieran 
resultado electos tantos criollos. No planeaban dar marcha atrás 
en el proceso: reconocían que quizá alguien nacido en esta tierra 
podía encargarse mejor de los intereses de los americanos, mas no 
sólo los americanos habitaban aquí, también estaban ellos: los euro- 
peos. Y si se aceptaba la premisa anterior, entonces los mejores 
representantes para los peninsulares de América serían algunos 
miembros de esa comunidad. Su propuesta tenía como referente 
la cultura política del antiguo régimen: el imperio español estaba 
constituido por diferentes grupos con necesidades distintas y no 
por individuos iguales. Cada grupo debía tener sus propios repre- 
sentantes. Sin embargo, según se desprende de la exposición del 
Consulado, más que un intento por mantener las prácticas represen- 
tativas del antiguo régimen, los comerciantes intentaban desespera- 
damente sostener su posición privilegiada a través de los vínculos 
comerciales con la metrópoli. 

Para estrechar la dependencia entre España y las Indias se 
hacía menester, según ellos, mantener sin cambio alguno el régimen 
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de privilegios de los consulados americanos y evitar por todos los 
medios la intromisión del comercio extranjero, principalmente in- 
glés. Tampoco podía permitirse que en las Indias se diera impulso 
a la producción de ciertos géneros traídos hasta entonces de la pe- 
nínsula, pues eso, lógicamente, arruinaría a la Madre Patria. Esto se 
oponía a las instrucciones de los procuradores americanos en las 
Cortes, en las que se resaltaba el desarrollo de sus regiones. Ade- 
más, los criollos no veían con malos ojos el comercio con la Gran 
Bretaña, sino al contrario: durante las guerras atlánticas habían apro- 
vechado el contrabando de productos anglosajones. Por estas razo- 
nes los peninsulares que vivían en América propusieron que los 
consulados de México, de Veracruz y de Guadalajara enviaran un 
apoderado cada uno para representar los intereses de tan importan- 
te parte de la población ante las Cortes soberanas.? Como expusie- 
ron en esta propuesta no sólo buscaban representar sus necesi- 
dades propias ni las de todos los peninsulares, sino nada menos que 
las del imperio. 

Las representaciones enviadas por los comerciantes no fueron 
conocidas en su momento en Nueva España y tardaron algún tiem- 
po en llegar a Cádiz. En la respuesta de las Cortes escrita por Ignacio 
de la Pezuela se agradecieron los empeños de los comerciantes para 
salvar a la patria, pero se reconocía que habían ocasionado gran 
indignación entre los diputados, no sólo por el insulto que hacían a 
los americanos sino por su carácter corporativista.3 Dada la condi- 
ción de igualdad de todos los españoles, el lugar de su nacimiento 
y el de su residencia no importaba. La realidad era evidentemente 
otra, pero aquellas Cortes se habían declarado por la primera condi- 
ción. Los diputados debían ser representantes de la nación y no de 
grupos específicos. 


España: una nación moderna 
Desde el mismo día de su instalación, las Cortes promulgaron decre- 
tos revolucionarios. El primero fue el reconocimiento de la soberanía 


nacional delegada en ellas mismas: “Los diputados que componen 
este Congreso, y que representan la Nación española, se declaran 


[103] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


legítimamente constituidos en Córtes generales y extraordinarias, y 
que reside en ellas la soberanía nacional”.4 Esta sola declaración per- 
mite conocer varias de las facetas de aquellas Cortes, en relación 
con nuestro tema. Para empezar, los diputados de aquel “Congreso” 
representaban a la “nación”. Según la definición que luego se plas- 
maría en la Constitución, la nación española estaba formada por “la 
reunión de todos los españoles de ambos hemisferios”. Las Cortes 
no representaban al pueblo —entendido como “el ayuntamiento de 
todos los homes”— sino a la nación integrada por “todos los espa- 
ñoles”, individuos que vivían “bajo un mismo Gobierno y nuestras 
leyes fundamentales”, según fue expuesto por varios diputados en 
las Cortes. Independientemente de las diferencias sociales y a que 
en la práctica siguieran vigentes algunos fueros y privilegios, los le- 
gisladores partían del supuesto de la igualdad legal. Todos los indi- 
viduos originarios de los dominios españoles, según nuevo decreto 
de 15 de octubre de 1810, “son iguales en derechos”. 

Otra medida tomada por las Cortes resulta significativa: el 7 de 
enero de 1812 quedó prohibida la práctica de hacer procesión del 
Real Pendón en las ciudades americanas. Como se recordará, por lo 
menos en el caso de la ciudad de México, este desfile de corpora- 
ciones se hacía para conmemorar el día de San Hipólito, 13 de agos- 
to, fecha en que fue conquistada Tenochtitlán por Hernán Cortés. 
Dichos paseos del Real Pendón significaban un recordatorio de la 
calidad de conquistados que tenían los naturales de estas tierras. 
Era símbolo de subordinación y diferencia. El espíritu de igualdad 
revolucionario no podía permitir tales manifestaciones, que en efec- 
to quedaron abolidas.? La fuente del nuevo derecho estaba en la 
igualdad natural del hombre, en “la naturaleza de las cosas”. El pro- 
ceso revolucionario supuso la formación de un nuevo tipo de hom- 
bre, comprometido con el bien general por el cual había luchado: 
era el ciudadano, que por su propia naturaleza no podía ser inferior 
a nadie más, no podía tener a nadie por sobre sí ni podía tener otro 
soberano que él mismo. El liberalismo llevaría más lejos estas afir- 
maciones y dejó establecido que todos los individuos tienen los 
mismos derechos y que, por lo tanto, únicamente es legítimo el 
Estado constituido sobre la voluntad de todos sus habitantes.3 “La 
soberanía reside esencialmente en la Nación”, afirmaba el tercer 
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artículo de la Constitución española. Ni siquiera el rey, todavía pre- 
so, era soberano: “No puedo oír sin indignación y estremecimiento 
que se llame “soberano” a nuestro amado y deseado rey: esta alta 
calidad es propia, peculiar y privativa de la nación”.? 

Sin embargo, debía establecerse un gobierno. Las constantes 
alusiones a la “nación soberana” y no al “pueblo soberano” respon- 
den a las anotaciones hechas más arriba, pero también al temor de 
los legisladores gaditanos al modelo revolucionario francés. Ningu- 
no de los diputados de aquellas Cortes se consideró “democrático”, * 
lo que en el lenguaje de la época resultaba lo mismo que partidario 
de la anarquía. Si por naturaleza los individuos gozarían de igualdad 
en derechos, por política debían reconocer en ciertos hombres o 
instituciones la capacidad exclusiva para ejecutar la voluntad de la 
nación. Ese papel de superiores al resto de la sociedad lo ocuparían 
“las Cortes con el Rey”, según afirmaba el artículo decimoquinto de 
la Constitución. Del rey todavía no trataré, pues en su momento re- 
gresará por sus fueros. Por ahora conviene poner la atención en las 
Cortes. Según el decreto del 24 de septiembre de 1810: “Los dipu- 
tados que componen este Congreso, y que representan la Nación 
española, se declaran legítimamente constituidos en Córtes genera- 
les y extraordinarias, y que reside en ellas la soberanía nacional”. La 
nación es soberana, los diputados representan a la nación, pero 
éstos individualmente no son soberanos, sólo son ciudadanos; en 
cambio, las Cortes en conjunto sí eran soberanas. Resulta éste un 
hecho aparentemente contradictorio, pero no lo es: los diputados 
eran “representantes” de una nación soberana, las Cortes eran “de- 
legadas” de esa misma nación. Aquel Congreso quiso evitar que sus 
propios integrantes se consideraran superiores a los demás ciu- 
dadanos, pues todos debían ser iguales, pero quiso garantizarse la 
obediencia de todos los españoles, de ahí que se declararan Cortes 
soberanas. 

Uno de los individuos de mayor peso ideológico en aquella 
Asamblea, el periodista Alberto Lista, expresó de una manera clara 
la supremacía que las Cortes debían tener frente a cualquier ciu- 
dadano. Para el redactor de El Espectador Sevillano, el conjunto de 
los ciudadanos daba forma a una nación con soberanía propia, pero 
incapaz de ejercerla sin un adecuado grupo de representantes. !% Así, 
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aunque declaraba formalmente el triunfo del “tercer Estado” contra 
la jerarquía, Lista no podía aceptar la democracia directa, de modo 
que sería menester un cuerpo superior que tuviera todos los atribu- 
tos de la soberanía, aunque por motivos prácticos delegara el Po- 
der Ejecutivo en el monarca y el Judicial en las Cortes. El Congreso 
retendría para sí el Poder Legislativo, pero siempre estaría en clara 
superioridad frente a los otros dos poderes y frente a cualquier otro 
individuo o cuerpo. Las Cortes no hicieron otra cosa. Se declararon 
soberanas, única expresión nacional y superior al Poder Ejecutivo 
provisional que por entonces había: el Consejo de Regencia. Este 
cuerpo tuvo que conformarse con el título de Su Alteza, mientras 
las Cortes recibirían el de Su Majestad, reservado exclusivamente al 
soberano.!! Como el viejo rey español, las Cortes pronto se hicieron 
cargo de asuntos que de acuerdo con la moderna división de pode- 
res no les correspondían. Además de legislar, impartían justicia y re- 
cibían las súplicas y peticiones de corporaciones e individuos. 

El 24 de diciembre de 1811, cuando la comisión de redacción 
de la Constitución presentó ante las Cortes el proyecto para su dis- 
cusión insistió mucho en que no había hecho innovaciones en la 
legislación tradicional española: 


Nada ofrece la comision en su proyecto que no se halle consignado 
de modo más auténtico y solemne en los diferentes cuerpos de la 
legislación española, si no que se mire como nuevo el método con 
que ha distribuido las materias, ordenándolas y clasificándolas, pa- 
ra que formasen un sistema de ley fundamental y constitutiva, en el 
que estuviese contenido con enlace, armonía y concordancia quan- 
to tienen dispuesto las leyes fundamentales de Aragón, Navarra y 
Castilla en todo lo concerniente a la libertad e independencia de la 
Nación, á los fueros y obligaciones de los ciudadanos.!? 


Entre otros motivos, esta declaración ha dado ocasión para que se 
considere la continuidad entre las instituciones del antiguo régimen 
y las constitucionales, pero fueron más importantes los cambios. 
Para empezar, si la legislación sería la misma, para qué reunir a las 
Cortes. Al parecer, sería mejor dejar el papel del rey a una regencia 
debidamente reconocida. Al menos ése era el deseo de muchos 
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absolutistas. Francisco Martínez Marina —quien fue uno de los libe- 
rales que justificaron el nuevo orden a partir de las viejas “leyes fun- 
damentales” y en la patrística— mostró claramente que la soberanía 
la debía tener un cuerpo sujeto al pueblo: “Si los hombres tuvieran la 
seguridad de que los Reyes y Príncipes de la tierra habían de cum- 
plir fielmente los sagrados deberes de tan sublime dignidad y oficio” 
no habría menester de reunir Cortes. La arbitrariedad del monarca 
hacía preferible que el ejercicio de la soberanía estuviera en manos 
de los representantes nacionales. Podría considerarse que aquí no 
hay nada nuevo, después de todo durante el Antiguo Régimen hu- 
bo procuradores de las corporaciones y hasta Cortes, pero las actua- 
les eran radicalmente distintas a las viejas: 


¿Pues qué no hubo en nuestras antiguas juntas una verdadera repre- 
sentación nacional? [...] Si por representación nacional se quiere 
entender la reunión de varias personas escogidas libremente por el 
pueblo para llevar su voz en los Congresos, digo que en los siete pri- 
meros siglos de la monarquía no hubo semejante representación.!! 


En las Cortes de Cádiz, la mayoría de los diputados fue electa en 
proporción a la población, salvo ciertas “concesiones al pasado”. 
Eran representantes de la nación, como podía apreciarse en los po- 
deres ilimitados que tenían. Es verdad que los representantes ame- 
ricanos se consideraron ante todo apoderados y procuradores de 
sus ciudades. José Simeón de Uría, diputado por Guadalajara, sólo 
veía por “los intereses de los pueblos” que lo eligieron.'? El diputa- 
do de Tabasco llevaba instrucciones muy precisas acerca de su mes- 
ter en las Cortes y hasta el radical Miguel Ramos Arizpe procuró casi 
exclusivamente beneficiar a sus Provincias Internas. También hubo 
propuestas funcionalistas entre los peninsulares, Manuel Quintana 
y un tal “Sr. Villagómez” pidieron una representación por cada una de 
las “naciones”; así, habría diputados indios por los indios y espa- 
ñoles por españoles. Sin embargo, los signos de modernidad fueron 
más evidentes: Agustín Argúelles se dirigía así al Congreso: “Es me- 
nester, sin embargo, que su Señoría [las Cortes] reconozca que aquí 
no representamos clases ni estamentos, sino que somos diputados 
de la Nación para promover el bien de ella”. El catalán Antonio 
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Campany argúía: “aquí no hay provincia, aquí no hay más que la 
Nación, no hay más que España a quien V. M. representa”. 


Nos llamamos diputados de la nación —decía el diputado Villanue- 
va—, y no de tal ó cual provincia: hay diputados “por” Cataluña, 
“por” Galicia, etc.; mas no “de” Cataluña, “de” Galicia, etc.; entonces 
caeríamos en un federalismo.” 


Ciudadanos y marginados 


Las Cortes establecieron la igualdad de los españoles y por lo tan- 
to la soberanía de la nación compuesta por esos ciudadanos. Según 
el artículo 27 de la Constitución, “las Córtes son la reunión de todos 
los diputados que representan á la nación por los ciudadanos en la 
forma que se dirá”. Y, en efecto, los artículos 35 hasta el 103 des- 
cribían el complicado método para hacer las elecciones.'* Éstas 
serían indirectas en tercer grado: los ciudadanos votarían por sus 
compromisarios quienes a su vez lo harían, en la junta parroquial, 
por los electores de parroquia. De ésta se pasaba al partido y de allí 
a la provincia. En las juntas provinciales se elegirían los diputados a 
Cortes y para la Diputación Provincial. Así se evitaría que gente no 
deseada fuera parte de la representación nacional. El tiempo andan- 
do, tanto en España como en México, se preferiría emplear el recur- 
so del sufragio censatario, pero en esos momentos la legitimidad de 
una institución tan novedosa como lo era un parlamento moderno 
no era tan firme, competía aún con la imagen tradicional de la 
monarquía absoluta. Si los ciudadanos eran todos iguales y la sober- 
anía estaba en la nación, más valía no excluir a nadie. El sufragio 
universal masculino era la única forma de dar completa legitimidad 
a las Cortes y no sólo desde el punto de vista teórico: el pueblo 
español en armas se negó a dar su apoyo a cualquier Órgano que no 
fuera por él electo o por lo menos reconocido. Sin embargo, sí ha- 
bría grupos sociales que quedarían fuera de la participación repre- 
sentativa. Los legisladores distinguían entre un “pueblo” compuesto 
por hombres, que no es soberano, y una “nación” compuesta por 
españoles iguales jurídicamente, que sí es soberana; además los es- 
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pañoles se dividían entre quienes sólo gozaban de los derechos ci- 
viles —igualdad ante la ley— y aquellos que también los tenían 
políticos, estos últimos eran los vecinos, quienes de hecho eran los 
sujetos políticos en las comunidades del antiguo régimen. En el pri- 
mer grupo quedaron los menores de edad, las mujeres y otros casos 
particulares: más de la mitad de la nación." Sin embargo, a la hora de 
establecer la base demográfica para determinar el número de dipu- 
tados por provincia sí fueron contados. En cambio hubo otro sector 
que ni siquiera fue tomado en cuenta para esto. 

Dada la igualdad entre todos los ciudadanos de cualquier 
parte del imperio, la base de la representación sería la misma para 
todos [artículo 28], esto es, un diputado por cada setenta mil 
“almas” [artículo 311. Así las cosas, habría una clara superioridad de 
los americanos y filipinos frente a los peninsulares de, aproximada- 
mente, tres ultramarinos por cada dos ibéricos. La propuesta era 
peligrosa: la vieja España quedaría subordinada a sus posesiones 
ultramarinas. Por eso el artículo 29 constitucional excluyó, sin razón 
alguna, a las castas de la base para la representación. Esto dejaría a 
los ultramarinos en franca minoría, pues era bien sabido que una 
gran porción de la población en América y Filipinas estaba com- 
puesta por mestizos de “color quebrado”. Fue una medida arbitraria 
e injusta que ocasionó protestas entre los americanos de aquel 
Congreso. Esto haría que los ultramarinos fueran precisamente los 
más radicales en cuanto al concepto de igualdad y representativi- 
dad. Ya antes, en las famosas Once proposiciones de los diputados 
americanos suplentes, del 16 de diciembre de 1810, se había mos- 
trado que uno de sus principales reclamos sería, precisamente, una 
base para la representación equitativa entre la península y sus po- 
sesiones de aquende el océano. En principio los americanos hubie- 
ran estado dispuestos a transigir y a aceptar, por ejemplo, un número 
de diputados igual al de europeos, ya que no la mayoría. La pro- 
puesta constitucional sirvió entonces como pretexto para que los 
americanos expresaran todas sus aspiraciones en materia represen- 
tativa. El primero en protestar fue Miguel Ramos Arizpe: 


Vuestra majestad tiene sancionado, con aplauso general, que la 
soberanía reside esencialmente en la nación y que á esta toca ex- 
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clusivamente el derecho de establecer sus leyes fundamentales: las 
castas, como parte de la nación, tienen necesariamente una parte 
proporcional.2 


Debe advertirse que los diputados americanos no estaban pidien- 
do necesariamente que las castas fueran ciudadanos capaces de 
votar y ser votados. En algunos momentos sí hicieron peticiones 
parecidas, pero en general puede advertirse en los Diarios que 
lo que más interesaba era que pudieran contar como base para la 
representación proporcional. Entre otros argumentos se escuchó, 
por ejemplo, el de que las mujeres no podían votar ni ser vota- 
das, es decir, sólo gozaban de derechos civiles, no políticos, y sin 
embargo sí contaban a la hora de sumar las “almas” para estable- 
cer el número de diputados por su provincia. Lo mismo podía 
decirse de los niños. Los diputados americanos no podían com- 
prender por qué esa exclusión y si no tomamos en cuenta el deseo 
peninsular de mantener su preeminencia sobre sus posesiones, 
no había ninguna razón sensata para dejar fuera a las castas. Así 
lo entendieron casi todos los diputados ultramarinos quienes, co- 
mo el queretano Mariano Mendiola, insistieron en que la “sobe- 
ranía reside esencialmente en 'toda' la nación”. Como bien hizo 
presente Guridi, la medida de dejar a las castas fuera de la ciu- 
dadanía activa, es decir: que pudieran votar y ser votados, atenta- 
ba contra las luces del siglo. Sin embargo, él mismo admitía que 
no quería a las castas en los empleos ni en las corporaciones, 
podía conformarse con su contabilidad para decidir el número 
de diputados. Entre los americanos seguramente se discutía de 
forma abierta el verdadero motivo de la exclusión de las castas, 
pues el 4 de septiembre de 1811 el diputado peninsular José de 
Castelló preguntó: 


¿Será la causa de esta desigualdad el reducir el número de los re- 
presentantes americanos, reduciendo el de los representados? No; 
estoy muy distante de atribuir á los señores de la comisión [de 
Constitución] ideas tan rastreras y mezquinas, y más quando todo 
el proyecto de constitución abunda en ideas liberales, justas y 
magnánimas.?! 
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Empero, no dio una respuesta positiva a su pregunta. No podía, Los 
españoles querían mantener su dominio y no podían aceptar la su- 
jeción ante sus posesiones subordinadas. Además, lo más importan- 
te en aquellos momentos de crisis era constituir un país ocupado por 
fuerzas extranjeras y hacerse de recursos para continuar la lucha: 
esos recursos sólo podían venir de las Indias y los súbditos ameri- 
canos no estaban dispuestos a enviarlos por voluntad propia. Si 
el gobierno quedara en sus manos, la Península estaría perdida. Esta 
actitud antiamericana de las Cortes sólo provocó que los diputados 
ultramarinos se unieran en defensa de intereses comunes. Si, como 
afirmaba Alamán, en otros asuntos podían votar como liberales 
o como absolutistas, en el tema de la representación sólo eran la 
“diputación americana”, por desgracia en minoría frente a los pe- 
ninsulares.22 Los americanos supieron sacar ventajas —muy pocas, 
hay que decirlo— de la situación. Si eran minoría, lo solucionaban 
votando como grupo unido. Incluso amenazaron: Guridi hizo no- 
tar que en América había muchos que buscaban la independencia 
por no estar representados en el gobierno imperial. Alguna mella 
habrán hecho estas advertencias, pues determinados peninsulares, 
como Aner o Agustín Argielles “apoyaron” los reclamos america- 
nos, sólo que sería conveniente dejarlos para las futuras Cortes 
ordinarias. De momento el asunto quedó “solucionado” así.?4 


La Constitución en Nueva España 


Según el artículo 117 constitucional, las Cortes Ordinarias debían 
reunirse en febrero. El proceso electoral en las posesiones ultrama- 
rinas debía dar inicio casi un año antes de la fecha de reunión, debi- 
do a las enormes distancias. De hecho, los constituyentes se dieron 
cuenta desde mayo de 1812 que sería imposible tener a los nuevos 
diputados para febrero de 1813. Por tal razón decretaron el estable- 
cimiento de las Ordinarias para octubre. Aun así, resultaría harto di- 
fícil que llegaran los representantes americanos —quienes se irían 
integrando en Cádiz—, por lo cual fue preciso hacer instruccio- 
nes especiales para la elección.2 Por lo demás, se esperaba que las 
autoridades siguieran los preceptos establecidos en la Constitución, 
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de modo que se hacían innecesarias instrucciones más precisas. 
Todo estaba en la ley fundamental, sólo debía cumplirse. 

En el virreinato hubo un seguimiento de los sucesos ocurri- 
dos en España pese a las lentas comunicaciones de la época. El 
decreto del 23 de mayo sobre la reunión de las Ordinarias se cono- 
ció en México varios meses después de haber sido expedido, pero 
provocó una inmediata actividad por parte de las autoridades, en 
especial del virrey Francisco Javier Venegas. Sin embargo, no fue tan 
inusitada como la que ocasionó la llegada de la Constitución en sep- 
tiembre de 1812. Su promulgación en España se había hecho desde 
el 19 de marzo, lo que le valió el popular nombre de “La Pepa” y pese 
a la todavía crítica situación de la Península provocó enorme júbilo 
entre los patriotas. No fueron pocos quienes pensaron que aquella 
Carta solucionaría un buen número de los males padecidos por la 
monarquía. No les faltaba cierta razón. Es verdad que la sola legisla- 
ción es incapaz de hacer algo, pues siempre se requiere la colabo- 
ración de toda la sociedad, pero en su momento la Constitución de 
Cádiz fue una de las más avanzadas de su tiempo y durante las prime- 
ras revoluciones románticas del siglo XIX serviría como modelo para 
varios países —México entre ellos— mientras que otros de plano la 
adoptaron —como los revolucionarios portugueses. 

La Constitución se aplicó en casi toda Nueva España y dejó 
un recuerdo difícil de olvidar para ciertos grupos sociales que vie- 
ron en ella una manera de obtener empleos y cargos públicos, y pa- 
ra otros sectores que quisieron aprovechar la nueva legislación que 
acababa con los viejos privilegios que, si beneficiaban a algunos, 
ponían trabas a otros. Sin embargo, la aplicación constitucional que- 
dó en manos de las autoridades tradicionales y a su discreción. El 
“acátese mas no se cumpla” del antiguo régimen fue también puesto 
en práctica en ciertas ocasiones durante los regímenes constitucio- 
nales. La nueva ley fue incapaz de romper por sí misma con trescien- 
tos años de organización política que, al cabo, ya había generado su 
propia cultura. Véase si no cómo el virrey pidió a los fiscales de la 
Audiencia su Real Acuerdo para realizar todos los actos relaciona- 
dos con la jura y la promulgación de las leyes constitucionales, aun 
cuando la Audiencia ya no tenía esa función consultiva.26 Durante los 
actos de la promulgación estuvieron presentes todas las corpora- 


1112] 


LA PRIMERA EXPERIENCIA CONSTITUCIONAL 


ciones del antiguo régimen y todas sus prácticas. El mismo hecho 
de jurarla implicaba (como ha notado José Barragán) la presencia de 
una añeja tradición hispánica.” En efecto, si las Cortes —y luego los 
Congresos mexicanos— habían sido electas, constituidas legítima- 
mente, eran la mejor expresión de la voluntad nacional y únicas eje- 
cutoras de su soberanía ¿para qué buscar un nuevo reconocimiento 
para su obra? El juramento aceptaba la soberanía del constituyente, 
prometía cumplir y hacer cumplir la Constitución, proteger el nue- 
vo orden social y hasta comprometerse judicialmente en caso de no 
hacerlo. La elección no era suficiente para que las Cortes o cualquier 
otro Congreso fueran representativos: también era menester un re- 
conocimiento ritual como la jura. Era una forma de legitimarlos. 


Ayuntamientos y diputaciones: 
¿Órganos de gobierno representativo? 


De acuerdo con las instrucciones dictadas por las Cortes para la rea- 
lización de las elecciones, el virreinato quedó dividido en las si- 
guientes provincias: Nueva España —es decir Guanajuato, México, 
Michoacán, Oaxaca, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Tlaxcala y 
Veracruz—, Nueva Galicia, Yucatán, las Provincias Internas de 
Oriente y las Provincias Internas de Occidente. Como se ve, la ju- 
risdicción de Francisco Javier Venegas quedó muy reducida. A par- 
tir de este momento debe tenerse cuidado en no confundir a la 
provincia de Nueva España con el virreinato. Por razones obvias 
hay más documentos acerca de los procesos constitucionales en la 
provincia al mando de Venegas, pero también hay que tomar en 
cuenta que el antiguo virrey no perdió oportunidad para seguir al 
pendiente y, de ser posible, inmiscuirse en asuntos fuera de su ju- 
risdicción. Por ejemplo, él fue el encargado de girar las instruccio- 
nes de las Cortes a los demás jefes políticos: ahora tenía el mismo 
poder que ellos, pero era un primus inter pares.2 

A continuación se formaron las juntas preparatorias para las 
elecciones en las provincias del virreinato. Sin embargo, antes de 
seguir con el proceso de elección de diputados resulta pertinente 
una digresión. De hecho, antes de realizarse los comicios para repre- 
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sentantes se llevaron a cabo los que instalarían los ayuntamientos 
constitucionales. Pese a que nuestro tema es el estudio de las insti- 
tuciones parlamentarias, en el caso de los ayuntamientos debe ha- 
cerse una excepción por dos razones: 4) porque la práctica electoral 
en las poblaciones siguió ciertas pautas que se mostrarían tanto en 
los sufragios para renovar ayuntamientos como en los hechos para 
enviar diputados a las Cortes; y b) porque varios autores han indi- 
cado que la aplicación de las normas constitucionales propició una 
verdadera “revolución” en los pueblos. Así, instituciones como los 
ayuntamientos o las diputaciones provinciales adquirirían un carác- 
ter representativo de la mayor importancia para el ulterior desarro- 
llo político mexicano. 

Describamos brevemente esta tesis y anotemos sus motivos. 

Según Antonio Annino, la Constitución de Cádiz preveía “tres 
instituciones representativas: las Cortes, las diputaciones provincia- 
les y los ayuntamientos constitucionales” ?? pero pronto aclara que 
“para el primer caso el voto sería “político”, mientras que para dipu- 
taciones y ayuntamientos sólo sería administrativo. Un poco des- 
pués, sin embargo, insiste en que la frontera entre lo administrativo 
y lo político que intentaron fijar los constituyentes no se dibujó cla- 
ramente, de modo que la confusión siguió existiendo. La tradición 
y hasta la lejanía del órgano representativo legal, las Cortes, con res- 
pecto a la ciudadanía americana propició una notable autonomía en 
los pueblos. Incluso, las juntas electorales tenían “plena soberanía 
[sic, por autonomía] sobre sus actos”. En pocas palabras —según 
Annino y otros autores, como Marco Bellingeri— la organización de 
los ayuntamientos constitucionales permitió que los pueblos inten- 
taran recobrar su autonomía, especie de soberanía local que había 
sido menguada por el despotismo borbónico y que la Constitución 
de Cádiz también hubiera eliminado de no ser por los artículos que 
establecían los ayuntamientos electivos y que permitió a las comu- 
nidades recuperar el control sobre sus territorios. 

Los trabajos citados anteriormente sugieren que el régimen 
constitucional permitió la preservación de muchas prácticas del anti- 
guo régimen. Así, los “notables” de cada lugar en donde se estable- 
ció un ayuntamiento serían los que obtendrían los cargos capitulares 
merced a su “posición” social dentro de la comunidad. Wayne Robins 
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resalta la permanencia en Tlaxcala del antiguo cabildo de la república 
en el ayuntamiento constitucional. En las Huastecas ocurrió algo 
parecido, pero como en aquella región había más mestizos, algunos 
fueron integrados en los ayuntamientos, al lado de los ex goberna- 
dores indios.32 En los documentos son constantes las menciones a la 
realización de elecciones de acuerdo con la tradición o con las prác- 
ticas antiguas. En Chalco, en 1813, el párroco fue el encargado de pre- 
sidir la elección, pues por “la conocida torpeza, é ignorancia de la 
mayor parte de los pueblos de indios” no podía seguirse el método 
establecido por la Constitución. En Teotihuacán los indios hicieron 
una elección tradicional para su ayuntamiento, aunque se permi- 
tió un alcalde blanco, dada la presencia de otros grupos raciales en 
el lugar.33 La permanencia de una cultura política del antiguo régi- 
men indica que no hubo dicha “recuperación” de la soberanía por 
parte de los pueblos a través de los cabildos constitucionales. No 
representaban la soberanía de la nación sino los intereses de algu- 
nos grupos y, cuando mucho, de la “ciudad” como cuerpo. 

Los procesos electorales dieron la oportunidad a distintos sec- 
tores de la población de ocupar cargos públicos locales y provincia- 
les. Lo cual no quiere decir que se hubiera permitido el autogobier- 
no ni a las ciudades ni a las provincias, muy al contrario, quedaban 
subordinadas al poder central. Contra la afirmación de Annino de 
que hubo tres niveles de representación, la Constitución no otorgó 
carácter representativo ni a los ayuntamientos constitucionales ni 
a las diputaciones provinciales. Sólo las Cortes representaban a la 
nación y, en consecuencia, eran soberanas. La hipótesis de Annino, 
Bellingeri y otros autores de que la soberanía estaba en los pue- 
blos podría sustentarse en las constantes menciones en planes y 
otros documentos a la “voluntad de los pueblos”. Sin embargo, una 
vez abolida la natural (o divina) soberanía del monarca, este atribu- 
to sólo podía hallarse en el pueblo de iguales, es decir, la nación. El 
rechazo a emplear la palabra “pueblo” por parte de los publicistas de 
la época se debía al temor al radicalismo popular, mientras que la 
palabra “pueblos” traía a la mente una realidad más ordenada y 
menos anárquica. No obstante, el término favorito de los legislado- 
res era la “nación” representada por una asamblea única. Durante 
los debates que condujeron al establecimiento de los ayuntamien- 
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tos constitucionales quedó muy clara la postura de los legislado- 
res: los municipios no serían representantes: “en la Nación no hay 
más representación que la del Congreso nacional”, afirmaba el 
conde de Toreno, haciéndose eco del decreto del 24 de septiembre 
de 1810. El 12 de enero de 1812 se repitió la discusión: 


La nación prefiere —decía Toreno— que la elección de estas cor- 
poraciones llos ayuntamientos y las diputaciones provinciales] se 
execute por los pueblos á quienes deban regir, y se escojan sus indi- 
viduos de entre sus mismos vecinos, porque en ellos se suponen 
mas conocimiento de sus intereses, y mas deseo de su prosperidad 
que no en personas nombradas por el rey desde la capital; pero no 
por eso debemos olvidarnos del objeto de su institución. 


Para evitar que se olvidara ese objeto, meramente administrativo, los 
ayuntamientos quedaron subordinados a las diputaciones provin- 
ciales y ambos a los jefes políticos. Por lo menos en Nueva España, 
las diputaciones provinciales no intentaron ejercer atribuciones re- 
servadas a la soberanía nacional. Es muy posible que fuera de las 
diputaciones, los vocales estuvieran en favor de una mayor autono- 
mía para sus respectivas provincias, pero dentro de la institución no 
podían sino ceñirse a las leyes. Esto no resulta extraño si se toma en 
cuenta que la presidencia de cada diputación estaba ocupada por el 
jefe político, quien debía su cargo a un nombramiento del superior 
gobierno y por lo tanto vigilaría que las corporaciones provinciales 
no se excedieran en sus límites. Al menos hasta antes del Plan de 
Casa Mata en 1823, las diputaciones se limitaron a ejercer sus atri- 
buciones constitucionales y a remitir a las Cortes los asuntos para 
los cuales se sentían incapacitadas. Por ejemplo, la diputación de 
Mérida de Yucatán en alguna ocasión tuvo que decidir si podía 
incluir a los diputados suplentes para agilizar los trámites de los 
múltiples negocios que se atendían a diario. Como este asunto no 
estaba especificado en la Constitución ni en otros reglamentos 
“desea esta Junta las aclaraciones de la Soberanía”.% Era incapaz de 
tomar este tipo de resoluciones por sí misma. 

Si la “revolución territorial” es el proceso a través del cual cier- 
tos individuos intentaron ocupar los cargos y empleos que antes 
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dependían del nombramiento real, entonces ese fenómeno ocurrió 
en Nueva España; pero si se intenta llevar más allá la definición, al 
grado de atribuir la representación y ejercicio de la soberanía en los 
cabildos, entonces se debe recordar que la palabra soberanía remite 
a “supremacía”, a aquello que no está subordinado, y los ayunta- 
mientos sí lo estaban. Como señaló José Matías Quintana al respec- 
to de una pretendida expedición ibérica en la península yucateca, 
“No hay un artículo en la Constitución que haga a un pueblo de la 
monarquía soberano”, ni de sí ni de ningún otro.? La soberanía ra- 
dicaba sólo en la nación, en el conjunto total de españoles. En Yu- 
catán, cuando Fernando VII abolió el régimen constitucional, la 
Diputación Provincial no sólo no se opuso a tal medida, sino que 
colaboró con entusiasmo. Por medio del jefe político y otras instan- 
cias administrativas, la Diputación logró de una manera fácil y rápi- 
da la disolución de los ayuntamientos que, en éste como en muchos 
otros aspectos, dependían de esa institución.33 En el mismo Yucatán, 
cuando se constituyó en estado federado, el Congreso local no tuvo 
problemas para reducir sensiblemente el número de ayuntamientos 
constitucionales. No debe subestimarse el papel de las institucio- 
nes en los procesos políticos, y las gaditanas eran centralistas. 

Lo anterior no quiere decir que en los pueblos no se hubiera 
formado una conciencia acerca del valor de las instituciones locales. 
Los constantes intentos por obtener un poco de autonomía municipal 
frente a los jefes políticos y diputaciones —y luego frente a los go- 
bernadores y Congresos— son muestra clara de ello, sin embargo, lo 
reiterado de esa demanda a lo largo de los siglos XIX y XX son prue- 
ba de que siguieron en completa subordinación.“ Para la legisla- 
ción gaditana, y la que se inspiró en ese modelo, los ayuntamientos 
sólo fueron la institución inferior de la jerarquía administrativa. 

Mención aparte merecen las diputaciones provinciales. Des- 
pués de todo, con el paso del tiempo, dieron origen a los Congresos 
locales: parlamentos representantes de la soberanía estatal. Además, 
según el artículo 328 de la Constitución, los miembros de las dipu- 
taciones serían designados por las juntas electorales de provincia, 
las mismas que votaban por los diputados para las Cortes. Esto sin 
duda daría a los vocales provinciales una representatividad similar 
a la de los diputados de las Cortes: su elección sería parte del mismo 
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proceso. No fueron pocos los representantes en Cádiz que se dieron 
cuenta de esto y advirtieron algún peligro para la integridad del im- 
perio, por lo que se legisló que las diputaciones carecerían de cual- 
quier tipo de representatividad de la soberanía nacional. 

Curiosamente las diputaciones tuvieron su origen en una peti- 
ción particular, una de tantas mercedes que los diputados america- 
nos pedían para su ciudad o provincia. El primero de noviembre 
de 1811, José Miguel Ramos Arizpe, “representante de la provincia de 
Coahuila o Nueva Extremadura”, presentó a las Cortes una extensa 
Memoria acerca de su provincia natal, pero también de Nuevo León, 
Nuevo Santander y Texas. Como los diputados por estas provin- 
cias aún no llegaban a las Cortes, el coahuilense se hizo cargo de 
representarlas. Don Miguel Ramos Arizpe era un buen represen- 
tante porque procuraba ante las Cortes medidas que beneficiaran 
a todas las Provincias Internas de Oriente. 

La Memoria... contiene una extensa relación de la naturaleza 
de aquellas regiones y es considerada todavía hoy de gran utilidad. Un 
análisis de las instituciones, la población y la economía de la región 
llevó a Ramos Arizpe a pensar que se requerían reformas para lograr 
su progreso, esto es, para poblar los vastos territorios, para fomen- 
tar su comercio y para explotar todas las riquezas que ofrecían aque- 
llos feraces países. La impresionante información con que llenó su 
Memoria indica arduas jornadas de estudio para conocer las necesi- 
dades y el potencial de Texas hasta Coahuila, pero también sugiere 
la posibilidad de que Ramos Arizpe hubiera recibido corresponden- 
cia de algunos individuos de aquellos lugares, en la que informaban 
y Sugerían propuestas para presentarlas a las Cortes. Las peticiones 
del cura de Borbón eran muy parecidas a las de los otros diputados 
americanos: que las Cortes otorgaran títulos de ciudad a ciertas pobla- 
ciones, que se abrieran al comercio los puertos, que se estableciera 
una audiencia, se construyeran centros educativos y otras institucio- 
nes igual de necesarias. Sin embargo, una de sus solicitudes fue de 
gran importancia: quiso que se instituyera en las Provincias Internas 
un cuerpo gubernativo llamado 


Junta Superior Gubernativa de las Cuatro Provincias Internas de 
Oriente en la América Septentrional, compuesta de siete indivi- 
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duos vecinos de las mismas provincias, y nombrados por la de 
Coahuila dos, por la del Nuevo Reino de León dos, por la del Nue- 
vo Santander dos, y uno por la de los Texas, atendida la corta po- 
blación de ésta.2 


Don Miguel Ramos Arizpe se había inspirado en las juntas insur- 
gentes peninsulares, pero incluía algunos aspectos nuevos: el más 
importante era que el número de vocales de este organismo fuera 
proporcional a la población. Es cierto que no proponía un número 
de habitantes para cada diputado, pero sabía que sus provincias 
tenían más o menos la misma población, menos Texas. El nombre 
de Junta Gubernativa no dejó de ocasionar algún revuelo en las 
Cortes, pues así se llamaron las que surgieron por toda España en 
1808 y que se autoproclamaron soberanas. En este sentido, el tér- 
mino Diputación, que posiblemente echó a andar el propio Ramos 
Arizpe, fue de lo más afortunado. Desde entonces se empleó y des- 
pués sólo suscitó algunas pequeñas dudas. En el fondo, la organi- 
zación de las diputaciones provinciales fue la misma que la que 
pidió el representante de Coahuila para su patria, 

Según el artículo 335 de la Constitución, las facultades de las 
diputaciones provinciales serían estrictamente administrativas: vigi- 
lar las contribuciones y los fondos públicos de los ayuntamientos 
sujetos a su jurisdicción; establecer nuevos cabildos allí donde se 
cumplieran las disposiciones constitucionales; canalizar al gobierno 
las solicitudes de los ciudadanos o propias para promover el pro- 
greso de su provincia; fomentar la educación, las ciencias, artes e 
industria; informar al gobierno acerca de las violaciones a la ley y 
del mal uso de los fondos públicos y, donde fuera el caso, cuidar del 
establecimiento de las misiones para la evangelización de los indí- 
genas. Como se nota, no se dejaba en manos de las diputaciones 
ninguna posibilidad de autonomía. Su misión fundamental era ser- 
vir de intermediario entre el superior gobierno y los ciudadanos. 
Tenían bajo su control a los ayuntamientos pero estaban a su vez 
sometidas a otras instancias. Las diputaciones serían presididas por 
los jefes políticos, funcionarios nombrados por el rey y subordina- 
dos al Poder Ejecutivo a través del secretario de Estado y del des- 
pacho de Gobernación de ultramar. 
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Como se verá más adelante, hasta antes del Plan de Casa Mata 
no hubo en las diputaciones provinciales intentos por salirse de sus 
límites ni por obtener mayor autonomía. Las propuestas en ese sen- 
tido las harían los diputados en las Cortes, único Órgano capacitado 
para representar la soberanía nacional según el citado decreto del 
24 de septiembre de 1810, Fue en las Cortes y no en las diputaciones 
donde hubo temor de que éstas se convirtieran en Congresos ca- 
paces de llevar a la unitaria monarquía española hacia el federalis- 
mo. Sin embargo, las amplias dimensiones del imperio y el requisito 
de que en los empleos y en los cargos locales hubiera individuos 
conocedores de sus necesidades e intereses, hizo posible la apari- 
ción y permanencia de las diputaciones. % 

Cuando el régimen constitucional fue abolido en 1814, los je- 
fes políticos no tuvieron problemas para disolver las diputaciones. 
No obstante, la obra de Miguel Ramos Arizpe estaría llamada a te- 
ner mayor permanencia en la vida institucional de Nueva España 
y, una vez alcanzada su independencia, en México, cuando las dipu- 
taciones dieron paso a los Congresos estatales, pero esa parte de la 
historia debe ser contada en su lugar. 


Prácticas electorales 


El otro motivo para tomar en cuenta el papel de los ayuntamientos 
en este trabajo es la práctica electoral que fue parecida entre la 
hecha para renovar cabildos y la que tenía por objeto enviar dipu- 
tados a Cortes o a las diputaciones. Como resulta obvio, el lugar del 
cual hay mayor documentación acerca de sus elecciones es la ciu- 
dad de México y no sólo por ser la urbe de mayor importancia en 
el virreinato sino por ciertos hechos e “irregularidades” en los pro- 
cesos que dieron el pretexto a las autoridades para suspenderlas 
temporalmente y para realizar una investigación que proporcionó 
abundantes noticias. De hecho, para poder realizar las elecciones 
de las cuales resultarían los diputados novohispanos que irían a Es- 
paña, era necesario establecer los nuevos ayuntamientos previstos 
por la Constitución, pues en sus manos quedaría una parte impor- 
tante del proceso electoral. Los ayuntamientos constitucionales se 
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encargarían de organizar en buena medida las elecciones primarias, 
esto es, las parroquiales, en las cuales participarían todos los ciuda- 
danos. El intendente corregidor de la ciudad de México, Ramón Gu- 
tiérrez del Mazo, se encargó de publicar el bando que establecía la 
fecha y ordenaba las primeras elecciones populares de la ciudad. 
El 29 de noviembre, en ciertos parajes de las parroquias capitalinas, 
cada ciudadano debía elegir un número determinado de electores. La 
parroquia del Sagrario tendría cuatro electores; las de San Miguel, 
Santa Catalina, Santa Veracruz, San José, Santa Cruz, San Sebastián, San 
Pablo y Salto del Agua, dos cada una; las de Acatlán, Santa María, 
Santa Ana, La Palma y San Antonio de las Huertas sólo nombrarían 
uno por cada una. En total habría veinticinco. Los nombres de los 
candidatos podían decirse de memoria, pero también estaría permi- 
tido llevar “por escrito el nombre del sujeto a quien quiera dar su 
voto”. Los electores nombrarían a su vez a dos alcaldes, dieciséis re- 
gidores y dos síndicos procuradores. El bando concluía con una co- 
pia de los artículos constitucionales que expresaban quiénes eran 
ciudadanos, quiénes no y en qué casos la ciudadanía estaba sus- 
pendida. Las autoridades no querían que votara quien no debiera. 

La elección se llevó a cabo. Al parecer hubo gran interés de 
parte de los vecinos por ir a sus parroquias a votar. Por supuesto, 
muchos de ellos llevaban sus papeletas con el nombre del can- 
didato. Aquella jornada concluyó a las ocho de la noche y luego 
siguieron los festejos. El conteo dio el triunfo a “25 americanos to- 
dos honrados y del mejor modo de pensar”, a decir de los Guada- 
lupes. Entre los electores estaban el eclesiástico José María Alca- 
lá, el licenciado Carlos María de Bustamante, el antiguo cacique 
Dionisio Cano y Moctezuma, el licenciado Pedro Cárdenas, el im- 
portante propietario José María Fagoaga, Agustín Gallegos, los 
licenciados José María Jáuregui, Antonio Ignacio López Mato- 
so, Juan Nazario Peimbert, el antiguo cacique Francisco Antonio 
Galicia y Jacobo de Villaurrutia, todos ellos comprometidos con 
los insurgentes o sospechosos de infidencia al régimen. Lo más 
extraordinario de aquel proceso fue que en muchas de las pa- 
rroquias ganaron casi con unanimidad, con lo que quedaron 
muy reducidas las posibilidades de triunfo de otros eventuales 
candidatos. 
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Fue este hecho —la votación abrumadora en favor de indivi- 
duos desafectos al régimen— lo que motivó a Francisco Javier Ve- 
negas a detener el proceso electoral y suspender otras cláusulas 
constitucionales y a encomendar a la Audiencia una investigación 
acerca de lo ocurrido el 29 de noviembre. Los resultados de los fis- 
cales fueron enviados a España a modo de justificar la interrupción 
de las elecciones. Para empezar, la Audiencia tuvo que fundamen- 
tar su representación. De acuerdo con el régimen constitucional, los 
tribunales debían limitarse a los casos judiciales, pero los oidores no 
hicieron caso de eso. La Audiencia suponía que la entrada en vigor 
de la Constitución no implicaba la derogación de todo el antiguo 
corpus legal hispánico. Sus privilegios y la encomienda que tenía 
de antaño para conservar el reino eran argumentos legales para ha- 
cer la representación. El peligro en que se encontraba el dominio 
español en América era motivo de la mayor importancia para mos- 
trar a las Cortes “cuál es aquí la voluntad general”.1 

Entre otras cosas justificaba la supresión de la libertad de im- 
prenta, amparada en el escandaloso uso que se hizo de ese derecho 
constitucional. Con los insurgentes por todos lados no podía per- 
mitirse que los publicistas dieran a luz obras que atentaran contra 
la dominación ibérica. Pero el asunto de la representación eran los 
hechos relacionados con el primer experimento electoral en Nueva 
España. No sólo en la ciudad de México hubo irregularidades sino 
también en otras plazas. En Veracruz y en Jalapa hubo “intrigas y 
desórdenes escandalosos”; en Toluca los militares europeos fue- 
ron privados del voto; en Querétaro hubo notables “excesos”, pues 
se pretendía que “el pueblo dispusiera del mando militar y de la ar- 
tillería, y después fue necesario anular las elecciones”; en Zacatecas 
entraron incluso algunos insurgentes y en Tlaxcala fue electo para 
la diputación provincial un desafecto al régimen “suspendido del 
ejercicio de los derechos de ciudadano”, el licenciado Bernardo 
González Angulo. 

Más páginas se dedican a las elecciones en México. Varios 
fueron los vicios de que adolecieron y, entre otros, los oidores men- 
cionaban los siguientes: 4) se aumentó la población de la ciudad y 
se redujo la de castas; b) votaron quienes no debían hacerlo, c) hubo 
quienes sufragaron en varias parroquias; d) se distribuyeron listas, 
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escritas por la misma mano, con los nombres de quienes deberían 
salir electos, tan sólo en el Sagrario se recogieron más de mil y se 
supo de cargadores que fueron pagados para repartirlas; e) muchos 
individuos ignoraban, incluso por ser analfabetos, quiénes eran 
los nombrados en las listas, no obstante, así votaron por ellos; f') se 
supo de algún clérigo que llevó a votar a desarrapados y léperos en 
grupo y les dijo por quién; g) en el Sagrario hubo más votos que 
ciudadanos con derecho a voto y hb) no salió electo ningún euro- 
peo ni “americano sobresaliente por su patriotismo”, antes bien, 
todos eran desafectos a España y sospechosos de tener tratos con 
los insurgentes.% Todo esto motivó a que Venegas suspendiera el 
proceso. 

Las prácticas electorales que se dieron durante ese día resultan 
muy ilustrativas acerca de cómo se desarrollaron otros casos de los 
que no se tiene información tan detallada, amén de que permiten 
observar las distintas posibilidades de ocupar los cargos públicos y 
el tipo de cultura política que los permitía. Antonio Annino ha resal- 
tado cómo en las antiguas parcialidades de San Juan y de Santiago, 
ahora integradas al Ayuntamiento de México, los indios asistieron a 
votar y lo hicieron rápidamente: llegaron y se fueron.“ No resulta 
aventurado sugerir que los indios habían hecho “su elección” antes, 
en las casas de comunidad, como tenía asentado su costumbre. El 
hecho de que entre los elegidos hubiera antiguos gobernadores y 
caciques indígenas también resulta significativo: su posición dentro 
de la sociedad tradicional permitió su entrada en la nueva vida po- 
lítica inaugurada por las elecciones. Dentro de la traza, la situación, 
aunque fue distinta presentó una tendencia similar. Allí hubo mu- 
chos eclesiásticos que resultaron electos. Es cierto que en la ciudad 
no había una tradición electoral como en las comunidades indíge- 
nas pero los eclesiásticos, merced a su posición social, pudieron ser 
tomados en cuenta para recibir los votos de los ciudadanos. En las 
propias Cortes se reconocía ese papel de los clérigos como repre- 
sentantes naturales de su grey: el pueblo confiaba en sus directores 
espirituales por eso “han elegido á tanto eclesiástico para represen- 
tantes de la nación” 5 

En las parroquias de Santa Cruz, la Soledad, San Sebastián, 
San Miguel, San Pablo, Santa María y Santa Veracruz los electores 


123] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


fueron casi exclusivamente abogados. Annino ha mostrado bien 
cómo en esas parroquias la difusión de papeletas fue mayor, y tam- 
bién acierta al referirse a la población de esas zonas de la ciudad 
como mestiza y fluctuante. Desde inicios del siglo XVIL, el crecimien- 
to de sectores sociales mestizos había quebrantado la división entre 
la traza de la ciudad de México y las repúblicas indígenas de San 
Juan y de Santiago.5? Esa población no tenía fuertes vínculos con la 
corporativa sociedad del Antiguo Régimen. Los clérigos y abogados 
aprovecharon esa situación social para triunfar en las elecciones. 
Formaban parte del “estrato intermedio” —como dice Annino— o de 
una clase media. Es curioso que Annino termine desechando esta 
hipótesis. Para él “es más realista, quizá, hablar de corporaciones 
—la de abogados lo era— que gracias a los procesos electorales y a 
las guerras civiles, adquirieron un papel y un peso políticos mucho 
mayores de su consistencia social”. Annino se olvida de que en el 
Real Colegio de Abogados había fervientes adeptos de la domina- 
ción ibérica, como el licenciado Juan Martín Juanmartiñena, al lado 
de individuos sospechosos de infidencia, como el antiguo oidor 
Jacobo de Villaurrutia, y hasta decididos partidarios de la Indepen- 
dencia, como Carlos María de Bustamante. Ese cuerpo difícilmente 
podría haber actuado corporativamente en este asunto.% Si es ver- 
dad que había un corto número de abogados y clérigos en Nueva 
España como para representar un peligro para el viejo orden cor- 
porativo —argumento que emplea Annino para negarles consisten- 
cia de “estrato”— también debe tomarse en cuenta al gran número 
de leguleyos, tinterillos, autores de pasquines y periódicos, arrieros 
y hasta religiosos regulares —estos últimos no podían ser electos, 
pero sí incitar a votar por ciertos candidatos— que mantenían estre- 
cho contacto con los grupos más menesterosos de la sociedad y 
tenían amplias clientelas precisamente en esos barrios y parroquias 
con población tan fluctuante.% 

Resulta claro hasta aquí que en las prácticas electorales se 
mostró la permanencia de muchos elementos de la cultura política 
corporativa, pero también es cierto que los nuevos sectores sociales 
que habían surgido en la segunda mitad del siglo XVII tuvieron una 
participación muy importante en estos procesos. Por fin encon- 
traron los medios para hacer presentes sus demandas, negadas por 
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el antiguo orden funcionalista. Es verdad que la población más 
pobre e ignorante fue manipulada por ciertos grupos, pero no debe 
desecharse la opción de que los ciudadanos libremente fueran a 
votar por quienes quisieran, recordemos que, en algunas partes, las 
elecciones fueron competitivas: “se daban votos a favor de uno y 
otro partido”, y que no sólo los criollos y los Guadalupes distribu- 
yeron papeletas, también lo hicieron los realistas, pero a ellos no les 
funcionó. Los ciudadanos prefirieron al otro “partido”.% 

Las indagaciones hechas por las autoridades, la suspensión 
de las elecciones y de la libertad de prensa y la prisión a la que 
fueron confinados algunos electores confirmó a varios individuos 
que por más benéfica que fuera la Constitución y las vías de par- 
ticipación abiertas por ella no se podía confiar en el gobierno pe- 
ninsular que, por todos los medios, se empeñaba en mantener su 
posición superior en Nueva España. Un elector, Carlos María de 
Bustamante, tuvo que escapar de la ciudad de México hacia los do- 
minios insurgentes. Él llevaría la experiencia constitucional a los 
campos de Francisco Osorno, Ignacio Rayón y José María Mo- 
relos: Constitución y, para ponerla en práctica, Independencia. 
Para los realistas la situación era justamente la inversa. Como ex- 
presó la Audiencia en su Representación, toda la felicidad que 
hubiera podido traer la Constitución a Nueva España se veía em- 
pañada por el uso que hicieron los partidarios de la Independencia 
de las nuevas libertades civiles y políticas. 

La situación extraordinaria no podía mantenerse mucho tiem- 
po. Pronto empezaron a oírse algunas voces pidiendo la reanudación 
del proceso para instalar al primer ayuntamiento constitucional. El 
propio Venegas propuso al viejo cabildo propietario que entrara en 
funciones como si fuera constitucional. Los capitulares se negaron 
aduciendo que por haber jurado la Constitución debían abandonar 
pronto sus cargos en beneficio de los electos popularmente. Tam- 
bién hubo solicitudes de los propios electores al corregidor inten- 
dente, Ramón Gutiérrez del Mazo, en el mismo sentido.” Algunas 
posibilidades se dieron para la reanudación del proceso cuando 
Félix María Calleja ocupó el cargo de jefe político de Nueva España 
en lugar de Venegas. El cambio que se veía en Calleja no se debía 
sólo a los posibles vínculos que tuviera ese jefe realista nada menos 
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que con algunos Guadalupes, sino en gran medida por su enemistad 
con el viejo virrey, a quien consideraba incompetente para ocupar 
el puesto. Calleja intentaba conseguir apoyo con una política Opues- 
ta a la de su predecesor. Las nuevas autoridades dejaron libre a Juan 
de Dios Martínez, elector que había sido preso por sospechas de in- 
fidencia y tratos con los insurgentes; también se permitió el regreso 
a la ciudad de México de Jacobo de Villaurrutia, quien había sido 
condenado al exilio. Calleja quiso llegar a un acuerdo con los criollos 
para que al menos hubiera algún europeo en el Ayuntamiento. Po- 
siblemente se entrevistó con ellos y hasta pidió al cabildo eclesiás- 
tico su intervención para persuadir a los electores clérigos de llegar 
a un arreglo. Todo fue inútil. El 4 de abril de 1813 se reunieron los 
electores y nombraron al primer Ayuntamiento Constitucional de la 
ciudad de México: todos los cargos fueron para americanos.% 
Tampoco pudo Calleja postergar por más tiempo la elección 
de diputados en Nueva España. Algunas comunicaciones debió de 
haber recibido Ramón Gutiérrez de Mazo, pues tres días después 
de la formación del Ayuntamiento Constitucional preguntó al jefe 
político qué hacer respecto a las nuevas elecciones. También reco- 
nocía que “está muy adelantado el tiempo en que se deben nom- 
brar Diputados a Cortes” por lo que sugería que se iniciara el pro- 
ceso electoral. En octubre de 1812, tras recibir las instrucciones 
para realizar elecciones en Nueva España y haber jurado cumplir 
las disposiciones de la Constitución de Cádiz, Francisco Javier Ve- 
negas se dispuso a formar la junta preparatoria correspondiente a 
la provincia de Nueva España. Quedó integrada por Venegas, en 
su calidad de jefe político; por José Mariano Beristáin como la más 
alta autoridad eclesiástica que a la sazón había en la ciudad; por Ra- 
món Gutiérrez del Mazo, intendente corregidor de México; por Juan 
Cervantes Padilla, primer alcalde ordinario del ayuntamiento; por 
el regidor decano José Antonio Méndez Prieto; por el alcalde del 
crimen José María Fagoaga; por el mariscal de Castilla y por el conde 
de Bassoco, estos últimos en calidad de buenos vecinos. La jun- 
ta estableció el número de diputados que por provincia debían ir 
a las Cortes: catorce propietarios y cuatro suplentes, y siete para 
la diputación provincial. También determinó que los vocales para la 
diputación que hubieren resultado de las juntas de provincia de- 
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bían reunirse en la ciudad de México el primero de febrero de 1813 
para dar inicio a las sesiones. Al iniciar abril nada de esto 
se había hecho. 

Calleja no iba a permitir que se repitieran los hechos que tanto 
desprestigio ocasionaron a su antecesor. Para empezar, quiso excluir 
efectivamente a las castas del derecho al voto. Por eso, pidió a los cu- 
ras de cada parroquia un informe acerca del número de fieles que 
había en ellas. También ordenó al Ayuntamiento un censo. Con estos 
datos podría tenerse una idea clara no sólo del número de votos que 
debían recibirse en cada parroquia, sino hasta del número de electo- 
res de parroquia, de partido y de diputados que debían elegirse. No 
sólo en la ciudad de México debían hacerse los censos, el 12 de abril 
se extendió la orden a toda la provincia, con la salvedad de Oaxaca, 
recientemente ocupada por los insurgentes, pero serían las Cortes 
quienes dictaminarían al respecto de ése y otros lugares fuera del 
control realista. Una nueva orden del día veinte prevenía a las inten- 
dencias de la provincia que realizaran los comicios, Los vocales de la 
Diputación Provincial deberían presentarse en junio en la capital. 

Mientras que en otros lugares de la intendencia ya se habían 
celebrado los primeros comicios, en la ciudad de México todavía 
pasaría algún tiempo antes de que Gutiérrez del Mazo publicara el 
bando de convocatoria para la elección. En Pachuca, por ejemplo, 
desde marzo de 1813 se tenían ya los nombres de los electores pa- 
rroquiales. Aún así había problemas. Consideraban que su proceso 
iba muy retrasado pues creían que los electores de partido debían 
estar en México para el primero de marzo, lo cual no pudo verifi- 
carse. Lo peor es que no podrían salir de inmediato pues los insur- 
gentes habían “invadido los caminos”. El presidente de la junta elec- 
toral de Pachuca, José Romualdo Gutiérrez, preguntaba a Gutiérrez 
del Mazo qué hacer, si enviar a sus electores con el retraso o sus- 
pender el proceso. Al parecer, esta última opción era la preferida 
por don José Romualdo, pues ya desde las elecciones para ayun- 
tamientos, al igual que en México, habían sido ganadores muchos 
simpatizantes de los insurgentes.% No serían los únicos casos. Tiem- 
po después por Tlaxcala llegaría a la Ciudad de México el licencia- 
do Bernardo González Pérez de Angulo. El 25 de julio se eligieron 
diputados a Cortes en Tlaxcala y al día siguiente se nombró al dipu- 
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tado provincial “con universalidad de votos”. Según González, él 
salió de “una vida obscura que me adaptaba, y espongo mis inte- 
reses á mayores sacrificios” al servir como diputado. No sería tan 
oscura su vida, pues llegando a México su elección fue anulada 
y él apresado.% Su delito fue haber redactado la representación 
que el cabildo eclesiástico mexicano envió en favor de la inmuni- 
dad del clero. Es posible que también se pensara que era desafec- 
to al gobierno, lo cual explicaría la inquina con que se le trató. Al 
parecer, el sistema representativo y los otros procesos electorales 
dieron pie para que muchos individuos opuestos al régimen se 
expresaran, lo cual resulta lógico: el desafecto no era en realidad 
contra España sino a que los españoles gobernaran estas tierras, 
el sistema representativo permitiría que los naturales se goberna- 
ran aun cuando lo hicieran desde las Cortes en la Península. 

En la ciudad de México las cosas no fueron muy distintas. El 
bando de Ramón Gutiérrez del Mazo había establecido que las elec- 
ciones parroquiales no serían el mismo día, sino que estarían repar- 
tidas entre los días 4 y 7 de julio según la parroquia. Pretendía que 
se pudiera tener mayor vigilancia y evitar así los desórdenes, cosa 
que sí logró. En esa ocasión hubo tranquilidad en la ciudad, pero 
todos los compromisarios y los electores de parroquia fueron ame- 
ricanos y algunos de ellos eran sospechosos de infidencia. Algo 
parecido ocurrió con las elecciones del partido de México, aunque 
no se registraron desórdenes, sí hubo irregularidades, por ejemplo 
“algunos defectos puramente de formalidad ó solemnidad, como la 
falta de firmas de compromisarios y otros”. En esa elección salieron 
triunfadores con mayoría de votos los miembros de los Guadalupes, 
José María Alcalá y Francisco Manuel Sánchez de Tagle.% 

Por las mismas fechas se celebraron las elecciones en loca- 
lidades cercanas a la ciudad de México donde, pese a tener menos 
datos, también puede notarse que hubo gran participación popular: 
en Actopan, al noroeste de Pachuca, la reunión de los electores 
parroquiales para designar a los del partido fue calificada de “cumu- 
losa”; en la villa de Guadalupe, hubo “más de ochocientos indivi- 
duos [que] propusieron treinta y un sujetos” como compromisarios.6 
Al igual que en estos lugares, para el 9 de julio se tenían noticias en 
México de otros diecinueve partidos que eligieron 26 electores. 
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Pero también se sabía de otros siete partidos que debían enviar a 
México ocho electores en conjunto y todavía no lo hacían; de tres más 
nada se sabía; otros dos partidos no enviarían los tres electores que 
les correspondían por “estarse restableciendo el orden que se había 
perdido por la insurrección”, y ocho más estaban ocupados por los 
insurgentes. En total podían hacer la elección de la provincia 26 
electores, pero faltaban veinticuatro.% 

Hay además en el archivo las actas y certificaciones de Ixtla- 
huaca, Texcoco, Tula, Chalco, Teotihuacán, Coatepec, Toluca, Tacu- 
ba, Xochimilco, Tulancingo, Ixmiquilpan, Mexilcancingo, Lerma, 
Coyoacán, Cuernavaca, Metepec, Cuautla Amilpas, Pachuca, Tenango 
del Valle y Tetepenango, todos en la provincia de México. Desgra- 
ciadamente las actas no son tan completas como las de Actopan o 
Guadalupe y no es posible saber si hubo irregularidades o siquiera 
el número de los votos. Seguramente sí habrán ocurrido ciertas 
anomalías, pues se harían presentes en la junta de electores de par- 
tido que se celebró en México el 16 de julio de 1813. Las certifica- 
ciones fueron aprobadas sin mayor contratiempo pese a algunas 
extrañezas que contenían. La falta de electores —faltaban casi la mi- 
tad— tampoco fue inconveniente para continuar con el proceso, 
aunque hubo algunas protestas por parte de los pocos peninsulares 
que alcanzaron a llegar a tal nivel de elección. El día 18 se eligieron 
los diputados a Cortes, con votación abrumadora en favor de los 
americanos. La mayoría de los diputados eran abogados y cléri- 
gos y sólo el marqués del Apartado era propietario. Alamán indicó 
que estas elecciones sentaron varios precedentes para el sistema 
representativo mexicano, pues se pasaron por alto las irregularida- 
des en las certificaciones de los electores y fueron los abogados y 
los clérigos quienes ocuparon los cargos representativos y no los 
propietarios, quienes tendrían razones para intervenir en la cosa 
pública. Para vocal en la Diputación Provincial resultó electo nada 
menos que José Miguel Guridi y Alcocer, quien fuera uno de los más 
activos americanos en las Cortes de Cádiz. 

Por las irregularidades vistas en la elección, nuevamente se 
iniciaron procesos para averiguar qué ocurrió, Calleja no pudo anu- 
lar los comicios, pero sí empleó todos sus medios para evitar la sali- 
da de los diputados rumbo a España. El hecho de que fueran en su 
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mayoría abogados y eclesiásticos que dependían para sobrevivir de 
su carrera, sirvió al jefe político para retenerlos. Ellos no tenían re- 
cursos para ir y las autoridades no se los darían. 

En otras partes del virreinato también hubo elecciones. Por 
desgracia es menor la información que dejaron. Cuando mucho se 
cuenta con los nombres de quienes resultaron electos y algunos 
otros datos. En Puebla, por ejemplo, al parecer no hubo contratiem- 
pos, salvo que el síndico de la ciudad supuso que le correspondían 
nueve diputados y no siete. Al final tuvo que aceptar su error, pero 
lo había hecho de buena fe: su misión era hablar por toda la provin- 
cia, “teniendo voz por propio oficio”. Casi todos los electos fueron 
también clérigos y abogados, aunque aquí sí se eligieron algunos 
europeos.% En Orizaba, la mayor extrañeza fue la falta de censos ac- 
tualizados, que no pudieron realizarse. También faltaron algunos 
electores parroquiales en la junta del partido, por estar “los cami- 
nos interceptados” por gavillas insurgentes. Lo que en el centro-sur 
del virreinato hacían los insurgentes —retrasar la llegada de electo- 
res—, en el norte lo hacían las distancias. En Zacatecas no se tuvie- 
ron los diputados a Cortes y vocales de la Diputación hasta septiem- 
bre de 1813. Allí también dominaron los eclesiásticos.” El número 
de clérigos no puede ser determinado en todos los casos, pues sólo 
en ocasiones se especifica el oficio, pero el grado es un indicativo, 
al menos, del elevado número de juristas, civiles o eclesiásticos, y 
la baja presencia de milicianos y propietarios. En Guadalajara, de 
veintiséis electores de partido que se reunieron para designar a 
los diputados, dieciséis eran curas párrocos. En el resto había un sub- 
delegado y un capitán de patriotas. Los diputados fueron todos doc- 
tores y licenciados, religiosos y abogados. El 20 de septiembre abrió 
sus sesiones la Diputación Provincial, presidida por el jefe político 
José de la Cruz.”! 

Otro asunto de la mayor importancia es que se hubiera infor- 
mado al “virrey” Calleja de estos actos, incluso cuando quedaran 
fuera de su jurisdicción. Aun en ciertos casos Calleja pidió informes 
a algunos de sus subordinados o amigos. San Luis Potosí es ejemplar: 
Manuel Fernando Ortiz de Zárate, capitán retirado que había servido 
bajo las Órdenes del ahora jefe político, denunció todas las irregula- 
ridades que ocurrieron durante los distintos pasos de las elecciones 
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en aquel lugar. Indicó que hubo más votos de los que debió haber 
y que muchos electos simpatizaban con los rebeldes. Acusó espe- 
cialmente a las juntas electorales como causantes de esos desmanes. 
Terminaba pidiendo “ante la soberanía [sid de V. E.” la intervención 
de las autoridades y la anulación de los comicios.?? 

Los problemas para las autoridades no concluyeron. Todavía 
en diciembre de 1813 debían renovarse la mitad de los cargos muni- 
cipales y, especialmente, empezar el proceso para enviar diputados 
a las Cortes ordinarias de 1815-1816. En la ciudad de México, las elec- 
ciones se realizaron los días 5 y 7 de diciembre. Las actas no mues- 
tran irregularidad alguna, pero tanto los compromisarios como los 
electores fueron otra vez americanos.” Tampoco hay muchos da- 
tos acerca de las elecciones de partido. Fue hasta los meses de mar- 
zo y abril de 1814 cuando la reunión de los electores de partido dio 
a los nuevos diputados. En México sobresalen algunos nombres: 
José Antonio Cristo, conocido partidario del Ayuntamiento en las 
jornadas de 1808; José María Fagoaga, Juan Bautista Arechederreta, 
Manuel Sotarriva, Francisco Manuel Sánchez de Tagle e Ignacio 
Adalid, entre otros.” 

En otros lugares también se llevaron a cabo comicios. En Ve- 
racruz se hicieron, aunque el diputado electo estaba algo confun- 
dido sobre si fue electo para el periodo ordinario de 1813-1814 o 
para el de 1815-1816. En aquella provincia sucedió un hecho curioso: 
como los insurgentes seguían ocupando los caminos, muchos elec- 
tores de diferentes partidos no pudieron llegar a tiempo a Veracruz, 
de manera que el síndico procurador ocupó sus lugares. Así se 
volvió representante de los partidos de Córdoba, Xalacingo, Musan- 
tla, Papantla y Tampico.”? Otra vez este cargo se mantenía como re- 
presentante natural, merced a viejas disposiciones que nada debían 
estar haciendo en un régimen constitucional. No sólo en Veracruz 
hubo permanencia de la antigua cultura política, en las elecciones 
celebradas en mayo en Tantoyuca sólo asistieron los electores pa- 
rroquiales de los “pueblos principales”.?% En Puebla y en Guadala- 
jara volvió a repetirse el alto número de clérigos electos diputados 
a Cortes o provinciales.?7 En todas estas elecciones hubo poca dis- 
persión del sufragio: casi todos los electos lo fueron con “pluralidad 
de votos”, o sea, con mayoría absoluta y en ocasiones abrumadora. 
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En las ciudades norteñas ocurrió lo contrario, quizá por las enormes 
distancias que hacían poco conocidos a individuos notables de una 
comunidad en otra. También es importante que aun cuando en ciu- 
dades como San Luis Potosí o Zacatecas hubo electos clérigos y 
abogados, aquí parece que no fueron mayoría. Hubo más milicia- 
nos y propietarios.” Los diputados electos en esta ocasión tendrían 
poderes ilimitados, serían representantes de la nación y no de cier- 
tos grupos o cuerpos, pero no alcanzaron a ocupar sus curules. De 
hecho, muchos de los electos para las Ordinarias de 1813-1814 no 
pudieron salir de Nueva España. Poco después caería el régimen 
constitucional. 


Corolario 


El establecimiento del parlamentarismo en Occidente ha sido inter- 
pretado, y no sin razón, como uno de los medios más eficaces de la 
burguesía para acceder al poder. El Antiguo Régimen presentaba 
dos obstáculos para el completo desarrollo de esa clase emergente: 
a) el viejo sistema de privilegios que si bien beneficiaba a unos 
cuantos dejaba fuera a todos los demás y b) la soberanía exclusiva 
del monarca, lo cual siempre dejaba un margen de arbitrariedad en 
las decisiones políticas que a veces podía afectar gravemente sus 
intereses. La declaración de la igualdad fue el primer paso dado 
para acabar con el antiguo régimen. La igualdad propició, de entra- 
da, dos cambios de gran importancia: la legislación igual para todos 
eliminó los privilegios y garantizó un mínimo de derechos para 
todos los ciudadanos. También evitó que algún individuo preten- 
diera ser soberano, es decir, estar sobre los demás. La igualdad ase- 
guró que nadie tuviera una legitimidad que no fuera la emanada de 
la “soberanía nacional”. 

El ejercicio del poder quedó desde entonces en quienes ha- 
blaran en nombre del pueblo o que dijeran expresar su voluntad. 
Fue precisamente esa clase ascendente la que ocupó el poder. Sin 
embargo, la historiografía en Hispanoamérica sobre el tema no ha- 
bla de una burguesía ascendente ni siquiera de una clase social des- 
vinculada del orden corporativo. Los estudios al respecto prefieren 


[132] 


LA PRIMERA EXPERIENCIA CONSTITUCIONAL 


emplear términos como elite u oligarquía. Sin embargo, muchos de 
los que participaron en los procesos que condujeron al sistema repre- 
sentativo en Nueva España estaban lejos de ser parte de la oligarquía. 
Individuos como Carlos María de Bustamante —quien fuera elector 
en 1812 y tantas veces diputado después— no eran miembros de la 
elite novohispana, pero sí de un sector social “medio” que no entra- 
ba en el orden corporativo —había un Real Colegio de Abogados, 
pero en el momento de la Independencia estaba tan dividido por 
posiciones políticas que difícilmente hubiera podido actuar como 
cuerpo—. Una gran cantidad de párrocos se encontraba en la mis- 
ma situación, dada la cercanía que tenían con sus feligreses y las tra- 
bas que les ponía el régimen para prosperar. Los propietarios del 
norte del virreinato también estarían en un caso parecido. Inclusive 
algunos comerciantes; aunque no, por supuesto, los de la Ciudad 
de México, grupo privilegiado del consulado, sino los de Veracruz 
O Guadalajara, que si bien tenían su propia corporación, habían lo- 
grado prosperar gracias a la pérdida de privilegios del consulado 
mexicano y al comercio libre —legal y de contrabando— con Esta- 
dos Unidos y la Gran Bretaña. No se puede negar la importancia de 
los grupos oligárquicos en Nueva España, pero vale la pena apun- 
tar que el desarrollo de las instituciones políticas en México hacia el 
sistema representativo le debe mucho, también, a amplios sectores 
burgueses que no necesariamente pertenecían a la elite. 

Si en Nueva España, y después en el México independien- 
te, hubo pocos propietarios ocupando los puestos representativos 
—<como se quejaba Alamán— y sí en cambio muchos abogados y 
clérigos, no por eso se debe pensar que el nuestro fue un caso atí- 
pico en la historia del parlamentarismo en Occidente. Tras la In- 
dependencia, en los Congresos estatales, muchos propietarios sí 
ocuparon esas curules, especialmente en el norte del país. Incluso 
en aquellos Congresos donde hubo abogados y clérigos, las leyes 
que realizaron tendían a la descorporativización de la sociedad y, 
particularmente, de la tenencia de la tierra: demanda tan propia de 
una burguesía preindustrial. La Diputación Provincial de Guadalaja- 
ra tenía representantes del alto clero, la gran burocracia, los terrate- 
nientes y los comerciantes del Consulado; cuando se convirtiera en 
Congreso legislaría obviamente en consecuencia con los grupos 
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que la integraban.?? En Yucatán, los miembros de los sectores privi- 
legiados no sintieron ningún temor de perder el poder por la Cons- 
titución de 1812. Quizá, lo que más les inquietó fue la concesión de 
derechos a los indios, pero mientras éstos siguieran trabajando de 
manera subordinada para ellos no habría problema. Es más, el tra- 
bajo libre de los indígenas resultaba más provechoso que los repar- 
timientos de trabajadores hechos por las autoridades. La diputación 
provincial quedó en manos de miembros del alto clero, de hacen- 
dados y otros propietarios que no estaban interesados en mudar su 
situación social, salvo para beneficiarse aún más. Uno de los re- 
presentantes yucatecos más radicales, el diputado electo para las 
Cortes, Pedro Manuel Regil, estaba por restituir a los indios sus tie- 
rras, pero no de forma comunal sino respetando los “derechos de 
propiedad” de los cuales, según él, habían sido despojados. 

Los indígenas fueron integrados por la Constitución a la cate- 
goría de ciudadanos, individuos regidos por el derecho común y 
no por privilegios segregadores. Formaron ayuntamientos constitu- 
cionales y participaron en las elecciones como cualquier otro ciuda- 
dano. Resulta lógico que en aquellas municipalidades compuestas 
mayoritariamente por indios, fueran los electos en su mayoría natu- 
rales. Los problemas se presentarían en ayuntamientos mixtos. Por 
ejemplo, en la ciudad de México, que integró en su ayuntamiento 
las viejas y ahora extintas parcialidades de San Juan y de Santiago, la 
mayoría de los regidores fueron criollos, pese al indiscutible peso 
de los naturales de la ciudad. En las elecciones realizadas en 1812 
sólo Dionisio Cano Moctezuma y Francisco Galicia, ex gobernado- 
res indígenas, fueron electores y en el primer cabildo constitucional 
sólo estuvieron los indígenas representados por el propio Galicia y 
por el ex gobernador de Santiago, José Santos Vargas Machuca. En 
las elecciones para las primeras Ordinarias, Dionisio Cano Moctezu- 
ma fue diputado, pero más bien parece que lo fue por las presiones 
de algunos peninsulares para enviar a España a algún natural y por- 
que estaba muy relacionado con los grupos disidentes de la Ciudad 
de México. No obstante su presencia en el ayuntamiento constitu- 
cional, éste Órgano no veló por los intereses y necesidades de los 
indígenas. Durante la epidemia de 1813, los indios no fueron aten- 
didos en las juntas municipales de salud y pronto tuvieron que orga- 
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nizarse ellos mismos, lo cual fue echado en cara al cabildo.*? Las 
Cortes tampoco lo harían. En 1813, la ciudad de Tlaxcala se oponía a 
“las pérfidas leyes de las Córtes” y hasta planteaba la posibilidad de 
separarse de España, coronar a un rey indígena y unirse a Morelos 
y los insurgentes contra la legislación igualitaria que los despojaba 
de sus privilegios. Así como ésta, después habría muchas protestas de 
indígenas por sus tierras, que estaban siendo “liberadas” por los 
abogados y clérigos que ocupaban los Congresos, en pro de una 
reforma social que beneficiara a los pequeños propietarios.* 


Los fueros del monarca 


Las políticas claramente burguesas que estaban llevando a cabo los 
diputados españoles no fueron del gusto de todos. Algunos cuer- 
pos, temerosos de perder sus privilegios, hicieron representacio- 
nes a las Cortes para evitar el camino elegido por la mayoría de los 
legisladores. En la república de Tlaxcala se coló la infidencia, pues 
desconfiaban del código gaditano y del nuevo orden. El sistema 
representativo fundamentado en la igualdad de los individuos ex- 
cluía la representación de intereses corporativos. Los miembros de 
los cuerpos estaban representados como ciudadanos, pero veían 
peligrar muchos de sus privilegios, y los derechos constitucionales 
no siempre resultaron ser sustitutos aceptables de aquéllos. Para 
las protegidas comunidades indígenas o para los privilegiados 
consulados, la ausencia de la representación funcional resultaba 
harto dañina: no se tomaban en cuenta sus intereses corporativos 
en las Cortes. En otros términos, la nueva legislación estaba aten- 
tando contra las tierras comunales, contra los monopolios comer- 
ciales o contra viejos privilegios feudales —en la Península—. En 
Nueva España la falta de representación en el gobierno imperial 
podía llevar al rompimiento con la metrópoli. Los tlaxcaltecas pen- 
saron esto último. Podían argúir que el Soberano no cumplía con 
su deber —hacer justicia, salvaguardar los privilegios corporativos 
y procurar la salvación de sus súbditos—, en términos más sim- 
ples: la sociedad novohispana estaba integrada en su mayoría por 
hombres que dependían para su subsistencia o para su opulencia 


[135] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


de las corporaciones —es cierto que también había surgido una 
clase emergente opuesta al viejo orden y políticamente era muy 
activa, pero pese a su crecimiento seguía en minoría frente a los 
otros sectores sociales—, las Cortes españolas ignoraron esa reali- 
dad o quisieron transformarla con la sola fuerza de la ley, de modo 
que los grupos corporativos novohispanos, al no ver representados 
sus intereses en el nuevo gobierno, rompieron con él. Los tlaxcalte- 
cas estuvieron a punto de hacerlo desde 1813, pero la restauración 
real del año siguiente los mantuvo fieles. 

En la Península ocurría lo propio. Allá también estaban en 
juego privilegios corporativos, además de los feudales. Ya desde las 
Cortes hubo manifestaciones contra la abolición del feudalismo en 
España y fuera de ellas hubo fuerte oposición.% Es verdad que los 
ejércitos franceses no daban muchas oportunidades a los grupos pri- 
vilegiados para protestar contra las medidas del nuevo gobierno. 
Los liberales españoles habían hecho su revolución contra los inva- 
sores gabachos. Si una revolución implicaba violencia, un estado de 
guerra capaz de otorgar al hombre armado la plena libertad sobre 
su destino y al pueblo en armas la soberanía, qué mejor que ésta 
fuera contra invasores y no una guerra civil. El problema al que se 
enfrentaron las Cortes fue que, pese a su patriotismo, sus principios 
eran muy parecidos a los de las heréticas asambleas francesas. De 
hecho, el pueblo español adquirió su soberanía al tomar las armas 
contra los franceses, pero no estaría dispuesto a aceptar las doctri- 
nas liberales. Los viejos favorecidos y los católicos guerrilleros triun- 
fantes se aprestaron a defender a su rey, su religión, su patria y sus 
privilegios. El triunfo español no fue el de los liberales. Los dipu- 
tados de las Cortes se dieron cuenta muy pronto de que la Vendée 
hispánica sería todo el reino. 

El imperialismo francés terminó en 1814. Napoleón se retira- 
ba y las potencias contrarrevolucionarias decidían que la soberanía 
de los monarcas no se debía al pueblo sino a Dios. Desde Viena se 
dictaban las medidas para reestablecer, en la medida de lo posible, 
el orden anterior a 1789. España no debería regresar tan atrás, con 
recuperar 1808 bastaría. El deseado regreso del Deseado preparó el 
camino. Fernando VII no estaría dispuesto a compartir su soberanía 
y muchos grupos privilegiados no soportaban las políticas de las 
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Cortes. La alianza apareció de manera natural. Aunque las Cortes 
habían establecido la pronta jura del rey a la Constitución, éste fue 
persuadido por el Segundo Ejército en Aranjuez de que entrara en 
Madrid con gran pompa, pues eso ocasionaría el regocijo popular 
y le sería más fácil contar con ese apoyo tan indispensable. El del 
ejército ya lo tenía, por supuesto. Para esos momentos no era un 
secreto que el monarca se oponía en todo a cualquier medida cons- 
titucional o a la representación política. Según Fernando VII, las 
ideas democráticas adoptadas por los franceses habían sido las cau- 
santes de tantos males sociales y políticos, de modo que se com- 
prometía a desterrar esas ideas de España. 

La noche del 10 al 11 de mayo de 1814 fueron disueltas las 
Cortes. El día 12 se hizo pública una Representación dirigida al rey, 
hecha por algunos diputados.*” El propio monarca había decretado 
su publicación, con lo que, de alguna manera, aceptaba las pro- 
puestas de aquellos congresistas. El Manifiesto de los Persas, firma- 
do entre otros por el poblano Antonio Joaquín Pérez Martínez, ha 
sido visto tradicionalmente como la súplica hecha por los absolutis- 
tas al rey para que volviera a tomar todas las riendas del Estado y 
gobernara tal cual lo habían hecho sus antecesores en el trono, es 
decir, pretendían ignorar todos los acontecimientos recientes y vol- 
ver a la situación anterior a 1808. Sin embargo, una atenta lectura 
nos muestra que más que absolutistas, los diputados se adherían al 
constitucionalismo histórico, ya propuesto por Jovellanos, y por lo 
tanto aceptaban algún tipo de representación social —no política— 
emparentada con el pactismo. Para empezar, ninguno de los ahora 
ex diputados renegaba de su carácter de representante, sólo que en 
vez de serlo de la nación se limitaban a serlo de los cuerpos que los 
eligieron: eran procuradores. En tanto apoderados de las provincias 
o ayuntamientos que los eligieron se atrevieron a representar ante 
el soberano, es más: osaron hacer sugerencias a Fernando VII, una 
de ellas, repudiar la Constitución de Cádiz. La principal queja pre- 
sentada al monarca no fue que se hubieran reunido las Cortes, sino 
que lo hicieron de una manera anómala, distinta de la tradición. 
Mientras que las antiguas Cortes eran juntas de procuradores que 
pedían y representaban a sus corporaciones ante el soberano, las de 
Cádiz establecieron que no había más soberano que la nación y 
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ellas eran las únicas capacitadas para ejercerla. El principal delito de 
los constituyentes fue despojar al rey de su soberanía y violar los 
privilegios de las venerables corporaciones.* 

Incluso el rey estuvo dispuesto a convocar a Cortes, aunque 
a las tradicionales. Tampoco se abstuvo de pedir a los ex diputados 
que representaran a sus provincias y que le expusieran a él los pro- 
blemas y las solicitudes de cada una. Sin embargo, no trató igual a 
todos los antiguos legisladores: a algunos, como Manuel Cepero o 
Joaquín Maniau les ofreció la oportunidad de “poder representar a 
Vuestra Majestad” las encomiendas hechas por sus provincias. Con 
la mayoría de los americanos se portó igual, en la consideración de 
que las insurrecciones de este continente podrían solucionarse con 
la debida actuación del monarca. Por eso solicitó a los representan- 
tes de América que actuaran como procuradores de sus ciudades 
y le trasmitieran sus peticiones. Pero a otros ex diputados ni siquie- 
ra les dio oportunidad de expresarse. Tal es el caso de Miguel Ramos 
Arizpe, que puede ser ilustrativo acerca de las razones de Fernando 
VII contra las Cortes en su sentido moderno. 

Según la Certificación de la causa, el ex diputado por Coa- 
huila y otros de sus colegas eran acusados por “abusos en los encar- 
gos que obtuvieron por varias provincias en las llamadas Cortes”,8 
Vale la pena detenerse en este argumento. Los diputados no fue- 
ron acusados por representar a sus provincias, sino por excederse 
en las instrucciones que éstas les habían dado. Es decir, Fernando 
VII y sus fiscales estaban pensando en que el papel al cual debieron 
limitarse los diputados era al de meros procuradores o apoderados 
encargados de llevar a las Cortes las peticiones y la exposición de 
las necesidades de sus provincias para que el soberano tuviera a 
bien otorgar mercedes y privilegios. No obstante varios diputados 
sí que llevaron esas instrucciones y se limitaron a proponerlas: 
muchos hispanoamericanos así lo hicieron. Pero hubo otros que 
quisieron introducir novedades. La principal acusación contra los 
diputados fue que quisieron representar a la nación soberana: ése 
fue su auténtico delito. Quisieron ser legisladores, legitimados en 
la libre elección y delegación hecha por los ciudadanos. Esta pre- 
tensión los llevó a usurpar la soberanía del rey y a promulgar una 
Carta que exponía las peligrosas ideas nacidas en la Asamblea 
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revolucionaria francesa. Eran culpables de “querer llevar adelante 
las nuevas instituciones”? 

Fernando VII no quería novedades: negaba que la soberanía 
radicara en la nación y por lo tanto que los diputados elegidos en 
las provincias se consideraran representantes de ésta, capaces, 
reunidos en cuerpo, de ser delegados de la soberanía; es decir, se 
opuso al establecimiento del régimen representativo moderno, aun- 
que permitió y hasta propuso que los diputados le representaran 
a él las peticiones de los cuerpos que los eligieron. En el Decreto 
de Valencia del 4 de mayo, el rey expuso claramente su idea de la 
representación, del todo funcional y completamente alejada de 
la representación política moderna. Afirmó que trataría con los 
procuradores de España e Indias, pero sólo en “Córtes legítima- 
mente congregadas” pues hubo defectos en la convocatoria para 
las Extraordinarias y, por supuesto, todavía más en los reglamentos 
constitucionales para las Ordinarias.? 

El Decreto de Valencia fue publicado en México el 17 de 
agosto de 1814. Por bando, Calleja informó al público que a par- 
tir de aquel momento debían ignorarse todas las medidas realiza- 
das por las Cortes. El virrey hizo hincapié en que las intenciones 
de Fernando VII eran “afianzar el bien y felicidad de sus fieles y 
amados vasallos, por medios que no están ni pueden estar en los 
principios democráticos que acaba S. M. de abolir”.22 Quedaba no 
sólo abolida la Constitución sino hasta prohibido hablar al res- 
pecto de ella o de las viejas Cortes. Ni siquiera se podían poner en 
duda las legítimas facultades del monarca para decretar tal abo- 
lición, pues los súbditos debían conformarse “y prestar una ciega 
obediencia á las Soberanas decisiones de S. M.” Calleja envió un 
pliego al Ayuntamiento de México en el que exigía que respon- 
diera si reconocía o no la soberanía de Fernando VII como rey de 
España e Indias. El Ayuntamiento, quizá sin mucho júbilo, aceptó 
el reconocimiento: no tenía otra opción. Aunque los capitulares 
prefirieran el régimen constitucional y algunos fueran incluso par- 
tidarios de la Independencia y, por tanto, desafectos al régimen. 
El ayuntamiento como institución no podía servirles para realizar 
sus planes. Tampoco tuvo Calleja problemas en disolver las ins- 
tituciones constitucionales en el resto del virreinato, y aunque 
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mandó aumentar la vigilancia en la ciudad de México no ocu- 
rrió nada.% 

En Guadalajara, la abolición de la Constitución ocasionó algún 
descontento, pero no hubo mayores problemas. El jefe político, José 
Cruz, pudo disolver las instituciones constitucionales sin protestas. 
En Yucatán, la Diputación Provincial colaboró de buena manera 
con el jefe político, aun antes de que fuera oficialmente conocido el 
Decreto real. Los vocales de aquel cuerpo tuvieron noticias el 21 
de julio de 1814 de que Fernando VII “reasumió la soberanía de que 
ilegalmente pretendieron despojarle las tituladas córtes generales 
y extraordinarias de la nación”. La “odiosa” Constitución debía ser 
abolida. Los diputados provinciales se apresuraron a disolver los 
ayuntamientos constitucionales y, al final, se separaron de sus car- 
gos.% Es fácil suponer, como hacen varios autores, que la supresión 
constitucional ocasionó consternación entre los miembros de los 
cabildos constitucionales y diputaciones provinciales, sin embargo, 
no es posible documentar este aserto. En Valladolid, por ejemplo, 
los capitulares —según Carlos Juárez— resintieron la pérdida cons- 
titucional pues esto significaba “dar marcha atrás en el reloj de la 
historia [sic], reiniciando el obsoleto y vilipendiado proceso de ocu- 
par los puestos del cabildo a perpetuidad, sin más mérito que tener 
una regular fortuna para adquirirlos en almoneda pública”. No 
obstante que quedaban muy pocos de los concejales propietarios 
—los peninsulares salieron cuando Hidalgo ocupó la ciudad—, el 
cabildo propietario se instaló de nuevo. 

Resulta difícil documentar que las instituciones constitucio- 
nales no protestaron por la abolición del régimen constitucional y 
representativo. No podían hacerlo: durante su existencia habían 
quedado dominadas por los jefes políticos, quienes tuvieron a 
bien no aplicar completamente las normas liberales y estaban an- 
siosos por recuperar el mando sin cortapisas, amén de que muchos 
de ellos, por el estado de guerra, tenían mando de tropas, motivo 
más efectivo para que las autoridades civiles no protestaran. Sin 
embargo, parece que fuera de estas instituciones sí hubo manifes- 
taciones de descontento y acción contra la medida real. Los co- 
merciantes y los regidores de Veracruz ofrecieron resistencia a la 
abolición de la Constitución. “A diferencia de los demás”, nos dice 
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Alamán, el cabildo de Veracruz estaba dominado por comercian- 
tes, en su mayoría peninsulares adictos al régimen constitucional, 
por lo que enviaron una representación al gobernador Quevedo, 
quien no obstante se apresuró a cumplir las Órdenes de abolición 
constitucional. Los capitulares se vieron obligados a reunirse de 
manera clandestina, puesto que legalmente no podían hacer nada: 
el ayuntamiento fue disuelto,% 

El caso de mayor oposición al Decreto de Valencia fue el ve- 
racruzano, donde había individuos que se habían beneficiado con 
el fin de los monopolios, especialmente del mexicano. Sin embar- 
go, también tuvieron que someterse. Legalmente no pudieron hacer 
otra cosa y su actuación futura sería fuera de las instituciones: cons- 
piraron. Algunos otros se habrán sentido atraídos por la alternativa 
insurgente también constitucional. Otros más aguardaron en secre- 
to y se mantuvieron en contacto con descontentos peninsulares. 
Desde 1813, según el doctor Mora, se instalaron en México logias 
del rito escocés antiguo y aceptado. La mayoría de los iniciados eran 
peninsulares y muchos de ellos fueron militares que llegaron ese año 
para sofocar a los insurgentes. Algunos mexicanos entraron también 
en ellas, como José María Fagoaga, Tomás Murphy e Ignacio García 
Illueca. Según Mora, tras la abolición de la Constitución, las logias: 


empezaron a hacer prosélitos, a difundir la lectura de miles de libros 
prohibidos, y a debilitar por una serie de procedimientos bien calcu- 
lados, la consideración que hasta entonces había tenido el clero en la 
sociedad; y se manejaron con tales reservas y precauciones que 
la Inquisición no tuvo ni aun sospecha de que existían.” 


El doctor Mora no nos dice nada más acerca de su actuación y cabe 


hacer notar la falta de un estudio acerca de aquel sexenio abso- 
lutista en Nueva España, pues todavía no lo hay. 
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..basta ese momento yo había creído que las revoluciones 
eran sucesos que ocurrían en el extranjero. 


Matías Chandón, luego de 
entrevistarse con el licenciado Manubrio, en 
JORGE IBARGUENGOITIA, Los pasos de López 


Nueva España participó de una manera entusiasta y activa en las 
transformaciones que se realizaron durante el primer periodo cons- 
titucional español. Los cambios en el orden tradicional que vimos ini- 
ciar en 1808 llevaron al establecimiento del sistema representativo 
en amplias regiones del virreinato. Tras el frustrado intento del 
Ayuntamiento de la ciudad de México por erigir una Junta General 
en el reino y reclamar derechos de autogobierno, las ya estableci- 
das juntas peninsulares invitaron a las posesiones ultramarinas a re- 
conocerlas como depositarias legítimas de la soberanía del rey. La 
Junta Central no se conformó con ese reconocimiento sino que per- 
mitió la presencia de representantes americanos en su seno. No 
hubo participación popular y todo el proceso quedó en manos de 
las oligarquías que dominaban los concejos de las capitales de in- 
tendencias, pero fue el primer paso dado para representar al reino, 
aunque de manera funcional. De la misma forma ocurrieron las 
elecciones de 1810 para enviar diputados a las Cortes extraordina- 
rias, no obstante que cada provincia mandó un diputado y fue claro 
el control de los criollos. Los novohispanos no se esperaban lo que 
ocurrió en aquellas Cortes, sus diputados-apoderados se convirtie- 
ron en representantes de la Nación y asumieron la soberanía. Las 
elecciones para las primeras Ordinarias mostrarían cuánto afectaron 
estos hechos a la sociedad neoespañola, aunque no todos estuvie- 
ron conformes con aquel camino. Había otra ruta. 
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De Valladolid a Querétaro 


Algunos criollos en Valladolid fueron los continuadores de las pro- 
puestas del Ayuntamiento de México, sólo que emplearon el camino 
de la conspiración y planeaban el de la rebelión abierta. El teniente 
Mariano Michelena y su hermano el licenciado José Nicolás, el ca- 
pitán José María García Obeso, el comandante Mariano Quevedo, 
fray Vicente Santa María, el cura Manuel Ruiz de Chávez, incluso Ig- 
nacio Allende y, hay quien afirma que hasta el joven Agustín de 
Iturbide, estuvieron implicados en aquella conspiración. Según Mora 
“algunas personas de crédito e influjo entraron en esta conjuración”, 
pero no se comprometieron por temor a perder su posición. Todo 
quedó en manos de individuos “de condición mediana”: licencia- 
dos, frailes, curas y militares.! La conspiración fue descubierta y los 
conjurados fueron a dar a prisión en diciembre de 1809. Los docu- 
mentos originados por las averiguaciones muestran que las pro- 
puestas de los implicados, aunque emparentadas con las del Ayun- 
tamiento de 1808, estaban inspiradas en la insurrección popular 
peninsular contra los franceses. En efecto, pretendían que distintos 
regimientos en varios puntos del virreinato se rebelaran más o 
menos coordinadamente. También se podría obtener el apoyo de 
los indios y de las castas, además del casi seguro que brindarían los 
criollos. Los insurgentes formarían juntas, como las peninsulares del 
año ocho. Para lograr una rebelión tan amplia, algunas personas co- 
mo Michelena se pusieron en contacto con amigos suyos en otras 
regiones. Sus vínculos eran mayores con militares que estaban en el 
Bajío, tanto en Guanajuato como en Michoacán.? 

El proyecto no estaba maduro cuando fueron descubiertos. 
Las juntas insurgentes posiblemente se reunirían en una junta ge- 
neral, a semejanza de la Central en España. Como en aquélla, los 
conspiradores planearon que las capitales de intendencia enviaran 
vocales a una junta provincial o Cortes, según la declaración de Luis 
Gonzaga Correa, que debía instalarse en Valladolid. Recuérdese que 
estaba muy cercana la experiencia de las elecciones para enviar un 
vocal a España, lo cual pudo haber decidido a los conjurados a imi- 
tar esa práctica. Luego se invitaría al virrey, quien debía encabezar 
ese Órgano de gobierno.? Es de hacer notar que, igual que las juntas 
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españolas, ésta sólo ejercería el poder en representación del sobe- 
rano Fernando VIT. De ninguna manera se llegó a pensar que la so- 
beranía radicaba en el pueblo, pero para representar legítimamente 
al monarca debía contarse con la aceptación de los ayuntamientos 
y de la población que hubiere tomado las armas para sostener aque- 
lla empresa. 


De Querétaro a Dolores 


Algunas personas vinculadas con el grupo de Valladolid continua- 
ron sus planes en la ciudad de Querétaro, pero esta conjura también 
fue descubierta y precipitó los acontecimientos que todos conoce- 
mos. En principio, los objetivos de la conspiración eran parecidos a 
los de sus antecesores vallisoletanos, verbigracia, levantar al reino 
y establecer una junta gubernativa con vocales de las capitales de 
intendencia, que ejercería los atributos de la soberanía en repre- 
sentación de Fernando VII. Vale la pena insistir en que el monarca 
ausente tenía escasas posibilidades de regresar al trono y recuperar 
la soberanía representada en la junta insurgente, de manera que los 
planes que desde 1808 pretendían echar a andar los criollos con- 
ducirían a la independencia política. Éste es quizás el único objetivo 
claro de los conspiradores de Querétaro antes de la rebelión, pues 
el periodo anterior a septiembre de 1810 es oscuro.* Sin embargo, 
había algunas ideas. El capitán Ignacio Allende estuvo cercano a 
los planes de Mariano Michelena y fue él quien propuso a la tertu- 
lia los planes políticos que deberían seguirse tras el triunfo insur- 
gente. En términos generales, esperaba que los ayuntamientos de 
las capitales de cada intendencia eligieran un representante cada 
uno, que deberían reunirse en una junta o Congreso general novo- 
hispano. Poco avance hubo entre las propuestas del Ayuntamiento 
metropolitano, las de la reunión de Valladolid y las queretanas: en 
términos políticos seguían siendo las mismas o poco menos. El cam- 
bio que sí resulta evidente es el peso que se dio en cada ocasión a 
la participación popular y a la acción directa. Mientras que los con- 
cejales de 1808 pretendían formar una junta con un mínimo de trans- 
formaciones sociales, en 1809 se hizo patente la necesidad de incluir 


[145] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


al ejército y al pueblo en una rebelión capaz de consolidar los pro- 
yectos políticos. Hacia 1810, en cambio, los planes para la insurrec- 
ción acapararon la atención de los conspiradores. La organización 
de un nuevo gobierno quedó en segundo término. 


De Dolores a Valladolid 


No seguiremos puntualmente las campañas insurgentes, sino sólo 
las transformaciones que sufrirán las propuestas en torno a la so- 
beranía y la representación política. El problema se planteó desde 
el inicio mismo de la guerra, quizás el 21 de septiembre de 1810 en 
Celaya. Los dirigentes de la insurrección fueron en principio los 
“expertos” en operaciones militares, es decir, los capitanes Ignacio 
Allende, Juan de Aldama y Mariano Abasolo, aunque desde su pa- 
rroquia de Dolores el cura Hidalgo aprovechó su carisma para con- 
vertirse en el caudillo. En Celaya, según declaración propia, se le 
confirió el grado de capitán general “por el ejército que lo seguía”. 
En Acámbaro, el mismo ejército lo nombró generalísimo.* Más que 
una votación se trató de una aclamación hecha por la multitud se- 
guidora del cura. A partir de ese momento, el jefe insurgente actuó 
amparándose en la legitimidad otorgada por aquella elección abru- 
madora. Tantos fueron los prosélitos de aquel hombre, que por 
sinécdoque podría considerarse que si no toda Nueva España al 
menos sí la mayoría estaba a favor de la insurrección. En un mani- 
fiesto, el cura se titulaba: “Miguel Hidalgo y Costilla [...] electo por 
la mayor parte de los pueblos del Reino para defender sus derechos 
y los de sus conciudadanos”.” El caudillo se volvió representante. 

Sin embargo, no queda muy claro si para Hidalgo la soberanía 
radicaba en el pueblo, en el ejército o en sí mismo. Su pensamien- 
to en este sentido era muy ambiguo y sólo podemos resaltar dos 
cosas: su anhelo de igualdad que después recogería con mejores 
frutos Morelos y “haber tratado de poner en independencia este 
reino”, según declaración propia, hecha en mayo de 1811. De 
momento convendría pensar que los planes de la vieja conspiración 
seguían presentes, aunque por los imperativos de la guerra no pu- 
dieran expresarse abiertamente. En la práctica, el generalísimo se 
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encargó de tomar todas o casi todas las decisiones relativas a la mar- 
cha y gobierno de la insurgencia. Cuando llegó a Valladolid y tuvo 
que organizar a su ejército en una ciudad, los cargos, comisiones y 
empleos fueron delegaciones suyas. Su autoridad era casi absoluta. 
Los títulos de capitán, generalísimo, alteza y hasta virrey que le con- 
ferían sus seguidores, a quienes él consideraba “la mayor parte de 
los pueblos del reino”, le daban un mandato legítimo, casi como el 
del soberano a quien pretendía guardar sus derechos. La sociedad 
en armas, capaz de sostener o derribar a un gobierno, lo hizo su 
mandatario para “quitar el mando, y el poder de las manos de los 
Europeos: este es todo el objeto de nuestra empresa, para la que es- 
tamos autorizados por la voz común de la nación” .? Tal vez en tér- 
minos de las propuestas políticas el soberano seguía siendo el 
monarca preso por quien se luchaba en esos momentos, pero los 
individuos que tomaron las armas se estaban convirtiendo en parte 
de un pueblo soberano, es decir, sólo acatarían a la autoridad por 
ellos reconocida. 


De Valladolid a Guadalajara 


Miguel Hidalgo pronto se vio precisado a tomar medidas que favo- 
recieran el apoyo social a su causa. Las regiones donde más auge 
tuvo la guerra fueron el Bajío y el hinterland de Guadalajara. Allí 
habían surgido sectores que rompían con el orden tradicional, de 
manera que las disposiciones de Hidalgo fueron encaminadas a 
favorecer a esos grupos, es decir, estaban en contra del orden tradi- 
cional corporativo. En varios documentos aparecen las medidas to- 
madas por Hidalgo y sus seguidores para transformar socialmente 
a Nueva España. La abolición de la esclavitud, del tributo indígena 
y de los excesivos impuestos al comercio regional confirman la idea 
de que el viejo cura burgués intentaba abolir el orden corporativo y, 
con él, su viejo sistema de representación, aunque no se preocupó 
por diseñar uno moderno. En la práctica se dejó llevar por el ímpetu 
revolucionario, como ha señalado acertadamente Luis Villoro. !! 
Hidalgo buscaba el progreso de su patria, estancado durante 
los trescientos años de dominación ibérica por las “absurdas” leyes 
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prohibitivas. Recuérdese que él mismo había sido un pequeño pro- 
pietario y había iniciado numerosas empresas menudas e ingeniosas, 
no siempre con buen éxito. En otros términos, el cura de Dolores, 
como muchos de sus más cercanos seguidores, eran burgueses que 
habían enfrentado las trabas del antiguo régimen para prosperar. 
Durante mucho tiempo habían intentado obtener privilegios del 
soberano para facilitar el desarrollo de sus actividades, ahora que 
tenían la oportunidad legislarían ellos mismos para abolir los privi- 
legios de las corporaciones y órdenes tradicionales que les obs- 
truían su ascenso. De ahí la necesidad de establecer la igualdad entre 
los individuos. Y la igualdad conduce a la abolición de la soberanía 
fundamentada en la jerarquía. 

Debido a las circunstancias de la guerra y al fuerte apoyo po- 
pular que tenía el sacerdote caudillo no se hizo menester buscar 
algún medio para alcanzar el poder: ya lo tenía. En Guadalajara, 
sin embargo, el primer y más poderoso impulso de la insurgencia 
había pasado. Las autoridades virreinales se habían recuperado del 
susto que significó el avance rebelde y el general Félix María Calle- 
ja, con un bien organizado ejército, recuperaba plazas. La “dictadu- 
ra” que venía ejerciendo Hidalgo no podía prolongarse mucho, de 
manera que para ganarse el apoyo de aquellos sectores sociales a 
los que ya había beneficiado con algunas de sus medidas, los in- 
vitó a participar en el gobierno que —no podía ser de otra mane- 
ra— sería representativo:!? 


[Americanos:] establezcamos un Congreso que se componga de re- 
presentantes de todas las Ciudades, Villas y Lugares de este Reyno, 
que teniendo por objeto principal mantener nuestra Santa Religión, 
dicte leyes suaves, benéficas y acomodadas á las circunstancias 
de cada Pueblo: ellos entonces gobernarán con dulzura de padres, 
nos tratarán como a sus hermanos, desterrarán la pobreza, mode- 
rando la debastación del Reyno, y la extracción de su dinero, fo- 
mentarán las artes, se avivará la industria, harémos uso libre de las 
riquísimas producciones de nuestros feraces países, y á la vuelta 
de pocos años disfrutarán sus habitantes de todas las delicias que 
el Soberano Autor de la naturaleza ha derramado sobre este vasto 
continente. 
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Por desgracia, estas ideas no pudieron llevarse a la práctica. 
La guerra tiene sus propias reglas y necesidades, y entre ellas no 
se puede contar la formación de un gobierno representativo, co- 
mo bien lo aprendieron Hidalgo, Rayón y Morelos. Esto nos lleva 
a preguntarnos cuál fue entonces el papel de la insurgencia en el 
desarrollo del gobierno representativo. Pues bien, uno de los pri- 
meros pasos para su establecimiento fue eliminar la figura de un 
superior —soberano— por naturaleza o por derecho divino y es- 
tablecer la igualdad de los individuos —a quienes se representa- 
ría—. Hidalgo procuró dar este primer paso, como muestran sus 
bandos y manifiestos, pero más allá de sus propuestas, la sociedad 
en armas que lo apoyó se dio cuenta de su fuerza y de que las 
autoridades que quisieran tener alguna legitimidad debían contar 
con su reconocimiento tácito o explícito, como fue el caso del pro- 
pio Hidalgo, aclamado por la multitud como su dirigente. 


De Guadalajara a Zitácuaro 


El 16 de marzo de 1811, Hidalgo y Allende dejaron a Ignacio Rayón 
y a José María Liceaga al mando de una parte del ejército rebelde. 
El fin de los primeros caudillos estaba cerca. Seguramente Rayón 
recibió instrucciones para realizar el “Congreso de ciudades, villas y 
lugares”. Sin embargo, el organismo planeado por éste se parecía 
poco a la propuesta del cura y recuerda más a las juntas españolas 
de 1808. Su misión sería evitar la entrega del reino a los franceses, 
conservar “nuestra legislación Eclesiástica y cristiana disciplina [y 
que] permanezcan ilesos los derechos de nuestro muy amado el 
Sr, Fernando 7.” No hay testimonios detallados acerca de la dele- 
gación hecha por los primeros caudillos al licenciado Rayón. Éste 
volvió al proyecto de una junta representante de la soberanía del rey, 
porque en esos momentos el descrédito del sacerdote insurgente 
entre sus colaboradores más cercanos había propiciado que se hi- 
cieran a un lado sus proyectos tan radicales. El más moderado 
Allende se hizo del mando, y su proyecto para formar una junta no 
era otro sino el que habían propuesto los conjurados vallisoletanos 
en 1809 y especialmente su amigo Mariano Michelena, Rayón recibió 
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esta herencia tan cercana a las juntas peninsulares insurgentes, de- 
fensoras de la religión, depositarias de la soberanía de Fernando VII 
y representantes de sus respectivas provincias. 

Con el mando conferido por Ignacio Allende y Miguel Hidal- 
go, Rayón intentó ejercer una autoridad parecida a la de aquéllos, 
especialmente después del ajusticiamiento de los primeros caudi- 
llos. A lo largo de su carrera militar fue acusado en varias ocasiones 
de intentar ejercer un mando absoluto y arbitrario sobre las demás 
fuerzas insurrectas. Lucas Alamán sospechaba que ya desde aque- 
llos momentos intentaba erigirse como jefe supremo del movimien- 
to, pero no lo logró. En efecto, tras la muerte del carismático cura 
de Dolores, poco podía hacerse para unificar al cúmulo de guerri- 
lleros, bandidos y caudillos insurgentes. Eso que hoy conocemos 
como Guerra de Independencia tal vez no fue en la mayor parte 
del tiempo que duró sino un montón de esfuerzos de varios gru- 
púsculos sin coordinación ni objetivos comunes, cuyos radios de 
acción eran, la mayoría de las veces, apenas mayores al tamaño 
de la región donde nacieron. Los jefes de estas bandas fueron en 
muchas ocasiones hombres rústicos y de alcance político limitado 
que se conformaban con tener un control casi absoluto sobre el 
territorio que dominaban, y por supuesto no depender de algún 
otro jefe. Resultaba obvio que la mera delegación hecha por Hidal- 
go no iba a permitir a Rayón dar órdenes a estos agrestes caudillos. 
Por eso tuvo que incluirlos de alguna manera para colaborar en el 
organismo de gobierno insurgente. Como evidentemente estos ca- 
becillas no dejarían sus regiones para formar una junta, enviarían 
representantes.15 

Al igual que las juntas insurgentes peninsulares, la de Zitá- 
cuaro no fue votada. Ni siquiera fue constituida por los cabildos 
municipales, como pretendieron los conspiradores de 1809. Esta 
característica diferenció a la junta mexicana de las españolas y 
sudamericanas. Mientras aquéllas tenían su origen en algún ayun- 
tamiento y su legitimidad dependía de esos cabildos y de la vieja 
legislación hispánica, la promovida por Rayón encontraba susten- 
to en la rebelión. La soberanía de la Junta de Zitácuaro era la de 
Fernando VII, pero se fundamentaba en la aceptación tácita de la 
“Nación americana”. Su origen se encontraba en 
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los conatos de nuestros pueblos y sus principales habitantes, los 
vivos clamores de la tropa y repetidas insinuaciones de sus jefes al 
dar el debido lleno a las ideas adoptadas por nuestro generalísimo 
[Hidalgo] y primeros representantes de la nación. 


De hecho, quienes votaron fueron estos últimos: algunos jefes in- 
surgentes y delegados enviados por quienes no asistieron. El 19 de 
agosto se reunieron los electores en el bastión insurgente de Zitá- 
cuaro y allí fueron electos “por unanimidad de votos” el propio Ra- 
yón como presidente, el doctor José Sixto Berdusco y José María 
Liceaga como vocales de la Junta y representantes de los grupos 
armados. Los otros dos individuos que completarían este Órgano de 
gobierno se elegirían después. Este organismo fue titulado Suprema 
Junta Nacional Americana y además de sus funciones gubernativas 
sobre las fuerzas insurgentes, se esperaba que fuera reconocido en 
todo el virreinato.” Nuevamente encontramos otra similitud con las 
juntas peninsulares de 1808: la calidad de órgano representativo 
que tenía este “tribunal” dependía del reconocimiento de los pue- 
blos, corporaciones y autoridades novohispanos y no de una elec- 
ción formal. No sobra decir que la aceptación esperada por la Junta 
no llegó de las regiones realistas, salvo en el caso de algunos indi- 
viduos a quienes Rayón dio gran importancia y trató de ganarlos 
para la causa. Entre los sectores insurrectos también hubo proble- 
mas para conseguir el reconocimiento. Algunos grupos rebeldes se 
encontraban tan aislados que en el mejor de los casos organizaron 
sus propios y pequeños órganos de gobierno, como hicieron los 
insurrectos tejanos, quienes establecieron su propia junta;!$ mien- 
tras que otros jefes no iban a dejar su posición de caudillos abso- 
lutos sobre sus territorios. El propio Morelos que aceptó reconocer 
la supremacía de la Junta no quedó muy contento con ella. Lo que 
más le desagradaba era, según Alamán, que ésta fuera una mera 
imitación de las peninsulares. Otros caudillos, como el clan de los 
Villagrán, no se sometieron a la Junta y por el contrario mostraron 
su oposición al grupo de Zitácuaro. Muchos otros, aun sin enemis- 
tarse con Rayón, no le reconocieron la supremacía del movimiento. 
El caudillo de Guanajuato Albino García “para quien según su idio- 
ma grosero, no había más junta que la de los ríos, ni más alteza que 
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la de un cerro', se mantuvo independiente”, como muchos otros. 1? 
Cuántos más hubo que reconocieron la supremacía de la Junta sin 
obedecer realmente sus disposiciones. En definitiva, la idea de un 
soberano por naturaleza estaba desapareciendo en la práctica y 
no sería fácil establecer un gobierno. Es difícil que los individuos 
armados acepten la autoridad de cualquiera.” Sin embargo, sí hu- 
bo juramentos de fidelidad en algunas partes, como en Zacatlán, 
lugar donde los voluntarios insurgentes prestaron su “juramento 
de fidelidad y obediencia a la nación, reunida en una junta que ins- 
taló el voto general de seis millones [sic] de habitantes de este con- 
tinente”.2! Vale la pena hacer notar la contradicción de este hecho: 
si la junta fue electa por seis millones de habitantes, prácticamen- 
te toda la población del reino, no eran necesarios los juramentos 
de fidelidad de individuos que seguramente habían votado a sus 
miembros. 

El principal objetivo de la Suprema Junta Nacional Americana 
era obtener el reconocimiento de la mayor parte de los grupos y 
sectores novohispanos, rebeldes y realistas. En principio, la Junta 
no tenía más aspiraciones que las de los proyectos que desde 1808 
se venían planteando. Era un órgano que representaba la soberanía 
del rey y la ejecutaría en el gobierno de Nueva España, pero ningu- 
no de los miembros de la Junta intentaba usurpar los derechos que 
correspondían exclusivamente al rey, su existencia misma era, en 
principio, provisional,? pero encaminada a defender al reino y lo- 
grar su prosperidad e independencia. Esta pretensión se lograría si 
además conseguía representar a todos los grupos, corporaciones 
y autoridades virreinales. Los primeros esfuerzos de la Junta serían 
en ese sentido, especialmente cuando las Cortes y la Constitución 
españolas prometían la participación americana en la marcha del 
imperio. El 4 de septiembre de 1812, el licenciado Ignacio Rayón 
hizo públicos sus Elementos constitucionales.3 Un aspecto intere- 
sante de esta declaración es que la Independencia se justificaba no 
por la usurpación bonapartista del trono español sino porque las 
juntas peninsulares eran “a todas luces nulas” y especialmente en 
cuanto a América, de las que no tenían representación. Si se recuer- 
da, aquellas juntas decían actuar en nombre del rey preso, pero para 
ser obedecidas requerían más que esa simple declaración. Buscaron 
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entonces el reconocimiento de las distintas regiones del imperio. 
La Junta Central también procuró representar a los reinos españoles 
a la par de la soberanía real. Lo mismo pasaba con la de Zitácuaro. 
Por un lado actuaba ejerciendo la soberanía de Fernando VII, pe- 
ro por el otro requería representar los intereses de todos los grupos 
insurgentes para poder ser obedecida. El punto quinto de “nuestra 
Constitución” mostraba este doble aspecto de la representación: “La 
soberanía dimana inmediatamente del pueblo, reside en la persona 
del señor don Fernando VII y su ejercicio en el Supremo Congreso 
Nacional Americano”. Su obligación era, por tanto, recuperar a su 
legítimo y piadoso soberano, pero Rayón se vio en la necesidad de 
atribuir al pueblo la soberanía, porque una vez que la población 
de distintas provincias se rebeló no reconoció ninguna instancia 
natural superior. Es por eso que el artículo séptimo de los Elementos 
establecía que: 


El Supremo Congreso constará de cinco vocales nombrados por las 
representaciones de las provincias; mas ahora se completará el nú- 
mero de vocales por los tres que existen en virtud de comunicación 
irrevocable de la potestad que tienen. 


El número de vocales sería siempre fijo: cinco, sin atender al núme- 
ro de provincias y mucho menos al demográfico. También llama la 
atención que estos vocales serían electos por “las representaciones 
de las provincias”, sin especificar a qué se refiere. Puede conjeturar- 
se que se refería a los ayuntamientos capitales de cada una o a las 
diputaciones provinciales que la Constitución de Cádiz establecía 
en todas las posesiones españolas y que fuera conocida en el virrei- 
nato precisamente poco antes de que Rayón hiciera públicos sus 
Elementos constitucionales. 

Las Cortes de Cádiz habían significado para los insurgentes 
un verdadero obstáculo, pues ofrecían una gran oferta de partici- 
pación y representación política para los americanos que quisieran 
seguir siendo fieles a España. De ahí que los rebeldes se preocu- 
paron por ofrecer medios de participación a todos los novohispa- 
nos, incluidos los que vivían en territorio realista, para desprestigiar 
la obra de los constitucionalistas en España. La representatividad 
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inequitativa de aquel Congreso sirvió sin duda para desacreditarlo. 
Para colmo, una buena parte de los “representantes americanos” 
en Cádiz eran suplentes que se encontraban por allí: no tenían el 
reconocimiento ultramarino. Además, para gusto de los católicos y 
ortodoxos neoespañoles, las Cortes estaban demasiado cercanas a 
las propuestas de la Asamblea revolucionaria francesa y de los cola- 
boracionistas hispanos, los afrancesados. El doctor José María Cos 
supo expresarlo claramente:?* 


Más derecho tiene la América fiel para convocar cortes, y llamar re- 
presentantes de los pocos patriotas de España que está contagiada de 
infidencias, que para llamar de las Américas diputados, por medio 
de los cuales nunca podemos estar dignamente representados. 


Uno de los motivos más importantes de la insurgencia y las preten- 
siones autonomistas fue la falta de representación que los america- 
nos sufrieron en el gobierno. La Junta Nacional Americana, según 
los Elementos de Rayón, garantizaría la representación de todas y 
cada una de las provincias, aunque por las extraordinarias circuns- 
tancias de la guerra los tres vocales se mantendrían por algún tiem- 
po como miembros inamovibles. Su legitimidad no dependía aún 
del voto sino de “los conatos de nuestros pueblos y sus principa- 
les habitantes” y de “los vivos clamores de la tropa”. De momento 
Ignacio Rayón no planeaba completar el número de vocales y, 
según se le empezaba a acusar, actuaba arbitrariamente, sin tomar 
en cuenta a sus colegas y, mucho menos, a sus representados, los 
jefes insurgentes. 


De Zitácuaro a Tehuacán 


Para muchos, Rayón pretendía hacerse del control absoluto de la 
insurgencia. Para su mala fortuna, el movimiento siempre estuvo 
desarticulado y dividido en numerosas bandas de guerrilleros, lo 
que, dicho sea de paso, permitía su supervivencia y ocasionaba 
fuertes dolores de cabeza a los comandantes realistas. Además, el 
presidente de la Junta vio menguar su estrella militar a la par que 
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aumentaban los triunfos y fama de otros jefes insurgentes, entre ellos 
el cura José María Morelos. Tan importantes habían sido las victorias 
obtenidas por este caudillo, que Rayón no pudo abstenerse de invi- 
tarlo al organismo de gobierno y, en junio de 1812, lo designó cuar- 
to vocal. Su nombramiento coincidió con una fuerte crisis ocurrida 
dentro de la Suprema Junta. José Sixto Berdusco estaba enemistado 
con el primer vocal. Tampoco José María Liceaga se encontraba en 
buenos términos con él. Estas divisiones internas ocasionaron des- 
confianza entre quienes buscaban un gobierno insurgente sólido, 
estable y representativo, elementos que ya no podía ofrecer la Su- 
prema Junta, tan dividida, desacreditada y cuyo jefe pretendía un 
mando absoluto. La elección de Morelos fue hecha para dar nue- 
vamente crédito a la Junta, pero poco pudo lograrse. 

El caudillo sureño tenía su propia opinión acerca de cómo de- 
bía formarse un cuerpo verdaderamente representativo. Desde el ini- 
cio de sus actividades guerrilleras, a finales de 1810, Morelos había 
seguido los pasos de Hidalgo en cuanto a la destrucción del orden 
social jerárquico. En noviembre de 1810, desde el Aguacatillo, publi- 
có un bando en este sentido: para empezar, afirmaba que a partir de 
entonces “a exclusión de los europeos, todos los demás habitantes 
no se nombrarán en calidad de indios, mulatos, ni otras castas”. Al 
igual que había hecho el cura de Dolores, abolió el tráfico y pose- 
sión de esclavos, y el pago de los infamantes tributos. Si Rayón ha- 
bía tenido dos motivos para acercarse al modelo de las juntas penin- 
sulares: a) la necesidad de declararse iguales a los ibéricos, para 
quitarles el derecho de representarlos y, pues, gobernarlos; y b) el 
tradicionalismo implícito en reconocer la soberanía del reino y la 
del rey al mismo tiempo; en el pensamiento de Morelos este segun- 
do motivo no existía. Ciertamente, durante algún tiempo, reconoció 
la soberanía del monarca preso, pero luego abandonó esa idea. Al 
admitir la igualdad de los hombres sólo quedaba una opción: de- 
clarar que el poder soberano estaba en todos ellos y su ejercicio 
en los representantes populares. Es posible que sus referencias a 
“los derechos de Fernando VIT” tuvieran por fin seducir a los ameri- 
canos indecisos que permanecían en el bando realista. Cuando 
Ignacio Rayón envió sus Elementos constitucionales a Morelos, éste 
consideró que la referencia al rey, en el artículo 42, era innecesaria.? 
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Desde su elección como vocal, Morelos decidió inmiscuirse 
en la organización de la Junta. Su posición frente a Ignacio Rayón 
fue cautelosa. Era evidente que desconfiaba de sus pretensiones al 
mando absoluto, aunque no lo hacía manifiesto. Si en principio 
evitó discrepar de los Elementos constitucionales —salvo en pocos 
puntos— luego empezó a hacer propuestas cada vez más separadas 
de las ideas de Rayón. Por ejemplo, propuso que de manera inme- 
diata se eligiera al quinto vocal que se responsabilizara del gobierno 
civil. Los militares a las armas. Hacía falta alguien que se encargara 
de la “política y buen Gobierno”. Iba más allá: aceptaba el número de 
cinco, pero en carta a Rayón dejaba abierta la otra posibilidad: debía 
haber representantes en la Junta “por lo menos de las Provincias 
episcopales, y principales puertos”.28 Al parecer, Rayón aceptó la 
propuesta de elegir un quinto vocal, pero todavía surgirían nuevos 
roces. En nueva carta de Morelos para que no se dilatara el nom- 
bramiento del vocal faltante, reconocía la presidencia de Rayón, pe- 
ro al tratar de la elección del último de los integrantes de la Junta 
prefirió que su voto lo dieran Berdusco y Liceaga, “pues mi voto 
está tan distante que serían necesarios muchos meses para verifi- 
carlo”. Por último, recomendaba que el vocal no fuera electo entre 
“los que están en las capitales dominadas por los enemigos”. No es 
que subestimara el patriotismo y las luces de esos individuos, pero 
de momento no podrían “servirnos” en las urgencias de la guerra.2 
La alusión a un posible candidato del territorio realista hace supo- 
ner que Rayón ya había expresado la posibilidad de que el vocal 
fuera uno de los criollos notables de la ciudad de México, posi- 
blemente Jacobo de Villaurrutia, no obstante la primera mención 
directa acerca del oidor la hizo hasta enero de 1813, 


De Tehuacán a Acapulco 


A finales de 1812, Morelos se encontraba en Tehuacán planeando el 
ataque a Oaxaca. Ésta sería la primera capital en manos de los insur- 
gentes después de la época de Hidalgo. Morelos sólo estuvo allí el 
tiempo necesario para planear su ataque al puerto de Acapulco. Los 
primeros meses de 1813 fueron de gran actividad para el caudillo 
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sureño y sin duda los de su mayor poderío. En una carta que More- 
los envió a Rayón desde la vieja Antequera el 16 de diciembre de 
18123! ofrecía la lista de individuos que creyó convenientes para 
ocupar el honroso cargo de quinto vocal. Por desgracia, en la fuente 
conocida no aparece el anexo de esta carta, en el cual estaban los 
nombres de los candidatos. Virginia Guedea ha conjeturado que, 
por el contenido de la misiva, los individuos postulados eran segu- 
ramente oaxaqueños o personas muy importantes en esa ciudad.? 
Los acontecimientos posteriores confirman este aserto. El caudillo 
sureño proponía que los individuos de su lista fueran citados por la 
Junta para entrevistarlos y evaluarlos. Rayón, Berdusco y Liceaga se 
encargarían de elegir a los más idóneos para hacer una terna: 


Y me parece que estamos en la obligación de hacerlo porque esta 
hermosa provincia merece su atención, y en ella tengo por cierto 
que fundamos la conquista de todo el Reyno; ya por ser la primera 
capital que se toma con mazizes Ísic), ya por estar defendida por 
poca gente, y ya en fin, por los recursos que encierra de hombres 
útiles, minas, tabacos, puestos, y granas que convertiremos en fusiles. 


Resulta evidente que estaba entusiasmado por su triunfo militar y 
por las posibilidades que éste abría para la causa, pero también 
está claro que Morelos deseaba ganar Oaxaca no sólo por las armas 
sino también políticamente. La ciudad tomada permanecería de 
mala gana bajo el dominio insurgente si éste se sostenía tan sólo 
en las bayonetas. En cambio, podría esperarse una mayor adhesión 
a la Independencia si se ofrecía a sus habitantes la oportunidad de 
tener un representante en la Junta, es decir, la oportunidad de estar 
bajo un gobierno que se preocupara por sus problemas y procu- 
rara resolverlos. 

Las respuestas de Ignacio Rayón a la carta de Morelos —ane- 
xas a la misma en el documento— insisten en la elección de Jacobo 
de Villaurrutia como quinto vocal, por consideraciones tácticas: se 
requería el apoyo de individuos de las regiones realistas. Sin embar- 
go, los primeros meses de 1813 fueron de plena decadencia para 
Rayón y para la Junta. Esta situación fue aprovechada por Morelos 
para insistir sobre la necesidad de elegir un quinto vocal de entre 


[157] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


los individuos por él propuestos. El mes de marzo fue terrible para 
la unidad política del movimiento. José Sixto Berdusco dimitió a 
su cargo como vocal, y si en su renuncia arguyó que con solos sus 
conocimientos teológicos no podía servir a la causa de la inde- 
pendencia, en una circular mostró claramente la razón de su pro- 
ceder:% estaba muy disgustado con Rayón, quien anteponía sus 
intereses “personales” a los “patrióticos”; “solamente se ocupa y 
emplea en llevar su fortuna sobre las ruinas de quantos se opon- 
gan á sus designios”. 

Morelos aprovechó esta situación y desesperado por la falta 
de respuesta del presidente de la Junta decidió tomar la iniciativa 
para elegir al quinto vocal. El 29 de marzo de 1813 escribió: 


á los principales de Oaxaca, para que por pluralidad de votos elijan 
su representante ó vocal que llene el quinto número indispensable 
para que haya pluralidad de votos en la Suprema Junta, y se acabe 
de organizar éste, cuya terna remitiré con mi voto á cada uno de los 
compañeros, para su más pronta confirmación. 
[...] 

Será muy conveniente que conquistadas las otras provincias 
asciendaln los vocales] al número de siete Ó nueve. Estará el Reyno 
mejor administrado en Justicia, y las Provincias contentas, 


Vale la pena detenerse a comentar las líneas de esta misiva a Licea- 
ga. Lo primero que se aprecia es el cambio en la forma de designar 
al vocal. Si antes había enviado una lista a la Junta de Zitácuaro para 
que fueran sus integrantes quienes decidieran cuál sería el individuo 
idóneo, ahora prefería dejar esa elección en manos de “los princi- 
pales de Oaxaca”. De esta manera, el nuevo miembro de la Junta 
no sería solamente un simple vocal sino también un representante 
de una de las provincias insurgentes. El objetivo de la propuesta de 
Morelos, amén de intentar poner orden dentro de la Junta, sería 
que la población de cada una de las regiones insurgentes tuviera par- 
ticipación en la toma de decisiones. Si cada provincia pudiera tener 
un representante en la Junta, resultaría claro que sus intereses y ne- 
cesidades estarían presentes en el gobierno y serían tomados en 
cuenta a la hora de actuar. 
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Morelos no era completamente innovador cuando hacía su 
propuesta, al contrario, parece todavía un poco tímido: en efecto, si 
como Hidalgo él también había declarado constante y reiterada- 
mente la igualdad de los hombres, por qué dejar la elección de re- 
presentantes sólo en “los principales”. Por otro lado, los Elementos 
constitucionales ya habían previsto la elección de los vocales por 
las “representaciones” de cada provincia: es posible que se refirie- 
ran precisamente a los “principales”, los hombres de “representa- 
ción”. Además, para ese tiempo ya se conocía en Nueva España la 
Constitución de Cádiz y habíanse realizado elecciones para los 
ayuntamientos constitucionales. Un par de meses después iniciaría 
el complicado proceso para enviar representantes a las Cortes ordi- 
narias, Ciertamente la Constitución de 1812 hizo a un lado a la po- 
blación “de color quebrado”, pero esa disposición no fue cumplida 
en muchos casos y Morelos debió haberla considerado infamante. 
La iniciativa del caudillo sureño para que fueran “los principales” 
quienes eligieran representante sólo puede explicarse porque el 
objetivo de Morelos en esos precisos momentos era ganar la con- 
fianza de la oligarquía oaxaqueña: necesitaba de su ayuda para la 
guerra y para mantener a la ciudad en paz con los insurgentes, cosas 
que nunca logró: los poderosos de la vieja Antequera se mantuvie- 
ron reacios e hicieron todo lo posible por volver al dominio realista. 
Por el momento y por los motivos extraordinarios de la guerra debía 
ser así: había que tener a las “Provincias contentas”. 


De Acapulco a Oaxaca 


El 7 de abril de 1813, Ignacio Rayón destituyó a José Sixto Berdusco 
y a José María Liceaga de sus encargos en la Junta. Argúía que 
estos dos jefes habían pretendido ejercer un control completo y 
absoluto “en los que llaman sus departamentos”. Ignoramos si en 
realidad querían declararse “independientes”, pero es cierto que 
no iban a sujetarse al mando de Rayón, a quien consideraban ca- 
da vez más arbitrario y despótico. Si los dos vocales de la Junta no 
veían representados sus intereses por ella, cuánto más puede de- 
cirse de los otros caudillos y guerrilleros. El gobierno presidido 
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por Ignacio Rayón no tenía para ese momento ninguna legitimi- 
dad entre los insurgentes, pese a que este jefe continuó siendo 
“Presidente de la Suprema Junta Gubernativa de América y Minis- 
tro Universal de la Nación”. 

La práctica desintegración de la Junta motivó a Morelos para 
tomar medidas más urgentes en la elección del quinto vocal. El 30 
de abril de 1813 ordenó la elección del vocal y representante oaxa- 
queño.*% Esta carta resulta de gran interés por varios motivos, pri- 
mero, porque se queja de la poca atención de Liceaga, Berdusco y 
Rayón para sus continuas insistencias de completar el número de 
vocales. Segundo, porque Morelos afirmaba tener ya las autoriza- 
ciones de sus colegas “en mi poder, cuyas fechas no cito por no te- 
nerlas á la mano, ni puede aguardarlos la urgencia”, pero si redactó 
un borrador de la carta en 29 de abril —el ejemplar a—, entonces 
resulta que no tenía en su poder las respuestas de los otros vocales, 
pues del día 29 al 30 bien pudo haber buscado las cartas y citar sus 
fechas. En realidad Morelos estaba tomando la iniciativa en este 
caso. El preámbulo de su mandato explicaba que: 


La justicia de la causa, el sano sistema y el sólido afecto que profe- 
so á esa Provincia de Oaxaca exigen que en Junta general provin- 
cial de principales sugetos eclesiásticos y seculares todos criollos 
[para elegir al quinto vocal...] y aunque los que no tengan letras no 
pueden ser electos sí podrán ser electores. 


Resulta significativo este párrafo. Proponía que los sujetos princi- 
pales fueran los encargados de la elección del quinto vocal, el cual 
debía ser letrado, esto es, abogado, seglar o eclesiástico. Sin duda, 
esta propuesta contradecía muchos de los principales elementos del 
ideario de Morelos, quien en reiteradas ocasiones se había manifes- 
tado en contra de la discriminación. Lo cierto era que la oligarquía 
de Oaxaca era una de las más cerradas a las posibilidades revolu- 
cionarias y sin duda estaría a disgusto con el gobierno de los insur- 
gentes. Ante esta situación, Morelos entendió que para ganar el 
apoyo de las principales personalidades de esa ciudad —o al menos 
evitar que conspiraran en su contra— debía otorgarles cierta parti- 
cipación en el gobierno insurgente, lo cual se lograría por medio de 
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un representante. Desde el inicio de la insurrección, cada vez que 
los patriotas tomaban alguna plaza sustituían a las autoridades por 
otras afines a la causa de la Independencia. Esta práctica fue reali- 
zada, incluso, por los comandantes realistas, quienes al recuperar 
las villas y ciudades tomadas por los insurgentes, no sólo restaura- 
ban el viejo orden —de hecho no lo restauraban completamente, 
las poblaciones recuperadas vivían en un régimen de excepción 
con fuerte presencia militar— sino que, siguiendo el ejemplo de Ca- 
lleja en Guadalajara, formaban juntas de vecinos principales. Inclu- 
so, en algunos pueblos realistas se organizaron milicias y los hom- 
bres armados nombraban a sus dirigentes.?” La guerra, sin importar 
el bando en que se estuviera, había fomentado una gran politiza- 
ción en las comunidades del virreinato. Los pueblos empezaban a 
aprender a darse sus representantes. 

Morelos supuso correctamente que permitir la organización 
de los oaxaqueños y darles participación en la dirigencia insurgen- 
te a través de un representante, permitiría alguna suerte de apoyo 
a la causa independiente; por eso planeaba aumentar el número de 
vocales según el de provincias que se fueran conquistando. La Junta 
mudaría así su dudosa calidad de representar al pueblo insurgente 
por la mera aceptación de los jefes y caudillos, a veces tácita, y que 
en su mayor parte no era sino desinterés, y se convertiría en un 
organismo compuesto por representantes electos. Hubo además 
un acontecimiento que motivó a Morelos a seguir adelante con su 
plan y, de hecho, a llevarlo más allá: la visita del coronel Ignacio 
Navamuel a su cuartel general en Acapulco. Navamuel fue el en- 
cargado de llevar las últimas noticias acerca de la desintegración 
de la Junta de Zitácuaro, además de las desavenencias entre los 
otros jefes insurgentes y el tremendo desprestigio en que habían 
caído las políticas de Ignacio Rayón. Para Morelos no quedó duda 
alguna: hacía falta una reunión urgente con los otros vocales, 
incluido el oaxaqueño, en un sitio céntrico para todos —Chilpan- 
cingo— para acordar el futuro de la Junta “con madurez”. Pero 
Morelos ya tenía una idea clara de lo que debía hacerse: si quería 
mantenerse la unidad de la dirección insurgente sería menester 
dejar fuera de la Junta a los peleoneros Liceaga y Berdusco y, por 
supuesto, al arbitrario Rayón: 
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El Plan que me parece adaptable es: que los vocales se releven o re- 
muevan de la Junta con las mismas formalidades [con] que entraron 
a ella, probando el motivo de su remoción así para satisfacción del 
Pueblo como para elección de otros individuos, o suplentes. 


En resumen, hasta ese momento el proyecto de Morelos se limitaba 
a la elección de vocales en cada una de las regiones que se fueran 
ganando. De esta manera la Junta podría llegar a estar constituida 
por siete o nueve hombres. La elección de éstos sería hecha, como 
en el caso de Oaxaca, por la propia provincia, aunque no estaba del 
todo claro quiénes podrían ser electores. Así, las regiones ganadas 
militarmente por los insurgentes estarían “contentas” con ese domi- 
nio, pues podrían participar a través de representantes en su pro- 
pio gobierno. Si en un primer momento Morelos dejó en la Junta 
a Liceaga y a Berdusco y en la presidencia a Rayón, ahora que la 
oportunidad se presentaba, por qué no formar un nuevo organismo 
integrado por representantes electos. De Oaxaca le llegaría una pro- 
puesta en ese sentido. 


De Oaxaca a Tecpan 


Los miembros de ambos cabildos oaxaqueños decidieron cumplir 
la convocatoria. En las órdenes de asistencia se llamó a unas 53 per- 
sonas “de distinción y lustre”. No fueron muchos más quienes asis- 
tieron el 22 de mayo a la sala capitular de la catedral. Ahí estuvieron 
de acuerdo en obedecer la orden de Morelos para elegir al quinto 
vocal, pero no quedaron en la fecha en que debía ejecutarse. Los 
“principales” oaxaqueños iban a dar largas al asunto.% Las desa- 
venencias en el interior de la Junta de Zitácuaro y la presencia de 
Carlos María de Bustamante en la ciudad dieron una dirección ines- 
perada al curso de los acontecimientos. El 26 de mayo el abogado 
criollo escribió una nota a Morelos en la cual exponía la necesidad 
de contar con un gobierno insurgente sólido y fuerte, capaz de re- 
presentar al movimiento independiente.% Se requería, por lo tanto, 
que el órgano directivo fuera constituido legítimamente por todas 
las provincias insurrectas. Su propuesta era sustituir una junta fun- 
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damentada en la aceptación de los caudillos, por un Congreso for- 
mado con representantes de cada una de las provincias. El propio 
Bustamante sabía que uno de los anhelos más grandes de los novo- 
hispanos era intervenir de una manera activa en su propio gobier- 
no. La Constitución de Cádiz abrió esa puerta, pero la reciente sus- 
pensión de las elecciones en la ciudad de México dio al traste con 
las aspiraciones de muchos criollos, Bustamante entre ellos. La erec- 
ción de un Congreso que garantizara aquella posibilidad de auto- 
gobierno, negada por el virrey Venegas, lograría el apoyo para la 
causa insurgente de muchas provincias que hasta entonces se ha- 
bían mantenido fieles a la metrópoli. 

En pocas palabras, para que el gobierno insurgente tuviera el 
apoyo y reconocimiento de toda Nueva España debía permitirse 
la participación política de la población de las provincias: sólo así 
sería legítimo y aceptado hasta por quienes habían confiado inútil- 
mente en la legislación liberal gaditana. El pueblo de cada lugar y 
de cada ciudad conquistada debía elegir inmediatamente un repre- 
sentante, como haría Oaxaca. Sólo que si Morelos aún estaba inde- 
ciso acerca de quiénes deberían ser los electores, para Bustamante 
no había duda. Quienes por su “nacimiento y riquezas” tenían obli- 
gación de servir a la patria se habían hecho a un lado cuando Hi- 
dalgo inició su movimiento, en cambio las personas “medianas” “en 
cuya clase sólo se encuentra valor” habían hecho temblar al régi- 
men. A ellos debía ir dirigida la posibilidad para elegir a sus repre- 
sentantes, a los “medianos”, como el mismo Bustamante era. 

De momento no eran posibles las elecciones, de manera que 
sería conveniente erigir al Congreso con un “crecido número de in- 
dividuos que aunque suplentes representen los derechos de sus 
provincias”. El propio Bustamante se autodenominaba en esa carta 
como “elector del pueblo de México” y pasaría poco tiempo para 
creerse representante de esa ciudad. Pese a lo pertinente que serían 
las elecciones, no eran éstas las que otorgarían la representación 
política a los diputados del nuevo Congreso sino la capacidad de 
éstos para defender los derechos y satisfacer las necesidades de su 
provincia y de la insurgencia. Esta idea de la representación políti- 
ca estaría presente durante las elecciones y, de hecho, durante toda 
la vida de esa entidad, compuesta en su mayoría por suplentes. 
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En la nueva junta, celebrada el 31 de mayo a instancias suyas, 
el licenciado Bustamante propuso la erección de un Congreso con 
representantes votados por las provincias en sustitución de la Junta 
de Zitácuaro. Hizo invitación para que las corporaciones, tribunales 
e individuos distinguidos de la ciudad firmaran una representación 
en la cual se sugería a Morelos el establecimiento del Congreso. La re- 
presentación de Bustamante era, con ligerísimas variantes, la nota 
escrita el día 26. A continuación los invitados a la junta y hasta Ma- 
riano Matamoros, quien no fue pero envió su voto, opinaron acerca 
de esta propuesta. Al final los asistentes acordaron prestar aten- 
ción a la sugerencia de Bustamante, pero antes que cualquier cosa 
sucediera se obedecería la orden de Morelos, aunque los capitulares 
seculares y eclesiásticos dieron todavía largas a la elección. De mo- 
mento, los votos estuvieron en general de acuerdo en la necesidad 
de erigir un Congreso con “representantes de las provincias del Rei- 
no”. Inclusive se reconoció a Bustamante el carácter de elector ga- 
nado en la ciudad de México bajo el régimen constitucional gadi- 
tano. Pronto de elector sería reconocido como “representante del 
Pueblo de México” y “de la Provincia de México”. Lo cual “indica 
que el proceso electoral popular que llevó a su designación fue 
aceptado como legítimo por muchos a pesar de haberse dado bajo 
el régimen [constitucional español)”.2 

Los capitulares eclesiásticos y municipales, no obstante el 
aparente apoyo que dieron a los proyectos insurgentes, procura- 
ron retardar el proceso. Sin duda pretendían colaborar lo menos 
posible con los rebeldes en espera de una reconquista realista. Es- 
to se notó con los retardos para elegir al vocal. Una serie de dudas, 
bien o mal intencionadas, hicieron que desde el 22 de mayo, cuando 
convinieron en obedecer a Morelos, pasaran varios meses antes de 
realizarse la elección. Hubo algunos elementos interesantes en la 
demora que ilustran nuestro tema. Por ejemplo, el gobernador de 
la mitra Antonio José Ibáñez de Corvera propuso que los curas y 
subdelegados de la provincia que no pudieran asistir a la reunión 
fueran representados por el síndico del común.$ Si se recuerda, ese 
cargo fue instituido por Carlos III para representar precisamente al 
“vecindario”, aunque no fuera electo por éste. De cualquier manera 
resulta interesante que aún sobreviviera la idea de que ese cargo 
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representaba los intereses de algún sector de la población, y de 
que no se consideraba necesaria la elección para tener el título 
de representante. 

En términos generales, las dudas iban encaminadas a si se 
incluiría la provincia completa para hacer la elección, lo cual dio un 
nuevo matiz al carácter representativo del vocal. Hasta entonces los 
insurgentes habían supuesto que los ayuntamientos de las capita- 
les podían perfectamente representar a su provincia. Cuando mu- 
cho habían llegado a considerar que la elección se hiciera incluyendo 
a Otros principales además de los capitulares. La proposición para 
incluir a toda una provincia era nueva para los insurgentes, pero no 
para el resto de Nueva España. La Constitución de Cádiz no limitaba 
la representación a las ciudades capitales —y los procesos electo- 
rales para enviar diputados a las Cortes ordinarias se estaban reali- 
zando precisamente en esos momentos—. Quizá los canónigos y 
capitulares oaxaqueños no tenían la intención de llegar a tanto, 
pero las elecciones realizadas en las vecinas provincias realistas oca- 
sionaron las dudas, a las cuales Morelos encontró las respuestas. 

La junta para elegir al vocal oaxaqueño se hizo el 3 de agosto 
de 1813. Hubo concurrencia de ambos cabildos, de burócratas, mi- 
litares, comerciantes y electores de los cuarteles de la ciudad. Por 
supuesto asistieron los “principales”. De fuera de la ciudad llegaron 
autoridades civiles y religiosas de cinco partidos, tres doctrinas y 
varias subdelegaciones. Ninguno de estos individuos fue electo 
para la ocasión, pero representaban su provincia y estaban capaci- 
tados para votar por el quinto vocal. El afortunado fue nada menos 
que el intendente corregidor, José María Murguía y Galardi, quien 
no fungiría como vocal pues el final de la Junta Nacional Americana 
estaba cercano. 


De Tecpan a Chilpancingo 
Morelos ordenó la extensión de los comicios para la formación del 
Congreso. De Acapulco salieron convocatorias para Tecpan, Puebla, 


Veracruz, México y Michoacán, para que, de distintas maneras, se 
votara por electores, quienes a su vez se encargarían de nombrar al 
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diputado por cada una de sus provincias, Ignacio Rayón, que no es- 
taba contento con el Congreso, pues suponía la pérdida del man- 
do, giró Órdenes en sentido contrario y después echaría en cara a 
Morelos sus fines personales y egoístas.% Sin embargo, el caudi- 
llo sureño no creía que sus metas fueran personales o ambiciosas. La 
prueba era que quería que fueran los pueblos quienes eligieran a 
sus diputados, es decir, a sus propios gobernantes. En la convo- 
catoria del 28 de junio de 1813 asentaba que el Congreso estaría 
“compuesto de Representantes de las Provincias que promuevan 
sus Derechos” y “cada uno deblerlá ser electo por los pueblos de 
la misma Provincia que representa”. Así se quitaba cualquier 
estigma de querer influir en la formación del nuevo organismo. Si 
tomaba la iniciativa para la reunión del Congreso era por las nota- 
bles desavenencias entre los otros vocales y la tremenda crisis de 
la Junta Nacional. En un sentido estricto, Morelos no actuaba por 
iniciativa propia sino por la voluntad de los insurgentes: “Persuadi- 
do el Reyno todo de esta verdad [la crisis de la Junta], ha exíxido de 
mí con instancia repetida la instalación de un nuevo Congreso”. 
Solamente hablaba en nombre del pueblo, en su representación. 
Ciertamente nadie lo eligió, pero sí hubo muchas peticiones —re- 
presentaciones— dirigidas a él por distintos grupos e individuos, 
como Bustamante, en las que le pedían encontrar alguna solución 
a la crisis del gobierno insurgente y otras expresaban claramente 
la necesidad de un Congreso. Ahora bien, estas peticiones iban 
dirigidas a él y no a cualquier otro caudillo de la Independencia 
por la simple razón de que sus victorias militares lo convertían en 
el jefe con más poder y prestigio entre todos los rebeldes. Quizá 
sin pensarlo así, Morelos se atribuía la representación del pueblo 
en armas por la misma razón que tuvo en su momento Rayón: él era 
quien más estaba haciendo por la causa de la Independencia, queri- 
da por la mayor parte de la población, o al menos eso creía. La lu- 
cha era la misma y él era el individuo más importante de ella, luego 
entonces podía asumir la representación del movimiento insur- 
gente. Pero si hacía falta alguna prueba más del aprecio que le te- 
nían los insurgentes, Morelos estaba dispuesto a aceptar que la elec- 
ción del generalísimo la hiciera el ejército rebelde —“de coroneles 
para arriba”—, tal vez con la intención no expresa de ser elegido él 
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mismo, pues contaba con el ejército más numeroso del momento y 
tenía apoyo incluso entre otros jefes.% 

Las elecciones se realizaron en septiembre de 1813 en distin- 
tos lugares. Es improbable que se hubieran generalizado. De la pro- 
vincia de Tecpan es de donde más datos quedan, en especial de las 
del pueblo de San Juan Huetamo. Hubo otras en territorio michoaca- 
no e incluso en la provincia de México. Copias de la convocatoria lle- 
garon a Puebla y Veracruz, pero no es mucho más lo que sabemos. % 
Un detalle interesante de este proceso es que no hubo uniformidad 
en la manera de realizar los comicios para seleccionar a los electo- 
res. Desde las comunicaciones enviadas por Buenaventura Vázquez, 
subdelegado de Huetamo, se nota la manera diferente de dirigirse 
a cada autoridad para que realizaran elecciones primarias —para 
nombrar electores— o para que enviaran a un representante —en 
el sentido de un notable o una autoridad— que participara en el 
proceso para elegir al diputado. No en todos los lugares hubo una 
elección popular, en ocasiones el representante era el párroco por el 
sólo hecho de serlo, el gobernador o el alcalde. Los organizadores 
se mostraron también muy sagaces cuando decidieron que según la 
comunidad a la que se dirigían se hiciera la elección: así, en los rea- 
les mineros, todo quedó en manos de la corporación minera; en las 
repúblicas de indios la elección se hizo de acuerdo con su tradición, 
etc. Guedea no descarta la posibilidad de elecciones “arregladas” en 
ciertos lugares, pero también resalta el hecho de que otras comu- 
nidades exigieron su derecho para designar a su propio elector. 
También hace notar cómo, en las regiones vecinas a territorio rea- 
lista, las elecciones se hicieron siguiendo algunas indicaciones de 
la Constitución de Cádiz,* lo cual indica alguna confusión entre 
ciertas autoridades menores: ¿para quién estaban haciendo las 
elecciones? Finalmente, en muchos lugares no pudo concluirse el 
proceso, pero al menos sí empezó. El Congreso estaría compues- 
to por “representantes de las provincias, que promuevan sus dere- 
chos”, es decir, los diputados tendrían presentes los intereses de 
sus gobernados a la hora de legislar y administrar. De hecho, para 
los vecinos de San Juan Huetamo era importante que su diputado 
representara y defendiera sus derechos y, como una tarea secun- 
daria, legislara y gobernara.* 
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El caudillo había decidido que la reunión del Congreso se hi- 
ciera en Chilpancingo, lugar donde también se celebraría la última 
parte del proceso electoral de la provincia de Tecpan. El 13 de sep- 
tiembre de 1813 se verificó ésta. En ella quedó electo el vicario 
general José Manuel de Herrera, quien “fue reconocido en el acto 
por representante de la Provincia de Tecpan”.% Al día siguiente 
fue la apertura formal del Congreso Nacional Americano. Asistie- 
ron Morelos, Herrera, los electores del día anterior “y mucha con- 
currencia”. Morelos leyó un discurso redactado por Carlos María 
de Bustamante, pero enmendado por él mismo. Luego su secreta- 
rio, Juan Nepomuceno Rosáinz, leyó Los sentimientos de la Na- 
ción. Por último, el mismo Rosáinz dio lectura al pliego en el cual 
se encontraban los nombres de los diputados y, a diferencia de lo que 
ocurría con los vocales de la Junta, la provincia representada por 
cada uno: diputados propietarios, Ignacio Rayón por Guadalajara, 
José Sixto Berdusco por Michoacán, José María Liceaga por Guana- 
juato, José Manuel de Herrera por Tecpan y José María Murguía y 
Galardi por Oaxaca; diputados suplentes “por no haber llegado 
los sufragios”, Carlos María de Bustamante por México, José María 
Cos por Veracruz y Andrés Quintana Roo por Puebla.5 

Llama la atención el alto número de diputados propietarios, 
destinado sin duda a dar mayor legitimidad al Congreso y por lo 
menos en el caso de Rayón para convencerlo de integrarse. Hubo 
varios criterios de representación: la representación natural de Rayón, 
Liceaga y Berdusco, cuyos campos de operaciones se encontraban 
precisamente en las provincias que se les asignaron; José Manuel 
de Herrera, en cambio, fue el único electo según la convocatoria de 
Morelos, aunque en el proceso se hubieran seguido métodos dife- 
rentes; el caso de Murguía y Galardi es muy similar al de Herrera, 
pero él fue electo para la Junta ahora disuelta. Su legitimidad se 
encontraba en el origen de su elección, no en su finalidad: la pro- 
vincia de Oaxaca lo había nombrado su diputado. Algo parecido 
ocurrió con Carlos María de Bustamante, quien aunque suplente, 
había resultado elector en los comicios de 1812 en la ciudad de 
México. Ciertamente no fue electo para ser diputado, y mucho me- 
nos de una asamblea insurgente, pero la elección popular lo legi- 
timaba. No fue diputado propietario porque México seguía siendo 
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una provincia realista, lo mismo que Puebla y Veracruz, asignadas a 
Cos y a Quintana Roo respectivamente, pero se esperaba que su re- 
presentación, no obstante ser supletoria, tuviera algún viso de auten- 
ticidad, siempre y cuando ellos buscaran el bienestar y defendieran 
los derechos de aquellas provincias. 

El discurso leído por Morelos fue escrito por Carlos María de 
Bustamante y, de entrada, declaraba que “la soberanía reside esen- 
cialmente en los pueblos”. En sus Sentimientos de la Nación” deja- 
ba asentado desde un principio que no compartiría la soberanía 
nacional con ningún monarca, y menos con uno extranjero, como 
seguramente consideraba a Fernando VII. La América era declarada 
“libre e independiente de España y de toda otra Nación, Gobierno 
o Monarquía”, O sea que a partir de ese momento la antigua Nueva 
España —“la América Mexicana” que decía Morelos— se convertía 
en un Estado, cuya soberanía no pertenecía a príncipe alguno sino 
sólo al “pueblo, el que sólo quiere depositarla en el Supremo Con- 
greso Nacional Americano” y no porque, como la vieja Junta, se atri- 
buyera de manera arbitraria la voluntad nacional sino porque estaba 
“compuesto de representantes de las provincias en igualdad de 
números”. En diversos artículos protegía la propiedad, la libertad y 
otros derechos. El más importante fue el decimotercero, el cual ga- 
rantizaba la igualdad ante la ley. El sentimiento decimoprimero era 
una declaración de la conciencia revolucionaria del caudillo. Propo- 
nía un cambio de gobierno por uno liberal. La posibilidad de mudar 
las instituciones por la mera voluntad de los individuos quedaba 
abierta para el futuro del país. Por último, resulta curioso que More- 
los creyera que el Congreso de representantes sería el gobierno, pe- 
ro no legislaría. El artículo decimocuarto establecía que las leyes las 
haría una “junta de sabios”, propósito loable, pero negaba el poder 
delegado que tenían los representantes para legislar. Quizá, como 
en el caso de los vecinos de Huetamo, más importante era que los 
representantes defendieran los derechos de cada provincia y no 
tanto hacer leyes, como si fueran apoderados frente al legislador. 
De cualquier manera, una vez constituido el Congreso, los mismos 
diputados se encargarían de hacer suya la capacidad legislativa. El 
14 de septiembre de ese año quedó formalmente instalado el Con- 
greso en Chilpancingo. Nacía, según Morelos, para sustituir a una 
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Junta ilegítima en sus principios, medios y fines [...l, obedecida por 
tácito pero repugnante consentimiento de los pueblos en sostener 
la continuación de tres vocales, % 


Evidentemente, el nuevo órgano representativo era legítimo pues 
había sido elegido por los pueblos. Cada diputado estaba ligado a 
sus comitentes. Por haber sido nombrados por votación y, de ser 
posible, oriundos de sus provincias, debían velar por el bienestar de 
ellas. Por esa razón quedaban obligados a procurar el bien social, la 
justicia y hasta la pureza del catolicismo. Por esto resultaba un go- 
bierno legítimo, aunque, en la práctica, solamente los vocales de 
Oaxaca y Tecpan —José María Murguía y José Manuel de Herrera, 
respectivamente— fueron elegidos. Sin embargo, estas irregulari- 
dades se podían justificar por el estado de guerra. No otra cosa ocu- 
rrió en la España de las Cortes de Cádiz, aquellas que no quisieron 
ser reconocidas por los insurgentes americanos. La Junta española, 
la Regencia, las Cortes, la Junta de Zitácuaro se volvieron ilegítimas 
por no procurar el bien de todas las regiones. Este objetivo sólo 
se podía lograr con un Congreso más representativo, en el cual los 
diputados estuvieran comprometidos desde su misma elección con 
sus provincias. Los representantes identificaron “los intereses perso- 
nales con los de la misma sociedad”, y dejaron atrás “las miras am- 
biciosas”,% gracias a la representación por elección. 


De Chilpancingo a Apatzingán 


No conocemos los trabajos legislativos del Congreso, salvo el de las 
primeras sesiones. El 15 de septiembre tuvo que aceptar la presión 
de la oficialidad para reconocer generalísimo a Morelos, quien reci- 
biera los votos no sólo de los presentes sino de muchos otros, in- 
cluidos algunos individuos de provincias realistas, que se mantu- 
vieron muy atentos a todo el proceso de formación del gobierno 
insurgente. No había duda acerca de la importancia del estable- 
cimiento de un verdadero gobierno entre los rebeldes, capaz de en- 
viar delegados al extranjero y de ganarse a los indecisos del bando 
contrario. La noticia de su instalación llegó hasta Madrid, donde pese 
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al desprecio que sintieron por esa “ridiculez” la tomaron en cuenta 
y previnieron a Calleja que tratara de destruirlo por cualquier medio 
antes de que ocasionase “algunas ilusiones perniciosas”.5 

La publicación del Acta de Independencia, el 6 de noviembre, 
consolidó la labor de los diputados. Después de invocar al autor 
de las sociedades se establecía que la América Septentrional “ha 
recobrado el ejercicio de la soberanía, usurpado”. Fs decir, que por 
fin no se discutía cuál era el origen de la autoridad suprema, ni si 
ésta pertenecía al rey y si en su ausencia quedaba representada en 
la nación, en el pueblo o en sus autoridades: para aquellos dipu- 
tados el pueblo siempre había sido soberano —dicho sea de paso: 
éste es un mito, necesario en su momento, pero mito al fin y al ca- 
bo— y al constituir un Congreso recuperaba no su soberanía sino 
su ejercicio. El objetivo de la representación política era recuperar 
la posibilidad de ejercer por sí la capacidad de ejecutar la autoridad. 

Ahora bien, la ventaja de tener el gobierno en sus propias 
manos daba a los americanos múltiples ventajas. Según el Manifies- 
to que acompañó a la Declaración de Independencia! lo primero 
que ocurriría sería acabar con “los males del poder arbitrario”. En 
efecto, los reyes, por más obligaciones que tuvieran con la Divini- 
dad para procurar el bienestar y la salvación de su pueblo, tenían el 
poder absoluto de decidir como quisieran las políticas del Estado. 
Su real voluntad era fuente de toda la ley, pero no estaba unida ne- 
cesariamente a los intereses de la población. La única manera de 
garantizar que la ley dejara de ser producto de la volición de un 
individuo ajeno a las necesidades de su pueblo es que éste se die- 
ra sus propias autoridades, que eligiera a sus representantes y les 
delegara la capacidad de hacer leyes y gobernar. Los diputados del 
Congreso estarían así estrechamente vinculados con sus representa- 
dos, y sólo desearían “la felicidad de los pueblos” que los eligieron. 
Así, en abstracto, la propuesta es atractiva y sobre todo lógica, mas 
en el caso del Congreso de Chilpancingo no todos los diputados ha- 
bían sido elegidos y, ciertamente, algunos de ellos no estarían tan de- 
seosos de defender los derechos de sus provincias. También puede 
dudarse acerca de la confianza que ciertas provincias tendrían en 
sus diputados. No es que la tuvieran en el gobierno constitucional 
en Madrid, pero finalmente cuando Fernando VII disolvió las Cortes 
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quedaron sus corporaciones, sus notables y sus apoderados, todos 
los cuales habían defendido durante siglos sus derechos ante los tri- 
bunales. Incluso la provincia de Oaxaca, que sí había elegido a su 
diputado, pronto mostraría su falta de interés en la opción insur- 
gente. La realista y conservadora Antequera mal podría verse repre- 
sentada en el Congreso insurgente.*? 

La guerrilla ocasionaba muchos dolores de cabeza al ejérci- 
to realista, pero tenía que limitarse a sus posibilidades: el ataque re- 
pentino, la emboscada, la sorpresa, el desmantelamiento de las lí- 
neas de abastecimiento y de correspondencia del enemigo. Cuando 
Morelos, con una hueste numerosa, intentó enfrentarse a los hom- 
bres de Agustín de Iturbide en Valladolid, comprendió la poca ca- 
pacidad que tenía para enfrentarse en línea con un ejército regular. 
Los poco más de 5,500 insurgentes se vieron simplemente sin apoyo 
social en derredor de Valladolid. Esos campesinos tampoco hubie- 
ran ayudado al comandante realista, pero su ejército no requería ese 
tipo de auxilio, mientras que los hombres de Morelos habían de- 
pendido para su buen éxito de la colaboración brindada por la po- 
blación de Tecpan. Los dos mil soldados de Iturbide provocaron 
una gran catástrofe para los rebeldes. La derrota de Puruarán dio el 
golpe de gracia. La baja moral cundió. Sus enemigos aprovecharon 
para desprestigiar la obra de Morelos y hasta el Congreso, erigido y 
sostenido por él mismo, tuvo a bien asumir todos los poderes con- 
feridos por los pueblos y empezó a realizar una serie de cambios en 
la estructura del gobierno insurgente.% 

Rayón fue comandado para dirigir la insurgencia en Tecpan y 
Oaxaca, los dos baluartes de Morelos que aún significaban grandes 
posibilidades para el movimiento independiente. El Congreso rea- 
sumió el poder pleno, lo cual fue acatado por el generalísimo, pero 
no por los otros militares antes fieles a Morelos. Sin embargo, la fuer- 
za del Congreso no estaba en los diputados ni en la soberanía que 
decían representar, sino en las armas del caudillo. Ahora ni la asam- 
blea ni el caudillo tenían control efectivo siquiera sobre los imsur- 
gentes. Hubo poco tiempo para abandonar Chilpancingo, ante el 
acoso realista. Difícilmente podrían estar los diputados reunidos en 
pleno en alguna otra ocasión. Curiosamente en lugar de corregir 
su falta de representatividad y ofrecer una verdadera. posibilidad de 
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participación política para otros sectores sociales —lo cual era mu- 
cho pedir dadas las circunstancias—, el Congreso decidió nombrar 
nuevos diputados. Así, en 1814 serían “representantes” por el Nue- 
vo Reino de León, José María Morelos (!); por Zacatecas, el padre 
Cos, quien en 1809 había sido electo por el cabildo de aquella ciu- 
dad; José Sotero Castañeda, por Durango; Cornelio Ortiz de Zárate, 
por Tlaxcala; Manuel de Aldrete y Soria, por Querétaro; Antonio 
José Moctezuma, diputado por Coahuila; José María Ponce de León, 
por Sonora, y Manuel Sabino Crespo por Oaxaca, además de los 
otros ya conocidos. El único electo que quedó de aquel catastrófico 
1814 fue Herrera, el diputado de Tecpan.% 

No obstante la crítica situación, los pocos diputados que po- 
dían estar reunidos en aquella asamblea itinerante se dedicaron a 
redactar la Constitución. En agosto de 1814, el virrey Calleja hizo 
público el real decreto del 4 de mayo por el cual quedaban anula- 
dos todos los actos realizados por las Cortes y se pretendía regresar 
todo a la situación imperante en 1808. Los desanimados insurgentes 
encontraron entonces una oportunidad para ganarse a todos quie- 
nes habían confiado en la representación política abierta por el li- 
beralismo peninsular. Si el movimiento independiente ofrecía una 
posibilidad para la participación política de esos sectores podría 
recuperar políticamente lo perdido en las derrotas militares. En rea- 
lidad sólo fueron Herrera, Quintana Roo, Castañeda, Alderete, Pon- 
ce de León y Zárate quienes redactaron el Decreto Constitucional; 
Anna Macías supone que sus principales promotores e ideólogos 
fueron Herrera y Quintana Roo. Morelos también intervino, pero muy 
limitadamente. Además de defender a los congresistas, proporcionó 
ejemplares de la Constitución de Cádiz y seis números de El Espec- 
tador Sevillano de 1810.65 

El autor de este periódico, Alberto Lista, promovió desde su 
primer número la adopción de un sistema representativo propor- 
cional a la población.% Para el autor de El Espectador, el gobierno 
representativo era un triunfo del tercer Estado, del pueblo repre- 
sentado en asambleas sin participación de otros estamentos —criti- 
caba en especial a la nobleza—. No convenía que el ejercicio de la 
soberanía estuviera en una misma persona o corporación sino di- 
vidido en un Legislativo, un Ejecutivo y un Judicial. Sin embargo, 
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resultaba conveniente que la primacía la tuviera la asamblea de re- 
presentantes. En su segundo número profetizaba que el tipo de 
monarquía al que se encaminaba España debía ser una en la cual 
los gobernados tuvieran la oportunidad de participar en el gobier- 
no, pues, como explicaba en su tercer número, sin la participación 
popular el rey terminaría ejerciendo un poder arbitrario, incapaz de 
procurar el bienestar y el progreso nacionales. Los constituyentes 
mexicanos tendrían sin duda presentes las ideas de Lista, al redac- 
tar el artículo 232 del Decreto, e igualmente por el peso concedido 
a la legislatura. 

Anna Macías también muestra las influencias de las leyes nor- 
teamericanas, pasadas por agua, en traducciones francesas.” Espe- 
cialmente importante fue la declaración de derechos contenida en 
la Constitución de Massachusetts, pues aunque se tomaron en cuen- 
ta las versiones francesas, la redacción de los artículos 4, 25 y 26 
de la de Apatzingán era paráfrasis o cita de los 6, 7 y 8 de la de 
Massachusetts. Curiosamente la versión conocida por los mexica- 
nos fue, posiblemente, una traducción publicada por Adrien Lezay, 
Qu'est que ce la Constitucion de 93, París, 1794;% lo cual indica 
que los autores que bien pudieron haber influido en los consti- 
tuyentes fueron a los que sí podían leer, esto es, los franceses y 
españoles. 

Desde agosto de 1814 estuvo concluido el Decreto, en la ha- 
cienda de Santa Efigenia, en plena huida insurgente de las armas de 
Armijo. Para empezar, el Decreto tuvo un carácter si no provisio- 
nal, sí adecuado para las circunstancias extraordinarias del momen- 
to: la guerra contra un gobierno considerado intruso e ilegítimo.” El 
artículo vigésimocuarto garantizaba los derechos de los ciudadanos, 
en especial uno: la igualdad. De un plumazo se borraba el orden je- 
rárquico colonial. A partir de ese momento, la soberanía ya no po- 
dría atribuirse a quien ocupara la parte más alta de la sociedad pues 
todos serían iguales, luego el poder soberano sólo podía pertenecer 
al conjunto de todos los individuos, según rezaba la primera parte 
del artículo quinto: “La soberanía reside originariamente en el pue- 
blo [...]”. Por supuesto no se enumeran las dificultades de la demo- 
cracia directa, pero seguramente se suponían, pues la segunda parte 
del mismo artículo la establecía representativa: “[...] y su ejercicio en 
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la representación nacional compuesta de diputados elegidos por los 
ciudadanos”. A diferencia de las Cortes españolas o de algunos 
Congresos mexicanos posteriores, el insurgente no se declararía a sí 
mismo soberano: sólo sería representante de la soberanía. La única 
delegación hecha por el pueblo sería su “ejercicio”. Hay aquí más 
peso francés que español.” 

Ahora, si la soberanía pertenece al pueblo, las provincias no 
pueden ser el criterio para elegir el número de diputados. A dife- 
rencia de la primera Confederación norteamericana, no serían los 
derechos de un territorio —estado o provincia— los que debían de- 
fenderse. Por eso el artículo séptimo establecía que “la base de la 
representación nacional es la población”, aunque de momento, por 
las circunstancias extraordinarias, no podía sino aceptarse la re- 
presentación provincial. El artículo 232 prometía que luego podría 
formarse un “plan conveniente para convocar la representación na- 
cional bajo la base [sidl de la población”. Igual que las asambleas 
francesas, las Cortes españolas y a diferencia del Congreso norte- 
americano, los constituyentes preferían acudir a los derechos del 
pueblo y no a los de los territorios. Ahora bien, si la soberanía 
—“facultad de dictar leyes”, según el artículo segundo, que retoma- 
ba la definición de Jean Bodin— pertenecía al pueblo y su ejecu- 
ción a los representantes de aquél, entonces, el Decreto se enca- 
minaba, según el plan de Lista, a un gobierno centralizado con un 
Legislativo fuerte. 

Hasta aquí con las propuestas en materia de representación 
política, pero aún quedan algunos artículos que permiten aclarar 
cuál era la fuente de legitimidad del Congreso constituyente, en 
vista de que ni todos sus diputados fueron electos ni su base fue 
la población sino las provincias. Los constituyentes consideraban 
su situación como excepcional: cuán desgraciado país sería éste si 
todos sus Congresos ordinarios anduvieran huyendo por allí acosa- 
dos por las tropas de un rey extranjero. En suma, era la guerra la 
que daba legitimidad al Congreso —artículo octavo, durante la gue- 
rra “es legítima la representación supletoria que con tácita voluntad 
de los ciudadanos se establece”—, pero cualquier Otro organismo, 
como la Junta de Zitácuaro, bien pudo esgrimir ese argumento. Ha- 
bía sin embargo un elemento nuevo, el final del mismo artículo 
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octavo lo dice, pero está mejor expresado en el cuarto: la obliga- 
ción del gobierno es procurar “la protección y seguridad general 
de todos los ciudadanos, unidos voluntariamente en sociedad”, y 
en el artículo 81 la “Ley es la expresión de la voluntad general en 
orden a la felicidad común: esta expresión se enuncia por los 
actos emanados de la representación nacional”. En suma, el 
Congreso debía procurar la felicidad del pueblo, “la salvación y 
felicidad común” —artículo octavo—.? Es posible que los diputa- 
dos entendieran a la voluntad general no como la simple suma de 
todos los individuos, la cual solamente podría manifestarse en un 
Congreso de diputados electos, sino como la opuesta a intereses 
particulares o egoístas.?3 A falta de un Congreso de representan- 
tes electos, uno de diputados que representaran los derechos de 
la población sería legítimo. 

Por último, vale la pena observar que los artículos dedicados 
a la reglamentación de las elecciones, 64 a 101, repetían con po- 
cos cambios lo decretado por la Constitución de Cádiz. Prevenían la 
formación de juntas electorales de parroquia, de partido y de pro- 
vincia. Incluso la figura del compromisario aparecía aquí en el ar- 
tículo 60, aunque solamente se le llamara “elector”. También los 
actos religiosos establecidos por los liberales españoles eran reto- 
mados, aunque en las primeras convocatorias para elecciones entre 
los insurgentes no se les había tomado en cuenta. Ésta es una mues- 
tra más del peso del constitucionalismo español en México. 


De Apatzingán a Tehuacán 


El Decreto constitucional promulgado por el Congreso Nacional no 
pudo solucionar los problemas de la insurgencia a principios de 
1815. La falta de recursos para seguir la guerra, las desmoralizado- 
ras derrotas de Morelos, el nuevo empeño puesto por los realistas 
en tratar de reconquistar los territorios dominados por los rebel- 
des se conjugaron con la dispersión natural provocada por la tácti- 
ca de guerrillas y con el poder de ciertos caudillos, para hacer que 
tras la publicación de la Constitución de Apatzingán la dirección in- 
surgente tuviera solamente control sobre el suelo que pisaba. Toda- 


1176] 


EL CAMINO INSURGENTE 


vía hubo algunos intentos más para tener la apariencia de un gobier- 
no en funciones, pero la persecución de las tropas monarquistas 
había hecho que poblados y aldeas misérrimos se vieran conver- 
tidos de pronto en la sede de los “poderes nacionales”. 

No fue extraño que los desastres de campaña se atribuyeran in- 
mediatamente al gobierno rebelde. Las derrotas insurgentes eran 
las del Congreso. José María Cos, el “representante por Zacatecas” 
de aquella asamblea lo vio así y decidió abandonar a sus colegas. 
Para él la Independencia debía ganarse en la guerra, no política- 
mente: sobraban los diputados, faltaban los militares. Acusaba al 
Congreso de privar de su libertad a hombres tan valiosos como Mo- 
relos, necesario para dirigir las campañas.? El doctor Cos compa- 
raba a los legisladores mexicanos con los de las Cortes españolas 
disueltas el año anterior. Los diputados de ambas asambleas en vez 
de ser electos por los individuos libres, lo habían sido por sí mis- 
mos, de modo que carecían de cualquier representación y legitimi- 
dad. También levantaba varios cargos contra sus anteriores colegas 
por distintas medidas tomadas sin hacer una consulta popular, es 
decir, sin expresar la voluntad de sus representados. Al final pedía 
la renovación del Congreso en circunstancias más favorables, pero 
resulta interesante a quiénes consideraba Cos como representantes 
en aquella aciaga hora: ni más ni menos que a los comandantes mi- 
litares que tenían el apoyo del pueblo. También es significativo a 
quién dirigía su manifiesto: a los jefes militares, a los jefes políticos, 
a los “comandantes de patriotas”, al clero secular y al regular, “y a 
todas las corporaciones”. Cos oponía a la representación del Congre- 
so la representación “natural” de la sociedad en sus autoridades, 
pero incluía a los jefes carismáticos, los caudillos, quienes supieron 
ganarse la confianza de los pueblos. No es que Cos hubiera dado 
“un paso atrás” en el camino insurgente del establecimiento del sis- 
tema representativo, es que la terrible situación de la guerra hizo 
necesario dar mayor libertad y poder a los jefes militares, lo mismo 
que ganarse a la sociedad neoespañola, fuertemente jerárquica y 
corporativa. 

El Congreso, entretanto, decidió en Puruarán salir de Michoa- 
cán. Se dirigirían a Tehuacán, lugar fortificado por Manuel de Mier 
y Terán, quien después sería encomiado por Morelos como el insur- 
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gente con más posibilidades de triunfo entre todos. En septiembre 
los legisladores partieron de Uruapan, pero dejaron instalada allí 
una Junta Provincial, que más adelante se haría cargo de la repre- 
sentación insurgente. José Sotero de Castañeda, el “gobernante sus- 
tituto”, José Ignacio Alas, y José María Ponce de León formaban los 
tres supremos poderes cuando llegaron a Tehuacán en noviembre 
de 1815.73 Morelos ya había caído y esperaban resistir en los relati- 
vamente seguros territorios de Mier y Terán. Sin embargo, pronto 
empezarían los problemas. Las tropas no estaban muy contentas 
con la presencia de aquellos clérigos y abogados que pretendían 
ejercer un poder superior al de los militares, poco importaba el ori- 
gen de tal autoridad. Además, Morelos estaba a punto de ser conde- 
nado y desde el Manifiesto de Cos fue frecuente acusar al Congreso 
de privar a Morelos del mando que, de otra manera, lo hubiera lle- 
vado si no al triunfo al menos a no caer en manos de los realistas. 
Dificultades entre los varios grupos rebeldes reunidos por aquel 
azar en Tehuacán y la intervención de Terán en ellas motivaron al 
gobierno insurgente a imponer su autoridad sobre el caudillo de la 
región. Los oficiales de éste pusieron preso a su jefe la noche del 14 
de diciembre de 1815 para actuar contra el Congreso sin su inter- 
vención. De hecho, el propio Terán siempre se defendió aduciendo 
que la disolución del órgano de gobierno insurgente fue obra de la 
tropa y no suya, pero cabe resaltar el hecho de que no se opuso. 
Bustamante fue más crítico con él: llegó a afirmar que aquella noche 
del día 14 tuvo reunión con sus más cercanos colaboradores y de- 
cidió con ellos la disolución.? 

Manuel de Mier y Terán publicó una explicación de sus actos. 
En términos generales sus argumentos eran muy parecidos a los que 
esgrimió Cos meses antes. Se trataba de un Congreso compuesto por 
suplentes, sin legitimidad alguna que, para colmo, había entorpeci- 
do la marcha de la lucha. Sus intereses eran, contrario a lo que pudie- 
ra pensarse, salvar a la Constitución y los derechos de “los pueblos 
libres”, violados constantemente por aquella reunión de abogados y 
clérigos llamada Congreso. Los atropellos de la asamblea legislativa 
y del gobierno contra los militares, contra aquellos que habían to- 
mado las armas para darse el gobierno que quisieran habían oca- 
sionado su ruina: 
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La representación del Congreso carecía de la confianza pública, por- 
que el pueblo no había tenido parte en sus respectivas elecciones |... 
A la verdad, la representación suplente nada vale en un tiempo en 
que los pueblos americanos libres e ilustrados conocen muy bien que 
ellos deben elegir con arreglo a la Constitución sus diputados.” 


El 22 de diciembre de 1815 murió fusilado José María Morelos. Terán 
esgrimió este argumento para justificar sus actos: la muerte del prin- 
cipal jefe insurgente pudo evitarse, de no haber sido por la pérdida 
de libertad y mando a que lo condenó el Congreso. Por esa razón y 
por intentar sojuzgar al pueblo y al ejército, el gobierno insurgente 
fue disuelto. Sin embargo, en los argumentos de Terán aparecían 
como elementos importantes la libertad y la ilustración alcanzada 
por la población en armas. No era ya el pueblo ignorante y resig- 
nado del virreinato, la movilización social de los últimos años y 
especialmente la conciencia de que con las armas podía erigirse un 
gobierno o sustituirlo habían dado a los rebeldes la “libertad e ilus- 
tración” requerida para formar un nuevo Congreso. “Se puede decir 
que [el pueblo] se halla en estado natural”, afirmaba roussoniana- 
mente Terán.?8 No le faltaba razón: la guerra había hecho extraordi- 
nariamente difícil que los rebeldes reconocieran a cualquier autori- 
dad. Terán propuso la erección de una Convención departamental 
compuesta por los militares con mando más fuerte en ese momen- 
to: él mismo, Vicente Guerrero y Guadalupe Victoria, en repre- 
sentación de las provincias de Tehuacán, parte de la intendencia de 
México y Veracruz, respectivamente. Sin embargo, las rencillas per- 
sonales se impusieron y la propuesta quedó sin realizarse. Por 
oposición, tiempo después Guadalupe Victoria propondría la for- 
mación de un gobierno provincial en Veracruz, en espera de que a 
la primera oportunidad se realizaran elecciones. Este proyecto tam- 
poco prosperó.?? 


De Tehuacán ¿a dónde? 


El 15 de diciembre de 1815 fue disuelto el gobierno itinerante de los 
insurgentes. Siete días después murió José María Morelos. Los pri- 
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meros días de 1816 ofrecían pocas esperanzas para aquellos hom- 
bres que, por distintos motivos, habían tomado las armas contra el 
régimen virreinal. Los planes de Manuel de Mier y Terán y el pro- 
yecto de Guadalupe Victoria para formar un organismo director de 
la insurgencia quedaron incumplidos, De los intentos para organi- 
zar la rebelión sólo quedaba un puñado de hombres que formaban 
una Junta Subalterna. Su formación se remontaba a septiembre de 
1815, cuando antes de salir hacia su último destino, el generalísimo 
y el Congreso consideraron prudente dejar un cuerpo capaz de diri- 
gir las operaciones en Michoacán, Guadalajara, Guanajuato, Zacate- 
cas, San Luis Potosí, México y Tecpan.% Sus cinco integrantes po- 
drían ser de los miembros “de las tres supremas corporaciones o de 
los vecinos” que fueran ciudadanos en ejercicio de sus derechos. 
Sin embargo, la votación la harían los diputados del Congreso, co- 
mo en efecto aconteció el 21 de septiembre. Los electos fueron el 
licenciado Ignacio Ayala, Manuel Muñiz, Felipe Carvajal, José de 
Pagola y Domingo García Rojas. Poco apoyo encontrarían estos 
civiles entre los celosos hombres de armas. Tampoco lo recibirían 
de otros sectores sociales. No representaba ni a las provincias ni a 
los militares. 

Tras haber salido de Uruapan, la Junta se estableció en Tare- 
tan. Allí trató de establecer contacto con los guerrilleros y caudillos 
de la zona, quienes la ignoraron. Después tuvo que trasladarse a 
Jaujilla, donde estuvo todo el año de 1817. Nuevos individuos ocu- 
paron los puestos que otros dejaron. En 1818 la Junta de Jaujilla 
se convirtió en el Supremo Gobierno Provisional de México, pero 
de no ser por la protección de Vicente Guerrero no hubiera sobre- 
vivido hasta 1819. Sus presunciones de representatividad se habían 
quedado atrás. 

La lucha de Hidalgo condujo, a la larga, al decreto de una 
Constitución inspirada en los modelos revolucionarios francés, ame- 
ricano y español, y un poco más radical. Sin embargo, los desastres 
militares llevaron a un callejón sin salida-los empeños insurgentes. 
Antes de concluir, falta agregar que con el movimiento insurgente 
se perfiló un nuevo tipo de representación de aquel pueblo en 
armas: el caudillaje. El hombre fuerte, el jefe carismático que pelea 
por lo mismo que lucha “la mayor parte de la población del país” es 
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sin duda su portavoz, su representante. Vale la pena recordar este 
elemento pues estará muy presente a lo largo del siglo XIX mexica- 
no. En cuanto a las juntas y Congresos de la insurgencia, sólo resta 
decir que si hubieran sido auténticamente portavoces de la volun- 
tad de la nación —como lo creyeron muy de veras Rayón, Morelos 
y los vocales y diputados— hubieran tenido mejor éxito. La princi- 
pal prueba de que la voluntad de los pueblos, de las comunidades, 
de los ayuntamientos y otras corporaciones no estaba representada 
por ninguno de los órganos de gobierno rebelde es que éste depen- 
dió hasta el final de la fuerza de sus bayonetas. Las derrotas militares 
fueron también políticas. Sin embargo, la insurgencia tuvo un papel 
de enorme importancia en la adopción al régimen representativo 
en México: cuando miles de hombres tomaron las armas estaban 
mostrando que no aceptarían ningún gobierno desinteresado de sus 
necesidades. Como expresó José María Tornel: “Los pueblos com- 
prendieron que llegada la ocasión se podrían sacudir el yugo, pues 
que se les había revelado el secreto de su fuerza, y se habían des- 
pedazado los vínculos que tanto tiempo respetaron” 83 
La guerra hizo al pueblo soberano. 
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Soy del rey si no es tirano, venero la religión sin 
fanatismo, amo la España si asegura mis derechos. 


MANUEL DE VIDAURRE, 
Epígrafe a su Manifiesto de 1820 


Los individuos y corporaciones que ayudaron a Fernando VII a des- 
hacerse de las Cortes no eran precisamente defensores del absolu- 
tismo. Su oposición a la legislación liberal se debía a que ésta hacía 
tabla rasa de sus privilegios y fueros, es decir, continuaba la tenden- 
cia de los monarcas absolutos dieciochescos.! Desde la llegada de 
Felipe V al trono, la nota que caracterizó la relación entre la Corona 
y los cuerpos privilegiados fue la constante pérdida de prerrogati- 
vas por parte de éstos y la capacidad cada vez mayor de los monarcas 
para dictar leyes para todos sus súbditos. Las Cortes fueron la expre- 
sión más clara de la formación de un Estado moderno en España, 
opuesto por definición al mantenimiento de fueros especiales y 
jerárquicos. La igualdad ante la ley dictada por los constituyentes 
ocasionó la oposición de quienes salían perdiendo, aunque tuvie- 
ron que esperar hasta que los franceses abandonaran la Península 
y regresara el legítimo soberano. Fue entonces cuando ayudaron a 
Fernando VII a recobrar su soberanía. Sin embargo, dados estos an- 
tecedentes, queda claro que el monarca no lograría recuperar todos 
los poderes que sus abuelos habían tenido. Para mantenerse en el 
trono debía respetar los privilegios de aquelios que lo sostenían: 
el sexenio absolutista no fue sino un renacer del viejo pactismo ibé- 
rico. Las obligaciones adquiridas por Fernando VII le impidieron 
aplicar soluciones conocidas para ciertos problemas de la monar- 
quía. Por ejemplo, la crónica insolvencia del tesoro real no pudo ser 
resuelta con los métodos tradicionales. Para hacer frente a la falta 
de dinero, los primeros borbones recurrieron a su poder sobre las 
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propiedades de la Iglesia española. En 1814 no podía hacerse lo 
mismo, pues la intervención del Estado en esos bienes se parecía 
demasiado a los tímidos intentos secularizantes de las Cortes. Para 
afianzar su autoridad, los monarcas del siglo XVIII no tuvieron mie- 
do de abolir los privilegios de ciertas provincias. Durante el sexe- 
nio absolutista no se pudo hacer esto, pues hubiera parecido que 
el rey seguía la política de las Cortes, de establecer la igualdad le- 
gal en todas las regiones españolas. La realidad era justo la contra- 
ria: éstas habían seguido ciertas políticas iniciadas por los monar- 
cas, pero tras la primera restauración fernandina no podía haber 
confusión entre el régimen de las Cortes y el de Su Majestad Cató- 
lica. Según algunos estudios, esta situación provocó la quiebra de la 
monarquía hispánica. Al no poder aplicar ningún tipo de reforma, 
la crisis quedó sin solución.? 


Otros representantes: el ejército y el rey 


La decadencia española se aceleró durante esos años. También es- 
taba en riesgo de perder la mayor parte de sus posesiones ultrama- 
rinas, pues la revolución se había extendido prácticamente por todos 
los virreinatos. Los más ricos se mantenían fieles: Perú y Nueva Espa- 
ña. Sin embargo, la terrible situación por la que atravesaba la monar- 
quía propició rebeliones incluso en la misma Península y algunas de 
ellas alcanzaron a América: el caso del joven militar navarro Javier 
Mina es ejemplar. Los serviles —apodo que tenían quienes se opu- 
sieron a la Constitución— se vieron en grandes apuros para reprimir 
estas guerrillas. Hubo de reorganizarse el ejército y reunir grandes 
contingentes, aunque si en un momento el sector castrense había 
sido mimado por Fernando VII, la crisis también lo alcanzó. En 1820 
una parte del ejército acantonado para salir a combatir a los insu- 
rrectos sudamericanos se pronunció por el restablecimiento de la 
Constitución y decidió apoyar con las armas tal postura. Desde en- 
tonces, los “pronunciamientos” militares en favor o en contra de algo 
fueron sinónimo de defección de alguna parte del ejército. En el li- 
derado por Rafael de Riego en Cabezas de San Juan se observan ya 
algunas características que se repetirían en otros que hubo durante 
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todo el siglo xIx en España y América. Para empezar, Riego no optó 
por rebelarse abiertamente como lo hicieron antes tantos otros in- 
conformes, sino que elaboró una propuesta, prometió defenderla con 
las armas e invitó a los demás sectores del ejército a unírsele. Supo- 
nía que obtendría el apoyo de los otros militares por una razón de 
legitimidad: su pronunciamiento expresaba lo que quería la volun- 
tad popular.3 Es decir, el ejército se nombró portavoz de dicha vo- 
luntad: representante de la soberanía nacional. 

Poco pudo hacer Fernando VII para detener a los pronuncia- 
dos. Otros regimientos se adhirieron a la propuesta de Riego y, en 
poco tiempo, por toda la península hubo manifestaciones en favor 
del régimen constitucional. En Madrid, agitadores liberales provo- 
caron un motín que obligó al rey a aceptar la petición de los mili- 
tares. El siete de marzo se reunió una Junta Provisional Consultiva 
que tendría bajo su cuidado organizar las instituciones constitu- 
cionales y dar nueva vida al sistema representativo. También se es- 
tableció un Consejo de Estado; con treinta integrantes, de los cuales 
nueve eran americanos. Con todo y el restablecimiento de la Cons- 
titución, Fernando VII no quiso renunciar completamente a su ca- 
rácter de monarca absoluto. En un Manifiesto a la Nación, el rey se 
hacía intérprete de la voluntad de sus súbditos: como representante 
natural de la monarquía española había tomado la decisión de sus- 
pender la Constitución en 1814 y ahora la volvía a promulgar: “He 
oído vuestros votos [sic, por disparos], y cual tierno padre he con- 
descendido á lo que mis hijos reputan conducente á su felicidad”. 
La voluntad había sido la de la nación española, pero su intérprete 
y representante era el rey, quien como cabeza del reino se pondría en 
primer lugar y al frente de las instituciones liberales. Toda España 
marcharía francamente por la senda constitucional, pero él lo haría 
primero, no porque las nuevas instituciones así lo establecieran sino 
ex oficio, por ser el representante natural de la monarquía. 


Representantes por necesidad 


Como ell propio monarca reconoció, el restablecimiento del régi- 
men representativo hacía menester la reunión de las Cortes.* Se fijó 
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la fecha del 9 de julio de 1820 para que dieran comienzo sus sesio- 
nes. Para conseguir esto, se ordenaba que los procesos electorales 
iniciaran inmediatamente, aunque se reconocía que los diputados 
ultramarinos no alcanzarían a llegar a tiempo, por lo cual se previ- 
no que fueran electos treinta suplentes entre los americanos resi- 
dentes en Madrid. Esta decisión no dejó de ocasionar problemas, 
pero de momento el reestablecimiento de la Constitución prometía 
un futuro halagieño: al parecer, todos los problemas se podrían 
solucionar, incluso los de las provincias insurrectas en América. Es 
cierto que Nueva España se encontraba completamente pacificada, 
pero Otras regiones eran ya virtualmente independientes. Fernan- 
do VII supuso que la rebelión en las Indias, al igual que había ocu- 
rrido en la península, estaba encaminada a establecer un régimen 
liberal. Por eso llegó a creer, como muchos otros, que la Constitu- 
ción sería la mejor arma para apagar el fuego en el Nuevo Mundo.? 
Sin embargo, muy pronto hubo descontento incluso entre los ame- 
ricanos liberales; noes que manifestaran repudio al nuevo orden 
de las cosas, sino que empezaron a exigir el cumplimiento cabal de 
la representación igualitaria garantizada por la misma Constitución. 
En Madrid había algunos americanos y entre ellos también quienes 
fueron diputados electos o suplentes para las Cortes de Cádiz y para 
las Ordinarias. Debido en buena medida al carácter que algún día 
tuvieron como representantes de sus provincias, estos individuos 
enviaron una representación al rey, en la cual pedían que se aumen- 
tara el número de suplentes.” Se quejaron del “agravio que se hace 
á las provincias en que hemos nacido”, y se atrevían a sugerir que la 
medida de la Junta Provisional alejaría la reconciliación que se pre- 
tendía. Inclusive el editor de la Aurora de España expresó su temor 
a fomentar el “incendio de aquellos países, cuando tan á poca costa 
puede evitarse”. La solución era una representación equitativa para 
ambos hemisferios. 

Los viejos diputados americanos también publicaron un ma- 
nifiesto,$ en el cual repetían esta queja. Además se mostraron des- 
contentos porque la orden de jurar nuevamente la Constitución fue 
enviada con gran tardanza a los territorios americanos, lo cual sólo 
era dar largas a la elección de diputados de acuerdo con lo estable- 
cido por la Constitución. Proponían que, si bien suplentes, debían 
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elegirse los diputados según el número establecido en la Carta de 
Cádiz: “en España hay muchos americanos; pero aun cuando fue- 
sen muy pocos, éstos representan por la necesidad [a] los millones 
de habitantes que tienen sus respectivas poblaciones”. En otras pa- 
labras, cualquier americano residente en Madrid o en la Península 
era un buen representante del resto de sus paisanos. Este tipo de re- 
presentación respondía al presunto interés común que tenían todos 
los españoles americanos por oposición a los europeos. Si se partía 
de la premisa de que todos los habitantes de ultramar compartían 
las mismas necesidades y tenían las mismas aspiraciones, luego 
entonces cualquiera de ellos podía expresarlas, es decir, podía re- 
presentar al resto, quienes por las condiciones geográficas eran in- 
capaces de realizar las elecciones con la celeridad requerida. Los 
antiguos diputados tenían aún más autoridad, pues ya habían sido 
elegidos en alguna ocasión y contaban, por tanto, con el consenti- 
miento de sus comitentes. Uno de los individuos más notables que 
apoyó esta opción fue Miguel Ramos Arizpe, quien llegó a Madrid 
el 22 de marzo de 1820, cuando ya se habían hecho las convocato- 
rias para elegir diputados, propietarios y suplentes. Entonces se 
unió con los demás americanos para protestar por la pequeña re- 
presentación que se dio a Ultramar, pero: 


no contento con esto trabajó por separado otra [manifestación] más 
enérgica, fuerte y decisiva, en que reclamando el asiento que su 
pátria le habia señalado en Córtes, y de que no el miedo á las ba- 
yonetas, sino las bayonetas mismas le habian arrancado, pidió se le 
restituyese á él, como tambien [a] otros treinta americanos que eran 
diputados el año de 14: que sobre estos entrasen los treinta que ha- 
bía llamado la convocatoria, y ademas se aumentase su número 
hasta completar el que correspondia á la América segun la base de 
la Constitucion, porque si no... [sic]? 


Algunas críticas se dejaron oír contra estas peticiones, pues parecía 
que los antiguos diputados querían perpetuar su carácter represen- 
tativo. Según un autor anónimo cuyas siglas eran P.M.A., los ame- 
ricanos debían conformarse con los suplentes designados por las 
circunstancias extraordinarias, pero lo antes posible deberían reali- 
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zarse las elecciones, pues el voto era el único medio legítimo para 
nombrar representantes.1% A los ex diputados americanos no les 
importaba tanto la forma de designación de representantes como la 
posibilidad de enfrentarse numéricamente al “partido peninsular” 
en las Cortes. Si la mejor forma de garantizar la legitimidad de los 
individuos que representaran a la nación eran las elecciones, el he- 
cho de que los americanos en Madrid no dieran importancia al 
sufragio sino a la cantidad de diputados, hace suponer que no se 
consideraban a sí mismos representantes de la nación sino de los 
intereses particulares de sus provincias americanas en el conjunto 
del imperio español. Las elecciones de suplentes fueron realizadas 
en Madrid los días 28 y 29 de mayo. Los electos fueron, en general, 
notables defensores de los intereses ultramarinos y, por lo tanto, no 
significaron ningún inconveniente para sus paisanos.!! Algunas vo- 
ces se dejaron oír contra su elección, pero en general la opinión de 
los americanos confirmó el aserto expuesto aquí: no importó la for- 
ma de designación de los diputados sino que éstos formaran un 
grupo defensor de los intereses de sus provincias.!? 

Incluso, las quejas hechas por los americanos contra el pro- 
ceso admitían de alguna manera que lo importante era el número 
del “partido americano”. Manuel de Vidaurre, antiguo diputado pe- 
ruano y uno de los liberales más comprometidos con la democracia 
representativa, hizo notar que hubo irregularidades en el proceso 
de selección de diputados en Madrid y pedía, por lo tanto, su anu- 
lación.'3 En realidad, él fue uno de los pocos que exigieron que la 
elección se hiciera por la población de las provincias que debían 
estar representadas: “Jamás daña á la república, dice Maquiavelo, la 
autoridad constituida por el sufragio de los hombres libres”. Por 
cierto, Vidaurre era el único hispanoamericano de la época que ci- 
taba a Maquiavelo como teórico político —y no para criticar su “ma- 
quiavelismo”— y cuyos ejemplos eran de regímenes republicanos y 
democráticos. Pese a su preferencia por la elección de diputados 
hecha por los ciudadanos virtuosos, Vidaurre caía también en la 
idea de representación por comunidad de intereses. Él mismo creía 
ser representante de Ultramar, quizá por haberlo sido antes de 1814: 
“Tengo el honor de representar á toda la América”, afirmó en su 
manifiesto. También aseguró que los americanos “hemos querido 
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formar un sólo cuerpo, una sola defensa” en contra de los penin- 
sulares. De hecho, su principal queja contra las elecciones de su- 
plentes era que no fueron electos los suficientes: los previstos por 
la Constitución. 

El carácter representativo de los diputados ultramarinos estri- 
baba en la capacidad de la “delegación americana” para defender 
los intereses de sus provincias frente a los peninsulares. El diputado 
madrileño Francisco Fernández Gasco supo describir la posición de 
los indianos en las Cortes al compararlos con los delegados ameri- 
canos que fueron al parlamento británico durante la Revolución de 
las Trece Colonias. Los americanos —anglos e hispanos— “no tenían 
fe en el mito de los diputados nacionales”. Esto se debía posible- 
mente a varios factores, entre los que resalta el conocimiento que 
tenían los ultramarinos de las diferentes necesidades de la “nación” 
española, más claro en la enorme diversidad americana que en la 
península. El mito de la nación unida bajo una misma ley no podía 
ser tan aceptable para quienes habían nacido en las regiones más 
alejadas del imperio. 

El reestablecimiento de la Constitución trajo nuevamente a la 
escena muchos de los problemas que el primer periodo liberal no 
pudo resolver. Sin embargo, hubo una diferencia entre el primer 
experimento constitucional y el Trienio: ahora estaban más defini- 
dos los grupos y las preferencias políticas: los serviles sabían que 
veladamente contaban con el apoyo de su monarca; los liberales 
no fueron sólo los viejos “doceañistas” tan tímidos en sus reformas, 
ahora una nueva generación más radical propugnaba acelerar los 
cambios y constituir en España un Estado moderno, secular, iguali- 
tario y centralizado. En Nueva España también se formarían distin- 
tos grupos a favor y en contra de la Constitución. 


El liberalismo español en Nueva España 
Las Cortes se reunieron el 9 de julio de 1820. Vale la pena destacar 
que desde su instalación mostraron pocas ganas de conciliar con los 


intereses de los grupos reaccionarios. Entre sus primeros pasos des- 
tacaron el castigo de los llamados Persas, aquellos diputados que en 
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1814 manifestaron al rey la conveniencia de derogar la Constitu- 
ción; la nueva abolición del Tribunal del Santo Oficio de la Inqui- 
sición y la expulsión de la Compañía de Jesús, que había traído de 
regreso Fernando VIT. Los diputados jóvenes fueron más lejos en 
sus reformas que los doceañistas: suprimieron a los monacales y re- 
formaron las órdenes regulares, con lo que muchas fincas pasaron 
a ser propiedad de la nación. El trabajo que antes realizaban los re- 
ligiosos hospitalarios quedó en manos de las autoridades munici- 
pales.!ó Todas estas medidas produjeron gran descontento entre los 
grupos afectados tanto en España como en América. Los liberales no 
pudieron hacer un frente único ante la oposición servil, pues los do- 
ceañistas pronto se mostraron más moderados que los revolucio- 
narios jóvenes. Esta división pudo ser vista por algunos diputados 
americanos, quienes previeron el fracaso del sistema constitucional 
y la próxima restauración absolutista. Además, otros más sabían que 
las Cortes no iban a procurar una representación igualitaria, como 
Servando Teresa de Mier, quien en vista de esto pronto optó por 
procurar la independencia absoluta de España.” 

Tras el triunfo del levantamiento liberal de 1820, las nuevas 
autoridades creyeron que el establecimiento de un régimen consti- 
tucional mitigaría las guerras que asolaban América. Suponían que 
las rebeliones que mantenían virtualmente independiente a gran 
parte de Sudamérica y las guerrillas que aún permanecían en Nueva 
España se debían al despotismo de los últimos seis años. Luego, el 
reestablecimiento de la Constitución sería el objetivo común de to- 
dos los insurrectos y ahora que se había conseguido no quedaban 
ya motivos de peso para la guerra. Así lo señalaba la obra de Álvaro 
Flores Estrada, Profecías políticas á favor de nuestra independen- 
cía. Contra lo que podría sugerir el título, su autor no se mostraba 
como un abierto partidario de la Independencia, simplemente la 
justificaba como la lucha contra el despotismo, el cual también se 
combatía en la península. En el fondo, la guerra en América tendría 
por objetivo establecer un régimen representativo, independiente 
sólo si en España campeaba el absolutismo. Los liberales justifica- 
ban la Independencia únicamente considerada como lucha contra 
el despotismo y de ninguna otra manera. El mismo Flores Estrada, se- 
gún su propia afirmación, deseaba que América siguiera formando 
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parte de la nación española, pero de una España liberal.18 El resta- 
blecimiento del orden constitucional abría las puertas de la partici- 
pación americana en el gobierno imperial y, según creían sus apo- 
logistas, sofocaría las insurrecciones, por eso uno de los primeros 
pasos del recién establecido Consejo de Estado fue proponer cinco 
medidas que conducirían a la pacificación de Ultramar. Por lo me- 
nos dos de los puntos sugeridos tenían que ver con garantizar la 
representación de las provincias americanas en el nuevo gobierno: 
se enviarían instrucciones para la inmediata elección de diputados 
y, en caso de las comarcas que no quisieran hacerlo, se les solicita- 
ba el envío de comisionados a la metrópoli para que expresaran las 
necesidades y deseos de sus respectivas provincias.” 

Algunos novohispanos no tuvieron que esperar las instruc- 
ciones para adherirse a la Constitución triunfante. Las noticias del 
levantamiento de Riego llegaron prontas a Nueva España. Aunque 
poco conocidos, había individuos vinculados con los insurrectos li- 
berales españoles. Otros grupos que se habían visto beneficiados 
durante la primera vigencia constitucional también estuvieron al 
pendiente de las noticias en la península y deseosos de que éstas 
fueran favorables a los pronunciados. Así, los comerciantes de algu- 
nos puertos se apresuraron a jurar la Carta incluso antes de que las 
autoridades tuvieran conocimiento oficial de su reestablecimiento. 
Es posible que Juan Ruiz de Apodaca no quisiera adelantarse, pues 
el levantamiento de Riego podría ser reversible, pero pronto hubo 
juramentos en varias plazas. Las autoridades no tuvieron más op- 
ción que aceptar el orden constitucional% aunque hubo algunos 
rumores acerca de que Juan Ruiz de Apodaca ofreció el reino a 
Fernando VII, pero la mayoría de estas versiones eran apócrifas y 
corrieron cuando ya se conocía el Plan de Iguala. De momento hu- 
bo una gran cantidad de pasquines, folletos y otras publicaciones 
con poemas, catecismos y todo tipo de alabanzas a la Constitución, 
aunque también llegaron a las prensas obras contraconstitucionales 
o serviles. A diferencia de lo ocurrido durante el primer periodo 
constitucional, ahora los autores se expresaron de una manera más 
clara a su favor o en contra, independientemente de la posición 
de las autoridades.?! En materia de representatividad también se 
vería la misma pugna, entre quienes apoyaron el régimen gaditano, 
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es decir, los que aceptaron los métodos constitucionales y plebisci- 
tarios para representar a la nación soberana; los que intentaron man- 
tener el tipo de representación funcional o corporativa frente al 
monarca, único soberano, y los que sin importar el tipo de sistema 
—funcional o plebiscitario— estaban más interesados en hacer pre- 
sentes sus intereses ante el gobierno. 

El decreto de Fernando VII en el cual convocaba la reunión de 
las Cortes y ordenaba el inicio del proceso electoral, se publicó en 
México en la Gaceta del 3 de junio de 1820. También se dieron a co- 
nocer las instrucciones para llevar a cabo los comicios en la penín- 
sula e islas adyacentes y las propias para las posesiones de Ultramar.2 
De acuerdo con la instrucción, sería el jefe político de cada provincia 
quien formaría una junta preparatoria. También la presidiría, y esta- 
ría formada además por la más alta dignidad eclesiástica presente, 
por algunos miembros del ayuntamiento donde se celebrare —el 
alcalde, el regidor decano y el síndico—, y por dos buenos vecinos. 
El antiguo virreinato de Nueva España quedó dividido en varias 
provincias. Se reuniría una Junta Preparatoria en México para Nue- 
va España; en Guadalajara para Nueva Galicia; en Mérida para 
Yucatán; en Monterrey, Nuevo Reino de León, para las Provincias 
Internas de Oriente, y en Durango, Nueva Vizcaya, para las de Oc- 
cidente. Como en las anteriores elecciones, estas juntas debían re- 
solver una gran cantidad de casos no previstos por las instrucciones 
ni por la Constitución. Su misión fundamental era realizar lo antes po- 
sible los comicios y procurar que se hicieran conforme a derecho. 
La presencia de las juntas preparatorias compuestas por diferentes 
individuos es una muestra de la falta de instituciones capaces de lle- 
var a cabo los nuevos mecanismos representativos. 3 

De nueva cuenta hay más información para la Junta Preparato- 
ria reunida en México. Tampoco son muchas las novedades acerca 
de sus actos, respecto de las celebradas antes de 1814. Sin embar- 
go, sí resulta interesante que para llevar a cabo su misión esta Junta 
recurriera precisamente a la experiencia del primer periodo consti- 
tucional. Antes de realizar cualquier otra cosa, sus miembros con- 
sultaron las Actas de la Junta Preparatoria de 1812. De hecho, las 
instrucciones y prevenciones para la realización de los comicios 
fueron copiadas casi literalmente de las hechas para 1813. También 
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por la experiencia de aquellos procesos, las autoridades quisieron 
evitar ciertas prácticas. De ahí que se previniera la realización de 
censos y padrones no tanto con el objetivo de conocer el número 
de diputados que debían elegirse sino, ante todo, para evitar que 
votaran quienes no debían.” El padrón establecería el número de 
quienes podían votar en razón de ser “cabezas de familia” —cuya 
definición era “quien la paga”— o “célibes que se manifiesten por 
sí mismos”. Quedaban fuera los regulares, pero no así la clerecía 
secular. Tampoco podían votar los descontados por la Constitu- 
ción: castas, mujeres, sirvientes domésticos, menores de edad y 
quienes, por algún motivo, no gozaran en ese momento de los 
derechos de la ciudadanía. 

Según la Instrucción redactada por la Junta Preparatoria de 
México, “por ciudadanos capaces de tener voto activo se entien- 
den los españoles reputados hasta aquí por tales en América, todos 
los Indios puros y los mezclados con casta Española, que se dicen 
mestizos”. Supuesta la base de 2,886,238 “almas”, correspondían a 
Nueva España 41 diputados distribuidos de la siguiente manera: 


CUADRO 1 
Distribución de diputados en Nueva España 


parados peores 


O 
et 


San En Potosí 


Tlaxcala 
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Por cierto que no todas las provincias estuvieron de acuerdo 
con esta disposición de la Junta. Las autoridades de Querétaro, por 
ejemplo, supusieron que debían enviar más de un diputado y para 
el efecto hicieron representaciones a México,” aunque dispusieron 
la celebración inmediata de comicios para enviar por lo menos uno. 

Salvo algunas anomalías no hubo contratiempos en estos co- 
micios. Al menos es poco lo que permiten ver los documentos. Por 
lo general se repite el mismo esquema de elección de los años de 
1812-1814: una mayoría abrumadora de criollos e incluso algunos 
sospechosos de infidencia.2 Para agosto de 1820 ya se habían reali- 
zado los comicios de parroquia y de partido en Actopan, Atitalaquia 
—al noroeste de Atotonilco—, Apan, Chalco, Coatepec, Cuernavaca, 
Guadalupe, Huejutla, Ixmiquilpan, Mejicalzingo, Mextitlán, Oaxte- 
pec, Pachuca, San Agustín de las Cuevas, Santa Fe —al oeste de Ta- 
cubaya—, Tixtla, Yahualica —o Yahualiuca; el manuscrito dice 
Yahuaca. Se encuentra al noreste de Meztitlán y al sudeste de Hue- 
jutla, muy cerca de Tlaxcala—, Xochimilco, Zacualpa o Zacualpan, 
Zempoala y Zumpango, además de la ciudad de México. Por cierto 
que en Huejutla no se formó ninguna Junta electoral, aunque sí se 
hicieron los comicios. Los documentos no aclaran cómo. Ni siquiera 
puede suponerse que la elección fue tradicional a la manera de ca- 
bildo indígena, pues aunque originalmente había sido muy impor- 
tante aquella población, con el paso del tiempo esa situación cam- 
bió. El hecho de ser subdelegación de la intendencia de México y la 
presencia de grandes haciendas en su jurisdicción motivaron la in- 
migración de mestizos, mulatos y negros. Para 1791 en la cabecera 
no quedaban indios puros.” 

En Acapulco las elecciones también se efectuaron a tiempo, 
pero hubo ocasión de una disputa entre autoridades. El jefe militar 
de la plaza —no se nos da su nombre— pretendió presidir las jun- 
tas electorales de parroquia y de partido, pues “los atributos de los 
Gefes de esta plaza, han sido en todos tiempos los de Gobernador 
Militar Político y Subdelegado nato de la Intendencia”. No cabía 
duda de que así había sido, pero los capitulares de aquel puerto hi- 
cieron notar al jefe de la plaza que por el artículo 309 de la Cons- 
titución ya no debía ser así. En el fondo había problemas más graves 
entre ambas instancias, El jefe de la plaza no quería entregar los fon- 
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dos y admoniciones de peaje que, por ley, debían ser administrados 
por el cabildo. 

Los electores de partido de Nueva España se reunieron el 17 de 
septiembre de 1820 y procedieron al último paso del proceso. Nue- 
vamente los criollos acapararon los puestos de representantes. En 
la lista publicada dos días después se hallan nombres de indivi- 
duos comprometidos con la causa de los criollos y el autogobierno 
del reino.3! Inclusive hubo quienes estuvieron implicados, años 
antes, con los insurgentes. El marqués del Apartado y su hermano, 
Francisco Fagoaga; Francisco Molinos del Campo; Manuel Cortá- 
zar, el conde de San Mateo de Valparaíso; José Antonio del Cristo 
y Conde; el joven teniente coronel Manuel Gómez Pedraza, y el rico 
comerciante de Veracruz, Tomás Murphy, fueron algunos de los elec- 
tos por Nueva España. 

Por las mismas fechas se hicieron públicos los resultados de 
otros lugares. En Veracruz, por ejemplo, las elecciones se realizaron 
del 17 al 19 de septiembre. Es de hacer notar que uno de los elec- 
tos, Pablo de la Llave y Ávila, ya había sido nombrado diputado 
para las Cortes que debieron haberse celebrado los años de 1815 y 
1816. También es curioso que los veracruzanos tuvieron a bien de- 
positar su confianza en individuos residentes en Europa, en Madrid 
o incluso en Londres, como era el caso del diputado suplente Fran- 
cisco de Borja Migoni, del comercio de Veracruz. Entre militares, curas 
y abogados se repartieron la delegación que enviaría la provincia de 
Puebla, donde, por cierto, resultó diputado Bernardo González An- 
gulo, quien tantos problemas tuvo con Calleja cuando fuera nom- 
brado vocal provincial años atrás. De Guanajuato también salieron 
abogados y, por lo menos, un notable ingeniero: Lucas Alamán. En 
Valladolid resultaron ganadores muchos abogados, lo mismo que 
en Mérida y en Durango. A diferencia de estos lugares, en Guadala- 
jara sólo fueron electos eclesiásticos, la mayoría de ellos párrocos.3 

Los ayuntamientos constitucionales también fueron reinsta- 
lados, lo mismo que las diputaciones provinciales, cuyo número 
creció. Al finalizar 1820 estaban en funciones las diputaciones de 
las Provincias Internas de Oriente, en Monterrey; la de Nueva Ga- 
licia, en Guadalajara; la de Nueva España, en México; la de San 
Luis Potosí; la de las Provincias Internas de Occidente, cuya capital 
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. quedó en Durango, y en Mérida se instaló la de Yucatán.33 Sin em- 
bargo, el número de diputaciones no fue suficiente. Muchas pro- 
vincias seguían subordinadas a alguna otra, como fue el caso de las 
que quedaban bajo la diputación de Nueva España, a saber, Pue- 
bla, Oaxaca, Veracruz y Nueva España propiamente dicha. Esto dio ' 
motivo para que los descontentos de las capitales de provincia re- 
clamaran el cumplimiento del artículo 325 constitucional, que orde- 
naba que en cada provincia hubiera una diputación. Es verdad que 
mientras duró el régimen virreinal poco pudieron hacer para con- 
seguir sus objetivos, pero en cuanto se promulgó el Plan de Iguala 
volvieron a presentar su reclamo con la esperanza, muchas veces 
cumplida, de obtener una diputación propia. 


El Plan de Iguala 


Las nuevas Cortes liberales habían llevado muy lejos su intento de 
reformar la sociedad española, quisieron aplicar la misma ley para 
todos, lo cual significaba eliminar privilegios. Esto amenazaba la 
situación jurídica, y por lo tanto económica y social, de muchos po- 
derosos. Incluso las comunidades indígenas se sabían en peligro. 
Para ellos la nueva legislación significaba un problema adicional: la 
realidad de grandes grupos sociales diferentes al “común” se man- 
tenía sin importar qué dijeran la Constitución y demás leyes libe- 
rales e igualitarias: “Aunque por el nuevo sistema de cosas queda 
suprimida la Parcialidad, quedan siempre los naturales que la com- 
ponen” y sus problemas. La pérdida de sus privilegios podía lle- 
varlos hasta la infidencia, como ocurrió con los tlaxcaltecas, quienes 
ofrecieron unirse al movimiento de Morelos, por oposición a las 
“pérfidas leyes” de las Cortes —véase el tercer capítulo, corolario—. 
Ahora bien, las del Trienio fueron más radicales que aquellas de los 
años 1810-1814: cuánto más descontentas estarían estas comunida- 
des, por no hablar de los otros privilegiados. En definitiva, el nuevo 
gobierno no atendía sus necesidades. Para no pocos novohispanos 
se abrió la posibilidad de buscar una alternativa: un gobierno que sí 
representara sus intereses. 


[196] 


DE LAS TINIEBLAS A LA LUZ 


Lucas Alamán refiere el origen del Plan de Iguala en las reu- 
niones que se tenían en el Oratorio de San Felipe Neri, la antigua 
iglesia Profesa de los jesuitas, entre el canónigo Matías Monteagu- 
do, el oidor Miguel Bataller, ambos peninsulares, y el ex inquisidor 
José Tirado. Don Lucas supo de estas reuniones por José Hipólito 
Odoardo, “muy instruido en los sucesos de aquel tiempo”; José Ma- 
nuel Zozaya Bermúdez, “que de todo tenía conocimiento”; de José 
Ramón Malo, sobrino de Agustín de Iturbide y de los apuntes de 
Juan Gómez de Navarrete, diputado en Madrid por Michoacán, ínti- 
mo amigo de Iturbide y defensor de su causa en las Cortes. De 
acuerdo con esta versión, que además ha sido muy aceptada en la 
historiografía mexicana, los clérigos y peninsulares, tan privilegia- 
dos y reaccionarios, decidieron volver al estado de cosas imperante 
en Nueva España antes de 1808. Como vieran la revolución liberal 
de la península y de muchas otras partes de Europa, decidieron que 
para evitar el contagio lo mejor sería romper las amarras con la Ma- 
dre Patria, traer a Nueva España al sufrido Fernando y establecer 
aquí el imperio de la Inquisición y todos los horrores que los histo- 
riadores liberales han atribuido a los trescientos años de virreinato, 
Con todo, las conspiraciones dejan pocos documentos y, los de ésta 
en especial, no los conocemos. Quizá los custodien en la Profesa u 
otro archivo de la Arquidiócesis. 

Según Alamán, los distinguidos miembros de las distintas 
jerarquías del antiguo régimen que se reunieron en aquel Orato- 
rio con fines subversivos requirieron los servicios de algún militar 
para que se pronunciara en favor de la legitimidad real y del retor- 
no al pacífico estado anterior a 1808. El electo fue un joven coro- 
nel criollo, quien acababa de ser rehabilitado en el ejército luego 
de varios años de castigo por su comportamiento. Algunos ele- 
mentos del Plan de Iguala harían suponer que, en efecto, Agustín 
de Iturbide se pronunció en representación de los conspirados de 
la Profesa: según el mencionado Plan?” se conservaría la exclusivi- 
dad religiosa del catolicismo [12 base e indicación], el gobierno 
monárquico [3*] bajo la corona de Fernando o de algún otro Bor- 
bón [42], y los fueros de los eclesiásticos [14%]. Sin embargo, hay 
elementos que nos ponen alerta: la monarquía sería constitucional 
[32 base] y se reunirían Cortes Constituyentes [52] ínterin seguiría 
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vigente, en algunos casos, la Carta de Cádiz [20* base y 21? indica- 
ción]. Vicente Rocafuerte dio la siguiente explicación: en efecto, el 
Plan de Iguala era el mismo que en la Profesa redactaron Tirado y 
Monteagudo, pero Iturbide le hizo algunas modificaciones. Habría 
sido Ignacia Rodríguez y Velasco quien aconsejó al joven coronel en 
ese sentido, pues estaba comprometida con muchas personalidades 
importantes de la ciudad de México que apoyaban la Constitución 
española. Esos cambios introducidos en el Plan original permitirían 
obtener el apoyo de esos criollos liberales. El futuro jefe trigarante 
también tuvo tratos con otras personas: camaradas de armas y algu- 
nos amigos como Ramón Parrés, José Antonio Echávarri, Anasta- 
sio Bustamante, Anastasio Román y Francisco de Arce. Invitó en 
alguna ocasión a Manuel Gómez Pedraza para discutir acerca de 
los “asuntos del día y la situación del reino”. También le presentó 
un proyecto para hacer independiente al virreinato. Al parecer, Pe- 
draza hizo modificaciones a la propuesta. No conozco la fecha en 
que se efectuó la entrevista entre los dos ambiciosos criollos, pero 
Pedraza fue electo, en agosto de 1820, diputado por Nueva España 
a las Cortes, lo cual puede hacer pensar que estaba comprometi- 
do con la causa constitucional.38 

Ahora bien, según el propio Iturbide y otros autores, la auto- 
ría del Plan fue indiscutiblemente suya. Los estudios modernos 
acerca de la génesis del famoso documento de Iguala también acu- 
san a Iturbide de ser su autor.2 De ser verdad tal aserto, el jefe del 
Ejército Trigarante supo conciliar los intereses de los distintos gru- 
pos sociales y preferencias políticas que había en el virreinato. En 
las referidas bases del Plan de Independencia, proclamado el 24 de 
febrero de 1821, se conservaban los privilegios de los más afectados 
por la legislación radical española al mismo tiempo que se garan- 
tizaban los derechos constitucionales. Otra virtud del Plan fue ser 
lo suficientemente ambiguo como para no despertar enemistades. 
Así, en ninguna de las bases se decía cómo se reunirían las primeras 
Cortes ni qué pasos se seguirían para constituir a la nueva nación. 
Es cierto que obligaba al futuro Congreso constituyente a dar al im- 
perio un “gobierno monárquico templado por una constitución 
análoga al país” [2? base], pero no se decía cómo sería. Es posible 
que Iturbide hubiera planeado en un principio formar su Congreso 
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con los diputados electos para ir a España. Sin embargo, esto no pu- 
do ser y el Plan permitiría también la convocación de unas Cortes 
Constituyentes sobre las bases que determinara una Junta Guber- 
nativa. Esta convocatoria podía responder a los postulados libera- 
les que concebían la nación como la suma de ciudadanos y, por lo 
tanto, aceptaban el principio de representación proporcional a la 
población, o a los del constitucionalismo histórico que veían en el 
reino a un conglomerado de corporaciones y, en consecuencia, 
aceptaban el principio de representación funcional. En el documen- 
to de Iguala nada se decía al respecto. 

El mismo Plan incluía, al final, una lista de individuos pro- 
puestos para la mencionada Junta Gubernativa. Iturbide quiso tener 
representantes de los grupos de cuyas preferencias políticas podía 
darse perfectamente cuenta. Entre otros, estaban el oidor Bataller y 
el canónigo Monteagudo, pero también hubo notables defensores 
de la Constitución, como Miguel Guridi y Alcocer o Francisco Ma- 
nuel Sánchez de Tagle, por sólo mencionar dos. Iturbide creía que 
en el reino había por lo menos ocho tendencias: la de aquellos pe- 
ninsulares o americanos que estaban por el derramamiento de san- 
gre y el mutuo exterminio; los de “un partido liberal frenético que 
aspira y sólo estaría contento con el goce libre de la licencia más 
desenfrenada”. 


Otro de liberales que con ideas justas aspiran á la moderacion: otro 
de católicos pusilánimes que se asombran de las fantasmas que 
ecsisten solo en su idea: otro de hipócritas supersticiosos, que fin- 
giendo temer todo el mal, buscan simuladamente su provecho pro- 
pio. Hay otros ciegos partidarios de la democracia; otros á quienes 
acomoda la monarquía moderada constitucional: no falta quien crea 
preferente á todo la absoluta soberanía de un Moctheuzuma.% 


El Plan de Iguala supo integrar las aspiraciones de la mayoría de estos 
grupos en una propuesta moderada y, como hemos dicho, lo sufi- 
cientemente ambigua como para evitar la desunión, por lo menos 
hasta el día en que tuviera que echarse a andar el nuevo gobierno. 
De momento prometía que el nuevo sistema representaría todos esos 
intereses, lo cual ya no hacían las Cortes liberales españolas. 
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Si bien el tantas veces citado Plan no declaraba cómo se reu- 
niría la asamblea representativa tras el triunfo de las armas indepen- 
dientes, llevaba —como en el Arca iba la carcoma— el germen de un 
tipo específico de gobierno: el representativo proporcional a la po- 
blación, pero no necesariamente plebiscitario. Veamos cómo es esto 
posible. Iturbide dirigía sus propuestas a los americanos, pero no 
sólo a los nacidos en este continente “sino á los europeos, africanos 
y asiáticos que en ella residen”.1 A primera vista resulta curioso que 
aplique un gentilicio de manera tan indiscriminada, pero a poco 
de pensarlo nos damos cuenta de que el propósito del autor es 
otro: “americanos” no hace referencia, en ese contexto, al lugar de 
nacimiento de los individuos a quienes se dirige. Sus propuestas no 
tienen nada que ver con el pasado, y el lugar donde se “nació” era 
parte de él. El Plan de Iguala era un documento que sugería un 
futuro, por lo tanto no se dirigía a los americanos por nacimiento, 
sino a los que quisieran serlo. Todos, los oriundos de aquí, los 
europeos, los africanos y los asiáticos que así lo decidieran serían 
americanos: serían iguales.2 

Es cierto que la América septentrional estuvo dominada por 
la “nación más católica y piadosa, heroica y magnánima”, que pu- 
diera haber en el orbe, pero el pasado no tiene importancia, si- 
no el futuro. A continuación Iturbide vaticinó —erróneamente— el 
lugar primerísimo que por su opulencia y riquezas ocuparía en 
el mundo su nación independiente. Era tanto el potencial de Nue- 
va España que no sólo se hacía imperiosa su independencia por 
razones del progreso que alcanzaría como su consecuencia lógica, 
sino que todos los habitantes, desde los más ilustres hasta los más 
ignorantes, se habían dado cuenta de esa verdad.% Era precisa- 
mente esa opinión común la que daba autoridad a la voz que alzó 
Iturbide en Iguala. Él no era sino uno de tantos que querían lo mis- 
mo: cuando una gran cantidad de gente es unánime en sus deseos, 
el individuo que pueda expresar esa voluntad es un representan- 
te de toda esa comunidad. Esto mismo ocurrió con Agustín de 
Iturbide: “la opinión pública y la general de todos los pueblos es 
la de la independencia absoluta de España y de toda otra nación”. 
El coronel Iturbide se consideró portavoz de ese clamor y por lo 
tanto su representante. 
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Hasta aquí la lectura del Plan de Iguala ha mostrado dos 
aspectos: los habitantes de la América septentrional, una vez inde- 
pendiente, serían iguales, y han sido precisamente esos mismos ha- 
bitantes quienes anhelaban la independencia. La igualdad de los 
individuos y su capacidad de decidir los hacían soberanos. Luego, 
aunque Iturbide no planteó en el Plan de Iguala cómo habrían de 
formarse las futuras Cortes ni qué tipo de legislación harían, queda- 
ba implícito en el propio documento que la única fuente legítima 
para constituir cualquier Estado en la América septentrional sería la 
“nación”: los individuos iguales y soberanos. Sin embargo, también 
dejó otra semilla. Si la única fuente de legitimidad a partir de aquel 
momento sería en México la de la soberanía nacional, no quedó 
nada claro quiénes serían los capacitados para expresarla, esto es, 
marcó el camino para, por lo menos, tres formas distintas de re- 
presentación. En el Plan se estableció, en varios momentos, que se 
formarían unas Cortes, representantes de aquella soberanía. Nada 
decía acerca de cómo convocarlas y a la larga la única manera de 
hacerlo sería con diputados electos proporcionalmente a la pobla- 
ción y representantes de la nación soberana. Sin embargo, el Plan 
de Iguala también dejó la interpretación de dicha voluntad a un cau- 
dillo, en este caso Iturbide, y sentó un pésimo antecedente: todos 
los pronunciamientos dirigidos por algún ambicioso militar se fun- 
damentarían en la soberanía de la nación. Junto con este tipo de 
representación política fundada en la unanimidad y que venía des- 
de Hidalgo, también apareció la posibilidad de que el ejército, co- 
mo institución, fuera precisamente ese representante. Éste sería 
para los mexicanos un primer ejemplo de cómo el liberalismo lleva 
en sí sus propios fantasmas. 


La propuesta de los novohispanos en las Cortes 


El Plan de Independencia tenía resuelto el problema de la convo- 
cación de representantes para formar un Congreso que declarara la 
independencia del reino, con mucha mayor legitimidad que la que 
daba un pronunciamiento, como lo fue el de Iguala. Según Manuel 
Gómez Pedraza, él y otros amigos hicieron algunas propuestas 
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al primitivo Plan de Iturbide, luego de agosto de 1820. Entonces se 
fijaron los pasos a seguir: Iturbide debía conseguir del jefe político 
Juan Ruiz de Apodaca, conde del Venadito, el mando de la división 
que hasta entonces tenía José Gabriel de Armijo en el sur. Una vez 
allá, en lugar de combatir a la guerrilla que tenazmente mantenía 
Vicente Guerrero, debía pronunciarse en favor de la Independencia. 
Al mismo tiempo “que los Diputados que marchaban á España se 
reunieran en Veracruz y que allí se constituyensen en Congreso 
nacional, bajo la proteccion de Iturbide, que debía pronunciarse en 
el sur simultáneamente con los Diputados en Veracruz”. Algunas 
ocurrencias evitaron que el Plan siguiera este camino y propiciaron 
los acontecimientos que hoy todos conocemos. En principio todo 
estaba resultando de acuerdo con lo establecido. Los diputados 
electos por las distintas provincias del virreinato se habían ido reu- 
niendo en Veracruz desde finales de 1820 y todavía en enero de 
1821. No es que quisieran viajar juntos ni que, como podría supo- 
nerse fácilmente, estaban todos enterados del proyecto de inde- 
pendencia y optaran por reunirse ahí. Recuérdese que en aquella 
época debía esperarse una temporada adecuada para poder salir 
de Veracruz sin correr riesgos en la mar. Esta circunstancia fue apro- 
vechada por quienes, al parecer, eran los únicos diputados enterados 
del Plan de Iturbide, o por lo menos comprometidos con él: Manuel 
Gómez Pedraza y el vallisoletano Juan Gómez de Navarrete, dipu- 
tado por Michoacán. Fue éste quien invitó a los otros diputados 
presentes en el puerto a reunirse, so pretexto de planear el viaje a 
España. La reunión se celebró en enero de 1821 en el convento de 
betlemitas de aquella ciudad con el apoyo del general de esa reli- 
gión, el habanero José de San Ignacio, quien temía a la legislación 
liberal de las Cortes, pues éstas habían decretado nada menos que 
la extinción de su orden.% 

No obstante que Gómez Pedraza estaba informado acerca de 
los planes que tenía Iturbide para conseguir la independencia, en 
aquella reunión quien llevó la voz fue Gómez de Navarrete. Alamán 
no creyó que el plan fuera que los diputados se instalaran en 
Congreso en Veracruz, “lo cual habría sido absurdo, pues no conta- 
ban con apoyo alguno y no habrían logrado más que sacrificarse sin 
fruto”, pero esto lo afirmó don Lucas a los sesenta años y no el 
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romántico y recién electo representante Alamán, de veintiocho, 
Según Pedraza, Gómez de Navarrete pidió a los diputados, en 
nombre de Iturbide, que no salieran hacia España sino que esper- 
aran en Veracruz, “para poder instalar el Congreso luego que la rev- 
olución se hubiere verificado”. La disparidad entre las versiones de 
Pedraza y de Alamán no es, entonces, realmente significativa. 
Iturbide buscaba dar mayor legitimidad a sus actos que el mero 
pronunciamiento militar: para representar la voluntad de la nación 
creyó necesario no sólo declararlo, como lo hizo en el Plan de 
Iguala, sino también reunir a los representantes de esa misma 
nación, electos proporcionalmente a la población. Sin embargo, 
esto no pudo hacerse. Hubo algunas diferencias entre los diputa- 
dos. No es que se opusieran a la independencia —al menos Alamán 
no dice eso— sino, al contrario, hubo algunos que quisieron un 
cambio más radical: una república. Al no llegar a un acuerdo pron- 
to, se vieron en peligro y quizá las autoridades del puerto ya esta- 
ban desconfiando de las reuniones de aquellos individuos, de 
quienes no se tenía plena confianza de su fidelidad al régimen. 
Inclusive los españoles que había en ese grupo, como Tomás 
Murphy o Andrés del Río, eran conocidos por “sus opiniones favor- 
ables a la independencia”. De modo que si bien tres diputados se 
quedaron en Veracruz —José Manuel Zozaya Bermúdez, diputado 
por Guanajuato; Francisco Cantarines, por Oaxaca, y Bernardo 
González Angulo por Puebla— y otros en La Habana, la mayoría 
marchó a España. 

Juan Gómez de Navarrete estuvo entre quienes decidieron ir a 
España. Allá procuraría seguir difundiendo las propuestas de Tturbi- 
de. Los primeros en presentar sus credenciales en las Cortes fueron 
los veracruzanos Pablo de la Llave y Joaquín Maniau, casi al finalizar 
1820, pero los demás no tardarían en presentarse. Allá se reunieron 
con sus coterráneos que fungían como diputados suplentes, algunos 
de los cuales regresaron a sus provincias poco tiempo después, no 
sólo por haber cumplido su deber en la península sino porque se 
presentaba otra misión de mayor importancia en su patria. % 

En cuanto a las discusiones en las cuales participaron los 
diputados americanos en las Cortes de Madrid de 1820-1821, fue- 
ron muy parecidas a las del anterior periodo constitucional. Entre 
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otras cosas, procuraron aumentar el número de representantes 
ultramarinos en aquel Congreso y también propugnaron el esta- 
blecimiento de nuevas diputaciones provinciales. Lo mismo que 
en la oportunidad anterior, los americanos encontraron poca dis- 
posición en aquellas Cortes para atender sus demandas. En esta 
ocasión los peninsulares no estaban ocupados en detener una in- 
vasión extranjera sino en llevar a término las reformas que los 
doceañistas no se habían atrevido a realizar. Fue uno de los más 
destacados liberales españoles quien, el 4 de mayo de 1821, escu- 
chó al grupo americano y propuso la formación de una Comisión 
Especial de Ultramar, formada por ocho diputados, cuatro ame- 
ricanos y la otra mitad europeos. Los autores de la propuesta fue- 
ron los peninsulares José María Queipo de Llano, Crespo Cantolla, 
José María Calatrava y Juan Antonio Yandiola; los americanos 
Felipe Fermín Paul, Amati, Alamán y Zavala. Por cierto que Zavala 
y el venezolano Paul decidieron no asistir a las reuniones de la Co- 
misión, pues en ésta dominaban las opiniones de Yandiola y el 
conde de Toreno.” 

Pese a la importancia de la Comisión y al enorme interés 
que levantó, poco fue lo que pudo hacer. Ante esta situación, los 
diputados americanos que se reunían periódicamente en casa del 
marqués del Apartado decidieron formar una petición ante las 
Cortes. Según Alamán ésta “reducíase a ejecutar sin nombre la inde- 
pendencia y bajo la forma representativa, el proyecto del Conde 
de Aranda”,% esto es: erigir en el Nuevo Mundo tres reinos cuyas 
coronas estarían reservadas para miembros de la familia real espa- 
ñola. En cada uno habría un Congreso, se mantendrían vínculos con 
la Madre Patria, principalmente a través del régimen constitucio- 
nal. Estas propuestas no estaban muy alejadas de las hechas por 
Iturbide en febrero y que aún no eran conocidas en Madrid, lo 
cual indica que individuos como Gómez de Navarrete y Gómez 
Pedraza, quienes conocían los planes de Iturbide, se apresuraron 
a llevarlos a las Cortes. También resulta importante señalar el papel 
de Miguel Ramos Arizpe, quien consiguió que, por estas fechas, 
saliera Juan O'Donojú rumbo a Nueva España. Una revisión del 
Tratado de Córdoba puede mostrar paralelos con estas propuestas 
de los diputados americanos. 
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La Comisión —es decir, Toreno— y los peninsulares se opu- 
sieron a esta propuesta, por considerarla contraria a la Constitución 
de Cádiz y a uno de los principios más importantes que ahí se esta- 
blecieron: la unidad de la nación española. Sin embargo, las propues- 
tas de los americanos son de enorme importancia por una razón: 
su Objetivo no era separarse del imperio español, pues reconocían 
el modelo representativo gaditano y prometían fidelidad a la Madre 
Patria. Su interés era otro: obtener una auténtica representación 
dentro de los límites de cada uno de los nuevos reinos. Durante los 
últimos meses de aquellas Cortes, los diputados ultramarinos habían 
intentado hacerse oír sin éxito. Los peninsulares, mayoría en la asam- 
blea, dedicaban tan poco tiempo a los asuntos americanos que éstos 
no podían considerar como representativo a un Congreso que no 
atendía sus necesidades. Los peninsulares podrían argúir que las 
Cortes representaban a la nación y que los americanos creían repre- 
sentar únicamente a sus provincias, sin embargo, la poca atención 
mostrada hacia la mayor parte —geográfica y demográficamente— 
del imperio, daba la razón a los americanos. 

El 3 de junio de 1821, la Secretaría de Gobernación de Ultramar 
dio a conocer en las Cortes el parte del jefe político de México, el 
conde del Venadito, en el que se informaba de la rebelión de Agustín 
de Iturbide. Apodaca recriminaba acremente a Iturbide por su ac- 
titud, Relataba de una manera detallada los pasos que siguió “este 
jefe pérfido e ingrato” para hacerse del mayor número de tro- 
pas para después rebelarse contra el gobierno español. Prometía a 
las Cortes la pronta captura de tal bandido y el final de la rebelión, 
con lo que Nueva España volvería a gozar de la paz y prosperidad 
perdidas desde 1810.% Tras largas discusiones, los diputados apro- 
baron una propuesta conciliatoria del marqués del Apartado: “Que 
el Ministro de Ultramar, en atención a las circunstancias en que se 
halla Nueva España, proponga lo que juzgue conveniente, mientras 
las Cortes se ocupan en tomar medidas radicales para la pacifica- 
ción de aquel país”. Esta propuesta, un tanto ambigua, fue un com- 
promiso entre los diputados peninsulares, encabezados por el 
conde de Toreno y algunos americanos, entre quienes descolló Gó- 
mez de Navarrete. Los europeos estaban por tomar medidas pron- 
tas contra la insurrección en Nueva España, mientras que Gómez de 
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Navarrete y Mariano Michelena estaban por una actitud más mo- 
derada y conciliadora frente al movimiento de Iturbide. El primero 
estaba defendiendo los intereses de su “representado”. 

El pronunciamiento de Iguala significó un obstáculo para 
los deseos unificadores de la Comisión Especial de Ultramar. Los 
temas americanos habían venido recibiendo poca atención, por lo 
cual los diputados ultramarinos sentían que su presencia en aque- 
llas Cortes no era importante. En definitiva, el parlamento español 
no representaba los intereses de la porción americana de la nación 
española. La Comisión fue un intento para resolver esa falta de re- 
presentatividad. Las noticias llegadas de Nueva España propicia- 
ron en las Cortes, por fin, una mayor atención a la situación de las 
posesiones ultramarinas. Sin embargo, esta mayor atención no se 
reflejó en un intento serio de los peninsulares para dar una autén- 
tica representatividad a la población de este continente. El 24 de 
junio de 1821, seis días antes del fin de las sesiones ordinarias, la 
Comisión Especial de Ultramar presentó a la asamblea un dicta- 
men, redactado por el conde de Toreno. Tras una larga serie de 
alabanzas de las virtudes guerreras y colonizadoras de los ibéricos 
en el Nuevo Mundo, Queipo pasaba a exponer los logros que en 
cuanto a civilización y cultura había conseguido la América espa- 
ñola. Aunque no hacía un pronunciamiento en favor o en contra 
de las regiones “disidentes” ni una propuesta precisa para lograr la 
paz en América, no ocultaba su repulsión a los insurgentes. Los 
peninsulares no podían sino considerar como hijos malagradeci- 
dos a los americanos que se levantaban contra el benigno régimen 
constitucional. Los diputados americanos tenían otra versión. Era 
cierto que el régimen constitucional garantizaba algunas libertades 
naturales y entre ellas, la más importante, la de representación po- 
lítica; pero también recordaban a sus colegas peninsulares que, por 
una u otra razón, en América se encontraban siempre los medios 
para evitar llevar a cabo todos los beneficios de dicho régimen. No 
sólo las autoridades españolas en el Nuevo Mundo habían ignora- 
do algunos preceptos constitucionales sino que los propios dipu- 
tados europeos se negaban a dar a la América el lugar que le corres- 
pondía en las Cortes. La propuesta de los diputados americanos no 
difería de lo que, quizá, pretendía Iturbide con su Plan de Iguala. 
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La mayor diferencia estaba en que los diputados en Madrid hicie- 
ron un proyecto para todo el Nuevo Mundo, mientras que, por ra- 
zones obvias, Iturbide se limitaba a la América del Septentrión. Al 
día siguiente, el 25 de junio, los diputados americanos presentaron 
once proposiciones a las Cortes. Pedían el establecimiento de “tres 
secciones de las Cortes en América” [1% propuestal, valdría decir, 
tres entidades soberanas independientes, cada una con su respec- 
tivo Órgano representativo. También, tácitamente, aceptaban la su- 
premacía de la Constitución española, aunque no caían en la 
cuenta de que el concepto de nación expresado por esa Carta era 
unitario: los peninsulares se encargarían de recordarlo. Los tres 
reinos tendrían un delegado de Su Majestad, es decir, un virrey ca- 
da uno. Nueva España, con las provincias internas y Centroamé- 
rica —ni más ni menos que el imperio de 1821-1823—, Nueva 
Granada con Tierra Firme, y el viejo virreinato del Perú con Chile 
y el Río de la Plata. No se incluían las posesiones en el Caribe ni 
se explicaba como entrarían en estos reinos los grandes territorios 
que, para el momento, eran ya independientes.*! 

Las sesiones extraordinarias de las Cortes no sirvieron para 
encontrar un punto de acuerdo entre españoles y americanos. De 
hecho, muchos diputados ultramarinos decidieron regresar a sus 
patrias. Habían intentado incluir a América en un régimen repre- 
sentativo, pero sus varios intentos no lo lograron. Primero lucharon 
por obtener una representación proporcional equitativa entre Ultra- 
mar y la Península. No lo consiguieron. Después procuraron el es- 
tablecimiento de diputaciones, pero las que se instalaron no tenían 
facultades representativas. Últimamente habían propuesto que hu- 
biera en América “tres secciones de las Cortes” subordinadas a la 
Monarquía Española. Los peninsulares se opusieron sin apreciar 
que, de hecho, algunas de sus valiosas posesiones ya eran inde- 
pendientes. La única opción que quedó entonces a los diputados 
americanos fue volver a su patria e intentar establecer gobiernos re- 
presentativos sin el terco estorbo de los peninsulares. En noviembre 
llegaron las nuevas de los Tratados de Córdoba. Levantaron gran 
enojo entre los diputados españoles, quienes se negaron 2 reco- 
nocerlos. Para los diputados novohispanos fueron la noticia que 
anunciaba el regreso a casa. 
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El camino de los trigarantes 


Los novohispanos cada día se sentían menos representados por 
las Cortes españolas. Los acontecimientos del 5 de julio de 1821 
en la ciudad de México dieron al traste con cualquier posibilidad 
de encontrar legitimidad en las autoridades españolas. Durante el 
primer periodo constitucional, esas autoridades habían aplicado la 
constitución con discreción. Juan Ruiz de Apodaca, conde del Ve- 
nadito, fue la excepción. Curiosamente, la actitud del Jefe Superior 
Político de Nueva España propició su caída. El mariscal de campo 
Francisco Novella y otros peninsulares, descontentos por la falta de 
vigor de Apodaca, decidieron deponerlo. Este acontecimiento des- 
barató la poca legitimidad del gobierno español en la ciudad de 
México. La ilegitimidad de Novella provocó que los descontentos 
aprovecharan la ocasión para dar cauce a sus viejas aspiraciones. Así 
lo hicieron saber los miembros del ayuntamiento en una representa- 
ción que dirigieron al “comandante accidental de las armas”, Nove- 
lla. Este nuevo intento en favor del autogobierno —autonomista— 
del ayuntamiento sí estaría destinado a triunfar, pues contaba con 
el apoyo del Ejército Trigarante que estaba a punto de ocupar la ca- 
pital. La municipalidad argúía que “el partido de la independencia” 
triunfaría, pues contaba con tres bases sólidas: “la voluntad general 
de la Nacion, la prepotencia física y la aquiescencia de la autoridad 
legítima”, o sea, el nuevo Capitán General de Nueva España Juan 
O'Donojú.% 

El documento por el cual una autoridad española reconocía 
la independencia del Imperio Mexicano fue el firmado por Agustín 
de Iturbide y Juan O'Donojú en Córdoba, Veracruz.% Para agosto de 
1821 el panorama era completamente favorable a los trigarantes. 
De hecho, el nuevo Jefe Superior Político de Nueva España sólo 
procuró sacar el mejor partido de las circunstancias, pues creía que 
con la firma del tratado con el jefe trigarante podría conservar Nue- 
va España para la dinastía española. La realidad fue otra. Ni las Cor- 
tes ni el rey, una vez restablecido en su poder absoluto, aceptaron 
la Independencia de México sino hasta bien tarde, cuando ya no 
eran válidos los postulados de Iguala y de Córdoba. Los Tratados 
del 24 de agosto de 1821 repetían en lo esencial lo dicho por el Plan 


[208] 


DE LAS TINIEBLAS A LA LUZ 


de Iguala y sólo hacían algunas precisiones nuevas. Se establecía 
que una junta, llamada Provisional Gubernativa, haría las veces de 
Congreso hasta la reunión de las Cortes del Imperio Mexicano. En 
el nuevo país regirían las instituciones monárquicas representativas 
y vendría un Borbón a ocupar el trono imperial. De paso, se orden- 
aba la salida de las tropas españolas de la ciudad de México, dirigi- 
das por Novella. 

Los documentos de Iguala y de Córdoba dieron a los novo- 
hispanos una alternativa para establecer un gobierno representati- 
vo. Los sectores sociales del nuevo Imperio encontraron en ellos la 
garantía de que sus intereses estarían presentes en los nuevos Órga- 
nos y que se les tomaría en cuenta. Incluso las castas, grupo social 
que había sido ignorado por los legisladores gaditanos, vieron 
abierto el camino de la participación política. Antes de la entrada 
del Ejército Trigarante en la ciudad de México, sus postulados ha- 
bían sido aceptados en muchos lugares por toda Nueva España. Los 
juramentos a la Independencia se habían iniciado casi inmediata- 
mente después del pronunciamiento en Iguala, y los tratados de 
Córdoba sólo hicieron que quienes aún tenían dudas se adhirieran 
al movimiento. Los obispos, ayuntamientos, diputaciones provin- 
ciales y jefes políticos se apresuraron a dar la bienvenida a la Inde- 
pendencia. Era el momento de ir de “las tinieblas a la luz” según 
Manuel de la Bárcena.” Sin embargo, al parecer no fueron las dipu- 
taciones provinciales ni los ayuntamientos —<on la excepción del 
de México— las instituciones que promovieron la independencia. 
Incluso la Diputación de Nueva España se siguió manteniendo en 
sus funciones, y aunque al final dio su apoyo completo a Agustín de 
Iturbide, no asumió la representación de la soberanía de su provin- 
cia. La Diputación de Mérida, en octubre de 1821, mantenía su fide- 
lidad al rey de España y tampoco pretendía declararse soberana.S8 
Al parecer no fueron esas instituciones ni los ayuntamientos quienes 
tomaron la iniciativa para seguir a Iturbide. De hecho no podían, 
pues estaban subordinadas a individuos que poseían el control mi- 
litar y político de las provincias que gobernaban. Las instituciones 
creadas por la Constitución de Cádiz eran centralistas y no permi- 
tieron que estos Órganos electos tuvieran una actuación indepen- 
diente. Hay un volumen en el Archivo Histórico de la Secretaría de 
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la Defensa Nacional titulado Operaciones militares, 1821. Ahí apa- 
recen varios informes de comandantes militares y jefes políticos a 
Iturbide, en los cuales se describe cómo la guarnición de cada lu- 
gar juró la Independencia y después lo hicieron los ayuntamientos. 
Bernabé Villaseñor, de Ometepec, comunicó el 2 de noviembre de 
1821 a su “Gefe inmediato”, Iturbide, que juró la Independencia 
un poco tarde por la “obstinación y resistencia (ignorantes!) [sicl” 
de los lugareños. En las poblaciones del norte del país, la noti- 
cia del pronunciamiento de Iturbide llegó por conductos militares. 
El comandante general de Acapulco, Isidro Montes de Oca, juró el 
21 de octubre la Independencia y, al día siguiente, el ayuntamiento 
hizo lo propio. En Zacatecas nadie la había jurado hasta que llegó 
Pedro Celestino Negrete, con nutrida tropa, para “convencerlos”. 
Lo mismo pasó en Tlaxcala. En Tabasco fue Juan Nepomuceno 
Fernández Mantecón el militar que procuró adherir a la provincia 
al movimiento trigarante. Antonio Terán fue enviado por Iturbide a 
Guadalajara para encargarse del mismo asunto.% Luego, “las autori- 
dades provinciales se iban comunicando entre sí las actitudes que 
tomaban” respecto de la Independencia. Sólo cuando tuvieron una 
cierta seguridad acerca de que el juramento se realizó en otros lados 
se animaban a hacer el suyo. 

No es que los ayuntamientos y diputaciones se hubieran visto 
obligados a aceptar la Independencia: seguramente en la mayoría 
de los casos —pero no en Ometepec— los regidores, alcaldes y 
vocales de las diputaciones deseaban unirse al movimiento, pero 
mientras sus autoridades políticas y especialmente las militares no 
tomaran la iniciativa hubiera sido un suicidio declararse por los tri- 
garantes. Esto se debía no solamente a la preponderancia que du- 
rante los últimos diez años habían alcanzado los realistas en casi 
todas las regiones del país sino también a las instituciones gadita- 
nas. Sin duda las actividades de los conspiradores fueron de im- 
portancia, pero resulta evidente que fue el Ejército Trigarante quien 
consiguió la Independencia. 

Cuando los novohispanos se alejaron del régimen de Madrid, 
por considerarlo poco representativo, buscaron la formación de sus 
propias Cortes. Sin embargo, surgieron alternativas a la representa- 
ción, como la del ejército y Agustín de Iturbide; el caudillo se volvió, 
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otra vez, representante. Es verdad que “El autor del Plan de Iguala 
dijo al publicarlo la forma de administracion pública que había de 
establecer hasta la reunion del Congreso, bajo ese conocimiento lo 
siguieron los pueblos”,% pero lo siguieron a él. El propio Iturbide, 
tiempo después, en su exilio italiano, defendería su propio plan: 
“me propuse hacer independiente a mi patria, porque éste era el 
voto general de los americanos”. Él era un representante natural, 
pues “en los pueblos por donde transité [fui recibido] con elogios y 
aplausos del mayor entusiasmo”.% 
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La mayoría de los mexicanos ignoraba al hacerse la 
independencia y aún muchos ignoran todavía que tienen 
deberes políticos y civiles, carecen del conocimiento 
fundamental de sus derechos, de sus leyes y de todas esas 
teorías que el siglo ha sancionado como dogmas políticos. 


JUAN SUÁREZ Y NAVARRO, 
Historia de México y del general 
Antonio López de Santa Anna 


Cuando el militar santanista escribió estas líneas! había suficien- 
tes motivos para advertir que el pueblo mexicano no había logra- 
do echar a andar un gobierno representativo estable, vaya, ni si- 
quiera cualquier tipo de régimen capaz de mantener un mínimo 
de gobernabilidad. Era cierto que casi nadie conocía sus derechos, 
las leyes ni las teorías puestas en boga a principios del siglo XIx, 
pero tampoco era necesario ese conocimiento para exigir un go- 
bierno que tomara en cuenta los intereses de sus “representados”. 
Después de todo, la práctica electoral, ahí donde fue realizada con 
más o menos eficacia durante los años del constitucionalismo 
gaditano, abrió una forma de participación política que si no fue 
aprovechada por toda la población, sí lo fue por ciertos individuos 
capaces de ganarse la confianza del potencial electorado. También 
la guerra había dado lecciones que no serían fáciles de olvidar. 
Quizá las masas no tomaron conciencia de su capacidad para sos- 
tener o destruir un gobierno, pero sus dirigentes, los caudillos, su- 
pieron valerse de su ascendente sobre ellas para entrar en la 
disputa por el poder y legitimar sus aspiraciones. La Independen- 
cia promovida por Iturbide procuraba satisfacer a la mayor parte 
de los actores políticos del reino, aunque también intentaba man- 
tener en lo posible el statu quo; pero no todos se conformaron 
con esto: entre otros “la pequeña burguesía, los representantes de 


213] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


los círculos comerciales e industriales, el bajo clero y los intelec- 
tuales liberales aspiraban, aunque en diferente grado, a la implan- 
tación de reformas económicas y liberales y a la democratización 
de la vida política”.? Con la Independencia se les presentó la opor- 
tunidad de actuar. 


El debate en torno al gobierno representativo 


Uno de los vicios del constitucionalismo mexicano ha sido que, 
en la mayoría de los casos, los organismos constituyentes están 
conformados de antemano en los planes políticos que les dieron 
origen.3 Éste fue el caso de las primeras Cortes del Imperio. Su 
reunión quedó a cargo de una Junta Provisional Gubernativa, cu- 
yo origen estaba en el Plan de Iguala y los Tratados de Córdoba. 
Según el principal autor de estos documentos, la legitimidad que 
tenían se hallaba en “la voluntad de los mexicanos”, depositada, 
nada menos, que en su persona. También el ejército se atribuyó 
esa representación, como después lo harían los demás sectores 
militares que se pronunciaron durante el siglo xIx en nombre 
de la voluntad nacional. Sin embargo, la Junta Provisional pronto 
asumiría la soberanía, lo mismo que los Congresos constituyen- 
tes que hemos tenido a lo largo de nuestra historia. ¿Quién era, 
entonces, el representante o, en todo caso, cuál el más legítimo? 
Estas dudas fueron parte del primer debate en torno al gobierno 
representativo.* 

La Junta Provisional Gubernativa fue instalada el 22 de sep- 
tiembre en Tacubaya. Agustín de Iturbide se encargó de seleccio- 
nar a sus miembros, quienes, según él, representarían los intereses 
de los distintos sectores sociales del Imperio. Vale la pena resaltar 
la propuesta de Iturbide, ya que después volvería a presentarla 
con motivo de la reunión del Congreso. Si en el antiguo régimen 
los cuerpos que conformaban la sociedad eran los encargados de 
representarla, para una concepción moderna, en cambio, la na- 
ción está integrada por individuos iguales, de modo que sus repre- 
sentantes lo son de toda la nación. Sin embargo, el reconocimien- 
to de que los intereses de los ciudadanos son distintos dio motivo 
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para que algunos pensadores, como Edmund Burke, creyeran ne- 
cesaria la convocatoria de representantes por cada grupo de inte- 
rés. Iturbide admitía la legitimidad de los diversos intereses en el 
país, pero también creía en la unanimidad de la voluntad nacio- 
nal —representada por él—, lo cual era una contradicción que final- 
mente no pudo resolver.$ 

El objetivo más importante de la Junta Provisional era la re- 
dacción de una convocatoria para reunir las primeras cortes cons- 
tituyentes del Imperio, pero también quedó a su cargo el arreglo 
del ejército y de la deuda pública. Esto motivó que desde un prin- 
cipio este órgano fuera visto como una asamblea encargada del 
Poder Legislativo, el cual es el principal atributo de la soberanía. 
En la segunda sesión preparatoria, los vocales nombrados por 
Iturbide procuraron hallar una base de legitimidad que los sepa- 
rara un poco de la dependencia que tenían con respecto al autor 
del Plan de Iguala, documento en el que tenían su origen. Decidie- 
ron que como la nación había apoyado en su conjunto el mencio- 
nado Plan, luego la Junta prevista en sus artículos quinto y sexto 
contaba con el mismo respaldo y, por lo tanto, “tendrá exclusiva- 
mente el exercicio de la representación nacional hasta la reunión 
de las Córtes”.% El Poder Ejecutivo quedó en manos de la Regencia, 
encabezada por el propio Iturbide, quien seguramente no aceptó 
del todo bien la decisión de una Junta que, según creía, tenía facul- 
tades que él le “había cedido”.? 

El debate en torno al gobierno representativo fue protagoni- 
zado por la Regencia y especialmente por su presidente, Agustín 
de Iturbide, por la Soberana Junta Provisional Gubernativa y por 
varios publicistas, entre ellos José Eustaquio Fernández, Antonio 
Mateos, José Joaquín Fernández de Lizardi y los poblanos José Ma- 
ría Moreno y los hermanos Juan Nepomuceno y José María Tron- 
coso. Los temas que se discutieron fueron de varia índole, desde 
si el pueblo hacía representar su soberanía en el Congreso o si la 
delegaba, hasta el carácter de las elecciones, si directas o indirec- 
tas. El Amigo del Pueblo, periódico editado por José María More- 
no, fue el primero en denunciar los empeños de algunas personas 
por limitar la participación popular en el gobierno representativo. 
Los hermanos Troncoso habían sugerido la conveniencia de que la 
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ciudadanía, al elegir a sus diputados, renunciara a la soberanía, la 
cual estaría delegada en el Congreso Constituyente. Moreno creía, 
por el contrario, que ese atributo pertenecía esencialmente a la na- 
ción y nunca renunciaba a él.£ No obstante, la voz de Moreno esta- 
ba aislada, La tónica general era más conservadora. 

En principio, la mayoría de las propuestas acerca de cómo 
reunir el Congreso Constituyente se enfrentaban con el propio Plan 
de Iguala, pues éste había establecido que se siguieran los mismos 
procesos señalados por el constitucionalismo español. Sin embar- 
go, la comisión para la elaboración de la convocatoria de la Junta 
Provisional Gubernativa se vio en la necesidad de sugerir algunos 
cambios al sistema constitucional gaditano, lo cual propició que 
varios individuos aportaran nuevas ideas para su modificación. 
José Eustaquio Fernández, por ejemplo, se oponía al complejo sis- 
tema indirecto previsto por la Constitución española. Proponía 
simplificarlo: los ciudadanos sufragarían por sus electores en cada 
ciudad, villa y pueblo del imperio, quienes a su vez votarían por 
los diputados. Este sistema, decía Fernández, simplificaba enor- 
memente el proceso, lo cual evitaría fraudes y manipulaciones 
de la voluntad nacional, pero tampoco dejaba la tan importante de- 
cisión de nombrar diputados en el “pueblo ignorante”.? Antonio 
Mateos, en cambio, confiaba todavía menos que Fernández en la 
capacidad popular para elegir libremente a sus representantes. 
Según él: 


repartiendo á los del bajo pueblo listas de sujetos que no conocen 
ni aun han oido nombrar, formadas estas en los cafés, sociedades 
y tiendas, por los que quieren introducir á sus amigos y apasiona- 
dos, no será la Nación la que elija, sino cuatro ú ocho que quieren 
formar un partido.! 


Mateos se escandalizaba por la propuesta de Fernández, pues 
una elección así beneficiaría a las clases medias de la sociedad, 
grupos de aspirantes que no tenían las propiedades y riquezas 
necesarias como para preocuparse de los intereses nacionales. Lo 
que sí queda claro es que ambos autores desconfiaban enorme- 
mente del “pueblo ignorante”. Sus prejuicios les impedían apreciar 
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que tal vez la mejor manera de evitar la manipulación de la vo- 
luntad nacional durante las elecciones sería hacerlas directas, tal 
como propuso José Joaquín Fernández de Lizardi. Para evitar las 
movilizaciones tumultuosas, el Pensador Mexicano sugería reducir 
el número de votantes. En lugar del sufragio censatario, proponía 
que sólo fueran los padres de familia quienes acudieran a las elec- 
ciones. A don José Eustaquio estas ideas no le parecieron muy bri- 
llantes y las combatió con un “buscapiés”. Afirmaba que no podía 
quitar a los clérigos su bien ganado derecho a votar y no confiaba 
en las elecciones directas. 

El propio Iturbide no se abstuvo de intervenir en estos deba- 
tes. Primero se preocupó porque no había censos confiables para 
saber el número de diputados que correspondía a cada provincia 
en el Congreso.!? En varios documentos publicados en noviembre 
de 1821 proponía una serie de cambios en la convocatoria a cor- 
tes con respecto al sistema electoral gaditano.'% Entre otras cosas 
proponía que el Congreso se dividiera en dos cámaras, aunque es- 
to no significaba que hubiera una Cámara Alta y una Baja, como 
ocurría en otros países. Tampoco estaba por un senado. Simple- 
mente pedía que una vez electos los diputados, la mitad se tras- 
ladara a otro salón de sesiones y trabajara por separado. Pero la 
propuesta más importante era otra. Iturbide pensaba que en 
la constitución de la nueva nación deberían intervenir todos los 
grupos que formaban el país. Así, asignaba al clero un cierto nú- 
mero de representantes, lo mismo que al ejército, los ayuntamien- 
tos y las audiencias. Cada corporación y clase debía elegir a sus 
diputados dependiendo de su importancia en la sociedad. No obs- 
tante, ésta no era una proposición de tipo funcional o corporati- 
vista, como quedaría demostrado después cuando se incluyeron 
entre las clases a los “agricultores”, quienes ciertamente no formaban 
un cuerpo. Más bien, Iturbide intentaba representar, nuevamente, 
a los grupos de interés, aquellos que por su peso económico —agri- 
cultores, mineros—, sus conocimientos —abogados, clérigos— o 
por su fuerza —ejército— tuvieran una mayor participación en el 
destino de su patria. Este aserto descarta las posibles interpreta- 
ciones wbig —pues la propuesta iturbidista no fue “un paso atrás” 
en el desarrollo del sistema representativo— o revisionista —pues 
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tampoco fue una supervivencia del orden corporativo— sino, 
como ha señalado Erika Pani, Iturbide intentó adecuar la diver- 
sidad de los intereses del país en el marco de la representación 
moderna.!* 

Sin embargo, hubo algunas reacciones en contra. El clérigo 
insurgente, José de San Martín, resumió esta oposición al afirmar 
que si se suponía la igualdad de los hombres, sus representan- 
tes lo eran de todos y no de grupos en particular: “si admitimos 
representaciones de distintas clases, los diputados no podrán te- 
ner mas poderes que los que les comuniquen sus comitentes”, 
de donde se deducía la incapacidad de un Congreso así forma- 
do para constituir libremente a la nación.! La Junta Provisional 
Gubernativa también tuvo sus reservas frente a las propuestas de 
Iturbide, quien se vio Obligado a ejercer presión sobre ese Órga- 
no. El 8 de noviembre se presentó en la Junta y logró imponer su 
punto de vista. Nombró una nueva comisión para la convocatoria 
en la cual podía apreciarse su peculiar visión de la representación, 
pues sus integrantes “representaban” los importantes grupos de 
interés que tanto preocupaban a Iturbide: el marqués de Rayas 
por los mineros, José Manuel Velázquez de la Cadena por los pro- 
pietarios agrícolas, el comerciante Mariano Almanza por los de 
su gremio, el marqués de Salvatierra por los “títulos”, Manuel 
de la Sotarriva por los militares, Juan Bautista Lobo por los arte- 
sanos —aunque él era un comerciante veracruzano—, el oidor 
de Guadalajara José Domingo Rus por las audiencias, José Ra- 
fael Suárez Pereda por la universidad y Antonio Gama por el 
“pueblo”.16 

La convocatoria procuró ser un acuerdo entre la propuesta 
del Generalísimo y las opiniones opuestas, por lo que no satisfizo 
a nadie.'” No preveía que las elecciones las realizaran las corpo- 
raciones O los grupos de interés, sino una amplia base de ciuda- 
danos. Se seguiría con el modelo de la Constitución de Cádiz en 
cuanto al sufragio indirecto. Sin embargo, algunas provincias de- 
bían elegir algunas clases como mineros, comerciantes, abogados, 
eclesiásticos, títulos y otros, con lo cual parecía satisfacerse la pe- 
tición de que estuvieran presentes en el Congreso los principales 
intereses de los sectores sociales mexicanos. 
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CUADRO 2 


Diputados que integrarían el Congreso Constituyente 


Guadalajara* 
Oaxaca* 
Valladolid* 
Puebla* 


Mérida 


Intendencia Partidos | Diputados | Suplentes Clases 
po [ 
México* 43 28 4 1 minero, 1 título, 
1 mayorazgo |] 
Durango* 34 l labrador 


1 comerciante 


1 labrador 
l artesano 
1 empleado 


Ra|ea| a» in iN|N|N][O 


Arizpe* 12 8 l artesano 
Veracruz* 11 7 1 comerciante 
Guanajuato 7 1 minero 
San Luis Potosí 10 7 1 1 empleado 
Zacatecas* | 6 4 1 
Gobierno de Tlaxcala 1 1 1 
Nuevo R. de León 1 1 1 
e | 
Nuevo Santander 1 1 1 
Coahuila 1 1 1 
. PY 
Tejas 1 1 1 
Nuevo México 1 1 1 
Alta California 1 1 1 | 
Baja California 1 1 1 
a a Mi a A | 
29 


Totales 242 162 


Es 


Totales por clases: 9 eclesiásticos, 9 militares, 9 magistrados, 9 abogados, 2 labradores, 2 em- 
pleados, 2 artesanos, 2 comerciantes, 2 mineros, 1 título, 1 mayorazgo y 114 ciudadanos = 162 


diputados. 


* Estas provincias debían elegir forzosamente a un eclesiástico secular, un militar, un ma- 
gistrado y un juez de letras o abogado, independientemente de que tuvieran asignadas otras 


clases, 
Fuente: véase nota 17. 
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Dada la falta de censos, la convocatoria no había estableci- 
do el número de diputados por la población de cada provincia 
sino por sus partidos, lo cual ocasionó que provincias con pocos 
habitantes —como Durango y Sonora, con 31 diputados juntas— 
tuvieran mayor representación que otras más densamente pobla- 
das —como México, con 28 diputados—. Los ciudadanos votarían 
el 21 de diciembre por compromisarios que elegirían a las autori- 
dades municipales, quienes a su vez se reunirían con los capitu- 
lares de la capital de partido donde se nombrarían otros electores 
el día 24. Éstos últimos, junto con los munícipes de la capital de 
provincia, designarían a los diputados el 14 de enero de 1822. Es 
decir, los ayuntamientos tendrían una gran injerencia en el pro- 
ceso, especialmente los de las capitales de partido y, más aún, de 
provincia. Los diputados viajarían al antiguo palacio virreinal de la 
ciudad de México donde se habrían acondicionado dos salas para 
que sesionaran. Sin embargo, el hecho de que una de las cámaras 
no estuvo lista cuando se verificó la reunión del Congreso, motivó 
que los diputados pospusieran indefinidamente su división, la 
cual nunca se verificó, 

Casi inmediatamente hubo reacciones contra la convocatoria. 
Agustín de Iturbide apuntaría tiempo después en sus Memorias que 
no estuvo de acuerdo con el método de elección, aunque de mo- 
mento no dijo nada. El 26 de noviembre de 1821 se descubrió una 
conspiración que pretendía separar a Iturbide del proceso electoral 
para evitar que influyera en la formación del Congreso. Tras la de- 
claración hecha por Ramón Rayón y el teniente Juan García, fueron 
puestas en arresto diecisiete personas, entre quienes se hallaban 
Nicolás Bravo, Miguel Borja y Guadalupe Victoria. Salvo éste todos 
los demás fueron puestos en libertad por no encontrarse pruebas en 
su contra.!é Victoria terminaría escapando y huyó rumbo a Veracruz, 
donde después colaboraría en la rebelión republicana de Antonio 
López de Santa Anna, en diciembre de 1822. “Un ciudadano de la 
Puebla” se Oponía a que el Congreso se convirtiera en una asamblea 
de notables; José Joaquín Fernández de Lizardi también protestó. 
Exigió de nuevo que la elección fuera directa pues así se evitaba 
que unos cuantos electores pudieran ser corrompidos en favor del 
mejor postor. Para entonces, ya se habían realizado las primeras 
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etapas del proceso electoral y Lizardi mencionaba que existía cierto 
descontento en algunos lugares, pero no dijo dónde. 


Las elecciones 


El proceso electoral fue controversial en la primera etapa, o sea, 
en la elección “popular” de la cual saldrían los electores que nom- 
brarían a los miembros de los nuevos ayuntamientos. Según 
Iturbide, llegaron a sus manos “representaciones de casi todas las 
provincias, reclamando la nulidad de las elecciones de diputados”, 
que fueron depositadas en “los archivos de las secretarías de es- 
tado”.2 En oposición a lo dicho por el Generalísimo, las pocas 
protestas suscitadas por las elecciones no se debieron al nombra- 
miento de diputados sino a la votación de nuevos ayuntamientos. 
Lo más común fue que las elecciones fueran motivo de escánda- 
los y agitación popular. Así, por ejemplo, en Campeche, Ignacio del 
Castillo y Aguirre —alcalde tercero de un periodo anterior— de- 
nunció que “se les quitó la libertad á los Electores por la fuerza 
armada”. En aquel puerto se formó una “facción militar” en la que 
el intendente, el comandante de armas y otras personas, provo- 
caron una 


accion Popular contra la Junta Electoral de Provincia: en que no 
asistieron á la Eleccion los que debieron asistir, y votaron los que 
no debian, y finalmente porque fueron substituidos otros individuos 
en los lugares de los que merecieron los sufragios del Pueblo.?! 


En algunos otros lugares resultaron electos de forma anómala 
miembros del anterior cabildo, como pasó en Guadalajara, don- 
de la Diputación Provincial anuló las elecciones de ayuntamiento de 
esa ciudad, pues se nombró alcalde a José María López, quien aca- 
baba de ser regidor. Allí las temidas clases medias hicieron de las 
suyas: según Pedro Celestino Negrete, entre los diputados elec- 
tos había varios que “no tienen o han tenido otro fin que el de ser 
destinados para tener que comer”.? En las antiguas comunidades 
indígenas la situación fue más complicada, pues los naturales in- 
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tentaron repetir sus prácticas ancestrales en condiciones que, en la 
mayoría de los casos, habían cambiado. Al sur de la provincia de 
México —en el actual estado de Guerrero— los conflictos electora- 
les en los primeros años de la Independencia se debieron a esto. 
En la municipalidad de Otumba, de la provincia de México, ocurrió 
algo parecido. Ese lugar había sido originalmente un pueblo de 
naturales, pero durante las últimas décadas presenció constantes 
inmigraciones de otros grupos raciales que llegaban atraídos por la 
prosperidad de aquellas tierras pulqueras. En estas elecciones la ma- 
yoría de mestizos y de españoles realizó unas elecciones en las cua- 
les obtuvieron los cargos personas que no habían estado relacio- 
nadas con el gobierno indígena. Ante esta situación, José Antonio 
Macías, “Apoderado de los Vecinos del pueblo de Otumba”, anuló 
las elecciones. Este caso es muy especial pues muestra cómo un 
individuo que representaba legalmente a la antigua república de in- 
dios se impuso también como representante en un sentido político.W 
En Veracruz, por pedimento de Iturbide, Antonio López de Santa 
Anna buscó si hubo reuniones que influyeran en las elecciones. 
Dio con que en casa de un tendero apellidado Rosas se hicieron 
listas de electores. Sospechaba que fuera republicano. También en 
Jalapa hubo disturbios por las elecciones. 

Muy distintas fueron las elecciones para diputados al Congre- 
so Constituyente, en las cuales parece que no hubo problemas. Lo 
cual se pudo deber, en parte, a que estas etapas para la selección de 
diputados se realizaron entre grupos importantes, económica y po- 
líticamente, de los partidos y de las provincias, con cierta comuni- 
dad de intereses y vínculos, que se vieron reflejados no únicamente 
en los diputados nombrados sino también en las peticiones hechas a 
la Junta Gubernativa.2 Así, fueron nombrados diputados “no pocos 
propietarios y comerciantes verdaderamente queridos de los pue- 
blos en que residían”. La razón de esto se encuentra en el peso 
extraordinario dado a los ayuntamientos principales —cabeceras de 
partido y de provincia— en las elecciones. Por lo que los diputados, 
además de considerarse representantes de la nación, eran voceros 
de grupos locales identificados con su provincia. Esto es un ante- 
cedente digno de tomarse en cuenta en el estudio del federalismo 
mexicano y, por supuesto, una actitud poco moderna, pues antepo- 
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nía los intereses de cada provincia a los de la hipotética nación que 
se pretendía constituir. Lorenzo de Zavala lo vio con claridad: la ma- 
nipulación de las elecciones por parte de los ayuntamientos pro- 
vocó que los diputados fueran “adictos á sus Opiniones, y lo peor de 
todo, muchas veces ciegos instrumentos de sus intrigas”. Afirmaba 
que especialmente en México, Puebla, Querétaro, Veracruz, Valla- 
dolid, Durango y Guanajuato, fueron los opositores a Iturbide quie- 
nes controlaron los ayuntamientos y, por lo tanto, la elección de 
diputados. El presidente de la regencia también consideraba que 
había sido un grave error dejar la elección en manos de los ayun- 
tamientos, pues éstos intrigaron para nombrar como diputados a 
personas vinculadas con ellos y que defendían sus intereses, de 
manera que no fueron “elegidos los que deseaba la mayoría, sino 
los que habían sabido intrigar mejor”. Seguramente Iturbide se 
creía intérprete de la voluntad nacional y por eso se atrevía a afir- 
mar que el deseo de “la mayoría” se vio frustrado por las intrigas de 
sus enemigos. 

La elección de los diputados provocó entusiasmo en el país. 
Se veía con optimismo e ingenuidad la reunión de las Cortes y se 
pensaba que una constitución proveería las bases para hacer felices 
a los habitantes del Imperio y lograr su prosperidad. Hubo sin em- 
bargo algunas voces disidentes, como la de Fernández de Lizardi. Es 
de notar que Iturbide y Zavala, quienes criticarían tanto esas elec- 
ciones tiempo después, en su momento las aceptaron. En algunos 
medios de la ciudad de México —y sin duda también de provin- 
cia— se temió que las Cortes fueran propicias a la herejía o legis- 
lación antirreligiosa, algo ya visto en las asambleas españolas, y 
que fue uno de los motivos principales de la Independencia. Un 
“ingenuo” —¿Fernández de Lizardi?— apuntaba que ciertas mujeres 
devotas —y aquí acusaba implícitamente a sus confesores—, difun- 
dían la especie de que todos los diputados eran “Francmazones, 
Jansenistas, Jacobinos, Luteranos, Arrianos, Diablanos, Demonia- 
nos, Satanianos, y cuanto de malo haya, todo lo tienen”. Las mujeres 
piadosas alguna razón tenían para afirmar esto, pues algunos dipu- 
tados habían sido iniciados en sociedades secretas, otros eran ma- 
sones y algunos estaban en favor de una república. En Puebla los 
escoceses repartieron listas con los nombres de sus candidatos, 
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mientras que en la Catedral de México apareció el 30 de enero de 
1822 un pasquín con la siguiente décima: 


Ya lo vísteis mexicanos 

como en vuestras elecciones 
ganaron los francmasones 
indignos anti romanos; 
liberales volterianos, 
jansenistas, libertinos; 

los Luteros, los Calvinos 
vuestro gobierno han tomado, 
¡ay del altar y el estado, 

en poder de jacobinos!?8 


Las Cortes del Imperio 


El 24 de febrero de 1822 se reunieron por fin las Cortes consti- 
tuyentes. No fueron electos todos los diputados, se incluyeron los 
de Centroamérica y casi nunca tuvo quórum. Su objetivo principal, 
redactar una constitución, no fue realizado. Quizá la principal carac- 
terística de aquellas Cortes fue su oposición a Iturbide, que devino 
en conflicto entre el Poder Legislativo y el Ejecutivo durante casi 
todo el siglo XIx. Esto ya había sido previsto por el presidente de la 
Regencia, por lo cual había propuesto un Congreso débil, dividido 
en dos cámaras. Uno de los primeros actos de las Cortes fue consti- 
tuirse en una sala, en contra de lo señalado por la convocatoria, 
También criticaron la falta de proporción con la población en el 
número de diputados, lo cual podía ser un obstáculo para que los 
consideraran auténticos representantes, tal como sucedió después. 
Sin embargo creían posible ganarse la confianza de sus comitentes 
siempre y cuando actuaran en favor del bien público, de donde se 
deduce, nuevamente, que el carácter representativo lo otorgaba la 
actuación más que la elección. 

La primera sesión del Congreso Constituyente del Imperio fue 
larga y decisiva en cuanto al rumbo que tomarían las relaciones en- 
tre Iturbide y los diputados. El conflicto que se planteó ese mismo 
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día ha sido estudiado atinadamente desde varias perspectivas por 
algunos autores. Los argumentos en los cuales cada una de las 
partes quiso legitimar su actuación se fundaron en la soberanía 
nacional, representada por el Congreso o por Iturbide. 

El día de la instalación, el primer triunfo fue para Iturbide. Los 
actos inaugurales del Congreso reconocieron que su origen estaba 
en el Plan de Iguala. Así se aceptó que la soberanía reside esencial- 
mente en la nación, que la única religión aceptada sería la católica, 
que se adoptaría la monarquía moderada constitucional, que el 
nombre de esta monarquía sería Imperio Mexicano y que “se re- 
conocían los llamamientos al trono de los príncipes de la casa de 
Borbón, conforme el tratado de 24 de agosto de 1821 hecho en la 
villa de Córdova”.* Sin embargo, poco le duró el gusto al presidente 
de la Regencia. Inmediatamente después, el diputado José María Fa- 
goaga, acérrimo opositor de Iturbide y, en ese momento, dirigente 
de la facción borbonista de aquella asamblea, propuso también la 
jura de que la soberanía nacional residía en el Congreso, lo cual se 
aceptó. Luego se aprobó la siguiente proposición: 


Aunque en este Congreso constituyente reside la soberanía, no 
conviniendo que estén reunidos los tres poderes, se reserva el 
ejercicio del poder legislativo en toda su extensión, delegando in- 
terinamente el poder ejecutivo en las personas que componen la 
actual regencia, y el judiciario en los tribunales que actualmente exis- 
ten Ó que se nombraren en adelante, quedando uno y otros cuerpos 
responsables á la nación por el tiempo de su administración con 
arreglo á las leyes. 


Es conveniente comentar, así sea brevemente, el párrafo anterior. 
Para empezar, debe advertirse la semejanza entre esta medida y la 
tomada en su momento por las Cortes de Cádiz, antecedente natural 
y ejemplo de este Congreso. Los diputados que asistieron al Congre- 
so Constituyente del Imperio eran representantes de la nación. Esta 
nación era soberana pues, como declaró la asamblea legislativa el 
mismo día de su instalación, habría “igualdad de derechos civiles en 
todos los habitantes libres del Imperio, sea el que quiera su ori- 
gen en las cuatro partes del mundo”. Ahora bien, si los diputados 
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representaban esa soberanía, el Congreso no sólo la representaba 
sino que la tenía, con lo cual quedó por encima de cualquier otro 
individuo o institución. Esto quiere decir que la nación, al elegir 
representantes, “delegó” todos sus poderes al Congreso. Éste, a su 
vez, tuvo a bien permitir que el “ejercicio” del Ejecutivo quedara 
en manos de la Regencia y el Judicial en los tribunales. Si cada uno 
de estos cuerpos sería responsable directamente ante la nación 
—trepresentada únicamente por los diputados— lo serían ante el 
propio Congreso. 

De hecho, uno de los últimos actos de la primera sesión 
fue el juramento hecho por la Regencia, la cual reconoció que la 
soberanía nacional estaba representada exclusivamente por los 
diputados y también aceptó la supremacía del Congreso. En re- 
sumen, Agustín de Iturbide trató, con éxito, que los diputados se 
sometieran a los preceptos del Plan de Iguala y de los Tratados 
de Córdoba, documentos signados por él mismo. De esta manera el 
Congreso tendría su origen en la voluntad nacional pero a través 
de la obra de Iturbide, quien supo interpretar primero esa volun- 
tad y fue, por lo tanto, su primer representante. Los diputados, en 
cambio, buscaron su legitimidad directamente en la soberanía na- 
cional, sin intermediarios. Su elección y los poderes otorgados por 
sus comitentes eran suficientes, aunque la convocatoria y esos pode- 
res estaban limitados precisamente por las bases de Iguala y su ra- 
tificación en la villa de Córdoba. Los diputados se dieron cuenta de 
esto, por lo cual Fagoaga propuso que se reconociera la suprema- 
cía del Congreso. Así su origen estaría en la voluntad nacional de 
manera directa y sería a su vez fuente de las demás instituciones, 
meras creaciones suyas, incluidos la Regencia y el propio Iturbide 
como su presidente. 

La coronación de Iturbide también ofrece un buen momento 
para conocer las pretensiones representativas del nuevo emperador 
frente a las del Congreso. Ya desde la entrada triunfal del Ejército 
Trigarante en Puebla, se habían escuchado entre la multitud los gri- 
tos de “¡Viva el Emperador Agustín Primero!” Cuando se conocieron 
las resoluciones de las Cortes españolas y de Fernando VII de no 
aceptar los Tratados de Córdoba, se presentó la oportunidad pa- 
ra buscar un príncipe fuera de la dinastía borbónica. Como afirmó 
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Joaquín Fernández de Lizardi, mejor sería tener un monarca mexi- 
cano a ver sometido el Imperio bajo una dinastía extranjera. Aun sin 
mencionar su nombre, Lizardi promovía la candidatura de Iturbide, 
pues quién de entre los mexicanos contaba en ese momento con 
más popularidad y apoyo.2 

Algunos problemas entre Iturbide y el Congreso apresura- 
ron los acontecimientos. El 18 de mayo de 1822, en sesión secre- 
ta, los diputados aprobaron un reglamento en el cual se declaraban 
incompatibles los cargos de la Regencia y el mando de tropas. Unas 
horas después algunos agitadores de los barrios más pobres de Mé- 
xico lograron reunir una turba de léperos aclamando a Iturbide Em- 
perador. También varios comandantes de milicias, como Luciano 
Castrejón y otros militares encabezados por Pío Marcha unieron sus 
armas a esta manifestación. En la madrugada, algunos de los princi- 
pales jefes del ejército firmaron un documento en el cual sugerían 
al Congreso que se tomara en cuenta la candidatura de Iturbide al 
trono. Al día siguiente, bajo la presión popular y militar, el Congreso 
aceptaría el hecho.33 Como es de suponerse, en la Asamblea Legis- 
lativa la discusión giró en torno a la legitimidad de la proclamación 
imperial y de su legalidad. Para Iturbide no había dudas acerca de 
que su exaltación al trono era producto de la voluntad popular, no 
sólo por el entusiasmo de los léperos y agitadores que había visto 
la noche anterior, sino por su carácter de representante con el cual 
se sentía investido. Algún tiempo antes de su proclamación había 
enviado circulares a los jefes militares de las provincias con un cues- 
tionario que debían regresar contestado lo antes posible. Huelga 
decir que las respuestas obtenidas fueron muy halagúeñas para el 
entonces presidente de la Regencia, pues al parecer todo el país 
estaba a favor de una monarquía constitucional e, inclusive, se pen- 
saba en que él podía ocupar el trono. De esta manera Iturbide sa- 
bía que contaba con grandes posibilidades de aceptación. Creía ser 
el mejor representante de la nación. En un Mantfiesto expresó que 
“El que por voluntad tácita Ó espresa de algún comitente toma su 
representación”, como era su caso: 


no puede prescribirse mejor regla para el acierto de sus operaciones, 
que la utilidad justa del principal interesado, porque la presuncion 
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mas natural es que desée vivamente todo aquel bien que no repug- 
ne á los principios de justicia. No ha sido ciertamente otra la norma 
que me propuse, cuando cerciorado, é íntimamente convencido de 
la opinon y espíritu público de la Nacion Mexicana, pronuncié en 
Iguala su independencia de la Antigua España. 


Es decir, un buen representante era quien procuraba el bien de 
sus comitentes y no el que fuera electo. Folletos, periódicos y otro 
tipo de impresos, manifestaciones públicas y representaciones pri- 
vadas lo inducían a creer que él era el elegido por la nación —y por 
la Providencia— para ser su emperador. No importaba que buena 
parte de esas expresiones fueran provocadas por agitadores profe- 
sionales y amigos directos de Iturbide. Lo verdaderamente impor- 
tante era que podía esgrimir mejor que nadie el argumento liberal 
de ser el representante indiscutible del Imperio. No le interesó la 
contradicción que había en erigirse soberano de un pueblo sobera- 
no o, en otras palabras, ser al mismo tiempo igual y superior a sus 
conciudadanos, como después lo advertirían los pensadores con- 
servadores de mediados del siglo XIx.% 

En cambio, para los diputados la coronación de un ameri- 
cano no era tan sencilla. El problema empezaba por el Plan de 
Iguala, los Tratados de Córdoba y la convocatoria para la reunión 
del Congreso, pues los poderes que tenían estaban limitados por 
ellos. Sin embargo, los dos primeros documentos permitían, en últi- 
ma instancia, que las Cortes constituyentes eligieran un monarca 
cuando quedaran descartados los borbones. El otro problema era 
que, si bien se notó el apoyo popular de la ciudad de México pa- 
ra proclamar a Iturbide, no se conocía el parecer del resto del Impe- 
rio. Se suponía que los diputados en su calidad de representantes 
con poderes plenos podían dar su parecer en nombre de toda la 
nación, pero de cualquier manera se decidió informar a las provin- 
cias y esperar su aprobación. Finalmente se aceptó la entronización 
de Iturbide. 

Los diputados dejaron en claro que la decisión de coronar a 
Iturbide había sido de la nación expresada en el Congreso. De esta 
manera reafirmaron su autoridad sobre el Poder Ejecutivo. Sancio- 
naron que el título adecuado para Iturbide sería el de Su Majestad 
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Imperial, mientras que al Congreso se le trataría de Soberano, atri- 
buto que se negó al monarca. También rechazarían los viejos ritos 
de coronación, como la práctica del besamanos, por considerarla 
servil. En junio terminarían por limitar los poderes del emperador a 
los que había tenido la Regencia, es decir, consideraban su investi- 
dura como una mera delegación hecha por la asamblea: la única 
representante de la soberanía nacional. 

Los diputados trataron de romper, en la medida de sus posi- 
bilidades, con las ataduras que significaba ceñirse a los postulados 
de Iguala y de Córdoba. Para conseguirlo, necesitaron restar legiti- 
midad al autor de esos documentos. Lo consiguieron cuando pro- 
clamaron al Congreso único representante y depositario de la sobe- 
ranía nacional, a la cual “nadie puede poner trabas por tratados ni 
por planes ni por convocatorias”. Los diputados asumieron la pleni- 
tud de los poderes de sus comitentes, pues integraban un Congreso 
Constituyente y no uno ordinario, es decir, estaban en una asamblea 
que sentaría las bases del Estado y cuya sola responsabilidad era pa- 
ra con la nación: 


Por consiguiente tenemos los poderes de la nación, que regular- 
mente se distribuyen en poder legislativo, judicial y ejecutivo: los 
tenemos todos. Desde luego hemos subdelegado el poder ejecutivo 
al Emperador. Está bien; y para delegar este poder ejecutivo ha ha- 
bido algunos que dicen que Pío Marcha hizo al Emperador y noso- 
tros lo hemos aprobado. Eso es un desatino: nosotros lo hemos 
nombrado... Se ha dicho también que el Emperador representa la 
nación: hay un equívoco.% 


El 16 de agosto, en una de sus más lúcidas intervenciones, el padre 
Mier zanjó la cuestión y, también, dio motivo suficiente para su 
próxima aprehensión: “Oigo aquí citar a cada paso, como reglas 
que no podemos exceder, el Plan de Iguala, el Tratado de Córdoba, 
la Constitución española, los decretos de la Junta Provisional y su 
convocatoria para el Congreso de Anáhuac”. El polémico diputado 
regiomontano sabía perfectamente cuál era la única fuerza que po- 
día limitar los poderes del Congreso a lo establecido por los mencio- 
nados documentos: “Todas estas cosas son muy buenas en política, 
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porque no es fácil contrarrestarlas sin chocar con las bayonetas”.*! 
A continuación demostraba la igualdad de los hombres, en tanto 
seres racionales, y por lo tanto la soberanía esencial de la nación. Se 
preguntaba cómo los citados documentos “planes o tratados de un 
particular” podían estrechar a la nación. Luego se cuestionaba si 
acaso el Congreso compartía esa soberanía. La respuesta era clara- 
mente afirmativa: 


Sí, porque la nación mexicana, en quien reside esencialmente la 
soberanía, sin que nadie haya podido restringir su poderío, nos ha 
delegado sus poderes plenos, cuales son necesarios para consti- 
tuirla. Este es un Congreso constituyente, soberano de hecho co- 
mo la nación lo es de derecho. Tenemos de ella el poder de hacer 
leyes, o poder legislativo; el de hacerlas ejecutar, o poder ejecuti- 
vo, y el de aplicarlas a los casos particulares entre los ciudadanos, 
O poder judicial. 


De donde se seguía que si el emperador tenía algunas funciones, 
éstas eran delegación del único soberano de hecho o, en otras pa- 
labras, del único organismo legítimamente capacitado para ejer- 
cer plenamente y sin restricciones la soberanía nacional. Aquella 
asamblea legislativa era tan soberana que era objeto de atribu- 
ciones que en el sistema moderno de división de poderes corres- 
ponderían al Ejecutivo y al Judicial, además del Legislativo. Las 
Cortes, tanto las españolas como las mexicanas, se consideraban 
herederas del poder que anteriormente tenían los monarcas. Co- 
mo ellos, también impartían justicia. Por citar un ejemplo, el 30 de 
julio de 1822 el propio Mier se quejaba con Bernardino Cantú 
de que desde “ha tres meses sólo nos ocupamos de los intereses de 
[Francisco Manuel Sánchez de] Tagle, que trasladó al Congreso 
el pleito que tenía en la Audiencia contra el marqués de San Mi- 
guel de Aguayo”.% No es difícil encontrar casos parecidos, los cua- 
les no ocasionaban mayores inconvenientes, pues no se había 
erigido todavía una corte de justicia. En cambio sí empeoraron los 
problemas con el Ejecutivo, que a la sazón también pretendía car- 
gar con la representación nacional y el ejercicio exclusivo de la 
soberanía. 
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La lucha por la representación nacional 


Los problemas entre el emperador y el Congreso tuvieron su origen 
en la distinta interpretación que cada uno daba a la representación 
nacional, El héroe de Iguala tenía motivos suficientes para conside- 
rarse el auténtico representante de la nación. Los constituyentes 
trataron de alejarse del Plan de Iguala y de los Tratados de Córdoba 
para atribuir al Congreso la única representación, por medio de los 
poderes que les dieron sus comitentes y, también, siguiendo la le- 
gislación y el ejemplo gaditanos. Esta divergencia, junto con otros 
elementos, condujeron a la clausura del Congreso a manos de Luis 
Cortázar, el 31 de octubre de 1822. 

Por supuesto, la disolución del primer Congreso del México 
independiente no se debió exclusivamente a un malentendido so- 
bre quién representaba la soberanía nacional. El conflicto empezó, 
de hecho, por la persecución desatada por Iturbide contra los repu- 
blicanos, muchos de los cuales estaban en contacto con el Congreso 
o, de plano, eran sus miembros. El 26 de agosto en la noche fueron 
arrestados varios diputados por tropas al mando del general José 
Antonio Echávarri. Carlos María de Bustamante, uno de los apresa- 
dos, afirmó que el propio emperador se hallaba entre las tropas, un 
tanto alejado. Al día siguiente, en sesión extraordinaria secreta, el 
Congreso determinó pedir explicaciones al capitán general de la 
provincia por estos hechos. La principal preocupación de los cons- 
tituyentes era que con el arresto se estaba violando el fuero de los 
diputados, que de acuerdo con la legislación vigente, sólo eran res- 
ponsables ante la nación, como únicos representantes suyos. En 
suma, estaban defendiendo su inmunidad frente a las pretensiones 
del Poder Ejecutivo.% Luis Quintanar, el capitán general, no se hizo 
responsable por el arresto pues sólo cumplía Órdenes. Andrés Quin- 
tana Roo, subsecretario de Relaciones Exteriores e Interiores, resaltó 
que los diputados presos habían sido cómplices de conspiración. 
José Manuel Herrera, el secretario de Relaciones, contestó que el 
gobierno imperial se limitaba a arrestar a los sospechosos, pero no 
los estaba juzgando, de modo que no violaba las prerrogativas del 
Congreso ni el fuero de sus diputados. También hizo notar a la 
asamblea que el gobierno había actuado ajustándose a la legislación 
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gaditana vigente. Era verdad que en situaciones ordinarias los dipu- 
tados no podían ser juzgados sino por su propio tribunal, pero el 
motivo de los arrestos que se habían realizado no era en modo algu- 
no ordinario, por lo cual el emperador no violentó la ley. En esta 
situación tan tensa, el Congreso se declaró en sesión continua y 
prácticamente detuvo cualquier otro asunto que se estuviera discu- 
tiendo. De momento, se limitaba a solicitar al gobierno la libertad 
de los prisioneros o su entrega a la asamblea, para juzgarlos por su 
propio tribunal. El diputado Agustín Paz, con el apoyo de Valentín 
Gómez Farías, propuso la disolución del Congreso como protesta 
por la arbitrariedad del gobierno. 

También fuera del Congreso hubo protestas. El 26 de sep- 
tiembre, el brigadier Felipe de la Garza, la Diputación Provincial de 
Nuevo Santander, el Ayuntamiento de Soto la Marina y los oficia- 
les de la guarnición protestaron por la prisión de los diputados del 
Congreso. En su representación argiían que los arrestos se debie- 
ron a las conjuras y malos consejos de algunos peninsulares que 
querían dividir al país. Rogaban al emperador que no prestara oídos 
a tan perniciosos individuos. También recordaban que la repre- 
sentación nacional era el “derecho más sagrado” que tenían los 
hombres y los habitantes de Nuevo Santander estarían dispues- 
tos a luchar por él. El principal temor de los pronunciados era que 
el gobierno del emperador se volviera arbitrario, pues “ha queda- 
do reducida a mera nulidad la representación nacional”. Pedían, 
pues, el excarcelamiento de los diputados y garantías de que el 
Congreso pudiera sesionar en plena libertad para constituir a la 
nación: “Nosotros no pretendemos establecer formas nuevas ni 
derogar cosa alguna de las sancionadas; queremos sí que gobier- 
ne la ley y no el capricho, que el Gobierno haga nuestra felicidad 
y no la sulla” 45 

El pronunciamiento hecho en Soto la Marina no prosperó, lo 
mismo que las presiones del Congreso. Las relaciones entre el em- 
perador y la asamblea legislativa se fueron deteriorando cada vez 
más, aunque algunos diputados hubieran intentado transigir con la 
posición de Iturbide e incluso intentar reducir el número de miem- 
bros de las Cortes, medida que fue rechazada. El pretexto de Iturbi- 
de para disolver al Congreso fue que éste no había dado inicio a los 
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trabajos más importantes para los que fue reunido: realizar las nece- 
sarias reformas políticas y militares que habían sido encomendadas 
por la nación a los diputados. En su lugar, el emperador designaría 
de entre los mismos diputados a los miembros de una Junta Nacio- 
nal Instituyente, cuya principal misión sería elaborar un proyecto de 
Constitución y la convocatoria para un nuevo Congreso, con pode- 
res para aprobar dicho proyecto. Iturbide ya no quería un órgano 
capaz de declararse representante nacional. 

El propio emperador, pese a las críticas que se le hicieron por 
tender al absolutismo y de lo que de verdad haya en ellas, siempre 
reconoció la soberanía popular como la única base capaz de legiti- 
mar cualquier gobierno. También manifestó su respeto por los 
Congresos, representantes de aquella voluntad,? pero al mismo 
tiempo se vio obligado a actuar contra las decisiones tomadas por 
los diputados. Quizás el origen de esos problemas esté en la 
relación del emperador con el ejército. Esa institución pretendió eri- 
girse como la más auténtica representante de las aspiraciones 
nacionales. Iturbide lo sabía y también conocía las aspiraciones de 
muchos de aquellos criollos, antiguos realistas, que lo habían apoy- 
ado. El Congreso, en cambio, receloso de su soberanía, no quiso 
compartirla con ninguna otra institución, de ahí que intentara restar 
poder al ejército, el cual contaba con el total apoyo de Iturbide. Poco 
antes del arresto de los diputados, el Congreso había estado plante- 
ando una reducción del aparato militar. 

La disolución del Congreso contó, en principio, con el respal- 
do de la mayoría de las jefaturas militares y, pues, con el de las auto- 
ridades civiles de las provincias sometidas al poder de las armas 
de los jefes del ejército. Incluso, durante las ceremonias de la ju- 
ra de Iturbide en la ciudad de México una de las alegorías que 
adornaron las fiestas se refería a dicha disolución como un triunfo 
contra el despotismo legislativo.“ Sin embargo, pronto se dejaron 
escuchar algunas voces en su contra. Se arguyó que la Junta Nacio- 
nal Instituyente no tenía carácter representativo, pues sus miem- 
bros habían sido designados por el emperador, a lo cual respondió 
que el nombramiento se había realizado entre los integrantes del 
antiguo Congreso, quienes habían sido electos por la nación. Lo 
cierto es que Iturbide de veras creía en la representatividad de este 
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nuevo cuerpo. Inclusive, podía recordarse cómo algunos dipu- 
tados habían propuesto anteriormente la reducción del Congreso. 
Por último, como ha notado Timothy Anna, no todos los miem- 
bros de la Junta Nacional Instituyente eran incondicionales de 
Iturbide, como se ha venido afirmando, inclusive se colaron, por 
designación del emperador y de su Consejo de Estado, algunos 
acérrimos críticos del régimen y hasta partidarios de la república. 
Pero desde ese momento se aceptó la idea de que los nuevos le- 
gisladores eran partidarios del gobierno y, por lo tanto, no lo eran 
de la nación. El padre Mier describió, si no a los miembros de la 
Junta, sí la imagen que seguramente había acerca de ellos y que él 
mismo contribuyó a formar: 


Un obispo, presidente; 

Dos payasos, secretarios; 
Cien cuervos estrafalarios 

Es la Junta instituyente. 

Tan ruin y villana gente 
Cierto es que legislarán 

A gusto del gran Sultán: 

Un magnífico sermón 

Será la Constitución 

Que estos brutos formarán. 


La misión de la Junta la estableció el propio Iturbide en unas bases 
orgánicas.1 Aunque en la quinta base se declaraba que “la Junta 
conservará por su representación nacional el ejercicio del Poder 
Legislativo”, el emperador procuró no permitir que este nuevo cuer- 
po se considerara depositario de la soberanía nacional. Los vocales 
redactarían el proyecto de Constitución y el reglamento por el cual el 
futuro Congreso debía discutirlo, con el “interesante objeto de pre- 
caver los choques y rozamiento de los poderes Legislativo y Ejecuti- 
vo en este punto, para lo cual procederá de acuerdo con el último”, 
(primera y segunda bases). Por la tercera base quedaba encargado 
de redactar la convocatoria y por la sexta debía permitir la partici- 
pación de los oradores del gobierno en sus discusiones. Iturbide 
intentó controlar a la Junta por todos los medios posibles, pero no 
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lo consiguió del todo. Para empezar, algunos legisladores quisieron 
actuar a partir del ejemplo puesto por el disuelto Congreso, 
copiando incluso su reglamento. Sin embargo, no sólo tuvieron que 
enfrentar la oposición del Poder Ejecutivo sino la de algunos 
vocales, como Castañiza, el presidente de la Junta, y Esteban 
Martínez de los Ríos y Lorenzo de Zavala, quienes se mostraron ple- 
namente dispuestos a colaborar con el gobierno. El vocal 
nicaragúense, Juan José Quiñones, hizo el más serio intento por 
recuperar el carácter representativo para la Junta. Según él no debía 
considerarse que la Junta había recibido la representación nacional 
de manos del emperador, pues eso resultaba absurdo. La legitimi- 
dad de esa asamblea estaba en la elección popular de los vocales: 


Esta junta, que no es mas que un residuo de aquel mayor número 
de representacion nacional, que componia el extinguido Congreso, 
pero que su disminucion no ha hecho variar el carácter y mision que 
los mismos pueblos nos dieron al transmitirnos sus facultades.% 


Pero, en realidad, fue muy poco lo que los vocales pudieron hacer en 
este sentido. Su labor estuvo limitada por las barreras impuestas por 
el Poder Ejecutivo y los pronunciamientos militares que siguieron al 
de Veracruz impedirían concretar cualquiera de sus obras. Iturbide 
encomendó a la Junta muy especialmente legislar en materia finan- 
ciera, labor que no se había atrevido a realizar el extinto Congreso. En 
asuntos constitucionales la Junta se limitó a debatir la convocato- 
ria para el nuevo Congreso y un Proyecto de Reglamento Político, 
especie de constitución provisional que no llegaría a aprobarse. La 
convocatoria fue aprobada el 22 de febrero de 1823. En términos 
generales desechaba la extraña forma de elección por clases y cor- 
poraciones volviendo, mutatis mutandis, al modelo gaditano. El 
proceso incluiría los tres niveles de elección: de compromisarios, 
electores parroquiales y de partido, quienes designarían a los dipu- 
tados. Para enmendar los errores del pasado, esta convocatoria ex- 
cluía a los ayuntamientos y a las diputaciones provinciales de las 
elecciones.%3 Hasta aquí pareciera que se volvía a un sistema repre-' 
sentativo proporcional a los ciudadanos, pero el artículo tercero 
incluyó una novedad en la cual no han reparado los estudiosos de 
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nuestro primer federalismo. Ya vimos que la Regencia e Iturbide ha- 
bían insistido en la formación de una asamblea bicameral, desde las 
primeras propuestas de convocatoria de la Junta Provisional Guber- 
nativa, por lo cual no debe sorprender que en este nuevo intento se 
insistiera en el mismo asunto. Sin embargo, hay una notable dife- 
rencia: si la convocatoria para el primer Congreso había establecido 
que éste se dividiría en dos, la presente convocatoria prevenía dos 
tipos de representantes: 


Art. 3: Para evitar el perjuicio que resultaria á las provincias de la 
desigualdad en el número de representantes que produce la de su po- 
blacion, y para que la constitucion se forme con una doble discusion 
que evite cualquier error, habrá una cámara mas compuesta de un 
diputado por cada provincia.% 


Los vocales de la Junta no aprobaron sólo la formación de una 
Cámara Alta, sino la de un auténtico senado según había establecido 
el modelo estadounidense. Ahora bien, en esto no hubo influencia 
de la Constitución de Estados Unidos, aunque haya semejanza en- 
tre el origen de este senado y el de aquel país. En efecto, el gran 
temor de los estados angloamericanos pequeños o poco poblados 
era sufrir la tiranía de los más prósperos, para lo cual instituyeron 
una representación equitativa en la Cámara de Senadores, a la par de 
la proporcional a la población en la de los representantes.% Los le- 
gisladores mexicanos hicieron consideraciones muy parecidas. Esta 
semejanza hace pensar, más que en una influencia, en una similitud 
de circunstancias. Los dos asuntos que, según me parece, pudieron 
haber sido tomados en cuenta para la elaboración de este artículo 
fueron la pésima proporcionalidad que hubo en el primer Congreso 
y la formulación del Acta de Casa Mata, el 1 de febrero, cuyo artícu- 
lo noveno llamó la atención de las diputaciones provinciales, que 
poco a poco empezaron a actuar como representantes de sus pro- 
vincias, prontas a convertirse en estados. Sin embargo, la convoca- 
toria nunca tuvo efecto y en las propuestas de constitución que se 
presentaron al Congreso no se abordó el tema. 

El Proyecto de Reglamento Político del Imperio Mejicano se ha- 
bía presentado en la Junta desde el 31 de diciembre de 1822. Aparte 
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de éste, hubo por lo menos otras tres propuestas: una del cubano 
Antonio José Valdés, miembro de la comisión del proyecto; una más 
atribuida a José Miguel Guridi, también de la comisión y una de José 
María Couto.% Por supuesto, todas daban por sentado que la sobe- 
ranía radica esencialmente en la nación y su ejercicio en sus repre- 
sentantes del Congreso. Ninguna atribuye la soberanía al Congreso, 
pero resulta curioso que no hicieran representativos a los otros 
dos poderes. En cuanto al Reglamento Político” se discutió pero 
no llegó a entrar en vigor. De hecho ocasionó una gran disputa, 
pues su aprobación por parte de la Junta supondría que ésta ten- 
dría poderes legislativos que no habían sido incluidos por las Ba- 
ses Orgánicas. En el fondo, el mencionado Reglamento no ratificó 
sino las principales bases del Plan de Iguala. No tiene referencias 
al sistema representativo, aunque se sobreentendía, pues hay un 
capítulo dedicado a las elecciones. De cualquier forma, es muy 
poco lo que deja traslucir este documento acerca de nuestro tema 
pues, como sus propios autores dejaron en claro, se trataba de un 
reglamento provisional, casi extraordinario, y de ninguna manera 
una verdadera constitución, ni siquiera en proyecto. 

Los problemas para Iturbide empezaron en Veracruz. El 2 de 
diciembre de 1822, el comandante de las tropas de ese puerto, 
Antonio López de Santa Anna, se pronunció por la república. En su 
opinión, los mexicanos eligieron “desde los primeros pasos de 
su emancipación política el [sistema] representativo”, logrado con 
la instalación del Congreso ahora disuelto. Pero los empeños de la 
nación seguían siendo los mismos, por lo que “en virtud de estos 
generales sentimientos, y á la voz imperiosa de todos los habitan- 
tes de esta América Septentrional, hice proclamar en esta ciudad, en 
la tarde de hoy, en nombre de la nación mexicana, el sistema repu- 
blicano”.3 Resulta por demás interesante la equidad planteada en 
esta proclama entre el sistema representativo y la república. De esta 
manera la monarquía templada por una constitución, tal cual había 
establecido el Plan de Iguala, no era sino una república encubierta, 
porque el encargado del Poder Ejecutivo era un rey, pero podía en- 
comendarse a cualquier otra persona, sobre todo si se considera el 
desprestigio de la figura real: carecía de legitimidad divina y resulta- 
ba escandalosamente costosa para los ciudadanos. 
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Santa Anna también publicó un manifiesto al día siguiente, en 
el cual volvía a hacerse eco de la voz pública y criticaba directa- 
mente a Iturbide por su despotismo al disolver el Congreso y rom- 
per los juramentos que él mismo había hecho ante la representación 
nacional. El régimen representativo se mostraba claramente como 
el opuesto al despotismo, es decir, al poder ejercido arbitrariamen- 
te, y también a la monarquía pues, como habían señalado en su 
momento Servando Teresa de Mier y Felipe de la Garza, ésta tiende 
siempre hacía el absolutismo. Vicente Rocafuerte también supo ex- 
presarlo claramente: hay dos tipos de gobierno básicos e incompa- 
tibles, el gobierno por elección y representación y el gobierno por 
sucesión hereditaria. El republicanismo se presentaba así como la 
mejor opción para defender los derechos de representatividad.% 
Pero hay ptro asunto que me interesa resaltar aquí y que, por haber- 
lo visto ya en otros casos, resultará conocido para el lector: Antonio 
López de Santa Anna, al creerse intérprete de las verdaderas aspi- 
raciones de los mexicanos, se consideró, por ese solo hecho, su 
auténtico representante. A la par que solicitaba la reinstalación del 
disuelto Congreso, sentaba con sus proclamas las bases de la futura 
legislación, ton lo cual ya estaba limitando los poderes supuesta- 
mente plenos de los diputados, tal como había hecho Iturbide con 
sus documentos. 

El Plan de Veracruz del 6 de diciembre, modificaba de alguna 
manera esta coacción sobre la asamblea representativa. La autoría 
de este plan la atribuye Carlos María de Bustamante al ministro de 
la Gran Colombia en México, Miguel Santa María, antiguo conspira- 
dor, masón escocés y ferviente republicano; sin embargo, estuvo fir- 
mado por Santa Anna, Guadalupe Victoria y Mariano Barbabosa. A 
los diecisiete artículos del Plan se sumaban 27 puntos aclaratorios,2 
En términos generales no incluía ninguna novedad con respecto al 
Plan de Iguala, con lo cual ratificaba la idea de Santa Anna de que él 
sólo estaba interpretando la voluntad nacional expresada desde 1821. 
Se exigía la reinstalación del Congreso, pero a diferencia de sus an- 
teriores proclamas, en los artículos de este Plan no se condicionaba 
la forma en la cual debía constituirse a la nación. Los artículos segun- 
do al quinto establecían que la América septentrional era inde- 
pendiente, soberana de sí misma, libre “y además con su actual 
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emancipación se halla al presente en un estado natural”, de donde 
se seguía que “tiene plena facultad para constituirse conforme le pa- 
rezca mas conveniente á su felicidad, por medio del soberano Con- 
greso constituyente”.% 

Los acontecimientos que siguieron a este pronunciamiento ya 
han sido estudiados ampliamente y no conviene detenerse sino en 
los aspectos que pudieran tener importancia para nuestro estudio, 
por lo cual remito a los lectores a las narraciones más puntuales que 
ofrecen otros autores. Si bien otros distinguidos militares como 
Nicolás Bravo y Vicente Guerrero se unieron a la insurrección, 
pronto las fuerzas imperiales casi la sofocaron. Enero de 1823 pare- 
cía traer de vuelta la calma al Imperio, cuando las tropas al mando 
de José Antonio Echávarri promulgaron el Plan de Casa Mata. Contra 
la idea tradicional de una conjura masónica contra Iturbide, Timothy 
Anna propone que el emperador empezó a desconfiar de sus hom- 
bres por no haber podido tomar Veracruz. Los jefes del ejército 
habrían propuesto entonces un plan al cual pudieran unirse Santa 
Anna, los otros rebeldes y todas las guarniciones del país, en favor 
del emperador y de un nuevo Congreso.% 

En vista de “los peligros que amenazan a la Patria por la falta 
de representación nacional, único baluarte que sostiene la libertad 
civil”, los miembros del ejército pedían la instalación de un “nuevo” 
Congreso —artículo 12— según las mismas bases con las cuales se 
había reunido el ahora extinto. El sistema representativo se presenta- 
ba como opuesto al gobierno arbitrario. Para evitar que el emperador 
se convirtiera en un déspota, Echávarri y sus seguidores promulga- 
ban esa Acta “en el artículo 10% se prometía el respeto a la persona 
del monarca”. Según parece, el Plan de Casa Mata proponía un nue- 
vo Congreso por dos razones: suponía que el primero no tenía la 
confianza de los electores, pero no por la forma como fue electo, 
pues proponía las mismas bases para la formación de un segundo 
Constituyente, sino por sus desacuerdos con Iturbide. La segunda ra- 
zÓn para llamar a una nueva asamblea era, sin duda, evitar las repre- 
salias que los resentidos diputados desatarían contra el emperador. 

Esta Acta incluía un aspecto de gran importancia para el 
futuro del país. En uno de sus puntos quedaba declarado que “En 
el ínterin contesta el Supremo Gobierno de lo acordado por el ejér- 
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cito, la Diputación Provincial de esta Provincia será la que delibere 
en la parte administrativa, si aquella resolución fuese de acuerdo 
con su Opinión, art. 92.6 Quizá ni los militares ni las autoridades 
civiles de Veracruz se dieron cuenta del alcance de esta propuesta: 
al parecer sólo estaba dirigida a la diputación veracruzana. Fue en 
Oaxaca, ciudad tomada por Nicolás Bravo, donde las autoridades 
hicieron suya el Acta y aplicaron también para su propia diputación 
el artículo noveno. Muchas otras provincias harían lo mismo, pero 
no conviene formarse una idea equivocada del proceso: contra lo 
que parece, las adhesiones a Casa Mata no fueron un acto espontá- 
neo de las autoridades civiles en la mayoría de los casos. Es verdad 
que dicha Acta les abría la oportunidad de mantener un control po- 
lítico de sus territorios, superior a los poderes que tenían de la legis- 
lación gaditana y que ninguna de las diputaciones se había atrevido 
a sobrepasar. En efecto, la lectura de algunas actas y diarios de dis- 
cusiones de estos organismos y del citado libro de Benson parece 
indicar que hasta antes de 1823 ninguna diputación quiso hacerse 
cargo de la representación política de su provincia: se ceñían a lo 
indicado por las leyes, las cuales eran muy claras: ni los ayunta- 
mientos ni las diputaciones tenían carácter representativo, sólo las 
Cortes. No puede dudarse del interés de muchos individuos en te- 
ner Órganos de gobierno local, pero no pudieron expresarlo a través 
de las instituciones centralistas gaditanas que hasta entonces sub- 
sistían. En términos más concretos, cualquier intento en el sentido 
de autogobierno hubiera sido muy mal visto por esas autoridades 
centrales y militares que eran los jefes políticos y por las guarnicio- 
nes. Así, en el caso de la expansión de los principios de Casa Mata, 
casi siempre la adhesión de las autoridades civiles era antecedida 
por la de las militares. En el caso de Oaxaca fue Bravo quien llevó 
los principios del pronunciamiento. En Yucatán, por ejemplo, los 
miembros del ejército tuvieron no poco que ver con la adhesión de 
la diputación provincial al Plan de Casa Mata.” En Puebla, el co- 
mandante general José María Morán, marqués de Vivanco, respaldó 
el Acta de Casa Mata y después lo hizo la diputación. Las tropas 
acantonadas en Valladolid se unieron a los rebeldes el primero de 
marzo. Dos días después, la diputación se hizo cargo del gobierno 
y de la administración de la provincia. En algunos otros casos fue 
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notable cómo la presencia de leales iturbidistas en las jefaturas po- 
líticas retrasó la adhesión al movimiento. En Zacatecas, algunos ofi- 
ciales del ejército tuvieron que deponer al comandante Mariano 
González, quien era fiel al emperador. En San Luis Potosí ocurrió lo 
mismo. La guarnición de aquella plaza destituyó al general Juan 
José Zenón Fernández. En ambos casos las autoridades civiles tuvie- 
ron que esperar estos acontecimientos para pronunciarse y hacerse 
cargo de las funciones administrativas y de gobierno interno. En 
Nuevo México, el gobernador iturbidista José Antonio Vizcarra hizo 
formalmente una consulta a la diputación provincial el 26 de mar- 
zo de 1823, pero ésta rechazó secundar a los pronunciados de 
Casa Mata. No parece probable que los vocales hubieran estado en 
favor de Iturbide, de no haber sido por la presencia de Vizcarra. 


El fin del Imperio 


Iturbide había perdido el control del Imperio menos de dos sema- 
nas después de la proclamación del Plan de Casa Mata. Su principal 
soporte, el ejército, estaba casi completamente fuera de su control. 
Por esta razón decidió negociar con los pronunciados. La principal 
propuesta de éstos había sido el establecimiento de un nuevo 
Congreso, pero una proposición diferente permitió al emperador 
dar una salida rápida a la crisis: reestablecer al disuelto Congreso. Sin 
embargo, esta solución, como habría previsto Echávarri, resultó 
contraria a los intereses de Iturbide. La iniciativa, al parecer, fue de 
la Diputación Provincial de México. Este organismo, a diferencia de 
sus similares en otras provincias, no se apresuró a adoptar los prin- 
cipios de Casa Mata. Bien por la presencia de las tropas leales al 
emperador, bien porque la mayoría de sus miembros eran indivi- 
duos de opiniones moderadas y conservadoras, esta diputación fue 
muy cauta y evitó tomar atribuciones que no le correspondían. 
Cuando los ayuntamientos que estaban bajo su cuidado enviaban 
solicitudes O propuestas, los vocales siempre se limitaban a cumplir 
con los preceptos constitucionales y jamás intentaron erigirse en Ór- 
gano representativo o con capacidad legislativa y gubernamental? 
Ante las adhesiones al Plan de Casa Mata, los vocales de México 
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decidieron mantenerse fieles a las autoridades superiores. Conside- 
raban ilegítimos los pronunciamientos, pues “no fue vuestra volun- 
tad [se dirigían a la nación] conceder la las diputaciones] sino el 
gobierno económico y administración interior con sujeción al su- 
premo gobierno”.”! 

En un manifiesto posterior, los vocales de México expusieron 
algunas razones por las cuales no sería conveniente convocar a un 
nuevo Congreso, pero sí volver a reunir al disuelto.”? Al parecer 
Iturbide siguió esta opinión y convocó a los diputados que aún se 
encontraran en la ciudad de México para que se reunieran y dieran 
inicio nuevamente a los trabajos de la Asamblea Legislativa. Por 
temor o por estar fuera de la ciudad, fueron pocos los represen- 
tantes que asistieron a las primeras sesiones. Quienes sí estuvieron 
presentes inmediatamente fueron los diputados que habían servido 
también en la Junta Nacional Instituyente, ahora disuelta, lo cual 
provocaría cierta desconfianza en las provincias, pues vieron en el 
reinstalado Congreso a muchos diputados que colaboraron con 
el emperador. 

El gobierno envió entonces a unos delegados para negociar 
con los jefes del Ejército Libertador, como se denominaban quienes 
habían adoptado el Plan de Casa Mata. Debe recordarse que en 
principio éstos querían la formación de una nueva asamblea, pero 
finalmente aceptaron el hecho de la reunión del disuelto Congreso. 
No obstante, tuvieron por conveniente solicitar su salida de Méxi- 
co para que pudiera sesionar libremente y fuera de toda influencia 
por parte de Iturbide. Esta medida, sin embargo, no fue aceptada por 
varias de las diputaciones provinciales, que ya habían perdido la 
confianza en sus representantes, pues ahora veían defectuosa la con- 
vocatoria con que habían sido electos y que muchos de ellos fue- 
ron miembros de la Junta Nacional Instituyente.?3 

Iturbide abdicó, aunque los diputados tuvieron a bien consi- 
derar todos sus actos nulos y, por lo tanto, ignorar su coronación y 
abdicación. De un plumazo quisieron borrar algunos meses de his- 
toria patria. El 29 de marzo de 1823, desde Tacubaya, el autor de la 
Independencia mexicana se despidió de sus compatriotas. Solici- 
taba comprensión para sus actos, pues cometer errores es de hu- 
manos. Éstos eran aún más graves cuando los cometía un hombre 
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tan encumbrado, pero por esa misma razón debían ser fácilmente 
perdonados. De algo estaba seguro: todos sus pasos fueron en 
beneficio de su patria, incluidos los últimos. Su abdicación y la 
reinstalación del Congreso pretendían ahorrar a México un baño 
de sangre. Reconocía la soberanía nacional y su representación en 
el Congreso, pero insistía en su papel de intérprete de la voluntad po- 
pular: todo lo que hizo fue porque los mexicanos así lo deseaban.”* 

No cabe duda de que buena parte de las disputas ocurridas en 
los meses del Imperio entre las distintas autoridades se debieron a 
la diferente interpretación que cada quien daba a la representación 
política. Para Iturbide el asunto era claro: él era el primer represen- 
tante de la nación y fueron sus obras las que condujeron al estable- 
cimiento de los diversos organismos legislativos que hubo durante 
su mandato. La Junta Provisional y el Congreso Constituyente, por el 
contrario, aseguraban ser únicos y exclusivos representantes nacio- 
nales, en virtud de la Constitución de Cádiz o de la elección popu- 
lar. Así el Poder Ejecutivo quedaba reducido a un papel secundario, 
pues sus atributos no serían sino concesiones convenientes hechas 
por parte de los cuerpos legislativos. Estos problemas condujeron a 
la disolución del Congreso y a los pronunciamientos de 1823 que 
dieron paso al régimen republicano como el más adecuado para el 
pleno goce de los derechos de representación política. 
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La Nación Mexicana no es ya un pueblo de aztecas 
dispuesto a sufrir un Moctezuma. 


SERVANDO TERESA DE MIER, 
Plan de la Constitución, 1823. 


Con el exilio de Iturbide, el Congreso reinstalado podía sesionar de 
manera más franca, sin obstáculos. Empero, hubo varios elementos 
que cambiaron su misión. Para empezar, como algunos diputados ha- 
bían advertido desde el momento de la instalación de aquella asam- 
blea, la convocatoria no satisfizo a nadie, por lo cual los legisladores 
debían ganarse la confianza de los comitentes de Otra manera: ac- 
tuando en favor de sus intereses y cumpliendo de la manera más 
cabal los objetivos para los cuales fueron convocados.! Ahora bien, 
si de esa manera querían adquirir una investidura más auténtica co- 
mo representantes no lo lograron: su disolución se debió, en parte, 
a que no cumplieron con sus cometidos. Además, algunos de ellos 
colaboraron con el emperador en su coronación o en la Junta Nacio- 
nal Instituyente, lo cual les restaba popularidad. Por cierto que 
cuando se reunió de nueva cuenta el Congreso, la mayoría de sus 
asistentes eran precisamente quienes actuaron en esa Junta.? Por 
último, las circunstancias del país habían cambiado y los intereses 
de los ciudadanos también. El camino que el Plan de Casa Mata abrió 
para las diputaciones provinciales modificó de una manera rápida el 
mapa político de la república. En algunas provincias, las autoridades 
civiles y militares decretaron el establecimiento de estados sobera- 
nos, dispuestos a seguir unidos con el resto del país siempre y cuan- 
do se constituyera la nación como una federación. Ante la nueva 
realidad, se hacía imperiosa la reunión de otra asamblea. El objeto 
para el cual fueron electos los antiguos diputados había sido rebasa- 
do: se necesitaban nuevas elecciones con nuevos poderes: 
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La reinstalacion del extinguido Congreso se hizo, y continuó contra 
la voluntad de los pueblos; por falta de esta voluntad, y porque 
habían caducado sus poderes, no se toleró su representacion, sino 
para expedir una convocatoria; siendo ya otra la voluntad general 
de la Nacion que la del año 21, deben ser otros los poderes, y natu- 
ralmente otros tambien los apoderados: decir que los poderes de los 
diputados no tienen límites cuales quieran que sean los términos en 
que se dieron; que los pueblos no tienen ya voluntad sino en sus 
enviados; y que estos han de ser obedecidos en cuanto ellos crean 
mas conforme a su felicidad; y no á la voluntad general, es fundar 
una opresion y tiranía cien veces mas espantosa que la del mas ab- 
soluto monarca. 


Es bien sabido que en un principio el Congreso reinstalado no hizo 
caso de la demanda de las provincias para convocar a uno nuevo. 
Sin embargo, las diversas formas que éstas emplearon para presio- 
narlo lograron que finalmente los diputados aceptaran la reunión 
de un nuevo constituyente. Cuando las diputaciones provinciales 
y legislaturas estatales pudieron imponer su voluntad en el go- 
bierno central también sentaron una base importantísima en el 
sistema representativo mexicano: la necesidad de movilidad en los 
representantes, de cambiarlos cuando los comitentes creyeran con- 
veniente, en fin, de ejercer un mayor control en los órganos re- 
presentativos a través de las elecciones periódicas. 

El conflicto entre las diputaciones provinciales y el Congreso 
reinstalado aporta algunos datos acerca de las diferentes concep- 
ciones que se tenía de la representación política. * Es de hacer notar 
que dentro del propio Congreso, según puede leerse en su Diario 
de sesiones, hubo algunos diputados dispuestos a convocar un nue- 
vo constituyente, pero no recibieron el apoyo necesario hasta que 
la situación del país hizo evidente que las oligarquías locales y las 
diputaciones provinciales se habían adueñado del control de sus 
regiones, de manera que sólo se presentaban dos alternativas: la 
formación de un Congreso Federal que diera el control nacional a 
los grupos importantes de las capitales de las provincias o la desin- 
tegración de México. Uno de los diputados que se opuso a la reu- 
nión de un nuevo Congreso, Manuel de Mier y Terán, representante 
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por Chiapas, argúía que hacer la convocatoria sería tanto como ce- 
der al “despotismo municipal” de las cabeceras de provincia.? 


Alternativas de representación frente al Congreso 


La amenaza de desintegración no fue reconocible cuando se reins- 
taló el viejo Congreso. Era verdad que las provincias, a través de sus 
diputaciones, comandancias militares y ayuntamientos sólo le reco- 
nocieron el poder para convocar a uno nuevo, pero seguían acep- 
tando la unión. No obstante el poder que daba el Plan de Casa Mata 
a las diputaciones provinciales, éstas reconocieron la necesidad de 
enviar representantes a México y no se plantearon de manera in- 
mediata la eventualidad de separarse. Una de las provincias más 
radicales, la de Yucatán, aceptó, a través de la Junta Gubernativa de 
Mérida, la necesidad de “un centro de unión”, para todo el país.! 
Cuando surgió la posibilidad de formar coaliciones de provincias, los 
diputados del Congreso se vieron obligados a prestar más atención a 
las voces del resto del país. El 13 de marzo de 1823 la Diputación de 
Valladolid propuso reunir una asamblea con representantes suyos, 
de Querétaro, de San Luis Potosí y de las Provincias Internas de 
Oriente, con el objeto de negar al Congreso su carácter de constitu- 
yente. Esta junta no se reunió por haberse formado otra en Puebla, 
que reconoció al Congreso reinstalado pero sólo como convocante. Lo 
importante por el momento era que las provincias seguían aceptan- 
do a las autoridades de México, aunque ahora se sentían capaces de 
hacer exigencias. También empezaron a adquirir experiencia en 
cuanto a la formación de nuevos organismos, como la Junta de Pue- 
bla, establecida por delegados de algunas provincias y represen- 
tante de sus intereses. Las propuestas de coaliciones hicieron que 
ciertas diputaciones “despertaran” y asumieran la representación de 
su provincia. Éste fue el caso de la de Guanajuato, que no había 
ejercido facultades gubernativas hasta que Mariano Michelena, en- 
viado por la Diputación de Valladolid, la invitó a formar parte de la 
coalición junto con Querétaro y San Luis Potosí.” 

Los delegados a la Junta de Puebla fueron por Guadalajara, el 
diputado Prisciliano Sánchez y el canónigo Juan Cayetano Portugal, 
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quien sería representante en el Constituyente Federal; Juan Ignacio 
Godoy por Guanajuato; Vicente Manero Embides por Oaxaca, de la 
cual sería diputado en el siguiente Congreso; Anastasio Ochoa por 
Querétaro; Tomás Vargas y Víctor Rafael Márquez por San Luis 
Potosí, quienes en el Constituyente de 1823-1824 serían diputados, 
el primero por su provincia y el segundo por Guanajuato; Martín 
García por Valladolid, y Francisco de Arrieta y el también futuro 
diputado Santos Vélez, por Zacatecas. Después de reunirse en 
Puebla, todos ellos viajaron a la ciudad de México, en la cual per- 
manecieron como representantes de sus provincias ante el 
Congreso reinstalado. Aquí llevaban los encargos de sus provincias 
y eran una constante presión para los diputados, pues disputaban 
con ellos su carácter representativo. La misión de estos delegados 
era exigir que el Congreso fuera sólo convocante. Fue tan impor- 
tante su presencia que consiguieron que algunos diputados 
reconocieran la necesidad de convocar a una asamblea. Para tal 
efecto se formó una comisión especial encargada de dictaminar si 
habría nueva asamblea, pero emitió un dictamen negativo, por lo 
cual los delegados de las provincias protestaron. Para ellos el voto 
de toda la nación estaba por la federación como lo probaban los 
manifiestos de muchos ayuntamientos, comandancias y otras 
autoridades.? También hubo protestas por parte de algunas autori- 
dades locales. Cuando las presiones hechas por sus delegados ante 
el Congreso no funcionaron, ciertas diputaciones provinciales deci- 
dieron actuar más drásticamente. La de Guadalajara determinó dejar 
de obedecer los decretos de una asamblea a todas luces ilegítima. 
El capitán general de aquella provincia, Luis Quintanar, expresaría 
de la siguiente manera la actitud de su provincia frente al Congreso: 


Anulados los poderes de los Diputados, por efecto de la voluntad 
general, la representacion de éstos en la Asamblea de México es 
verdaderamente efímera y de ningún valor, ni debían ser considera- 
dos de otro modo, sino como una Junta aislada en sí misma, sin re- 
lacion con el Pueblo.? 


Otras más decidieron defender lo que ya empezaban a considerar 
sus derechos particulares. Los movimientos en favor del federalismo 
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proliferaron rápidamente. Sin embargo, su objetivo no era precisa- 
mente antiunionista. Es verdad que la provincia de Guadalajara, una 
de las mejor estudiadas, sí manifestó una notable repulsión contra 
las autoridades de la ciudad de México, pero como ha notado Jaime 
Rodríguez, en el resto del país había una gran aceptación de que 
ésta siguiera siendo el centro de unión de todos los mexicanos. El 
federalismo de 1823 sólo perseguía modificar las relaciones de 
poder entre México y las demás provincias, y no estaba por la desin- 
tegración del país. Las demandas de las diputaciones locales se limi- 
taban a exigir la representación de su población y, por lo tanto, a 
ejercer atributos de gobierno. En ocasiones el enemigo no era Mé- 
xico, sino otros grupos también locales, como en Sonora. Allá, du- 
rante los meses de mayo a octubre de 1823, el coronel Fermín Tarve 
—o Tarbe— encabezó un levantamiento en la Baja Sonora, es decir 
en Sinaloa, a favor de su separación como estado. ! 

Estos movimientos ofrecen multitud de ejemplos acerca de 
cómo el federalismo ofrecía un dique contra la arbitrariedad de gru- 
pos que no se consideraban representativos de los intereses de 
toda la nación. Las autoridades provinciales, a través de los ayun- 
tamientos y de otros medios, intentaron formar una opinión públi- 
ca favorable para sus demandas. A veces sus argumentos ofrecían 
bien elaboradas defensas del sistema representativo federal. En 
otras ocasiones aparecieron folletos y panfletos que hacían una 
apología del federalismo, mostraban los resultados de esa forma 
de gobierno en los Estados Unidos e intentaban dirigirse a un pú- 
blico muy amplio, por lo cual eran escritos en un lenguaje colo- 
quial y sencillo. El federalismo era presentado como una fuerza 
capaz de resistir los embates del despotismo de un monarca, pero 
también de la arbitrariedad de un gobierno central desvinculado 
de las necesidades y de las diversas regiones que integraban la na- 
ción. En Aguascalientes, el comandante Mariano González Laris 
informó de un manuscrito anónimo que circulaba por la ciudad en 
abril de 1823, en favor de la república federal. El panfleto, escrito 
con una letra que pretendía ocultar la mano de quien lo escribió, 
se titulaba “Viva la soberanía de la Nación Mexicana” y son once 
fojas escritas por ambas caras. El anónimo autor hacía una apolo- 
gía del “dogma político de la majestad y poder de los pueblos” que 
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permitió al mexicano su independencia y el fin de la tiranía padeci- 
da durante más de trescientos años. Este “dogma” permitía al autor 
establecer varias proposiciones: 


12 A la nacion mejicana, esto es, a la maza o reunion de todos los 
ciudadanos que la componen, pertenece exclusivamente el de- 
recho de dictar, por sí o por medio de legítimos apoderados, la 
constitucion que quiera establecer [...] 

22 Siendo moralmente [sicl imposible que los mejicanos concurran 
todos simultáneamente a deliberar por si mismos, les queda el 
derecho que nadie puede contrariar de reunirse en secciones O 
mazas parciales en donde a pluralidad de votos elijan y autori- 
zen apoderados o diputados que en nombre de la Nacion dicten 
su constitucion y sus leyes. 

32 Las provincias pueden crear sus respectivos congresos provincia- 

les compuestos del número de diputados que juzgaren conve- 
niente y delegandoles las facultades que juzguen necesarias, sin 
perjuicio de los que nombraren para el Congreso general. 
Esta proposicion no solamente es conforme a los derechos de la 
soberanía que reside en las provincias, sino que de hecho la ve- 
mos practicada en los Estados Unidos que son los mas zelosos 
del poder y majestad de los pueblos. 

42 No hay corporacion ni individuo que tenga ni pueda tener auto- 
ridad que no sea expresamente derivada de la nacion.!? 


Los principios elementales que empleaba para justificar el federalis- 
mo eran los de la representatividad política. Además, resulta evidente 
que pretendía dirigirse a un público muy amplio, por lo cual sus ex- 
plicaciones —como la segunda— resultaban muy detalladas y quizás 
innecesarias. Con un público más reducido y, se supone, mejor ins- 
truido, el periódico de la ciudad de México, El Federalista, también 
fundamentaba las aspiraciones de las provincias en el sistema repre- 
sentativo. En un interesante “Discurso sobre el gobierno representati- 
vo”, el editor Francisco Ortega exponía de una manera clara las ideas 
que se tenían acerca de este asunto y sus vínculos con el federalismo.'3 

Un primer asunto importante en el artículo era que el editor 
consideraba al régimen representativo como uno intermedio entre 
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“las monarquías puras y los gobiernos paternales” y un “gobierno 
democrático [directo]”. El primer tipo privaba de toda libertad a los 
individuos, mientras que la democracia era más propia de “hombres 
habituádos á la independencia, y que desconocen el lujo y la moli- 
cie de los pueblos civilizados”. A continuación descartaba el abso- 
lutismo por intolerable, mientras que la democracia directa cedería 
obligatoriamente su lugar a la representativa, pues cuando un pue- 
blo primitivo cultiva las artes, las ciencias y el comercio, que “absor- 
ben la mayor parte de su tiempo”, se vuelve necesario encargar los 
negocios públicos a unos cuantos individuos. El editor reconocía el 
riesgo de despotismo que esto implicaba. Cuando los ciudadanos se 
encargaran de sus asuntos particulares, los gobernantes podrían 
aprovecharse de sus puestos y sólo mirar por sus intereses perso- 
nales. Por eso el periódico consideraba de especial importancia la 
libertad de prensa y de expresión, asunto que hasta ahora no había 
aparecido en nuestra historia del sistema representativo: 


Importa mucho advertir que no basta tener diputados para tener 
representantes, Lo que constituye la representacion nacional no es 
precisamente una asamblea elegida por la nacion y encargada de 
concurrir á la formacion de las leyes, sino la identidad de ideas, 
de intereses y de sentimientos que existe entre el cuerpo que hace 
las leyes y el pueblo para el cual son hechas. 


Esta “identidad” sólo podría ser efectiva si los periodistas cumplían 
cabalmente su misión: expresar los deseos populares e informar a 
la población de las decisiones del congreso. “Cuando un diputado 
—continuaba el artículo— por miras de interés personal adopta un 
proyecto que no tiene la aprobacion de la nacion, no la representa 
sino que la vende”.** Denunciar estas miras personales era deber de 
la prensa. De ahí la importancia de la libertad de expresión. Final- 
mente, Francisco Ortega resumía en ocho apartados las condiciones 
para una efectiva representatividad política: 

19 Las elecciones deberían ser libres de cualquier “influjo pri- 
vado”, porque si la elección recayera solamente en personas “desig- 
nadas por los grandes ó por los ministros, los representantes no lo 
serían del pueblo”. 22 Los intereses de los electos deberían ser idén- 
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ticos a los de los ciudadanos, para evitar el mandato imperativo, es 
decir, que los representantes fueran como compromisarios o aboga- 
dos que necesitan preguntar a sus comitentes cuáles son sus intere- 
ses. 32 Todas las clases debían estar representadas, pero no estaba 
proponiendo una representación funcional, como demuestra el si- 
guiente apartado. Se refería a que no debía ser sólo una clase la 
representada. 4% La base de la representación sería la población y 
la “extensión” del territorio. Proponía una representación doble de 
diputados proporcionales a la población y de senadores por estado. 
5 La asamblea representativa tendría que ser lo más nutrida posible 
para evitar la corrupción, merced a la vigilancia de todos. 6% Con- 
vendría que los diputados fueran jóvenes, pues los ancianos eran 
por lo general retrógrados. Ortega recordaba que “entre los que 
doblaron la rodilla al ídolo de México había menos jóvenes que en 
el partido opuesto”, pero también hacía esta propuesta por la edad 
promedio de la población del país: “mal podrá un septuagenario 
tener los mismos intereses que alguien de treinta”. 72 Cualquier ciu- 
dadano podría enviar iniciativas legales al Congreso, y no sólo sus 
miembros. Y 8% Todas las discusiones deberían ser públicas, para 
garantizar que éstas fueran conformes a la opinión general. 
Ahora bien, para Ortega y para otros publicistas no había du- 
das acerca de que esa opinión general estaba en favor del federalis- 
mo. El “voto de los pueblos” era bastante claro, no sólo porque sus 
representantes así lo manifestaban sino por hechos concretos que 
estaban ocurriendo en las provincias. Una auténtica representación 
política conduciría al establecimiento del federalismo, el cual era, a su 
vez, garantía de que el sistema representativo continuara vigente y, de 
esa manera, se evitaran los males del despotismo y la arbitrariedad. 
Mientras tanto, las autoridades de Guadalajara se negaron a dar 
reconocimiento a los decretos del Congreso, por considerar que no 
llenaba los requisitos para ser auténticamente representativo. El 6 
de junio, los militares de la Capitanía General de Nueva Galicia se 
pronunciaron en favor del federalismo. Las bases del pronuncia- 
miento reconocían “a México como centro de union de las Repúbli- 
cas federadas: al Congreso, como convocante: y al Supremo Poder 
protestamos nuestro obedecimiento en cuanto á las órdenes que se 
dirijan al bien de los Estados en general”.1ó La Diputación Provincial 
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de Guadalajara apoyó estas propuestas y adoptó un Plan de Gobier- 
no Provisional del Nuevo Estado de Xalisco. Para empezar justificaba 
sus actos para que no fueran a ser interpretados como subversivos. 
Si toda la nación mexicana se había manifestado por el federalismo, 
luego entonces Jalisco no hacía sino unirse al clamor general. Sin 
embargo, conviene aclarar que la postura de ese estado no era estric- 
tamente federalista, sino más radical: buscaba una confederación.” 
El Plan declaraba la soberanía del estado, que sería libre e inde- 
pendiente y, por lo tanto, no reconocería en lo sucesivo más víncu- 
los con otras provincias —y especialmente con México— que los de 
fraternidad y confederación. Esta situación originó que el gobierno 
federal enviara a Nicolás Bravo para combatir a los pronunciados. !$ 

Mientras tanto, el 5 de junio, Antonio López de Santa Anna se 
pronunció en San Luis Potosí en favor de la federación. En realidad, 
el militar veracruzano sólo pretendía ponerse al frente de un movi- 
miento que ya estaba ocurriendo en el país. Su Plan establecía va- 
rios puntos, pero, en general, no resultaba muy novedoso. Apoyaba 
la formación de un “Ejército protector” de la “Libertad mexicana”, la 
protección de la religión y la convocatoria libre de un nuevo con- 
greso. El artículo cuarto es el que resumía de una manera más clara 
las ambiciones de este militar: “Será obligacion de esta misma fuer- 
za armada sostener y garantizar á las provincias que por su espon- 
tánea voluntad tengan á bien pronunciarse por la República federa- 
da, mediante que son libres para poderlo efectuar.”1? Es decir, fue 
uno de los intentos de este militar tan representativo de los caudillos 
de la primera mitad de nuestro siglo XIX por poner al ejército co- 
mo representante de la voluntad nacional. 

Otra amenaza para el congreso fueron las diversas propues- 
tas constitutivas que estaban elaborando algunos individuos en las 
provincias. Desde mayo de 1823, Stephen F. Austin había redactado 
un Plan de bases orgánicas o fundamentales para el establecimien- 
to de una República Federada en el Anábuac, en el cual proponía 
una confederación de provincias libres y soberanas que delegaran 
al gobierno general una cuantas atribuciones. En Jalisco hubo dos 
proyectos más: uno de Prisciliano Sánchez y otro atribuido a la plu- 
ma de Francisco Severo Maldonado.? El de Sánchez, a diferencia del 
de Austin, reconocía la soberanía de la nación, la cual era consi- 
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derada la reunión de “todas sus provincias”, y admitía la represen- 
tación proporcional a la población en el Congreso General. Maldo- 
nado, en cambio, partía de la idea de que la nación estaba com- 
puesta por sus ciudadanos, en lo cual mostraba cierta influencia 
estadounidense, pues iniciaba su proyecto con la consabida fórmu- 
la: “Nos los habitantes de la República de los estados unidos del 
Anáhuac”. Sin embargo, hasta ahí quedaba su propuesta de una na- 
ción acaparadora de la soberanía. A continuación proponía cuatro 
niveles de representación: según él, habría congresos municipales 
—artículo noveno—, de los cuales se olvida en el resto del articula- 
do, distritales —artículo décimo—, provinciales o estatales —artículo 
undécimo— y un congreso nacional “compuesto de tantos repre- 
sentantes, quantos fueren los estados libres Ó provincias del territo- 
rio republicano”, —artículo duodécimo—. Lo cual quiere decir que, en 
el pensamiento de Maldonado y pese a su primera declaración, sólo 
los estados serían soberanos, pues únicamente en ellos habría repre- 
sentación proporcional a la población. El Congreso General sería un 
punto de encuentro de los delegados de esos estados, en vez de 
una asamblea representativa. En este sentido, su propuesta se pare- 
cía más a la de Austin que a la de Sánchez: quería una confede- 
ración de estados en lugar de una federación. 

La situación se tornaba peligrosa y ocasionó alarma entre los 
diputados del Congreso, quienes decidieron aceptar que se convo- 
cara a un nuevo Constituyente, aunque lo hicieron con singular 
desánimo. En realidad, no tenían intenciones de abandonar esa pre- 
ciosa oportunidad para constituir a la nación, por lo cual a algunos 
de ellos se les ocurrió preparar un Plan de Constitución que des- 
pués debería aprobar la siguiente legislatura. Según Servando Teresa 
de Mier, algunos diputados hacían tertulias en su casa, donde nació 
la idea de elaborar este plan constitucional, que ni siquiera pudo ser 
discutido por el Congreso. No obstante, conviene resaltar sus princi- 
pales aspectos, pues pueden dar alguna luz sobre la posterior ten- 
dencia de Mier como federalista moderado, 

El preámbulo sentaba las bases doctrinarias sobre las cuales 
descansaba el articulado.2 El inicio, en tono elocuente, señalaba 
“que ningún hombre tiene derecho sobre otro hombre”, de donde 
se deduce que la soberanía sólo pertenece al conjunto de individuos. 
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De hecho, en el primer artículo se establecían cuáles serían los dere- 
chos de los ciudadanos, entre ellos el “de igualdad que es el ser 
regidos por una misma ley”. La nación mexicana se constituiría 
como una república representativa y federal. Según el artículo se- 
gundo, los ciudadanos elegirían a los diputados, senadores y miem- 
bros de los congresos provinciales, pero la elección “no será por 
ahora directa”. En este plan, es evidente la superioridad del Congre- 
so sobre el Poder Ejecutivo, que estaría compuesto por un triunvi- 
rato, tal como venía ejerciendo hasta ese momento. Aceptaba junto 
con la representación nacional la de los estados federados en un se- 
nado, y dentro de cada uno de ellos en congresos locales. Sin em- 
bargo, estaba por un gobierno fuerte y una nación soberana que, en 
todo caso, permitía a los habitantes de cada lugar la solución de sus 
problemas y la administración de sus recursos. Con este Plan de 
Constitución federalista los diputados creyeron calmar a las dipu- 
taciones provinciales.4 Otras medidas que tomaron para intentar 
ganarse la confianza de las regiones fue solicitar informes acerca de 
las necesidades locales. De esta manera renunciaban a su preten- 
sión de ser intérpretes de la voluntad nacional, y poco a poco se 
vieron obligados a actuar como meros mandatarios, es decir, por- 
tavoces de los deseos de sus comitentes, para lo cual necesitaban 
“conocer la opinion pública, saber la voluntad de las provincias y 
arreglar á ellas sus decisiones”.2 Dicha voluntad era muy clara: los 
ciudadanos, por lo menos los políticamente activos, querían la ela- 
boración de una convocatoria para un nuevo constituyente y los 
diputados lo aceptaron, pero se tardaron en elaborarla.2 Eso oca- 
sionó descontento entre varios grupos de la provincia y dio pie para 
que algunos militares ambiciosos, como Santa Anna, lo aprovecha- 
ran para sus propios fines. La situación del país amenazaba con 
salirse de cauce, por lo cual, ante la lentitud del Congreso, algunas 
diputaciones decidieron actuar rápidamente. “Con el fin de evitar la 
anarquía que amenazaba á la Nacion” se estableció una Junta en 
Celaya el primero de julio de 1823.% La Junta estaba formada por los 
diputados enviados por las autoridades de Michoacán, Querétaro, 
Guanajuato y San Luis Potosí. Su finalidad era precaver la anarquía 
con que veían amenazada a la república. Los delegados ahí reuni- 
dos afirmaban que la voluntad de la nación se había cumplido, pues 
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los diputados del Congreso por fin habían aceptado la necesidad de 
elaborar una convocatoria, con lo cual seguramente se establecería 
una asamblea auténticamente representativa capaz de otorgar al 
país la forma de república federada exigida por la voluntad general. 
Uno de sus primeros pasos fue informar al Supremo Gobierno de su 
instalación, pero éste respondió que no veía necesaria la formación 
de tal Junta. Para el Congreso restablecido, ahora convocante, la Jun- 
ta significaba una seria amenaza para su presunta exclusividad re- 
presentativa. A diferencia del Congreso, los miembros de la Junta de 
Celaya actuaban como delegados de sus diputaciones y no de la ciu- 
dadanía. Cada uno de esos organismos provinciales dio instruccio- 
nes claras y precisas con poderes limitados a sus enviados. Martín 
García de Carrasqués, prebendado de Valladolid, asistió en nombre 
de aquella diputación; Benigno Bustamante por la de Guanajuato; 
Tomás Vargas por la de San Luis Potosí, y el licenciado Vicente Lino 
Sotelo y el doctor Joaquín de Oteiza lo fueron por Querétaro.? 

Las instrucciones otorgadas para los queretanos pueden ilumi- 
nar los objetivos de aquella Junta.2 Sus representantes eran miem- 
bros de la propia diputación y su obligación sería reconocer la su- 
premacía del Congreso, pero sólo como convocante, y “uniformar la 
opinion en favor del actual gobierno”. De cualquier manera se garan- 
tizaba la unión. Sin embargo, no todo en las instrucciones era tan 
propicio para el mantenimiento del régimen. Los queretanos pre- 
veían que “una conspiración” podría “desquiciar de hecho al gobierno 
actual y en este caso no quedan las provincias obligadas a reconocer 
el que subroguen los conspiradores”. En caso de tal eventualidad, la 
Junta, como representativa de algunas provincias, plantearía solu- 
ciones y actuaría para sostener la libertad de sus representados. Sin 
mencionarlo, los vocales de Querétaro estaban proponiendo que si 
desapareciera el Congreso o si el sistema que se adoptara fuera resul- 
tado de los empeños centralistas de México o personalistas de algún 
militar como Santa Anna,” la Junta se convertiría en un Órgano que 
representaría la soberanía de las cuatro provincias. Planeaban una 
confederación en caso de emergencia. Ahí radicaba su principal pe- 
ligro para los intentos unionistas del Congreso. 

La Junta de Celaya se disolvió pacíficamente tras reconocer 
que el gobierno central tenía la suficiente legitimidad para llevar la 
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marcha de los asuntos públicos. Sin embargo, el antecedente quedó 
establecido: las provincias podían formar asambleas representativas 
alternas, de manera que el Congreso no tuvo más opción que acep- 
tar la convocatoria de uno nuevo. La situación se agravó cuando 
algunas provincias empezaron a reunir congresos locales en susti- 
tución de sus diputaciones provinciales y a declararse estados 
soberanos e independientes, Guadalajara lo hizo desde el 16 de ju- 
nio y reunió su propio Congreso constituyente.% Tuvo problemas 
con el Supremo Poder Ejecutivo, con lo cual se agriaron más las re- 
laciones entre Guadalajara y el centro. Otras provincias también em- 
pezaron a reunir legislaturas constituyentes y a tomar, por ende, el 
carácter de estados soberanos. Oaxaca lo hizo en agosto, Yucatán 
el 20 de ese mes y Zacatecas el 16 de septiembre de 1823.31 

El 9 de junio de 1823, la comisión encargada presentó al Con- 
greso un Proyecto de bases para la elección de diputados al nuevo 
Constituyente, El presidente de la corporación, Francisco Antonio 
Tarrazo, propuso que se antepusiera la discusión del Proyecto de 
convocatoria a cualquiera otra,? sin embargo, la discusión del ar- 
tículo primero fue el día 11. Su texto era: “El Soberano Congreso 
Constituyente Mexicano, es la reunión de los diputados que repre- 
sentan la Nación, elegidos por los ciudadanos en la forma que se 
dirá.” Aclaración importante si consideramos el tipo de delegados 
que ciertas entidades habían enviado a las juntas representativas de 
Puebla y de Celaya. Algunos diputados como Agrándar, Mier y Terán 
y José María Bocanegra impugnaron ese artículo, pues considera- 
ban que era más propio para la constitución y no para la convoca- 
toria. Sin embargo, fue aprobado sobre la base de las convocatorias 
hechas por las Cortes españolas. Su importancia radicaba en man- 
tener la integridad de la nación. Consideraba que los diputados de 
cualquier provincia eran representantes de la nación y no de su 
región: era la nación mexicana la que convocaba a un Congreso 
Constituyente, no las provincias que buscaban confederarse. 

Los demás artículos repetían, con pocas modificaciones, la le- 
gislación gaditana al respecto de las elecciones de diputados a Cor- 
tes. Luego de las votaciones “populares” de compromisarios en los 
ayuntamientos, se elegirían electores por partido. Éstos, a su vez, 
votarían por los de provincia —algunas de las cuales ya se estaban 
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constituyendo en estados—, quienes tendrían la responsabilidad 
de nombrar a los diputados. Por supuesto había ciertas restriccio- 
nes y algunos requisitos para ser diputado o elector. En teoría, todos 
los ciudadanos o vecinos de los pueblos podían votar. Cada cincuen- 
ta mil habitantes o fracción tendrían un representante en el Congre- 
so. Por último, se elaborarían actas para certificar no la “limpieza” de 
la elección sino su apego a las normas de la convocatoria y se con- 
cluía con la delegación de los poderes: 


Art. 76. En seguida otorgarán todos los electores, sin escusa alguna, 
á todos y á cada uno de los diputados poderes amplios [...], entregán- 
dose á cada diputado su correspondiente poder para presentarse en 
el Congreso. Aprobado sin discusion. 


Para los redactores de la convocatoria no había contradicción entre 
los poderes amplios y la necesidad de que México se constituyera 
en federación, como venían pugnando las provincias. El hecho de 
que los diputados fueran representantes de la nación y no de las 
diputaciones o congresos locales únicamente significaba el mante- 
nimiento de la unión, pero en este caso las provincias tuvieron la 
última palabra. El viejo Congreso electo durante el Imperio ya no 
hizo más que intentar resolver algunos asuntos pendientes y se ale- 
jó de los temas constitucionales. Terminó disolviéndose poco antes 
de la instalación del Congreso Federal. 


Los poderes de los diputados 


Pese a la ley de convocatoria, la diputación provincial del recién 
formado estado de Jalisco convino, el 16 de junio de 1823, en limitar 
los poderes de sus diputados al Congreso general. Los representan- 
tes de esa entidad únicamente podrían constituir “a la gran nación 
de Anáhuac, bajo el sistema de república federada, conforme a su 
voluntad uniforme y general”. Incapacitaba también a sus dipu- 
tados para ratificar la constitución que habrían de formar, pues sólo 
los congresos provinciales podrían hacerlo y, para colmo, el Con- 
greso jalisciense podía revocar los poderes de sus diputados cuando 
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lo creyera conveniente. El 4 de julio, los generales Nicolás Bravo y 
Pedro Celestino Negrete salieron de la ciudad de México rumbo a 
Guadalajara con dos mil efectivos de tropa para hacer frente a los 
elementos federalistas de aquella ciudad, supuestamente subversi- 
vos. Pese a su aparente superioridad, Bravo decidió negociar con 
los rebeldes y llegó a un armisticio con ellos en Lagos. En el com- 
promiso firmado entre el general Bravo y los representantes de 
Quintanar y de Zacatecas —aliados de los jaliscienses— se estable- 
cía que “no podían dar los estados de Jalisco y Zacatecas, sino co- 
mo unas instrucciones para sus respectivos diputados a fin de que 
pidan al futuro Congreso general la debida declaración en la mate- 
ria [de federalismo)”.* También los yucatecos, aunque otorgaron “a 
todos y a cada uno [de sus diputados] poderes amplísimos”, incluye- 
ron ciertas cláusulas que debían cumplir, a saber, “que sólo pueden 
constituir a la nación en forma de gobierno republicano, represen- 
tativo y federal”, establecer que “la organización y régimen interior 
de los estados confederados se reserva privativamente a sus congre- 
sos particulares” y, algo muy importante, se prohibía a los diputados 
yucatecos la ratificación de la constitución formada, pues serían “los 
estados soberanos [los que) por una mayoría” la ratificarían. Tiempo 
después, el 4 de septiembre, Valladolid, aun cuando todavía no se 
constituía como estado soberano, encargó también a sus diputados 
una constitución federal “y no de otra alguna”.2 

Por lo menos las diputaciones de Yucatán y de Jalisco nega- 
ban la capacidad de sus representantes para aprobar la constitución 
que hicieran, pues sólo las provincias o estados podrían aceptarla. 
Aunque ninguna de las instrucciones era clara en ese asunto, puede 
suponerse que establecían que una vez discutida la constitución 
debían enviarse copias a las diputaciones O congresos para que 
éstos la aprobaran; lo cual muestra una enorme desconfianza en 
la representación política por parte de los autores de esas instruc- 
ciones. Tiempo después, Miguel Ramos Arizpe, principal promotor 
de los documentos constitutivos federales, salió en defensa del sis- 
tema representativo cuando propuso el establecimiento de un Se- 
nado Constituyente, es decir, la reunión de algunos delegados por 
estado que dieran el visto bueno a la obra del Congreso. De esa ma- 
nera pretendía cumplir con el requisito impuesto a algunos dipu- 
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tados y salvar la capacidad representativa de la federación. Sin 
embargo, una vez reunida la nueva asamblea ya no se volvió al 
asunto, por lo cual retiró discretamente su propuesta. 

Hay pocos datos acerca de la elección para el Constituyente 
Federal. En Coahuila las elecciones se realizaron el 3 de agosto de 
1823. El 14 fueron las secundarias y las de provincia los días 28 y 29. 
Resultó electo José Miguel Ramos Arizpe. Poco después se realizó 
la elección para la diputación provincial “en la forma y fecha indi- 
cadas”.% En la mayoría de los casos, los electos fueron miembros 
muy importantes de la economía y la política locales. En Jalisco, el 
diputado Juan Cayetano Portugal tenía parientes en el Ayuntamien- 
to de Guadalajara —su hermano José María—. Juan de Dios Cañedo 
también tenía un hermano —José Ignacio— en la legislatura local y 
provenía de una familia muy importante en el abasto de Guadalaja- 
ra, por lo que también tenía sus vínculos con ese Ayuntamiento. Ma- 
nuel Calixto Cañedo —¿su abuelo?— había sido minero y compró la 
hacienda de El Cabezón y otras propiedades que logró vincular 
en mayorazgo el propio Juan de Dios, cuando fue diputado en las 
Cortes madrileñas en 1821. Es más, por poco consigue obtener un 
título nobiliario: conde o marqués del Cabezón. También muchos 
de los miembros del Ayuntamiento, diputación local y diputados al 
Congreso nacional estaban relacionados con —o eran— comer- 
ciantes del Consulado de aquella ciudad.% 

El 31 de octubre de 1823, se realizó la primera junta prepa- 
ratoria para formar una comisión encargada de revisar los poderes 
de los diputados del nuevo Congreso. Los miembros de ésta fueron 
José Miguel Ramos Arizpe, de Coahuila; José de Jesús Huerta, de 
Guadalajara; José Mariano Marín, de Puebla; Francisco María Lom- 
bardo, por México, y Tomás Vargas, diputado potosino. Otros 
diputados se encargaron de revisar los poderes de los primeros co- 
misionados.*! Unos días después, el 4 de noviembre, la comisión 
propuso que se aprobaran “el nombramiento y poderes de los Sres. 
Cobarruvias, Alderete, Romero, Montenegro, Sierra, Gómez Farías, 
Vélez, García; pues aunque sus poderes no cubren plenamente la 
ley, no se hallan fuera de ella”.* Todos ellos habían recibido ins- 
trucciones y facultades limitadas, mientras que la convocatoria las 
exigía plenas. El diputado por México, José Ignacio Espinosa, culpó 
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a la Junta Electoral de Guadalajara de alterar el decreto de convo- 
catoria y aunque aceptó la admisión de sus diputados, consideraba 
necesario hacer una reprobación de este tipo de violaciones a la ley. 
Al parecer no hubo mayores problemas. Incluso algunos individuos 
se manifestaron claramente en favor de los poderes limitados, como 
José Ignacio Godoy, de Guanajuato, quien arguyó que este tipo de 
facultades 


estaban conformes á la ley, porque ésta mandó autorizar á los dipu- 
tados, para que constituyesen á la nacion segun entendiesen que 
convenia á la felicidad general, y habiendo entendido Guadalajara 
por su propio sentimiento el de la nacion toda, y aun el del Congre- 
so y el gobierno, autorizó á sus diputados para votar por esa forma 
de gobierno, y asi no procedió contra la ley. 


El propio Cobarruvias también intervino. Él era diputado por Jalis- 
co, pero en la lista de representantes con poderes limitados también 
los había por Zacatecas, Guanajuato y Yucatán. Cobarruvias con- 
sideraba que en esas cuatro provincias —incluida la suya— había 
alrededor de cuatro millones de habitantes, esto es, una clara ma- 
yoría de la población del país. Se unía así al argumento de Godoy y 
lo reforzaba, pues si toda esa población consideraba que lo mejor 
sería el establecimiento de una confederación de estados sobera- 
nos, entonces la mayoría del pueblo mexicano así lo reconocía. Tan 
sólo de paso diré que Cobarruvias mentía al atribuir tanta población 
a esas provincias, las cuales, pese a la inexactitud de datos en esa 
época, sólo debieron haber alcanzado una tercera parte de la po- 
blación total del país, y no dos, como pretendía. Como fuera, final- 
mente sus poderes se aprobaron. 

Este tipo de representación por provincias o estados era lo 
sólito en otros países. De hecho, tan sólo las convenciones france- 
sas atendían, hasta ese momento, a un sistema representativo más 
moderno. Los diputados al Congreso que redactó la Constitución 
de Estados Unidos de América representaban también a sus en- 
tidades, si bien enmendaron esa situación en el preámbulo de su 
propia Carta: “We, the People of tbe United States”. Los delegados 
de las diversas provincias en Argentina, antes y después, se con- 
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sideraron agentes diplomáticos antes que diputados y la Declara- 
ción de Independencia de Venezuela iniciaba: 


En el nombre de Dios Todo Poderoso, Nosotros, los representantes 
de las Provincias Unidas de Caracas, Cumaná, Barinas, Margarita, 
Barcelona, Mérida y Trujillo, que forman la Confederación America- 
na de Venezuela. 


También la reunión de diputados de una monarquía centralizada, 
como la española, respondía más a intereses regionales que a una 
representación nacional en términos modernos. Hasta ese momen- 
to, incluso en el anterior Congreso centralizado, los diputados se 
habían considerado representantes de la nación, pero también de 
sus provincias. Las instrucciones y los poderes, aunque en ocasio- 
nes se establecían ilimitados, siempre resaltaban algunos aspectos 
en los cuales los diputados debían poner especial atención. 


El Constituyente de la federación 


La primera sesión del Congreso fue el 7 de noviembre de 1823. Se 
dieron las felicitaciones de rigor por parte del Supremo Poder 
Ejecutivo y se hizo hincapié en la confianza que todo el país —las 
regiones— tenía depositada en ese augusto cuerpo. El Te deum 
en la Catedral dio la sanción divina al humano intento para cons- 
truir una nación. En esa fecha no habían sido electos aún todos los 
diputados y en algunas regiones no lo serían nunca, como fue el 
caso de la Alta California, por lo cual los diputados que sí estaban 
en el Congreso se hacían cargo de la representación de esas provin- 
cias y, si por ello no tenían un voto más, sí ejercían la representación 
de toda la nación y no sólo la de sus provincias, como muchos de 
ellos pretendían. 

Las anteriores Cortes Constituyentes habían sido duramente 
criticadas por no encargarse de su cometido principal: redactar una 
constitución. Por eso, uno de los primeros pasos del recién instala- 
do Congreso fue nombrar a los miembros que integrarían la comi- 
sión encargada de redactar el Proyecto de Acta Constitutiva. Éstos 
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fueron Miguel Argúelles, diputado veracruzano; Rafael Mangino, 
por Puebla; Tomás Vargas, por San Luis Potosí; el jalisciense José de 
Jesús Huerta y el coahuilense Miguel Ramos Arizpe, con mucho, el 
más activo de los diputados tanto en la comisión como en el propio 
Congreso. Algún tiempo después se agregarían Juan de Dios Cañe- 
do, de Jalisco, y Manuel Cresencio Rejón, de Yucatán. La intención 
de redactar un acta constitutiva antes que una constitución era otor- 
gar a las desesperadas provincias las bases federales esperadas del 
Congreso lo más pronto posible. 

La comisión trabajó arduamente, junto con los secretarios del 
despacho, y para el 20 de noviembre, Miguel Ramos Arizpe presen- 
tó los resultados. Para Carlos María de Bustamante el Proyecto del 
Acta era obra exclusiva del diputado de Coahuila, juicio quizá un 
tanto exagerado, pero que ha sido repetido en multitud de oca- 
siones por diversos autores, quienes acusan al activo diputado de 
ser nada menos que padre del federalismo mexicano: 


Hoy se ha leído en el Congreso, por Ramos Arizpe, [el Proyecto de] 
la acta constitucional que ha trabajado con mucho empeño, no 
desagradó al Congreso ni al auditorio en lo pronto; el ministerio de 
Relaciones [encabezado por Alamán] solicitó que se le permitiera 
imprimirla y se le otorgó. Supónese que será para circularla, y que 
por su lectura se calmen las agitaciones de las Provincias. 


Al principio de la mencionada Acta se debatían los espinosos pro- 
blemas de la soberanía, su representación y los estados integrantes 
de la federación. Sin embargo, el título “Resoluciones Generales, 
artículos 31% al 40 restringía ciertas facultades de los legislativos 
estatales y se establecían las exclusivas del Congreso Federal. Se 
sentaban algunos principios generales que no podían ser violados 
por los estados, tales como los derechos individuales [artículo 36]; 
las constituciones locales no podrían oponerse a las leyes fed- 
erales, ni tener tropas ni navíos de guerra en tiempos de paz; tam- 
poco entrarían en tratos con otro o con alguna potencia extranje- 
ra; por último, estarían obligados a enviar anualmente nota cir- 
cunstanciada al gobierno federal de sus ingresos y egresos. Las 
discusiones del Acta Constitutiva fueron las más ricas entre to- 
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das las sesiones del Congreso, pues los puntos doctrinales ya no 
serían abordados con tal profundidad en la discusión del Proyecto 
de Constitución.% 

El Proyecto, que puede considerarse la más clara expresión 
de los federalistas, establecía la “Unión” de las provincias que hasta 
1821 habían sido partes “del antiguo virreinato llamado de Nueva 
España, de la capitanía general de Yucatán y de las comandancias 
generales de las Provincias Internas de Oriente y Occidente” [art. 11. 
Se establecía que la nación mexicana era soberana [art. 4), pero esta- 
ba constituida como una federación art. 5] cuyas partes integrantes 
“son estados libres, soberanos e independientes en lo que exclusi- 
vamente toque a su administración y gobierno interior” [art. 6]. El 
poder supremo de la federación estaría dividido en tres ramos lart. 
9]: el Legislativo, en las Cámaras de Senadores y de Diputados; el 
Ejecutivo, “en un individuo con el nombre de presidente de la 
república” [art. 16] y el Judicial. Es decir: el proyecto federalista 
aceptaba la soberanía nacional de la federación mexicana, pero 
reconocía también la soberanía de los estados integrantes y estaba 
por un gobierno fuerte que mejor conservara la Unión. 

El primero de diciembre se inició la discusión del Proyecto. 
Las primeras voces en su contra fueron las de los diputados por 
México, Carlos María de Bustamante y José Ignacio Espinosa. Tam- 
bién el diputado de Veracruz, José María Becerra se manifestó en 
contra pues consideraba que ocasionaría un sinnúmero de males al 
país, ya que concedía demasiada libertad y autonomía a las provin- 
cias. Asimismo desconfiaba de la pretendida opinión pública en 
favor de la federación. Para Becerra debía transcurrir más tiempo 
para saber cuál era la verdadera voluntad general y, sobre todo, cuál 
era el sistema más conveniente para el carácter de los mexicanos. 
No es difícil suponer que para el diputado veracruzano ese sistema 
no era el federativo.* No obstante, para el día 7, el Proyecto se 
declaró discutido “en lo general” y se pasó a la discusión por artícu- 
lo, Acerca del primero, Miguel Ramos Arizpe, principal artífice del 
Proyecto, inició su defensa aduciendo que la comisión consideraba 
que la nación estaba conformada por las provincias de los territo- 
rios mencionados: el antiguo virreinato novohispano, la capitanía 
general de Yucatán y las comandancias de las Provincias Internas de 
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Oriente y de Occidente. Hubo algunas voces disidentes, como la 
de los diputados José María Cobarruvias y José Miguel Gordoa, de 
Zacatecas, quienes consideraban que la nación era el conjunto o 
la “reunión” de los habitantes del país; términos que recuerdan los 
preceptos de la centralista Constitución de Cádiz, aunque, curio- 
samente, estos dos diputados después se manifestarían completa- 
mente partidarios de una confederación de estados soberanos, sin 
aceptar que la nación lo fuera. Finalmente se aprobó el artículo 
sin modificaciones. 

La discusión de los artículos acerca del ejercicio de la soberanía, 
4, 5 y 6, inició el 10 de diciembre. El primero de éstos, establecía que 


La soberanía reside esencialmente en la nacion y por lo mismo per- 
tenece esclusivamente á esta, el derecho de adoptar la forma de go- 
bierno que le parezca conveniente para su conservacion y mayor 
prosperidad; de establecerse por medio de sus representantes sus 
leyes fundamentales; y de mejorarlas, Ó variarlas segun ella crea 
convenirle mas. 


Después hubo un debate acerca de si debía afirmarse que la sobe- 
ranía reside “esencial”, “radical” o simplemente en la nación; con lo 
que se repetía una vieja discusión, presente ya en varias asambleas, 
incluidas las Cortes españolas. El asunto no era sencillo y la solu- 
ción que le dieron los diputados mexicanos resulta harto significa- 
tiva, pues deja ver que no se interesaban por esas sutilezas. Si la 
soberanía reside “esencialmente” en la nación, luego ésta nunca deja 
de ser soberana, aunque sus representantes en el Congreso la ejer- 
zan. Si, en cambio, la soberanía sólo está “radicalmente” en la nación, 
es decir, tiene su origen en ella, quiere decir que no la conserva 
permanentemente, sino que la delega en el Congreso y las auto- 
ridades, los cuales se vuelven, por lo tanto, ejecutores y depositarios 
de la soberanía. El empeño de algunos diputados porque se pusiera 
la fórmula “la soberanía reside en la nación”, sin ningún añadido, se 
dirigía a evitar el enfrentamiento entre dos concepciones opuestas 
de la soberanía nacional y el gobierno representativo. Al final se in- 
cluyeron ambos adverbios. 
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Pronto se pasó de este plano teórico al más concreto de la 
defensa de los derechos de los estados. El representante de Jalisco 
Juan de Dios Cañedo solicitó la supresión del artículo cuarto, pues si, 
como establecían los artículos quinto y sexto, se constituiría una re- 
pública federal, la soberanía no podía corresponder sino a los esta- 
dos federativos. Sustentaba sus argumentos, según se ve en La Águila 
Mexicana, en la experiencia de los Estados Unidos, cuyo primer con- 
trato de confederación no trataba para nada de la soberanía, tema 
reservado para las constituciones estatales. Ésta es una posición ex- 
trema de federalismo. Es más, la referencia de Cañedo a los artícu- 
los de la Confederación norteamericana indica que hubo un grupo 
de diputados que buscaban precisamente eso: una confederación de 
estados, en la cual sólo sus partes integrantes fueran soberanas y no 
la confederación en su conjunto. Eran federalistas radicales o simple- 
mente partidarios de la confederación. Cañedo se enfrentaba a otra 
dificultad para aceptar el artículo, pues como afirmó, sus poderes 


no lo facultan plenamente para representar los derechos de sus 
comitentes, sino que se limitan a cinco o seis puntos, pues para lo 
demás tienen su Congreso provincial y así viene a ser un mandatario 
o agente.*! 


José Ignacio Espinosa respondió en tono irónico que, si tan limitados 
eran los poderes de los representantes de Guadalajara fueran a enten- 
derse mejor con el gobierno —el Poder Ejecutivo— y se presentaran 
como representantes de una potencia vecina. Cañedo replicó que él 
jamás había dicho que representaba la soberanía de Jalisco, es decir, 
a los poderes soberanos de Jalisco, pues ésos ya estaban constitui- 
dos. Lo cual puede ser entendido, como piensa José Barragán,* en 
el sentido de que los diputados por Jalisco y de algunos otros esta- 
dos eran representantes del pueblo que votó por ellos, pero del de 
su estado y no de la nación mexicana, entidad cuya existencia nega- 
ban. En última instancia eran mandatarios de sus comitentes, si no es 
que meros portavoces de las oligarquías de sus estados. 

Durante la discusión de ese artículo se presentó otra opción 
al problema de la soberanía. Las dos posturas tomadas hasta enton- 
ces eran las siguientes: 
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a) La federalista, esgrimida por Ramos Arizpe y la Comisión del 
Proyecto, que consideraba que la soberanía nacional radica en 
los estados unidos. O sea: la nación es soberana en tanto reu- 
nión de estados soberanos. Los Órganos representativos serían la 
cámara de diputados, representantes del pueblo; el senado, del 
pacto federal, y los congresos locales, de la soberanía de cada 
estado, 

b) La confederalista, de Cañedo y el grupo radical, que considera- 
ba que la soberanía radica en cada uno de los estados confe- 
derados. O sea: la nación no es soberana, sólo los estados lo 
son. Los órganos representativos serían los congresos locales, de 
la soberanía de cada estado, y un congreso general con repre- 
sentantes de cada entidad confederada. 


Hubo una alternativa más. Ya antes, cuando Servando Teresa de 
Mier presentó el Plan de Constitución en el anterior Congreso, había 
dejado entrever algunas de sus ideas fundamentales con respecto al 
tipo de soberanía y de representación que debía tener un régimen 
federal. En esta ocasión sus ideas se vieron apoyadas por un voto 
particular de Rafael Mangino, miembro de la comisión y a la sazón 
presidente del Congreso. Según Mangino, los artículos referentes a 
la soberanía y su ejercicio deberían sustituirse con un artículo único, 
en el siguiente tenor: 


La soberanía reside esencialmente en la reunión de los estados que 
componen la nacion mexicana, y la facultad de hacer ejecutar y apli- 
car leyes será ejercida por los cuerpos Ó personas que se designen 
en esta acta y en la constitucion. 


Es decir, Mangino invirtió el razonamiento de Ramos Arizpe y de los 
miembros de la Comisión, los federalistas, para llegar a una con- 
clusión similar: 


c) La federal moderada, de Mangino y el padre Mier, que afirma- 
ba que la soberanía reside en la nación, pero por necesidad se 
delegarían algunas atribuciones a las provincias. O sea: la nación 
es la única soberana y está integrada por estados que no lo son, 
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pero a los cuales se les permite elegir a sus autoridades. Los 
Órganos representativos serían, al igual que en la propuesta fe- 
deral, un congreso de diputados y un senado, pero las auto- 
ridades locales sólo tendrían atribuciones administrativas, no de 
representación. 


El artículo cuarto fue aprobado sin mayores cambios, aunque en 
la redacción final del Acta quedó como tercero. El siguiente artícu- 
lo, el quinto, fue discutido del 11 al 16 de diciembre. El primero 
en tomar la palabra fue Servando Teresa de Mier, en contra y en 
relación con el sexto. Famoso es el discurso del padre Mier, recor- 
dado con el nombre —posterior— de la Profecía política. Dos 
fueron sus argumentos principales: el ejemplo norteamericano, 
pues si Cañedo empleaba a Estados Unidos para justificar su pos- 
tura, lo hacía refiriéndose a la Confederación norteamericana, y 
no a la federación. Mier era claro: “Ya que queremos imitar a los 
Estados Unidos en la federación, imitémoslos en la cordura con 
que suprimieron el artículo de estados soberanos en su segunda 
constitución”. Criticó además a los diputados de Jalisco y de Oaxa- 
ca por sus poderes limitados y por considerarse tan sólo man- 
datarios de sus estados. Mier, aunque electo por los neoleoneses, 
se consideraba representante de la nación, pues la convocatoria 
así lo estableció. En este aspecto mostraba una visión diferente, 
más moderna, que la de los diputados radicales. Contra el argu- 
mento de que la voluntad general pedía el federalismo, Mier res- 
pondía que esa voluntad popular no existía: 


Llámense cien hombres, no digo de los campos ni de los pueblos, 
donde apenas si hay quien sepa leer, [...] de México mismo, de esas 
galerías haganse bajar cien hombres, preguntenseles que casta de 
animal es república federada, y doy mi pescuezo si no responden 
treinta mil desatinos. ¡Y esa es la pretendida voluntad general con 
que se nos quiere comulgar como niños!% 


Con lo que reafirmaba su credo en que “el pueblo” era incapaz de 


expresarse, por lo cual requería de sus representantes, únicos ca- 
paces de conocer qué sería lo mejor para todos. Aquí se halla otra 
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diferencia entre la tesis moderada y la radical, mientras que para és- 
ta los representantes sólo son portavoces de las demandas de sus 
estados, para aquélla la representación no depende de saber decir 
en voz alta lo que otros quieren, sino lo mejor para ellos.5” El doctor 
Mier sabía que quienes propugnaban el federalismo en México no 
eran sino los miembros de los grupos fuertes locales, con asiento en 
las ciudades importantes de cada provincia. La federación única- 
mente beneficiaría a los miembros de esos grupos, a “algunos inte- 
ligentes de las capitales [de provincia, quienes] previendo que por 
lo mismo han de recaer en ellos los mandos y empleos de sus pro- 
vincias, son los que quieren esa federación y han hecho decir a los 
pueblos que la quieren”. Sólo un error tenía Mier, los puestos públi- 
cos de las ciudades de provincia ya estaban, de hecho, en manos 
de esos “inteligentes”. El federalismo que propusieron y que final- 
mente fue aprobado por el Congreso no era “sino darle forma legal” 
a un hecho consumado, como agudamente ha notado Edmundo 
O'Gorman.% 

El doctor Mier sostuvo reiteradamente que él jamás se había 
opuesto al federalismo. Exageraba: no fue un adalid de ese sistema 
y no se moría por ver a México constituido como una república fe- 
deral, pero no se le oponía. En realidad él podía aceptar una repú- 
blica compuesta por estados, pero sólo aceptaba la soberanía en la 
nación, y no, como el artículo sexto pretendía, en los estados: “Dese 
a cada una Ide las provincias] esa soberanía parcial” argúía el regio- 
montano “y ellas se la tomarán muy de veras”. Incluso, desde un 
punto de vista estrictamente jurídico, considerar que la nación era 
soberana al mismo tiempo que los estados, resultaba un absurdo. 
Como expresó el viejo abogado criollo Jacobo de Villaurrutia: 


Soberanía tanto quiere decir como super omnia Ó superomníia: es 
decir, que una nacion tiene los derechos innatos de gobernarse a sí 
misma: si es pequeña, inmediatamente formando sus leyes, y si es 
grande, por medio de la persona ó personas á quienes delega esta 
facultad.9 


Es una lástima que no haya fuentes acerca de los debates al interior 
de las comisiones de ese Congreso, pues sería muy interesante ave- 
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riguar quién propuso la inserción de dicho artículo en el proyecto. No 
resulta difícil conjeturar que fueron los diputados por Jalisco, Huer- 
ta y Cañedo, y hasta el yucateco Manuel Cresencio Rejón. Además, 
el considerar sujetos de soberanía a los estados no contrariaba la 
tesis federalista encabezada por Miguel Ramos Arizpe, principal 
redactor del proyecto; pero sí iba en contra de la idea moderada 
del poblano Mangino, quien optó por redactar un voto particular al 
respecto. 

El 11 de diciembre no se llegó a ninguna conclusión. Al día 
siguiente no hubo sesión del Congreso por la fiesta de Guadalupe, 
pero el 13 se reinició la discusión acerca de las soberanías estatales. 
Se repitieron los argumentos del padre Mier en su discurso, y el de 
que la federación en México desuniría lo unido.% Para algunos, la 
federación —entendida de esta manera: como desunión— era pro- 
movida por enemigos de la patria, iturbidistas como Quintanar, que 
esperaban poder ofrecer un trono a su ídolo, y no faltarían quienes 
creyeran en la presencia de agentes de la Santa Alianza y de la 
monarquía española, que estarían preparando el terreno para una 
reconquista. Carlos María de Bustamante, diputado por México, 
pronunció un discurso el 13 de diciembre, que vale la pena revisar, 
pues aclara la tesis centralista. Cinco fueron los puntos a tratar en 
su discurso, primero: “Ninguna razón de utilidad se presenta para 
adoptar la forma de república federada”, segundo: “El estableci- 
miento de esta república atacaría a la esencia de ella que es la igual- 
dad”, tercero: “La oligarquía sería su inmediato resultado y de con- 
siguiente la tiranía y disolución”, cuarto: “Seríalo igualmente la 
pobreza de los pueblos, su general disgusto, su inseguridad y su 
reconquista por los españoles, u otra potencia extraña”, y quinto: 
“Cuando el clamor de los pueblos fuese tal que nos viéremos en el 
caso de adoptarla, las circunstancias peligrosas en que nos hallamos 
demandarían que este proyecto se demorase hasta que nuestra 
independencia fuese reconocida de derecho por toda la Europa”.* 
Bustamante no creía en la federación, pues consideraba que no 
tenía ninguna utilidad, es más, le resultaba absurdo federar algo que 
ya estaba unido. Una federación no sólo sería inútil, sino peligrosa, 
pues al separar lo unido, el país se convertiría en presa fácil para las 
potencias extranjeras, sobre todo si se tomaba en cuenta la amenaza 
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de la Santa Alianza. Los puntos más interesantes son el tercero y el 
cuarto. Bustamante estaba al tanto de la incapacidad financiera de 
la nueva república y del corto número de propietarios, es decir, pro- 
ductores, en el país. También sabía de la “empleomanía”, como la 
llamaba Mora, y del gasto burocrático. Ahora bien, pensaba que 
la federación y el otorgar poderes soberanos a los estados aumen- 
taría la burocracia y, por lo tanto, el gasto público, tan menesteroso 
de ingresos. Sabía, y en esto no andaba tan errado, que muchos de 
los promotores del federalismo eran aspirantes a ocupar puestos pú- 
blicos en sus entidades. Pero a don Carlos se le escapó que los pro- 
pietarios medios de las provincias eran los principales impulsores 
del federalismo. Los caudales públicos necesarios para el gobierno 
nacional quedarían en manos de grupos locales seguramente co- 
rruptos, que se disputarían sus puestos y ganancias. Según él esa 
corrupción fomentaría la arbitrariedad y el despotismo entre los go- 
bernantes locales. Despotismo del cual no quedaban exentos los 
gobernantes nacionales, pero que se sentía menos en las provincias. 

El argumento que más llama la atención es el segundo: “el es- 
tablecimiento del federalismo atacaría a la esencia de ella [la repú- 
blical, que es la igualdad”. Bustamante consideraba que la división 
en estados y los intereses de los grupos gobernantes locales, eran 
contrarios a la igualdad, elemento básico de la ilustración y luego 
del liberalismo. El historiador de la insurgencia mexicana ejemplifi- 
caba con el asunto de las alcabalas: los productos extranjeros paga- 
ban derechos de importación en México, pero no debía ocurrir lo 
mismo entre las partes de un mismo país. Los estados soberanos, y 
sus grupos gobernantes, aumentarían el costo de los productos por 
pago de derechos de tránsito. Se trataba de una medida propia del 
antiguo régimen. Además: “la esencia de la federación !...] consiste 
en la igualdad posible de los asociados”. Independientemente de la 
desigualdad entre las provincias, ¿qué igualdad podría haber, cuan- 
do las provincias del interior recibirían los productos más caros, por 
los derechos pagados en otros estados? Por supuesto el gobierno 
federal no podría intervenir, dada la soberanía de las entidades. La 
legislación general no sería válida para los estados y cada uno se 
regiría como mejor le acomodase, de donde se desprendían enor- 
mes problemas. Los estados —como el soldado hambriento— “ni 
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reconoceln] ley, ni guardaln] fuero y todo se lo apropialn] con su 
acero...” y es lo que acaba de ocurrir en Oaxaca”.% Tal vez sin saber- 
lo, Bustamante estaba propugnando la formación de un mercado 
nacional y por la modernización de la economía mexicana. Además 
veía el establecimiento de estados soberanos como la formación de 
provincias foradas, es decir, con legislación y privilegios propios, co- 
mo las del antiguo régimen. Bustamante estaba en favor de un con- 
trato social entre individuos iguales. Recordemos que por esos días 
se refería a Rousseau como el “profundo filósofo de Ginebra”. 
Su posición era la siguiente: 


d) La centralista, de Becerra, Villaurrutia y Bustamante, que afir- 
maba que la soberanía reside exclusivamente en la nación. O 
sea: la nación es la única soberana. El único Órgano representa- 
tivo sería el congreso general, compuesto por representantes de 
toda la nación. 


En concreto, estaban por eliminar cualquier referencia a federación. 
Para ellos sólo había un soberano indivisible: una nación fundada 
sobre el principio de la igualdad de todos sus individuos y de una 
misma legislación. Una postura, si se quiere, más moderna que la de 
los confederalistas. Recuérdese que Alexis de Tocqueville relacionó 
la modernidad absolutista y, luego, revolucionaria en Francia con la 
centralización, mientras que los movimientos provinciales eran casi 
siempre contrarrevolucionarios. La tendencia a la igualdad entre los 
hombres empezó en el propio gobierno absolutista, al eliminarse 
fueros y privilegios estamentales y regionales, la revolución única- 
mente aceleró ese proceso e incluyó al monarca, quien se convirtió 
en un ciudadano más. Lo mismo ocurrió con las tendencias cen- 
tralizantes del antiguo régimen, aceleradas por obra y gracia de la 
revolución. 

Esta tendencia centralizante vista en los procesos moder- 
nizadores europeos, especialmente el español del antiguo régimen 
y de la Constitución de 1812, fue combatida por nuestros federalis- 
tas. Su postura era conservadora, en tanto deseaban conservar una 
serie de privilegios y autonomía que, por lo menos desde la im- 
posición de las intendencias, fue menguada por los poderes centrales. 
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Lo que en términos más materiales no era sino la defensa efectuada 
por los propietarios y comerciantes locales de sus mercados tradi- 
cionales y su preponderancia política regional. También eran con- 
servadores en un sentido ideológico: la concepción de soberanías 
fragmentarias era contraria, como afirmaba Bustamante, al principio 
moderno de igualdad. Sin embargo, la postura de los federalistas 
resulta revolucionaria en otro sentido. Al largo discurso de Carlos 
María de Bustamante, respondió José María Cobarruvias. En su in- 
tervención, el diputado jalisciense hizo una apología del federalis- 
mo, el cual conduciría a la mejor administración de los recursos en 
toda la república. Concluía atacando la centralización efectuada por 
el gobierno español, origen de “todos los males que nuestro país 
sufrió en su ilustración y su comercio”.% Si se permitía el fortaleci- 
miento de un gobierno central, se hubiera propiciado la arbitra- 
riedad gubernativa. Es decir, el federalismo puso en manos de los 
propietarios y comerciantes locales su propio gobierno, evitando 
así que un grupo central, desvinculado de sus intereses y, por lo 
tanto, sin su representación, los gobernara.% 

El debate continuó. El diputado José María Becerra respondió 
que no se trataba de que el centro mandara sobre todas las provin- 
cias, sino de que todas las provincias se gobernaran desde el cen- 
tro, merced a la representación nacional. Cañedo llamó la atención 
acerca de la prosperidad de la federación modelo: Estados Unidos 
de América, y sobre los grandes avances que, según él, había en 
Jalisco desde su erección como estado. La discusión se alargó y fue 
dejada para el día siguiente: el 14 de diciembre de 1823. 

Según Bustamante, las peroratas de Mier y la suya propia 
fueron muy inteligentes y harto convincentes, mas destinadas al fra- 
caso. Él consideraba que en el Congreso había, cuando menos, cua- 
renta diputados decididos por una versión extrema de federalismo. 
Curiosamente, David Quinlan, al hacer un recuento de los votos 
emitidos durante todas las sesiones del Congreso, considera que 39 
diputados estaban más que por la federación, por una confedera- 
ción.% A partir de las listas realizadas por Quinlan, y de una deteni- 
da revisión de la votación —ligeramente distinta a la propuesta por 
Quinlan— elaboré una relación de centralistas, partidarios de la 
unión descentralizada, federalistas y partidarios de una confede- 


[273] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


ración o radicales, que muestra que los estados cuyos diputados 
estaban más a favor de la federación eran Texas, Coahuila, Tamau- 
lipas, Querétaro, Zacatecas, Yucatán, Michoacán, Jalisco, Guanajua- 
to, Nuevo León y Durango (véase la figura 1). Eran estados que no 
estaban vinculados con el eje México-Veracruz, quizá con la 
salvedad de Querétaro. Yucatán, San Luis Potosí y Zacatecas esta- 
ban en el mismo caso, pero sus diputados fueron aún más radicales. 
Los demás estados se manifestaron por todas las tendencias, salvo 
Tlaxcala, representada por el antiguo diputado de las Cortes espa- 
ñolas José Miguel Guridi, y Chihuahua, por el centralista Florentino 
Martínez. En todo caso, la mayoría de estados, y de diputados, se 
pronunciaron por el federalismo. 

Como no se pudo llegar a ningún acuerdo acerca del artícu- 
lo en general, se empezó a discutir por partes. Lo cual amenazó 
con alargar aún más la discusión, pues muchos diputados estaban 
en favor o en contra de alguna palabra del artículo. Por ejemplo, 
José Miguel Guridi y Alcocer tuvo por innecesaria la palabra “re- 
presentativo” del artículo, pues, según él, todas las repúblicas lo 
son y no es menester remarcarlo. Fue Cayetano Ibarra, diputado 
por México, quien dio al clavo: “la cuestión del día es puramente 
nominal”, pero aun así se extendió durante toda la jornada.8 El 16 
de diciembre se procedió a votar por partes el artículo quinto; en 
favor de las palabras “república” y “popular” votaron todos. En fa- 
vor de la palabra “representativa”, todos menos Guridi y Manuel Am- 
brosio Martínez de Vea, diputado por Sonora y Sinaloa. Contra la 
palabra “federal” estuvieron Florentino Martínez; Martínez de Vea; 
Guridi y Alcocer; José Ignacio Espinosa; Carlos María de Busta- 
mante; José María Becerra; José María de Bustamante, diputado 
por México; Alejandro Carpio, de Puebla; Cayetano Ibarra; e Igna- 
cio de Mora y Villamil, de México. En esta elección quedó clara 
la división entre los centralistas, opuestos incluso a la palabra “fe- 
deración”, y las otras tendencias. La división de las otras —federa- 
listas radicales o partidarios de una confederación, federalistas y 
moderados o partidarios de una nación descentralizada— se mos- 
traría en la votación acerca del artículo sexto. 

El 17 de diciembre de 1823 inició la discusión del artículo 
sexto del Proyecto de Acta Constitutiva. Dicho Proyecto establecía 
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que las partes integrantes de la federación eran “estados libres, 
soberanos e independientes en lo que exclusivamente toque a su 
administración y gobierno interior”. La postura federalista fue de- 
fendida por el diputado mexiquense Juan Rodríguez, quien creía 
que “la soberanía parcial de los estados” no era incompatible “con 
la general de la nación”. Aceptaba la normal convivencia de ambas 
soberanías, las estatales y la federal. El diputado Cobarruvias fue de 
la misma opinión. Ese día hubo una intervención más: la de Flo- 
rentino Martínez. Según él, la soberanía, definida como estaba en el 
artículo, quedaba muy ambigua. Si soberano es el que tiene domi- 
nio sobre sí mismo o sobre sus propiedades exclusivas, entonces 
la nación era soberana, lo mismo que los estados, pero también lo 
serían los partidos, los pueblos y aun cada individuo, pues “todos 
tienen cosas cuyo dominio les pertenece exclusivamente”. Por esto, 
Martínez propugnaba una definición más completa de soberanía, 
recordando que ésta es única e indivisible.? No negaba la capaci- 
dad soberana a los individuos, pueblos, partidos y estados, pero el 
hecho de constituir un gobierno representativo significaba, en tér- 
minos roussonianos, establecer un contrato social entre todos los 
individuos, para ceder su soberanía a la nación. 

Las discusiones de los siguientes días fueron del mismo jaez. 
Los federalistas y los partidarios de la soberanía de los estados esta- 
ban en favor del artículo, los partidarios de la soberanía nacional 
exclusiva, centralistas y federalistas moderados, alegaban la indivisi- 
bilidad de la soberanía. El diputado Cañedo se opuso, en principio, 
a discutir ese punto, pues según él, no debía tratarse tal asunto en 
el Acta Constitutiva por ser prerrogativa de los estados. Sin embargo, 
como ya se había aprobado el artículo cuarto, consideraba menester 
aprobar el sexto sin ninguna modificación. El 20 de diciembre, la 
comisión, urgida por Ramos Arizpe, propuso una ligera variante al 
artículo: poner la palabra “soberanos” después de “estados libres e 
independientes”. Ese mismo día, como los debates no llegaban a 
ninguna parte, se propuso la votación nominal del artículo. Por las 
palabras “estados libres e independientes” votaron 61 diputados, 
moderados, federalistas y confederalistas. Los centralistas votaron 
en contra: siete votos. La palabra “soberanía” trajo la división de los 
federalistas con los moderados: 39 votos a favor por 27 en contra.” 
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Luego se discutió el artículo séptimo que enumeraba las par- 
tes integrantes de la federación mexicana y, aunque los debates 
fueron muy tardados, no surgió ningún problema relacionado con 
el asunto que venimos tratando. Es importante mencionar a este 
respecto la contradicción —inadvertida entonces— acerca de que si 
la soberanía radicaba en los estados, el Congreso general no podía 
modificar su composición, ni unir y desatar regiones para convertir- 
las en estados separados. Incluso, muchas provincias aún no se 
habían declarado estados, ni tenían legislaturas locales. El diputado 
zacatecano Santos Vélez propuso, en sesión extraordinaria secreta, 
que se mandara a las provincias y a los estados a reunir legislaturas 
para enmendar ese problema. De momento, su propuesta no fue 
aceptada por no considerarse propia de sesión secreta.” 

Según el artículo décimo, la nación delegaría sus soberanos 
poderes en dos cámaras: la de Diputados y la de Senadores. Paradó- 
jicamente, quienes se opusieron a la formación de un Senado fue- 
ron los defensores de las soberanías estatales, quienes propugna- 
ban una confederación. Cobarruvias, por ejemplo, adujo que una 
Cámara de Senadores sería representativa de los grupos aristocrá- 
ticos del país. Ramos Arizpe consideró errado el argumento de ' 
Cobarruvias, pues la elección de la Cámara de Senadores sería tan 
popular como la de Diputados. Sin embargo, en esa ocasión su 
defensa del Senado no se dio como ocurrió en Estados Unidos. En 
ese momento arguyó en favor una Cámara Alta, es decir, de un con- 
trapeso o balance a las decisiones de los diputados. En el ánimo de 
los constituyentes pesaba, sin duda, la experiencia unicameral espa- 
ñola y, por qué no, la reciente mexicana. Trataban de evitar que el 
congreso fuera despótico.”3 

Poco después, Juan de Dios Cañedo se mostró favorable al Se- 
nado pues “su utilidad ya no podía ser problemática”, según se veía 
en el ejemplo estadounidense. El artículo fue, finalmente, aproba- 
do. Sin discusión se fue el artículo undécimo, que establecía que 
todos los legisladores serían nombrados por los ciudadanos de los 
estados. En la discusión del duodécimo se presentaron más argu- 
mentos en favor de una Cámara de Senadores. El texto de ese artícu- 
lo reafirmaba el ideario federalista, pues aceptaba la convivencia 
entre la soberanía nacional y la de los estados y su representación, 
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proporcional a la población en cuanto a los diputados y de dos se- 
nadores por estado. Ramos Arizpe defendió el número de senado- 
res sobre la base de que cada uno de los estados era una “persona 
moral” sin importar el número de sus habitantes. Ahora sí recogió la 
experiencia norteamericana: los poderes de la federación “no se 
dirigen a los individuos, sino a la nación”. Cañedo se unió a este ale- 
gato, dijo que sólo la Cámara de Diputados no garantizaría la unión, 
pues los estados más poblados apabullarían a los menores.” 

A continuación se trataron temas muy interesantes para reco- 
nocer las posiciones en torno al federalismo, pero fueron debates 
acerca de temas más prácticos, por ejemplo el 6 de febrero de 
1824, tan sólo unos días después de la aprobación y publicación 
del Acta Constitutiva, el diputado yucateco Cresencio Rejón pro- 
puso que se revisara el problema de los poderes de los diputados 
de aquel estado. Se repitió así las discusión que, unos meses antes, 
se había efectuado en torno a los poderes limitados de dichos re- 
presentantes.”3 También continuó la discusión de muchos temas, 
no estrictamente constitutivos. Resulta interesante señalar que lo 
mismo que ocurrió con el primer Congreso —el cual, si se recuer- 
da, ejercía atributos judiciales—, algunos diputados se distin- 
guieron sólo por temas que no tenían nada que ver con el derecho 
que constituiría a la nueva república, sino por temas relativamente 
sin importancia por tratarse de asuntos particulares. Sin embargo, 
el sólo hecho de que estos temas llegaran al Congreso y, sobre to- 
do, que fueran discutidos, es muestra clara de que los legisladores 
no renunciaban a su carácter de representantes en sentido judicial, 
pues muchos de ellos eran abogados que continuaban sus litigios 
en la Asamblea constituyente. Un caso ejemplar es el del licencia- 
do José Francisco de Barreda, quien si tuvo alguna participación 
importante en ciertas comisiones y llegó a presidir el Congreso, se 
caracterizó por no expresar sus Opiniones sino en casos particu- 
lares, como el otorgamiento de un privilegio para Rafael Pérez Mal- 
donado y José Mariano Almanza, servidores de la patria que mere- 
cían una pensión o en la promoción de una causa contra el juez 
de letras de Tacuba, acusado por María Loreto Gutierres [sicl, de 
quien no sorprendería saber que era cliente —representada— del 
abogado-diputado.” 
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Durante los días siguientes a la aprobación del Acta Constitu- 
tiva, el Congreso federal recibió una gran cantidad de felicitaciones, 
no sólo de los congresos locales establecidos y de las diputaciones 
provinciales, sino también de los ayuntamientos a lo largo del país. 
Lo cual resulta harto significativo: había un gran conocimiento de los 
hechos que ocurrían en el Congreso, si no a nivel popular, por lo 
menos sí entre los pudientes locales. Se felicitaba al Congreso por 
haber terminado el Acta y por “habernos federado y constituido” 
según el de Izúcar.” 


La Constitución federal 


El Acta Constitutiva no difería mucho del Proyecto que presentó 
originalmente la comisión encabezada por Miguel Ramos Arizpe.” 
La participación de este activo diputado fue determinante para su 
pronta aprobación y también lo fue para que el Proyecto de Cons- 
titución no tardara en ser aprobado. En el caso de los debates que 
condujeron a la promulgación de la primera Carta federal mexicana, 
ya no se discutieron tanto los artículos. A Ramos Arizpe le interesa- 
ba que fuera así, para que el país quedara constituido. Sabía que si 
se retardaban los debates, posiblemente ocurriría lo que pasó con 
el primer Congreso. Sin embargo, hubo algunos detalles significa- 
tivos acerca del tema de la representatividad. El breve preámbulo 
de la Constitución establecía que había sido obra del Congreso 
“en desempeño de los deberes que le han impuesto sus comi- 
tentes”. No faltó quien quiso declarar que la Carta fue hecha por 
“Nos, el pueblo de los Estados Unidos Mexicanos”, pero el temor a 
la democracia directa propició que no se pusiera esta fórmula, 
como expresó José Mariano Marín “no puede ponerse a nombre del 
pueblo, porque [éstel no puede legislar”, para tal cosa estaban sus 
representantes.” 

El artículo cuarto de la Constitución dejaba establecido que “la 
nacion mexicana adopta para su gobierno la forma de república, re- 
presentativa, popular, federal”.30 Su gobierno era, pues, representati- 
vo. Según el artículo sexto, se dividía para su ejercicio en Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial. Ésta es la primera novedad que llama nuestra 
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atención. Hasta ese momento, por temor a la monarquía absoluta, los 
congresos, españoles y mexicanos, habían establecido que la sobera- 
nía era representada exclusivamente por la Asamblea Legislativa. En 
esta ocasión, se aceptaba que no sólo los diputados eran representan- 
tes, sino también los otros cargos del gobierno, especialmente el de 
presidente de la República. En los estados ocurriría lo mismo. Todas 
las constituciones locales establecían que su gobierno era represen- 
tativo e inmediatamente después aclaraban que estaría compuesto 
por los ramos Legislativo, Ejecutivo y Judicial.8! Con esta medida se 
pretendía seguramente evitar el conflicto entre el Poder Ejecutivo y 
el Legislativo, aunque en algunos estados continuó la tradición de 
superioridad legislativa, como en Puebla, donde la soberanía estatal 
sólo era representada por el Congreso, mientras que todas las de- 
más autoridades del estado quedaban subordinadas, según dejó es- 
tablecido el decreto del 2 de abril de 1824. Un caso completamente 
contrario fue, quizás, el que ofreció el Estado de México por esos 
mismos días. Allí, el licenciado José María Jáuregui incluyó al Poder 
Judicial como representante. En plena legislatura local “añadió que 
la eleccion del supremo tribunal de justicia [del estado] debe hacer- 
se con toda la popularidad posible”, aunque no pudiera “verificarse 
de una manera enteramente democrática”.82 

Por lo demás, la Constitución de 1824 no hacía ninguna refe- 
rencia a asuntos tales como la soberanía y su representación. Esos 
temas se quedaron en el Acta Constitutiva. Como la presidencia ten- 
dría carácter representativo, debe agregarse que la elección del Eje- 
cutivo la harían los congresos estatales, que poco antes de cerrar 
sus sesiones enviarían dos nombres a la Ciudad de México, donde 
el Congreso general los sumaría y daría los resultados. El Senado se 
compondría de dos individuos de cada estado “elegidos á mayoría 
absoluta por sus legislaturas” [art. 25]. Lo cual quiere decir que, 
finalmente, los senadores sí representarían a los estados y la Cáma- 
ra Alta al pacto federal. La Cámara de Diputados se renovaría cada 
dos años [art. 8] y habría uno por cada ochenta mil habitantes o la 
mitad de ese número larts. 10 y 11]. No se establecían requisitos 
censatarios para ser diputado, pero serían los estados quienes de- 
finirían las cualidades de los electores. Los procesos electorales 
quedaban en manos de los estados, salvo la obligación de que fue- 
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ran indirectos. En todos los casos se siguió en líneas generales el 
modelo de Cádiz. Lo mismo ocurría con la formación de los locales. 
El sufragio no se limitaba por raza, si bien algunos estados empeza- 
ron a incluir medidas censatarias. Las mujeres quedaron fuera del 
- sistema representativo, aunque se les tomara en cuenta a la hora de 
establecer la base de población y muchas de ellas se sintieran ver- 
daderamente atraídas por los debates parlamentarios,8 
Para concluir, puede afirmarse que los dos documentos fun- 
damentales de la nueva república mexicana, el Acta Constitutiva 
y la Constitución de 1824, plasmaron los principios de los federa- 
listas: la soberanía sería nacional, pero también habría soberanías 
estatales, entonces, la representación sería de ambos tipos: en la 
Cámara de Diputados estarían los representantes de la nación, 
proporcionales a la población, en el Senado estarían los de la 
federación, dos por estado. Otra novedad incluida en estos docu- 
mentos es que, por vez primera en nuestra historia, se aceptaba la 
representatividad de los otros dos ramos de los poderes supremos, 
especialmente del Ejecutivo. El Congreso perdió así la exclusividad 
en la materia. Un observador contemporáneo consideraba que “la 
mayoría de los artículos de la Ley Federal son transcripciones de 
artículos correspondientes en la Constitución de los Estados Unidos 
[...] con alguna levadura española” % pero no por esto fue una calca 
de aquéllas. Líneas más adelante reconocía que, dadas las circun- 
stancias por las cuales atravesó México, la subdivisión de poderes 
se adaptaba muy bien a “un país cuya extensión es tan vasta que 
hace difícil e incierta la transmisión de Órdenes desde cualquier 
punto central”, Concluía que el federalismo en México produciría 
muy buenos frutos si seguía el ejemplo estadounidense. 


La primera práctica representativa 


Si los diputados de los Congresos Constituyentes que se reunieron 
entre 1822 y 1824 se mostraron entusiasmados por elaborar la le- 
gislación nacional y, por supuesto, las bases constitucionales me- 
xicanas, sus sucesores en cambio estuvieron menos dispuestos 
a cumplir con su deber. La labor legislativa del primer Congreso 
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Constitucional de 1825-1826 fue muy poca. Tras la breve discusión 
de alguna medida necesaria, los diputados de la Legislatura federal 
turnaban a las comisiones respectivas o creadas exprofeso el asun- 
to en cuestión, con el resultado lógico de que no se avanzaba en la 
resolución de los problemas. El Poder Ejecutivo, encabezado por 
Guadalupe Victoria, tampoco se hizo notable por su actividad.* 
De hecho, la elección de Guadalupe Victoria como primer presi- 
dente de la República se hizo en atención a la reciente popularidad 
que había adquirido tras la campaña contra el pronunciamiento en 
Oaxaca de Antonio León, pero también por ser un individuo que no 
se había comprometido ni con los iturbidistas ni con los masones 
del rito escocés que habían salido beneficiados con la caída del Im- 
perio, en la cual participaron activamente. Victoria se presentaba así 
como un candidato ajeno a los grupos políticos que empezaban a 
formarse y se confíaba en su capacidad de conciliarlos. El gabinete 
integrado por Guadalupe Victoria procuró cumplir con el cometido 
para el cual había sido electo y ser por añadidura representativo de 
las diversas tendencias, Opiniones, intereses y grupos políticos del 
país. En las secretarías de Estado estuvieron personas de tan opues- 
to signo como Lucas Alamán, José Ignacio Esteva, Pablo de la Llave, 
Manuel de Mier y Terán, Sebastián Camacho, Manuel Gómez Pe- 
draza, Miguel Ramos Arizpe y Bernardo González Angulo, por 
sólo mencionar unos cuantos. Es más, cuando por presiones de 
alguna facción Victoria se veía obligado a destituir a un secreta- 
rio, procuraba nombrar en su lugar a alguien de su misma orien- 
tación política, en vez de dejar todas las oficinas al grupo triun- 
fante. Esta política —que en principio fue bien aceptada— pronto 
ocasionó descontentos y fue muy criticada, pues provocó pocos 
avances en la marcha de la administración pública.S 

La elección del primer Congreso Constitucional se hizo a partir 
de lo establecido por la Constitución federal. Fue ésa una elección 
que no ha dejado muchos rastros y es poco lo que puede decirse 
acerca de ella. Cabe suponer que las fuerzas federalistas de los esta- 
dos pudieron controlar el proceso, de donde salieron importantes 
defensores de ese tipo de gobierno. En estas elecciones se dieron 
también algunas características que se habían presentado en otras 
anteriores y que, el tiempo andando, serían empleadas especial- 


[281] 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


mente por los políticos populistas y los aspirantes de las logias 
yorquinas. En algunos lugares, como Puebla, ciertos políticos iden- 
tificados con la masonería del rito escocés intentaron controlar las 
elecciones. El comandante de Puebla a finales de 1824 era Manuel 
Gómez Pedraza, un antiguo iturbidista que seguramente estaba re- 
sentido con quienes coadyuvaron a derrocar al emperador. Pedraza 
dejó una semblanza muy clara acerca de las maniobras electorales de 
los escoceses y de cómo intentó desbaratarlas: 


El día señalado [para las elecciones primarias] se recibían sobre una 
mesa cuantas listas se presentaban, y con 25 personas que cada uno 
llevara 25 listas, el triunfo era cierto; así lo habían practicado anterior- 
mente, y el resultado había sido a satisfacción. 


Por supuesto que el iturbidista no iba a permitir el triunfo de la 
facción enemiga y procuró, en la medida de sus posibilidades, de- 
tener aquella práctica fraudulenta, lo cual no dejó de ocasionarle 
algunos problemas.* 

Para 1824 los grupos políticos en el país se dieron cuenta de 
la importancia del sufragio popular en la formación del gobierno, es 
decir, el sistema representativo que se estableció en la república 
hizo que los individuos políticamente activos buscaran el control de 
los procesos electorales para convertirse, ellos mismos, en repre- 
sentantes populares para luego poder continuar participando en la 
vida política. Grupos y facciones como los iturbidistas, los escoce- 
ses y después los yorquinos empezaron a actuar como partidos po- 
líticos que buscaban ganarse la confianza de los electores o en el 
peor de los casos manipular las elecciones para llegar al poder. Sin 
embargo, los medios que emplearon para controlar las elecciones 
excluían en buena medida al pueblo que pretendían representar. 
Sin duda, los escoceses sentían algún temor frente a la participación 
popular, por lo cual preferían llevar cada quien veinticinco papele- 
tas con los nombres de quienes querían postular. Las votaciones de 
los compromisarios y de los electores de partido podían controlarse 
mucho mejor, por el reducido número de electores que en ellas par- 
ticipaban. En su momento los yorquinos perdieron el miedo a la 
participación popular y lograron encauzarla a su favor. 
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Las curules de los congresos se ganaron, gracias a los méto- 
dos reseñados, por multitud de abogados, clérigos y otros perso- 
najes que tenían algún ascendiente sobre el electorado. Lucas Ala- 
mán se quejaba amargamente de que en México los congresos no 
estuvieran en manos de las clases productoras, como ocurría en 
otros países. En México la mayoría de los legisladores eran burócra- 
tas y funcionarios públicos, políticos de profesión. La composición 
de los congresos ocasionó, según Carlos María de Bustamante, que 
las cámaras fueran escenario de pleitos entre abogados y políticos 
profesionales: 


En el salón de las sesiones de los diputados al Congreso general de 
la Union, se han representado en estos días, algunas escenas serias, 
y Otras burlescas, y no se ha dejado de remedar al campo de Agro- 
mante en que todos hablaban, todos gritaban y nadie se entendía. % 


El propio Bustamante fue uno de los más característicos diputados 
de aquella época: un hombre pobre, que vivía de sus publicaciones 
y de las no muy constantes dietas del gobierno que recibía en su 
calidad de representante en tantos y tantos congresos generales. Sin 
embargo, hay algunos elementos para afirmar que en los congresos 
estatales la situación era distinta. Al parecer, según afirma Stanley 
Green, en los estados fueron los miembros de las oligarquías co- 
merciales y terratenientes los que controlaron las asambleas repre- 
sentativas, mientras que los poderes ejecutivos estatales se encarga- 
ban a militares con prestigio local o nacional. Los primeros congresos 
de San Luis Potosí estuvieron integrados por hacendados, comer- 
ciantes, eclesiásticos, militares y abogados “cuyas ideas sobre el 
desarrollo económico del estado contenían unos aspectos plena- 
mente burgueses”. En el vecino estado de Zacatecas ocurriría algo 
muy parecido.” Los grupos prominentes de terratenientes y comer- 
ciantes de Sonora y Sinaloa promulgaron, el 31 de octubre de 1825, 
una constitución ad hoc con sus intereses. De hecho, los diputados 
de aquel Congreso eran miembros de o estaban vinculados con 
las poderosas familias de la región. Los once diputados “coahuilte- 
janos” se reunieron en Saltillo el 15 de agosto de 1824, “con la hos- 
pitalidad del Ayuntamiento” de esa ciudad, pues había una comu- 
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nidad de intereses entre los diputados y los munícipes, aunque des- 
pués también tuvieron sus dificultades. En general, los diputados re- 
presentaron los intereses de los propietarios de la región y legislaron 
en consecuencia.” 

Incluso, en aquellos congresos locales dominados por clérigos 
y abogados, la legislación tendió a favorecer a los pequeños propie- 
tarios y a los comerciantes. El Congreso mexiquense, por ejemplo, 
aprobó una serie de medidas encaminadas a la formación de pe- 
queños propietarios y se caracterizó por su liberalismo un tanto 
moderado. Uno de los principales legisladores del Constituyente del 
Estado de México, el doctor Mora, fue un notable defensor de la pro- 
piedad privada y del principio de la representación política. También 
fue promotor de los intereses de las “clases medias”, según dice Artu- 
ro Arnáiz y Freg, y de la “conciencia burguesa en México”.% 

Por lo poco que se deja ver de las elecciones al primer Congre- 
so Constitucional, las facciones, los individuos que querían alcanzar 
un puesto representativo y los masones de la logia escocesa, única 
por entonces en México, tuvieron que reconocer la importancia de 
los procesos electorales para alcanzar sus metas. De esta manera, los 
grupos políticos empezaron a buscar el control de las elecciones y del 
electorado, es decir, aún cuando no existía un marco legal que los fa- 
voreciera, actuaban como partidos políticos. Cuando el campo había 
quedado abierto para los escoceses, por el descrédito en que habían 
caído los antiguos iturbidistas y los borbonistas, surgió un nuevo gru- 
po que llevó a cabo prácticas de control entre los potenciales votantes 
que nadie antes se había atrevido a hacer: los yorquinos. 

Atrás de la formación de las logias masónicas del rito de York 
en México, había también una sorda lucha entre los intereses esta- 
dounidenses y los británicos, representados por sus respectivos mi- 
nistros acreditados en el país. No resulta extraño encontrar, en la 
prensa periódica de la época, reseñas o notas que informaban acer- 
ca de la celebración de tertulias en casa de Henry George Ward o de 
Joel Roberts Poinsett. Éste último estuvo involucrado directamente 
en la formación de las logias yorquinas, por iniciativa propia o quizá 
sólo como ayuda a sus amigos mexicanos, pues se interesaba en 
formar un “partido americano” por oposición a quienes simpatizaran 
con los británicos. Miguel Ramos Arizpe, el coronel José Antonio 
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Mejía, el secretario de Hacienda José Ignacio Esteva, el represen- 
tante por Tabasco, José María Alpuche, y el propio Lorenzo de Za- 
vala fueron los primeros que iniciaron en México las actividades 
del rito de York: 


El partido popular lo sea, el yorquino] se encontró organizado, y se 
sobrepuso en poco tiempo al partido escocés, que se componía en 
su mayor parte de personas poco adictas al Órden de cosas estable- 
cido. El número de logias llegó á ciento treinta: se crearon en todos 
los estados, y se abrió la puerta al pueblo, que entraba con fanatis- 
mo. Al principio se reducian las tenidas á ceremonias del rito, y á 
tratar sobre obras de beneficencia y funciones; pero poco despues 
se convirtieron en juntas en que se discutian los asuntos públicos. 
Las elecciones, los proyectos de ley, las resoluciones del gabinete, la 
colocacion de los empleados, de todo se trataba en la gran logia, en 
donde concurrían diputados, ministros, senadores, generales, ecle- 
siásticos, gobernadores, comerciantes, y toda clase de personas que 
tenían alguna influencia. 


O querían tenerla. Al igual que había ocurrido en Estados Unidos 
durante los primeros años de su independencia, la formación de 
los partidos no estaba contemplada en las leyes y, antes bien, eran 
considerados nefastos para la unidad del país. Se suponía que en una 
república —donde la sociedad no tenía necesidad de formar un par- 
tido opuesto al del monarca— cualquier facción era dañina, además 
de la unidad que exigía el ideario del republicanismo clásico. Por 
esto, algunos observadores de la época no aceptaban que las logias 
masónicas actuaran como partidos, sino que eran meras asociaciones 
en las cuales se reunían los enemigos de la patria para conspirar.% 
Sin embargo, tanto yorquinos como escoceses eran considerados 
partidos, así se les llamaba y así actuaban. Es más, para unos cuan- 
tos —como los yorquinos radicales— su presencia era necesaria 
para el correcto desempeño del sistema representativo, pues encau- 
zaban la opinión pública en favor de sus candidatos: 


No concebimos un pueblo libre en que los intereses de los indivi- 
duos estén asegurados y representados, en el que sea lícito aspirar 
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á la direccion de los negocios [públicos], sin que aparezcan esos par- 
tidos condenados especulativamente y nada mas, Cítesenos alguna 
nacion de la antigúedad ó de nuestros tiempos, en que la libertad 
de la eleccion sea universal, en que ni el pensamiento, ni la pala- 
bra, ni la escritura sufran trabas, y en que no se formen partidos 
con el objeto santo [sic] de hacer efectivos los goces del sistema de 
representacion.” 


El objeto quizá no era muy santo y si acaso era lícito, los medios de 
que se valieron no lo fueron ya tanto. Como señalaron los impar- 
ciales —antiguos yorquinos un cuanto moderados— la presencia 
de partidos que encauzaran el voto de los ciudadanos era necesaria, 
siempre y cuando se asegurara la libertad y legitimidad de la elec- 
ción. Esto se lograría si la persuasión hecha por los candidatos no 
violentara su libertad y “si se cuida que no voten otras personas ni 
mas veces que las señaladas por la ley”.% En las elecciones de 1826 
para renovar el Congreso general los partidos hicieron un notable 
proselitismo en la prensa, criticando a sus enemigos y mostrándose 
como verdaderos defensores de la federación y de la patria, aun- 
que, como notó José María Luis Mora, ninguno de ellos expuso un 
programa político.” Las elecciones se realizaron a finales de agosto 
de 1826. En la ciudad de México fue el propio gran maestre del 
rito de York, José Ignacio Esteva, quien se encargó de dirigir la elec- 
ción. Al igual que lo habían hecho los escoceses, imprimieron listas 
con los nombres de sus candidatos, sólo que mientras los escoceses 
publicaron seis mil, sus oponentes distribuyeron once mil. Es más, 
Esteva personalmente pagaba diez pesos por cada cien listas de los 
escoceses. También, aquel 20 de agosto de 1826 fue “de júbilo para 
los borrachines socorridos generosamente” por los dirigentes popu- 
listas. La labor realizada fue tan exitosa que en algunas parroquias 
el triunfo yorquino fue irrebatible, como en el Salto del Agua, donde 
hubo seis veces más votos que ciudadanos.!1% 

Las elecciones en los estados dieron el triunfo a los yorqui- 
nos, que para esos momentos se habían convertido en un partido 
bien organizado, que sabía explotar las exigencias populares, reales 
O inventadas. Los únicos estados que siguieron en manos de los an- 
tiguos escoceses fueron Puebla y Veracruz. Los yorquinos también 
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perdieron en Oaxaca, sólo que ahí quienes organizaron las elec- 
ciones fueron individuos del clero, “buen competidor de los yor- 
kinos en cuestiones de agitación callejera”, según ha señalado 
Torcuato Di Tella. Quizá la movilización de las masas urbanas no 
fue muy democrática, pero dadas las condiciones sociales del Méxi- 
co preindustrial podemos darnos cuenta de que no había muchas 
posibilidades para la formación de una ciudadanía, pese a las medi- 
das legislativas en favor del sufragio universal. !% 

No hay motivos para considerar que las elecciones en los 
estados fueran muy diferentes a las de la ciudad de México. Quizás 
en los estados cuyos dirigentes se habían afiliado a la masonería de 
York hubo menos conflictos. En los estados escoceses no fue así. En 
el de México, por ejemplo, el triunfo yorquino fue acompañado de 
muchos problemas. El diputado local Joaquín Villa hizo, en plena 
asamblea, un recuento de las irregularidades que pudieron obser- 
varse en las elecciones, especialmente en las de Toluca. Presentó en 
una serie de puntos las prácticas que, según él, eran muy empleadas 
por las facciones, refiriéndose a la yorquina: 


Desórdenes que se cometen antes de la eleccion: 

12 Ganar al presidente de la sesion. 

22 Poner de secretarios y escrutadores, individuos que obren de 
acuerdo con el partido á que pertenecen. 

32 Imprimir listas con el objeto de repartirlas á centenares entre los 
gefes que pueden ganar, para que éstos las distribuyan entre sus 
subalternos y dependientes. 

42 Ganar por medio del cohecho y soborno los votos de hombres 
de ninguna moral. 


Desórdenes que se cometen al tiempo de votar. 

12 Votar los individuos que no disfrutan de ese derecho. 

22 Votar un mismo individuo en dos, tres Ó mas secciones de la 
municipalidad. 

32 Duplicar, triplicar y á un [sic por aun] cuadruplicar algunos su 
voto en una misma seccion. 

42 Introducir en las listas que hay en la mesa, paquetes de aquellas 
que pertenecen al partido del secretario y escrutadores. 
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52 Impedir que voten libremente los del partido contrario, hasta el 
grado de romperles las listas que llevan y de maltratarlos de pa- 
labra y obra. 


Desórdenes que se cometen concluida la votacion: 
Aumentar el número de votos en favor del partido á que pertenecen 
los individuos de la mesa, ó disminuir al contrario.12 


Las elecciones en el Estado de México provocaron un conflicto en- 
tre las autoridades locales y las de la federación, pues el Congreso 
estatal detectó otras irregularidades en las elecciones, por lo cual las 
anuló. Tiempo después, el Congreso general consideró anticonstitu- 
cional el decreto de la Legislatura mexiquense.!% Lo interesante de 
este conflicto no fue tanto la legalidad con la que actuaron las cáma- 
ras al anular el decreto local, o la legalidad del Congreso mexiquense 
al anular las elecciones, sino el choque entre varios cuerpos que 
se decían representantes de la voluntad popular, el Congreso gene- 
ral, el estatal y las Juntas de electores dominadas por Lorenzo de 
Zavala y los demás yorquinos. Finalmente, la decisión de los dipu- 
tados federales fue benéfica a sus correligionarios, pero también a 
las Juntas electorales, que según los grupos radicales, representa- 
ban el único momento en el cual el pueblo expresaba su voluntad 
soberana. La democracia directa también se oponía al desarrollo 
pleno del gobierno representativo. 

En 1826, Lorenzo de Zavala había comentado que en caso de 
que los congresos o las elecciones fueran manipulados por intere- 
ses ajenos al pueblo, entonces una “revolución sería inevitable”.!0 
Las elecciones presidenciales de 1828 cumplirían aquella promesa. 
Tras las campañas encabezadas por los yorquinos en favor de Gue- 
rrero y de la coalición de imparciales y federalistas vino el triunfo de 
Manuel Gómez Pedraza. La elección de presidente y vicepresidente 
de la República debían hacerla las legislaturas estatales. De acuerdo 
con la Constitución, cada una enviaría a la ciudad de México un so- 
bre con dos nombres. El Congreso general los abriría y contaría: quien 
reuniera un mayor número sería presidente, quien quedara en segun- 
do lugar ocuparía la vicepresidencia de la república. No es necesario 
extenderse en los acontecimientos que condujeron a Guerrero a la 
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presidencia. Los yorquinos se pronunciaron en la Ciudadela de Méxi- 
co contra Pedraza mientras que Santa Anna hacía lo propio en Perote, 
Veracruz. Según ellos, los congresos —asambleas representantes de 
la soberanía popular— habían traicionado la voluntad del pueblo.!% 

Nuevamente los militares se hicieron portavoces de la soberanía 
nacional y consideraron que los congresos estatales no eran intér- 
pretes adecuados de esa voluntad. El Congreso ratificó la representa- 
ción de los pronunciados y no la de las legislaturas locales, sólo para 
que, en 1830, se declarara a Guerrero inhábil para encabezar al país. 
La agitada historia de los primeros años de vida independiente de 
nuestro país fue mostrando cada vez más claramente, que los con- 
gresos no eran el único medio para representar a la nación. Ante esta 
situación, surgieron alternativas para la representación política, como 
la ejercida por el ejército cada vez que se pronunciaba. Esta institu- 
ción llegó a considerarse “la encarnación de la justicia social a los ojos 
del pueblo y, con ello, en símbolo de la nación”.'” Sin embargo, tal 
aserto se lo creían apenas unos cuantos además de los militares. Más 
fundamentos tendría el clero de Guadalajara para adjudicarse la re- 
presentación de la voluntad nacional en un país de católicos, !% Los go- 
biernos mexicanos procuraron afianzar su representatividad frente a 
las pretensiones de estos otros actores. En especial, la Iglesia acusaba 
a los congresos de desconocer las verdaderas aspiraciones y necesida- 
des de sus comitentes, a diferencia de ella. En 1833 el Congreso qui- 
so poner freno a esta situación reglamentando el derecho de petición: 


Este derecho [de petición] llama altamente la atencion del legislador, 
porque cuando no se consiga esterminar las revueltas, al menos se 
economizarán, y á poco tiempo desaparecerán, franqueando el paso 
á las leyes. 

[:..] 

El pueblo sólo delega á sus representantes las facultades que 
se hallan espresamente consignadas en su pacto social; todas las 
otras se las reserva; y cómo no puede ejercerlas cómodamente, ni 
tampoco la representacion nacional estar al alcance de cada una de 
las necesidades generales, el pueblo obedece las leyes secunda- 
rias de sus representantes, y tambien ejerce el derecho de repeler 
las que puedan agobiarlo y de pedir las que mejoren su suerte.!% 
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De esta manera, los legisladores intentaron afianzar la representa- 
tividad de las autoridades legítimamente constituidas, pero era de- 
masiado tarde. Caudillos, militares, agitadores, eclesiásticos y otros 
individuos se habían alzado como representantes de la nación, en 
abierta competencia con los congresos, gobernadores y demás ins- 
tituciones que legalmente acaparaban dicha representación. Esos 
vicios serían difíciles de erradicar en nuestro país. 

Antes de concluir, es pertinente aclarar que si las leyes elec- 
torales no funcionaron adecuadamente, se debió a la supervivencia 
de algunos elementos de la cultura política del antiguo régimen, 
pero principalmente a la formación de nuevas prácticas que, si bien 
se amparaban en el discurso liberal, realmente estaban muy alejadas 
de él. Tal es el caso del caudillismo. Otros vicios, como la manipu- 
lación del sufragio o de los electores y la formación de clientelas, no 
han sido exclusivos de nuestro país. En un artículo reciente, Juan 
Ortiz Escamilla ha comentado certeramente que “a través de las 
leyes electorales, la mayor parte de la población quedó sin la posi- 
bilidad de acceder a los puestos de elección”, lo cual es correcto. 
Las elecciones indirectas, y tiempo después el sufragio censatario y 
el fraude desde las instituciones gubernamentales, privaron a cual- 
quier ciudadano de la posibilidad de ser electo. Sin embargo, la 
conclusión de Ortiz Escamilla es errónea. Este autor afirma que por 
medio de las elecciones indirectas “las élites mexicanas utilizaron el 
liberalismo como referente pero en realidad su comportamiento si- 
guió siendo de Antiguo Régimen”. Sin embargo, como se ha visto 
a lo largo de este libro, en el antiguo régimen había medios consi- 
derados “naturales” para la representación. La práctica del sorteo que 
vimos para las elecciones de 1809 y 1810 suponían cierta imparcia- 
lidad. Como ha demostrado recientemente Bernard Manin, aquellas 
prácticas resultaban menos discriminantes que las del sufragio, 
incluso el libre y directo. Después de todo, el liberalismo no garan- 
tizaba una participación igualitaria que diera las mismas oportu- 
nidades a todos. Recordemos que el Estado liberal fue también un 
medio por el cual un grupo social buscó acceder al poder, poder 
que no estaba dispuesto a compartir con los sectores populares, 11 
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Esta tarde entró en la Catedral, viniendo de la Santa Veracruz, 
Nuestra Señora de los Remedios en una procesión solemnísima 
¡Qué espectáculo tan sorprendente! Abría la marcha después 
de las cofradías y comunidades religiosas, una multitud de 
infelices que acababan de sufrir la epidemia de viruelas[...]. 
Seguía otra de enfermosl...]. Tras éstos marchaban filas 
prolongadas de indiesitos vestidos a la antigua usanza 
mexicana de ambos sexos, y algunos tan hermosos como el hijo 
de las gracias, todos iban alumbrando. Venían mezclados con 
ellos ó los traían asidos de sus manecitas una porción de 
mujeres pobres que rezaban fervorosamente y 

derramaban copiosas lágrimas. 


CARLOS MARÍA BUSTAMANTE, 
Voz de la patria, 11 de febrero de 1830 


En la procesión del 7 de julio de 1793 participó una gran cantidad de 
corporaciones. En la descrita por Bustamante —que nos sirve de 
epígrafe— ya no fueron tantas. La sociedad novohispana capaz 
de estar representada por sus cuerpos se estaba desintegrando. 
Los cambios ocurridos desde mediados del siglo xvImi la estaban mi- 
nando. La Revolución de Independencia y la práctica constitucional 
española también contribuyeron a la desaparición lenta pero cons- 
tante del orden corporativo. Es verdad que después de la Indepen- 
dencia aún permanecían muchos de los actores del antiguo régimen, 
pues pesaban trescientos años de historia, pero también aparecieron 
nuevos grupos políticos, como los caudillos y sus clientelas, los pro- 
pietarios y una creciente clase media en la que no podemos desde- 
ñar ni a los intelectuales ni a los meros aspirantes a ocupar puestos 
públicos. 

Durante los años estudiados en las páginas anteriores, adver- 
timos muchas continuidades, pero también cambios de importan- 
cia en materia representativa y en la organización del Estado. En el 
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antiguo régimen los cuerpos que constituían la sociedad podían 
representar sus intereses ante el soberano. Muchas de esas corpora- 
ciones mantenían o enviaban a la corte apoderados y procuradores, 
casi todos ellos abogados, para exigir el respeto de sus privilegios 
y, en su caso, pedir nuevas mercedes. En la metrópoli estaban ade- 
más las Cortes, que en América nunca se reunieron, aun cuando un 
privilegio otorgado a la ciudad de México abría su posibilidad, ne- 
gada inmediatamente por la voluntad del rey. Sin embargo, las cor- 
poraciones americanas sí podían hacer presentes sus intereses ante 
el soberano. Si, virtualmente, toda la población pertenecía a algu- 
na o varias de esas corporaciones, entonces era mínimo el grado de 
marginación, es decir, de grupos que estuvieran fuera de los be- 
neficios otorgados por los privilegios y la negociación con el mo- 
narca. Esto confirma la tesis de Bernard Manin de que la represen- 
tatividad del antiguo régimen estaba diseñada para integrar a toda 
la sociedad. Dentro de cada cuerpo se permitía un debate que esta- 
ba ausente de la esfera pública, pues los cuerpos debían presen- 
tarse lo más sólidos posible ante el “exterior”. Para los otros, cada 
cuerpo se presentaba con unidad interna. Eran imaginados como 
sociedades en las que cada uno de sus integrantes compartía las 
mismas necesidades e intereses. Esta presunta “unanimidad” permi- 
tía que cualquier miembro de la corporación fuera capaz de repre- 
sentar a sus compañeros, pero especialmente a los que tenían 
“autoridad, dignidad, carácter o recomendación”. De esta forma los 
liderazgos estaban vinculados con el propio desempeño de la cor- 
poración. En la medida en que las personalidades dominantes fue- 
ran capaces de conservar los privilegios corporativos y de conseguir 
que se apreciara la labor del cuerpo —el cumplimiento de sus res- 
ponsabilidades—, se reconocía a esos líderes y a las corporaciones 
como interlocutores políticos y se fortalecía la presencia social de 
los cuerpos colegiados. La representación política era, más que otra 
cosa, un mecanismo de negociación entre los cuerpos y las autori- 
dades. Los representantes no eran sino los individuos con mayor ca- 
lidad de cada corporación reconocidos por el rey como interlocuto- 
res legítimos. 

Si bien en la mayoría de las corporaciones se realizaba algún 
tipo de comicios, por lo general nada tenían que ver con el nom- 
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bramiento de las autoridades o de estos líderes que actuaban como 
representantes. En los pocos casos en los cuales había elecciones 
para la repartición de cargos, como lo fuera el de los ayuntamien- 
tos, la práctica se perdía casi siempre poco después de haber sido 
establecidos, pues los reyes encontraron muy conveniente la venta 
o el beneficio de esos cargos que, a la larga, se volvieron “renun- 
ciables”, es decir, prácticamente hereditarios. En las repúblicas de 
naturales sí se mantuvo la práctica de elegir a sus autoridades, pero 
sólo en las cercanas a los centros de poder español, porque en 
aquellas que estaban fuera de su alcance no se cumplía la elección 
cadañera de los cargos del cabildo. Además, no conviene adelan- 
tarse a calificar a estas instituciones como democráticas. La elección 
era, más que otra cosa, la aclamación de la comunidad a ciertos 
sujetos que habían sido acordados poco antes entre los “princi- 
pales”, mientras que la autoridad la otorgaba el rey. 

Por último, es necesario señalar que los representantes de las 
corporaciones lo eran en un sentido legal: tan sólo tomaban la voz 
de sus representados ante las autoridades. Por eso el término más 
empleado para referirse a ellos era el de procuradores, pues su mi- 
sión se reducía a cumplir con las instrucciones del cuerpo al que re- 
presentaban. Por esta misma razón se les llamaba también apodera- 
dos, pues no podían hacer nada que no estuviera establecido en el 
poder que les conferían las corporaciones. Cuando los hechos de 
1808 condujeron al establecimiento de la Junta Central, primero, y 
después de las Cortes Constituyentes, los diputados siguieron con- 
siderándose procuradores, pues habían sido electos por los cabil- 
dos de las ciudades y tenían instrucciones que cumplir y poderes 
limitados, otorgados por sus comitentes. Sin embargo, una nueva 
cultura política se venía imponiendo en esas Cortes. Se estableció la 
igualdad legal que hizo soberana a la nación, con lo cual los dipu- 
tados dejaron de ser meros procuradores para convertirse en repre- 
sentantes nacionales, aun cuando esto no significara que dejaran de 
representar los intereses privados de ciertos grupos o individuos im- 
portantes en las provincias. Tampoco fue extraño que muchos dipu- 
tados, más entrado el siglo, no comprendieran lo que significaba 
representar a la nación, y siguieran pidiendo instrucciones a sus lo- 
calidades para actuar simplemente como compromisarios. 
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En 1808, cuando Napoleón invadió España y la monarquía 
quedó acéfala, los miembros del Ayuntamiento de México convoca- 
ron a la reunión de una Junta de Autoridades del Reino que represen- 
taran la soberanía del rey y fueran capaces de ejercer los poderes en 
nombre de Fernando VII. Las juntas que se formarían en todas las 
posesiones españolas se fundamentaron también en el principio 
de guardar la soberanía del rey, aunque, como se hizo evidente en 
el caso de la Junta de Zitácuaro, el origen de su autoridad fue el pue- 
blo en armas. En España se planteó una solución a la crisis de la mo- 
narquía: la formación de Órganos representativos, que también al- 
canzaron a las posesiones americanas. Las primeras elecciones que 
hubo en Nueva España para enviar un representante a la península 
se realizaron en 1809. Las hicieron los cuerpos municipales, pero sin 
participación popular y para garantizar la “imparcialidad” se hizo 
un sorteo con los nombres de quienes integraron las ternas. Como 
vimos, el triunfador de aquellos comicios fue el criollo Miguel de 
Lardizábal y Uribe, quien, sin embargo, nunca cumplió sus cometi- 
dos. La Junta Central se disolvió tras las derrotas españolas ante la 
Grande Armé y el territorio libre se limitó a Cádiz, donde la Regen- 
cia decidió reunir unas Cortes Generales y Extraordinarias, en las 
que también participarían los diputados de América, por ser “parte 
esencial e integrante de la Monarquía”. Las elecciones hechas en 1810 
no difirieron de las anteriores sino en el hecho de que, ahora sí, ca- 
da capital de intendencia envió su propio diputado. Los represen- 
tantes electos también llevaron instrucciones que debían promover 
en las Cortes como apoderados de las ciudades que los eligieron. 
Por ejemplo, José Miguel Ramos Arizpe inició su carrera legislativa 
defendiendo solamente los intereses de su provincia, aunque ter- 
minó haciendo exigencias más amplias, como la solicitud del esta- 
blecimiento de diputaciones provinciales, que de juntas administra- 
tivas serían el germen de los congresos locales. 

Uno de los elementos más importantes que propició que los 
diputados americanos superaran la idea de que ellos eran apode- 
rados de sus ciudades y adoptaran la de una representación más 
amplia, fue la abrumadora mayoría de los peninsulares en aque- 
llas Cortes. Desde un principio, los diputados americanos quisieron 
incluir como base para la representación a toda la población, en tanto 
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que la postura contraria era excluir a las castas. En esta exclusión se 
fundaba la subrepresentación americana. Poco después los ame- 
ricanos se radicalizaron: exigieron la inclusión de toda población 
masculina —sin importar raza— en el ejercicio del sufragio. Esto se 
retomaría en México una vez alcanzada su Independencia. Sin 
embargo, la falta de proporcionalidad en la representación política 
no fue un defecto sólo de las Cortes españolas: en las asambleas 
mexicanas ocurrió algo parecido. La convocatoria para establecer al 
Constituyente imperial dio a regiones como Sonora y Durango más 
diputados que a México. Pero no sólo fue éste un motivo de des- 
contento. Cuando se reunió el Congreso Constituyente federal, en 
1823, fue claro que las provincias del centro tendrían más dipu- 
tados, por lo cual marginarían a los representantes de las regiones 
menos pobladas. Ése fue uno de los elementos que propició el es- 
tablecimiento de congresos locales y de senadores, de a dos por 
estado, para evitar el dominio de una metrópoli sobre el resto de la 
nación. El establecimiento del federalismo puede bien ser interpre- 
tado como un intento por lograr una representación más equitativa 
entre los grupos políticos del país. 

En Nueva España, la aplicación de la Constitución de Cádiz 
resultó completamente inesperada, tanto para las autoridades cuan- 
to para los habitantes. Es verdad que en su primer periodo de vi- 
gencia rigió unos cuantos meses, pero presentó la oportunidad pa- 
ra muchos sectores de participar políticamente. Es verdad que las 
viejas repúblicas de indios se vieron disminuidas —sobre todo nu- 
méricamente— con el establecimiento de los ayuntamientos consti- 
tucionales, pero éstos se formaron, inclusive, en comunidades mes- 
tizas con fuerte presencia de mulatos y castas, pese a que las leyes 
los dejaban fuera del juego constitucional. En las ciudades más im- 
portantes —como México— los criollos aprovecharon las elec- 
ciones para ganar los cargos municipales y representativos, que en 
algunos sitios fueron acaparados por ellos. 

El sistema electoral era, de suyo, muy complejo. A pesar de su 
minuciosidad, o quizá precisamente debido a ella, tenía muchos 
huecos, ambigúedades e incluso contradicciones que tuvieron que 
ser aclaradas por algún decreto específico, a demanda tanto de indi- 
viduos como de los responsables de la ejecución de los comicios. 
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Las dificultades de operación electoral se agravaban en función de 
sus contenidos modernizantes, como por ejemplo, al ser la pobla- 
ción la base de la elección, algunas provincias resultaron subrepre- 
sentadas y otras sobrerrepresentadas, dada la carencia de informa- 
ción estadística. Pese a la enorme cantidad de leyes encargadas de 
regular los procesos electorales, surgieron muchas preguntas a la 
hora de realizarlas. Los encargados de darles respuesta fueron las 
Juntas Preparatorias y sobra decir que nunca fueron las mismas. Por 
esto, las elecciones fueron diferentes de región en región y aun den- 
tro de cada una de las ciudades. 

Los orígenes del gobierno representativo en México no sólo 
están en la legislación española, sino también en la insurrección po- 
pular iniciada en 1810. La Junta de Zitácuaro había pretendido re- 
presentar al movimiento independentista, pero su mando venía 
del liderazgo de Ignacio Rayón, supuestamente heredado de Hidal- 
go, quien a su vez había sido aclamado Generalísimo por sus 
seguidores. Debe hacerse notar que si la autoridad de Hidalgo no 
fue estrictamente democrática, pues no fue electo con propiedad, 
significaba, en cambio, una de las alternativas más radicales de 
aquel momento: su autoridad venía del pueblo mexicano en armas, 
no de vetustas tradiciones ni de las leyes españolas. Rayón ya no 
contó con esa delegación tan abrumadora, por lo que tuvo que 
pedir el reconocimiento de otros jefes insurgentes. Sin embargo, su 
autoridad siempre fue discutible, por lo que en Oaxaca surgió la 
propuesta de realizar elecciones para establecer una asamblea. José 
María Morelos retomó esta idea para organizar el Congreso de Aná- 
huac. Es necesario decir que no todos sus diputados fueron electos, 
pero se consideraban auténticos representantes por compartir las 
aspiraciones de los independentistas. La muerte de Morelos y el 
restablecimiento del absolutismo ibérico volvieron las cosas al es- 
tado en que se hallaban en 1808. Es sorprendente la fragilidad del 
progresismo gaditano: de acuerdo con la Constitución, el rey no po- 
día disolver el parlamento. La oposición liberal fue mínima. Si las 
Cortes intentaron resistir, el pueblo al que representaban no las si- 
guió y abandonó sus derechos ciudadanos sin mayores muestras 
de sufrimiento. Las corporaciones regresaron con sus privilegios y 
con sus tradicionales métodos de representación. Durante seis años 
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Fernando VII rigió su universal y católico imperio de la manera más 
adecuada para perderlo. 

El reestablecimiento de la Constitución en 1820, aunque efíme- 
ro para España, fue de trascendental importancia para México, pues 
al resolver el problema básico de la naturaleza del poder, sentó 
las bases para una independencia que no podía hacer caso omiso 
de la modernidad liberal. De hecho, la Independencia es ininteligi- 
ble sin la Constitución de Cádiz: desde el inicio del trienio liberal, 
independentistas radicales y autonomistas moderados plantearon 
su lucha a partir de argumentos constitucionales y dentro del marco 
de las instituciones representativas de la monarquía. Así los prime- 
ros actos y convulsiones de la nueva nación estuvieron relacionados 
con el establecimiento de la representación nacional. Si bien se ad- 
mitió desde el principio la igualdad de los ciudadanos ante la ley, 
surgió también el problema de las consecuencias prácticas de tales 
principios. La convocatoria electoral para la formación de las Cor- 
tes Constituyentes del Imperio, fue una solución de compromiso 
entre el criterio de representar grupos de interés y el del interés 
nacional. Pero además de las dificultades de la formación de la re- 
presentación nacional, que no eran sino cuestiones de técnicas 
jurídicas eficientes y operativas, estaba el problema de la represen- 
tatividad informal en el más alto nivel. En efecto, el problema que 
se presentó a los políticos fue el de las pretensiones representativas 
del Poder Ejecutivo, encarnado por el emperador Agustín 1. El asun- 
to era de difícil solución, y la que finalmente se adoptó resultó ser 
la menos adecuada para reproducir la cultura política liberal y re- 
presentativa. Desde el Plan de Casa Mata quedó más o menos claro 
que no serían las elecciones regulares las que decidirían el rumbo 
de los negocios públicos, sino los pronunciamientos militares, por- 
tavoces, según sus dirigentes, de la voluntad nacional. 

Tras la caída de Iturbide las provincias exigieron tener sus 
propios organismos representativos, por lo que promovieron la reu- 
nión de un nuevo Congreso Constituyente que terminaría promul- 
gando la Constitución Federal de 1824. La Carta no sólo reconocía 
las soberanías estatales, sino que dejaba en manos de los gobier- 
nos locales una gran cantidad de atribuciones, entre ellas, el arreglo 
de las elecciones. Por lo general, las constituciones estatales siguieron 
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las indicaciones que habían establecido las Cortes de Cádiz, sólo 
que, por supuesto, no hicieron discriminación de las castas, aunque 
sí incluyeron precisiones restrictivas respecto de ciertos grupos, 
como vagos, sirvientes domésticos, extranjeros, presos y religiosos 
regulares. 

El modelo liberal de representación política quedó como nue- 
vo precepto legislativo, pero ante su inoperancia fueron las tradi- 
cionales representaciones corporativas, así como nuevos actores 
sociales —caudillos, ejército, clases medias aspirantistas, agitado- 
res profesionales, etcétera—, los que efectivamente dirimían los 
conflictos. Las reformas jurídicas y las nuevas instituciones no se tra- 
ducían en avances liberales y democráticos. De esta contradicción 
da cuenta el establecimiento de la federación republicana, puesto 
que mientras de un lado reprodujo las soberanías al aceptar las 
respectivas de los estados, del otro mantuvo los privilegios corpo- 
rativos, eclesiásticos y militares y un sistema electoral ineficiente. 
Un problema más tuvieron los partidarios del gobierno representa- 
tivo: la presencia de grupos radicales —como los yorquinos— más 
partidarios de la democracia directa, como ocurrió en las elecciones 
de Toluca en 1826.! 

Por último, es menester agregar que la marginación de am- 
plios grupos sociales de la toma de decisiones no fue, como pudiera 
pensarse, una nueva supervivencia de la cultura política del Antiguo 
Régimen, bien al contrario, fue un producto del régimen liberal. Si 
bien es cierto que el gobierno representativo parte de un principio 
democrático, que la soberanía pertenece al conjunto de individuos 
que integran la nación, en la práctica evita que sean todos los ciu- 
dadanos los que participen en los negocios públicos. Los argumen- 
tos para justificar esto fueron muchos, desde considerar que en un 
país tan grande no podía haber democracia directa hasta afirmar 
que el pueblo mexicano carecía de las virtudes necesarias para ha- 
cerse cargo de su propio destino, por lo cual necesitaba de la tutoría 
de los grupos más ilustrados y de los propietarios, que se conside- 
raron a sí mismos como representantes de la nación. Esto no sig- 
nifica una supervivencia del antiguo régimen, quizá no sea inútil 
repetir que las revoluciones democráticas o atlánticas no fueron 
sino revoluciones burguesas. Los nuevos grupos políticos no iban a 
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ceder, ni en Europa ni en América, su recién adquirido poder a las 
masas. Todavía faltarían algunos años para que algunos indivi- 
duos promovieran revoluciones con ese objetivo. 

Por esta razón, los enemigos más importantes que tuvo que 
enfrentar el gobierno representativo en este país durante el siglo xIx 
no fueron tanto algunos elementos corporativos sino, sobre todo, 
interpretaciones acomodaticias y distintas versiones de la democra- 
cia representativa moderna. De las supervivencias funcionalistas del 
antiguo régimen quizá la más fuerte fue la de las comunidades in- 
dígenas que, si bien inexistentes en la ley, en la práctica seguían exis- 
tiendo. Las elecciones —o más bien aclamaciones— y otras formas 
ancestrales de representación siguieron vigentes durante todo el 
siglo XIX y en muchas regiones todavía persisten a finales del Xx. La 
Iglesia, pese a ser la corporación más fuerte heredada de la Colonia, 
pronto se adaptó al nuevo régimen y empleó argumentos modernos 
para mantener su presencia política. Llegó a admitir —aunque no 
todos sus miembros estuvieron de acuerdo— que la autoridad para 
formar gobiernos estaba en el pueblo, pero si éste estaba com- 
puesto en su mayoría por católicos, qué otra institución mejor capa- 
citada para hablar en nombre de los mexicanos. El ejército también 
hizo lo propio y cualquier grupo que se pronunció durante los si- 
guientes cien años lo hizo en nombre del pueblo soberano, actuaba 
en su representación. Ni siquiera puede afirmarse que la descon- 
fianza de los conservadores al gobierno representativo estuviera 
arraigada en las prácticas virreinales. Es verdad que los golpes más 
duros que recibió este tipo de gobierno provinieron, precisamente, 
del partido conservador. Pero sus argumentos eran también moder- 
nos. Negaban la posibilidad de representar a individuos iguales pues 
sabían de los intereses de cada grupo. Esto no es corporativismo 
sino admitir que México estaba formado por intereses diferentes, tal 
como Edmund Burke había previsto en el caso inglés. Cuando 
Lucas Alamán afirmaba que “estamos decididos [...] contra el sis- 
tema representativo por el orden de elecciones que se ha seguido 
hasta ahora”, reconocía la necesidad de un gobierno representativo, 
pero de otro tipo.? 

Los primeros empeños por tratar de imponer límites a la par- 
ticipación popular empezaron desde los procesos provocados por 
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la Constitución de Cádiz, con la exclusión de las castas. Incluso los 
grupos populistas de 1828 también sugirieron la posibilidad de 
establecer límites, si no por la renta o la propiedad, sí 


es preciso convenir en que el interés de la sociedad, el decoro 
mismo de un acto tan importante como el de la elección, y un cargo 
como el de un individuo de las legislaturas, exigen que sean exclui- 
dos aquellos individuos que no ofrecen a la sociedad una prudente 
garantía de que se interesan por el bien político ¿y cuál pueden ofre- 
cer los hombres vagos, ociosos Ó mal entretenidos, hombres que 
jamas han conocido ó han abandonado las reglas de la sana moral, 
y que con descaro viven de arbitrios perjudiciales 4 la sociedad y 
siempre degradantes por mas que se propague desgraciadamente 
su práctica?3 


Sin embargo, serían los futuros conservadores quienes procurarían 
los empeños más serios por limitar la participación popular, desde 
1830 por lo menos. No obstante, no negaban que el único gobierno 
legítimo sería el representante de la nación soberana. Por eso, 
cuando se presentó la transición al centralismo, fue necesario que 
los diputados contaran con la autorización de sus comitentes para 
destruir la federación. Debe anotarse, por cierto, que en buena me- 
dida la expresión de la voluntad nacional quedó en manos de mi- 
litares pronunciados. Durante la dictadura conservadora de Antonio 
López de Santa Anna, Su Alteza Serenísima se vio obligado a sus- 
tentar su gobierno en la voluntad de los ciudadanos, para lo que 
realizó un plebiscito. De los 12,453 votos que se contaron, sólo uno 
fue en contra.* 

La ficción de la unanimidad fue empleada también por los li- 
berales. Una de las contradicciones más importantes entre la pro- 
puesta liberal y la práctica de quienes la enarbolaron fue, precisa- 
mente, la creencia en que era toda la nación mexicana —salvo unos 
cuantos traidores que no merecían llamarse mexicanos— la que 
los apoyaba. La realidad era muy otra. El proyecto que llevaron a 
cabo los liberales de Benito Juárez y sus sucesores, señaladamente 
Porfirio Díaz, no era compartido por la mayoría de la población. De 
ahí la necesidad de ejercer un control centralizado y férreo sobre los 
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procesos electorales. Fue precisamente la presencia de estos dos 
vicios —la democracia unánime y el control de las elecciones— la 
que motivó la revolución encabezada por Francisco 1. Madero, 
aunque ni siquiera durante su breve mandato las añejas prácticas 
lograron desterrarse. Al parecer, el impulso revolucionario no mar- 
có una ruptura en este sentido. Nuevamente fue difícil establecer 
instituciones que se impusieran al caudillismo. No fue, quizá, sino 
hasta mediados de la década de 1980 cuando inició el lento proce- 
so para reconocer la pluralidad democrática en México.( 

Las transformaciones sociales de finales de la Colonia habían 
preparado el terreno para el establecimiento del sistema represen- 
tativo. La formación de sectores sociales que habían quedado fuera 
de la representatividad funcional del orden corporativo permitió 
que buscaran nuevas formas de representación. Es verdad que unos 
cuantos grupos seguían manteniendo vigente la práctica funciona- 
lista, pero estaban condenados a ser desplazados. La procesión se 
deshacía. En 1847 José Fernando Ramírez escribía: 


La procesión de ayer [viernes santo), no la percibí sino cuando me 
encontré en medio de ella, pues se perdía entre grupos de vende- 
dores de matracas, judas, frutas, etcétera y de los curiosos que inun- 
daban la plaza conservando sus sombreros en la cabeza.” 
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FIGURA 1 
Tendencias del voto 
por estado en el Congreso de 1823-1824 
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CUADRO 3 
Las ternas en cada provincia en 1809* 


Miembros de la terna 


Provincia 


Manuel María Moreno y Vázquez, Manuel Merino 
y Moreno (e), Antonio García de Tejada 


Arizpe 


Nemecio Salcedo (e), Bernardo de Bonavía (e), 
Joaquín Valdés 


Durango 


Juan Cruz Ruiz Cabañas (e), José María Gómez 
y Villaseñor, José Ignacio Ortiz de Salinas 


Guadalajara 


Juan Antonio Riaño (e), Fernando Pérez de 
Marañón, José María de Septién 


Guanajuato 


Mérida 


Benito Perce (e), Ignacio de Zepeda, 
Policarpo Echánove (e) 


Manuel de Lardizábal, Miguel de Lardizábal, 
Ignacio José de la Peza 


México 


Ramón Casasús (e), Juan Ignacio Manero (e), 
Antonio María Izquierdo de la Torre (e) 


Oaxaca 


Puebla | José Ignacio de Berazueta, Antonio Joaquín 


de Pérez, El Conde de la Cadena (e) 


Guillermo de Aguirre y Viana (e), Miguel 
Domínguez, Manuel Abad y Queipo (e) 


Queréretaro 


San Luis Potosí | Félix María Calleja (e), Manuel Ruiz de Aguirre, 


Cristóbal Corbalán (e) 


Tlaxcala | Manuel Ignacio González del Campillo, Manuel 
de Lardizábal, Antonio Torres Torija 


Valladolid | Manuel de Lardizábal, Melchor de Foncerrada, 


Manuel Abad y Queipo (e) 


José Mariano Almanza, Juan Manuel Muñoz (e), 
Manuel de Villa y Givaja 


Veracruz 


Zacatecas | José María Cos, Manuel P. Gallardo, José de 


Peón Valdés (e) 


* AGN, Historia, vol. 418, ff. 7-11. Los peninsulares están señalados con una (e). 
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Candidatos de cada provincia en 1809* 


Guadalajara 


Guanajuato 


Mérida 


México 


Oaxaca 


Puebla 


San Luis Potosí 


Tlaxcala 


Valladolid 


Veracruz | José Mariano de Almanza. 44 años. Nacido en la ciudad 
de México. Regidor y alférez de Veracruz. 


Zacatecas 


Manuel Merino. Natural de Villa de Cañas, Rioja. Inten- 


Durango | Bernardo de Bonavía. 60 años. Nació en ciudad del 


Querétaro | Guillermo de Aguirre y Viana. Castellano. Oidor de la 
audiencia de México. 


dente interino. 


Toro, León, España. Brigadier de los reales ejércitos. 
Juan Cruz Cabañas. 57 años. Nacido en Navarra. Obispo 
de Guadalajara. 

José María de Septién y Montero. 49 años. Nacido en 
Guanajuato. Regidor perpetuo, licenciado en jurispru- 
dencia y diputado de minería. 

Policarpo Antonio de Echánove. 55 años. Nacido en 
Vizcaya. Tesorero del Ayuntamiento de Mérida. 

Miguel de Lardizábal y Uribe. Circa 65 años. Nacido en 
Tlaxcala. Secretario de demarcación de límites entre 
España y Francia. Secretario del conde de Aranda en 
París, oficial mayor y consejero de Indias. 

Ramón Casasús. 44 años. Natural de Jaca, Aragón. Obis- 
po auxiliar de Oaxaca, dominico y doctor en teología. 
José de Berazueta. 39 años. Nacido en la ciudad de Mé- 
xico. Asesor ordinario de la intendencia y profesor de 
Jurisprudencia en México y España. 


Félix María Calleja del Rey. 53 años. Natural de Castilla 
la Vieja. Coronel de los reales ejércitos y comandante 
de la décima brigada de milicias. 

Manuel de Lardizábal y Uribe. Circa 70 años. Natural 
de Tlaxcala. Ocupó diversos puestos en la corte de Car- 
los III y Fiscal del Supremo Consejo de Castilla. 
Manuel Abad y Queipo. 34 años. Nacido en Asturias, 
Canónigo penitenciario de la Catedral de Valladolid y 
profesor de jurisprudencia. 


José María Cos. 34 años. Nacido en Zacatecas. Cura del 
burgo de San Cosme y doctor en teología, 


* AGN, Historia, vol. 418, exp. 2, ff. 1-3. 
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CUADRO 5 
Lista de diputados del Congreso de Chilpancingo, 
septiembre de 1813-febrero de 1814* 


Nombre Provincia Comentarios 


representada 


Ignacio Rayón Guadalajara Diputado propietario por haber 
sido presidente de la disuelta 
Junta de Zitácuaro. 


José Sixto Verduzco Michoacán Diputado propietario por ha- 
ber sido vocal de la Junta de 
Zitácuaro. 

José María Liceaga Guanajuato Diputado propietario por ha- 
ber sido vocal de la Junta de 
Zitácuaro. 

José Manuel de Herrera | Tecpan Diputado propietario por elec- 
ción. 

José María Murguía Oaxaca Diputado propietario. Fue origi- 

y Galardi nalmente electo para la Junta. 

Carlos María de México Diputado suplente. Fue electo 

Bustamante compromisario en las eleccio- 
nes constitucionales de 1813. 


José María Cos Veracruz Diputado suplente. 


Andrés Quintana Roo Diputado suplente. 


* Fuente: Acta de la erección del Congreso Nacional, Chilpancingo, 14 de septiembre de 
1813, en AGN, Historia, vol. 116, f. 277. 
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CUADRO 6 
Lista de diputados del Congreso de Chilpancingo, 
desde marzo de 1814* 


Nombre Provincia Comentarios 
representada 

Ignacio Rayón Guadalajara 

José Sixto Verduzco Michoacán 


José María Liceaga Guanajuato 


José Manuel de Herrera | Tecpan Único electo. 


Carlos María de 
Bustamante México 


Andrés Quintana Roo Puebla 


José María Morelos Nuevo Reino 
de León 
José María Cos Zacatecas En 1809 había sido electo 


candidato para la Junta 
Central por el cabildo de 


| Zacatecas. 


José Sotero Castañeda Durango 
Manuel Aldrete y Soria Querétaro 


José Moctezuma Coahuila 


José María Ponce de León | Sonora 


Manuel Sabino Crespo 


* Fuente: José María Cos, “Aviso”, Ciénega, 1 de marzo de 1814, en Hernández y Dáva- 
los, Colección de documentos, vol. 5, doc. 119, pp. 296-297. 
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CUADRO 7 
Lista de diputados electos 
al primer Congreso Constituyente* 


Valladolid: 21. Pablo Obregón 12. Mariano Mendiola 

1. José María Abarca 22. Hipólito Odoardo 13. Diego Moreno 

2. Antonio Aguilar 23. Francisco Ortega 14. José María Portugal 

3. Mariano Anzorena 24. José Agustín Paz 15. José María Ramos 

4. Francisco Argandar 25. Juan Antonio de Riva Palomero 

5. José María Cabrera 26. Joaquín Román 16. Prisciliano Sánchez 

6. Camilo Camacho 27. Francisco Manuel 17. Antonio José Valdéz 

7. José Antonio Castro Sánchez de Tagle 

8. Antonio Cumplido 28. José Mariano Puebla: 

9. Juan Nepomuceno Sardaneta, Marqués 1. Manuel Álvarez 
Foncerrada y de San Juan de Rayas 2. Manuel del Callejo 
Soravilla 29. Manuel Tejada 3. Joaquín Franco 

10. Mariano Izazaga 30. Juan de la Serna 4. Francisco García 
11. Agustín de Tapia Echarte Cantarines 
12. Mariano Tercero 5. José María Jiménez 
13. Rudecindo Villanueva | Guanajuato: 6. Rafael Mangino 

1. Tomás Alamán 7. José Mariano Marín 
México: 2. José María Bustamante 8. Antonio Montoya 

1. Juan José de Acha 3. José Ignacio Espinosa 9. José María Ovando 

2. José Mariano Aranda 4. Juan Ignacio Godoy 10. Francisco Puig 

3. Francisco Barrera 5. Mariano Marmolejo 11. José Vicente Robles 
Carragal 6. Antonio María Mier y . Gabriel Torres 

4. Nicolás Campero Villagómez 

5. Manuel Carrasco 7. José Miguel Septién Oaxaca: 

6. Vicente Carvajal 8. Francisco Uraga 1. Carlos María de 

7. Manuel Cotero Bustamante 

8. José Ignacio Espinosa | Guadalajara: 2. José Javier de 

9. José María Fagoaga 1. Santiago Alcocer Bustamante 

10. Antonio Eduardo 2. Juan Pablo de Anaya 3. Juan Francisco 
Galicia 3. José Antonio Andrade Calderón 

11. José Gorostieta 4. Bernardo Benítez 4. Manuel Flores 
12. Juan Horbegoso Pérez 5. Pedro Labayru 
13, Cayetano Ibarra 5. José Ignacio Cañedo 6. José Martínez Sorita 
14, Martín Inclán 6. Joaquín Castañeda 7. Antonio Morales de 
15. José María Iturralde 7. José María Ibáñez 
16. Francisco Lombardo Covarrubias 8. José María Pando 
17. Miguel Muñoz 8. Prisciliano Fregoso 9. José Román Ponce de 
18. Melchor Múzquiz 9. Cirilo Gómez Anaya León 

. José Ignacio Nájera 10. Toribio González 10. José San Martín 

. Joaquín Obregón . Juan Martiarena . Juan Sánchez del Villar 


* Fuente: Lucina Moreno Valle, Catálogo de la Colección Lafragua, pp. 894-8095; Actas del Congreso 
Constituyente Mexicano... op. cit.; Nettie Lee Benson y Charles Berry, “The Central American 
Delegation to the First Constituent Congress of Mexico, 1822-1823”, Hispanic American Historical 
Review, vol. 49, núm. 4, noviembre de 1969, pp. 679-702. A las primeras sesiones sólo asistieron 
102 y nunca debió sobrepasar esta cifra. 
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Durango: 
1. Juan Pablo Caballero 
2. José Antonio de 
Castaños 
Rafael del Castillo 
. Manuel Espinosa 
. Pablo Franco 
.. José Ignacio Gutiérrez 
Mariano Herrera 
Pedro Ignacio 
Iturribarría 
9. El obispo Marqués de 
Castañiza 
10. José Ignacio Muguiro 
11. Gaspar Ochoa 
12. José Ignacio Urquidi 
13. Santiago Vaca y Ortiz 
14. Francisco Velasco 
15. Arcadio Villalva 
16. José Zuloaga 


DL AA 


Veracruz: 

1. Manuel Argúelles 

2. José María Becerra 

3. Sebastián Camacho 

4. Rafael Leonardo de 
Echenique 

5. Ignacio Esteva 

6. José Joaquín Herrera 

7. José Francisco 
Quintero 


Mérida: 
1. Tomás Aznar 
2. Joaquín Castellanos 
y Díaz 
3. Constante Manuel 
López 
4. Bernardo Peón 
5. Manuel Crecencio 
Rejón 
6. Juan Rivas Vértiz 
7. José María Sánchez 
8. Francisco Antonio 
Tarrazo 
9. Pedro Tarrazo 
10. Fernando Valle 
11. Lorenzo de Zavala 


Chiapas: 
1. Pedro Celis 
2. Bonifacio Fernández 
de Córdoba 


3. Luciano Figueroa 

4. José Anselmo Lara 

5. Juan María Lazaga 

6. Manuel de Mier y 
Terán 

7. Marcial Zebadúa 

San Luis Potosí: 

1. Manuel de Aranda 

2. Conde de Peñasco 

3. José Joaquín de 
Gárate 

4. Ramón Esteban 
Martínez de los Ríos 

5. Juan de Dios 
Rodríguez 


Zacatecas: 
1. José María Bocanegra 
2. Francisco García 
3. Valentín Gómez Farías 
4. Agustín de Iriarte 


Nuevo León: 
1. Juan Bautista de 
Arizpe 
2. Servando Teresa 
de Mier 


Texas: 
1. Refugio de la Garza 


Tlaxcala: 
1. José Miguel Guridi 
y Alcocer 


Nuevo Santander: 


1. José Antonio Gutiérrez 
de Lara 


Arizpe: 
1. Juan Miguel Riesgo 


Chihuahua: 
1. Florentino Martínez 


311] 


Guatemala: 
1. José Antonio Alcayaga 
2. Pedro Arrollave 
3. Tomás Beltranera 
4. Cirilo Flores 
5. José Ignacio 
Grijalva 
6. Antonio Larrazábal 
7. Miguel Larreinaga 
8. Juan de Dios 
Mayorga 
9. Isidro Montúfar 
10. José Vicente Orantes 
11. Antonio Rivera 
Cabezas 
12. José Cecilio del 
Valle 


Honduras: 
1. Cayetano Bosque 
2. Manuel Gutiérrez 
3. Próspero de 
Herrera 
4. Joaquín Lindo 
5. Francisco Antonio 
Márquez 
José Santiago Milla 
Jacinto Rubí 
José Tinoco de 
Contreras 


DU 


Nicaragua: 
1. Víctor de la Guardia 
2. Juan José Quiñones 
3. Manuel López de 
la Plata 
4. José Francisco de 
Peralta 


El Salvador: 
1. Miguel Álvarez 


¿?: 
1. José Joaquín Avilés 
Quiroz 


CUADRO 8 


Tendencias en el Congreso Constituyente 
de la federación por diputado* 


Baja California 
Manuel Ortiz de la Torre 


Chihuahua 
José Ignacio Gutiérrez 
Florentino Martínez 


Colima 
José María Jerónimo Arzac 


Coahuila 
José Miguel Ramos Arizpe 


Durango 
Pedro de Ahumada 
Francisco A. Elorriaga 


Guanajuato 

José María Anaya 

José María Fernández de Herrera 
Juan Ignacio Godoy 

José Miguel Llorente 

Víctor Márquez 

Juan Bautista Morales 

José María Uribe 

José Felipe Vázquez 


Jalisco 

Rafael Aldrete 

Juan de Dios Cañedo 
José María Castro 

José María Cobarruvias 


José de Jesús Huerta 
Juan Cayetano Portugal 
José Miguel Ramírez 
Juan José Romero 

José Ángel de la Sierra 


México 

José Francisco de Barreda 
Carlos María de Bustamante 
José María Bustamante 
Luciano Castorena 

Luis Cortázar 

José Ignacio Espinosa 
Antonio de Gama y Córdova 
José Cirilo Gómez y Anaya 
Bernardo González Angulo 
José Ignacio González Caralmuro 
José Basilio Guerra 

Juan Antonio Gutiérrez 

José Hernández Chico Condarco 
Cayetano Ibarra 

Francisco María Lombardo 
Ignacio de Mora y Villamil 
Francisco Patiño y Domínguez 
José Agustín Paz 

Epigmenio de la Piedra 

Juan Rodríguez 

Felipe Sierra 


Michoacán 
Tomás Arriaga 
José María Cabrera 


* Las siglas expresan: C, centralista; FM, Federalista moderado o en favor de la soberanía 
nacional y la autonomía de las provincias; F, federalista o en favor de soberanías comparti- 
das; CF, federalista radical o en favor de la confederación. 

Fuente: David Quinlan, “Issues and Factions in the Constituent Congress”, pero introdujimos 
algunas variantes, a partir de nuestras propias lecturas de las intervenciones, opiniones y 
votos de los diputados, aunque no siempre fue posible conocer su tendencia, pues algunos 
no participaban en temas que nos permitieran conocerla. 


[312] 


José María Izazaga 
Ignacio Rayón 
Manuel Solórzano 


Nuevo León 
Servando Teresa de Mier 


Nuevo México 
José Rafael Alarid 


Oaxaca 

Demetrio del Castillo 

Francisco Estévez 

Nicolás Fernández del Campo 
Francisco de Larrazábal y Torres 
Víctor de Manero 

Vicente Manero Embides 
Joaquín de Miurá y Bustamante 
Manuel J. Robles 

José Vicente Rodríguez 


Puebla 

Mariano Barbabosa 

José Rafael Berruecos 
Alejandro Carpio 

José Mariano Castillero 
Bernardo Copca 

Miguel Wenseslao Gasca 
Juan Manuel Irrisarri 
José María Jiménez 

José María de la Llave 
Rafael Mangino 

José Mariano Marín 

Juan de Dios Moreno 
José María Pérez Dunslager 
José Vicente Robles 
Ignacio Saldívar 

José de San Martín 
Mariano Tirado Gutiérrez 


Querétaro 

Joaquín Guerra 
Manuel López de Ecala 
Félix Osores 


CF 
FM 
CF 


FM 


FM 


San Luis Potosí 


Luis Gonzága Gordoa CF 
José Guadalupe de los Reyes CF 
Tomás Vargas F 
Sonora y Sinaloa 

Juan Bautista Escalante y Peralta F 
Manuel Fernández Rojo ¿? 
Manuel Ambrosio Martínez de Vea  C 
Manuel Santiago Escobosa ¿? 
Tabasco 

José María Ruiz de la Peña ¿? 
Tamaulipas 

Pedro Paredes F 
Tejas 

Erasmo Seguín F 
Tlaxcala 

José Miguel Guridi y Alcocer Cc 
Veracruz 

Manuel Argúelles F 
José María Becerra 0 
Antonio Juille y Moreno F 
Manuel de Viya y Cosío ¿? 
Yucatán 

Joaquín Casares y Armas ¿? 
Manuel Crescencio Rejón CF 
José María Sánchez CF 
Pedro Tarrazo E F 
Fernando Valle CF 
Lorenzo de Zavala CF 
Zacatecas 

Francisco García CF 
Valentín Gómez Farías CF 
José Miguel Gordoa CF 
Santos Vélez CF 
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NOTAS 


PREFACIO 


1 Los diputados eran considerados como The Principal Men of tbe State. 
James Morier a George Canning, Jalapa, 14 de noviembre de 1824, ms., en 
Public Record Office, British Foreign Office 50 (en adelante PRO/FO5O0), 
vol. 6, ff. 94-97. 

2 The Indians he describes as downrigbt savages, who had successfully resis- 
ted every attempt to educate theml...] So give an example of their ideas of 
representation [García Cantarinesl said tbat an Indian was asked whom 
be wished should represent bim or his nation in the congress? After some 
thought, he answered The Holy Ghost”, Idem. Francisco García Cantarines 
era en ese momento párroco de Córdoba y en tiempos anteriores había 
enfrentado tensiones con los insurgentes de los Llanos de Apan y la Sierra 
Norte de Puebla, también fue electo para ir a las Cortes españolas. 

3 Keith Michael Baker afirma que si por política entendemos la actividad pro- 
pia de individuos y grupos dirigida a articular, negociar, llevar a cabo y reg- 
ular sus relaciones, entonces cultura política será el conjunto de “discursos 
y prácticas que caracterizan esa actividad en cualquier comunidad”: Keith 
Michael Baker, “Introduction”, en: The French Revolution and the Creation 
of Modern Political Culture, vol. 1, The Political Culture of tbe Old Regime, 
p. xii. 

4 Luis Villoro, “Sobre el concepto de revolución”, en: Teoría. Revista de 
filosofía, año 1, núm. 1, julio de 1993, p. 79. 

5 Judith Shklar, Men and Citizens. A Study of Rousseau 's Social Theory, p. 
168. 

6 Mariano Otero, “Examen analítico del sistema constitucional contenido en 
el proyecto presentado al Congreso por la mayoría de su comisión de con- 
stitución”, en: El siglo Diez y Nueve, núms. 357 y 362, 3 y 8 de octubre de 
1842, en Mariano Otero, Obras, vol. 1, p. 209, 

7 Para mexicanizar el Segundo Imperio, p. 37. 

8 Eric j. Hobsbawm, Nations and Nationalism Since 1780. Programme, 
Myth, Reality, p. 18. 

2 John Stuart Mill, Consideraciones sobre el gobierno representativo, p. 68. 

1% Bernard Manin (Principes de Gouvernement Representatif), presenta el 
mejor estudio sobre este tema. 
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EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


UNA PROCESIÓN 


1 Esta procesión, que servirá como metáfora explicativa, la narra José Gómez 
en su Diario curioso, pp. 77-78 [las referencias completas pueden verse en 
la bibliografíal. 

José Miranda, Las ideas y las instituciones políticas mexicanas. Primera 
parte, 1521-1820. 

3 Jean Bodin afirmaba que sólo el monarca puede legislar: “El príncipe está 
exento de la autoridad de las leyes. El propio término latino ley implica el 
mandato de quien tiene la soberanía”, Jean Bodin, Los seis libros de la repúbli- 
ca, p. 52; también Joanne Bodino, “Juris Universi Distributio”, Colonize 
Agripinze, apud Joannem Gymnicum, 1580, en Euvres philosopbiques de Jean 
Bodin, p. 73 del texto latino y 86 de la traducción francesa. 

Manuel Abad y Queipo, “Representación sobre la inmunidad personal del 
clero”, en José María Luis Mora, Obras completas, vol. 3, pp. 17-19. 
Estatutos del Ilustre y Real Colegio de Abogados de México, citados en 
María del Refugio González, “El Ilustre y Real Colegio de Abogados de 
México, ¿una corporación política?”, en: Secuencia, núm. 27, septiembre- 
diciembre de 1993, p. 5; Felipe Castro, La extinción de la artesanía gremi- 
al p. 11. 

$ Un hombre de “representación”, según el uso de la época, era quien tuviese 
las cuatro características antedichas, según el Diccionario de autoridades. 
Véase Francois-Xavier Guerra, “The Spanish American Tradition of 
Representation and its European Roots”, en: Journal of Latin American 
Studies, t. 26, núm. 1, mayo de 1980, pp. 1-35, p. 19. 

Francisco Iván Escamilla, “La representación política en la Nueva España: del 
Antiguo Régimen al advenimiento de la Nación”, ponencia presentada en las 
Jornadas históricas 1999 Ernesto Lemoine, organizadas por el Gobierno del 
Estado de Morelos, el H. Ayuntamiento de la H.H. ciudad de Cuautla y el 
Consejo del Patrimonio Histórico de Cuautla, en la Biblioteca Abraham Rivera 
de Cuautla, Morelos, el 30 de abril de 1999. Es, sin duda, el mejor trabajo 
sobre el tema de la representación en el virreinato, Agradezco al autor que 
me diera una versión ampliada de su trabajo y sus valiosos comentarios. 
Brian R. Hamnett, Raíces de la insurgencia en México, pp. 49-59. 

Véanse las estadísticas de Paulino Castañeda Delgado y Juan Marchena 
Fernández, La jerarquía de la Iglesia en las Indias, pp. 25-51. 

Manuel Abad y Queipo, “Representación a nombre de los labradores y co- 
merciantes de Valladolid de Michoacán en que se demuestran con claridad 
los gravísimos inconvenientes de que se ejecute en las Américas la real cédu- 
la de 26 de diciembre de 1804, sobre enajenación de bienes raíces y cobro de 
capitales de capellanías y obras pías para la consolidación de vales”, en José 
María Luis Mora, op. cít., vol. 3, pp. 74-99. Para Guadalajara véase Brian 
Connaughton, Ideología y sociedad en Guadalajara (1788-1853), pp. 70 y 
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17 


19 
20 


NOTAS 


ss. Acerca de la alianza entre Iglesia y colonizadores véase Jonathan 1. Israel, 
Race, Class and Politics in Colonial Mexico, 1610-1670, pp. 86-87. 

Nancy M. Farris, La Corona y el clero en el México colonial, 1579-1821, p. 16. 
Silvio Zavala y José Miranda, “Instituciones indígenas en la colonia”, en Za 
política indigenista en México. Métodos y resultados, vol. 1, pp. 56-58; 
Woodrow Borah, El Juzgado General de Indios en la Nueva España. 
Gonzalo Aguirre Beltrán, Obra antropológica Iv. Formas de gobierno indí- 
gena, pp. 28-38. 

Para el caso de Yucatán, Nancy Farris, La sociedad maya bajo el dominio 
colonial, pp. 364-371; para el centro del país, Charles Gibson, Los aztecas 
bajo el dominio español, pp. 178 y ss.; el caso de los Valles Centrales lo refiere 
William B. Taylor, “Town and Country in the Valley of Oaxaca, 1750-1812”, 
en Provinces of Early Mexico. Variants of Spanish American Regional 
Evolution, p. 79; el caso de Acolman en John Tutino, “Provincial Spaniards, 
Indian Towns, and Haciendas: Interrelated Sectors of Agrarian Society in 
the Valleys of Mexico and Toluca, 1750-1810”, en ibid., pp. 183-184. 
Gonzalo Aguirre, Op. cit., vol. 4, pp. 34, 144-145. También José Miranda, 
“Los indígenas de América en la época colonial: teorías, legislación y reali- 
dades”, en Vida colonial y albores de la independencia, pp. 43-53. 

Luis Chávez Orozco, Las instituciones democráticas de los indígenas mex- 
icanos en la época colonial, pp. 16-17; Gonzalo Aguirre, 0p. cit., vol. 4, pp. 
40-41; José Luis Alanís Boyso, Elecciones de república para los pueblos del 
corregimiento de Toluca, 1729-1811, pp. 8-13. 

“El vecindario de Españoles de la Ciudad de Tehuacán sobre permiso para 
establecer allí dos Alcaldes ordinarios y un síndico”, 1809, ms., en Archivo 
General de la Nación (en lo sucesivo AGN), ramo de Ayuntamientos, vol. 
225, exp. 5 Ísic por 7); y “Representación de la República de los indios de 
Tehuacán, oponiéndose á la solicitud de Don Francisco Montes de Oclal, 
[del] comercio, sobre Erección de Alcaldes Ordinarios”, ms., en ibid., exp. 
6 [sic por 8]. El caso de Otumba lo refiere John Tutino, “Provincial 
Spaniards...”, Op. cit., p. 185. 

“Espediente Instruido á instancia de los Naturales del Pueblo de Sta. María 
Nepopoalco, Jurisdicción de Huejotzingo, solicitando Licencia para nom- 
brar en su citado pueblo Alcalde y demás Oficiales de República”, 1806, 
ms., en AGN, Ayuntamientos, vol. 136, exp. 1. Alegaban que había número 
suficiente de indígenas y que la cabecera, Huejotzingo, quedaba muy lejos. 
Sobre Cuautla-Amilpas, véase Alicia Hernández Chávez, “La guardia 
nacional y la movilización política de los pueblos”, en Patterns of 
Contention in Mexican History, pp. 209-211. 

Diccionario de autoridades, t. 1, p. 511. 

Joaquín Escriche, Diccionario razonado de legislación civil, penal, comer- 
cial y forense, p. 63. También véanse José Miranda, Las ideas... Op. Cit., pp. 
127-133, 209. 
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27 


EN NOMBRE DE LA NACIÓN 


“Copia del Real título de Regidor Perpetuo de la Muy Noble Ciudad de 
México a favor del Príncipe de la Paz”, ms., en la Colección Lafragua de la 
Biblioteca Nacional (CL), miscelánea núm. 315. También tenía ese cargo, a 
veces honorífico, en una veintena más de cabildos de la Península y de 
América. Acerca del síndico personero, que originalmente debía ser electo 
por los vecinos, para 1809 era nombrado por el ayuntamiento: 
Ayuntamiento de la Ciudad de México [Respuesta a la Solicitud que el Sr. 
Presidente de la Audiencia de Guatemala hace para que se le comunique lo 
que aquí se acostumbra en el establecimiento de Diputados y Síndico 
Personero del Comúnl, México, 17 de julio de 1809, ms., en AGN, 
Ayuntamientos, vol. 161, exp. 4. 

Esto no significa que fueran necesariamente “representantes” de los intere- 
ses de la población de sus ciudades; según José Socorro Pinto, los capitu- 
lares de México eran indiferentes al manejo de los fondos públicos y no se 
interesaban sino por “la autoridad de sus oficios”: José Socorro Pinto al 
Virrey, México, 7 de mayo de 1802, ms., en AGN, Ayuntamientos, vol. 140, ff. 
26-30. José Miranda, Las ideas y las instituciones políticas mexicanas, pp. 
127-133; acerca de la venta de oficios y de las sutiles pero importantes difen- 
cias entre “venta” y “beneficio” consúltese María del Refugio González, 
“Venta de oficios”, en Diccionario Jurídico Mexicano, vol. 4, pp. 3225-3228. 
Mark Burkholder y Dewitt Chandlier, De la impotencia a la autoridad. La 
corona española y las audiencias en América, p. 177. Por su composición, 
el ayuntamiento se convirtió en vocero de los intereses de terratenientes, 
artesanos, mineros, burócratas, eclesiásticos y criollos aristócratas (véase 
Jochen Meissner, Eine Elite im Umbrucb, pp. 123 y ss.) 

Kishiro Ohgaki Kodama, El Ayuntamiento de la Ciudad de México (1808- 
1821). La crisis política de 1808 y el camino constitucional, p. 7; Jonathan 
L Israel, op. cit., pp. 95-97. 

“La sociedad tradicional no puede votar en el sentido moderno del térmi- 
no. Puede hacerse representar por sus autoridades sociales, si el sistema 
institucional ofrece una posibilidad para la representación de las unidades 
colectivas”: Frangois-Xavier Guerra, México: del Antiguo Régimen a la 
Revolución, vol. 1, p. 166. 

“El término función' se refiere, en forma genérica, a todo tipo de actividad 
que se considera propia de un estamento. Empleado con mayor amplitud 
designa actividades, O derechos y obligaciones específicos de un grupo” 
(Reinhard Bendix, Estado nacional y ciudadanía, p. 79). Bendix distingue 
entre la representación funcional —hecha a partir de las corporaciones y 
estamentos— de la plebiscitaria —hecha por la elección de los ciudadanos 
de una nación— (p. 95). 

Acerca del renacimiento de los estudios sobre las instituciones medievales 
y la idealización de las Cortes por los intelectuales del siglo XVIII: Richard 
Herr, España y la revolución del siglo xvi, pp. 284-289. 
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29 


30 


NOTAS 


Sebastián de Cobarruvias Orozco, Tesoro de la lengua castellana o españo- 
la, p. 905. Al respecto véase el ensayo de Hanna Fenichel Pitkin, El con- 
cepto de representación, pp. 2 y 3. 

Ley 1, título x, segunda Partida, en Juan N. Rodríguez de San Miguel, 
Pandectas bispano-mexicanas, t. 1, p. 587. 

Diccionario de autoridades, vol. 3, p. 292. Además de diputados a Cortes, 
que nunca enviaron los ayuntamientos americanos hasta el siglo XIX, estas 
corporaciones tenían procuradores ante el monarca, con instrucciones y un 
mandato imperativo, parecido al de los diputados a Cortes; véase más ade- 
lante el carácter tradicional de este tipo de representantes. 


31 J. Escriche, op. cit., p. 204. 
32 Jochen Meissner hace notar que las representaciones del Ayuntamiento de 


3 


34 


35 


México se hacían en nombre de todo el reino, y cómo aumentaron sensi- 
blemente tras las primeras medidas reformistas del siglo xv (op. cit., pp. 
201 y ss.), y “De la representación del reino a la Independencia. La lucha 
constitucional de la élite capitalina de México entre 1761 y 1821”, en 
Historia y grafía, núm. 6, 1996, p. 26. 

Recopilación de leyes de los reynos de Indias, 2, VII, IV. Sin embargo, 
durante el siglo XvI hubo algunas reuniones de procuradores de ciudades 
en Nueva España, pero nunca Cortes. Además, esas reuniones no volvieron 
a repetirse en los siguientes dos siglos (José Miranda, Las ideas y las insti- 
tuciones políticas mexicanas, pp. 135-140). 

Luis González Antón, Las cortes en la España del Antiguo Régimen, pp. 
160, 322-326. 

“De los estados ó córtes de Castilla”, en Diario de México, vol. xn, 1569, pp. 65- 
68. Se trata de un epítome de Le Pipre, Intenciones [instituciones] morales, 
civiles y militares, Amberes, 1652, cap. 6. Luis González Antón, op. cil. 


36 Juan N. Rodríguez de San Miguel, op. cit., t. L, p. 633. 


37 


38 


39 


40 


“Omnis anima potestatibus sublimioribus subdita sit: Non est enim potestas 
nisi a Deo: que autem sunt, a Deo ordinatee sunt. Itaque qui resistit potes- 
tati, Dei ordinationi resistit. Qui autem resistunt, ipsi sibi damnationem 
acquirunt: Nam principes non sunt timori boni operis, sed mali [...]”, Paulo 
ad Romanos, XIII, 1-3, Biblia Sacra. Vulgatee editionis, Lugduni [Lyon, 
Francial, Typographia Petri Bruyset, MDCCXXVIL. 

Ley 4, título 11 y ley 2 título x de la segunda Partida, en Juan N. Rodríguez 
de San Miguel, op. cit., t. 1, pp. 573, 587 y 588. 

Ley 2, título 1, primera Partida, en ibid., t. 1, p. 631. Según Francisco Suárez 
S.J.: Lex ergo naturalis propia, quee ad moralem doctrimam, et Theologia 
pertinet, est illa, quoe humane menti insidet ad discernedum honestum á 
turpi”, en Tratado de las leyes y de Dios legislador, en diez libros, libro 1, 
vol. 1, p. 16. 

“Vicarios de Dios son los Reyes, cada vno en su Reyno, puestos sobre las 
gentes, para mantenerlas en justicia, en verdad, quanto en lo temporal, bien 
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assi como el Emperador en su Imperio”: Ley 5 de la segunda Partida, en 

Juan N. Rodríguez de San Miguel, op. cit., t. 1, p. 569. Las Partidas fueron 

consideradas en el Nuevo Mundo como doctrinarias; véase Luis Redonet y 

López-Dóriga y Alfonso García Gallo, VII Centenario de las Partidas del 

Rey Sabio. 

Ley 10, título 1, segunda Partida, en Juan N. Rodríguez de San Miguel, op. 

cit., t. 1, pp. 569 y 570. 

22 Op. cit., libro vi, vol. Iv, p. 600, 

“Talis potestatis, S ipsus communitaris, in qua residet, sed ipsa communitas 

coalescit, medio consensu, € voluntate singulorum”, Francisco Suárez S.J., 

op. cit., libro 111, vol. 2, p. 198. 

Guillém de la Carrera, La estrecha amistad que profesamos (c. 1640), citado 

por Ricardo García Cárcel, “Cataluña en la monarquía de los Absburgos [sicd”, 

en Governare il mondo. L'Imperio espagnolo dal xv al XIx secolo, p. 105. 

“[...] quia nulla familia potest in se habere omnia ministeria £ omnes artes 

necessarias ad vitam humana” (ibidem). Véase también Aristóteles, La 

Política, libro primero, cap. 1, en Ética nicomáquea. Política, pp. 158 y 159. 

46 José Bravo Ugarte, Historia de México, t. 3, vol. 1, p. 15. También, M. Vic- 

toria López-Cordón Cortezo, “La organización del poder en España (siglos 

XVIXIX)”, en Governare il mondo, p. 22. 

Fernando Navarro y Noriega, “Memoria sobre la población del reino de 

Nueva España”, Catálogo de los curatos y misiones y Memoria sobre la 

población de Nueva España, pp. 55-96. Los datos de población de Estados 

Unidos en George B. Tindall y David E. Shi, America. A narrative history, 

p. A39. 

Alexander von Humboldt, Ensayo político sobre el reino de la Nueva 

España, p. 51. 

Ibid. Fernando Navarro y Noriega afirma que 3'676,281 habitantes del 

reino eran indígenas. 

50 Sobre estos fenómenos en la Cuenca Atlántica, véase Jacques Godechot, 

Las revoluciones, pp. 197-198. 

William B. Taylor, “Banditry and Insurrection: Rural Unrest in Central 

Jalisco, 1790-1816”, en Riot, Rebellion and Revolution, pp. 225 y ss. 

52 Las regiones más estudiadas son la de Guadalajara y el Bajío, para éste últi- 
mo véase David Brading, Haciendas y ranchos del Bajío. León 1700-1860, 
para el hinterland de Guadalajara: Eric van Young, La ciudad y el campo en 
el México del siglo Xvm. La economía rural de la región de Guadalajara, 
1675-1820, y del mismo autor “Hinterland y mercado urbano: el caso de 
Guadalajara y su región”, “Sectores medios rurales en el México de los bor- 
bones: el campo de Guadalajara en el siglo xvm”, en La crisis del orden 
colonial. Estructura agraria y rebeliones populares de la Nueva España, 
1750-1821, pp. 199-245 y 247-272; John Tutino, From Insurrection to 
Revolution in Mexico. Social Bases of Agrarian Violence, 1750-1940. Para 
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la región de San Luis Potosí, véase Jan Bazant, Cinco haciendas mexicanas. 
Tres siglos de vida rural en San Luis Potosí (1600-1910). 

Guy Hermet, Las fronteras de la democracia, pp. 29-38, Barrington Moore, 
Los orígenes sociales de la dictadura y de la democracia, pp. 8-9. 
Marcello Carmagnani, “La libertad, el poder y el Estado antes de la 
Revolución”, en El águila bifronte. Poder y liberalismo en México, pp. 223- 
242. Mercedes de Vega, “La opción federalista en Zacatecas, 1820-1835”, en 
Cincuenta años de historia de México, vol. 2, pp. 243-244. 

David Brading, Orbe indiano, pp. 505-506. 

Roberto Moreno, “Actitudes españolas ante la independencia de los Estados 
Unidos”, en Cardinales de dos independencias, pp. 37-42. 

Cfr. los problemas entre el ejército y los cabildos en Christon Irving Archer, 
The Army in Bourbon Mexico, 1760-1810, pp. 136-167, Acerca de la reor- 
denación del imperio británico y la revolución norteamericana, véase J. A. 
G. Pocock, “Las críticas extremistas al orden radical (1688-1789), en 
Orígenes del Radicalismo Angloamericano, pp. 11-43. 

Felipe Castro Gutiérrez, “Del paternalismo autoritario al autoritarismo buro- 
crático: Los éxitos y fracasos de José de Gálvez (1764-1767)”, en Mexico in the 
Age of Democratic Revolutions, 1750-1850, pp. 21-33. El éxito en recuper- 
ar las Audiencias véase en Mark A. Burkholder y Dewitt S. Chandler, op. cit. 
David Brading, Mineros y comerciantes en el México borbónico, pp. 55-132, 
“Título de gobernador intendente de provincia, del reino de Nueva Vizcaya, 
Durango, para Felipe Díaz de Ortega, 1785”, en Ricardo Rees Jones, El 
despotismo ilustrado y los intendentes en Nueva España, pp. 217-218. 
Sobre esta institución véase Horst Pietschmann, Las reformas borbónicas y 
el sistema de intendencias en Nueva España. Recientemente, los estudios 
regionales han mostrado el limitado alcance reformista de las intendencias: 
Ignacio del Río, La aplicación regional de las Reformas Borbónicas en 
Nueva España. Sonora y Sinaloa, y Alma Margarita Carvalho, La Ilustración 
del Despotismo en Chiapas. 

El comentario de Aranda lo refiere Horst Pietschmann, “Protoliberalismo, 
reformas borbónicas y revolución: Nueva España en el último tercio del 
siglo XVIIT”, en Interpretaciones del siglo XVI, pp. 31 y 32. 

Cfr. Francisco López Cámara, La génesis de la conciencia liberal en México. 
“Representación que hizo la Ciudad de México al rey Don Cárlos Ml en 1771 
sobre que los criollos deben ser preferidos á los europeos en la distribucion 
de empleos y beneficios de estos reinos”, en Juan E. Hernández y Dávalos, 
Colección de documentos para la bistoria de la guerra de Independencia 
de México de 1808 a 1821, vol. 1, doc. núm. 195, pp. 427-455, la cita es de 
la p. 441. Por derechos entendemos aquellos comunes a todos los hombres, 
en cambio los privilegios son patrimonio de algunos. 

Mark A. Burkholder y Dewitt S. Chandler, op. cit., p. 162. También en 
Europa, el despotismo generó descontento entre los “cuerpos constituidos” 
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que, merced a las políticas ilustradas y centralizadoras, habían visto men- 
guada la representación de sus intereses; Jacques Godechot, op. cít., p. 202. 
Felipe Castro, “Del paternalismo...” y del mismo autor, “Los límites de la 
modernidad: la razón ilustrada y los indios de México”, en L'ordinaire 
Latino Americain, 159, sep-oct., 1995, pp. 23-32. 

Reinhari Koselleck, Crítica y crisis del mundo burgués, p. 27. 

Véase supra, citado en la nota 10, André Jardin, Historia del liberalismo 
político, p. 48. 

Paul Hazard, La pensée européene au XVI éme siécle, de Montesquieu a 
Lessing, pp. 177-178 y Pierre Manent, Historia del pensamiento liberal. 
Acerca de la igualdad natural de los hombres como punto de partida para 
el desarrollo de la burguesía y del capitalismo, véase Wilhelm Dilthey, 
Obras de Wilbelm Diltbey. vol. UL, Hombre y mundo en los siglos XVI y XVH 
y José Luis Romero, Estudio de la mentalidad burguesa. 

Paul Hazard, véase p. 324. 

Bernabé Navarro, La introducción de la filosofia moderna en México. 
Acerca de las lecturas heterodoxas que hay desde el siglo XVII, véase 
Monelisa-Lina Pérez Marchand, Dos etapas ideológicas del siglo xvi en 
México, a través de los papeles de la Inquisición, pp. 59, 60, 85, 107, 108, 
passim. Obras de autores ingleses, como William Spence Robertson y Adam 
Smith, también se leían en versiones francesas. 

1bid., pp. 113-117. 

Citado por Roberto Moreno, Un eclesiástico criollo frente al estado Borbón, 
Discurso, p. 55. En su respuesta al discurso, Edmundo O'Gorman señaló el 
aspecto verdaderamente subversivo no de las ideas de Alzate, sino de su 
actitud; Edmundo O'Gorman, “Respuesta”, en ibid., pp. 74-99, 

Francisco Xavier Alegre, “Principio de la autoridad”, en Humanistas del 
siglo XVII, pp. 43-54. 

Richard Morse, El espejo de Próspero, p. 102. No obstante, hay que hacer 
notar que en Sudamérica —a diferencia de Nueva España— algunos de los 
miembros de la intelligentsia criolla mantenían contacto con intelectuales 
europeos y norteamericanos. La publicación de los Derechos del hombre en 
Nueva Granada a principios del siglo XIX es síntoma de una mayor apertu- 
ra en aquellas regiones. 

Reinhart Koselleck, op. cit., pp. 136 y 137. 

Monelisa Lina Pérez-Marchand (Cop. cit., p. 59) localizó una Constitución 
masónica en Nueva España, aunque no parece tener relación con alguna 
logia en este país: The New Book of Constitutions of the Most Ancient and 
Honorable Fraternity of Free and Accepted Masons. 

Jacques Godechot, op. cit., p. 195. 

Luis Villoro, El proceso ideológico, pp. 22-41. 

Brian R. Hamnett, “Absolutismo ilustrado y crisis multidimensional en el perio- 
do colonial tardío, 1760-1808”, en Interpretaciones del siglo xvi, pp. 67-108. 
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David A. Brading, “Gobierno y élite en el México colonial durante el siglo 
xvm”, en Historia mexicana, vol. 23, núm. 4, 1974, pp. 611-645. 

Brian R. Hamnett, “Absolutismo ilustrado...”, p. 67-86; véase también el 
trabajo de John Tutino, Creole Mexico. Spanish Elites, Haciendas, and 
Indians Towns, 1750-1810. 

Para el Bajío véase David Brading, Haciendas y ranchos, para Guadalajara, 
Connaughton, op. cit., y Jaime Olveda, La oligarquía de Guadalajara, pp. 
141 y ss; para Zacatecas, Mercedes de Vega, op. cit. 

Eric Van Young, “Sectores medios rurales en el México de los Borbones: el 
campo de Guadalajara en el siglo Xvnr”, en La crisis del orden colonial, pp. 
247-272. Acerca del ascenso de la burguesía en Europa y Norteamérica, 
véase Jacques Godechot, op. cit., pp. 195-196. El mismo autor señala que 
fue en regiones con importantes sectores medios donde mayor éxito tuvo 
la movilización durante “las revoluciones atlánticas”, mientras que en aque- 
llas con fuerte presencia estamental y feudal casi no fue posible, (ibid., pp. 
198-199). 

La situación por la que pasaban los abogados que vivían de su oficio no era 
muy buena, según Carlos María de Bustamante, su estado era “lastimoso” 
(Carlos María de Bustamante, “El lastimoso estado de los abogados” les una 
representación al rey, del 1 de septiembre de 1807), en El ocaso novobis- 
pano, pp. 257-267). Este autor achacaba su malestar al elevado número de 
abogados, sin embargo, exageraba, los abogados que ejercían en la 
Audiencia de México hacia 1788 no pasaban de 225; en 1805 el número era 
de 205 (Lista de los abogados del Ilustre Colegio de México, impreso s. p. i., 
y un informe del número de abogados del mismo Colegio, ms., en AGN, 
Escribanos, vol. 22, exp. 10, ff. 254-276. Agradezco a la doctora María del 
Refugio González, quien me facilitó fotocopias de estos documentos). 
Estaban enlistados, aunque no todos ejercían, 282 abogados en la Lista de 
los individuos matriculados en el Ilustre y Nacional Colegio de Abogados 
de México (México, Impreso por Ignacio Cumplido, 1837). Si, en efecto, el 
malestar de los abogados se debía al excesivo número de practicantes, 
éstos eran los que ejercían sin título, quienes constituían una seria compe- 
tencia; véase Andrés Lira González, “Abogados, tinterillos y huizacheros en 
el México del siglo XIX”, en Memoria del III Congreso de Historia del Dere- 
cho Mexicano, pp. 375-392. 

Torcuato S. di Tella, Política nacional y popular en México, pp. 87 y ss.; 
Fernando Escalante, Ciudadanos imaginarios, pp. 109-110. 

Brian R. Hamnett propone tomar en cuenta las diferencias regionales y ocu- 
pacionales dada la heterogeneidad de estos dos grupos, la burguesía 
provincial y las clases trabajadoras; véase Brian R. Hamnett, Raíces de la 
insurgencia en México, pp. 37-39. 

John Lynch, Caudillos en Hispanoamérica, cap. 1. 
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Brian R. Hamnett, La política española en una época revolucionaria, pp. 
31 y ss. 

También en Nueva España ocurrían estos cambios en la opinión. Los ser- 
mones condenarían y aplaudirían en distintos momentos los acontecimien- 
tos franceses. Al final sólo hubo repulsión para el Imperio napoleónico; 
véase Carlos Herrejón Peredo, “La Revolución Francesa en sermones y 
otros testimonios de México, 1791-1823”, en La Revolución Francesa en 
México, pp. 97-110. 

Fernando Díaz Plaja, Fernando VI, p. 54. En su decreto del 4 de mayo de 
1814, Fernando admitió que ordenó al Consejo de Castilla “y en su defecto a 
qualquiera Chancillería Ó Audiencia que se hallase en libertad, para que se 
convocasen las Cortes” (Decreto, Valencia, s. p. i., 4de mayo de 1814, 8 pp. s. 
n., impreso en AGN, Reales Cédulas Originales, vol. 210, exp. 75, ff. 82-85.) 
Véanse estos argumentos en “Manifiesto Ó Declaración de los principales 
hechos que han motivado la creación de esta junta Suprema de Sevilla”, en 
Diario de México, IX, 1077 y 1078, 12 y 13 de septiembre, 1808. 

Miguel Artola, La burguesía revolucionaria, pp. 13 y 14. 

Brian R. Hamnett, La política española, pp. 63-66. 

Juan López Cancelada, Verdad sabida y buena fé guardada, Cádiz, 
Imprenta de D. Manuel Santiago de Quintana, 1811, pp. xvi-xix. 

Carta del Ayuntamiento de Campeche al presidente y Audiencia de México, 
Campeche, 7 de julio de 1808, titulada “Llega a Campeche la Gaceta de 
Madrid”, en Guadalupe Nava Oteo, Cabildos y Ayuntamientos de la Nueva 
España en 1808, pp. 83-85. 

En el juicio de residencia que se siguió a Iturrigaray, se demostró defrau- 
dación a las arcas reales y otros hechos de corrupción (Lucas Alamán, 
Historia de Méjico, vol. 1, p. 47, y “Extracto de la sentencia pronunciada por 
el Consejo de Indias contra el virrey Dn. José de Iturrigaray”, en ibid., 
apéndice, documento 13, pp. 45-47.) 

Hay varios estudios completos que abarcan, desde las propuestas del cabil- 
do de México hasta el golpe de mano del 15 de septiembre: Lucas Alamán, 
op. cit., vol. 1, Caps. !I-VI; Enrique Lafuente Ferrari, El virrey Iturrigaray y 
los orígenes de la independencia de Méjico, y, especialmente, Luis Villoro, 
El proceso ideológico de la revolución de independencia, cap. 11. Véase el 
punto de vista de Cancelada (op. cit.) una defensa de Iturrigaray, en 
Servando Teresa de Mier, Historia de la revolución de Nueva España, vol. 
1, Caps. I-VI. La relación más puntual de los hechos está en Virginia Guedea, 
Criollos y peninsulares. Dos puntos de vista sobre lo español (que incluye 
todos los documentos pertinentes en los anexos). 

“Testimonio del acta de la sesión celebrada por el Ayuntamiento de México, 
el 19 de julio de 1808, en la cual acuerda pedir que se tengan por nulas las 
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abdicaciones de los monarcas españoles, que se desconozca á todo fun- 
cionario que venga nombrado de España, que el virrey gobierne por la 
comisión del mismo Ayuntamiento, etc.”, en Genaro García, Documentos 
históricos mexicanos, vol. 2, doc. núm, 3, pp. 15-34. Nótese que los funda- 
mentos de las propuestas del ayuntamiento no eran sino la vieja legislación 
española y la neoescolástica. 

Iván Escamilla, op. cit, 

Es la conclusión de Enrique Lafuente Ferrari Cop. cit., p. 102). Virginia 
Guedea rebatió esa tesis en Criollos y peninsulares (pp. 45 y ss.); sin embar- 
go, notables historiadores del periodo han seguido insistiendo en que la 
propuesta criolla era reconocer que la soberanía recaía en el reino o en el 
país, cfr. Ernesto Lemoine, Morelos y la revolución de 1810, p. 137 y 
Ernesto de la Torre, La independencia de México, p. 79. 

Nicola Matteuci diferencia entre la “sociedad por capas” en la que el sober- 
ano es quien está sobre todas ellas y el Estado moderno, compuesto por 
ciudadanos cuya voluntad general es la soberana (Nicola Mateucci, 
“Soberanía”, en Diccionario de Política, vol. 2, pp. 1534-1539). Una de las 
primeras obras que elevan al pueblo a la soberanía y eliminan las “capas” 
es la de Emmanuel J. Sieyes, ¿Qué es el Tercer Estado? en la que pasa de 
ser una parte subordinada para ser “todo”. 

Citado por Cancelada, op. cit., pp. lix-Ix. Los representantes hispalenses, 
Juan de Jabat y Manuel Jáuregui se entendieron muy bien con los oidores, 
especialmente con el subdecano Guillermo de Aguirre, y colaborarían con 
ese organismo; Timothy E. Anna, The Fall of the Royal Government in 
Mexico City, pp. 49-54. 

Versión revisada por Verdad, de su discurso del 9 de agosto de 1808, en 
Hugh M. Hamill Jr., “Un discurso formado con angustia”, en Historia mexí- 
cana, 28, núm. 3, jul-sept., 1979, pp. 439-474. “Relación formada por la 
Audiencia, de las ocurrencias habidas en las juntas generales promovidas 
por el Sr. Iturrigaray”, en Juan E. Hernández y Dávalos, Colección de docu- 
mentos para la bistoria de la guerra de independencia, vol. 1, doc. núm. 
248, p. 618; Lucas Alamán, op. cit., vol. 1, p. 134. 

Entendida la nación como sinónimo del reino; “Representación de la 
Ciudad de México, 5 de agosto de 1808”, reproducida en Servando Teresa 
de Mier, op. cit., vol. 1, pp. 41-44. 

“Representación del Ayuntamiento de México al virrey, 5 de agosto de 
1808”, en Enrique Lafuente Ferrari, op. cit., pp. 390-393. 

“Representación de la Ciudad de México”, 19 de julio de 1808, op. cit., p. 27. 
“Voto consultivo del Real Acuerdo sobre la primera Representación del 
Ayuntamiento de México”, 21 de agosto de 1808, en Genaro García, op. cit., 
vol. 2, doc. 6, p. 38. 

“Representación de la Ciudad de México”, 3 de agosto de 1808, en 
Servando Teresa de Mier, Op. cit., vol. 1, p. 6. También se reproduce como 
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“Exposición dirigida al virrey Iturrigaray por el Ayuntamiento de Méjico, el 
3 de agosto de 1808”, en Enrique Lafuente Ferrari, op. cit., pp. 383-390. 
Jochen Meissner, “De la representación del reino”, p. 14. 

Jacobo de Villaurrutia, “Exposición sobre la facultad, necesidad y utilidad 
de convocar una diputación de representantes del reino de Nueva España 
para explicar y fundar el voto que di en la Junta jeneral presidida por el 
Exmo. Sor. Virrey Don José de Iturrigaray en el Real Palacio de Méjico en 
los días 31 de agosto, 12 y 10 de septiembre de 1808”, en Genaro García, op. 
cit,, vol. 2, doc. núm. 169, pp. 169-182. 

Ibid., p. 181. 

Ernesto de la Torre, La Constitución de Apatzingán y los creadores del 
Estado mexicano, pp. 30-31. Reproduce la “Representación de Talamantes” 
en las pp. 112-151. En las próximas citas remito a esta edición. El manu- 
scrito original —Congreso nacional del reino de Nueva España— está en 
AGN, Historia, vol. 586, exp. 1, ff. 202-225. Acerca del pensamiento de este 
mercedario véase José Miranda, Las ideas y las instituciones políticas mex- 
icanas, pp. 297-300, 

“Representación de Talamantes” en la edición de Ernesto de la Torre, op. 
cit., pp. 117 y 118. 

Comentario a la “Proclama del virey Iturrigaray sobre el resultado de la 
junta á que se refiere el anterior documento”, en Juan E. Hernández y 
Dávalos, op. cit., vol. 1, doc. 215, p. 518. 

Jaime E. Rodríguez O., “From Royal Subject to Republican Citizen: The Role 
of the Autonomist in the Independence of Mexico”, en The Independence 
of Mexico and the Creation of the New Nation, pp. 19-43. 

Talamantes, “Representación”, en Ernesto de la Torre, op. cit., pp. 120-121, 
127 y 131. 

Ibid., p. 138. 

Citado en la nota 16. 

Virginia Guedea, Criollos y peninsulares, p. 80 n. 

Cancelada, op. cif., pp. Xxi-Xxii. 

Discursos leídos en el cabildo que celebró el ecsmo. Ayuntamiento de 
México el día 16 de setiembre del presente año, por el alcalde primero Juan 
Nepomuceno Batres, y el síndico segundo Juan Francisco Azcárate, 
México, Imprenta a cargo de Mariano Rivera, 1827, pp. 6, CL, 4. 

Academia Nacional de Derecho Español de México, Solemne acción de 
gracias que la Academia de Derecho Español, público y privado de la cap- 
ital de México da al Supremo Congreso de las Córtes generales y extraor- 
dinarias, por haber dictado la Constitución política de la Monarquía 
española, Celebrada el día 15 de marzo de 1813. En el Aula mayor del 
colegio más antiguo de San Pedro, San Pablo y San Ildefonso, México, 
Imprenta de Doña María Fernández de Jáuregui, 1814, pp. 31-40, en Sutro 
Library, Mexican Pamphlet Collection (en adelante SL). 


[326] 


36 


37 


39 


40 


41 


42 


43 


44 


NOTAS 


Carta de varios individuos al Virrey de Nueva España, San Miguel el 
Grande, 5 de agosto de 1808, “De los vecinos de San Miguel el Grande”, en 
Guadalupe Nava Oteo, op. cit., pp. 103-105; El Ayuntamiento de 
Guanajuato al Virrey de Nueva España, Guanajuato, 19 de agosto de 1808, 
“Ofertas y demostraciones de lealtad de la ciudad de Guanajuato”, en ibid., 
pp. 113-115. Véase también el caso de Guadalajara en las pp. 119-122. 
José Bellosín y Fresnada al Virrey de Nueva España, San Miguel, 25 de agos- 
to de 1808, “Por estar extinguido el Ayuntamiento de esta Villa”, en 
Guadalupe Nava Oteo, 0p. cif. pp. 119-120; Carta al Virrey de Nueva 
España [No dice quien la envíal, Mérida, 30 de julio de 1808, “La goleta 
Nuestra Señora de la Paz”, en ibid., pp. 99-100. 

Ayuntamiento de Sombrerete al Virrey de Nueva España, Sombrerete, 27 de 
agosto de 1808, “Sombrerete”, en ibid., pp. 79-82. 

Ibid., pp. 78-79, 85-86, 94-95, 101-103 y 135. Servando Teresa de Mier 
refiere en varias ocasiones el concurso de gente que estaba al pendiente de 
la actuación del Ayuntamiento Cop. cit., vol. 1, p. 10 y passim.) También, con 
otra intención, Cancelada, op. cit., passim. 

El Ayuntamiento de Monterrey al Virrey de Nueva España, Monterrey, 22 de 
agosto de 1808, “Ofertas y demostraciones de fidelidad de la ciudad de 
Monterrey”, en Guadalupe Nava Oteo, op. cit., pp. 60-61. El teniente encar- 
gado de la intendencia de Veracruz al Virrey de Nueva España [Veracruz], 9 
de agosto de 1808, “Número 38. Sobre que en Veracruz no se impriman ni 
den al público noticias de papeletas ni cartas particulares”, en ibid., p. 97. 
Manuel Ignacio, obispo de Puebla, al Virrey de Nueva España, Puebla, 24 
de julio de 1808, “Docilidad, celo y patriotismo de los vecinos de Puebla”, 
en ibid., pp. 133-134; Ernesto Lemoine, Morelos y la revolución de 1810, p. 
138; José García Quiñones al Virrey de Nueva España, Puebla, 27 de julio 
de 1808, “El vulgo creyendo hallarnos sin padre”, Guadalupe Nava Oteo, 
op. cit., pp. 135-137. 

“El consulado de México pide al virrey Iturrigaray dicte alguna providencia 
contra pasquines”, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 1, doc. 
núm. 212, p. 511. 

Mercedes de Vega, Los dilemas de la organización autónoma. Zacatecas 
1808-1835, p. 97. 

La gestión de Garibay empezó con algunos cambios “populares”: se sus- 
pendió la Consolidación de Vales Reales, se redujeron impuestos y se 
tomaron otras medidas que satisfacían los intereses del grupo golpista. 
También se reconoció la autoridad de la Junta de Sevilla, cuyos dos envia- 
dos, Manuel Jáuregui y Juan Javat, tuvieron una importante participación en 
el aprisionamiento de Iturrigaray. El reconocimiento convertía a la Junta 
hispalense en representante del rey en Nueva España (Gazeta de México, 
México, 17 de septiembre de 1808); Timothy E. Anna, op. cit., p. 54; Virginia 
Guedea, “El pueblo de México y la política capitalina, 1808 y 1812”, en: 
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Mexican Studies/Estudios Mexicanos, vol. 10, núm. 1, invierno de 1994, pp. 
27-61. Júirgen Habermas, Historia y crítica de la opinión pública. La trans- 
formación estructural de la vida pública. 

Miguel Artola, op. cit., p. 15. Algunas de estas proposiciones se conocieron 
en México, como el “Manifiesto de la Junta de Valencia”, 3 de agosto de 
1808, en Diario de México, X, 1234, 16 de febrero de 1809. 

Oficio de la Junta Central Suprema de España e Indias, Madrid, 7 de octubre 
de 1808, en AGN, Reales cédulas originales, vol, 200, ff. 170-171. 

Bando de Pedro de Garibay, México, 30 de noviembre de 1808, en AGN, 
Historia, vol. 416, f. 2. Las noticias del juramento en toda Nueva España a 
la Junta están en AGN, Historia, vol. 416, ff. 1-174 (véase un conflicto entre 
criollos y gachupines a la sazón del juramento en Toluca en AGN, 
Infidencias, vol. 4, ff. 151-158). 

Decreto de la Junta Central, Sevilla, 22 de enero de 1809, ms., en AGN, 
Reales cédulas originales, vol. 201, núm. 13, f. 31. Sobre las Cortes de 
Bayona y la representación americana, véase Francois-Xavier Guerra, 
Modernidad e independencias, p. 184. 

Bernard Manin (Principes de Gouvernement Representatif) da gran impor- 
tancia al sorteo en la tradición republicana, pues efectivamente hacía que 
literalmente cualquiera pudiera ser representante (aunque se podían hacer 
fraudes, como veremos). Para el caso mexicano, José Antonio Aguilar 
Rivera afirma que esta práctica emparenta al antiguo régimen español y 
novohispano con la experiencia reciente de Venecia, a la cual califica de 
democrática, aunque esto es difícil de probar, entre otras cosas, porque la 
república véneta era oligárquica (“La nación en ausencia: primeras formas 
de representación en México”, Política y gobierno, vol. v, núm. 2, segundo 
semestre de 1998, pp. 427 y ss. La cita en la p. 431). 

Las solicitudes de los Ayuntamientos en AGN, Historia, vol. 416, ff. 32-47, 
Sobre el caso de Querétaro, “Representacion sobre que la ciudad de 
Querétaro debe nombrar Diputado para la suerte del que ha de ser en la 
Junta Central. Echa [sic] por el Sor. Corregidor de ella El Licenciado Dn. 
Miguel Domínguez”, Querétaro, 9 de mayo de 1809, en Juan E. Hernández 
y Dávalos, op. cit., vol. 1, doc. núm. 263, pp. 686-689. 

México, Puebla, Veracruz, Guadalajara, Valladolid, Guanajuato, Oaxaca, 
Zacatecas, Mérida, Tlaxcala, Querétaro, Durango y Arizpe. 

Todas las relaciones de las elecciones están en AGN, Historia, vol. 418. 
Sobre Puebla, ff. 45-46. 

Todo el expediente sobre Valladolid en AGN, Historia, vol. 418, ff. 124-130. 
La disputa entre de Huarte y Aguilera, f. 130. 

Ibid., ff. 192-193. Los papeles de “El Público” en ibid., ff. 193 y siguientes. 
Acerca de la formación de la elite y el Ayuntamiento vallisoletano en 1809, 
véase Carlos Juárez Nieto, “Ayuntamiento y oligarquía en Valladolid de 
Michoacán (1808-1824)”, en El poder y el dinero. Grupos y regiones mexi- 
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canos en el siglo xIx, pp. 55-57. Juárez recuerda la postura criollista de 
Huarte, pero por desgracia no comenta la de sus opositores ni los demás 
problemas suscitados a partir de la elección. 

AGN, Historia, vol. 418, exp. 4, ff. 1-2. Lucas Alamán, op. cit,, I, p. 308. 
Pedro Henríquez Ureña, “Miguel de Lardizábal y Uribe. Político” en la 
Antología del Centenario, volumen I1, pp. 848-849. Francisco de Paula de 
Arrangóiz dice: “el cuatro de Octubre se hizo la elección del indivíduo que 
en la Junta Central había de representar á Nueva España: recayó en Don 
Miguel de Lardizábal, natural de Tlaxcala, desconocido en el Reino, por 
haber ido muy niño a España” —el subrayado es mío— (Méjico desde 
1808 basta 1867, t. 1, p. 66). También el Diario de México, x1, 1466, 6 de 
octubre de 1809 reconocía que “los señores Lardizábales”, aunque ilustres, 
eran poco menos que desconocidos en Nueva España. 

Según el criollo Baquijano, los triunfadores del golpe del 15 de septiembre 
concedieron a los peninsulares “gracias, ascensos, distinciones y premios”, 
véase su “Dictamen de don José Baquijano y Carrillo, conde de Vistaflorida al 
duque de San Carlos, secretario de Estado, acerca de la independencia 
americana”, Madrid, 31 de mayo de 1814, en Emesto de la Torre, op. cit., p. 171. 
Las instrucciones en AGN, Historia, vol. 417, ff. 179-196. Los acuses de reci- 
bo en AGN, Reales cédulas originales, vol. 202, ff. 395-396. 

Federico Suárez, El proceso de convocatoria a Cortes (1808-1810), pp. 27-33. 
Gaspar Melchor de Jovellanos, “Consulta sobre la convocación de las 
Cortes por estamentos”, Sevilla, 21 de mayo de 1809, en Gaspar Melchor de 
Jovellanos, Escritos políticos y filosóficos, pp. 169-177. 

Real Decreto de S. M. dirigido al virrey de Nueva España, Sevilla, 22 de 
mayo de 1809, ms., en AGN, Reales cédulas originales, vol. 201, núm. 113, 
ff. 177 y 177bis. Se publicó en el Diario de México, X1, 1416, 23 de marzo 
de 1810. 

La Junta Suprema del Reyno a la Nación española, Sevilla, s. p. i. [28 de 
octubre de 1809], p. 1, en AGN, Reales cédulas originales, vol. 201, núm. 
298, ff. 396-402. 

Junta Central, Instrucción que deberá observarse para la elección de 
diputados de Córtes, Sevilla, Imprenta Real, 1810, 17 pp., en AGN, Reales 
cédulas originales, vol. 202, núm. 14, ff. 23-32. 

Junta Central, Aviso, Sevilla, s. p. i., 1810 [1 de enero de 1810], 1 p., en AGN, 
Reales cédulas originales, vol. 202, núm. 14, f. 33. 

Brian R. Hamnett, La política española en una época revolucionaria, pp. 
73-74. 

José María Queipo de Llano, conde de Toreno, Historia del levantamiento, 
guerra y revolución de España, p. 284. 

El decreto e instrucción está citado en la nota 63. Sobre las elecciones en la 
península e islas adyacentes véase Pilar Chávarri Sidera, Las elecciones de 
diputados a las Cortes generales y extraordinarias (1810-1813), pp. 1-90. 
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68 Real Decreto, Isla de León, s. p. i., 1810, 8 pp. [14 de febrero de 1810], en AGN, 
Reales cédulas originales, vol. 202, exp. 71, ff. 129-132v. Servando Teresa de 
Mier, op. cit., vol. 1, p. 265; Marie Laure Rieu-Millan, Los diputados ameri- 
canos en las Cortes de Cádiz (igualdad o independencia), pp. 2-3 y 10. 

6 Marie Laure Rieu-Millan, op. cif., pp. 10-11. 

7% La Real Audiencia de esta capital Gobernadora del Reyno de Nueva España, 
s. p. i., México, 16 de mayo de 1810, en la Biblioteca del Centro de Estudios 
de Historia de México, Fundación Cultural de Conductores Mexicanos 
(CEHM/CONDUMEX), 351.72 vol. a. 42246. También Nettie Lee Benson, Texas 
Failure to Send a Deputy to the Spanish Cortes, 1810-1812, p. 5. 

71 José Alonso Terán al virrey Francisco de Lizana, Valladolid, 25 de mayo de 
1810, ms., en AGN, Ayuntamientos, vol. 136, 2 fojas sin numerar. 

72 Cristina Gómez Álvarez, El alto clero poblano y la revolución de indepen- 
dencia, 1808-1821, p. 114. Diario de México, xi, 1736, 4 de julio, 1810. 

73 Para México, Diario de México, X1, 1726, 24 de junio, 1810; para Veracruz, 
ibíd., xt, 1740, 8 de julio, 1810; y el caso de Tlaxcala en ibid., xn, 1745, 13 
de julio, 1810. En Cádiz se enteraron de la elección de los diputados hasta 
noviembre de 1810, pero aún no llegaba ninguno: Consejo de Regencia al 
Virrey de Nueva España, Isla de León, 29 de noviembre de 1810, en AGN, 
Reales cédulas originales, vol. 203, exp. 241, f. 308. Véase una lista com- 
pleta de los diputados en Charles Berry, “The Election of Mexican Deputies 
to the Spanish Cortes, 1810-1822”, en Mexico and the Spanish Cortes, 1810- 
1822, p. 16. 

7 Decreto citado en la nota 68. 

75 El título de la instrucción también resulta significativo: “Testimonio del 
poder e instrucciones que el Ayuntamiento otorgó al Dr. Dn. Miguel Ramos 
y Arizpe como apoderado en Córtes Estraordinarias del Supremo Consejo 
de Regencia, dado por el ayuntamiento capitular de esta Villa de Saltillo”, 
Saltillo, 1811, ms., en Archivo Municipal de Saltillo, Palacio Municipal 
(ams/PM), caja 60, exp. 1, 27 ff. Según Nettie Lee Benson, la instrucción es 
del 24 de septiembre de 1810 (Nettie Lee Benson, “La elección de José 
Miguel Ramos Arizpe a las Cortes de Cádiz en 1810”, en Historia Mexicana, 
núm. 132, vol. xxxtm, 4, abril-junio de 1984, pp. 515-539.) Acerca de los po- 
deres en general de los diputados americanos, véase Marie Laure Rieu- 
Millan, op. cit., pp. 23-27; sobre Cárdenas véase su Memoria a favor de la 
Provincia de Tabasco. El esfuerzo por dar a la villa Hermosa el rango de 
ciudad se cumplió plenamente en 1826, cuando el Congreso local decretó 
que la capital de los poderes estatales se llamaría ciudad de San Juan 
Bautista de Tabasco: “Decreto de 27 de octubre de 1826”, en Recopilación 
de las leyes y decretos del estado de Tabasco desde 1824 hasta 1850, pp. 11- 
12 (en las páginas siguientes hay otros decretos de rancherías convertidas en 
pueblos y pueblos que a su vez serían villas, lo cual puede hacer pensar en 
peticiones de dichas poblaciones a sus diputados del Congreso local). 
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Pérez no alcanzó a recibir instrucciones del cabildo poblano, por lo que 
quizá no actuó como procurador de esa ciudad. Su postura en las Cortes 
fue, además, claramente conservadora y sus constantes cambios obedecían 
a su representación de los intereses de la Iglesia: Cristina Gómez Álvarez, 
op. cit., pp. 115 y ss. Agradezco a la doctora Cristina Gómez Álvarez sus 
valiosos comentarios acerca de tan singular personaje como fuera el 
canónigo Pérez Martínez. Sobre Beye, véase Verónica Zárate Toscano, “José 
Ignacio Beye de Cisneros en las Cortes de Cádiz”, en: Estudios de bistoria 
novobispana 17, 1997, pp. 208 y ss. 

“Poder conferido por el cabildo de esta ciudad á su Diputado en Córtes”, 
Guatemala, 3 de octubre de 1810, en Diario de México, X11, 1864, 527 y 528, 
8 y 9 de noviembre de 1810. 

Sobre los diputados peninsulares (subrayado en el original): “Discurso en 
que se hace ver lo que quiere la nación española en las próximas Córtes”, 
Semanario político, histórico y literario de la Coruña, reproducido en 
Diario de México, Xt, 1865-1867, 10-12 de noviembre de 1810. Acerca de 
los diputados americanos, véase “Carácter y obligaciones de un diputado 
en Córtes”, en Diario de México, Xtv, 1935, 19 de enero de 1811. 

Consejo de Regencia, Decreto, Cádiz, 2 de agosto de 1810, ms., en AGN, 
Reales cédulas originales, vol. 203, exp. 100, ff. 122 y 122v. Ya desde este 
decreto se excluyen a las castas de la representación. 

La Regencia esperaba que se reunieran las Cortes a más tardar en agosto de 
1810: Consejo de Regencia, Decreto, Cádiz, 18 de junio de 1810, ms., en AGN, 
Reales cédulas originales, vol. 202, exp. 292, ff. 423 y 424v. Un detalle curioso 
en este decreto: está escrito en plural mayestático y, arriba de las firmas de 
los regentes está la de “Yo, el Rey”. 

Marie Laure Rieu-Millan, op. cít., pp. 3-9. 

Lucas Alamán, op. cit., vol. 11, p. 3. En el apéndice 1 de ese volumen apare- 
cen todos los suplentes americanos. El historiador también hizo notar que 
entre los suplentes novohispanos el más activo fue Gutiérrez de Terán 
(ibid., p. 61). 

Servando Teresa de Mier, nota octava a la Primera Carta de un Americano a 
El Español: Cartas de un americano, 1811-1812, p. 111; Rieu Millan, op. 
cit., pp. 6 y ss. 


LA PRIMERA EXPERIENCIA CONSTITUCIONAL 


“Representación del Consulado de México, del 17 de abril de 1811”, en 
Carlos María de Bustamante, Suplemento a la bistoria de los tres siglos de 
México bajo el gobierno español escrita por el padre Andrés Cavo, 2 vols., 
t. 11, México, Imprenta de la testamentaría de D. Alejandro Valdés, 1836, t. 
Tv, México, Imprenta de Luis Abadiano, 1838, t. Ml, pp. 336-344. 
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En nueva Representación, del 27 de mayo de 1811, el Consulado expondría 
que eran precisamente los peninsulares en América la parte más producti- 
va y fiel en todas las Indias, en Carlos María de Bustamante, op. cit., pp. 
345-377. Servando Teresa de Mier respondió airadamente a esta segunda 
Representación por considerar sus argumentos falaces y mal intencionados 
(Servando Teresa de Mier, Nota undécima a la primera carta de un ameri- 
cano a El Español, “Sobre la representación a las Cortes del consulado de 
México”, en Cartas de un americano, pp. 114-127.) 

“[...] Las Cortes confían, que sin desmayar en tan noble propósito [ayudar a 
la conservación del Imperio españoll, [llos miembros del Consulado] evi- 
tarán a lo subsecivo [ocasionarles] iguales disgustos”. (Ignacio de la Pezuela 
al virrey de Nueva España, Cádiz, 29 de septiembre de 1811, ms., en AGN, 
Reales Cédulas Originales, vol. 205, exp. 57, f. 64; Carlos María de 
Bustamante, ibid., p. 377.) 

Decreto 1, 24 de septiembre de 1810, en Colección de los Decretos y 
Órdenes que han expedido las Córtes Generales y Extraordinarias desde su 
instalación, 5 vols., Madrid, Imprenta Nacional, 1820, vol. 1, p. 1, también 
puede verse en Manuel Dublán y José María Lozano, Legislación mexicana 
ó colección completa de las disposiciones legislativas expedidas desde la 
independencia de la República, México, Imprenta del Comercio, 1876, vol. 
1, pp. 335-336, 

Artículo 1 de la Constitución Política de la Monarquía Española. 
Promulgada en Cádiz á 19 de Marzo de 1812, reimpresa en México, por 
Don Manuel Antonio Valdés, Impresor de Cámara de S. M. [1812]. 

Véanse las intervenciones de Borull, Antonio de Campany y el diputado por 
Tlaxcala José Miguel Guridi y Alcocer durante los días 26 al 28 de agosto de 
1811 en Diario de las Discusiones y Actas de las Córtes, 23 vols., Cádiz, 
Imprenta Real, 1811, vol. 8, pp. 14 y ss. 

Decreto 5, 15 de octubre de 1810, en Colección de los Decretos, vol. 1, p. 
10; y orden del 7 de enero de 1812, en ibíd., vol. 2, p. 45. 

Eric J. Hobsbawm, Nations and Nationalism Since 1780, p. 18. Acerca del 
hombre nuevo, esencialmente “bueno” como quería Rousseau, véase Mona 
Ozouf, La Révolution frangaise et la formation de l' homme nouveau; es 
uno de sus estudios reunidos en L'homme régénéré. Essais sur la Révolution 


francaise, París, Éditions Gallimard, 1989, pp. 116 y ss. 


El Redactor General, 5 de marzo de 1812, citado por María Cruz Seoane, El 
primer lenguaje constitucional español, p. 61. 

“Discurso sobre el gobierno representativo”, en El Espectador Sevillano, 
México, reimpreso con licencia en Casa de Arizpe, 1810, CL, 525. Este ejem- 
plar contiene los primeros tres números, además del mencionado, el 2, 
“Discurso sobre el espíritu público de las Naciones” y el 3, “Discurso. El 
poder arbitrario es funesto al mismo que lo exerce”. 

A principios del siglo Xvu (1611), Sebastián de Cobarruvias Orozco (Tesoro 
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de la lengua castellana o española) en la entrada de “Soberano” hacía ref- 
erencia todavía a Dios, mientras que el Diccionario de autoridades (1726- 
1739) asentaba que el término podía aplicarse a quien está por encima de 
los demás y no tiene a su vez ningún superior; la quinta edición del 
Diccionario de la lengua castellana (1817) no deja ambigúedad, soberano 
es el rey (recuérdese que se trata del sexenio absolutista). 

Discurso preliminar leído en las Cortes al presentar la Comisión de 
Constitución el proyecto de ella, Cádiz, Imprenta Tormentaria a cargo de D. 
J. D. Villegas, 1813, pp. 2 y 3. 

Francisco Martínez Marina, Teoría de las Cortes, vol. 1, p. 55. Para la justifi- 
cación en la patrística y la escolástica, véase el vol. 3, pp. 1499 y ss. 

lbid., vol. 1, p. 207. Una apología del sistema proporcional representativo 
opuesto al “método observado por nuestros mayores” en vol, 1, pp. 374- 
375. José Canga Argúelles comentó que “La Constitución política de la 
monarquía [ha] cerrado las puertas á la negra arbitrariedad”, citado por 
María Cruz Seoane, 0p. cit., p. 87. 

La “Fórmula de los poderes que han de traer los diputados á las Cortes” lo 
asentaba claramente: después de la certificación de la elección, la boleta 
decía: “En consecuencia les otorgan [los electores a los diputados] poderes 
ilimitados á todos juntos y á cada uno de por sí”. Precisamente, uno de los 
argumentos de los Persas contra las Cortes fue que traicionaban la vieja cos- 
tumbre de estar formadas por procuradores con instrucciones y poderes 
limitados. La Fórmula se incluye después del famoso Manifiesto de los 
Persas, en Juan E. Hernández y Dávalos, Colección de documentos, vol. 5, 
doc. 150, pp. 412 y 413. 

Diario de las discusiones, vol. 9, pp. 187-193. En su carácter de apoderado 
pedía apoyo a la siembra de tabaco en el cantón de Nayarit. 

Ibid., vol. 20, p. 237. Las propuestas de Quintana y Villagómez en vol. 2, pp. 
317, 328 y 329. María Cruz Seoane hace un análisis muy completo acerca 
del significado del término “nación” en las Cortes (op. cit., pp. 69 y ss). 
Entre otros véase Georgette José Valenzuela, Legislación electoral mexi- 
cana, p. 18; y Antonio García Orozco (ed.), Legislación electoral mexicana, 
quien reúne todas las leyes correspondientes al periodo. 

Sobre la diferencia entre los españoles y los ciudadanos españoles véase 
Frangois-Xavier Guerra, Modernidad e independencia, pp. 355 y ss. Acerca 
de la vecindad y la ciudadanía en la Constitución de Cádiz, véase del mismo 
autor, “El soberano y su reino. Reflexiones sobre la génesis del ciudadano 
en América Latina”, en Ciudadanía política y formación de las naciones, 
pp. 40-48. 

Diario de las sesiones, vol. 8, p. 304. Las once proposiciones las reproducen 
Lucas Alamán, op. cit., vol. 3, pp. 13-15; y Servando Teresa de Mier, Historia 
de la revolución de Nueva España, vol. 2, pp. 646-654. Sobre este tema 
véase James Ferguson King, “The Colored Castes and American 
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Representation in the Cortes of Cádiz”, The Hispanic American Historical 
Review, vol. xxx, núm. 1, febrero de 1953, pp. 33-64; David T. Garza, 
“Mexican Constitutional Expression in the Cortes of Cádiz”, en Mexico and 
be Spanish Contes, pp. 51-52. 

Diario de las sesiones, vol. 8, pp. 162-163, 314, 387. Las intervenciones de 
Guridi, en las pp. 151-154. La participación americana sobre este asunto la 
estudia Marie Laure Rieu-Millan, Los diputados americanos en las Cortes, 
pp. 273-286. 

Lucas Alamán, op. cit., vol. 3, p. 8. Brian R. Hamnett hace notar que pese a 
los pocos diputados americanos, los novohispanos eran la delegación más 
grande de las Cortes, véase Revolución y contrarrevolución en México y el 
Perú, p. 38. 

Diario de las sesiones, vol. 2, pp. 318-319. 

Ibid., vol. 2, pp. 318-324. También el Decreto xxx1 del 9 de febrero de 1811, 
en Colección de decretos, vol. 1, pp. 72-73. 

Decreto cLx11 del 23 de mayo de 1812: Convocatoria para las Cortes 
Ordinarias de 1* de octubre de 1813, en Colección de decretos, vol. 2, pp. 
210-211. “Instrucción conforme á la cual deberán celebrarse en la penínsu- 
la é islas adyacentes las elecciones de Diputados de Córtes para las 
Ordinarias del año próximo de 1813”, en ibid., vol. 2, pp. 211-216; e 
“Instrucciones conforme á la cual [sic] deberán celebrarse en las provincias 
de Ultramar las elecciones de Diputados de Cortes para las ordinarias del 
año próximo de 1813”, en ibid., vol. 2, pp. 217-220. 

Los documentos relativos a la jura y promulgación de la Constitución en 
varias ciudades del virreinato están en Rafael de Alba (ed.), La Constitución 
de 1812 en Nueva España, vol. 1, pp. 1-98. 

José Barragán Barragán, Temas del liberalismo gaditano, pp. 207-234. 

El Decreto del 23 de mayo de 1812 está en AGN, Historia, vol. 445, ff. 81- 
81v. Los pasos seguidos por Venegas están en las fojas que siguen. También 
se incluyen algunos documentos en Rafael de Alba, op. cit., vol. 1, pp. 147 
y Ss. 

Antonio Annino, “Cádiz y la revolución territorial de los pueblos mexi- 
canos, 1812-1821”, en Historia de las elecciones en Iberoamérica. Siglo XIX, 
p. 189. 

Ibid., p. 195. 

Marco Bellingeri, “Soberanía o representación: legitimidad de los cabildos 
y la conformación de las instituciones liberales en Yucatán”, en: El águila 
bifronte, pp. 65-89. 

Escobar Ohmstede, “Del gobierno indígena al Ayuntamiento constitucional 
en las Huastecas hidalguense y veracruzana, 1780-1852”, en: Mexican 
Studies / Estudios Mexicanos, vol. 12, núm. 1, 1996, p. 15; Wayne J. Robins, 
“Cambio y continuidad en el Ayuntamiento de la ciudad de Tlaxcala, 1810- 
1825”, en: Historia y Grafía, núm. 6, 1996, p. 87. 
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Sobre Chalco, véase Ramón María Villalva a Ramón Gutiérrez del Mazo, 
Chalco, 23 de abril de 1813, ms., en AGN, Ayuntamientos, vol. 163, fojas sin 
numerar; el “Expediente sobre la elección hecha de individuos para el de 
San Juan Teotihuacán”, 1813, está en AGN, Historia, vol. 141. También los 
pueblos formados únicamente por castas eligieron ayuntamientos, véase el 
expediente de Yautepec, en AGN, Ayuntamientos, vol. 215. 

Erika Pani, loc. cit. 

Diario de las sesiones, vol. 11, pp. 210-211 y 240. El reglamento para erec- 
ción de ayuntamientos: Decreto CLxm del 23 de mayo de 1812, en Colección 
de decretos, vol. 2, pp. 221-224. 

Libro de sesiones de la Diputación Provincial de Yucatán, desde su insta- 
lación el 23 de abril de 1813 hasta el 18 de abril de 1814, ff. 6v-7, ms., 
encuadernado en la Biblioteca Central del Estado, Mérida, Yucatán. Fondo 
Crescencio, Carrillo y Ancona, micropelícula en el Archivo Histórico, en 
micropelícula Antonio Pompa y Pompa (APyP), Subdirección de 
Documentación, Instituto Nacional de Antropología e Historia, Serie 
Yucatán, rollo 9. 

Clamores de la fidelidad americana contra la opresión, o fragmentos para 
la historia futura, núm. 12, 31 de enero de 1814. 

Libro de sesiones de la Diputación Provincial de Yucatán, desde su insta- 
lación el 23 de abril de 1813 hasta el 18 de abril de 1814, citado en la nota 
36, ff. 63v-64. 

Bellingeri, “Del voto a las bayonetas: experiencias electorales en el Yucatán 
constitucional e independiente”, en El águila bifronte, p. 112. 

Francois Chevalier, “La Liberté Municipale, Ancienne et Constante 
Revendication Mexicaine: du Passé au Présent”, en Quel Avenir pour la 
Démocratie en Amérique Latine?, pp. 207-223. 

Miguel Ramos Arizpe, “Memoria presentada a las Cortes de Cádiz”, en 
Discursos, memorias e informes, pp. 21-92. 

Ibid., p. 71. 

Nettie Lee Benson, La diputación provincial y el federalismo mexicano, 
pp. 23-26; David T. Garza, op. cit., pp. 56-57. 

Véanse las discusiones en las Cortes del 12 de enero de 1812, en Diario de 
sesiones, vol. 11, pp. 240-246. Nótese en la intervención de José Canga 
Argúelles el temor al federalismo que podrían propiciar las diputaciones, y 
los argumentos tajantes de Toreno contra cualquier posibilidad de 
autonomía en las diputaciones; también el Decreto CLxIV de 23 de mayo de 
1812, “Establecimiento de las Diputaciones provinciales en la Península y 
Ultramar”, en Colección de órdenes y decretos, vol. 2, pp. 224-226. 

“Bando del corregidor Intendente de la Ciudad de México [...]”, México, 27 
de noviembre de 1812, en Rafael de Alba, La Constitución de 1812, vol. 1, 
pp. 226-230. Estas elecciones han sido estudiadas por Nettie Lee Benson, 
“The Contested Mexican Elections of 1812”, en: The Hispanic American 
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Historical Review, vol. XXVI, agosto de 1946, pp. 336-350; Virginia Guedea, 
“Las primeras elecciones populares en la Ciudad de México, 1812-1813”, en: 
Mexican Studies / Estudios Mexicanos, vol. 7, núm. 1, 1991, pp. 1-28 y 
Antonio Annino, “Prácticas criollas y liberalismo en la crisis del espacio 
urbano colonial”, en El águila bifronte, pp. 17-63. 

Los Guadalupes exageraban las cifras, de veintiocho a treinta mil votos: 
Carta de los Guadalupes a José María Morelos, México, 7 de diciembre de 
1812, en Ernesto de la Torre, Los Guadalupes y la independencia, p. 8. 
Acerca de la intervención de esta asociación en las elecciones, véase 
Virginia Guedea, En busca de un gobierno alterno: los Guadalupes de 
México, pp. 136-148. 

“Representación de los oidores de México á las Cortes de España contra la 
Constitución de 1812”, México, 18 de noviembre de 1813, en Emilio del 
Castillo Negrete, México en el siglo xIX, Apéndice al tomo VII de México en 
el siglo XIx, pp. 297-432. También se reproduce en Carlos María de 
Bustamante, Cuadro bistórico, vol. IV, pp. 27-136. 

Representación en Emilio del Castillo Negrete, ibid., p. 372. 

Ibid., pp. 373-375. Resulta interesante el paralelismo entre la postura de la 
Audiencia de México y la de Cusco frente a los procesos electorales; sobre 
ésta véase Víctor Peralta Ruiz, “Elecciones, constitucionalismo y revolución 
en el Cusco, 1809-1815”, en: Revista de Indias, vol. 1V1, núm. 206, 1996, pp. 
99-131, especialmente las pp. 111-112. 

Antonio Annino, “Prácticas criollas”, p. 49. 

Intervención del catalán Lázaro de Dou, el 7 de abril de 1811, en Diario de 
las discusiones, vol. v, p. 11. 

A. Anino, Op. cit., pp. 53-54; Edmundo O'Gorman, “Reflexiones sobre la 
distribución urbana colonial de la Ciudad de México” (1938), en sus Seis 
estudios históricos de tema mexicano, p. 24. 

Antonio Annino, op. cit., p. 55. 

Al respecto véase María del Refugio González, “El Ilustre y Real Colegio de 
Abogados de México, ¿una corporación política?”, Secuencia, núm. 27, 1993. 
En este sentido, véase la importancia que los Guadalupes otorgaban a “la 
tercera clase de gente [...], la mediana que ni son de los nobles ni del esta- 
do plebeyo”, Carta de los Guadalupes a don José María Morelos, México, 5 
de agosto de 1813, en Ernesto de la Torre, op. cif., p. 46; también Torcuato 
S. Di Tella, Política nacional y popular en México, pp. 17-26 y 87-103. 
Virginia Guedea, “Las primeras elecciones populares”, p. 11. 

Varios individuos a Ramón Gutiérrez del Mazo, México, 27 de diciembre de 
1812, en Rafael de Alba, op. cit., vol. 1, pp. 244-245; “Contestaciones sobre 
elecciones de Ayuntamiento y noticias del estado en que se encuentra 
México, 13 de enero de 1813”, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 
4, doc. 228, pp. 839-840; “Carta de los Guadalupes a don José María 
Morelos”, México, 2 de enero de 1813, en Ernesto de la Torre, op. cit., p. 9. 
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Lucas Alamán, op. cit., vol. 3, p. 412, 

Ramón Gutiérrez del Mazo a Félix María Calleja, México, 7 de abril de 1813, 
ms., en AGN, Historia, vol. 445, ff. 143-144. 

Virginia Guedea, “Las primeras elecciones populares”, pp. 6-7. 

Junta Preparatoria, Orden para formar un Padrón, México, 12 de abril de 
1813, ms., en AGN, Historia, vol. 445, ff. 138-139, Orden para realizar las 
elecciones, México, 20 de abril de 1813, ms., en ibid., ff. 67-67v; Virginia 
Guedea, ibid, p. 17. 

José Romualdo Gutiérrez a Ramón Gutiérrez del Mazo, Pachuca, 10 de 
marzo de 1813, ms., en AGN, Historia, vol. 445, ff. 157-160. 

Acerca de las elecciones en Tlaxcala, véase Ángel Gómez del Campillo a 
Félix María Calleja, Tlaxcala, 26 de julio de 1813, ms., en AGN, Historia, vol. 
445, ff. 252-253, sobre González, véase Bernardo González Pérez de Angulo 
a Félix María Calleja, [¿Tlaxcala o Puebla?], 10 de agosto de 1813, ms., que se 
encuentra en el expediente dedicado a su caso, “Presentación en esta capi- 
tal del Liz? D. Bernardo González electo diputado de la provincia por la de 
Tlaxcala”, en AGN, Historia, vol. 445, ff. 354-372. También véase la 
Representación de la Audiencia de 18 de noviembre de 1813 en Emilio del 
Castillo Cop. cit., t. VIL, vol. 2, p. 372) en la que se llama a González, “un hom- 
bre prófugo, suspendido del ejercicio de los derechos de ciudadano”. 

Acta de la junta electoral de partido, México, 11 de julio de 1813, ms., en 
AGN, Ayuntamientos, vol. 193, ff. 1-2; Acta de la junta electoral de partido, 
sobre la elección de los electores de partido, México, 11 de julio de 1813, 
ms., en ibid., ff. 3-7v. 

Certificación de elecciones, Villa de Santa María de Guadalupe, 9 de julio 
de 1813, ms., en AGN, Ayuntamientos, vol. 193, ff. 16-23v.; Acta de elección 
del elector del Partido, Actopan, 25 de junio de 1813, ms., en AGN, Historia, 
vol. 445, ff. 198-199. 

Ramón Gutiérrez del Mazo, “Noticia de electores de Partido, que hasta 
ahora han nombrado sus electores, de los que no se tiene noticia que los 
hayan nombrado, y de los que no se pueden esperar que los nombren por 
las razones que se dirán”, México, 9 de julio de 1813, ms., en AGN, Historia, vol. 
445, ff. 218-219; está impresa en Rafael de Alba, op. cit., vol. 1, pp. 167-170. 
Expedientes en AGN, Ayuntamientos, vol. 193. 

Virginia Guedea, “Las primeras elecciones populares”, pp. 20-21; Lucas 
Alamán, op. cit., vol. 3, p. 423. 

La correspondencia del síndico de Puebla, José Mariano Marín, con la junta 
preparatoria de México, en AGN, Historia, vol. 445, ff. 134-137; la elección 
final la comunicó Ciriaco del Llano a Calleja, Puebla, 24 de mayo de 1813, 
ms., en ¿bid., ff. 89-90, 

Acta de elección de electores de partido, Orizava, 22 de mayo de 1813, ms., 
en AGN, Historia, vol. 445, ff. 182-184v; Acta de la elección de diputados, 
Zacatecas, 10 de septiembre de 1813, ms., en ibid., ff. 385-390. 
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Acta de la elección de diputados, Guadalajara, 5 de septiembre de 1813, 
ms., en AGN, Historia, vol. 445, ff. 374-379; y el Aviso, publicado ese mismo 
día en la foja 382v. José María Muriá, Breve historia de Jalisco, p. 202. El 
Ayuntamiento Constitucional de Guadalajara se había instalado desde el 13 
de junio de 1813. 

Expediente formado acerca de D. Manuel Fernando Ortiz de Zárate, capitán 
retirado, sobre defectos con que se celebraron en Sn Luis Potosí las juntas 
electorales de parroquia, de partido y de provincia para los nombramientos 
de Diputados á Córtes, ms., en AGN, Historia, vol, 445, ff. 460-502. 

Las actas en AGN, Ayuntamientos, vol. 232. Otros documentos en ibid., vol. 
168; también “Diarios de los sucesos más notables relacionados con la 
independencia”, 28 de octubre de 1813 al 12 de enero de 1814, en Ernesto 
de la Torre, op. cit., p. 79. 

Ramón Gutiérrez del Mazo, “Lista de los Señores que han sido nombrados 
diputados en Cortes y suplentes, en la junta electoral de provincia celebra- 
da en este día”, México, 14 de marzo de 1814, ms., en AGN, Historia, vol. 
445, f. 402. 

Acta de la elección de diputados por la Provincia de Veracruz, 14 de marzo 
de 1814, ms., en AGN, Historia, vol. 445, ff. 448-450; José Demetrio Moreno 
a Félix María Calleja, Puebla, 14 de abril de 1814, ms., en ibid., f. 261. 
José Theodoro Quirós a Félix María Calleja, Tantoyuca, 26 de mayo de 
1814, ms., en AGN, Historia, vol. 445, f, 442. 

Lista de los Señores Diputados, Puebla, 13 de junio de 1814, impreso en 
AGN, Historia, vol. 445, f. 438; Acta de elección de diputados, Guadalajara, 
14 de marzo de 1814, ms., en ibid., ff. 424-434v. 

Acta de elección de diputados, Zacatecas, 23 de marzo de 1814, ms., en 
AGN, Historia, vol. 445, ff. 418-421; Acta de elección de diputados provin- 
ciales, San Luis Potosí, 21 de marzo de 1814, ms., en ibid., ff. 415-416. 
José María Muriá, Breve historia de Jalisco, p. 206. 

Arturo Gúémez Pineda, Liberalismo en tierras del caminante, p. 50. 

Pedro Manuel Regil, Memoria instructiva sobre el comercio general de la 
provincia de Yucatán y particular del puerto de Campeche, citada en ibid., 
p. 45. Regil nunca llegaría a ocupar su asiento en las Cortes por la restau- 
ración absolutista. 

Andrés Lira, Comunidades indígenas frente a la Ciudad de México. 
Tenochtitlan y Tlatelolco, sus pueblos y barrios, 1812-1919, pp. 48-49, acer- 
ca del ayuntamiento indígena de Ixtacalco, pp. 50-53; sobre la epidemia y 
las parcialidades, p. 36. 

Prontuario de los insurgentes, pp. 78-79. Un buen estudio acerca del en- 
frentamiento de la burguesía terrateniente y su ideología —el liberalismo— 
contra los indígenas y su propiedad comunal, es el de Moisés González 
Navarro, “Instituciones indígenas en el México independiente”, en La 
política indigenista en México, vol. 1, pp. 209-313. 
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Antonio Domínguez Ortiz, “El fin del régimen señorial en España”, en La 
abolición del feudalismo en el mundo occidental, p. 75; también véanse las 
colaboraciones de Pierre Villar, “El fin de los elementos feudales y señori- 
ales en Cataluña en los siglos XVI! y XIX, con algunas referencias compara- 
tivas al resto de España y al Rosellón”, en 1bid., pp. 78-93. 

“Madrid, 24 de mayo”, El Redactor Mexicano, núm. 11, 19 de septiembre de 
1814. cL, 187. 

“Manifiesto de Fernando VIT”, 25 de abril de 1814, El Redactor Mexicano, 
núm. 12, 21 de septiembre de 1814, 

“Representación y manifiesto que algunos de los diputados á las Córtes 
ordinarias firmaron en los mayores apuros de su opresión en Madrid, para 
que su magestad, el Sr. D. Fernando 7* á la entrada de vuelta de su cautivi- 
dad, se penetrase del estado de la nación, del deseo de sus provincias, y del 
remedio que creían oportuno; todo fue representado á S. M. en Valencia 
por uno de dichos diputados, y se imprime en cumplimiento de real orden”, 
en El Redactor Mexicano, núm. 20, 5 de diciembre de 1814; también en 
Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 5, doc, 150, pp. 377-532. 
Acerca de los motivos de Pérez Martíez, a la sazón presidente de las Cortes, 
Cristina Gómez Álvarez, El alto clero poblano, pp. 178-183. 

Juan Garrido [Certificación de la Pieza General formada a varios ex diputa- 
dos], en Antonio Martínez Báez, Juicio político contra Miguel Ramos 
Arizpe, vol. 1, pp. 31-32. 

Ibid., vol. 1, p. 59 et passim. 

Real Decreto por el que queda abolida la Constitución de Cádiz, Valencia, 
s. p. i., 4 de mayo de 1814, 8 pp. s. n., en AGN, Reales Cédulas Originales, 
vol. 210, exp. 75, ff. 82-85. Fue publicado también en la Gaceta 
Extraordinaria de Madrid, núm. 70, 12 de mayo de 1814 (ibid., exp. 82, ff. 
93-96). Calleja recibió este decreto durante los primeros días de agosto. 
“Bando sobre que queda abolida la Constitución, 17 de Agosto”, en Juan E. 
Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 5, doc. 173, pp. 606-607. 

Julio Zárate, La independencia en México a través de los siglos, t. KK, vol. 2, 
cap. XL, pp. 52-53. 

Para Guadalajara, véase José María Muriá, op. cit., pp. 202-203; para Méri- 
da, Libro de sesiones de la diputación provincial, 1814-1820, ff. 57 vols. 
59-64, ms., en micropelícula en APyP, Serie Yucatán, rollo 9. 

Carlos Juárez Nieto, “Ayuntamiento y oligarquía en Valladolid”, p. 63. 
Lucas Alamán, op. cit., vol. 3, pp. 438-439; Brian R. Hamnett, Revolución y 
contrarrevolución, p. 55. 

José María Luis Mora, “Revista Política”, en Obras completas, vol. 2. Obra 
política, II, p. 296. 
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José María Luis Mora, Obras completas, vol. 5. Obra bistórica II. México y 
sus revoluciones 2, p. 242. 

Mariano Michelena, “Verdadero origen de la revolución de 1809 en el De- 
partamento de Michoacán”, en Genaro García, Documentos históricos mex- 
icanos, vol. 1, doc. núm. 12, p. 468; Anna Macías, Génesis del Gobierno 
Constitucional en México: 1808-1820, p. 32; Hugh M. Hamill Jr., The 
Hidalgo Revolt. Prelude to Mexican Independence, pp. 97-116. 

Estos datos están en las declaraciones de José María Abarca y en la de 
Correa en “Cuaderno tercero de la causa instruida en Valladolid contra las 
personas que prepararon allí un movimiento revolucionario en favor de la 
independencia. —21 de diciembre de 1809 - 4 de mayo de 1810—” en 
Genaro García, ibid., vol. 1, doc. núm. 5, pp. 327 y 322 respectivamente. 
Según Ignacio Allende sería conveniente ocultar el objetivo “francamente 
revolucionario” del movimiento, pues de otra manera no tendrían apoyo. 
Recomendaba que se empleara el pretexto de defender a Fernando VII para 
obtener apoyo popular, Carta de Ignacio Allende a Miguel Hidalgo, San 
Miguel el Grande, 31 de agosto de 1810: citado por Ernesto Lemoine, en 
Morelos y la revolución de 1810, p. 186. 

“Declaración de Don Juan de Aldama”, Chihuahua, 20 de mayo de 1811, en 
Juan E. Hernández y Dávalos, Colección de documentos para la historia de 
la guerra de independencia, vol. 1, doc. 37, pp. 64-72. 

“Proceso militar de Hidalgo: primera declaración”, Chihuahua, 7 de mayo 
de 1811, en Carlos Herrejón, Hidalgo. Razones de la insurgencia y 
biografía documental, p. 299. 

“Manifiesto que el Sr. Hidalgo, contra el edicto del Tribunal de la fé”, sin 
fecha, pero de noviembre o primeros días de diciembre de 1810, en Juan E. 
Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 1, documento número 54, p. 124. Sin 
embargo, poco después, el realista Francisco Severo Maldonado criticaría la 
creencia de los jefes insurgentes de representar a todos los habitantes del . 
reino, bien al contrario: la rebelión no fue expresión de la voluntad popu- 
lar sino “parto de unos pocos entusiastas ignorantes, sin religión y sin prin- 
cipios”. “Discurso a los habitantes de América”, en El telégrafo de Guada- 
laxara, núm. 1, 27 de mayo de 1811. 

Primera declaración de Hidalgo, Chihuahua, 7 de mayo de 1811, en 
“Proceso militar...” Op. cit., p. 298. 

“Manifiesto de Hidalgo, expresando cuál es el motivo de la insurrección, 
concluyendo en nueve artículos”, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., 
vol. 1, doc. 51, pp. 119-120. 

Acerca de las condiciones sociales de estas regiones favorables a la insur- 
gencia, véase John Tutino, From Insurrection to Revolution in Mexico, pp. 
2 y 3. 
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Luis Villoro, El proceso ideológico de la revolución de Independencia, pp. 
71-105. Entre otros documentos que hablan del ideario igualitario de 
Hidalgo están “Bando de D. José María Ansorena publicado en Valladolid 
(Morelia), aboliendo la esclavitud, el pago de tributos y otras gabelas”, 
Valladolid, 19 de octubre de 1810, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit. 
vol. 2, doc. núm. 90, pp. 169-170 y “Bando del Sr. Hidalgo aboliendo la 
esclavitud; deroga las leyes relativas a tributos; impone alcabala a los efec- 
tos nacionales y extranjeros; prohibe el uso del papel sellado, y extingue el 
estanco de tabaco, pólvora, colores y otros”, Guadalajara, 29 de noviembre 
de 1810, en ¿bid., vol. 2, doc. núm. 145, pp. 243-244. Es de hacer notar el 
aprecio que el cura tenía por la Declaración de los derechos del hombre: 
Carlos Herrejón Peredo, Hidalgo antes del grito de Dolores, p. 25. 
Manifiesto citado en la nota 9. 

Según Ignacio Ramírez: “Hidalgo no fue el libertador de México; fue el 
conquistador de un principio: nos enseñó prácticamente el derecho de 
insurrección”. “Discurso pronunciado por el C. Ignacio Ramírez en la con- 
memoración del 16 de septiembre. México, septiembre de 1871”, en 
Ernesto de la Torre, La conciencia nacional y su formación. Discursos cívi- 
cos septembrinos (1825-1871), p. 343. 

Carta de Ignacio Rayón y José María Liceaga a Calleja, Zacatecas, 22 de abril 
de 1811, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 3, doc. núm. 37, p. 280. 
Lucas Alamán, Historia de Méjico, vol. 2, pp. 377-378. 

“Bando sobre la erección de la primera Junta Nacional en Zitácuaro”, 21 de 
agosto de 1811, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 3, doc. núm. 
96, pp. 403-404. Para las juntas sudamericanas, véase Jaime E. Rodríguez 
O., La independencia de la América española, pp. 88-96, 132-133 y John 
Lynch, Las revoluciones hbispanoamericanas, 1808-1826. 

“Bando estableciendo la primera Junta Nacional en Zitácuaro”, 21 de agos- 
to de 1811, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 3, doc. núm. 70, 
p. 340. La lista de los electores aparecía en un Libro primero de la nación 
americana citado y glosado en Virginia Guedea, Prontuario de los insur- 
gentes, p. 257. 

Carlos María de Bustamante, Cuadro histórico de la Revolución Mexicana, 
vol. 4, pp. 158-159, y Hubert Howe Bancroft, The Works of Hubert How 
Bancroft, xv1, History of tbe North Mexican States and Texas, vol. 1, 1801- 
1889, p. 24. Bancroft afirmó que los trece miembros de la Junta tejana 
fueron electos por voto popular, de éstos, sólo dos eran de origen 
angloamericano; sin embargo, cabe aclarar que la fuente de Bancroft 
(Vicente Filisola) no menciona que fuera una elección popular, simple- 
mente dice que la Junta fue reunida por Gutiérrez de Lara; Filisola, 
Memorias para la historia de la guerra de Texas, vol. 1, p. 57. 

Lucas Alamán, op. cit., vol. 2, pp. 380-381. Sobre la importancia que Rayón 
concedió a los grupos que en territorio realista simpatizaron con la inde- 
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pendencia, véase Virginia Guedea, En busca de un gobierno alterno, pp. 
67-74. 

Según Thomas Hobbes, el estado de guerra civil hace soberanos a los hom- 
bres, pues no reconocen la soberanía de nadie más: Hobbes, Leviatán, 
primera parte, cap. 13: “De la condición natural del género Humano, en lo 
que concierne a su Felicidad y Misería”, pp. 100-105. 

Proclama citada en el Diario insurgente de Zacatlán, en Carlos Herrejón 
Peredo, Morelos. Documentos inéditos de vida revolucionaria, p. 291. 
“Convencida la suprema junta nacional, que á mombre de nuestro Sr, 
Fernando VII gobierna estos dominios, de que la autoridad que la nación ha 
depositado en sus manos es provisional y representativa y no la soberanía 
misma |...)”, sin título, llustrador Americano, núm. 8, 20 de junio de 1812. 
“Elementos constitucionales circulados por el Sr. Rayón”, 4 de septiembre 
de 1812, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 6, doc. núm. 232, pp. 
199-202. 

En su famoso “Plan de paz y guerra”, Real de Sultepec, 16 de marzo de 
1812, en Ilustrador Americano, núm. 5, miércoles 16 de junio de 1812, 
“Circular del Sr. Berdusco contra D. Ignacio Rayón”, Urecho, 8 de marzo de 
1813, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 6, doc. núm. 259, pp. 
912-915. En especial la p. 914. 

“[Bando de] El bachiller D. José María Morelos, cura y juez eclesiástico de 
Carácuaro, teniente del excelentísimo señor D. Miguel Hidalgo, Capitán 
General del Ejército de América”, El Aguacatillo, 17 de noviembre de 1810, 
ms., en AGN, Operaciones de guerra, vol. 936, f. 120. 

“Reflexiones que hace el señor capitán general D. José María Morelos, vocal 
posteriormente formado”, Tehuacán, 7 de noviembre de 1812, en Ernesto 
Lemoine, ed., Morelos. Su vida revolucionaria a través de sus escritos y de 
otros testimonios de la época, p. 226. 

“Opinión del Sr. Morelos, sobre organización del gobierno o suprema 
junta”, Tehuacán, 12 de septiembre de 1812, en Juan E. Hernández y 
Dávalos, op. cit., vol. 4, doc. núm. 110, p. 416. 

“El Sr. Morelos manifiesta su opinión sobre la elección del quinto vocal de 
la junta”, Tehuacán, 2 de noviembre de 1812, en ibid., vol. 4, doc. núm. 150, 
p. 657. 

Virginia Guedea, “Los procesos electorales insurgentes”, Estudios de bísto- 
ria novobispana, vol. 11, 1991, p. 212. 

Carta de Morelos a Rayón, Oaxaca, 16 de diciembre de 1812, 
“Contestaciones de Rayón y Morelos sobre nombramiento de quinto vocal, 
y estado en que se encuentra México”, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. 
cit., vol, 4, doc. núm. 226, p. 820. 

Virginia Guedea, “Los procesos electorales insurgentes”, p. 212. 

“El Dr. José Sixto Berdusco, renuncia el empleo de vocal de la Junta guber- 
nativa y pide su retiro” [Urecho], 8 de marzo de 1813, en Juan E. Hernández 
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y Dávalos, op. cit., vol. 4, doc. núm., 258, p. 913. En cuanto a la circular 

véase supra nota 25. 

; 4 “El Sr. Morelos le avisa al Sr. Liceaga que ha mandado se elija el quinto vocal 

de la junta, y propone que ésta se componga de siete Ó nueve”, Veladero, 

29 de marzo de 1813, en ibid., vol. 5, doc. núm. 1, p. 5. 

35 “El Sr. Rayón destituye como vocales de la junta a Berdusco y Liceaga, man- 

, dándolos aprehender”, Tlalpujahua, 7 de abril de 1813, en ¿bid., vol. 5, doc. 

; núm. 10, pp. 19-20. 

36 Hay dos ejemplares de la carta, con distinta fecha; el ejemplar a) “Orden del 
Sr. Morelos para que en Oaxaca se elija el quinto vocal de la Junta”, 
Acapulco 29 de abril de 1813, en ibid., vol. 5, doc. núm. 18, p. 42; b) “Orden 
del Sr. Morelos para la elección del 5% vocal por Oaxaca”, Acapulco, 30 de 
abril de 1813, copia de José Álvarez, Oaxaca, 30 de abril de 1813, copia de 
Patricio Humana, México, 31 de octubre de 1813, en ibid., vol. 6, doc. núm. 
234, pp. 202-203, cuyo original está en AGN, Infidencias, vol. 108, f. 309. 

37 Es Lucas Alamán quien pone más atención a la organización que los mil- 
itares realistas establecían después de recuperar las plazas que habían 
tomado los insurgentes. En la mayoría de los casos, como en Guadalajara, 
las juntas de vecinos principales tenían propósitos de policía, es decir, eran 
juntas de seguridad (Lucas Alamán, op. cit., vol. 2, p. 240). Juan Ortiz 
Escamilla (Guerra y gobierno. Los pueblos y la independencia de México, 
p. 81), afirma que “los mismos milicianos por votación democrática [sid 
reconocían a sus dirigentes”. Sin embargo, él mismo admite que la votación 
no era tan democrática, pues no se trataba de elegir, sino sólo de recono- 
cer a individuos capaces de armar y defender a las poblaciones. Además, 
sólo cuenta con noticias de estos procesos en siete pueblos, y la general- 
ización es peligrosa. 

38 “El Sr. Morelos al Sr. Rayón le manifiesta su opinión sobre las desavenen- 
cias de los vocales”, Campo sobre Acapulco, 18 de mayo de 1813, en Juan 
E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 4, p. 925. 

32 “Primera junta en 22 de mayo de 1813 para imponerse de la orden del Sr. 
Morelos para la elección del 5% vocal”, Oaxaca, 22 de mayo de 1813, en 
ibid., vol. 6, doc. núm. 588, pp. 465-466, 

4 “El Lic. D. Carlos María de Bustamante, á nombre de los funcionarios y 
ayuntamiento de Oaxaca, manifiesta al Sr. Morelos, la conveniencia de que 
esta capital sea la residencia del Congreso”, Oaxaca, 26 de mayo de 1813, 
en ibid., vol, 5, doc. núm. 26, pp. 50-51. No envió de inmediato la carta, con 
ligerísimas variantes fue presentada en la junta de 31 de mayo. 

Carlos María de Bustamante, Cuadro bistórico, vol. 2, pp. 348-349, “Acta de 

la Junta de la Catedral”, Oaxaca, 31 de mayo de 1813, en Juan E. Hernández 

y Dávalos, op. cit., vol. 6, doc. núm. 592, pp. 467-468. La representación 

que Carlos María de Bustamante pretendía enviar a Morelos es el docu- 

mento siguiente, “D. Carlos María de Bustamante presenta una repre- 
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sentación para el Sr. Morelos, manifestando la necesidad para que se forme 
un congreso”, en 1bid., doc. núm. 593, pp. 468-469. Los votos de algunos 
de los presentes en la junta “Votos sobre la proposición de Carlos María de 
Bustamante”, en ¿bid., doc. núm. 584, pp. 470-474. 

Virginia Guedea, “Los procesos electorales insurgentes”, p. 219. 

Acerca de las preguntas sobre las elecciones, Virginia Guedea, ibid., pp. 
219 y 220. 

Ibid., pp. 220-221; “Acta de la Junta del 3 de agosto, nombrando por 52 
vocal al intendente D. José María Murguía y Galardi”, Oaxaca, 3 de agosto 
de 1813, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 6, doc. núm. 596, pp. 
476-480. Murguía y Galardi no participó en la Junta, pero sí asistió como 
representante de Oaxaca al Congreso Nacional Americano. José María 
Murguía y Galardi nació en Oaxaca en 1769. Fue propietario de tres 
haciendas y estaba estrechamente vinculado con las familias más ricas e 
importantes de aquella ciudad. Resulta interesante comentar que, en 1810, 
fue uno de los candidatos más importantes para asistir a las Cortes de Cádiz. 
El tiempo andando, cuando Oaxaca fue recuperada por los realistas, su alta 
posición social le evitó problemas por haber colaborado con los insur- 
gentes. Llegaría a ser intendente de su provincia en 1822 y después gober- 
nador (Brian R. Hamnett, Polítics and Trade in Southern Mexico, 1750- 
1821, pp. 133, 142-143). 

“Diario de operaciones del Presidente de la Junta, Lic. D. Ignacio Rayón. 
Principia el 12 de Agosto de 812 y concluye el 6 de Setiembre de 814”, 5 y 
6 de julio de 1813, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 5, doc. 
núm. 177, p. 641. 

“D. José María Morelos Capitán General de los Exércitos Americanos, y 
Vocal del Supremo Congreso Nacional [se refiere aquí a la Juntal, Sic.”, 
Acapulco, 28 de junio de 1813, en el “Expediente sobre reunión del 
Congreso de Chilpancingo el 8 de Setiembre”, en ibid., vol. 5, doc. núm. 65, 
pp. 133-134. 

“Circular señalando a Chilpancingo para la reunión del congreso de setiem- 
bre y elección del generalísimo”, s/f, pero de abril-junio de 1813, en ibid., 
vol. 6, doc. núm. 239, pp. 206-207. 

Idem. 

Anna Macías, Génesis del gobierno constitucional, p. 78. 

Virginia Guedea, “Los procesos electorales insurgentes”, pp. 223-239. 
Idem, 

[Acta de la reunión de San Juan Huetamol, 4 de agosto de 1813, en 
“Expediente sobre reunión del Congreso en Chilpancingo el 8 de 
Setiembre”, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 5, doc. núm. 65, 
pp. 143-145. 

[Acta de la elección del diputado de Tecpan], Chilpancingo, 13 de septiem- 
bre de 1813, ms., en AGN, Historia, vol. 116, f. 274. 
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[Acta de la erección del Congreso Nacionall, Chilpancingo, 14 de septiem- 
bre de 1813, ms., en AGN, Historia, vol. 116, f. 277, 

Cito el manuscrito original publicado por Ernesto Lemoine (ed.), Morelos. 
Su vida revolucionaria a través de sus escritos, pp. 370-373. 

Carta de Morelos a Rayón, Chilpancingo, 16 de septiembre de 1813, ms., en 
AGN, Operaciones de guerra, vol. 911, f. 511. 

Los diputados de las provincias americanas a todos sus conciudadanos, s. 
p. i., 1814, 8 pp., en AGN, Operaciones de guerra, vol. 923, ff. 179-182. 
Virginia Guedea, “Los procesos electorales insurgentes”, pp. 243 y ss. 

“El Gobierno de Madrid se alarma ante la noticia de que Morelos ha instal- 
ado un Congreso, e instruye a Calleja para que, sin escatimar medios, lo 
aniquile”, Madrid, 26 de febrero de 1814, en Ernesto Lemoine (ed.), 
Morelos. Su vida revolucionaria..., pp. 461-462. 

“Acta solemne de la declaración de la independencia de la América Septen- 
trional”, Chilpancingo, 6 de noviembre de 1813, en ibid., pp. 424-425. 
“Manifiesto del Congreso que constituye una admirable exposición de 
motivos de la declaración de Independencia”, Chilpancingo, 6 de noviem- 
bre de 1813, en ibid., pp. 425-430. 

Pese a no ser una prueba del grado de legitimidad que tenía el Congreso 
hacia marzo de 1814, vale la pena señalar el dato de que “fuera de esa 
pequeña zona del sur de Guerrero y el norte de Michoacán, el Congreso no 
tenía ni nunca tuvo mucha influencia, reconocimiento o apoyo”, que sí 
habría tenido de ser reconocido como legítimo (Anna Macías, op. cit., p. 98). 
1bid., pp. 92 y ss. 

En un “Aviso”, José María Cos anuncia el aumento del número de diputa- 
dos, pero no les atribuye la representación de ninguna provincia, incluye 
además de los citados a José Arganda, José San Martín y Antonio de Sesma; 
“Aviso publicado por el Dr. Cos, sobre la situación que guarda el país e indi- 
viduos que forman el Congreso”, Cienega, 1 de marzo de 1841 [sic por 
1814], en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cif., vol. 5, doc. núm. 119, pp. 
296-297. La lista de diputados con su representación está en el Decreto 
Constitucional, de 22 de octubre, citado en la nota 69, 

Anna Macías, Op. cit., pp. 108-115. 

A partir de las declaraciones del propio Morelos, Anna Macías recuerda la 
influencia de Lista en los constituyentes: 121-128. Acerca de la repre- 
sentación política es importante el primer número (Discurso sobre el gob- 
ierno representativo”, en El Espectador Sevillano, citado en el cap. 3, nota 
10.) 

Anna Macías, op. cit, pp. 118-121. Herrera publicaría en alguna ocasión 
una traducción de lo que él creía la Constitución de los Estados Unidos, 
pero en realidad era la Carta de Privilegios de Pennsylvania, publicada en 
un Dictionnaire francés. 

Idem. 
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Sin embargo, sería publicado en octubre en la población más importante de 
la región, Apatzingán. Aquí nos remitimos al texto “Decreto constitucional 
para la libertad de la América mexicana, sancionado en Apatzingán á 22 de 
octubre de 1814”, en Juan E. Hernández y Dávalos, op. cit., vol. 5, doc. 
núm. 183, pp. 703-720. 

“Los diputados de las Provincias Mexicanas, a todos sus conciudadanos”, 
Apatzingán, 23 de octubre de 1814, en el mismo documento donde aparece 
el Decreto constitucional, p. 722. 

“Constitution des 3-14 Septembre 1791”, en Histoire et Dictionaire de la 
Révolution Frangaise, 1789-1799, pp. 676-694. Véase José Miranda, “Bases 
y trama de la estructura orgánica”, en Estudios sobre el Decreto constitu- 
cional de Apatzingán, pp. 529-530 y Mario de la Cueva, “La idea de sober- 
anía”, en ibid., p. 328. 

Subrayo la palabra salvación para acentuar el contenido católico en la 
visión política de los constituyentes, sin embargo, la “felicidad común” era 
la meta de la Ilustración y del racionalismo, véase Alfonso Noriega Cantú, 
Las ideas políticas en las declaraciones de derechos de las constituciones 
políticas de México, p. 65. 

Luis Recasens-Siches, “Fuentes filosófico-políticas del capítulo Iv (de la ley) 
del “Decreto constitucional para la libertad de la América mexicana del 22 
de octubre de 1814, Constitución de Apatzingán”, en Estudios sobre el 
Decreto Constitucional de Apatzingán, pp. 337-338. El autor señala la 
importancia de la racionalidad de la ley como sinónimo de su generalidad. 
“Manifiesto publicado por el Dr. José María Cos, miembro del Poder 
Ejecutivo, contra el Congreso”, Fuerte de San Pedro, 30 de agosto de 1815, 
en Lucas Alamán, op. cit., vol. 4, apéndice, doc. núm. 11, pp. 41-44. 
Manifiesto, Teguacán [sid de las Granadas, 16 de noviembre de 1815, ms,, 
en AGN, Operaciones de guerra, vol. 89, f. 223. 

La versión de que su oficialidad apresó a Terán la refiere Lucas Alamán (op. 
cit., vol. 4, p. 348) y seguramente su informante fue él mismo, pues llegaron 
a ser amigos muy cercanos. La versión del conciliábulo en Carlos María de 
Bustamante, Cuadro histórico, vol. 3, p. 313. 

“Proclama sobre la disolución del Congreso en Tehuacán”, Tehuacán, 15 de 
diciembre de 1815, apéndice 12 de Pablo de Mendíbil, Resumen histórico 
de la Revolución de los Estados Unidos Mejicanos, Londres, R. Ackermann, 
1828, p. 404. 

[Manifiesto contra el Congreso disuelto], Tehuacán, 16 de enero de 1816, en 
Pablo de Mendíbil, op. cíf., apéndice 13, p. 410. Muchos años después, 
Terán seguría criticando a aquellos clérigos y abogados que decían ser 
representantes de la nación, pese a ser todos sustitutos, véanse 
Manifestación del ciudadano Manuel de Mier y Terán al público, Jalapa, 
Imprenta del Gobierno, 1825, cL 894 y especialmente Segunda Ma- 
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nifestación del ciudadano Manuel de Mier y Terán, México, Imprenta a 
cargo de Martín Rivera, 1825, pp. 26 y ss. CL 226. 

“Proyecto de gobierno de las Provincias Orientales de México”, agosto de 
1816, ms., en AGN, Operaciones de guerra, vol. 931, ff. 282-289. 

“Acordado el traslado de los Poderes a Tehuacán, el Congreso decreta la 
creación de la Junta Subalterna' para el gobierno de las provincias del cen- 
tro, norte y occidente del país”. Uruapan, 6 de septiembre de 1815, en 
Ernesto Lemoine (ed.), Morelos. Su vida revolucionaria a través de sus 
escritos, pp. 572-582. 

“Elección de los miembros de la Junta Subalterna, instalada en Uruapan y 
trasladada más tarde al pueblo de Taretan”, Uruapan, 21 de septiembre de 
1815, en ibid., pp. 583-584. 

Ernesto Lemoine, Morelos y la revolución de 1810, pp. 266 y ss. 

José María Tornel y Mendívil, Breve reseña bistórica de los acontecimien- 
tos más notables de la nación mexicana, p. 5. 


DE LAS TINIEBLAS A LA LUZ 


La tesis de que la revolución liberal aceleró el proceso de centralización y 
formación de un Estado unitario moderno la expresó, para el caso francés, 
Alexis de Tocqueville, en L'ancien régime et la révolution, pp. 169-174. 
Josep Fontana, La crisis del Antiguo Régimen, p. 28. 

Para una descripción de los pronunciamientos —y especialmente el de 
Riego—, véase Raymond Carr, Spaín, pp. 124 y ss. 

“Manifiesto del Rey a la Nación”, publicado en la Gaceta extraordinaria de 
Madrid, núm. 37, de 12 de marzo de 1820, incluido como documento 
número cuatro en la Gaceta del Gobierno de México, t. XI, núm. 68, 3 de 
junio de 1820. Éstos y otros documentos también pueden ser consultados 
en Ignacio Rubio Mañé, “Los diputados mexicanos a las Cortes españolas y 
el Plan de Iguala”, en Boletín del Archivo General de la Nación, segunda 
serie, vol. XII, núms. 3 y 4, julio-diciembre de 1971, pp. 347-395. 

Fernando VII [Decreto por el que se restablece el régimen constitucional, 
Madrid, en la Imprenta Nacional, 1820. 11 pp., en AGN, Ayuntamientos, vol. 
168, sin foliar. 

Fernando VII, El Rey a los habitantes de América, Puebla, reimpreso en la 
Oficina de Pedro de la Rosa, 1820, 4 pp. CL, 127. Según Timothy E. Anna, 
“los españoles vieron en América un simple reflejo de la península” 
(Timothy E. Anna, España y la independencia de América, p. 261); véase 
también W. Woodrow Anderson, “Reform as a Means to Quell Revolution”, 
en Mexico and the Spanish Cortes, p. 189. 

La Representación fue publicada en La Aurora de España de Madrid el 
sábado 8 de abril de 1820 y reimpresa en México en la Representación y 
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manifiesto de los españoles americanos, por Ontiveros, 1820, 16 pp. Sin 
embargo, aquí seguimos la Representación que los americanos españoles, 
residentes en Madrid, ban entregado á S. M. por medio de los Sres. encar- 
gados Marqués de Cárdenas de Montehermoso, D. Manuel Inca Inpanqui 
[sic por Yupanqui, y D. Gabriel Señero, el día 4 del presente mes de abril, 
México, Oficina de D. Alejandro Valdés, 1820, 4 pp. s. n. 

El manifiesto se encuentra en la edición de Ontiveros citada en la nota anteri- 
or, pero aquí seguimos el Manifiesto sobre los representantes que correspon- 
den á los americanos en las inmediatas Cortes, Madrid, Imprenta de Vega 
y Compañía, y reimpreso en Méjico, por D. Alejandro Valdés, 1820, 11 pp. 
D. U. L. A., Idea general sobre la conducta política de D. Miguel Ramos 
Arizpe, natural de la provincia de Coabuila, como diputado que ba sido 
por esta provincia en la Córtes generales y extraordinarias, y en las ordi- 
narias de la Monarquía española desde el año de 1810 basta el de 1821, 
México, impresa en la Oficina de Doña Herculana del Villar y socios, 1822, 
p. 9. CL, 436. Fecha 18 de marzo de 1822, 

P.M. A., Contestación á la esposicion que han presentado al Rey algunos ex- 
diputados de América residentes en Madrid, reimpresa en Méjico, Oficina 
de D. Alejandro Valdés, 1820, 19 pp. 

Lista de los señores diputados nombrados para las Córtes del año de 1820 
y 1821, México, en la Oficina de Juan Bautista de Arizpe, 1820, 8 pp. CL, 
147. Los novohispanos fueron Juan de Dios Cañedo, Manuel Cortázar, José 
María Couto, Francisco Fagoaga, José Mariano Michelena, José María 
Montoya y José Miguel Ramos Arizpe. 

Véase el manifiesto de Juan de Dios Cañedo, que aceptaba el carácter rep- 
resentativo de los suplentes y sólo se quejaba del corto número asignado; 
Manifiesto á la nación Española, sobre la representación de las Provincias 
de ultramar en las próximas Córtes, por el Lic. D. Juan de Dios Cañedo, 
diputado suplente por la Nueva España, Madrid, en la Imprenta de Vega y 
Compañía, y reimpreso en Méjico en la Oficina de D. Alejandro Valdés, 
[1820], 39 pp. CL, 327. 

Manuel de Vidaurre, Manifiesto sobre la nulidad de las elecciones que á 
nombre de los países ultramarinos se practicaron en Madrid por algunos 
americanos el día 28 y 29 de mayo del año 1820, impreso en Madrid en la 
imprenta de Vega y Compañía, y reimpreso en México en la de D. Alejandro 
Valdés, 1820, 26 pp. 

Acerca de Manuel de Vidaurre, véase Jaime E. Rodríguez O., The Emergence 
of Spanish America, pp. 19, 27-28, 71, 76-79, 81-84, 233; acerca de Maquiavelo 
y el republicanismo clásico véase John A. G. Pocock, The Macbiavellian 
Moment, 1975. Lucas Alamán, al recordar esos años, hace notar que en Nueva 
España se reimprimían muchas obras publicadas en la península, entre ellas 
las que “escribía el peruano D. Manuel de Vidaurre, que gozaba de la mayor 
aceptación”. Lucas Alamán, Historia de Méjico, vol. 5, p. 42. 
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Mario Rodríguez, “The “American Question' at the Cortes of Madrid”, The 
Americas, vol. XXXVII, núm. 3, enero de 1982, p. 299. 

Lucas Alamán, op. cit., vol. 5, pp. 26-41. 

Jaime Rodríguez, op. cit., pp. 32, 33 y ss.; Edmundo O'Gorman, “Fray 
Servando Teresa de Mier” (1945), en Seis estudios históricos, p. 69. 

Álvaro Flores Estrada, Profecías políticas á favor de nuestra independen- 
cia, Ó justificacion de ella en razon al despotismo del Gobierno Español, 
sacada de la representacion que hizo al Rey de España en 1818 desde la 
ciudad de Londres D. Álvaro Flores Estrada, México, Imprenta (contraria al 
despotismo) de D. J. M. Benavente y socios, 1821. 8 pp. CL, 242, El papel es 
posterior a septiembre, pero afirma que ya se había reimpreso en México 
en 1820. 

Las otras tres propuestas fueron que el rey emitiera un manifiesto, en el cual 
se declararan las ventajas del régimen constitucional; que cesara el fuego y 
que permanecieran unidos en ciertas provincias los mandos políticos y mil- 
itares (Michael P. Costeloe, La respuesta a la Independencia, p. 112.) 
Manuel Ferrer, La Constitución de Cádiz, pp. 266-267; los juramentos de 
Campeche, Veracruz, Jalapa y Tlacotalpan, anteriores al de las autoridades 
virreinales, están en Rafael de Alba (ed.), op. cit., vol. 2, pp. 169-176. 
Lucas Alamán, op. cit., vol. 5, p. apéndice, pp. 6-7. 

[Convocatoria á Córtes ordinarias, 1820-1821l, Madrid, Imprenta 
Nacional, 1820, 11 pp., en AGN, Ayuntamientos, vol. 168, sin foliar, Gaceta 
del Gobierno de México, t. XI, núm. 68, 3 de junio de 1820 y núm. 69, 6 de 
junio de 1820; también Rubio Mañé, op. cit., pp. 353-360. 

La falta de instituciones motivó, entre otras cosas, que las autoridades no 
pudieran influir en las elecciones, las hacía más ciudadanas: véase Alfredo 
Ávila, “La transición a la democracia en México: su historia y sus posibili- 
dades”, en Elecciones y participación ciudadana en México, p. 58. 

Copia del Acta de la reunión de la Junta Preparatoria de México el 1 de julio 
de 1820, ms., en AGN, Ayuntamientos, vol. 168, sin foliar. 

Instrucción para levantar un padrón, México, agosto de 1820, ms., en AGN, 
Ayuntamientos, vol. 168, sin foliar. 

“Instrucción que para facilitar las elecciones parroquiales y de partido que 
han de celebrarse con el objeto de nombrar diputados en Cortes para las 
ordinarias de los años de 1820-1821”, ms., en AGN, Ayuntamientos, 168, sin 
foliar, 


” “El ayuntamiento de Querétaro sobre que se le permita nombrar un diputa- 


do para las Cortes de 1820 y mientras representa sobre el verdadero 
número que le corresponde”, expediente en AGN, Ayuntamientos, vol. 168. 
Las listas en idem, 

Oficio dirigido a Ramón Gutiérrez del Mazo, sin fecha ni remitente pero de 
agosto de 1820, ms., en AGN, Ayuntamientos, 168, sin foliar; Peter Gerhard, 
Geografía bistórica de la Nueva España, pp. 148-149. 
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El Ayuntamiento de Acapulco al Jefe de la Plaza, Acapulco, 12 de agosto de 
1820, ms., en AGN, Ayuntamientos, vol. 168, sin foliar. 

J. Ignacio Rubio Mañé, op. cit., pp. 363-366, Incluye algunos datos biográ- 
ficos de estos personajes. 

lbid., pp. 367 y ss.; José María Muriá, Breve historia de Jalisco, p. 206; las 
listas de diputados pueden consultarse también en Charles R. Berry, “The 
election of the Mexican Deputies”, en Mexico and the Spanish Cortes, pp. 
34-36. 

Bando de Juan Ruiz de Apodaca, por el que restablece los ayuntamientos 
constitucionales, Méjico, 14 de junio de 1820, ms., en AGN, Ayuntamientos, 
vol. 168, sin foliar. En AGN, Ayuntamientos, vol. 120, sin foliar, se incluyen 
500 nombres de poblaciones con ayuntamiento constitucional, sin fecha 
pero circa agosto de 1820. En este volumen aparecen las actas de elecciones 
de los ayuntamientos constitucionales entre diciembre de 1820 y enero de 
1821. No muestran anomalías. En todas se expresa la gran participación 
popular en los procesos. Hay una tendencia a que los electores sean curas 
párrocos. En el caso de Tequistepeque —o Tequecistepec o Tequixtepec, al 
este de Acatlán y sur de Zapotitlán, en Guaxuapa—, el regidor Matías de la 
Cruz firmó por sí y por tres regidores más que no sabían firmar. Acerca de 
las diputaciones (Nettie Lee Benson, La diputación, pp. 55-91.) 

Tal es el caso de Puebla, véase Cristina Gómez Álvarez, “La diputación 
provincial y la independencia de Puebla, 1820-1821”, en México entre dos 
revoluciones, pp. 41-61, especialmente las pp. 53-55, 59-61, y de la misma 
autora “La diputación provincial en Puebla, 1820-1821”, en Eslabones. 
Revista semestral de estudios regionales, núm. 12, julio-diciembre de 1996, 
pp. 72-81. 

Los indios de Santiago Tlatelolco a Juan Ruiz de Apodaca, 19 de julio de 
1820, ms., en AGN, Indios, vol. 100, ff. 622-637, citado por Andrés Lira, 
Comunidades indígenas, p. 21. 

Lucas Alamán trata este asunto en el capítulo II de su op. cit., vol. 5, pp. 50 y ss. 
Hay, por lo menos, dos versiones del famoso Plan, la recogida por Carlos 
María de Bustamante (Cuadro Histórico, vol. 5, pp. 116-118) y una, más 
definitiva, aparecida en La abeja poblana, suplemento al número 14, 2 de 
marzo de 1821. El Plan publicado por Bustamante tenía 23 bases, el de La 
Abeja, 24 indicaciones (la decimoctava base se convirtió en dos indica- 
ciones) de modo que al referirme al contenido del Plan pondré entre parén- 
tesis el número de base y el de indicación, cuando difieran. Pueden con- 
sultarse ambas en Jaime del Arenal Fenocchio, “Una nueva lectura del Plan 
de Iguala”, en: Revista de Investigaciones Jurídicas, año XvH, núm. 18, 
1994, pp. 68-73. En la obra de Bustamante, el Plan está acompañado de los 
siguientes documentos, que después comentaremos: una proclama a modo 
de presentación, las bases del Plan, una lista de individuos propuestos para 
la Junta Gubernativa y un oficio dirigido por Iturbide al conde del Venadito. 
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33 Vicente Rocafuerte, Bosquejo ligerísimo de la revolución de Mégico, pp. 5 y 
42; Manuel Gómez Pedraza, Manifiesto que Manuel Gómez Pedraza, ciu- 
dadano de la república de Méjico dedica á sus compatriotas, ó sea una 
reseña de su vida pública, 1831, p. 7, CL, 39. 

39 Acerca de la génesis del Plan de Iguala, véase William Spence Robertson, 
Iturbide of Mexico, pp. 51-83; también Jaime del Arenal Fenochio, op. cit., 
pp. 50-56, y Guadalupe Jiménez Codinach, México en 1821. 

40 Carta de Iturbide al conde del Venadito [Iguala, 24 de febrero de 1821], en 

Carlos María de Bustamante, Cuadro histórico, vol. 5, p. 125. Los nombres 

de los individuos propuestos por Iturbide para la Junta Gubernativa en 

Agustín de Iturbide, “Lista de los señores que deben componer la Junta 

Gubernativa conforme al plan que propongo al Exmo. Señor Venadito”, en 

José Gutiérrez Casillas (ed.), Papeles de don Agustín de Iturbide, p. 145. 

Acerca de cómo Iturbide logró integrar en su propuesta los intereses de 

muchos individuos —y cómo esto le garantizó el buen éxito—, véase 

Timothy E. Anna, El imperio de Iturbide, pp. 17 y ss. 

La proclama en Carlos María de Bustamante, en Cuadro bistórico, vol. 5, 

pp. 115-116. Las siguientes citas proceden de ahí. 

Acerca del ideario moderno del Plan de Iguala y de su autor, véase Alfredo 

Ávila, “Agustín de Iturbide y el liberalismo”, ponencia presentada en las 

Jornadas históricas 1999 Ernesto Lemoine, organizadas por el Gobierno del 

Estado de Morelos, el H. Ayuntamiento de la H. H. ciudad de Cuautla y el 

Consejo del Patrimonio Histórico de Cuautla, en la Biblioteca Abraham 

Rivera de Cuautla, Morelos, 1 de mayo de 1999. 

Acerca de este asunto, véase Luis González y González, “El optimismo 

inspirador de la independencia”, en Todo es bistoria, pp. 67-83. 

44 Manuel Gómez Pedraza, op. cit., pp. 7-9. 

45 Estos datos y los que siguen están en Lucas Alamán, op. cit., vol. 5, pp. 87-88. 

46 Diario de las actas y discusiones de las Córtes. Legislatura de los años 1820 
y 1821, 6 vols., Madrid, Imprenta especial de las Cortes, por don Diego 
García y Campoy, 1820 vol. 1, p. 2, sesión del 30 de diciembre de 1820; 
Ignacio Rubio Mañé incluye un cuadro detallado con la llegada de los 
diputados novohispanos a las Cortes (op. cit., pp. 382-383). Los diputados 
suplentes se vieron obligados a abandonar las Cortes el 23 de septiembre 
de 1821: “Orden. Por la que se declara no deber continuar en las córtes mas 
diputados suplentes de las provincias de ultramar que los de Filipinas y 
Perú”, Madrid, 23 de septiembre de 1821, en Colección de los decretos y 
órdenes de las Cortes de España que se reputan vigentes en la República de 
los Estados-Unidos Mexicanos, México, Imprenta de Galván, 1829, p. 206. 
La exención hecha a los suplentes de Perú y Filipinas se debió a que aún 
no llegaban la mayoría de los propietarios, pero también podría verse como 
un reconocimiento a dos de las posesiones ultramarinas que se mantenían 
fieles. 
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47 Mario Rodríguez, Op. cit., p. 301; Lucas Alamán, op. cit., vol. 5, p. 548; 
Lorenzo de Zavala, Ensayo bistórico de las revoluciones de México desde 
1808 hasta 1830, t. 1, p. 245. 

8 Lucas Alamán, op. cil., p. 550. 

4 Sesión 4 de junio de 1821, en Diario de las actas y discusiones de las Córtes. 
Legislatura de los años 1820 y 1821, op. cit., vol. 3, pp. 2044-2049 (la 
numeración es corrida en todos los volúmenes), esta discusión la repro- 
duce completamente Rubio Mañé, op. cit., pp. 387-395. 

30 El Dictamen en el documento número 18 de Lucas Alamán, op. cit., vol, 5, 
pp. 46-49. 

51 Las reproduce Lucas Alamán en sus apéndices en ibid., vol. 5, pp. 49-65, 
doc. núm. 19. Jaime Rodríguez apunta que las propuestas querían estable- 
cer algo así como un Commonwealth hispánico (op. cit., pp. 40-43.) 

32 Ejército imperial Mejicano de las Tres garantías, núm. 11, 13 de julio de 
1821. Acerca de la tiranía y arbitrariedad de los gobernantes españoles en 

Nueva España, que ignoraban la Constitución y el sistema representativo, 
véase El Amigo del Pueblo, número 10, 13 de octubre de 1821. 

3 “Representación del excelentísimo ayuntamiento de Méjico al comandante 

accidental de las armas de la misma ciudad, Mariscal de Campo don 

Francisco Novella”, en Ernesto Lemoine, La Revolución de Independencia, 

1808-1821. Tomo 2. Testimonios, bandos, proclamas, manifiestos, discur- 

sos, decretos y otros escritos, en La República Federal Mexicana: gestación 

y nacimiento, [1974), vol. Iv, pp. 525-527. D. J. M. T., en un “Discurso” a 

Novella, hace hincapié en la prepotencia de los trigarantes. Diario político 

militar mejicano, 11, 12 y 13 de setiembre de 1821. Acerca de los autono- 

mistas, como se les ha venido llamando, véase Jaime Rodríguez, “From 

Royal Subject to Republican Citizen: The Role of the Autonomist in the 

Independence of Mexico”, en The Independence of Mexico and the 

Creation of the New Nation, pp. 19-43. 

Tratados celebrados en la Villa de Córdova el 24 del presente entre los 

Señores D. Juan O'Donojú, Teniente general de los Ejércitos de España, y 

D. Agustín de Iturbide, primer Gefe del Ejército Imperial Mexicano de las 

Tres Garantías [Puebla], Oficina de Pedro de la Rosa [1821], cL, 126. 

Idem. Novella terminaría aceptando la autoridad de su superior, véase el 

“Acta celebrada en México en la mañana del 14 de septiembre de 1821, 

reconociendo al Señor O”Donojú como Capitán General y Gefe Político 

Superior”, ms., en la Genaro García Collection of Manuscripts in the Benson 

Latin American Collection, University of Texas —en adelante citado como 

García Collection, BLAC-UT—, exps. 10-11, Documentos para la biografía de 

Juan Wenseslao [Sánchez de la] Barquera, 1774-1840. 

% Es conveniente aclarar que ni el Plan de Iguala ni los Tratados de Córdoba 
apuntaban quiénes serían base para la nueva representación, pero en el 
primer documento, Iturbide se dirigía a todos los americanos e incluía a 
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estos grupos. Es natural que después de tanto pedir en España que se 
incluyeran las castas como base para la representación, los gobiernos inde- 
pendientes de México se vieran obligados a incluirlas, Esto significa que, 
virtualmente, el sufragio sería universal masculino. La ciudadanía para la 
tradición latina fue inclusiva, a diferencia de la angosajona, que era exclu- 
yente, véanse como puntos de comparación Judith Shklar, American 
Citizenship. The Quest for Inclusion, 1991, y Pierre Rosanvallon, Le sacre 
du citoyen. Histoire du sujfrage universel en France, 1992. 

Acerca de los juramentos a la Independencia, véase Javier Ocampo, Las 
ideas de un día, 1969. 

Actas de la Diputación Provincial de Nueva España, 1820-1821, 1985; 
Libro de las Actas de Sesiones de la Exma. Diputacion Provincial de 
Yucatán, 1820-1821 y Copiador de Oficios para la Provincia [de Yucatán, 
ms., en Biblioteca Central del Estado, Mérida, Yucatán. Fondo Crescencio, 
Carrillo y Ancona, micropelícula en APyP, serie Yucatán, rollos 9 y 10. 

Una copia en micropelícula se encuentra en APyP, serie Chiapas (2), rollo 1. 
Ibid., passim. Para Tabasco, véase Manuel Mestre Ghigliazza, Gobernantes 
de Tabasco, 1821-1914, pp. 30-31; para Guadalajara, José María Muriá, 
Breve historia de Jalisco, p. 207. El caso de la adhesión de las provincias 
centroamericanas al Plan de Iguala fue muy distinto, ahí sí fueron las autori- 
dades civiles las que tomaron la iniciativa, entre otras cosas porque no 
había una gran fuerza militar (Mario Vázquez, La División Auxiliar del 
Reyno de Goatemala. Intereses mexicanos en Centroamérica 1821-1824, 
1997). 


1 Javier Ocampo, op. cit., p. 50. 


62 


Acerca de los conspiradores y antiguos Guadalupes que colaboraron 
activamente en favor de la autonomía de Nueva España, véase Jaime 
Rodríguez, “La transición de colonia a nación: Nueva España, 1820-1821”, 
en Historia Mexicana, XLIII, núm. 2, 1993, pp. 265-322. 


63 J, P., Contestación á las preguntas de D. Rafael Dávila, México, Imprenta 


64 


Imperial de D. Alejandro Valdés, 1821. 8 pp. CL, 220, 
Agustín de Iturbide, Sus memorias escritas en Liorna (27 de septiembre de 
1823), pp. 10 y 12. 


EL IMPERIO 


1 Juan Suárez y Navarro, Historia de México y del general Antonio López de 


2 


Santa Anna. Comprende los acontecimientos políticos que han tenido 
lugar en la Nación, desde el año de 1821 hasta 1848, 2 vols., México, 
Imprenta de Ignacio Cumplido, 1850-1851, vol. 1, pp. 44-45. 

Mosei Samilovich Alperóvich, Historia de la independencia de México, p. 
217. 
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Edmundo O'Gorman, “Precedentes y sentido de la revolución de Ayutla”, 
en Seis estudios históricos, pp. 104-105. 

Un relato más detallado de este debate puede verse en Alfredo Ávila, “Las 
primeras elecciones en el México independiente”, en Política y cultura 11, 
invierno de 1998-1999, pp. 29-60. 

Alfredo Ávila, “Agustín de Iturbide y el liberalismo”. Acerca de “la repre- 
sentación de intereses desvinculados” de Edmund Burke, véase Hanna 
Pitkin, El concepto de representación, pp. 185-209. 

Diario de las sesiones de la Junta Provisional Gubernativa en Actas con- 
stitucionales mexicanas (1821-1824), vol. 1, sesión del 25 de septiembre 
de 1821, en Tacubaya, pp. 4-6. 

Agustín de Iturbide, Sus memorias escritas en Liorna, p. 13. 

El amigo del Pueblo, 9, 6 de octubre de 1821. 

D. Jlosél. Elustaquio] Fernández, Proyecto de Nuevo Reglamento para las 
elecciones de los representantes del pueblo en las primeras córtes, México, 
Imprenta (contraría al despotismo) de D. J. M. Benavente y socios, 1821. 12 
Pp. CL, 254. 

Antonio Mateos, Proyecto acerca de elecciones de diputados. Al enhornar 
se tuerce el pan. Proposiciones sueltas, México, Imprenta Imperial de D. 
Alejandro Valdés, 1821. CL, 207. 

Ideas políticas y liberales, por el Pensador Mejicano [Méxicol, en la 
Imprenta Imperial, 1821. cL, 207; y D. Jlosé]. Elustaquio] Fernández, Busca- 
Pies al Pensador Mexicano, sobre sus ideas políticas y liberales, núm. 5, 
México, Imprenta de D. Mariano Ontiveros, 1821. CL, 443. 

“Proclama del Generalísimo a sus ciudadanos”, sin fecha, copia de Antonio 
Martínez, San Antonio de Béjar, Tejas, 11 de diciembre de 1821, ms., en 
AGN, Gobernación, sin sección, caja 16, exp. 67, f. 1. 

Agustín de Iturbide, Reflexiones sobre los actuales debates de la Suprema 
Junta, México, Imprenta Imperial de D. Alejandro Valdés, 1821. CL, 254; 
Regencia del Imperio, Indicacion dirigida por la Regencia del Imperio a S. 
M. la Soberana Junta Provisional, México, Imprenta Imperial de D. 
Alejandro Valdés, 1821. CL, 395; Agustín de Iturbide, Pensamiento que en 
grande ha propuesto el que suscribe como un particular, para la pronta 
convocatoria de las próximas Córtes, bajo el concepto de que se podrá 
aumentar ó disminuir el número de representantes de cada clase, con- 
forme acuerde la Junta Soberana con el Supremo Consejo de Regencia, 
México, Imprenta Imperial de D. Alejandro Valdés, 1821. cL, 126. 

Erika Pani, “La representación política. Visiones decimonónicas”, ms., pre- 
sentado en el Seminario sobre la formación del Estado nacional mexicano, 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones 
Históricas, 1999, 

San Martín, Cuestiones importantes sobre las Cortes, núm. 1, México, 
Imprenta (contraria al despotismo) de D. J. M. Benavente y socios, 1822, CL, 
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259. Sólo hemos localizado este número 1, y parece improbable que 
hubiera publicado más. Acerca de la carrera de San Martín, véase Ana 
Carolina Ibarra, Clero y política en Oaxaca: Biografía del doctor José de 
San Martín (esta obra incluye, en un apéndice, el impreso de San Martín). 
Véase también la opinión, en este mismo sentido, de Juan Bautista Morales, 
Crítica del hombre libre. Diálogo entre un Religioso y su Pilguanejo, 
México, Imprenta (contraria al despotismo) de D. J. M. Benavente y socios, 
1821. cL, 256. 

Junta Provisional Gubernativa, Diario de las sesiones, p. 85. 

Convocatoria á Cortes, México, 18 de noviembre de 1821, en CEHM-CON- 
DUMEX, fondo XXx-4, carpeta 2, legajo 108, ff. 1-3vta. En la ciudad de México 
fue publicada por el periódico iturbidista Noticioso General, VI, 143, miér- 
coles 28 de noviembre de 1821. 

Timothy E. Anna, El imperio de Iturbide, p. 67; Vicente Rocafuerte, 
Bosquejo ligerísimo de la Revolución de Mégico, desde el Grito de Iguala 
basta la proclamación imperial de Iturbide, por un Verdadero Americano, 
p. 135; José María Bocanegra, Memorias para la bistoria de México inde- 
pendiente, vol. 1, p. 18. 

[José Joaquín Fernández de Lizardil, Primer bombazo por El Pensador al 
Dr. D. ]. E. Fernández, México, Imprenta de D. Celestino de la Torre, 1821. 
CL, 257 (también en CL, 955). 

Agustín de Iturbide, Sus memorias, p. 16. 

“El Ayuntamiento de Campeche acompaña dos copias certificadas de las 
protestas hechas en la capital de aquella Provincia con motivo de las 
Elecciones Parroquiales tenidas en ella últimamente para la eleccion de 
Ayuntamientos”, ms., en AGN, Gobernación, sin sección, caja 27, exp. 21. 
Pedro Celestino Negrete a Agustín de Iturbide, San Pedro de Guadalajara, 
15 de febrero de 1822, ms., en BLAC-UT, Genaro García Collection, Archivo 
de Mariano Riva Palacio 87; véase también AGN, Gobernación, sin sección, 
caja 27, exp. 26, fólder 5. 

La diputación provincial no hizo nada en este caso: el expediente en AGN, 
Gobernación, sin sección, caja 27, exp. 26, fólder 3. Sobre el Sur, Peter 
Guardino, Peasants, Politics, and the Formation of Mexico's National State. 
Guerrero, 1800-1857, pp. 92-93. 

Antonio López de Santa Anna a Agustín de Iturbide, Jalapa, 9 de febrero de 
1822, ms., en BLAC-UT, Colección de manuscritos de Juan E. Hernández y 
Dávalos, 15-1, 1537; Santa Anna a Iturbide, Jalapa, 15 de febrero de 1822, 
ms., en BLAC-UT, Colección de manuscritos de Juan E. Hernández y Dávalos, 
15-1, 1544. 

Véase por ejemplo, la elección de diputados propietario y suplente por 
Nuevo Santander y sus peticiones, entre ellas, tener una diputación provin- 
cial: AGN, Gobernación, sin sección, caja 27, exp. 26, fólder 1. 

Niceto de Zamacois, Historia de Méjico, vol. 11, pp. 153-155. 
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Agustín de Iturbide, Sus memorias, p. 16; Lorenzo de Zavala, Ensayo 
bistórico, t. 1, p. 106. 
Defensa de los llamados francmasones, México, Imprenta (contraria al 
despotismo) de D. J. M. Benavente y socios, 1822, citado en José A. Ferrer 
Benimelli, Masonería española contemporánea, vol. 1, pp. 212-216. Acerca 
de Puebla, véase Manuel Gómez Pedraza, Manifiesto, pp. 23-24. Acerca de 
los temores de las damas piadosas, El ingenuo, Si vendrán a ser las córtes 
como el toro chicharrón, México, Imprenta Americana de D. José María 
Betancourt, 1822. cL, 242. “El toro chicharrón” era un apodo de José Miguel 
Ramos Arizpe. 

“Instrucción que dirigen varios diputados del soberano Congreso mexicano 
constituyente á las provincias de que son representantes, para enterarlas de 
cómo han procurado sostener sus derechos”, en José María Bocanegra, 
Memorias, vol. 1, pp. 136-143. 
Los principales problemas fueron los siguientes: el veto del Ejecutivo, la 
designación de los miembros del poder judicial y el establecimiento de 
comisiones o tribunales militares en las provincias: Timothy E. Anna, op. 
cit., cap. 4, y José Barragán Barragán, Introducción al federalismo, pp. 67-95. 
Esto y lo que sigue está tomado de las Actas del Congreso Constituyente 
Mexicano, 4 vols., en la oficina de D. Alejandro Valdés, 1822-1823 (vols. 2- 
5 de las Actas Constitucionales Mexicanas), vol. 1, pp. 8-9 de la primera 
foliatura. 

El Sueño del Pensador no valla a salir verdad. Dedicado al soberano 
Congreso, México, Oficina de Betancourt, 1822 (20 de abril), CL, 244. 
Torcuato S. Di Tella, Política nacional, pp. 128-129; Timothy E. Anna, op. 
cit,, cap. 3. 

“Informes pedidos por D. Agustín de Iturbide á los Jefes de las Provincias, 
con respecto á la opinión de las poblaciones, en sistema de gobierno, 
administracion pública, £c. en 1822”, ms., en un volumen sin título de la 
García Collection, BLAC-UT, [Miscelánea de documentos, 1821-1825]. 
Agustín de Iturbide, Breve manifiesto del que suscribe, México, Imprenta 
Imperial de D. Alejandro Valdés, 1821, impreso en AGN, Gobernación, sin 
sección, caja 12, exp. 1, En el mismo manifiesto advertía que la corona era 
inaceptable, pues en su papel de representante de la nación sólo se había 
atrevido a hacer algunas “breves indicaciones” para la forma de gobierno 
de su país, aunque, como sabemos, terminó admitiendo el encargo que se 
le ofrecía. 
Timothy E. Anna supone que dichas muestras de apoyo eran espontáneas 
(Timothy E. Anna, op. cit., pp. 74-99); para una visión menos iturbidista, 
véase Torcuato S. Di Tella, op. cit., pp. 133-137. 
Elías José Palti, comp., La política del disenso. La “polémica en torno al 
monarquismo” (México, 1848-1850)... y las aporías del liberalismo, pp. 
22-27. 
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Sesión extraordinaria del día 19 de mayo de 1822, Actas del congreso con- 
stituyente, vol. 1, pp. 279-302 de la segunda foliatura. 

Sesión del 7 de junio de 1822, Actas del congreso, vol. 2, p. 23; José Barragán 
Barragán, op. cit., pp. 86-88. La fórmula que Iturbide juró cuando fue coro- 
nado ratificaba, de la misma manera, su origen en el congreso: “Agustín por 
la Divina Providencia, y por nombramiento del Congreso de representantes 
de la Nacion, Emperador de México: juro [...]”, citado por José María 
Liceaga, Adiciones y rectificaciones a la historia de México, p. 586. 

Carta anónima pero de un diputado a Servando Teresa de Mier, sin fecha, 
ms., en García Collection, BLAC-UT, exps. 119-122, correspondencia de 
Servando Teresa de Mier. La nota está escrita en clave, la versión que cito 
está tomada de Timothy E. Anna, op. cit., p. 104. Nótese la diferencia con 
la otra monarquía americana, la brasileña, en la cual la Carta Asignada de 
1824 establecía que “os representantes da Nagáo Brasileira sáo oO 
Imperador, e a Assembléia Geral” (art. 11) además de que los tres poderes 
“no Império do Brasil sáio delegacóes da Nagáo” (art. 12): “Carta de lei de 
25 de marco de 1824”, en Pensamiento constitucional hispanoamericano, 
vol, 1, p. 246. 

Intervención del padre Servando Teresa de Mier en el Congreso, 16 de 
agosto de 1822, en Ideario político, pp. 248-250. Un estudio acerca de la 
obra parlamentaria de Servando Teresa de Mier en Andrés Lira González, 
“Servando Teresa de Mier y la Constitución de México”, en Mexico in the 
Age of Democratic Revolutions, 1750-1850, pp. 161-176. 

Carta de Servando Teresa de Mier a Cantú, 30 de julio de 1822, citada por 
Vito Alessio Robles, Coabutla y Texas desde la consumación de la inde- 
pendencia hasta el tratado de paz de Guadalupe Hidalgo, vol. 1, pp. 142- 
144. Sánchez de Tagle era síndico del concurso de acreedores de Pedro 
Ignacio de Echevers, marqués de Aguayo. Su principal argumento contra el 
vínculo de ese mayorazgo era que no había sido expedido por el Consejo 
de Indias sino por el de Castilla, por lo cual era nulo. Un juez de letras y la 
Audiencia de México apoyaron sin embargo al heredero del marqués hasta 
que el 7 de agosto de 1823, el Congreso, por iniciativa de Sánchez de Tagle, 
decretó la desvinculación de bienes civiles, es decir, tomó una medida lib- 
eral y anticorporativa motivada por intereses privados (María Vargas- 
Lobsinger, Formación y decadencia de una fortuna. Los mayorazgos de 
San Miguel de Aguayo y de San Pedro del Álamo, 1583-1823, pp. 183-186). 
Sesión secreta del 27 de agosto de 1822, Sesiones extraordinarias del 
Congreso constituyente, con motivo del arresto de algunos señores diputa- 
dos, México, en la oficina de D. Mariano de Zúñiga y Ontiveros, 1822 (vol. 
6 de las Acias constitucionales mexicanas), pp. i-ix; Carlos María de 
Bustamante, Continuación del cuadro bistórico. Historia del emperador 
Agustín de Iturbide y establecimiento de la república popular federal, edición 
facsimilar publicada como volumen 6 del Cuadro histórico, pp. 6-7 y 22. 
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Sesión del 29 de agosto, Sesiones extraordinarias del Congreso consti- 
tuyente, p. XXVII 

Representación de Felipe de la Garza, la Diputación Provincial de Nuevo 
Santander, el Ayuntamiento de Soto la Marina y los oficiales de la milicia [al 
emperador], protestando por la prisión de los diputados del Congreso 
nacional; Soto la Marina, 26 de septiembre de 1822, ms., en la García 
Collection, BLAC-UT, exp. 35, Archivo de Carlos García. Es de hacer notar 
que Felipe de la Garza ya antes había elevado una representación al 
Congreso solicitando el establecimiento de la república, según era el deseo 
de la población de Nuevo Santander. Su argumento era de lo más interesan- 
te: la voluntad nacional optó por el sistema representativo, lo cual significa 
república pues una monarquía constitucional no difiere de aquella sino en 
que el Poder Ejecutivo es hereditario y peligroso, ya que con el tiempo 
tiende a la tiranía (Representación al Soberano Congreso, Soto la Marina, 16 
de mayo de 1822, en García Collection, BLAC-UT, “Documentos históricos de 
Agustín de Iturbide”, ff. 32-33 [Miscelánea de documentos 1821-1825.) 
Poco después el secretario Herrera comunicaría la pacificación de Nuevo 
Santander y llegó a afirmar que De la Garza fue “seducido por las intrigas 
de los agitadores de esta capital” Cibid., f. 36). 

Robertson, Jturbide of Mexico, p. 211. 

Así lo afirmaba uno de los más críticos de Iturbide (Vicente Rocafuerte, op. 
cit., pp. 78-79.) 

Carmen Vázquez Mantecón, “La Jura de obediencia al emperador o el fin de 
la fiesta iturbidista. Sus episodios en la Ciudad de México en enero de 
1823”, ponencia presentada en el coloquio “Tomar la calle”, CEMCA, 8 de 
junio de 1999. 

Timothy E. Anna, op. cit., pp. 132-136. Pudiera ser que el emperador bus- 
caba mostrar imparcialidad y respetar así la voluntad nacional. Al elegir a 
individuos que no eran sus incondicionales sino potenciales enemigos bus- 
caba tener una base más firme de legitimidad, pues admitía en el gobierno 
a todos los “partidos” (véase Manuel Ferrer, La formación de un Estado 
nacional en México, capítulo 3). 

Citado por Carlos María de Bustamante, Continuación del cuadro históri- 
co, p. 23. El obispo presidente lo era el de Durango, el marqués de 
Castañiza y no eran cien vocales sino 55. 

“Bases orgánicas de la Junta Nacional Instituyente”, 2 de noviembre de 
1822, reproducidas en la Gaceta del Gobierno Imperial de México, t. 2, 
núm. 135, 5 de diciembre de 1822. También pueden leerse en el Diario de 
la Junta Nacional Instituyente del Imperio Mexicano, t. único (aunque mar- 
cado como primero), México, oficina de D. Alejandro Valdés, impresor de 
Cámara del Imperio, 1822 (volumen 7 de las Actas constitucionales mexi- 
canas), pp. 5-9, Manifiesto de la Junta Nacional Instituyente á la Nación, 
México, Imprenta del Sr. D. Alejandro Valdés, 1822, CL, 393. 
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Sesión de 12 de noviembre de 1822, Diario de la Jumta Nacional 
Instituyente, p. 36. 

Sesiones del 19-22 de febrero de 1823, Diario de la Jumta Nacional 
Instituyente, pp. 402-430, 

Ibid., p. 408. 

Edmund Morgan, The Birtb of tbe Republic, 1763-89, pp. 128-155. 
Antonio José Valdés, Constitución del Imperio ó Proyecto de Organizacion 
del Poder Legislativo, por Antonio José Valdés, individuo de la Comision del 
Congreso, México, Imprenta Imperial de D. Alejandro Valdés, 1822, 8 pp., 
reproducción facsimilar en Manuel Calvillo, la República federal, vol. 2, 
pp. 1-10; [José Miguel Guridi y Alcocer], Proyecto de Constitución presen- 
tado á la comision de ella por uno de los individuos que la componen, 
México, Oficina de José María Ramos Palomera, 1822, 40 pp., en ibid., vol. 
2, pp. 13-54; José María Couto, “Constitución del Imperio Mexicano”, ms., 7 
fojas, en ibid., vol. 2, pp. 93-106. 

Proyecto de Reglamento Político de Gobierno del Imperio mejicano, pre- 
sentado á la Junta Nacional Instituyente, y leído en sesion ordinaria de 31 
de diciembre de 1822, México, Imprenta del Supremo gobierno, 1823, 34 
pp., reproducido también por Manuel Calvillo, op. cit., vol. 2, pp. 56-91. 
Proclama de Santa Anna, Veracruz, 2 de diciembre de 1822, reproducida 
en Carlos María de Bustamante, Continuación del cuadro histórico, pp. 
47-48. 

A este respecto cfr. Francois Mélonio, “1848: la République Intempestive”, 
en Le Siécle de l'Avenement Républicain, p. 391; Ran Halévi, “La 
République Monarchique”, en ibid., pp. 165-196. 

“Manifiesto”, en Carlos María de Bustamante, Continuación del cuadro 
bistórico, pp. 49-51. 

Servando Teresa de Mier, Memoria político instructiva; De la Garza, 
Representación al Soberano Congreso, Soto la Marina, 16 de mayo de 1822, 
citado en la nota 46, Vicente Rocafuerte, Ideas necesarias a todo pueblo 
americano independiente, que quiera ser libre, Puebla, oficina de D. Pedro 
de la Rosa, Impresor del Gobierno, 1823, p. 59 (el original se publicó en 
Filadelfia y todavía se reeditaría después en México). 

El Plan de Veracruz, en Carlos María de Bustamante, Continuación del 
cuadro histórico, pp. 64-71. Se incluyen las “Declaraciones [sic por aclara- 
ciones] del Plan”. 

Un análisis acerca de este Plan y de la posterior Acta de Casa Mata, firmada 
por los militares iturbidistas, en Nettie Lee Benson, “The Plan of Casa Mata”, 
The Hispanic American Historical Review, XXvV, 1, febrero de 1945, pp. 45-56. 
Timothy E. Anna, op. cit., cap. 6; Nettie Lee Benson, La diputación provin- 
cial, cap. 5; Manuel Calvillo, La República Federal, vol. 1, séptima parte. 
“Acta de Casa Mata”, 1 de febrero de 1823, en Planes en la Nación 
Mexicana, pp. 143-144; Timothy E. Anna, op. cit., pp. 183-184. 
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Acerca de la trascendencia de este artículo, Nettie Lee Benson, “The Plan of 
Casa Mata”, pp. 50-51, y La diputación provincial. 

Yucatán, pese a su lejanía de la Ciudad de México, también vivió la intro- 
misión del Centro, por ejemplo cuando se nombró a Melchor Álvarez como 
jefe superior político, porque Mérida y Campeche no alcanzaron a ponerse 
de acuerdo sobre el candidato idóneo para ese puesto. Acerca de la 
relación entre el jefe político e Iturbide y de la influencia que éste tenía a 
través de Álvarez en la diputación y ayuntamientos de Yucatán, véase 
“Correspondencia Oficial del Sermo. Sr. Dn. Agustín de Iturbide con el 
Esmo. Sr. Capn Gral. de Esta Provincia [Melchor Álvarez)”, vol. ms., en CCa, 
micropelícula en APyP, serie Yucatán, rollo 17; sobre el peso de los militares 
en la adhesión al Plan de Casa Mata, véase el Copiador de Oficios del jefe 
Superior del Gobierno, vol. ms., en ibid. (ambos sin numerar); también 
Eligio Ancona, Historia de Yucatán desde la época más remota hasta nue- 
stros días, vol. 3, pp. 259 y ss. 

Nettie Lee Benson, La diputación provincial, pp. 125 y ss. Según esta auto- 
ra, en Querétaro y Durango el movimiento de unión al Plan de Casa Mata 
sí nació de las diputaciones. En las Provincias Internas de Oriente, donde 
no había diputación, el papel de Miguel Ramos Arizpe fue muy importante 
para la aceptación de Casa Mata. 

La Diputación Provincial de Nuevo México se reunió en enero de 1822 en 
Santa Fe. El entonces gobernador, Facundo Melgares, actuó sin la venia de 
las autoridades imperiales, pero la Diputación siguió actuando sin hacer 
caso de las reclamaciones del Centro. Finalmente, el Congreso terminaría 
aceptando su existencia, (David J. Weber, The Mexican Frontier, 1821- 
1846. The American Southwest under Mexico, pp. 19-20.) 

Carlos Herrejón afirma: “Fiel observante de la letra y del espíritu gaditano, 
la diputación de Nueva España estuvo atenta para denunciar las infrac- 
ciones a la Constitución”. “Introducción” a las Actas de la Diputación 
Provincial de Nueva España, 1820-1821, p. 15. También véanse los jura- 
mentos de fidelidad al Soberano Congreso, como único representante 
nacional, que hizo la Diputación Provincial de Guanajuato, Sesión del 25 de 
febrero de 1822, “Actas de las sesiones celebradas por la Diputación Provin- 
cial”, 4 vols. manuscritos, vol. 1, f. 2. 

“La diputación provincial de México a todos los pueblos de la Nación”, en 
José María Luis Mora, Obras completas, vol. 2, Obra política, pp. 13-18. 
“Manifiesto de la Diputación Provincial de México sobre la conducta que 
observa para lograr el restablecimiento del Congreso Constituyente”, et al., 
en ibid., pp. 19-29. 

Junta de Puebla, Firmeza de los poblanos con la comision de México, 
[México], reimpreso en la oficina de D. José Mariano Lara, [1823], CL, 395. El 
original se imprimió en Puebla con el título más adecuado de Acta de la 
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Junta de Puebla. Esta Junta estaba formada por los dirigentes del Ejército 
Libertador y por delegados de algunas provincias. 

7 “Despedida de Iturbide al Congreso” en Carlos María de Bustamante, 
Diario Histórico de México, t. 1, vol. 1, pp. 207-209. Luis Gonzága Cuevas 
comentó que Iturbide creía en la necesidad de un gobierno fuerte y enér- 
gico “y estaba también persuadido de que para llenar esas condiciones era 
necesaria una popularidad como la suya”: Luis Gonzága Cuevas, Porvenir 
de México, vol. 1, pp. 271-272. 


LA REPÚBLICA 


- 


“Instrucción que dirigen varios diputados del soberano Congreso mexicano 
constituyente á las provincias de que son representantes, para enterarlas de 
cómo han procurado sostener sus derechos”, citado en el capítulo 6, nota 29. 

Carlos María de Bustamante descalificó al congreso recién restablecido por 

esta razón, y no lo bajaba de “Juntilla” (Nettie Lee Benson, La diputación 

provincial, p. 144.) Conviene comentar que el descrédito por haber colab- 
orado con Iturbide se achacó a los diputados en conjunto y no individual- 
mente, pues algunos de ellos, como Lorenzo de Zavala o Valentín Gómez 

Farías, ganaron la confianza de sus electores para estar en el Congreso 

Federal de 1823-1824. 

“Manifiesto que hace la diputacion provincial del Estado Libre de Xalisco, 

del derecho y conveniencia de su pronunciamiento en República federa- 

da”, Guadalajara, 16 de junio de 1823, en Colección de los decretos, circu- 

lares y órdenes de los poderes legislativo y ejecutivo de Jalisco, vol. 1, pp. 5-22, 

4 Hay algunos trabajos que narran, paso a paso, este conflicto. Entre otros, 
pueden consultarse Stanley C. Green, The Mexican Republic: The First 
Decade (capítulo 2), y los de Jaime E. Rodríguez O., “La Constitución de 
1824 y la formación del Estado mexicano”, Historia Mexicana, vol. XL, núm. 
3, enero-marzo de 1991, pp. 507-535 y “The Formation of the Federal 
Republic”, en Five Centuries of Mexican History Cinco siglos de historia de 
México, vol. 1, pp. 316-328. 

5 “Discurso del Sr. Terán, pronunciado en la sesión pública del presente 
Mayo”, en La Águila Mexicana, núm. 41, 25 de mayo de 1823. 

6 La Junta Gubernativa al Secretario de Relaciones Exteriores e Interiores, 
Lucas Alamán, Mérida, 12 de julio de 1823, ms., en AGN, Gobernación, sin 
sección, caja 43, exp. 54, citado en Jaime Rodríguez, “La Constitución de 
1824”, p. 518. 

7 Diputación de Guanajuato, “Actas de las sesiones”, vol. III, ff. 3 y ss. El 

elegido para ir al “Congreso de las Provincias” fue el diputado Juan Ignacio 

Godoy, quien había partido a Guanajuato tras la disolución del Congreso 

por Iturbide y no se reintegró cuando su restablecimiento. 
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Representacion de los comisionados de las provincias al Soberano Congre- 
so, México, Imprenta del ciudadano Alejandro Valdés, 1823, CL, 292; 
Dictamen de la Comisión especial de convocatoria para un nuevo 
Congreso, México, impren- 
ta del ciudadano Alejandro Valdés, [1823], CL, 100. La Comisión argúía que 
el Congreso era legítimo y que sus poderes habían sido otorgados para con- 
stituir a la nación, por lo cual debían cumplir su mandato. Los delegados de 
las provincias —y algunos diputados— no consideraban legítimo al 
Congreso por haber variado ya la voluntad nacional y por la forma “defec- 
tuosa” como fue electo. Véase Francisco García, Observaciones de un 
diputado sobre el dictámen de la comision especial de convocatoria, 
México, en la imprenta del ciudadano Alejandro Valdés, 1823, CL, 287. 
“Manifiesto del Capitán General á los habitantes del Estado Libre de 
Xalisco”, Guadalajara, 21 de junio de 1823, en Colección de los decretos... 
de Jalisco, vol. 1, p. 29; Jaime E. Rodríguez O., “The Formation of the 
Federal Republic”, p. 322. En Guadalajara no hubo control del centro. Luis 
Quintanar había sido fiel a Iturbide y, ante la caída de éste, decidió no obe- 
decer a las autoridades centrales de la república, lo cual implicaba que 
encontraría apoyo en los políticos y propietarios locales: José María Muriá, 
Breve bistoria de Jalisco, pp. 215 y ss. 

El expediente que se levantó en este caso está en AGN, Gobernación, sin 
sección, caja 47bis, exp. 23; Jaime E. Rodríguez O., “La Constitución de 
1824”, p. 518. 

F. M. M,, República federada le conviene al Anábuac, Guadalajara, 
imprenta libre del ciudadano Ignacio Brambila, 1823. CL, 439. 

AGN, Gobernación, sin sección, caja 47bis, exp. 25. 

El Federalista, números 13, 14 y 15, de los días 5, 8 y 12 de agosto de 1823. 
El Federalista, 13, 5 de agosto de 1823. 

Hasta el punto seis en El Federalista, 14, 8 de agosto de 1823. Los siguientes 
en el número 15, 12 de agosto. 

Rafael Villanueva a José Joaquín de Herrera, Guadalajara, 8 de junio de 
1823, en AGN, Gobernación, sin sección, caja 47, exp. 27, f. 10. 

La diferencia entre federación y confederación es muy sutil, pero de radical 
importancia para nuestro tema, pues tiene que ver con la soberanía y, por 
lo tanto, con la forma como debe ser representada. Como asienta el 
Diccionario de la lengua española, el uso que damos a ambas palabras es 
muy parecido: una confederación es una “Alianza, liga, unión o pacto entre 
personas, grupos o estados”, mientras que una federación es un 
“Organismo, entidad o estado resultante de dicha acción [de federarse]”. A 
partir de estas definiciones y de la experiencia norteamericana (Los Artícu- 
los de la Confederación, 1 de marzo de 1781, y La Constitución de Estados 
Unidos, 17 de septiembre de 1787, en Edmund Morgan, The Birth of the 
Republic, apéndices 2 y 3 respectivamente) el término confederación des- 
igna la alianza, liga o pacto de varios estados soberanos que mantienen sus 
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poderes y que sólo delegan a una asamblea algunas facultades (general- 
mente para asuntos exteriores: defensa o comercio); por federación enten- 
demos la unión de varios estados soberanos que a su vez forman una nueva 
entidad, soberana también, cuyo gobierno es representativo de cada esta- 
do asociado, pero también de cada ciudadano de la nación. 

El Plan del 7 de junio de 1823, está en el mismo expediente citado en la 
nota 16, ff. 18-21. El principal argumento de los jaliscienses para declarar las 
soberanías estatales era que, con la caída de Iturbide, se disolvió el pacto 
de unión, por lo cual los derechos habían vuelto a su origen: las provincias. 
No querían aceptar que, en todo caso, la disolución del pacto conduciría a 
un estado natural en los individuos, como tiempo después lo explicaban 
quienes estaban en favor de un gobierno más unificado: véase por ejemp- 
lo el artículo “Estado actual de la Nacion”, publicado en El Sol, núm. 206, 6 
de enero de 1824. | 

Plan de San Luis Potosí, 5 de junio de 1823, en AGN, Gobernación, sin sec- 
ción, caja 47, exp. 27, ff. 15-17. El Plan de Santa Anna no prosperó, pues 
contó con la oposición de los potosinos, quienes ya se estaban hartando de 
la jarochada dirigida por aquel joven brigadier, véase el expediente sobre 
el caso en AGN, Gobernación, sin sección, caja 58, exp. 1. 

El Plan puede consultarse en Manuel Calvillo, La República Federal, vol. 2, 
pp. 221-236. 

Prisciliano Sánchez, El Pacto Federal de Anábuac, Guadalajara, en la ofici- 
na de Mariano Rodríguez, 1823, en Manuel Calvillo, op. cit., vol. 2, pp. 241- 
266; [Francisco Severo Maldonadol, Contrato de asociacion para la 
República de los Estados Unidos del Anábuac, por un ciudadano del 
Estado de Xalisco, 2a. ed., revista y corregida por el autor, Guadalajara, en 
la imprenta de la vda. de D. José Fruto Romero, 1823, en Manuel Calvillo, 
op. cit., vol. 2, pp. 269-346. 

Plan de la constitución política de la Nacion Mexicana [México, Imprenta 
del Gobierno, 1823], CL, 339. Fecha en México, 16 de mayo de 1823, fir- 
maron José del Valle, Juan de Dios Mayorga, Servando Teresa de Mier, José 
Mariano Marín, Lorenzo de Zavala, José María Jiménez, José María 
Bocanegra, Francisco María Lombardo. Incluye un “Voto particular del Dr. 
Mier”, pp. 66-83. 

Incluso, algunos meses después, Lucas Alamán todavía afirmaba que el 
Plan consolidaría la Unión, “que al mismo tiempo que establezca los goces 
de una libertad justa y moderada en el interior, afianze su seguridad en el exte- 
rior”, nota del Secretario de Relaciones al Primer Ministro Británico, George 
Canning, México, 16 de agosto de 1823, ms., en PRO/FO5O, vol. 1, ff. 60-61. 
“El Secretario de Relaciones Exteriores e Interiores al Gefe Político de 
Querétaro”, México, 4 de junio de 1823, en Lucas Alamán, Obras de D. 
Lucas Alamán. Documentos diversos (inéditos y muy raros), vol. 2, pp. 
579-581. Cabe suponer que hubo circulares parecidas dirigidas a los demás 
jefes políticos en el país. 
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Servando Teresa de Mier informaba a Miguel Ramos Arizpe que con su Plan 
de Constitución México sería una “República representativa federal con su 
Congreso general, su Senado y su Congreso en cada provincia”, tal como 
querían las provincias, pero también reconoció que los diputados estaban 
dispuestos a elaborar la convocatoria, la cual no tardaría en salir: Carta de 
Servando Teresa de Mier al “Señor chato mi querido saltillero embrollón”, 
México, 14 de mayo de 1823, ms., en García Collection, BLAC-UT, exps. 119- 
122, correspondencia de Servando Teresa de Mier. 

“Junta establecida en Celaya con el fin de evitar la anarquía qe amenazaba 
á la Nacion”, ms., en AGN, Gobernación, sin sección, caja 47bis, exp. 28, 35 
fojas. 

“Actas últimas de la Junta de Celaya”, 11 de julio de 1823, ms., en 1btd., ff. 
4-6; nota del secretario de Relaciones Exteriores e Interiores a los miembros 
de la Junta reunida en Celaya, México, s. f., pero de la primera quincena de 
julio de 1823, ms., en ibid., f. 3; carta de la diputación provincial de 
Valladolid al Secretario de Relaciones, Valladolid, 18 de julio de 1823, ms., 
en ibid., f. 8. 

“Instrucciones que la Escma. Diputacion Provincial de Querétaro da a su 
comisionado que deberá presentarse en la respetable junta, que con las 
demás provincias ha de celebrarse en la ciudad de Valladolid” y que ter- 
minó siendo en Celaya, 6 de junio de 1823, ms., sin foliar en ibid., ff. 16-18, 
En efecto, aunque pareciera que los principales oponentes del federalismo 
eran el Congreso y los intereses de la ciudad de México, los miembros de 
la Junta de Celaya también temían, si no es que más, a los caudillos como 
Santa Anna, véase [Exmo. Sor.= Por la adjunta copia se instruirá V. E. del 
resultado de la Junta de Celaya. ..l, San Luis Potosí, Imprenta de Francisco 
Estrada, 1823, en AGN, Gobernación, sin sección, caja 47bis, exp. 28. 
“Exposición de la Diputación Provincial de Guadalajara á los habitantes del 
nuevo Estado de Xalisco y Plan de Gobiereno Provisional del mismo 
Estado”, Guadalajara, 16 de junio de 1823, en Colección de los decretos... 
de Jalisco, vol. 1, pp. 33-45. 

La instalación de los congresos estatales en La Águila Mexicana, 158, 19 de 
septiembre de 1823, para Jalisco; Yucatán, 159, 20 de septiembre de 1823; 
Zacatecas, 156, 17 de septiembre de 1823, y El Sol, 96, 18 de septiembre de 
1823. En el caso de provincias que no contaban con diputación se insta- 
laron juntas representativas que serían el germen de los congresos estatales, 
como fue el caso de Coahuila, donde desde el 9 de mayo de 1823 se 
reunieron en Monclova el ayuntamiento y los principales vecinos: propi- 
etarios y comerciantes eligieron a “pluralidad de votos” a los miembros de 
su Junta Gubernativa (Vito Alessio Robles, Coahuila y Texas, vol. 1, pp. 
151-152.) La presencia de Miguel Ramos Arizpe en la formación de esta 
junta fue de gran importancia, es más, tiempo después, cuando ya se 
encontraba en México, influyó en la elaboración de la Constitución estatal 
a través de varias indicaciones: “Informe a los ayuntamientos y pueblos de 
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Coahuila”, México, 8 de mayo de 1824, en Miguel Ramos Arizpe, Discursos, 
memorias e informes, pp. 177-128 (en esta carta indicaba desde cuántos 
diputados debería tener la legislatura local hasta las dietas de los emplead- 
os de aquel gobierno). 

La Águila Mexicana, 57, 10 de junio de 1823. 

Ibid., 59, 12 de junio de 1823. El texto de esta convocatoria y de toda la re- 
glamentación electoral de la época está en Antonio García Orozco (comp.), 
Legislación electoral mexicana, 1812-1977. 

Sesión del 14 de junio de 1823, en La Águila Mexicana, 65, 18 de junio de 
1823, 

El acuerdo de la diputación provincial está en José María Bocanegra, 
Memorias, vol. 1, pp. 266-267. 

La Águila Mexicana, 130, 22 de agosto de 1823; Stanley C. Green, The 
Mexican Republic, p. 39. 

Las instrucciones de Yucatán en La Águila Mexicana, 186, 17 de octubre de 
1823; las de Valladolid en ¿bíd., 146, 7 de septiembre de 1823. 


38 José Barragán Barragán, Introducción al federalismo, pp. 206-208. 
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Vito Alessio Robles, op. cit., vol. 1, p. 153. 

Lucas Alamán, Historia de Méjico, vol. 5, p. 631. Guadalajara experimentó 
desde mediados del siglo XVII un aumento en el valor de la tierra y el ini- 
cio de la monetarización de su economía. Algunas de las propiedades de 
los terratenientes locales, como Atequiza, incrementarían su valor hasta en 
800 por ciento. Las propiedades de los Cañedo lo hicieron en 500 por cien- 
to: Eric van Young, “Moving toward Revolt: Agrarian Origins of the Hidalgo 
Rebellion in the Guadalajara Region”, en Riot, Rebellion, and Revolution. 
Rural Social Conflict in Mexico, p. 190; Jaime Olveda, La oligarquía de 
Guadalajara, pp. 141-148. En el apéndice 5 pueden verse los electos por 
cada provincia. 

La Águila Mexicana, 200, 31 de octubre de 1823. 

Ibid., 205, 5 de noviembre de 1823; El Sol, 145, 6 de noviembre de 1823; 
Carlos María de Bustamante, “4 de noviembre de 1823”, Diario bistórico, t. 
1, vol. 2, p. 102. 

La Águila Mexicana, 205, 5 de noviembre de 1823. 

Véanse las constituciones sudamericanas de la época en El pensamiento 
constitucional hispanoamericano basta 1830. Para el federalismo en el Río 
de la Plata, véase José Carlos Chiaramonte, “El federalismo argentino en la 
primera mitad del siglo XIX”, en Federalismos latinoamericanos, pp. 81-132. 
En el Constituyente del Imperio se habían pedido también poderes plenos, 
lo cual no obstó para que ciertos diputados pidieran instrucciones a sus 
provincias, por ejemplo Lorenzo de Zavala, quien se comunicó con la 
Diputación de Mérida y otras autoridades en aquella península acerca de 
cuál sería el tipo de gobierno que preferían: Margaret Swett Henson, 
Lorenzo de Zavala. The Pragmatic Idealist, p. 21. 
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46 Carlos María de Bustamante, “20 de noviembre de 1823”, Diario bistórico, 
t. 1, vol. 2, pp. 110-111. El Proyecto fue redactado entre la Comisión y los 
secretarios de los despachos, como afirmó el propio Miguel Ramos Arizpe 
en el Preliminar del Proyecto: “Fijada además una gran parte del acierto a 
la concurrencia de las luces y consejo del gobierno por medio de sus sec- 
retarios del despacho, quienes en efecto han asistido desde el principio de 
las sesiones [...]”, véase La Águila Mexicana, 200, 20 de noviembre de 
1823; y Acta constitutiva de la Federación. Crónicas, p. 97 (en esta obra, 
José Barragán Barragán reunió las crónicas del Congreso publicadas en El 
Sol y La Águila Mexicana, pero no están todas. En las notas subsecuentes 
anotaré la referencia directamente de los periódicos y a continuación citaré 
las Crónicas del Acta, si aparecieran allí. 

47 Una narración detallada de los debates puede hallarse en José Barragán 

Barragán, Introducción al federalismo. 

Los debates para la aprobación de la Constitución federal pueden consul- 

tarse en Constitución Federal de 1824. Crónicas, 2 vols., compilación de 

debates de La Águila Mexicana y de El Sol por José Barragán Barragán. Una 
lectura de éstos nos ha dado la impresión de que Miguel Ramos Arizpe 

procuró, por cualquier medio, que se aprobaran lo más pronto posible, y 

aun sin discusión, cada uno de los artículos. Sobre el tema de la repre- 

sentación en este Congreso, véase José Antonio Aguilar, “La nación en 

ausencia”, pp. 445-454. 

% José María Becerra, Voto particular del Señor Becerra, Diputado por la 
provincia de Veracruz, sobre el proyecto de Acta Constitutiva. Leído en la 
sesión del día 1? de diciembre de 1823, y mandado imprimir de orden del 
soberano Congreso, México, Imprenta del Supremo Gobierno de 1823, 16 
pp. CL, 570. 

50 La Águila Mexicana, 238, 8 de diciembre de 1823; Acta... Crónicas, pp. 

236-245. 

La Águila Mexicana, 241, 11 de diciembre de 1823; Al Sol, 180, 11 de 

diciembre de 1823; Acta... Crónicas, pp. 268-277. 

José Barragán, Introducción al federalismo, p. 189. 

La Águila Mexicana, 211, 20 de noviembre de 1823; Crónicas del Acta, p. 108. 

5 Discurso que el día 13 [sic por 11] de Diciembre del presente año de 1823, 
pronunció el Dr. D. Servando Teresa de Mier, diputado por Nuevo León 
sobre el artículo 5% del Acta Constitutiva, México, Imprenta a cargo de 
Martín Rivera, 1823, 16 pp. CL, 86; La Águila Mexicana, 242, 12 de diciem- 
bre de 1823 señalaba que Servando Teresa de Mier había pronunciado su 
sermón en la sesión del 11. 

5 Servando Teresa de Mier, op. cif. Nettie Lee Benson ha hecho notar que 
Mier criticó la tesis radical, pues ésta otorgaría más poderes a los estados 
que, incluso, los que gozaban los estados de la Unión Americana (Nettie 
Lee Benson, “Fray Servando Teresa de Mier, federalista”, Secuencia, 3, sep- 
tiembre-diciembre de 1985, p. 159). 
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Servando Teresa de Mier, op. cit. 

Acerca de la controversia entre los representantes mandatarios —<que 
hacen lo que quiere el electorado— o los representantes independientes — 
que hacen lo mejor para los electorados—, véase Hanna Pitkin, El concep- 
to de representación, pp. 157-183. 

Edmundo O'Gorman, “Precedentes y sentido de la Revolución de Ayutla”, 
p. 129. 

“Algunos reparos á los del Sr. diputado D. Francisco García por J. D. V.”, en 
La Águila Mexicana, 1, núm. 237, 7 de diciembre de 1823. 

Lucas Alamán, Historia de Méjico, vol. 5, p. 777. 

Carlos María de Bustamante, “Voto”, en su Diario histórico, t. 1, vol. 2, p. 
212. Ya antes se había opuesto al federalismo extremo con argumentos 
parecidos, véase Carlos María de Bustamante, Examen crítico sobre la fed- 
eración, México, Imprenta del C. Valdés, 1823, 8 pp. CL, p. 442. 

Idem. 

“4 de diciembre de 1823”, Diario bistórico, t. 1, vol. 1, p. 132. 

Alexis de Tocqueville, L'Ancien Régime et la Révolution, pp. 169-174. 
Algunos autores han querido desprender de esta tesis la conclusión de que 
la revolución fue inútil y perniciosa, pues sus resultados fueron los mismos 
hacia los que apuntaba el antiguo régimen. (Francois Furet, Penser la 
Révolution Frangaíse, pp. 209-256.) 

La Águila Mexicana, 244, 14 de diciembre de 1823 y 245, 15 de diciembre 
de 1823; Crónicas del Acta, p. 299. Resulta curioso y significativo que en la 
crónica publicada por El Sol (185, 15 de diciembre de 1823) no se haga 
mención a la intervención de Cobarruvias. 

Jesús Reyes Heroles, El liberalismo mexicano, t. 1. Los orígenes, p. 423. Se- 
gún John Lloyd Mecham, el centralismo era considerado en las provincias 
como un gobierno arbitrario y despótico: “The Origins of Federalism in 
Mexico”, The Hispanic American Historical Review, vol. XVII, núm. 2, mayo 
de 1938, p. 171. 

Quinlan, “Issues and Factions in the Constituent Congress”, en Mexico in 
tbe Age of Democratic Revolutions, 1750-1850, p. 206. 

La Águila Mexicana, 245, 15 de diciembre de 1823; Crónicas del Acta, pp. 
306-309. 

La Águila Mexicana, 247, 17 de diciembre de 1823, Crónicas del Acta, pp. 
324-325. 

La Águila Mexicana, 248, 18 de diciembre de 1823; El Sol, 188, 18 de 
diciembre de 1823, Crónicas del Acta, pp. 342, 343, 350 y 351. 

La Águila Mexicana, 250, 20 de diciembre de 1823; El Sol, 190, 20 de 
diciembre de 1823; Crónicas del Acta, pp. 365-370. 

Sesión extraordinaria y secreta del 21 de diciembre de 1823, en Historia 
parlamentaria mexicana. Sesiones secretas, 1821-1824, p. 158. Desde 
noviembre, algunos individuos habían insistido en la necesidad de que las 
provincias reunieran congresos constituyentes locales y se declararan esta- 
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dos: “Cuestión importante que debe llamar de preferencia la atencion de 
nuestro actual Congreso constituyente”, El Redactor Municipal, núm. 7, 17 
de noviembre de 1823, 

Sesión del 28 de diciembre, La Águila Mexicana, 259, 29 de diciembre de 
1823, Crónicas del Acta, pp. 409-413. 

Sesión del 30 de diciembre de 1823, La Águila Mexicana, 259, 31 de 
diciembre de 1823; Crónicas del Acta, p. 420. 

Sesión del 6 de febrero de 1824, La Águila Mexicana, 299, 7 de febrero de 
1824. 

Crónicas del Acta Constitutiva, pp. 224 y 315. 

Sesiones del 14, 21, 27 de febrero y 4 de marzo en La Águila Mexicana, de 
los días 16, 22, 28 de febrero y 6 de marzo respectivamente. 

Acta Constitutiva de la Federacion Mexicana, México, Imprenta del 
Supremo Gobierno, en Palacio, 1824. cL, 1364. 

Una detallada discusión en José Antonio Aguilar Rivera, “La nación en 
ausencia” op. cit., pp. 448-449, : 

Constitucion federal de los Estados Unidos Mexicanos, sancionada por el 
Congreso General Constituyente, el 4 de octubre de 1824 [Méxicol, 
Imprenta del Supremo Gobierno, 1824. cL, 980. 

Las cartas estatales pueden consultarse en Mariano Galván Rivera, ed., 
Colección de Constituciones de los Estados Unidos Mexicanos. Régimen 
constitucional, 1824, véase también Ley orgánica provisional para el 
arreglo del Estado Libre, Independiente y Soberano de México, sancionada 
por el Congreso Constituyente del mismo estado, México, imprenta a cargo 
de Martín Rivera, 1824. 

El caso mexiquense en la Sesión del 20 de julio de 1824, Actas del Congreso 
Constituyente del Estado Libre de México, revisadas por el mismo Congreso 
é impresas de su orden, 9 vols., pie de imprenta varia, 1824-1827, vol. 2, 
México, imprenta a cargo de Martín Rivera, 1824, p. 106; para el poblano, 
“Decreto 10: Quiénes deban hacer juramento de obediencia al Congreso”, 
2 de abril de 1824, Colección de los decretos y órdenes mas importantes que 
espidió el Congreso Constituyente de Puebla en los años de 1824 y 1825, 
Puebla, Imprenta del Gobierno, 1827, p. 5. 

En El Redactor Municipal, 125, 18 de agosto de 1824 y 126, 20 de agosto 
del mismo año, se publicó un artículo contrario a que las mujeres estuvier- 
an presentes en las galerías del Congreso, pues algunas pretendían hasta 
tomar la palabra. Los más favorables a la participación femenil se limitaban 
a aceptar su presencia en un Congreso “de hombres”, así como iban tam- 
bién a las iglesias, el teatro, los paseos y las tertulias “de los hombres”. 
George Ward, México en 1827, pp. 201-202. 

Michael P. Costeloe, La primera república federal de México (1824-1835). 
Un estudio de los partidos políticos en el México independiente, pp. 35-40; 
Juan Suárez y Navarro, Historia de México, vol. 1, p. 79. 
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Para la participación escocesa en la caída de Iturbide y la importancia que 
adquirió ese rito masónico, véase la introducción del periódico Muerte 
política de la República Mexicana, s. d., 1829, del notable político escocés 
Francisco Ibar. 

José María Luis Mora llamó a la de Victoria, política de amalgamación. 
Según él, Victoria procuró hacer una amalgama de la cual resultó “un sis- 
tema de estira y afloja que pudo mantenerse por algún tiempo, pero que no 
podía ser duradero” (José María Luis Mora, “Revista política de las diversas 
administraciones que la República mexicana ha tenido hasta 1837”, en 
Obras completas. Obra Política II, p. 293, Torcuato S. Di Tella, Política 
nacional, pp. 170-172). Carlos María de Bustamante publicó durante casi 
toda la vida de su periódico Voz de la Patria (1830-1831) una sección ded- 
icada a la “Historia del desgobierno de don Guadalupe Victoria”, en la cual 
criticaba constantemente su política de amalgamación. 

Manuel Gómez Pedraza, Manifiesto, pp. 23-24. Acerca de las actividades de 
Pedraza en Puebla, véase Laura Solares Robles, Una revolución pacífica. 
Biografía política de Manuel Gómez Pedraza 1789-1851, pp. 47-50. 
Lucas Alamán, citado en el capítulo 3, nota 68; Cecilia Noriega Elío, “Los 
grupos parlamentarios en los congresos mexicanos, 1810 y 1857”, en El 
poder y el dinero, p. 130. 

Voz de la Patria, t. 1, suplemento al número 3, 4 de marzo de 1830. 
Bárbara M. Corbett, “Soberanía, élite política y espacios regionales en San 
Luis Potosí (1824-1828), Secuencia, núm. 15, septiembre-diciembre de 
1989, p. 24 y apéndice B. En el apéndice se nota cómo la presencia de 
propietarios y comerciantes —importante desde el Constituyente— aumen- 
ta en el Congreso Constitucional de 1827-1828; Mercedes de Vega, “La 
opción federalista en Zacatecas”, pp. 243-245; Stanley C. Green, The 
Mexican Republic, pp. 69-70; también véase también Diana Balmori, et al, 
Notable Family Networks in Latin America, p. 40. 

Stuart F. Voss, On tbe Peripbery of Nineteentb-Century Mexico. Sonora and 
Sinaloa, 1810-1877, p. 53; Vito Alessio Robles, op. cit., vol. 1, pp. 190 y ss. 
Moisés González Navarro, José María Luis Mora. La formación de la con- 
ciencia burguesa en México, p. 7; Arnáiz, “Prólogo” a José María Luis Mora, 
Ensayos, ideas y retratos, pp. v-XXxix. 

Carta de Joel Poinsett a Rufus King, ministro estadounidense en Gran 
Bretaña, México, 14 de octubre de 1825, citada en José Fuentes Mares, 
Poínsett. Historia de una gran intriga, p. 126. Todo el capítulo vr de esa 
obra está dedicada a la relación entre el ministro y la logia yorquina; véase 
también la carta de Poinsett a Henry Clay, México, 12 de octubre de 1825, 
en Carlos Bosch García, Documentos de la relación de México con los 
Estados Unidos. 1. El mester político de Poinsett (Noviembre de 1824- 
diciembre de 1829), pp. 123-127. 

Lorenzo de Zavala, Ensayo bistórico, t. 1, p. 258. Los subrayados son nue- 
Stros, 
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Ésta era la opinión de José María Tornel y Mendívil, Breve reseña bistórica, 
p. 134. Francois-Xavier Guerra (“The Spanish American Tradition of 
Representation and its European Roots”, Journal of Latin American 
Studies, 26, 1, mayo, 1980, pp. 1-35) considera que la unanimidad que se 
suponía debía haber en la república no era sino una supervivencia de la 
unanimidad corporativa del Antiguo Régimen, pero creo que el referente 
norteamericano nos remite más al ideario republicano. 

Correo de la Federación Mexicana, t. 11, núm. 276, 4 de agosto de 1827. 
Un amante de su patria, Colección de artículos selectos sobre política, saca- 
dos del Águila Mexicana de 1828, México, Imprenta de Galván, a cargo de 
Mariano Arévalo, 1828, “Elecciones, Abril 16”. 

Michael P. Costeloe, La primera república federal, pp. 63 y ss. José María 
Luis Mora, “Revista política”, p. 295. 

Carlos María de Bustamante, Continuación del cuadro bistórico de la 
Revolución Mexicana, México, Publicaciones de la Biblioteca Nacional, 
1954, vol. 3, pp. 68-70. 

Torcuato S. Di Tella, op. cit., p. 186; Poinseit aseguraba que la fuerza del 
partido americano (el de York) era irresistible, y que encabezado por 
Zavala se preparaba ya para la contienda de 1828, en la cual el candidato a 
la presidencia sería Vicente Guerrero, como en efecto ocurrió. (Poinsett a 
Clay, México, 21 de octubre de 1826, en Carlos Bosch García, op. cit., pp. 
194-198.) Acerca de la inclusión de grandes sectores sociales en el derecho 
a sufragar: Pierre Rosanvallon hace notar que en Francia se incluyeron a las 
masas en 1848 debido al surgimiento de nuevas condiciones sociales, en 
concreto, de un proletariado rural y urbano casi inexistente anteriormente. 
(Pierre Rosanvallon, “La République du Suffrage Universel”, en Le Siécle de 
l'Avenement Republicaine, p. 372.) 

Sesión de la legislatura del estado de México del 9 de octubre de 1826, en 
Actas del Congreso Constituyente del Estado de México, vol. vi, p. 651. 
Una narración detallada puede verse en Charles Macune, El Estado de 
México y la Federación Mexicana, cap. vi, titulado expresivamente 
“Destreza política: votos y balas”. 

Correo de la Federación Mexicana, núm. 17, 17 de noviembre de 1826. El 
hecho de que las elecciones quedaran enteramente en manos de ciu- 
dadanos no sólo es muestra de la importancia dada a la no intervención de 
las autoridades en esos procesos, pues podrían deformar la voluntad 
nacional, sino de la falta de instituciones para realizar los comicios. 

La Águila Mexicana, t. 1, núm. 62, 1 de julio de 1826. 

El episodio ha sido descrito detalladamente en varios trabajos, entre otros 
Michael P. Costeloe, La primera república federal, cap. VI; Torcuato S. Di 
Tella, op. cit., pp. 224-231 y Silvia Arrom, “Popular politics in Mexico City: 
The Parian Riot, 1828”, Hispanic American Historical Review, 68, 2, mayo 
de 1968, pp. 245-268. 
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107 Gúnter Kahle, El ejército y la formación del Estado en los comienzos de la 
independencia de México, p. 18; Frank Nicholas Samponaro, The Political 
Role of tbe Army in Mexico, 1821-1848, 

108 El interesante estudio de Brian Connaughton, Ideología y sociedad en 
Guadalajara, especialmente el capítulo 9, ha mostrado cómo, lejos de 
adoptar la Iglesia posiciones completamente reaccionarias ante el empuje 
de la modernidad, asumió algunas de sus premisas y les dio un sentido 
ingenioso: tal el caso de la representación. Cuando los congresos iniciaron 
sus empeños por conseguir el ejercicio del patronato y, después, cuando 
quisieron llevar a cabo el primer intento de reformas (1833), la Iglesia advir- 
tió que mal podía una asamblea antirreligiosa representar a un pueblo tan 
religioso como el mexicano. 

1099 Dictamen de la comision especial de la Cámara de Diputados, encargada 

del proyecto presentado por el Señor [Fernando] Ramírez, en la parte que 

arregla el derecho de peticion, México, Impreso por Ignacio Cumplido, 

1833, pp. 3-4, en Dewey Group en SL. 

Ortiz Escamilla, “Los defensores del Rey, ¿forjadores de la nación mexi- 

cana?”, en: Tiempos de América. Revista de Historia, Cultura y Territorio, 

núm. 1, 1997, p. 91. 

111 Bernard Manin, Principies de Gouvernement Represéntatif. 


11 


S 


A MODO DE CONCLUSIÓN: REPRESENTACIÓN Y REPRESENTACIONES 


1 Alfredo Ávila, “La transición a la democracia en México: su historia y sus 
posibilidades”, en Elecciones y participación ciudadana en México, pp. 40-44. 

2 Carta de Lucas Alamán a Antonio López de Santa Anna, México, 23 de 
marzo de 1853, en José Luis Romero, Pensamiento conservador (1815- 
1898), pp. 366-369. Acerca de los empeños conservadores de 1848-1850, 
véase Palti, La política del disenso. 

3 Un amante de su patria, Colección de artículos selectos sobre política, saca- 
dos del Águila Mexicana de 1828, México, Imprenta de Galván, a cargo de 
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